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Introducción 

El derecho de la información es una rama del derecho públ ico que, 
poco a poco, ha ido ganando terreno no solo como objeto de 
investigación, sino también como área de estud io en las carreras de 
derecho y comunicación en las universidades y centros de estudios 
superiores del pa ís. Esta obra es una versión corregida y actual izada 
que vio la luz por primera vez en 1 998 como Régimen jurídico de las 
libertades de expresión .e información en México. Posteriormente, con 
adiciones y reformas, fue editada bajo el título de Derecho de la 
información en 2000 y 2005. 

Esta nueva edición surge con un enfoque regional gracias a la invitación 
del Dr. Edgar Jaramil lo, Director General del CIESPAL, de la UNESCO, 
quien generosamente ha dado hospital idad editorial  a esta obra .  De 
esta suerte , esta entrega no se centra solo en el caso de México , sino 
abreva de referencias de la experiencia comparada en genera l  y de 
la normatividad latinoamericana , en particular. 

El propósito de esta obra es que pueda ser de uti l idad en las escuelas 
de derecho y comunicación como referencia para entender las 
relaciones entre la comunicación , el derecho y la sociedad. Está 
compuesta de 1 1  apartados que dan cuenta de manera general del 
derecho de la información. En el primer apartado se pone el acento 
en la parte conceptual ,  que debe ser siempre un punto de partida para 
comprender el significado de los conceptos básicos de esta discipl ina 
de estudio. Las d iferencias entre la l ibertad de expresión y la l ibertad 
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de información, su normativa constitucional y su génesis son 
consideradas en el segundo apartado. El tercer apartado se aboca 
a precisar qué es el derecho a la i nformación y cuáles sus principales 
vertientes, así como han adquirido carta de natural ización parcial en 
el derecho positivo mexicano. El  marco regulatorio de la radio y la 
televisión es analizado en el apartado cuatro. Uno de los aspectos 
poco d iscutidos es el relativo al derecho de la cinematografía que aqu í 
se trata en el apartado sexto . La empresa period ística y la labor del 
periodista , donde la experiencia comparada tiene mucho que ofrecer 
al marco juríd ico vigente, son objeto de estudio en los apartados 
séptimo y octavo. De la misma manera ,  e l  derecho al honor, a la vida 
privada y el derecho de réplica como herramientas legales de la persona 
frente a los medios son motivo de reflexión en el apartado noveno. 
Med ios públicos o medios del gobierno ha sido un aspecto del derecho 
de la i nformación que parece arrojar más dudas que certezas ,  de ahí  
la  importancia de su tratamiento en el apartado décimo. Finalmente, 
la tensión entre el ejercicio de las l ibertades de expresión e información 
y los otros bienes jurídicos protegidos por la ley, como el honor y la 
vida privada siguen siendo una cuestión a debate y por ello son tema 
de análisis en el apartado u ndécimo. 

Hago votos porque esta obra permita a l  lector tener una idea 
panorámica de las fortalezas del derecho de la i nformación -que las 
tiene en algunas vertientes- así como, por supuesto, de sus debilidades 
y desafíos en este proceso prolongado de transición a la democracia 
en nuestros países . 

Ernesto Vil lanueva 
Agosto 2007 
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Capítulo  1 

Concepto y fuentes del derecho de la 
información 

El derecho de la i nformación 

El derecho tiene una dual idad : se refiere, por un lado, al conjunto de 
normas jurídicas y, por otro, a una ciencia "cuyo objeto de 
conocimiento está constituido tanto por el ordenamiento jurídico como 
por los conceptos sistemáticos elaborados por la dogmática . . .  '11 Por 
razones metodológicas y prácticas y para su mejor comprensión y 
estudio, el derecho se ha d ividido en ramas o discipl inas. 

La división más antigua del derecho se remonta al derecho romano 
y d istingue entre derecho públ ico y derecho privado.2 Así también lo 
ha considerado la Suprema Corte de Justicia de la Nación de México 
en tesis jurisprudencia! a l  sostener que: 

"La clasificación más amplia y general de los derechos de los 
individuos es aquella que los divide en derechos públicos y derechos 
privados. Cada una de estas categorías de derechos tiene un origen 
y un régimen juríd ico d iferente, pues en tanto que los primeros se 
generan por actos del Estado y se rigen por el derecho públ ico ,  

1 Fix Zamudio, Héctor, Metodología, docencia e investigación jurídicas, 4a. ed . ,  México, 
Porrúa, 1 995, p. 97. 

2 En e l  Digesto se establece que "derecho público es e l  que atañe a la conservación de la 
cosa romana; privado, el que concierne a la utilidad de los particulares", citado por Monroy 
Cabra, Gerardo, Manual de introducción al derecho, Bogotá, El profesional, 1 987, p. 1 1 7. 
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Ernesto Villanueva 

los segundos nacen de actos particulares y están regulados por 
el derecho privado ."3 

A partir de esta división clásica se derivan d iversas d iscipl inas como 
resu ltado de la complej idad de la sociedad contemporánea , del 
desarrol lo tecnológico y científico y del avance en la hermenéutica y 
metodolog ía de las ciencias . Y es que "los avances de la técnica y 
las modalidades de la vida pueden crear indefinidamente nuevas ramas 
o también hacer desaparecer o refundir en una sola,  otras ya 
existentes. "4 

En la ciencia juríd ica ,  el derecho de la información es una de las áreas 
relativamente recientes , que "nace ante la necesidad de reglamentar 
y organizar el ejercicio de un derecho natura l  del hombre, reconocido 
con estas características en las leyes fundamentales de los diversos 
países modelados en el ámbito jurídico-pol ítico al modo de los Estados 
de derecho."5 Se trata , en todo caso, de una rama en formación de 
la ciencia del derecho en busca de su autonomía respecto de las ramas 
clásicas de la ciencia jurídica ,  que podría defin i rse como la rama del 
derecho público que tiene por objeto el estudio de las normas jurídicas 
que regulan , lato sensu, las relaciones entre Estado, medios y sociedad, 
así como, stricto sensu, los alcances y los l ímites del ejercicio de las 
l ibertades de expresión y de información y el derecho a la información 
a través de cualquier medio. 

Fuente del derecho 

La frase fuente del derecho hace referencia, en principio, a todo hecho 
o acto del cual d imanan las normas juríd icas. La fuente del derecho 
constituye el origen normativo de las d isposiciones legales en un 
ordenamiento juríd ico históricamente determinado. 

3 Semanario Judicial de la Federación ,  t .  LXXI, p.  931 .  
4 Marín Pérez, Pascual, Manual de introducción a la ciencia del derecho, Barcelona, Bosch, 

1 959, p. 4 1 7. 
5 Fernández Areal, Manuel, Introducción al derecho de la información, Barcelona, ATE, 1 977, 

p. 9. 
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Derecho de la Información 

En el caso mexicano, las fuentes formales del derecho6 están 
constitu idas por la legislación , los tratados internacionales , la  
j urisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación,  la  
costumbre y los principios generales del  derecho, que serán objeto 
de un estudio más deta llado en los apartados siguientes. 

leg islación 

Por legislación habría que entender "el proceso por el  cual uno o varios 
órganos del Estado formulan y promulgan determinadas reglas jurídicas 
de observancia genera l ,  a las que se les da el nombre específico de 
leyes."7 

En el sistema jurídico mexicano -como en todos los ordenamientos 
que tienen raíces juríd ico-romanas- la principal fuente del derecho es 
la legislación,  bien se trate de normas constitucionales, leyes ordinarias, 
leyes orgánicas, decretos, reglamentos o acuerdos. Conforme a la 
Constitución Pol ítica de los Estados U nidos Mexicanos, hay tres 
procesos de creación de normas juríd icas, según los principios de 
jerarqu ía normativa y competencia : 

Normas constitucionales. Para reformar o adicionar la Constitución 
se requ ieres que el Congreso de la Unión (Cámara de Diputados y 
Cámara de Senadores) por el voto de las dos terceras partes de los 
individuos presentes, acuerde las reformas, adiciones, o ambas, y que 
éstas sean aprobadas por la mayoría de las legislaturas de los estados. 
La intervención de estos órganos del Estado con una mayoría calificada 
se denomina en la doctrina Constituyente Permanente. 

Leyes orgánicas, leyes ordinarias y decretos. El proceso legislativo 
para crear leyes o decretos9 está compuesto de seis etapas: in iciativa , 

6 "Por fuente formal entendemos los procesos de creación de las normas jurídicas", Garcra 
Máynez, Eduardo, Introducción al estudio del derecho, 47a. ed. , México, Porrúa, 1 995, p. 51.  

7 Ibídem., p.  52 .  
8 Artículo 1 35 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
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discusión, aprobación, promulgación , publi cación e in iciación de la  
vigencia. Veamos brevemente en qué consiste cada una de el las: 

a )  Iniciativa. Es el acto por el cual determinados órganos del Estado 
someten a consideración del Congreso un proyecto de ley."10 En el 
sistema jurídico mexicano, el derecho de iniciar leyes o decretos, 
conforme a lo previsto en el artículo 71 de la Constitución, únicamente 
compete al Presidente de la Repúbl ica, a los diputados y 
senadores al Congreso de la Unión y a las legislaturas de los Estados. 

b)  Discusión. Es el acto por el cual las Cámaras del iberan acerca 
de las iniciativas, a fin de determinar si deben o no ser aprobadas.11 

e) Aprobación. Es el acto por el cual las Cámaras aceptan un proyecto 
de ley.12 

d) Promulgación. Es el acto del Ejecutivo en virtud del cual ordena 
la publicación y cumpl imiento de una ley aprobada por el  Poder 
Legislativo. 13 

9 Sobre la distinción entre leyes y decretos, el maestro Gabino Fraga recuerda que: "En la 
discusión habida en el Constituyente (de 1 856-1 857) con motivo de ese precepto, el diputado 
Moreno expresó la conveniencia de que las resoluciones del Congreso tengan el carácter de 
ley o decreto, estableciendo la distinción de que mientras la ley se refiere a un objeto genera l ,  
e l  decreto sólo comprende un objeto particular. S in  embargo, en esta ocasión se adoptó el 
criterio de la Comisión , según el cual  toda resolución legislativa del Congreso no puede tener 
más carácter que el de ley." (Sesión del 1 5  de octubre de 1 856, referida en Zarco, Francisco, 
Historia del Congreso Constituyente 1856-1857, México, Imprenta de Ignacio Cumplido, 1 857, 
t. 11, p. 449). Posteriormente, en la reforma constitucional del 13 de noviembre de 1 874, el 
artículo 64 de la Constitución de 1 857, que corresponde a l  70 de la de 1 91 7 , se modificó 
para aceptar que las resoluciones del Congreso tienen el carácter de leyes o decretos, es 
decir, parece admitir que existe una diferencia, en razón de la diversa naturaleza, entre las 
resoluciones del Poder Legislativo; a pesar de lo cual ,  y sólo por emanar del mismo Poder, 
a todas se les sujeta al mismo régimen. Debemos aclarar que la distinción a que nos referimos 
se ha echado en olvido en la práctica, en donde propiamente no se sigue ningún criterio para 
distinguir una ley de un decreto". Fraga, Gabino, Derecho administrativo, 29a. ed. ,  México, 
Porrúa, pp. 37-38. Cabe agregar que generalmente las normas jurídicas aprobadas por el 
Poder Legislativo suelen adoptar la figura de leyes, mientras las normas jurídicas que produce 
el Ejecutivo poseen la figura del decreto. 

10 García Máynez, Eduardo, op. cit., nota 6, p. 54. 
11 ldem. 
1 2  Ibídem., p. 55. 
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Derecho de la Información 

e) Publicación. Es el acto de hacer posible el conocim iento de la 
ley, por los medios establecidos para el efecto. 14 Éste se materializa 
con la inserción de la ley aprobada y promulgada en el Diario Oficial 
de la Federación. 

Las cuatro etapas anteriores, discusión, aprobación, promulgación 
y publicación, están previstas en el artículo 72 de la Constitución, 
que a la letra d ice: 

"Todo proyecto de ley o decreto, cuya resolución no sea 
exclusiva de alguna de las Cámaras, se discutirá sucesivamente 
en ambas, observándose el Reglamento de Debates sobre la 
forma, intervalos y modo de proceder en las discusiones y 
votaciones . 

"A. Aprobado un proyecto en la Cámara de su origen, pasará 
a su d iscusión a la otra. Si ésta lo aprobare,  se rem it irá a l  
Ejecutivo, qu ien, si no tuviere observaciones que hacer, lo 
pub l icará inmediatamente . 

"B.  Se reputará aprobado por el Poder Ejecutivo todo 
proyecto no devuelto con observaciones a la Cámara de su 
origen, dentro de 1 0  d ías úti les; a no ser que, corriendo este 
término hubiere el Congreso cerrado o suspendido sus sesiones, 
en cuyo caso la devolución deberá hacerse el primer d ía úti l 
en que el Congreso esté reunido. 

"C. E l  proyecto de ley o decreto desechado en todo o en parte 
por el Ejecutivo será devuelto, con sus observaciones, a la 
Cámara de su origen. Deberá ser discutido de nuevo por ésta , 
y si fuese confirmado por las dos terceras partes del número 

1 3  Rabasa, Emilio O. y Caballero, Gloria ,  Mexicano: ésta es tu Constitución, México, Miguel 
Angel Porrúa ,  1 961 , p. 395. 

14 García, Trinidad, Apuntes de introducción al estudio del derecho, 29a . ed . ,  México, Porrúa, 
1 991 , p. 71 . 
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total de votos, pasará otra vez a la Cámara revisora . Si por 
ésta fuese sancionado por la misma mayoría, el proyecto será 
ley o decreto y volverá al Ejecutivo para su promulgación . 

"467 Las votaciones de ley o decreto serán nominales.  

"D.  Si algún proyecto de ley o decreto fuese desechado en su 
tota l idad por la Cámara de revisión , volverá a la de su origen 
con las observaciones que aquélla le hubiese hecho. Si 
examinado de nuevo fuese aprobado por la mayoría absoluta 
de los miembros presentes, volverá a la Cámara que lo desechó, 
la cual lo tomará otra vez en consideración , y si lo aprobare 
por la misma mayoría , pasará al Ejecutivo para los efectos de 
la fracción a) ,  pero s i  lo reprobase, no podrá volver a presentarse 
en el mismo periodo de sesiones. 

"E. Si un proyecto de ley o decreto fuese desechado en parte, 
o modificado, o adicionado por la Cámara revisora, la nueva 
discusión de la Cámara de origen versará ún icamente sobre 
lo desechado o sobre las reformas o adiciones, sin poder 
alterarse en manera alguna los artículos aprobados. Si las 
adiciones o reformas hechas por la Cámara revisora fuesen 
aprobadas por la mayoría absoluta de los votos presentes en 
la Cámara de su origen, se pasará todo el proyecto al Ejecutivo, 
para los efectos de la fracción a) .  Si las adiciones o reformas 
hechas por la Cámara revisora fueren reprobadas por la mayoría 
de votos en la Cámara de su origen , volverán a aquél la para 
que tome en consideración las razones de ésta, y si por mayoría 
absoluta de votos presentes se desecharen en esta segunda 
revisión d ichas adiciones o reformas, el proyecto, en lo  que 
haya sido aprobado por ambas Cámaras, se pasará al Ejecutivo 
para los efectos de la fracción a) .  Si la Cámara revisora 
insistiere, por la mayoría absoluta de votos presentes, en dichas 
adiciones o reformas, todo el proyecto no volverá a presentarse 
sino hasta el sigu iente periodo de sesiones, a no ser que ambas 
Cámaras acuerden , por la mayoría absoluta de sus miembros 
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presentes, que se expida la ley o decreto sólo con los artículos 
aprobados, y que se reserven los adicionados o reformados 
para su examen y votación en las sesiones siguientes. 

"F. En la interpretación , reforma o derogación de las leyes o 
decretos, se observarán los mismos trámites establecidos para 
su formación . 

"G . Todo proyecto de ley o decreto que fuere desechado en 
la Cámara de su origen ,  no podrá volver a presentarse en las 
sesiones del año.  

"H .  La formación de las leyes o decretos puede comenzar 
indistintamente en cualquiera de las dos Cámaras, con 
excepción de los proyectos que versaren sobre empréstitos, 
contribuciones o impuestos, o sobre reclutamiento de tropas, 
todos los cuales deberán d iscutirse primero en la Cámara de 
Diputados. 

" 1 . Las i n iciativas de leyes o decretos se d iscuti rán  
preferentemente en  l a  Cámara en  que se  presenten,  a menos 
que transcurra un mes desde que se pasen a la comisión 
d ictaminadora sin que ésta rinda d ictamen, pues en tal caso 
el mismo proyecto de ley o decreto puede presentarse y 
d iscutirse en la otra Cámara .  

"J . El  Ejecutivo de l a  Un ión no  puede hacer observaciones a 
las resoluciones del Congreso o de alguna de las Cámaras, 
cuando ejerzan funciones de cuerpo electoral o de jurado, lo 
mismo que cuando la Cámara de Diputados declare que debe 
acusarse a uno de los altos funcionarios de la Federación por 
del itos oficiales. 

"Tampoco podrá hacerlas al decreto de convocatoria a 
sesiones extraordinarias que expida la Comisión Permanente." 
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f) Iniciación de la vigencia . Es el acto por el cual se otorga vigor o 
fuerza vinculante a las leyes o decretos aprobados , promulgados 
y publ icados. En el sistema jurídico mexicano existen dos sistemas 
de in iciación de vigencia:  sucesivo y sincrónico. 1 5  El sistema 
sucesivo está previsto en el artículo 3 del Código Civil : 

"Las leyes, reglamentos, ci rculares o cualesqu iera otras 
d isposiciones de observancia general ,  obl igan y surten sus 
efectos tres d ías después de su publ icación en el periódico 
oficial .  En los lugares distintos de donde se publique el periódico 
oficia l ,  para que las leyes, reglamentos,  etcétera , se reputen 
publ icados y sean obl igatorios, se necesita que además del 
plazo que fija el párrafo anterior, transcurra un d ía más por cada 
40 kilómetros de distancia o fracción que exceda de la mitad ."  

Por su parte, el sistema sincrónico está fundado en lo d ispuesto 
en el artículo 4 del Cód igo Civi l ,  que prescribe: "Si la ley, 
reglamento , circu lar o d isposición de observancia general fija 
el d ía en que debe comenzar a regir, obl iga desde ese d ía con 
tal de que su publ icación haya sido anterior." Cabe señalar que 
hoy en d ía,  el sistema sucesivo de iniciación de la vigencia se 
está prácticamente en desuso, pues por técn ica legislativa y 
por el desarrollo de las comunicaciones, el sistema sincrón ico 
representa la figura de uso corriente en el proceso legislativo . 

Reglamentos y decretos. Por reglamento la doctrina mexicana 
entiende la "norma o conjunto de normas jurídicas de carácter abstracto 
e impersonal que expide el Poder Ejecutivo en uso de una facultad 
propia y que tiene por objeto facil itar la exacta observancia de las leyes 
expedidas por el Poder Legislativo."16 

En efecto, en el sistema jurídico mexicano el Presidente de la República 
está atribu ido de facultades para expedir  reglamentos y decretos, 

15 Cfr. García Máynez, op. cit. , nota 6, pp. 57-60. 
1 6  Fraga, Gabino, op. cit. , nota 9, p. 1 04 .  
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conforme a lo d ispuesto en el artículo 89, fracción. 1, de la Constitución: 
"Las facultades y obligaciones del Presidente son las siguientes: l. 
Promulgar y ejecutar las leyes que expida el Congreso de la Unión, 
proveyendo en la esfera administrativa a su exacta observancia" . 17 
Respecto a la naturaleza de la facu ltad reglamentaria del Presidente 
de la Repúbl ica , la Suprema Corte de Justicia de la Nación señala 
en tesis jurisprudencia! : 

"El artícu lo 89, fracción 1 de nuestra Carta Magna confiere al 
Presidente de la República tres facultades: a )  La de promulgar las 
leyes que expida el Congreso de la Un ión ; b) la de ejecutar d ichas 
leyes y e) la de proveer en la esfera administrativa a su exacta 
observancia, o sea la facultad reglamentaria . Esta ú ltima facu ltad 
es la que determina que el Ejecutivo pueda expedi r  d isposiciones 
generales y abstractas que tienen por objeto la ejecución de la ley, 
desarrollando y complementando en detal le las normas contenidas 
en los ordenamientos juríd icos expedidos por el Congreso de la 
Unión ."18 

Es importante señalar que además de los reglamentos heterónomos 
-sujetos a la existencia previa de una ley que reglamentar- hay una 
excepción : el reglamento autónomo 19 relativo a policía y buen gobierno 
previsto en la Constitución federal y reproducido en las constituciones 
de los Estados. 

En materia de fuentes de derecho de la información en México destacan 
las siguientes: 

17 En forma mucho más clara, e l  artículo 11  O de la Constitución del  4 de octubre de 1 824 
establecía que: "Las atribuciones del Presidente son las que siguen: [ . . .  ] 11. Dar 
reglamentos, decretos y órdenes para el mejor cumplimiento de la Constitución." También 
hacía lo propio el artículo 85 de las Bases Orgánicas del 12  de junio de 1 843 al sostener 
que: "Corresponde al Presidente de la República: [ ... ] IV. Expedir órdenes y dar los reglamentos 
necesarios para la ejecución de la leyes, sin alterarlas ni modificarlas." 

18 Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1 91 7-1988, Segunda Parte, Salas y tesis 
comunes, p.  2559. 

1 9  Previsto en el Artículo 21 Constitucional. 
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• La Constitución , particularmente los artículos 6 y 7 
• La Ley de Imprenta.  
• La Ley Federal de Rad io y Televisión . 
• La Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública 

Gubernamental 
• La Ley de Vías Generales de Comunicación . 
• La Ley Federal de Cinematografía . 
• La ley que establece, reforma y adiciona las disposiciones relativas 

a d iversos impuestos. 
• La Ley Federal  de Telecomunicaciones. 
• Reglamento sobre Publ icaciones y Revistas I lustradas. 
• Reglamento de la Ley Federal de Rad io y Televisión y de la Ley 

de la I ndustria Cinematográfica , relativo al contenido de las 
transmisiones en radio y televisión . 

• Reglamento del Servicio de Televisión por Cable. 
• Acuerdo para la creación de la Productora e Importadora de Papel, 

S .A. (P IPSA). 
• Decreto por el que se creó el Instituto Mexicano de la Radio. 

Ahora bien, hay que precisar que en sentido estricto se le l lama ley 
a "la norma jurídica de carácter general ,  ceñida al bien común, emanada 
de los órganos leg is lativos constituc iona lmente previstos y 
democráticamente elegidos y elaborada según el procedimiento 
establecido por las constituciones de los Estados partes para la 
formación de las leyes. "20 "Es la legislatura electa y no otra la que 
tiene potestad legislativa ."21 

Cualquier acción que afecte los derechos básicos, sostiene Agustín 
Gordi l lo, debe ser prescrita por una ley aprobada por el Poder 
Legislativo y debe ser congruente con el orden jurídico interno. 22 

20 Corte l nteramericana de Derechos Humanos, La expresión "leyes" en el artículo 30 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, Opinión consultiva OC-6/86 del 9 de mayo 
de 1986,  serie A, nú mero 6, párrafo 38.  Se puede consu ltar en 
http://www.corteidh .or.cr/opiniones.cfm . 

21 Gordillo, Agustín, Tratado de derecho administrativo, 8a. ed . ,  Buenos Aires, Fundación de 
Derecho Administrativo, 2003, Tomo 1, Parte general, p. 5. 
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El profesor Berlín Valenzuela afirma que "es una de las más importantes 

-refiriéndose a la función legislativa-, entre las que realiza el Parlamento 

por estar referida a la creación del derecho,  es por tanto una función 
juríd ica que consiste en verter en textos breves, claros, precisos y 

coherentes aquel lo que la  costumbre o el querer ser de una nación 

ha instituido o pretende instituir como norma para regi r  conductas o 

relaciones individuales o colectivas."23 

El orden juríd ico no es un conjunto de normas de derecho situadas 
en un mismo plano, sino una construcción escalonada de diversos 

estratos de normas juríd icas.24 

Al respecto, la Suprema Corte de J usticia de la Nación de México ha 

expresado su opinión en una tesis, y que en la parte conducente, que 

a contin uación transcribimos, dice: 

"( . . .  ) El orden jurídico, especialmente aquel cuya personificación 

constituye el Estado, no es, por tanto , una d ispersión de 
ordenamientos anárquicamente subord inados entre sí y a gusto 

de los gobernados, sino que es indudablemente, una verdadera 

jerarquía que se integra con base en diversos n iveles. La un idad 
de esas normas hál lese constituida por e l  hecho de que la 

creación de las de grado más bajo,  se encuentra determinada 

por otras de n ivel superior, cuya creación es prevista, a su vez, 

por otra todavía más a lta , hasta l legar a la norma primaria o 

fundamenta l que representa , siempre ,  la suprema razón de 

validez de todo orden jurídico ( .. . ) ."25 

221bidem. 
23 Berlín Valenzuela, Francisco, Derecho parlamentario, México, Fondo de Cultura Económica, 

1 995, p. 1 38. Cita tomada de López Olvera, M iguel Alejandro, Técnica Legislativa, México, 
McGrawHí l l , 2002, p. 1 9. 

24 Kelsen, Hans, Teoría pura del derecho, trad. de Roberto J. Vernengo, México, U NAM, 1 986, 
p. 1 8. 

25 Semanario Judicial de la Federación, octava época, T. 1, segunda parte-1 , pp. 394-395. 
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La palabra "ley" proviene de la voz latina /ex, que,  según la opinión 
más general izada, se deriva del vocablo legere, que significa "que 
se lee" . Algunos autores afirman que /ex se deriva de ligare, haciendo 
resaltar el carácter obl igatorio de las leyes.26 

La ley es una regla general escrita, como consecuencia de una 
operación de procedimiento, que hace intervenir a los representantes 
de la nación, que declara obligatorias las relaciones sociales que se 
derivan de la naturaleza de las cosas, interpretándolas desde el punto 
de vista de la l ibertad.27 

La Constitución de la Nación Argentina en el capítulo V establece la 
formación y sanción de las leyes: 

Artículo 77. Las leyes pueden tener principio en cualquiera de las 
Cámaras del Congreso, por proyectos presentados por sus 
miembros o por el Poder Ejecutivo, salvo las excepciones que 
establece esta Constitución . 
(*)Los proyectos de ley que modifiquen el rég imen electoral y de 
partidos poi íticos deberán ser aprobados por mayoría absoluta del 
total de los m iembros de las Cámaras. 
(*)Texto dispuesto por ley 24.430. 

Artículo 78. Aprobado un proyecto de ley por la Cámara de su origen, 
pasa para su discusión a la otra Cámara .  Aprobado por ambas, 
pasa al Poder Ejecutivo de la Nación para su examen; y si también 
obtiene su aprobación, lo promulga como ley. 

Artículo 79. Cada Cámara ,  l uego de aprobar un proyecto de ley 
en general ,  puede delegar en sus comisiones la aprobación en 
particular del proyecto, con el voto de la mayoría absoluta del total 
de sus miembros. La Cámara podrá , con igual número de votos, 
dejar sin efecto la delegación y retomar el trámite ordinario. La 

26 López Olvera, Op. Cit., nota 23, p. 56. 

27 /dem. 
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aprobación en comisión requerirá el voto de la mayoría absoluta 
del total de sus miembros. Una vez aprobado el proyecto en 
comisión, se seguirá el trámite ord inario. 

Artículo 80. Se reputa aprobado por el Poder Ejecutivo todo proyecto 
no devuelto en el término de d iez d ías úti les. Los proyectos 
desechados parcia lmente no podrán ser aprobados en la parte 
restante. Sin embargo, las partes no observadas solamente podrán 
ser promulgadas si tienen autonomía normativa y su aprobación 
parcial no altera el espíritu n i  la unidad del proyecto sancionado 
por el Congreso. En este caso será de apl icación el procedimiento 
previsto para los decretos de necesidad y urgencia . 

Artículo 81 . Ningún proyecto de ley desechado totalmente por una 
de las Cámaras podrá repetirse en las sesiones de aquel año. 
N inguna de las Cámaras puede desechar totalmente un  proyecto 
q ue hubiera tenido origen en el la y luego hubiese sido adicionado 
o enmendado por la Cámara revisora . Si el proyecto fuere objeto 
de adiciones o correcciones por la Cámara revisora, deberá indicarse 
el resu ltado de la votación a fin de establecer si tales adiciones o 
correcciones fueron realizadas por mayoría absoluta de los 
presentes o por las dos terceras partes de los presentes. La Cámara 
de origen podrá por mayoría absoluta de los presentes aprobar el 
proyecto con las adiciones o correcciones introducidas o insistir 
en la redacción orig inaria ,  a menos que las ad iciones o 
correcciones las haya realizado la revisora por dos terceras partes 
de los presentes. En este último caso, el proyecto pasará al Poder 
Ejecutivo con las adiciones o correcciones de la Cámara revisora ,  
sa lvo que  l a  Cámara de  origen insista en  su  redacción originaria 
con el voto de las dos terceras partes de los presentes. La Cámara 
de origen no podrá introducir nuevas adiciones o correcciones a 
las realizadas por la  Cámara revisora . 

Artículo 82. La voluntad de cada Cámara debe manifestarse 
expresamente; se excluye, en todos los casos, la sanción tácita o 
ficta . 
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Artícu lo 83. Desechado en el todo o en parte un proyecto por el 
Poder Ejecutivo, vuelve con sus objeciones a la Cámara de su 
origen:  ésta lo discute de nuevo, y si lo confirma por mayoría de 
dos tercios de votos, pasa otra vez a la Cámara de revisión . Si 
ambas Cámaras lo sancionan por igual mayoría , el proyecto es 
ley y pasa a l  Poder Ejecutivo para su promulgación .  Las 
votaciones de ambas Cámaras serán en este caso nominales, por 
sí  o por no; y tanto los nombres y fundamentos de los sufragantes, 
como las objeciones del  Poder Ejecutivo, se pub l icarán 
inmediatamente por la prensa . Si las  Cámaras d ifieren sobre las 
objeciones, el proyecto no podrá repetirse en las sesiones de aquel 
año. 

Artículo 84. En la sanción de las leyes se usará de esta fórmula :  
El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina, reunidos 
en Congreso, . . .  decretan o sancionan con fuerza de ley. 

Por lo que respecta a Chi le ,  los artículos 62 y 63 Constitucionales 
regulan la formación de la Ley: 

Artículo 62. Las leyes pueden tener origen en la Cámara de 
Diputados o en el Senado, por Mensaje que dirija el Presidente 
de la Repúbl ica o por moción de cualqu iera de sus miembros. Las 
mociones no pueden ser firmadas por más de diez d iputados ni 
por más de cinco senadores. 

Las leyes sobre tributos de cualquiera naturaleza que sean,  sobre 
los presupuestos de la administración pública y sobre reclutamiento, 
sólo pueden tener origen en la Cámara de Diputados. Las leyes 
sobre amnistía y sobre indultos generales sólo pueden tener origen 
en el Senado. 

Corresponderá al Presidente de la Repúbl ica la in iciativa exclusiva 
de los proyectos de ley que tengan relación con la alteración de 
la d ivisión pol ítica o administrativa del país, o con la administración 
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fi n a n ci e ra o p res u pu e sta r ia  d e l  E stado,  i n cl uye n d o  l a s  
modificaciones d e  l a  Ley de Presupuestos, y con las m aterias 
señaladas en los números 1 O y 1 3  del artículo 60. 

Corresponderá, asimismo, al Presidente de la República, la iniciativa 
exclusiva para: 

1 .  I m poner, suprimir, reducir o condonar tributos de cualquier clase 
o natura leza, establecer exenciones o modificar las existentes 
y determinar su forma, proporcional idad o progresión; 

2. Crear n uevos servicios públicos o empleos rentados, sean 
fiscal es, semifiscales, a utónomos o de las empresas del 
Estado; suprimirlos y determinar sus funciones o atribuciones. 

3. Contratar empréstitos o celebrar cualquiera otra clase de 
o pe raciones q u e  p u e d a n  com p ro meter el créd i to o l a  
responsa bi l idad fi nanciera del  Estado, d e  las e ntidades 
sem ifiscales, a utónomas, de los gobiernos regionales o de las 
municipal idades, y condona r, reducir o mod ificar obl igaciones, 
intereses u otras cargas financieras de cualquiera naturaleza, 
establecidas en favor del Fisco o de los organismos o entidades 
referidos; 

4. F ij a r, mod ifi ca r, concede r  o a u m e nta r rem u n e raciones, 
jubilaciones, pensiones, montepíos, rentas y cualquier otra clase 
de emolumentos, préstamos o beneficios al personal en 
servicio o en retiro y a los beneficiarios de montepíos, en su caso, 
de la administración públ ica y demás organismos y entidades 
anteriormente señalados, como asimismo fijar las remuneraciones 
m ín imas de los trabajadores del sector privado, aumentar 
obl igatoriamente sus remuneraciones y demás beneficios 
económicos o a ltera r  las bases que sirvan para determinarlos; 
todo ello sin perjuicio de lo d ispuesto en los n úmeros siguientes; 

5. Establecer las moda l idades y procedimientos de la negociación 
colectiva y determinar los casos en que no se pod rá negociar; 
y, 

6.  Establecer o modificar las normas sobre segu ridad social o que 
incidan en ella, tanto del sector públ ico como del sector privado. 
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El Congreso Nacional sólo podrá aceptar, d isminuir o rechazar 
los servicios, empleos, emolumentos, préstamos, beneficios, 
gastos y demás in iciativas sobre la materia que proponga el 
Presidente de la Repúbl ica .  

Artículo 63 .  Las normas legales que i nterpreten preceptos 
constitucionales necesitarán,  para su aprobación, modificación o 
derogación , de las tres quintas partes de los diputados y 
senadores en ejercicio. 
Las normas legales a las cuales la Constitución confiere el carácter 
de ley orgánica constitucional requeri rán,  para su aprobación,  
modificación o derogación , de las cuatro séptimas partes de los 
diputados y senadores en ejercicio. 
Las normas legales de quórum cal ificado se establecerán ,  
modificarán o derogarán por la mayoría absoluta de los diputados 
y senadores en ejercicio. 
Las demás normas legales requerirán la mayoría de los miembros 
presentes de cada Cámara ,  o las mayorías que sean aplicables 
conforme a los artículos 65 y siguientes.  

La Constitución de la República del  Ecuador establece en los artículos 
1 44 a 1 54 el procedimiento de formación de Ley: 

Artículo 1 44. La i niciativa para la presentación de un proyecto de 
ley corresponderá: 

1 .  A los diputados, con el apoyo de un bloque legislativo o de d iez 
legisladores. 

2. Al Presidente de la Repúbl ica .  
3 .  A la Corte Suprema de Justicia.  
4. A la  Comisión de Legislación y Codificación . 

Artículo 1 45. El  Tribunal Constitucional ,  el Tribunal Supremo 
Electora l ,  e l  Contratar General del Estado, el Procurador General 
del Estado, el Min istro Fiscal Genera l ,  el Defensor del Pueblo y 
los superintendentes, tendrán facultad para presentar proyectos 
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de ley en las materias que correspondan a sus atribuciones 
específicas. 

Artículo 146. Podrán presentar proyectos de ley, u n  número de 
personas en goce de los derechos poi íticos, equivalente a la cuarta 
parte del uno por ciento de aquellas inscritas en el padrón electora l .  
Se reconocerá el derecho de los movimientos sociales de carácter 
nacional , a ejercer la in iciativa de presentar proyectos de ley. La 
ley regu la rá el ejercicio de este derecho. 
Mediante estos procedimientos no podrán presentarse proyectos 
de ley en materia penal ni en otras cuya in iciativa corresponda 
exclusivamente al Presidente de la República. 

Artículo 14 7. Solamente el Presidente de la Repúbl ica podrá 
presentar p royectos de ley mediante los cuales se creen ,  
modifiquen o supriman impuestos, aumenten el gasto público o 
modifiquen la d ivisión pol ítico-administrativa del país. 

Artículo 148. Los proyectos de ley deberán referirse a una sola 
materia y será presentado a l  presidente del Congreso con la  
correspondiente exposición de motivos. Si e l  proyecto no reuniere 
estos requ isitos no será tramitado. 

Artícu lo 149. Quienes presenten un proyecto de ley de conformidad 
con estas d isposiciones , podrán  part ic ipar en su debate , 
personalmente o por medio de un  delegado que para el caso 
acrediten .  
Cuando el proyecto sea presentado por la ciudadanía ,  se 
señalarán los nombres de dos personas para participar en los 
debates. 

Artículo 150. Dentro de los ocho d ías subsiguientes al de la 
recepción del proyecto, el presidente del Congreso ordenará que 
se lo distribuya a los diputados y se d ifunda públ icamente su 
extracto. Enviará el proyecto a la comisión especia l izada que 
corresponda ,  la cual  i niciará e l  trámite requerido para su 
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conocimiento, luego de transcurrido el plazo de veinte días contados 
a partir de su recepción. 
Ante la comisión podrán acudir con sus puntos de vista , las 
organizaciones y los ciudadanos que tengan interés en la 
aprobación de la ley, o que consideren que sus derechos pueden 
ser afectados por su exped ición . 

Artículo 1 5 1 .  Con el informe de la comisión, el Congreso real izará 
el primer debate sobre el proyecto, en el curso del cual podrán 
presentarse las observaciones pertinentes. Luego volverá a la 
comisión para que ésta presente un nuevo informe para el segundo 
debate, dentro del plazo establecido por la ley. 

Artículo 1 52.  En el segundo debate , el proyecto será aprobado, 
modificado o negado por el voto de la mayoría de los concurrentes 
a la sesión , salvo en el caso de las leyes orgánicas. 

Artículo 1 53.  Aprobado el proyecto, el Congreso lo enviará 
inmediatamente al Presidente de la República para que lo sancione 
u objete. 
Sancionada la ley o no habiendo objeciones, dentro de los diez 
d ías subsigu ientes a aquel en que el Presidente de la Repúbl ica 
la recibió, se promulgará de inmediato en el Registro Oficia l .  
Si el Presidente de la Repúbl ica objetare totalmente el proyecto, 
el Congreso podrá volver a considerarlo solamente después de un 
año, contado a parti r de la fecha de la objeción. Transcurrido este 
plazo, el Congreso podrá ratificarlo en un solo debate,  con el voto 
de las dos terceras partes de sus miembros, y lo enviará 
inmediatamente al Registro Oficial para su promulgación . 
Si la objeción fuere parcial , el Congreso deberá examinarla en un 
plazo máximo de treinta días contados a partir de la  fecha de entrega 
de la objeción presidencial y podrá , en un solo debate, a l lanarse 
a el la y enmendar el proyecto, con el voto favorable de la mayoría 
de asistentes a la sesión . Podrá también ratificar el proyecto 
in icialmente aprobado, con el voto de las dos terceras partes de 
sus miembros . En ambos casos, el Congreso enviará la ley al 
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Registro Oficial para su promulgación . Si e l  Congreso no 
considerare la objeción en el p lazo señalado, se entenderá que 
se ha a l lanado a ésta y el Presidente de la Repúbl ica d ispondrá 
la promulgación de la ley en el Registro Oficia l .  
Toda objeción será fundamentada y en el caso de objeción parcial , 
el Presidente de la República presentará un texto alternativo . 
En los casos señalados en esta disposición y en el Art. 152, el 
número de asistentes a la sesión no podrá ser menor de la m itad 
de los integrantes del Congreso. 

Artículo 154. Si la objeción del Presidente de la Repúbl ica se 
fundamentare en la i nconstitucional idad total o parcial del 
proyecto, éste será enviado al Tribunal Constitucional para que emita 
su dictamen dentro del p lazo de treinta d ías. Si el d ictamen 
confirmare la inconstitucional idad total del proyecto, éste será 
archivado. Si confirmare la inconstitucionalidad parcia l ,  el Congreso 
Nacional deberá real izar las enmiendas necesarias para que el 
proyecto pase luego a la sanción del Presidente de la Repúbl ica .  
S i  e l  Tri b u n a l  Constituc iona l  d icta'm i n a re q u e  n o  hay 
inconstituciona lidad, el Congreso ordenará su promulgación . 

Jurisprudencia 

En el sistema juríd ico mexicano, a l  igual que en muchos países de 
famil ia romano germánico, la jurisprudencia es una fuente del derecho28 
y consiste en la interpretación que de las leyes efectúen la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación y los Tribunales Colegiados de Circuito 
en condiciones especiales y con una votación calificada, interpretación 
que deben observar obl igatoriamente los órganos jurisdiccionales .  En 
e l  mismo sentido, la  Suprema Corte de Justicia de la Nación sostiene 
que "La jurisprudencia es la obl igatoria interpretación y determinación 
del sentido de la ley, debiendo acatarse la q ue se encuentra vigente 

28 Cfr. La posición sostenida por la Suprema Corte de Justicia de la Nación en tesis ju risprudencia! 
en el Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1 91 7-1 988, Segunda Parte, Salas 
y tesis comunes, p. 1243.  
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en el momento de apl icar aquélla a los casos concretos."29 Y que uen 
el fondo consiste en la interpretación correcta y vál ida de la ley que 
necesariamente se tiene que hacer al apl icar ésta . "30 

En efecto, d icha figura j uríd ica está prevista en el art ícu lo 192 de la 
Ley de Amparo, que define las condiciones que deben reunirse para 
constitui r  jurisprudencia : 

"La jurisprudencia que establezca la Suprema Corte de Justicia 
funcionando en pleno o en salas, es obligatoria para éstas en 
tratándose de la que decrete el pleno, y además para los Tribunales 
Unitarios y Colegiados de Circuito, los juzgados de Distrito , los 
tribunales mi l itares y jud iciales del orden común de los Estados y 
del Distrito Federal , y tribunales administrativos y del trabajo, locales 
o federales. Las resoluciones constitu irán jurisprudencia siempre 
que lo resuelto en ellas se sustente en cinco sentencias no 
interrumpidas por otra en contrario, y que hayan sido aprobadas 
por lo menos por 14 min istros,31 si se trata de jurisprudencia del 
pleno, o por cuatro ministros en los casos de jurisprudencia de las 
salas. También constituyen jurisprudencia las resoluciones que 
d i luciden las contradicciones de tesis de salas y Tribunales 
Colegiados."  

Esta ú ltima parte del  artículo 192 de la Ley de Amparo relativa a la 
formación de jurisprudencia med iante la di l ucidación de tesis 
contradictorias ha sido criticada por la doctrina mexicana, en virtud 
de que el precepto legal no se refiere a dos tesis de jurisprudencia 
contradictorias -lo cual sería lógico, pues dos criterios opuestos generan 

29 Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1 91 7-1 988, Segunda Parte, Salas y tesis 
comu nes, p. 1 696. 

30 Ibídem. , p. 1 697. 
31 Cabe señalar que este mandato legal habrá de ser reformado en su oportunidad, debido a 

la imposibilidad material de cumpl irlo, en virtud de que los 26 ministros que integraban la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación se han reducido a 1 1 ,  como resultado de las reformas 
constitucionales del Poder Judicial Federal publicadas en el Diario Oficial de la Federación 
el 31 de diciembre de 1 994. 
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inseguridad jurídica-, sino a cualqu ier tesis, sea jurisprudencia! o aislada, 
según ha sostenido la Suprema Corte de Justicia de la Nación al señalar 
que "las resoluciones que pronuncien las Salas de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación al resolver las denuncias de contradicción 
de tesis ,  constituyen jurisprudencia, aunque las tesis denunciadas no 
tengan ese carácter."32 

Por tanto, resulta contradictorio que ,  por un lado, exista un proceso 
complejo para formar jurisprudencia al requeri rse cinco sentencias 
in interrumpidas, adoptadas con una mayoría cal ificada y, por otro, la 
simple dilucidación de dos tesis contradictorias por parte de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación constituya jurisprudencia. Vale retomar 
aqu í  las palabras de Juventino V. Castro -hoy ministro de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación- cuando dice: "quién se va a tomar la 
molestia de esperar que se establezcan tesis jurisprudenciales, d ifíciles 
de conformar, para atacarlas, cuando es más sencil lo precozmente 
plantear la contradicción de tan sólo dos únicos fal los, y resolverla 
para imponer un criterio obligatoriamente."33 

Además de la jurisprudencia proveniente de las sentencias de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, los Tribunales Colegiados 
de Circuito están atribuidos por la ley para formar jurisprudencia , en 
los términos previstos por el artículo 1 93 de la Ley de Amparo,  que 
a la letra dice : "La jurisprudencia que establezca cada uno de los 
Tribunales Colegiados de Circuito es obl igatoria para los tribunales 
unitarios, los juzgados de Distrito, los tribunales mi l itares y judiciales 
del fuero común de los Estados y del Distrito Federal , y los tribunales 
administrativos y del trabajo, locales o federales."  

Las resoluciones de los Tribunales Colegiados de Circuito constituyen 
jurisprudencia siempre que lo resuelto en el las se sustente en cinco 
sentencias no interrumpidas por otra en contrario y que hayan sido 

32 Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1 9 1 7- 1988, Segunda Parte, Salas y tesis 
comunes, p.  1 699 

33 Castro, Juventino V . ,  Garantías y amparo, 9a. ed . ,  México, Porrúa, 1 996, p. 574. 
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aprobadas por unanimidad de votos de los magistrados que integran 
cada Tribunal Colegiado. Entre las principales fuentes jurisprudenciales 
del derecho de la i nformación se encuentran :  

• Amparo administrativo en revisión 4220/3 1, Menéndez Carlos R.  
y coagraviados, 20 de febrero de 1933, unanimidad de cinco votos, 
publ icado en el Semanario Jud icial de la Federación , t . XXXVI I ,  
p. 942. El considerando forma parte de la ejecutoria que aparece 
publ icada en el Suplemento 1933, p. 271. 

• Amparo penal en revisión 11290/32, Malpica Si lva Juan,  8 de 
febrero de 1934, unanimidad de cinco votos, publicado en el 
Semanario Jud icial de la Federación ,  t . XL, p .  1275. 

• Amparo penal en revisión , Guerrero Rosendo, 1 O de octubre de 
1929, unanimidad de cinco votos, publ icado en el Semanario 
J ud icial de la Federación ,  t .  XXVI I ,  p .  975. 

• Amparo d irecto 1711/56, Alberto Román Gutiérrez, 8 de enero 
de 1958, unanimidad de cuatro votos , publ icado en el Semanario 
Judicial de la Federación,  vol . V I l ,  Segunda Parte, p. 1 O. 

• Amparo en revisión 72 1/77, Victoria Graciela Alba de Llamas y 
coagraviados, 25 de enero de 1978, unanimidad de votos, 
publ icado en el Semanario Judicial de la Federación, vals. 109-
114, Sexta Parte, p. 120, Primer Circuito, primero administrativo. 

Costumbre 

La costumbre -como señala César Mol inero- "puede ser considerada 
como la repetición de actos con valor jurídico,"34 o bien , como sostiene 
Luis de Carreras, "un uso social que no solo obl iga moralmente, sino 
también j urídicamente ,  porque la gente tiene el convencimiento de 
que la observancia de aquel la conducta no es l ibre ,  sino obligatoria 
para todo el mundo, de manera que su infracción tendrá una sanción 
jurídica y no sólo una reprobación social ."35 

34 Molinero, César, Teoría y fuentes del derecho de la información, 2a. ed. ,  Barcelona, EUB, 
1 995, p .  27. 

35 De Carreras Serra, Luis,  Régimen jurídico de la información, Barcelona, Arie l ,  1 996, p. 1 5 . 

34 



Derecho de la Información 

En el sistema jurídico mexicano, la costumbre es en real idad una fuente 
accesoria y supletoria del derecho, pues no está prevista expresamente 
como fuente del derecho en el Código Civil Federa l ;  por el contrario, 
el artículo 1 O del Código Civil Federa l  prescribe : "Contra la 
observancia de la ley no puede alegarse desuso, costumbre o práctica 
en contrario" . 

Este rechazo aparente de la costumbre como fuente del derecho 
proviene de las prácticas abusivas en muchos rubros antes y durante 
el proceso revolucionario de 191 O .  Es sugerente , por ejemplo, cómo 
la comisión dictaminadora del Código Civi l  Federa l  vigente de 1928 
consideraba en la exposición de motivos que: "La fuerza de la tradición, 
la obra de las costumbres, sin duda que son irresistibles; pero muchas 
veces sancionan i rritantes injusticias , privi legios od iosos, que el 
legislador con valentía debe borrar, y debe también recoger las 
reivindicaciones de los oprimidos, de los vejados para convertirlas en 
preceptos legales."36 

Pese a lo anterior, en el Código Civil Federal existen,  en forma 
excepcional ,  algunos casos en que se atribuye a la costumbre una 
función generadora de efectos juríd icos,  por ejemplo, el previsto en 
el artículo 2607 : 

"Cuando no hubiere habido convenio, los honorarios se regularán 
atendiendo juntamente a las costumbres del lugar, a la importancia 
de los trabajos prestados ,  a la del asunto o caso en que se prestaren,  
a las facultades pecuniarias de quien recibe el servicio y a la reputación 
profesional que tenga adquirida el que lo ha prestado. Si los servicios 
prestados estuvieren regulados por arancel , éste servirá de norma 
para fijar el importe de los honorarios reclamados."  

Por lo que respecta al Código Civil de la Repúbl ica de Argentina,  e l  
artículo 17 establece que: "Los usos y costumbres no pueden crear 
derechos sino cuando las leyes se refieran a el los o en situaciones 

36 México, Código Civil Federal, 65a. ed . ,  México, Porrúa, p. 1 O. 
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no reg ladas legalmente . "  Más adelante en el artícu lo 21  señala que: 
"Las convenciones particulares no pueden dejar sin efecto las leyes 
en cuya observancia estén interesados el orden público y las buenas 
costumbres." En este mismo sentido encontramos tanto en Ecuador 
como en Chi le q ue:  "La costumbre no constituye derecho sino en los 
casos en que la ley se remite a el la ,"  según versa el artículo 2 del 
respectivo Código Civi l .  

Tratados i nternacionales 

Para la doctrina de derecho internacional públ ico, los tratados son 
"acuerdos internacionales celebrados por escrito entre Estados y regido 
por el derecho internacional , ya conste en u n  i nstrumento único o en 
dos o más instrumentos conexos y cua lqu iera que sea su 
denominación particu lar. "37 

En México, el artículo 2 de la Ley sobre la Celebración de Tratados 
señala que debe entenderse por tratado: 

"el convenio regido por el derecho internacional públ ico, 
celebrado por escrito entre el gobierno de los Estados Un idos 
Mexicanos y uno o varios sujetos de Derecho Internacional Públ ico, 
ya sea que para su aplicación requ iera o no la celebración de 
acuerdos en materias específicas, cualquiera que sea su 
denominación,  mediante el cual los Estados Unidos Mexicanos 
asumen compromisos. "  

En  el sistema juríd ico mexicano, los tratados i nternacionales 
constituyen una fuente primaria del derecho,  según el artícu lo 133 
de la Constitución ,  que dispone: 

37 Artículo 2 de  la Convención de  Viena sobre el Derecho de  los Tratados . Convención de  
Viena sobre e l  Derecho de los Tratados, Viena, Austria, 23 de mayo de 1 969, U .N .  Doc 
A/CONF.39/27(1 969), 1 1 55 U.N.T.S, 331 . Fecha de adopción: 21 de marzo de 1 986, ratificado 
por México el 1 O de marzo de 1 988 y publicada en el Diario Oficial de la Federación de 28 
de abri l  de 1 988. 
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"Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen 
de el la y todos los tratados que estén de acuerdo con la misma, 
celebrados y que se celebren por el Presidente de la República ,  
con aprobación de l  Senado, serán la Ley Suprema de toda la  
Unión . Los j ueces de cada Estado se arreglarán a dicha 
Constitución ,  leyes y tratados, a pesar de las disposiciones en 
contrario que pueda haber en las constituciones o leyes de los 
estados."  

Desde e l  punto de vista de la jerarquía normativa bajo la interpretación 
del artículo 133 Constitucional mexicano coloca en el mismo rango 
jerárquico a los tratados internacionales y las leyes que emana el 
Congreso de la Unión .38 No obstante , la reciente interpretación de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación39 en tesis aislada coloca a 
los tratados internacionales en materia de derechos humanos por 
encima de las Leyes Federales y por debajo de la Constitución Pol ítica 
de los Estados Unidos Mexicanos. 

Entre los tratados internacionales suscritos por México en materia de 
derecho de la i nformación están los sigu ientes :  

• Declaración Universal de los Derechos Humanos 
• Declaración Americana de los Derechos H umanos 
• Convención Americana de los Derechos Humanos 
• Pacto I nternacional de Derechos Civiles y Pol íticos 

38 Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1 91 7-1 988, Primera Parte, Pleno, p .  332. 
39 Amparo en revisión 1 475/98. Sindicato Nacional de Controladores de Tránsito Aéreo. 11 de 

mayo de 1 999. Unanimidad de diez votos. Ausente: José Vicente Aguinaco Alemán. Ponente: 
Humberto Román Palacios. Secretario: Antonio Espinoza Rangel. El  Tribunal Pleno, en su 
sesión privada celebrada el veintiocho de octubre en curso, aprobó, con el número LXXVII/1999, 
la tesis aislada que antecede; y determinó que la votación es idónea para integrar tesis 
jurisprudencia!. México, Distrito Federal, a veintiocho de octubre de mi l  novecientos noventa 
y nueve. Nota: Esta tesis abandona el criterio sustentado en la tesis P. C/92, publicada en 
la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Número 60, Octava Época, diciembre 
de 1 992, página 27, de rubro: "Leyes federales y tratados internacionales. Tienen la misma 
jerarquía normativa". 
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Cabe destacar que la Constitución de la Nación Argentina contempla 
a los tratados internacionales al mismo nivel jerárquico de Ley Suprema: 

Artículo 31 . Esta Constitución ,  las leyes de la Nación que en su 
consecuencia se dicten por el Congreso y los tratados con las 
potencias extranjeras son la ley suprema de la Nación; y las 
autoridades de cada provincia están obl igadas a conformarse a 
el la ,  no obstante cualquiera disposición en contrario que 
contengan las leyes o constituciones provinciales,  salvo para la 
provincia de Buenos Aires , los tratados ratificados después del 
Pacto de 1 1  de noviembre de 1 859 . 

En Ecuador, la Constitución establece en su artículo 1 63 que: 

"Las normas conte n idas en  los tratados y conve n i os 
internacionales,  una vez promulgados en el Reg istro Oficia l ,  
formarán parte del ordenamiento juríd ico de la  Repúbl ica y 
prevalecerán sobre leyes y otras normas de menor jerarqu ía ." 

Principios generales del derecho 

En el sistema juríd ico mexicano, los principios generales del derecho 
constituyen una fuente jurídica supletoria, una vez agotada la consulta 
a la ley apl icable y a la jurisprudencia , según se desprende de lo 
previsto en el artículo 1 9  del Código Civil Federal ,  que establece: "Las 
controversias judicia les del orden civi l deberán resolverse conforme 
a la letra de la ley o a su interpretación juríd ica .  A falta de ley se 
resolverán conforme a los principios generales de derecho." 

Encontrar una definición clara y unívoca del término principios generales 
del derecho ha sido una tarea ardua y complicada ,  sobre todo porque 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación no se ha pronunciado en 
tesis jurisprudencia! al respecto. Desde el punto de vista de la doctrina 
mexicana destaca ,  sin duda, la postura de García Máynez, qu ien 
sostiene que "resolver una cuestión imprevista de acuerdo con los 
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principios generales del derecho , quiere decir, por tanto, fal larla como 
el legislador lo habría hecho, si hubiera pod ido conocer el caso 
especia l . "40 Sea como fuere,  lo cierto es que el uso práctico de los 
principios generales del derecho en la solución de controversias 
jud iciales tiene apenas un cometido simbólico en la impartición de 
justicia mexicana. 

40 García Máynez, op. cit., nota 6, p. 372. 
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Capítulo 1 1  

Régimen constitucional de las 

libertades de expresión e información 

De l a  l i bertad de expresión 

La expresión es la forma a través de la cual  la persona exterioriza 
sus pensamientos en signos,  palabras o gestos que tengan como 
propósito comun icar algo. De acuerdo con J. Rivero ,  el origen de la 
l ibertad de expresión reside en "la posibi l idad que tiene el hombre de 
elegir o elaborar por sí  mismo las respuestas que qu iera dar a todas 
las cuestiones que le plantea la conducta de su vida personal y social 
para adecuar a aquel las sus actos y comunicar a los demás lo que 
tenga de verdadero. "4 1  

En todo caso, el contenido de la l ibertad de expresión "puede consistir 
en reflexiones o comentarios sobre ideas generales, o referirse a 
comentarios sobre noticias relacionadas con acontecimientos 
concretos ,"42 o como bien señala el Tribunal Constitucional de España, 
" . . .  la l i bertad de expresión tiene por objeto pensamientos, ideas y 
opin iones , concepto ampl io dentro del que deben inclu i rse también 
las creencias y los ju icios de va lor. "43 

41 Rivera, Jean, Les libertés públiques, París, Thémis, 1 977, p. 1 2 1 . 
42 Artículo So. del Código Europeo de Deontología del Periodismo, aprobado por la Asamblea 

General del Consejo de Europa el 1o .  de julio de 1 993. 
43 SCT 6/1 988 del 21 de enero. 
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La l ibertad de expresión es uno de los derechos fundamentales del 
hombre porque representa la prolongación de la garantía individual 
de pensar, ejercicio sin el cual no es posible aventurar la posibi l idad 
del desarrollo del hombre en sociedad. La lucha por la l ibertad de 
expresión constituye una larga batalla contra el dogma, el autoritarismo 
y las inercias contra el cambio y la innovación . Más aún,  puede 
afirmarse que la conqu ista revolucionaria de la l ibertad de expresión 
se enmarca en los procesos de transición entre el tradicionalismo y 
el ascenso de la modernidad que tiene lugar en Europa entre los siglos 
XVI I y XIX. 

No es sino hasta la Declaración de los Derechos del hombre, en 
Francia, en 1 789, cuando la l ibertad de expresión se codifica en 
términos del derecho positivo a l  establecer: "Nad ie debe ser 
molestado por sus opin iones, aun rel ig iosas , con tal que su 
manifestación no trastorne el orden públ ico establecido por la ley. "44 

Entre las principales posturas que se definen por el ejercicio irrestricto 
de la l ibertad de expresión destaca la de John Stuart Mil i ,  quien sostiene: 

"No pretendo que el más il imitado uso de la libertad para proclamar 
que todas las opin iones posibles pusieran fin a los males del 
sectarismo religioso o filosófico. Siempre que hombres de espíritu 
estrecho crean de buena fe una verdad es seguro que la afirmarán, 
la inculcarán y en muchos casos obrarán en consecuencia de 
el la,  como si n inguna otra verdad existiera en el mundo, o, en 
todo caso , n inguna que pueda l imitar o cual ificar la primera .  

"Reconozco que la tendencia de todas las opin iones a hacerse 
sectarias no se cura por la más l ibre discusión, sino que 
frecuentemente crece y se exacerba con el la ,  porque la verdad 
que debió ser, pero no fue vista , es rechazada con la mayor 
violencia porque se la ve proclamada por personas consideradas 
como adversarios. Pero no es sobre el partidario apasionado, sino 

44 Artículo 1 O de la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789. 
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sobre el espectador más calmoso y desinteresado sobre quien 
la  col isión de opin iones produce su saludable efecto. 

"El mal realmente temible no es la lucha violenta entre las 
diferentes partes de la  verdad, sino la tranqui la supresión de una 
mitad de la verdad ; siempre hay esperanza cuando las gentes 
están forzadas a oír las dos partes, cuando tan solo oyen una 
es cuando los errores se convierten en prejuicios y la  misma 
verdad , exagerada hasta la  falsedad, cesa de tener los efectos 
de la verdad. 

"Y puesto que hay pocos atributos mentales que sean más raros 
que esta facultad judicial que permite dictar un juicio i ntel igente 
entre las dos partes de una cuestión , de las cuales una sola ha 
sido presentada ante él por un abogado, la única garantía de la 
verdad está en que todos sus aspectos, todas las opiniones que 
contengan una parte de el la no sólo encuentren abogados, s ino 
que sean defendidos en forma que merezcan ser escuchadas."45 

En la misma l ínea de pensamiento se han expresado de autores como 
Burdeau, Duguit y Hauriou46 entre otros, cuya principal d ivisa gira en 
tomo de l imitar la injerencia del  poder públ ico en el  ámbito del  ejercicio 
irrestricto de la l ibertad individual en genera l  y, en particular, de 
expresión como requisito sine qua non de la evolución del hombre 
en los más d istintos aspectos de la vida social .  

Por tanto, puede conclu irse que la consol idación contemporánea de  
l a  l ibertad de  expresión es resultado inequívoco del desarrollo educativo 
del hombre. La educación hace las veces de i nstrumento esencial de 
transmisión de conciencia y de vehícu lo que habil ita al hombre para 
el ejercicio pleno del sentido de ciudadan ía, cuya aprehensión colectiva 

45 Mil i ,  John Stuart, Sobre la libertad, Madrid,  Alianza, 1 988, pp. 1 1 8-1 1 9. 
46 Véase Burdeau, Georges, Droit constitutionnel, Líbrairie Générale de Droit et de 

Jurisprudence, París, 1 995. Haurou, André, Derecho constitucional e instituciones políticas, 
Barcelona, Ariel, 1 980. Duguit, león, Manual de derecho constitucional, Madrid , Beltrán, 
1 926. 
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entraña una sociedad civi l con mayores espacios de participación e 
injerencia en la res pública .  

Regulación constitucional mexicana 

El primer antecedente de la l ibertad de expresión en México se remonta 
al artículo 40 del Decreto Constitucional para la Libertad de la América 
Mexicana,  expedido en Apatzingán,  el 22 de octubre de 1814,  q ue 
establecía: "la l i bertad de hablar, de discurri r y de manifestar sus 
opin iones por medio de la imprenta, no debe prohi birse a ningún 
ciudadano, a menos que en sus producciones ataque el  dogma, turbe 
la tranqui l idad pública u ofenda el honor de los ciudadanos."  

Más tarde, este derecho fundamental fue reconocido con d iferencias 
de matices y a lcances -según se tratara de un gobierno l iberal o de 
uno conservador- por d iversos ordenamientos legales, que si bien 
carecieron de eficacia en algunos casos, y en otros su ámbito temporal 
de val idez fue sumamente restringido, poseen un importante valor 
doctrinal , razón por la que se citan a continuación :  

a)  Reglamento Adicional para la Libertad de lmprenta :47 

Artículo 1. Se declaran por bases fundamentales del imperio: 
Tercera . La estrecha unión de todos los actuales ciudadanos del 
imperio, o perfecta igualdad de derechos , goces y opiniones, ya 
hayan nacido en él , o ya del otro lado de los mares. 

b) Reg lamento Provisional Pol ítico del Imperio Mexicano:48 

Artículo 17. Nada más conforme a los derechos del hombre, que 
la l ibertad de pensar y manifestar sus ideas: por tanto , así se 
debe hacer un racional sacrificio de esta facultad , no atacando 

47 Aprobado por la Soberana Junta Provisional Gubernativa, en la Ciudad de México el 1 3  de 
diciembre de 1 821 . 

48 Suscrito en la Ciudad de México el 1 8  de diciembre de 1 822. 
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directa n i  indirectamente, ni haciendo sin previa censura ,  uso 
de la p luma en materias de rel igión y discipl ina eclesiástica, 
monarqu ía moderada, persona del emperador, independencia 
y unión , como principios fundamentales, admitidos y jurados por 
toda la nación desde el pronunciamiento del plan de Iguala , así 
también en todo lo demás, el gobierno debe proteger y protegerá 
sin excepción la l ibertad de pensar, escrib ir  y expresar por la 
imprenta cualquiera conceptos o dictámenes, y empeña todo su 
poder y celo en alejar cuantos impedimentos puedan ofender 
este derecho que mira como sagrado. 

e) Plan de la Constitución Pol ítica de la Nación Mexicana:49 

"Base Primera:  ( . . . ) Los ciudadanos que la componen tienen 
derechos y están sometidos a deberes. Sus derechos son : 1 o. 
El  de l ibertad, que es el de pensar, hablar, escribir, imprimir  y 
hacer todo aquello que no ofenda los derechos de otro."  

d) Programa de la Administración del  Gobierno de Valentín Gómez 
Farías: 

"Punto primero. El programa de la administración de Gómez 
Farías es el que abraza los principios siguientes: Libertad absoluta 
de opin iones y supresión de las leyes represivas de la prensa." 

e) Primer Proyecto de la Constitución Pol ítica de la República 
Mexicana de 1 842:50 

Artículo 7. La Constitución declara a todos los habitantes de la 
República el goce perpetuo de los derechos naturales de l ibertad , 
igualdad , seguridad y propiedad, contenidos en las disposiciones 
sigu ientes : 1 1 1 .  Ninguno puede ser molestado por sus opin iones, 
y todos tienen derecho para publ icarlas , imprimirlas y circularlas 

49 Fechado en la Ciudad de México el 1 6  de mayo de 1 823. 
50 Fechado en la Ciudad de México el 25 de agosto de 1842. 
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de la manera que mejor les convenga. Jamás podrá establecerse 
la censura ,  o cal ificación previa de los escritos , ni ponerse otras 
trabas a los escritores , ed itores o impresores, que las 
estrictamente necesarias para asegurarse de la responsabil idad 
de los escritores . 

f) Voto Particular de la Minoría de la Constituyente de 1 842 :51 

Artículo 5. La Constitución otorga a los derechos del hombre, 
las siguientes garantías: 1 1 .  La l ibertad de las ideas está fuera 
del poder de la sociedad : su manifestación privada en el seno 
de la fami l ia o de la amistad ,  no puede ser objeto de n inguna 
inqu isición judicia l ,  y su exposición sólo será un del ito en caso 
de que ataque los derechos de otro, o de provocación a algún 
crimen: la ley fijará terminantemente estos ú ltimos casos . 

g) Segundo Proyecto de Constitución Pol ítica de la Repúbl ica 
Mexicana de 1 842 :52 
Artículo 1 3 . La Constitución reconoce en todos los hombres los 
derechos naturales de l ibertad , igualdad , seguridad y propiedad , 
otorgándoles en consecuencia,  las siguientes garantías : IX. 
N inguno puede ser molestado por sus opin iones, y todos tienen 
derecho para publ icarlas , imprimirlas y circularlas de la manera 
que mejor les convenga. 

h) Bases Orgánicas de 1 843:53 

Artículo 9. Derechos de los habitantes de la República:  1 1 .  Ninguno 
puede ser molestado por sus opin iones: todos tienen derecho 
para imprimirlas y circularlas sin necesidad de previa cal ificación 

51 Fechado en la Ciudad de México el 26 de agosto de 1842. 
52 Fechado en la Ciudad de México el 2 de noviembre de 1842. 
53 Acordadas por la honorable junta legislativa establecida conforme a los decretos del 19 y 

23 de diciembre de 1842, sancionadas por el Supremo Gobierno Provisional con arreglo a 
los mismos decretos el 12 de junio de 1843 y publicadas por bando nacional el 14 del mismo 
mes y año. 
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o censura.  No se exig irá fianza a los autores, editores o 
impresores. 

i) Estatuto Orgánico Provisional de la República Mexicana de 1 856:54 

Artículo 35. A nadie puede molestarse por sus opin iones; la 
exposición de éstas sólo puede ser calificada de delito en el caso 
de provocación a algún cri men,  de ofensa a los derechos de un 
tercero, o de perturbación del orden públ ico. El ejercicio de la 
l ibertad de imprenta se arreg lará a la ley vigente o a la que d icte 
el gobierno general .  

Asimismo, se pueden identificar algunas otras disposiciones de 
legislación secundaria que confirman el principio restrictivo de la l ibertad 
de informar. Así ,  como ejemplos, se pueden citar los siguientes : 

De d iciembre 1 8  de 1 834. 
Providencia de la Secretaría de Relaciones 

Que ni un paso se dé por parte del gobierno contra sus detractores 
que abusan de la l ibertad de imprenta . 

El Exmo. Sr. presidente se ha impuesto que V. S. gu iado de 
su celo por el honor del supremo gobierno, y cumpl iendo con sus 
deberes, ha mandado que los fiscales de i mprenta denuncien uno ó 
dos fol letos que en estos ú ltimos días han visto la l uz públ ica en esta 
capital , por contener injurias que reprueba la buena moral ,  e ideas 
subversivas y alarmantes de los anarqu istas,  que hace dias 
pretenden por este medio extraviar la opinion que a su pesar está 
pronunciada generalmente por el órden y la paz.- S. E .  conoce muy 
bien que toda conducta debiera contenerse, y que es digna del severo 
castigo que las leyes han demarcado á los que escudados con la 
l ibertad de imprenta de escribir abusan de ella para sembrar la 

54 Dado en el Palacio Nacional de México el 1 5  de mayo de 1 856. 
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discordia,  insultar á los magistrados, y promover el desorden, 
exponiendo á la nacion á inmensos males; pero no queriendo S .  E. 
el presidente que los perversos tengan pretextos para querer persuadir 
que los pasos de V. S. para contener tales desórdenes segun le 
demarcan las mismas leyes , tiene otro objeto, me manda decir á V 
S .  que por parte del gobierno absolutamente se dé un paso en contra 
de sus detractores, como asi mismo lo dispuso y previno el antecesor 
de V. S. ,  cuando en mayo y junio últimos dieron tambien los anarquistas 
de esta capital varios l ibelos infamantes y sed iciosos, que el buen 
sentido de los mexicanos miró con indignacion , como era consiguiente, 
conocidas que fueron las intenciones de sus autores. En consecuencia, 
quiere el Exmo. Sr. presidente que V. S. mande sobreseer en cualquiera 
denuncia que por su órden se haya practicado, y que en lo succesivo 
tampoco mande hacer ninguna otra, porque S.E.  cree en esto conceder 
alguna importancia á lo que en su concepto merece ser condenado 
al desprecio, pues la opin ion públ ica será qu ien cal ifique como hasta 
aquí, la conducta del gobierno general ,  que ha hecho cuanto ha estado 
de su parte para l lenar sus deberes en las crisis mas pel igrosas; y 
por lo mismo renuncia el derecho con que legalmente podria confundir 
á los que con tan notoria injusticia y bajo el anónimo, lo insu ltan y 
calumnian ,  correspondiendo así á la generosidad que les ha 
dispensado. 

Noviembre 14 de 1 846.- Ministerio de Relaciones Interiores y 
Esteriores Reglamento de la Libertad de Imprenta . 

El Esxmo. Sr. general encargado del supremo poder ejecutivo 
se ha servido d irig irme el decreto que sigue: 

"José Mariano de Salas, general de brigada del ejército 
nacional ,  encargado del supremo poder ejecutivo de los Estados­
Unidos mexicanos á los habitantes de la repúbl ica , sabed : 
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Que considerando: 

1 .  Que la facultad de espresar el pensamiento por medio de la imprenta 
es uno de los primeros derechos del hombre, y la l ibertad de 
ejercerlo una de las mas preciosas prerogativas que reconocen 
en los ciudadanos el sistema representativo: 

2. Que los escritores pueden abusar de la imprenta , empleándola en 
desahogar pasiones innobles, en incitar á la desobediencia y en 
subvenir e l  órden social ; y los encargados de l  poder pueden tambien 
encadenarla para acal lar la voz de la opinion , que les pide cuenta 
de sus actos, y levantar así el edificio de la tiran ía sobre las ruinas 
de la l ibertad civi l :  

3 .  Que s i  bien es muy difici l  acertar con los medios verdaderamente 
eficaces de combinar la l ibertad de la prensa con el respeto que 

se debe á las autoridades, y la consideración que merecen los 

ciudadanos, es también necesario establecer una norma, que al  
paso que garantice a l  pueblo el ejercicio de aquel derecho, arme 
al gobierno con el poder necesario para reprimir los abusos: 

4. Que la cámara de d iputados del año anterior aprobó y pasó a l  
senado un reglamento, en el que s i  tal vez se encuentren defectos, 
se consigna tambien la principal garantía de la l ibertad de imprenta, 
que es el juicio por jurados: 

5. Y considerando, por ultimo, que muy pronto va á abrirse la 
importantísima discusion sobre las leyes fundamentales del pais 
y sobre otros muchos puntos de vital i nteres para la repúbl ica ,  con 

entera sujecion á lo que el soberano congreso determine, y con 

el carácter de provisional , he tenido á bien decretar el siguiente: 

REGLAMENTO DE LA LIBERTAD D E  IMPRENTA 

Artículo 1 .  Ninguno puede ser molestado por sus opin iones; todos 
tienen derecho para imprimirlas y circularlas sin necesidad de previa 
cal ificación ó censura.  No se exigi rá fuerza a los autores, editores é 
impresores. 
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Artículo 2. En todo juicio sobre del itos de imprenta, intervendrán jueces 
de hecho, que harán las calificaciones de acusacion y de sentencia . 

Artículo 3. En los del itos de imprenta no hay compl icidad en los 
impresores; pero serán responsables si no se asegura en la forma 
legal de la responsabi l idad del editor ó escritor. 

TITULO 1 

Artículo 4. Se abusa de la l ibertad de imprenta de los modos siguientes: 

l .  Publ icando escritos en los que se ataque de u n  modo directo la 
religión católica que profesa la nacion , entendiéndose comprendidos 
en este abuso los escarn ios, sátiras é invectivas, que se d irijan 
contra la misma rel ig ion. 

1 1 .  Publicando escritos que ataquen directamente l a  forma d e  gobierno 
republicano , representativo, popular. 

1 1 1 .  Cuando se publican máximas ó doctrinas d irig idas á excitar la 
rebelion ó la perturbacion de la tranqu i l idad públ ica .  

IV. Incitando directamente á desobedecer alguna ley ó autoridad 
leg ít ima, ó provocando á esta desobediencia con sátiras ó 
invenctivas . 

V. Publicando escritos obcenos ó contrarios á las buenas costumbres. 
VI . Escribiendo contra la vida privada . 

Artícu lo 5. En el caso de que un  autor ó editor publ ique u n  l ibro 
informatorio, no se eximirá de la pena establecida , aún cuando pruebe 
ú ofrezca probar la imputación injuriosa , quedando, además , el 
agraviado la accion esped ita para acusar al injuriante de ca lumnia 
ante los tribunales competentes, sin preju icio de que á este se le 
impongan las penas establecidas en el artícu lo 1 O. 

Artículo 6. Si en algun escrito se i mputaren á alguna corporacion ó 
empleado delitos cometidos en el desempeño de su destino, y el autor 
ó editor probare su aserto, quedará l ibre de toda pena . 
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Artícu lo 7. Lo mismo se verificará en el caso de que la inculpacion 
contenida en el impreso, se refiera á crímenes ó maquinaciones 
tramadas por cualquier persona contra la independencia ó forma de 
gobierno de la nacion . 

TITULO 1 1  

Artículo 8 .  Para l a  censura de  toda clase de  escritos, denunciados 
como abusivos de la l ibertad de imprenta , se usará de las 
cal ificaciones sigu ientes: 

l .  Los escritos q u e  conspiren directamente á atacar l a  independencia 
de la nacion,  ó á trastornar ó destru ir  su rel ig ión ó sus leyes 
fundamentales, se cal ificarán con la nota de subversivos. 

1 1 .  Los escritos en que se publ iquen máximas ó doctrinas dirigidas á 
excitar la rebelion , ó la perturbacion de la tranqui l idad públ ica, se 
calificarán con la nota de sediciosos. 

1 1 1 .  El impreso que se incite d irectamente á desobedecer las leyes ó 
autoridades legítimas, y aquel en que se provoque á esta 
desobed iencia con sátiras ó invectivas, se cal ificará de incitador 
á la desobediencia . 

IV. Los impresos que ofendan la decencia pública ó la moral, se calificarán 
con la nota de obcenos ó contrarios á las buenas costumbres. 

V. Los escritos en que se vulnere la reputación ó el honor de los 
particulares, tachando su conducta privada, se calificará de l ibelos 
infamatorios . 

Artículo 9. Estas notas de censura se guardarán á discrecion del 
jurado, en primero ,  segundo y tercer grado, y cuando los jueces de 
hecho no encuentren apl icable á la obra ninguna de dichas 
cal ificaciones, usarán de la fórmu la siguiente: Absuelto. 

TITULO 1 1 1  

Artículo 1 O. El autor ó editor de  un impreso, ca l ificado de subversivo 
en primer grado, será castigado con la pena de seis meses de prisión 
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y trescientos pesos de multa, y no pud iéndolos pagar, con tres mese 
de pris ión. El responsable del impreso subversivo en tercer g rado, 
ciento cincuenta pesos de multa, ó en su defecto, dos meses de prisión. 
La prisión en el primer caso se aumentará en tres meses mas; siempre 
que el condenado no pueda pagar la pecuniaria .  

Artículo 11. A los autores ó editores de escritos sediciosos, en primero, 
segundo ó tercer grado, se apl icarán las mismas penas designadas 
contra los autores ó editores de las obras subversivas en sus grados 
respectivos. 

Artículo 12. El autor ó editor de un escrito cal ificado de in iciador á 
la desobed iencia de las leyes ó de las autoridades, será castigado 
con la pena de tres meses de prisión ó trescientos pesos de multa , 
si la incitación fuere discreta ; y si se h iciere por medio de sátiras o 
invectivas, con la de un mes de prision ó cien pesos de multa. 

Artículo 13 . El autor ó editor de un escrito cal ificado de obceno ó 
contrario á las buenas costumbres, sufrirá la pena de cien pesos de 
multa ó un mes de prision , con mas, el valor de mil qu inientos 
ejemplares al precio de venta, y si no pudiere pagar esta cantidad , 
ni los cien pesos de mu lta , sufrirá dos meses de prision . 

Artículo 14 . Segun la gravedad de las injurias procederán los jueces 
de hecho á calificar el escrito de injurioso en primero ,  segundo y tercer 
grado, aplicándose al injuriante las penas establecidas en sus grados 
respectivos para los delitos de subversion . 

Artículo 15. La reincidencia será castigada con doble pena: y en los 
delitos que tienen señalada graduacion se impondrá al culpable la 
pena dupla correspondiente al menor grado de la culpa .  

Artículo 16. Ademas d e  las penas especificadas e n  los artículos 
anteriores, serán recogidos cuantos ejemplares existan por vender 
de las obras que declaren los jueces comprendidas en cualquiera de 
las calificaciones espresadas en e l  títu lo 2°, pero si solo se declarase 
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comprendida en dicha cal ificacion una parte del impreso, se 
suprimirá esta, quedando l ibre y corriente el resto de la obra.  

TITULO IV 

Artículo 1 7 . Será responsable de los abusos que cometa contra la 
l ibertad de imprenta , el autor ó editor del escrito, á cuyo fin deberá 
uno u otro firmar el original q ue debe quedar en poder del i mpresor. 

Artículo. 1 8. El impresor será responsable en los casos siguientes :  

1 .  Cuando siendo requerido judicialmente para presentar el orig inal  
fi rmado por el autor ó editor, no lo h iciere. 

2 .  Cuando ignorándose el domici l io del autor ó editor, l lamado á 
responder en ju icio, no le dé el i mpresor razon fija del espresado 
domici l io ,  ó no presente alguna- persona abonada que responda 
del conocim iento del autor ó editor de la obra ,  para que no quede 
el ju icio i lusorio.  Esta responsabi l idad del impresor cesará pasado 
un año de la publ icacion del escrito. 

Artículo 1 9. Los editores no admitirán responsabil idad de vagos, presos, 
sentenciados , enfermos consuentud inarios residentes en  los 
hospitales, n i  de hombres cuyo domici l io,  morada y modo de vivir sea 
desconocido, y solo será admitida, cuando escriban ó publ iquen 
producciones verosími lmente propias ó defiendan causa suya .  

Artícu lo 20 .  Cualquier i nfraccion del artícu lo anterior, será castigada 
la pri mera vez, con multa de cincuenta pesos, la segunda con doble 
cantidad , y la tercera con seis mese de prision . 

Artículo 21 . En caso de no tener impresor con que satisfacer las multas 
de q ue habla el artículo anterior, por primera vez sufrirá dos meses 
de prision y cuatro por la segunda. 

Artículo 22. El impresor á quien se justifique que ha dejado de estraer 
de su oficina ó cooperado de otro modo á la circulacion de algun 

53 



Ernesto Villanueva 

impreso, antes de que tenga el correspondiente ejemplar el fiscal ó 
fiscales, pagará por primera vez veinticinco pesos de multa, 
cincuenta por la segunda, y ciento por la tercera. 

Artículo 23. Los impresos están obl igados a poner sus nombres y 
apelativos, y el lugar y año de la impresion en todo impreso, cualqu iera 
que sea su volumen, ten iendo entendido que la falsedad en alguno 
de estos requisitos, se castigará ,  con la omision culpable de e l los, 
con un año de prision . 

Artículo 24. Los impresores de obras ó escritos en que falten 
culpablemente los requisitos espresados en el artículo anterior, serán 
castigados con d icha pena , aun cuando los escritos no hayan sido 
denunciados ,  ó fueren declarados absueltos. Esta pena no los eximirá 
de la en que pueden i ncurrir, segun el artícu lo 18. 

Artículo 25. Los impresores de escritos ca l ificados con alguna de las 
notas comprendidas en los artículos respectivos que hubiesen omitido 
ó falsificado alguno de los indicados req uisitos, quedarán ademas 
responsables en lugar de los autores ó editores siempre que no se 
encontraren éstos, y los impresores no presentaren persona abonada 
que diere conocimiento de ellos. 

Artículo 26. Cualquiera que venda uno ó mas ejemplares de un escrito, 
mandado recoger, con arreglo á esta ley, pagará el valor de mi l  
ejemplares del  escrito á precio de venta, ó en su defecto sufrirá un 
mes de prision . 

TITULO V 

Art ículo 27. Los del itos de subversion ó sed icion , producen accion 
popular. 

Art ículo 28. En todos los casos, escepto los de injurias, en que se 
abuse de la l ibertad de imprenta , deberá el fiscal nombrado á quien 
toque,  ó e l  síndico del Ayuntamiento respectivo, denunciar de oficio, 
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ó en virtud de escitacion del gobierno ó de la autoridad pol ítica, ó de 
alguno de los alcaldes constitucionales . 

Artículo 29. Los fiscales de i mprenta deberán ser letrados, nombrados 
actualmente por el congreso general en el Distrito; por las legislaturas 
en los Estados, y por los ayuntamientos de las capitales en los territorios 
respectivos, pudiendo ser reelectos; y á falta de éstos se nombrarán 
personas instru idas que desempeñen tal cargo. Los impresores 
deberán  pasar al fiscal ,  á quien corresponda , un ejemplar de todas 
las obras ó papeles que se impriman, bajo la pena de veinticinco pesos 
de mu lta por cada contravencion. 

Artículo 30. En los casos de injurias, solo podrán acusar las personas 
á quienes las leyes conceden esta accion . 

TITULO VI 

Artículo 31 . Las denuncias de los escritos se presentarán ó remitirán 
á uno de los alcaldes constitucionales de las capita les, para que éste 
convoque á los jurados á la mayor brevedad . 

Artículo 32. Lo dispuesto en el artículo anterior, se observará tambien 
en los lugares en que se hubieren impreso los escritos, si existen en 
el los por lo menos cincuenta jurados. 

Artículo 33. Servirán para jurados, en su respectivo caso, los 
ciudadanos en ejercicio de sus derechos que tengan veinticinco años 
de edad, sepan leer y escribir y una renta anual de quinientos pesos 
por lo menos, procedente del capital fisco, industria ó trabajo honesto. 
Las leg islaturas podrán disminuir la cuota establecida, segun las 
circunstancias particulares de sus respectivos Estados. 

Artículo 34. No pueden ser jurados los que ejercen autoridad públ ica 
de cualqu iera clase : los individuos pertenecientes al ejército 
permanente y armada,  cuando no estén retirados del servicio, y los 
de la mi l icia activa cuando se hal len sobre las armas. Los 
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procuradores y escribanos ,  los profesores de farmacia con 
establecimiento público, y todas las personas q ue hayan cumpl ido 
sesenta años, no podrán ser obligados á desempeñar el cargo de 
jueces de hecho, pero si lo admitieren,  lo cual se entenderá siempre 
que no reclamen cuando se publ iquen las l istas de jueces de hecho, 
no podrán eximirse de concurrir á los ju icios á que fueren citados, ni 
de las penas establecidas en el artículo 36, sino por las causas 
especificadas en el 37. 

Artículo 35. Los ayuntamientos de las capitales de los Estados, Distrito 
ó territorios, y de los lugares en que hubiere imprentas, formarán una 
l ista por orden alfabético , de los individuos de su demarcacion que 
tengan las circunstancias espresadas en el art. 34, la que se rectificará 
al principio de cada año, conservándolas en sus respectivos 
archivos, firmadas por todos los miembros que las hayan formado ó 
rectificado .  

Artículo 36. Los jurados no podrán eximirse de la  concurrencia para 
que fueren citados, y a la hora en que lo sean,  so pena de la multa 
que gobemativamente les exij irá el alcalde, de cinco á cincuenta pesos 
por primera vez, de diez á ciento por segunda, y de veinte á doscientos 
por tercera. 

Artículo 37. N inguna otra causa l ibertará de las penas señaladas, 
sino la justificacion de enfermedad q ue impida sal ir  fuera de casa , ó 
de ausencia no dolosa, ó de haberse Avecinado en otro Estado, ó 
algun otro motivo muy grave calificado por el juez. 

Artículo 38. Habrá dos jurados para la cal ifi cacion de los impresos: 
uno será l lamado de acusacion y el otro, de sentencia. El  primero lo 
formarán once individuos sacados por suerte de entre los conten idos 
en la l ista : el segundo, d iez y nueve, sacados de la misma manera,  
s in que en este sorteo se incluyan los que formaron el  primero.  

Artículo 39.  Denunciado un impreso ante e l  alcalde constitucional, éste, 
á presencia del fiscal de imprenta , ó del acusador, si estuvieren en 
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el lugar y concurrieren á la hora que se les prefije, y ante un escribano 
ó dos testigos, hará el sorteo que previene el artículo anterior, é 
inmediatamente mandará citar á los jurados que hallan salido en suerte 
y se hallen en el lugar, sentándose sus nombres en un  l ibro destinado 
al efecto. 

Artículo 40. Si el alcalde á las cuarenta y ocho horas de recibir la 
denuncia, no hubiese hecho se verifique el sorteo de que habla el 
reglamento, esped ido las esquelas citatorias, y que se reunan de facto 
los jurados, pagará la multa de cincuenta pesos. Los fiscales serán 
los que velen sobre el cumpl imiento de este artículo,  y el perfecto ó 
la autoridad pol ítica correspondiente hará efectiva la exaccion de la 
multa. 

Artículo 4 1. Cuando á la hora señalada no hubiere el número 
competente de jueces de hecho, se sacarán por suerte los que faltaren, 
hasta completar los que deben servir para los jurados de acusasion 
y de sentencia. 

Artículo 43. Retirado luego el alcalde, los jurados nombrarán,  de entre 
el los mismos, un presidente y un secretario; y despues de examinar 
el impreso y la denuncia, declararán por mayoría absoluta de votos, 
si la acusacion es ó no fundada:  todo lo cual se hará sin interrupcion 
alguna.  

Artícu lo 44. El presidente la presentará en seguida a l  a �calde que los 
ha convocado, para que la devuelvan a l  denunciante, en el caso de 
no ser fundada la acusacion , cesando por e l  mismo hecho todo 
proced imiento ulterior. 

Artículo 45. Si la declaracion fuese de ser fundada la acusacion, alcalde 
pasará al juez de primera instancia el impreso y la denuncia ,  para 
que proceda inmediatamente á la averiguacion de la persona 
responsable; pero antes de la declaracion espresada,  n inguna autoridad 
podrá obligar á que se le haga man ifiesto el nombre del autor ó editor; 
y todo procedimiento contrario es causa de responsabi l idad. 
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Artícu lo 46 . El juez de primera instancia suspenderá la circulacion de 
los ejemplares que existan en poder del impresor ó vendedores. 

Artícu lo 4 7. Cuando la declaracion de ser fundada la acusacion 
recayese sobre un impreso denunciado por subversivo ó sed icioso, 
ó por incitador en primer grado á la desobed iencia , mandará el juez 
prender al sugeto que aparesca responsable; pero si la denuncia fuere 
de cualquier otro abuso, se l imitará el juez a exij irle fiador, ó la caucion 
de estar á las resultas; y solo en el caso de no dar una ú otra se le 
pondrá en custod ia . 

Artículo 48. Cuando la misma declaracion recayere , respecto de un 
impreso denunciado por injurioso, el juez citará al responsable en el  
término prudente,  para que por sí  ó por apoderado se intente la 
conci l iacion ; y pasado d icho término, se procederá a l  segundo ju icio, 
conforme á la ley. 

Artículo 49. Antes de entablarse éste, sacará, con citacion de las partes, 
y pasará el alcalde al juez de primera instancia, l ista de los d iez y 
nueve jurados que sal ieron en suerte y que estén presentes, para que 
diez de el los,  por lo menos, cal ifiquen el impreso denunciado. 

Artículo 50 . Dentro de 24 horas de fenecido el ju icio de los primeros 
jurados, pasará el alcalde al juez de letras la denuncia y fal lo, y dentro 
del tercero d ía hará se verifique el sorteo de segundos jurados y se 
remita la l ista a dicho juez, todo bajo la multa de cincuenta pesos. 

Artículo 51 . El mismo juez de primera instancia pasará al responsable 
una copia de la denuncia y otra de la l ista anted icha, para que pueda 
recusar hasta nueve de los que la componen, sin espresion de causa , 
en el perentorio término de veinticuatro horas.  Igualmente mandará 
citar á los jurados, que no hayan sido recusados, para el sitio en que 
haya de celebrarse el ju icio, recibiéndoles antes juramento de 
desempeñar fielmente encargo que se les confia.  

58 



Derecho de la Información 

Artículo 52. El ju icio será públ ico, pud iendo asistir, para su defensa, 
el interesado, por s í  ó por apoderado, y así m ismo el fiscal ,  el síndico 
ó el denunciante ,  sosteniendo la denuncia . 

Artícu lo 53. El impreso se cal ificará con arreglo á lo prescrito en el 
t ítu lo 2°,  necesitándose , á lo menos, siete votos para condenarlo, si 
el jurado se hubiese compuesto de diez individuos; y los dos tércios 
de votos, ó el número mas aproximado á el los ,  si fuese mayor el de 
los jueces; debiendo, en caso contrario, tenerse por absuelto el impreso. 

Artículo 54. Si los votos necesarios para condenar hubiesen 
convenido en la especie de abuso, pero no en el grado, se entenderá 
la cal ificacion hecha en el menor de éstos, y se ampl iará la pena 
correspond iente. En el caso de no cal ificarse como comprendido en 
alguno de los abusos designados, se usará la fórmula de: Absuelto. 

Artículo. 55. En el mismo acto mandará el juez poner en l ibertad, ó alzar 
la caucion ó fianza á la persona sujeta al juicio; y todo acto contrario 
será castigado como crimen de detencion ó procedimiento arbitrario. 

Artículo 56. Cuando los jueces de hecho hubiesen calificado el impreso 
de subversivo ó sedicioso en cualquiera de los tres grados, ó de 
incitador á la desobediencia en primero, si procediere esta calificación 
errónea al juez de pri mera instancia, podrá suspender la apl icacion 
de la pena, y pasar oficio al alcalde para que con la citacion debida 
saque por suerte y remita diversa l ista de otros d iez y nueve individuos,  
de los que podrá tambien recusar hasta nueve, la  parte acusada, dentro 
de veinticuatro horas. 

Artículo 57. Citados los jurados, que no hayan sido recusados conforme 
al artícu lo 51 , se observará lo prevenido para este ju icio; y si en el 
nuevo jurado se hiciere la misma cal ificacion que en el primero, 
procederá el juez a pronunciar la sentencia y aplicar la pena; pero si 
se conviniere en la especie de del ito y no en el grado, se observará 
lo prescrito en el artículo 54. Si se declarare absuelto, procederá el 
juez con arreglo á lo d ispuesto en el mismo artícu lo. 
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Artículo 58. Los jueces de hecho solo serán responsables en el caso 
de q ue se les justifique, con plena prueba legal ,  haber  procedido en 
la cal ificacion por cohecho ó soborno. 

Artículo 59. Los gastos del proceso serán abonados con arreglo á 
arancel ,  por el responsable, si ha sido condenado; pero si fue absuelto 
y el j uicio fuere de injurias, pagará las costas el denunciante .  En todos 
los demas casos se satisfarán del fondo de multas impuestas en esta 
ley, el que deberá estar depositado en el Ayuntamiento con la 
correspondiente cuenta separada. 

Artículo  60. Cualquier persona que reprima un impreso mandado 
recoger, incurrirá por el mismo hecho en la pena que se haya impuesto 
á consecuencia de la cal ificacion . 

Artículo  6 1. Todo del ito por abuso de l ibertad de imprenta produce 
desafuero, y los del incuentes serán j uzgados por los jueces de hecho 
y de derecho con arreglo á esta ley, salvas las disposiciones de la 
constitucion , respecto de algunos funcionarios públicos. 

Artículo  62. Si el juez, sin leg ítima causa, dejare de reunir el segundo 
jurado, dentro del sesto dia de recibida la denuncia ,  que debe remitir 
al alcalde, conforme al artículo  50, ó no cumpliese con las otras 
prevenciones, cuyo cumpl ime into le toca, pagará cincuenta pesos de 
multa por la primera vez, ciento por la segunda,  y en la tercera sufrirá 
la pena de privacion de oficio. 

Artículo 63. La apelacion de éstos ju icios se arreglará al título  ao del 
decreto del 22 de Octubre de 1820 , entendiéndose el recurso de 
apelacion ante los tribunales de segunda instancia,  que se encuentren 
establecidos. 

Artículo 64. Ni la detencion , durante el ju icio pasado,  ni la prision en 
caso de sentencia á el la, podrán ser en otro lugar que en el de la 
residencia del juez ó del interesado; no verificándose ni una,  ni otra 
en la carcel públ ica .  
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Artículo 65. La industrias tipográfica y las oficinas de imprenta son 
enteramente l ibres en su ju icio, sin mas restricciones que las 
espresamente impuestas por las leyes . 

Por tanto, mando se imprima, publ ique y circu le, y se le dé el debido 
cumpl imiento. Palacio Nacional en México, á 1 4  de Noviembre de 
1 846.- José Mariano de Salas.- A D.  José María Lafragua. 

Y lo comunico a V. para su intel igencia y fines consiguientes. 
Dios y l ibertad . México 14 de Noviembre de 1 846 . 
Lafragua . 

Junio 2 1  de 1 848.- Ley.- Sobre l ibertad de imprenta 

El Excmo. Sr. presidente se ha servido dirig i rme el decreto que sigue: 
José Joaquin de Herrera , presidente constitucional de los Estados­
Unidos Mexicanos , á todos sus habitantes, sabed : 

Que en uso de las facultades concedidas al gobierno por la ley de 6 
de éste, en cumpl imiento del deber que tengo de poner un término 
al escándalo con que se u ltraja la moral públ ica y se ataca el órden 
social por medio de escritos difamatorios, y sin que por esto se coarte 
el uso saludable de la l ibertad de imprenta , ni para los abusos pol íticos 
se establezcan nuevas penas y procedimientos, he venido en decretar, 
entretanto se expide la ley orgánica de imprenta , el siguiente decreto: 

Artícu lo 1 .  En ningún caso es l ícito escribir contra la vida privada, n i  
atacar la moral públ ica .  

Artículo 2 .  Es  difamatorio todo escrito en  e l  cual se  ataque e l  honor 
ó la reputacion de cualquier particular, corporacion ó funcionario público, 
ó se le ultraje con sátiras, invectivas ó apodos. 

Artículo 3. En los casos del artículo anterior, no se comprende el mismo 
exámen de la conducta de los funcionarios públ icos en el ejercicio 
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de sus atribuciones, para d i lucidar su legal idad ó su conveniencia.  

Artículo 4. Si al hacerse este exámen se cometiere alguno de los delitos 
especificados en las fracciones 1 ,  1 1 ,  1 1 1  y IV del art. 4° de la ley de 1 4  
d e  Noviembre d e  1 846, serán juzgados conforme á el la, lo mismo 
que en los casos de calumnia . 

Artícu lo 5. Todo escrito d ifamatorio, ó que ataque la moral públ ica ,  
debe ser perseguido y castigado de oficio. Los fiscales de imprenta 
y los s índicos de ayuntamiento están obligados á denunciarlo ,  y los 
jueces pueden proceder de oficio, ó excitados por la autoridad pol ítica. 

Artículo 6. Conforme al artículo 26 de la acta de reformas, en los delitos 
de d ifamacion no deben intervenir los jurados , y de el los conocerán 
los jueces de primera instancia, tanto civiles como criminales, del 
territorio en que se cometan.  

Artículo 7. Cal ificado un escrito de difamatorio, el juez pasará á la 
imprenta, exig i rá la responsiva, recogerá los ejemplares que haya en 
ella , ó que estén de venta en cualquier lugar público ;  dará órden á 
la estafeta para impedir su circu lacion , y pondrá detenido al 
responsable. 

Artícu lo 8. En el caso de que ocurran varios jueces , conocerá del 
negocio el que primero haya exigido la responsiva ; y si dos la pidieren 
á un tiempo, el mas antiguo. Si alguno insistiere en la competencia, 
mientras éste se d irime, procederán un idos. 

Artícu lo 9. La causa quedará sustentada dentro de ocho d ias, y el 
juez la entregará al reo y al fiscal para que a leguen dentro de ocho 
dias cada uno, proced iendo á fal lar dentro de tres . El lapso de éstos 
términos y de los demas establecidos en los artículos sigu ientes, es 
causa de responsabi l idad . 

Artículo 1 O. Todas las indagaciones y alegatos de la causa, se versará 
sobre si hay ó no delito de difamacion, y de conformidad con el artículo 
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5° de la citada ley, no se podrán admitir pruebas sobre la verdad ó 
falsedad de los hechos en que funden las imputaciones difamatorias. 

Artículo 11. El del ito de d ifamacion se castigará con la pena de prision 
sol ita ria ,  desde seis meses hasta dos años. La misma pena tienen 
los u ltrajes contra la moral públ ica .  

Artículo 12. Cuando éstos no  tuvieren relacion con e l  honor de  ninguna 
persona ó corporacion determinada ,  será juzgados por jurados, 
conforme á la ley. Si tuvieren relacion con alguna persona ó corporacion 
determinada, el del ito se considerará como accesorio del de 
difamacion, y se castigará por los jueces ord inarios, agravando la pena 
en consideracion á esta circunstancia .  

Artícu lo 13. Sentenciado el proceso en primera instancia ,  pasará al 
tribunal superior, el cual ,  oyendo verbalmente al fiscal y a l  defensor, 
pronunciará su sentencia dentro del término de ocho d ias, contando 
desde en el que pasó á su conocimiento. 

Art ículo 14. Si la sentencia de segunda instancia fuere conforme con 
la primera ,  causará ejecutoria; lo m ismo que si se pronuncia por 
unan imidad de votos en tribunal colegiado. Si la sentencia no fuere 
conforme, y algun ministro del tribunal colegiado hubiere votado en 
el sentido del juez de primera instada, ó el tribunal fuere unitario, habrá 
lugar á tercera instancia . 

Art ícu lo 15. En segunda instancia, y no ántes , podrá tratarse como 
un artículo previo el de si e l  del ito cometido es de d ifamacion ó de 
abuso de la l ibertad pol ítica de la prensa ; y siempre que se resuelva 
en éste ú ltimo sentido, el negocio pasará al ju rado, sin preju icio de 
la responsabi l idad á que hubiere lugar contra el juez, conforme á las 
leyes. Este a rtícu lo no d i latará el término fijado en el a rtículo  13, y la 
sentencia que sobre él recayere será insupl icable. 

Artículo 16. Pronunciada una sentencia condenatoria que cause 
ejecutoria ,  se publ icará en los periód icos por tres veces. 
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Artículo 17. Todo periódico que en el espacio de seis meses fuere 
tres veces condenado por del ito de difamacion ó atentado contra la 
moral públ ica ,  será suprimido. 

Artículo 18. Entre tanto se resuelve por el congreso la duda pendiente 
sobre la manera con que deba proceder al nombramiento de los fiscales 
la imprenta del Distrito, éstos se el igirán ,  con calidad de interinos, por 
el Excmo. ayuntamiento de esta capital ,  en la primera sesion que tuviere 
despues de publ icado este decreto. 

Por tanto ,  mando se imprima,  publ ique, circule y se le dé el debido 
cumplimiento. 

Palacio Nacional en México, á 21 de Junio de 1848.- José Joaquín 
de Herrera.- A D .  Mariano Otero. 
Y lo comunico á V.S.  para su cumpl imiento y fines consigu ientes. 
Dios y Libertad. México , J unio 21 de 1848.- Otero. 

No obstante, los debates más serios sobre la regu lación constitucional 
de la l ibertad de expresión tuvieron l ugar durante el Congreso 
Constituyente de 1856-1857, en el cua l  fueron presentadas al Pleno 
dos propuestas alternativas a la que ofreció la Comisión Redactora, 
que proponía el texto siguiente:  "La man ifestación de las ideas no será 
objeto de n inguna inquisición judicial o administrativa, sino en el caso 
de que ataque a la moral ,  los derechos de tercero , provoque algún 
delito o perturbe el orden públ ico."  

A juicio del  d iputado J. Díaz González el  texto de la Comisión Redactora 
era poco preciso, y recordó que "las palabras orden público son también 
demasiado vagas; de el las puede abusarse horriblemente , y no hay 
que olvidar que el min istro que anunció en Francia,  en 1830, q ue 
reinaba el orden público en Varsovia ,  anunciaba la destrucción y la 
ru ina de esta desd ichada ciudad . Cuando se forjan conspiraciones 
para satisfacer i nnobles venganzas, se invoca el orden públ ico ."55 

55 Crónica de la sesión correspondiente al 25 de jul io de 1856. Zarco, Francisco, op.cít., nota 
9, pp. 1 36-1 37. 
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Por esta razón el d iputado D íaz González propuso el texto siguiente : 
"La manifestación de las ideas no puede ser objeto de n inguna 
inquisición jud icial , sino en el caso de que ataque los derechos de 
tercero y éste persiga en ju icio al injuriante , se provoque algún del ito 
o se excite a un motín o asonada."56 

Por su parte, el d iputado Ignacio Ramírez h izo lo propio al sugerir que 
el texto constitucional de que se trata debía estar redactado de la 
manera siguiente: "La manifestación de las ideas por medio de signos, 
no puede ser objeto de n inguna inquisición , sino por medio de ju icio 
en casos de injurias". Finalmente, por 65 votos contra 30 se aprobó 
el texto del d ictamen ofrecido por la Comisión Redactora .57 

Sesenta años después, durante el Congreso Constituyente de 1917 
se retomó íntegramente el texto de la Constitución de 1857 , salvo lo 
relativo a la reforma publ icada en el D iario Oficial de la Federación 
el 6 de diciembre de 1977, concerniente al derecho a la información , 
que se estudia en el ú ltimo apartado de ,este capítu lo. 

En efecto, en la décima sesión ordinaria celebrada el 12 de diciembre 
de 1916 se leyó el siguiente proyecto de d ictamen de la Comisión :58 

"Ciudadanos diputados: El artículo 6 del Proyecto de Constitución , 
relativo a la l ibertad de pensamiento,  o más bien , de la 
exterminación del mismo, se ha tomado casi l iteralmente de la 
Constitución de 1857. Las razones que lo justifican son las mismas 
que se trajeron al debate en esa histórica Asamblea, lo cual exime 
a la comisión de la tarea de formular su opin ión , pues le basta 
con remitirse a las crónicas de aquella época . Proponemos por 
tanto, se apruebe el siguiente: Artículo 6 La manifestación de las 
ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial o administrativa, 

56 /dem 
57 Ibídem. , p. 41. 
58 Diario de los debates del Congreso Constituyente de 1917, México, UNAM, 1982, T. 1 ,  pp. 

555-561. 
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sino en el caso de que ataque a la moral , los derechos de tercero, 
provoque algún crimen o del ito, o perturbe el orden públ ico . "  

En la decimocuarta sesión del  15 de d iciembre de 1916 el  proyecto 

fue aprobado por 168 votos a favor y uno en contra . Cabe señalar 

que en la 61 sesión del 25 de enero de 1917 el pres idente de la 

Comisión de Esti lo presentó la siguiente aclaración : 

"El  artículo 6 decía: ( . . .  ) los derechos de tercero, provoque algún 

crimen o delito ( . . .  ) tuvimos a bien qu itar la palabra crimen , porque 

la palabra genérica delito basta en este caso; es cuestión de grado, 

y la palabra del ito puede comprender diversas gradaciones más 

o menos intensas, de mayor o menor gravedad ; basta , pues , la 

palabra delito que abarca a las dos. Esta corrección fue aprobada; 

así, el artículo 6 de la Constitución vigente reza: "La manifestación 

de las ideas no será objeto de n inguna inqu isición j ud icial o 

admin istrativa , sino en el caso de que ataque a la moral , los 

derechos de tercero, provoque algún del ito o perturbe el orden 

público; el derecho a la información será garantizado por e l  

Estado."59 

Por i nqu isición ,  sostiene Ignacio Burgoa , "se entiende toda 

averiguación practicada con un determinado fin ,  el cual consiste, en 

el caso de esta garantía , en establecer cierta responsabilidad y en 

aplicar la sanción que a ésta corresponda" .60 

De esta forma,  de acuerdo con el contenido normativo del artículo 

mencionado n ingún j uez o autoridad administrativa puede restringir 

el  ejercicio de la l ibertad de expresión , con excepción hecha de: a) 

el ataque a la mora l ,  b) el ataque a los derechos de tercero, e) la 

comisión de un del ito y d) la perturbación del orden públ ico. 

59 Las cursivas se adicionaron el 6 de diciembre de 1 977. 
60 Burgoa, Ignacio, Las garantías individuales, 29a. edición, México, Porrúa, 1 992, p. 350 . 
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Evidentemente se trata de l imitaciones a posteriori, pues como afirma 
Juventino V. Castro 

"primero debe producirse la conducta -o la tentativa legalmente 
defin ida-, y después sancionarla , si dentro de ese proceso, en 
el cual el acusado podrá ejercer sus derechos fundamentales de 
defensa , aportación de probanzas, alegaciones y otros más, 
aparece plenamente comprobada la responsabi l idad , que 
amerita la sanción prevista en la ley. Y por supuesto, in  dubio 
pro reo: ¡ No es posible conclu ir, seriamente, que nuestra Ley 
Fundamental -protectora del individuo-, podría variar todos estos 
principios que pertenecen a la cultura de la humanidad , 
estableciendo que una persona, antes de manifestar sus ideas, 
si éstas ponen en predicamento a la moral -¿de qu ién?-, a los 
derechos de tercero, o a la paz o el orden públ ico, debe pasar 
por la censura del Estado!"61 

Sin embargo, debe advertirse que las restricciones constitucionales 
al ejercicio de la garantía consagrada en el artículo 6 constitucional 
pueden convertirse en verdaderos l ímites que en ocasiones podrían 
hacer nugatorio este derecho, debido a la ausencia de definiciones 
conceptuales sobre tales tópicos, como algunos estudios lo han puesto 
de manifiesto. 62 

61 Castro, Juventino V, op.cit. , nota 33, pp. 109-110. 
62 Nos preguntamos con toda sinceridad cuál es el concepto preciso de la moral, de los derechos 

de terceros y de la paz y el orden públicos. ¿Nuestra Constitución nos precisa esto, o al 
menos nos da las bases para llegar a alguna conclusión precisa? ¿Las autoridades a las 
cuales se les otorga el privilegio de ejercer la censura a posteriori pueden manejar textos 
o d isposiciones a aplicar, en forma tal que el acto no resulte arbitrario, subjetivo y 
personal ísimo? ¿Quien se inconforme contra el criterio que se censura puede hacer referencia 
a alguna norma que no cumplimentó el censor, a la cual por tanto traicionó al censurar, en 
forma tal que pueda ponerse de manifiesto la forma inconstitucional mediante la cual obró? 
Como todo lo anterior no aparece ni en la Constitución ni en las leyes ordinarias que se 
expidan cumplimentando bases constitucionales, un censor siempre puede alegar -por sí 
y ante sí- que en su concepto un individuo al externar un pensamiento, al objetivar una idea, 
al producir una obra, está atacando bien a la moral -tal y como él la concibe-, bien a los 
derechos de la sociedad -como él los interpreta-, o bien a la paz o el orden públicos -en la 
forma como él personalmente los contempla-. Castro, Juventino V. , Ensayos constitucionales, 
México, Textos Universitarios, 1977, p. 57. 
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Es verdad q ue la Ley de Imprenta aporta referencias sobre el particu lar 
que va ldría la pena identificar; sin embargo,  hay que precisar que se 
trata de una percepción extemporánea y, por ende, conservadora, sobre 
todo porque estamos frente a una ley cuya val idez ha sido 
severamente cuestionada por la doctrina mexicana .63 En efecto, el 
artículo 2 de la ley establece las h ipótesis normativas constitutivas 
del ataque a la moral :64 

a )  Toda manifestación de palabra ,  por escrito o por cualqu ier otro 
medio ,  con la que se defiendan o disculpen,  aconsejen o 
propaguen públ icamente los vicios, faltas o del itos, o se haga 
la apolog ía de ellos o de sus autores. 

b) Toda manifestación verificada con d iscursos, gritos, cantos, 
exh ibiciones o representaciones o por cualquier otro medio, con 
la cual se u ltraje u ofenda públ icamente al pudor, a la decencia 
o a las buenas costumbres o se excite a la prostitución o a la 
práctica de actos l icenciosos o impúdicos, teniéndose como tales 
todos aquel los que ,  en el concepto públ ico, estén cal ificados de 
contrarios al pudor. 

e) Toda distribución , venta o exposición al públ ico, de cualquier 
manera que se haga, de escritos, fol letos, impresos, canciones, 
g rabados, l ibros , imágenes, anuncios, tarjetas u otros papeles 
o figuras, pinturas, d ibujos o l itografiados de carácter obsceno 
o q ue representen actos lúbricos. 

A propósito de los términos de moral pública y buenas costumbres, 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación en tesis jurisprudencia! 
sostiene: 

63 Respecto a los cuestionamientos acerca de la validez de la Ley de Imprenta se abunda en el 
apartado 5 de esta obra. 

64 Paradójicamente, las propuestas de Ley Orgánica de la Prensa presentadas durante el Congreso 
Constituyente de 1856-1 857 contenían una definición de moral pública más precisa. En efecto, 
la iniciativa presentada por el diputado Francisco Zarco en la sesión correspondiente al 1 3  de 
enero de 1857 establecía en el artículo 4 que: "Se falta a la moral, defendiendo o aconsejando 
los vicios o delitos". Zarco, Francisco, op.cít. , nota 9, t. 11, p. 783. 
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"Dado el carácter variable de la noción de buenas costumbres 
y moral pública , según sea el ambiente o grado de cultura de 
una comunidad determinada , es necesario dejar a los j ueces el 
cuidado de determinar cuáles actos pueden ser considerados 
como impúdicos, obscenos o contrarios al  pudor públ ico. A falta 
de un concepto exacto y de reglas fijas en materia de moral idad 
públ ica ,  tiene el juez la obl igación de interpretar lo que el común 
de las gentes entiende por obsceno y ofensivo al pudor, sin recurrir 
a procedimientos de comprobación , que solo son propios para 
resolver cuestiones puramente técnicas. Es el concepto medio 
moral el que debe servir de norma y gu ía al j uez en la decisión 
de estos problemas jurídicos y no existe, en tan delicada cuestión ,  
un medio técnico preciso que l leve a resolver, s in  posibi l idad de 
error, lo que legalmente debe conceptuarse como obsceno. 

"Por tanto, no es la opinión de u nos peritos, que no los puede 
haber en esta materia ,  la que debe servir de sostén a un fal lo 
judicial , ni es la simple interpretación lexicológ ica,  el único medio 
de que se puede d isponer para l legar a una conclusión; debe 
acudirse a la vez, a la interpretación jurídica de las expresiones 
usadas por el legislador y a la doctrina como auxi l iares en el 
ejercicio del arbitrio jud icial que la ley otorga a los jueces y 
tri bunales. 

"En suma, a pesar de que no existe una base o punto de partida 
invariable para juzgar en un momento dado, sobre lo que es moral 
o inmoral ,  contrario a las buenas costumbres o afín a el las, s í  
se cuenta con un  procedim iento apropiado para apl icar la ley y 
satisfacer el propósito que ha presidido la institución de esta clase 
de delitos. Esto no sign ifica que se atribuya a los j ueces una 
facultad omnímoda y arbitraria . Como toda función jud icia l ,  la de 
apl icar las penas debe sujetarse a determinadas reglas y el 
juzgador no debe perder de vista que sus decisiones se han de 
pronunciar de acuerdo con el principio ya enunciado de la 
moral idad media que impera en un momento en la sociedad y 
en relación con las constancias de autos, pues de otra manera 
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incu rnna en violaciones de garantías constitucionales en 
perjuicio del acusado."65 

De igual forma, el orden y la paz pública son expuestos autoritariamente 
en la Ley de I mprenta , como se desprende del artículo 3 que integra 
los supuestos que actual izan la figura de ataque al orden o a la paz 
públ ica :66 

a) Toda manifestación o exposición maliciosa hecha públicamente 
por medio de d iscursos , gritos, cantos, amenazas, manuscritos, 
o de la imprenta, dibujo, l itografía, fotografía, cinematógrafo, 
grabado o de cualquier otra manera ,  que tenga por objeto 
desprestigiar, ridicul izar o destruir las instituciones fundamentales 
del pa ís , o con los que se injuria a la Nación Mexicana , o a las 
Entidades Pol íticas q ue la conforman.  

b) Toda man ifestación o expresión hecha públ icamente por 
cualquiera de los medios anteriores, con la que se aconseje, excite 
o provoque directa o indirectamente al Ejército a la desobediencia, 
a la rebel ión, a la dispersión de sus m iembros, o a la falta de 
otro u otros de sus deberes; se aconseje, provoque o excite 
directamente al público en general a la anarquía, al motín, sedición 
o rebel ión, o a la desobediencia de las leyes o de los mandatos 
legítimos de la autoridad; se injurie a las autoridades del país 
con el objeto de atraer sobre ellas el odio, desprecio o rid ículo; 
o con el mismo objeto se ataque a los cuerpos públicos 
colegiados, al Ejército o Guardia Nacional o a los miembros de 
aquéllos y ésta, con motivo de sus funciones; se injurie  a las 
naciones amigas , a los soberanos o jefes de el las a o sus 
legítimos representantes en el pa ís ; o se aconseje, excite, o 
provoque a la comisión de u n  del ito determinado. 

65 Semanario judicial de la Federación, Primera Época, t .  LVI ,  p .  1 33 .  
66  También al definir e l  término orden público era más precisa la propuesta de l  diputado Zarco, 

que señalaba en el artículo So.: "Se ataca al orden público, siempre que se excita a los 
ciudadanos a desobedecer las leyes o las autoridades legítimas o a hacer fuerza contra 
ellas", Zarco, Francisco, op.cit. , nota 9, t. 1 1 ,  p. 784 
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e) La publ icación o propagación de noticias falsas o adulteradas 
sobre acontecimientos de actual idad, capaces de perturbar la 
paz o la tranquil idad en la República o en alguna parte de ella, 
o de causar el alza o baja de los precios de las mercancías o 
de lastimar el crédito de la Nación o de algún Estado o Municipio, 
o de los bancos legalmente constituidos. 

d) Toda publicación prohibida por la ley o por la autoridad por causa 
de interés públ ico, o hecha antes de que la ley permita darla a 
conocer al público.  

Por tanto, como afirma con razón Ignacio Burgos, la introducción de 
las restricciones anteriores parece inútil en virtud de que todas pueden 
subsumirse en la noción de la comisión de delito , a la luz de lo previsto 
en el articulado del Código Penal Federal vigente. En efecto, los delitos 
contra la moral públ ica pueden generalmente coincid ir con los delitos 
tipificados en el título octavo, del l ibro segundo del Código Penal Federal 
relativo a los "del itos contra l a  mora l  públ ica y las buenas 
costumbres" , consagrados en los a rtículos 200 a 211. El  ataque a los 
derechos de tercero mediante la palabra puede integrar  alguno de 
los del itos establecidos en el títu lo vigésimo concerniente a "del itos 
contra el honor'', del l ib ro segundo, del referido código, regulados por 
los artículos 350 a 363. También el ataque al orden público puede 
constitui r  uno de los delitos previstos en el título primero, l ibro segundo 
del Código Penal ,  referidos a "delitos contra la seguridad del Estado" 
y normados por los art ículos 123 a 145. 

Elementos de legislación extranjera 

En el derecho comparado, la l ibertad de expresión está plenamente 
codificada en normas jurídicas de derecho público. En algunos países 
la protección de la l ibertad individual  de expresión reproduce, en 
esencia, la  hipótesis normativa de l  artículo 6 constitucional de México. 
Tales son los casos, solo por citar algunos, de El Salvador, cuya 
Constitución pol ítica prescribe en el artículo 6 que: "Toda persona puede 
expresar y d ifundir l ibremente sus pensamientos siempre que no 
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subvierta el orden público ni lesione la moral ,  el honor ni la vida privada 
de los demás. El ejercicio de este derecho no estará sujeto a previo 
examen, censura ni caución ; pero los que haciendo uso de él infrinjan 
las leyes responderán por el del ito que cometan ( . . .  ) . " 

Asimismo, la Constitución de Panamá, en el artículo 37, dispone: "Toda 
persona puede emitir l ibremente su pensamiento de palabra, por escrito 
o por cualquier otro medio, sin sujeción a censura previa; pero existen 
las responsabi l idades legales cuando por alguno de estos med ios se 
atente contra la reputación o la honra de las personas o contra la 
seguridad social o el orden públ ico."  

De igual  forma,  el artículo 8, numeral 6 ,  de la Carta Fundamental de 
Repúbl ica Dominicana establece : "Toda persona podrá ,  sin sujeción 
a censura previa, emitir l ibremente su pensamiento mediante 
palabras escritas o por cualquier otro medio de expresión,  gráfico u 
oral . Cuando el pensamiento expresado sea atentatorio a la d ignidad 
y a la moral de las personas, al orden públ ico o a las buenas 
costumbres de la sociedad , se impondrán las sanciones d ictadas por 
las leyes ( . . . ) . "  

En cambio, hay casos en que la l ibertad de expresión es tutelada 
prácticamente sin restricciones de n inguna especie,  como en 
Nicaragua, cuya Carta Magna establece en el artícu lo 30: "Los 
nicaragüenses tienen derecho a expresar l ibremente su pensamiento 
en públ ico o en privado, individual o colectivamente,  en forma ora l ,  
escrita o por cualquier otro medio."  

En Paraguay, la Constitución Pol ítica proh íbe en forma expresa que 
la ley secundaria introduzca restricciones a la l ibertad de expresión , 
ya que asimi la los del itos de prensa a los del itos comunes tipificados 
en el Cód igo Penal , en una fórmula que por analog ía e interpretación 
juríd ica se l levó a cabo para el caso de México. Así, el artículo 26 
constitucional de Paraguay dice: 
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"Se garantizan la l ibre expresión y la l ibertad de prensa, así como 
la d ifusión del pensamiento y de la opinión , sin censura alguna , 
sin más l imitaciones que las dispuestas en esta Constitución; en 
consecuencia,  no se dictará n inguna ley que las imposibi l ite o 
las restrinja .  No habrá del itos de prensa , sino del itos comunes 
cometidos por medio de la prensa . Toda persona tiene derecho 
a generar, procesar o d ifundir información , como igualmente a 
la utilización de cualquier instrumento l ícito y apto para tales fines." 

En Chile, la Constitución la regula en el artículo 1 9  numeral 1 2 : 

"La l ibertad de emitir opin ión y la de informar, sin censura previa ,  
en cualquier forma y por cualquier medio, s in  perju icio de 
responder de los delitos y abusos que se cometan en e l  ejercicio 
de estas l ibertades, en conformidad a la ley, la que deber ser de 
quórum cal ificado. 

"La ley en ningún caso podrá establecer monopolio estatal sobre 
los medios de comunicación social .  

"Toda persona natural o juríd ica ofendida o injustamente aludida 
por algún medio de comunicación social ,  tiene derecho a que su 
declaración o rectificación sea gratuitamente difundida, en las 
condiciones que la ley determine, por el medio de comunicación 
social en que esa información hubiera sido emitida .  

"Toda persona natural o jurídica tiene el derecho de fundar, editar 
y mantener diarios, revistas y periódicos, en las condiciones que 
señale la ley. 

"El  Estado, aquel las universidades y demás personas o 
entidades que la ley determine, podrán establecer, operar y 
mantener estaciones de televisión . 
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"Habrá un Consejo Nacional de Televisión , autónomo y con 
personal idad jurídica,  encargado de velar por el correcto 
funcionamiento de este medio de comun icación . 

"Una ley de quórum calificado señalar la organización y demás 
funciones y atribuciones del referido Consejo. 

"La ley regu lará un sistema de cal ificación para la exhib ición de 
la producción cinematográfica . "  

Por su  parte la Constitución Pol ítica de l  Perú señala en su artículo 
2,  numeral 4: 

"A las l ibertades de información, opinión, expresión y difusión del 
pensamiento mediante la palabra oral o escrita o la imagen, por 
cualquier medio de comunicación social ,  sin previa autorización 
ni censura ni impedimento algunos, bajo las responsabi l idades 
de ley. 
Los delitos cometidos por medio del l ibro ,  la prensa y demás 
medios de comunicación social se tipifican en e l  Cód igo Pena l 
y se juzgan en el fuero común.  
Es del ito toda acción que suspende o clausura a lgún órgano de 
expresión o le impide circular l ibremente. Los derechos de informar 
y opinar comprenden los de fundar medios de comunicación ." 

La Constitución Pol ítica del Ecuador en el artículo 23, numeral 9 señala 
que: 

"El derecho a la l ibertad de op1n1on y de expresión del 
pensamiento en todas sus formas, a través de cualquier medio 
de comunicación, s in  perju icio de las responsabil idades previstas 
en la ley. "  
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De la l ibertad de i nformación 

Llama la atención la d ificultad que se ha encontrado históricamente 
para defin ir  con precisión e l  alcance del término información en su 
acepción contemporánea. En efecto, un estudio de la UNESCO advertía 
el problema al decir que 

"no hay ninguna definición o descripción de la comunicación que 
permita abarcar la totalidad de sentidos que se dan a esta palabra 
( . . .  ) Se le puede dar un  sentido más estricto, esto es, l imitarla a 
la circulación de mensajes y a sus intermediarios o en un  sentido 
más amplio; es decir, el de u na interacción humana por medio 
de signos y s ímbolos ( . . .  ) Semejante planteamiento trasciende 
las concepciones que reducen la comunicación a la información."67 

Por tanto, el reconocimiento internacional de la l ibertad de información 
transformó el sentido inicial o tradicional del vocablo en una referencia 
de mayor envergadura no sólo desde la perspectiva social ,  sino incluso 
conceptual . Y es que 

" la trascendencia social de la l ibertad de i nformación es tal que 
sería i luso esperar una interpretación unidireccional de sus efectos. 
La influencia de los medios de comunicación social en la evolución 
de la cultura ha dado l ugar a una interpretación integracionista 
considerándolos como un eficaz medio de comunicación social 
en e l  contexto de un cambio social moderado favorable al 
desarrol lo de la cultura,  y a una interpretación d ialéctica como 
instrumento revulsivo de las situaciones de hecho y generados 
de cambios sociales de importancia . "68 

Pero si los orígenes de la l ibertad de expresión se remontan a l  sig lo 
XVI I I ,69 la l ibertad de información es relativamente nueva ya que su 

67 Informe preliminar sobre los problemas de la comunicación en la sociedad moderna, preparado 
por la Comisión MacBride, París, UNESCO, 1 978. 

68 Soriano, Ramón, Las libertades públicas, Madrid ,  Tecnos, 1 990, pp. 145-1 46. 
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registro de reconocimiento legal data del 1 O de diciembre de 1 948, 
en el artículo 1 9  de la Declaración Universal de Derechos Humanos, 70 
que establece: "Todo individuo tiene derecho a la l ibertad de expresión 
y de opinión ; este derecho incluye el de no ser molestado a causa 
de sus opin iones, el de investigar y recibir informaciones y opiniones, 
y el de difundirlas, sin l imitación de fronteras, por cualqu ier medio de 
expresión . "  

Más tarde, e l  1 6  d e  diciembre d e  1 966, esta l ibertad e s  ratificada en 
el artícu lo 1 O del Pacto I nternacional de Derechos Civi les y 
Pol íticos7\ al d isponer: 

1 .  Toda persona tiene derecho a la l ibertad de expresión . Este 
derecho comprende la l ibertad de opin ión y la l ibertad de recibir 
o de comunicar informaciones o ideas sin que pueda haber 
injerencia de actividades públicas y sin consideración de fronteras. 
El presente artículo no impide que los Estados sometan las 
empresas de radiodifusión , de cinematografía o de televisión a 
un régimen de autorización previa. 

2 .  El ejercicio de estas l ibertades, que entrañan deberes y 
responsabi l idades, podrá ser sometido a ciertas formal idades, 
condiciones, restricciones o sanciones, previstas por la ley, que 
constituyan medidas necesarias, en una sociedad democrática , 
para la seguridad nacional , la integridad territorial o la seguridad 
públ ica ,  la defensa del orden y la prevención del del ito, la 
protección de la salud o de la moral ,  la protección de la reputación 
o de los derechos ajenos, para impedir la d ivulgación de 

69 La libertad de expresión encuentra tutela legal por vez primera en el artículo 1 O de la 
Declaración francesa de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, que decía: "Nadie debe 
ser molestado por sus opiniones, aun religiosas, con tal que su manifestación no trastorne 
el orden público establecido por la ley." 

70 Adoptada y proclamada por la Resolución de la Asamblea General 2 1 7  A ( 1 1 1 )  del 1 0  de 
diciembre de 1 948. 

71 Adoptado y abierto a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea General en su resolución 
A/RES/2200 A (XXI ) , de 1 6  de diciembre de 1 966. México ratificó el tratado el 23 de marzo 
de 1 981 . 
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informaciones confidenciales o para garantizar la autoridad y la 
imparcialidad del poder judicial .  

En  los artículos 19 de  la Declaración Universal de Derechos Humanos 
y 10 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Pol íticos se advierte 
en principio que el bien j uríd icamente proteg ido no solo es la l i bertad 
de expresión ,  sino la l ibertad de recibir, investigar y d ifu nd i r  
información por  cualquier medio de expresión ; es  decir, se  trata de 
brindar fundamento legal a lo q ue se conoce genéricamente como 
l ibertad de información . 

El hecho de que la l ibertad de información no se tutele legalmente 
sino hasta 1948 tiene una explicación que ofrece un interesante estudio 
de la UNESCO: 

"Mientras la comunicación interpersonal fue la  única forma de 
comunicación humana,  el derecho a la l ibertad de opinión era el 
único derecho a la comunicación . Más adelante, con la invención 
de la imprenta se añadió el derecho de expresión. Y más tarde 
aún, a medida q ue se desarrol laban los grandes medios de 
comunicación , el derecho a buscar, recibir e impartir información 
pasó a ser la preocupación principal .  Desde este punto de vista, 
el orden de los derechos específicos enumerados en el artículo 
19 (de la Declaración Un iversal ) ,  traza una progresión histórica: 
opinión , expresión , información ."72 

A la luz de este antecedente, el Tribunal Constitucional de España 
sostiene que la l ibertad de información 

"( . . .  ) versa , en camb io ,  sobre hechos o, tal vez más 
restringidamente, sobre aquellos hechos que puedan considerarse 
noticiables. Es cierto que,  en los casos reales que la vida ofrece, 
no siempre es fácil separar la expresión de pensamientos, ideas 
y opiniones de la estricta comunicación informativa , pues la 

72 Informe UNESCO 19 c/93, de 1 6  de agosto de 1 976. 
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expresión de pensamientos necesita a menudo apoyarse en la  
narración de hechos y, a la i nversa , la  comunicación de hechos 
o de noticias no se da nunca en un estado qu ímicamente puro 
y comprende, casi siempre, algún elemento valorativo o, d icho 
de otro modo, una vocación a la formación de una opinión ."73 

Así, la frase l ibertad de información puede entenderse como el derecho 
de todo individuo a recibir, investigar y trasmitir hechos dotados de 
trascendencia públ ica a través de los med ios de comunicación social .  
S i  bien es  cierto que  e l  sujeto activo de esta l ibertad puede ser, en 
estricto sentido, cualquier ind ividuo, también lo es que generalmente 
se delega en los periodistas, quienes encuentran en esta l ibertad el 
fundamento más importante para el ejercicio de su profesión . 

De manera correlativa , el sujeto pasivo de la l ibertad de información 
es la colectividad, el individuo que se pretende proteger para que "pueda 
formar l ibremente sus opin iones y participar de modo responsable en 
los asuntos públ icos."74 Como en todos los derechos fundamentales, 
el ejercicio de esta l ibertad demanda del Estado, en principio, un deber 
de abstención . Sin embargo, en ocasiones, y a efecto de que se 
cumpl ía eficazmente el derecho contenido en la l ibertad de 
información , e l  Estado asume deberes de prestación . Uno de los 
ejemplos más claros de ello consiste en las ayudas estatales a la prensa 
establecidas por ley en diversos países europeos, con el argumento 
de que la subvención gubernamental a la prensa contribuye a optimizar 
la cal idad de la información que reciben los ciudadanos para la toma 
de decisiones. 

Cabe hacer notar que a part ir de su reconocim iento internacional en 
1948, la l ibertad de información presenta las siguientes características: 

a) La información es una función pública. 75 Esto significa que la 
información deja de ser solo un derecho públ ico subjetivo para 

73 SCT 6/1 988, del 21 de enero. 
74 SCT 1 59/1 986, del 31 de diciembre. 
75 Cfr. Soria, Carlos, La hora de la ética informativa, Barcelona, Mitre, 1 99 1 ,  p. 14 .  
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transformarse en un derecho-deber de los period istas en la 
med ida en que nadie debe informar si no es para satisfacer el 
derecho de los ind ividuos a recibir información veraz, completa 
y objetiva. De esta manera ,  la concepción decimonónica de la 
información que opon ía al ejercicio de la d ifusión informativa el 
respeto al derecho a la privacidad , la moral  y la seguridad del 
Estado como ún icos l ím ites, se convierte ahora en un 
instrumento para satisfacer el derecho del públ ico a la 
información . 

b) La información se transforma en una garantía supra nacional. 76 
De esta manera ,  el derecho a recibir y emitir información 
encuentra protección frente a los intentos estatales por suprimir 
o restringir indebidamente el alcance de esta l ibertad fundamental 
de todos los individuos. 

e) La información es también un objeto plural, pues para que el 
ciudadano pueda formar l ibremente sus opiniones y participar 
de modo responsable en los asuntos de la vida públ ica es 
necesario que conozca versiones distintas y, en no pocas 
ocasiones, contrapuestas,  acerca de un mismo hecho de 
trascendencia pública ,  razón por la cual la l ibertad de información 
es al mismo tiempo l ibertad de controversia pol ítica, cuya esencia 
forma parte de toda sociedad que se identifica con la 
democracia. 77 

76 Hay que tomar en cuenta lo previsto en el artículo 1 del Protocolo Facultativo del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, que entró en vigor el 23 de marzo de 1 976, 
el cual establece: "Todo Estado Parte en el Pacto que llegue a ser parte en el presente Protocolo 
reconoce la competencia del Comité para recibir y considerar comunicaciones de individuos 
que se hallen bajo la jurisdicción de ese Estado y que aleguen ser víctimas de una violación, 
por ese Estado Parte, de cualquiera de los hechos denunciados en el Pacto." 

77 Y es que como bien señala Umberto Cerroni "[ . . .  ] la capacidad de autogobierne, control 
recíproco e iniciativa que expresa la democracia, es el único instrumento con que resulta 
posible impedir que el hombre sucumba bajo el peso del maquinismo, del tecnicismo, de 
la especialización, aunque poniendo al alcance de todos la máquina, la técnica y el 
adiestramiento profesional. En su más vasta acepción, la democracia es la única esperanza 
de convertir nuestro planeta en una comunidad humana". Cerroni, Humberto, La libertad 
de los modernos, Barcelona, Martínez Roca, 1 968, p. 236. 
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Regulación constitucional mexicana 

En México, la noción de l ibertad de información es relativamente nueva; 
por tanto, carece de uso en los pocos estudios doctrinarios que sobre 
la materia se han escrito en el pa ís .  En efecto, en sentido estricto, 
los textos constitucionales y legales de México en el transcurso de 
su historia no prevén en forma expl ícita el concepto de l ibertad de 
información, sino que los derechos fundamentales q ue recogen han 
sido genéricamente incluidos en la  frase de l ibertad de prensa . 

"Por supuesto, nuestras d isposiciones constituciona les ni 
precisan ni tienen en cuenta toda esta problemática 'macl uhiana' ,  
ya q ue fueron formuladas en un  siglo que no concebía lo que ha 
ocurrido a la humanidad al elaborarse los med ios modernos de 
comunicación , y ratificadas a princip ios de este siglo, muy simi lar 
en lo que toca al desconocimiento ya precisado. Pero el lo no impide 
que debamos de examinar la fenomenología moderna , a la l uz de 
los principios protectores y ordenadores de nuestra Ley Suprema, 
en la forma en que sus normas se encuentran enunciadas."78 

Este hecho no i mplica,  por supuesto, que la l ibertad de información 
no tenga asidero legal en el sistema juríd ico mexicano; lo que sucede 
es que la fuente jurídica dimana impl ícitamente de la Constitución 
Pol ítica79 y expresamente de los tratados internacionales firmados por 
el país -en particular la Declaración Universal de los Derechos Humanos 
y la Convención Americana de los Derechos Humanos-, que en los 
términos del artículo 133 de la Constitución son parte sustantiva del 
ordenamiento juríd ico federa l .  

Por ende, por razones metodológicas es más conveniente uti l izar e l  
concepto de l ibertad de prensa a l  referirse a los antecedentes histórico­
constitucionales de este derecho fundamental y dejar l i bertad de 
información para elud i r  el tiempo presente. 

78 Castro, Juventino V. ,  op.cit., nota 33, p. 1 1 8 . 
79 Cabe señalar que la Constitución Pol ítica vigente en México data de 1 9 1 7  y que el artículo 

7o. que protege la l ibertad de prensa, información o ambas no ha sido reformado. 
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Los orígenes de la l ibertad de prensa se remontan al Decreto sobre 
la Libertad Pol ítica de la Imprenta , dado por Fernando VI l ,  el 1 O de 
noviembre de 1 8 1 0, que prescrib ía :  

Preámbulo 

Atendiendo las cortes generales y extraordinarias a que la facultad 
individual de los ciudadanos de publicar sus pensamientos e ideas 
pol íticas es no sólo un freno de la arbitrariedad de los que gobiernan, 
sino también un medio de i lustrar a la nación en general ,  y el único 
camino para l levar el conocimiento de la verdadera opinión pública 
han venido en decretar lo sigu iente: 

Artícu lo 1 .  Todos los cuerpos y personas particu lares , de 
cualquiera condición y estado que sean ,  tienen l ibertad de escribir, 
imprimir y publ icar sus ideas pol íticas sin necesidad de l icencia , 
revisión o aprobación alguna anteriores a la publ icación , bajo las 
restricciones y responsabi l idades que se expresarán en el 
presente decreto. 

Artículo 2. Por tanto quedan abol idos todos los actuales juzgados 
de Imprenta, y la censura de las obras pol íticas precedentes a su 
impresión . 

Artículo 3 .  Los autores e i mpresores serán responsables 
respectivamente del abuso de esta l ibertad . 

Artículo 4 .  Los l ibelos infamatorios, los escritos calumniosos, los 
subversivos de las leyes fundamenta les de la monarqu ía ,  los 
l icenciosos y contrarios a la decencia públ ica y buenas costumbres 
serán castigados con la pena de la ley, y las que aqu í  se señalarán.  

Artículo 5.  Los jueces y tribunales respectivos entenderán en la 
averiguación , cal ificación y castigo de los del itos que se cometan 
por el abuso de la l ibertad de la imprenta, arreglándose a lo dispuesto 
por las leyes y en este reglamento. 
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Artículo 6. Todos los escritos sobre materias de religión quedan 
sujetos a la previa censura de los ordinarios eclesiásticos, según 
lo establecido en el Conci l io de Trento. 

Al igual que en lo concerniente a la libertad de expresión, los principales 
antecedentes legales de la l ibertad de prensa (o de información) se 
exponen en las l íneas siguientes : 

a) Constitución Pol ítica de la Monarqu ía Española de 1 8 1 2 :80 

Artículo 1 3 1 .  Las facultades de las Cortes son :  Vigésimacuarta : 
Proteger la l ibertad pol ítica de la imprenta . 

Artículo 371 . Todos los españoles tienen l ibertad de escribir, 
imprimir y publicar sus ideas pol íticas, sin necesidad de l icencia , 
revisión o aprobación alguna anterior a la publ icación , bajo las 
restricciones y responsabi l idad que establezcan las leyes. 

b) Acuerdo en Pleno del virrey Venegas sobre la suspensión de 
la Ley de Libertad de Imprenta de 1 8 1 0 :81 

"Señores Regentes y ministros del Real Acuerdo. Visto este 
expediente en acuerdo extraordinario pleno, a que asistió el Exmo. 
Señor Virrey, doce de los trece ministros que concurrieron a él , fueron 
de unánime parecer, de conformidad con lo expuesto por dos de los 
tres señores fiscales, que el inminente pel igro en que se halla este 
reino y la funesta y temible variación que ha hecho en el espíritu público 
la l ibertad de imprenta , en el poco tiempo que l leva de establecida,82 
obligan imperiosamente a que su Exa . ,  atento siempre, como debe 
estarlo, a la observancia de la primera ley de todos los Estados, que 
es la del  artículo tercero de la Constitución de la Monarquía Española, 

80 Promulgada en Cádiz el 19 de marzo de 1 81 2. 
81 Acordado el 4 de diciembre de 1 8 1 2  y publicado el 5 de diciembre del mismo año. 
82 Es importante señalar que en México el decreto de la Libertad de Imprenta dado en Cádiz 

no se publicó sino hasta el 5 de diciembre de 1 81 2 , a instancias del diputado mexicano a 
las cortes españolas Ramos Arizpe. 
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se sirva mandar suspender d icha l ibertad por ahora ,  y mientras duran 
los motivos que precisan a tomar esta providencia : reservándose su 
Exa . restablecerla luego que haya calmado el espíritu de insurrección 
y de discordia que debasta el país ( . . .  ) . " 

e) Decreto Constitucional para la Libertad de la América Mexicana, 
de 1 8 1 4 : 

Artículo 40. ( . . .  ) la l ibertad de hablar, de d iscurrir y de manifestar 
sus opin iones por medio de la imprenta, no debe prohibirse a 
ningún ciudadano, a menos que en sus producciones ataque el 
dogma, turbe la tranqui l idad públ ica u ofenda el honor de los 
ciudadanos .  

Artículo 1 1 9. A l  Supremo Congreso pertenece exclusivamente : 
Proteger la l ibertad pol ítica de la imprenta. 

d )  Reglamento Adicional para la Libertad de Imprenta , de 1 821 : 

Preámbulo 

La ignorancia en que pueden haber estado algunos escritores de 
que tenga ya Constitución el imperio y en el la bases fundamentales 
y la morosa lentitud con que se ha procedido de algunos escritos 
denunciados cuyos autores aún no han sufrido el castigo que la 
ley les señala, han sido las causas principales del abuso 
escandaloso, y sensible que hasta aqu í  han hecho algunos de la 
preciosa l ibertad de escribir. La soberana Junta Provisional 
Gubernativa, para remover las dos causas, abreviar y faci l itar los 
trámites de los ju icios sobre avisos de la l ibertad de imprenta, con 
el objeto de que el pronto castigo del cu lpado retraiga de incitarle 
a los que no contiene el amor al orden y a su patria,  decreta el 
siguiente reglamento adicional para la l ibertad de imprenta :  
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Artículo 1 .  Se declaran por bases fundamentales del imperio: 

Primera: La un idad de la rel igión católica apostólica romana, sin 
tolerancia de otra alguna.  
Segunda: La independencia de la antigua España, y de otras 
cualesquiera naciones. 
Tercera: La estrecha unión de todos los actuales ciudadanos del 
imperio, o perfecta igualdad de derechos, goces y opiniones, ya 
hayan nacido en él o ya del otro lado de los mares. 
Cuarta: La monarqu ía hereditaria constitucional moderada para la 
que cuidaron de hacer l lamamientos el Plan de Iguala y el Tratado 
de Córdoba. 
Quinta: El gobierno representativo. 
Sexta: La división de los tres poderes: Legislativo, Ejecutivo y Judicial 
en los congresos, juntas, personas y tribunales que indica el art. 
catorce del Tratado de Córdoba , y expl icará más extensamente la 
Constitución del Imperio. Art. 2o. Los impresos acatarán estas bases 
d irectamente cuando de intento traten de persuadir, que no deben 
substituir ni observarse, ya sea éste el fin principal de todo el escrito, 
o ya se haga incidentemente; cuando las zah ieran ,  o satiricen su 
observancia ;  cuando proclamen otras,  como preferentes o 
mejores, no en lo especu lativo y general ,  sino para el imperio en 
su estado actual. Entre los modos indirectos de atacarlas se refutaría 
por uno de los principales el de divu lgar, o recordar especies 
capaces, según ha acreditado la experiencia , de indisponer 
fuertemente los ánimos, sin otro objeto que hacer odiosa o 
menospreciable alguna clase de ciudadanos para con la otra a quien 
debe estar unida cord ialmente con arreglo a la tercera garantía . 

Artículo 3. El escritor o editor que atacase directamente en su 
impreso cualquiera de las seis bases declaradas fundamentales 
en el artículo. 1 o. , será juzgado con total arreglo a la ley del 1 2  
d e  noviembre d e  1 820 sobre l a  Libertad d e  Imprenta . S i  e l  escrito 
se declarase subversivo en primer grado, se castigará con seis años 
de prisión ; si en segundo, con cuatro, y si en tercero, con dos; 
perdiendo además sus honores y destinos, sean éstos de la clase 
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eclesiástica o de la secular; y a esto sólo quedará reducido el artículo 
19 de la citada Ley de Libertad de I mprenta por la consideración 
que merece a la junta el estado eclesiástico, que cuyos ind ividuos 
debe prometerse apoyen con sus escritos nuestras leyes 
fundamentales lejos de tratar de destrui rlas . Artículo.  4o. El autor 
o editor que atacase indirectamente las mencionadas bases, será 
también j uzgado con total arreglo a la mencionada ley de l ibertad 
de imprenta , y según fuera el g rado de culpa, se le condenará a 
prisión por la mitad del tiempo que a dicho grado señala el artículo 
anterior. 

• Reglamento Provisional Pol ítico del Imperio Mexicano de 1822. 
(Consúltese el texto en la página 13, pues se trata de un antecedente 
común a las l ibertades de expresión y de prensa e i nformación . )  

• Plan de la Constitución Pol ítica de la  Nación Mexicana:  (ldem.) 
• Acta Constitutiva de la Federación Mexicana :83 

Artículo 13 . Pertenece a l  congreso genera l  dar leyes y decretos: 
IV. Para proteger y arreglar la l i bertad de imprenta en toda la 
federación . 

Artículo 3 1. Todo habitante de la federación tiene l ibertad de escribir, 
imprimir  y publ icar sus ideas pol íticas, s in necesidad de l icencia, 
revisión o aprobación anterior a la publicación , bajo las restricciones 
y responsabil idad de las leyes. 

• Constitución Pol ítica de los Estados Un idos Mexicanos, de 1824 :84 

Artículo 50. Las facultades exclusivas del Congreso general son 
las siguientes: 

1 1 1 .  Proteger y arreglar la l ibertad pol ítica de imprenta , de modo que 
jamás se pueda suspender su ejercicio, y mucho menos abolirse 
en ninguno de los Estados n i  territorios de la federación . 

83 Fechada en la Ciudad de México el 31 de enero de 1 824. 
84 Sancionada por el Congreso Constituyente el 4 de octubre de 1 824. 
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Artículo 1 6 1 . Cada uno de los Estados tiene obl igación : 
IV. De proteger a sus habitantes en el uso de la l ibertad que tienen 
de escribir, imprimir y publ icar sus ideas pol íticas, sin necesidad 
de licencia, revisión o aprobación anterior a la publicación, cuidando 
siempre de que se observen las leyes generales de la materia . 

• Primera de las Leyes Constitucionales de la Repúbl ica Mexicana, 
de 1 83685: 

Artículo 2. Son derechos del mexicano: 
VI l .  Poder imprimir y circular, sin necesidad de previa censura ,  sus 
ideas pol íticas. Por los abusos de este derecho, se castigará 
cualquiera que sea culpable en ellos, y así en esto como en todo 
lo demás, quedan estos del itos en la clase de del itos comunes; 
pero con respecto a las penas, los jueces no podrán excederse 
de las que imponen las leyes de imprenta , mientras tanto no se 
dicten otras en esta materia .  

• Dictamen del Supremo Poder Conservador, de 1 839:86 

"(Parte Resolutiva) 
El Supremo Poder Conservador ha venido en declarar y declara :  
2. Que se respetarán y guardarán como hasta aquí, invariablemente, 
estas bases cardinales de la actual Constitución la l ibertad pol ítica 
de la imprenta ."  

• Proyecto de Reformas a las Leyes Constitucionales, de 1 836 :87 

Artículo 9. Son derechos del mexicano: 
XVI I .  Que pueda imprimir y publicar sus ideas pol íticas sin necesidad 
de licencia ni censura previa, bajo las restricciones y responsabil idad 
que prescriban las leyes. 

85 Fechadas en  la  Ciudad de  México e l  29  de  diciembre de  1 836. 
86 Fechado en la Ciudad de México el 9 de noviembre de 1 839. 
87 Fechado en la Ciudad de México el 30 de junio de 1 840. 
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• Voto particular del diputado José Fernando Ramírez sobre el Proyecto 
de Reformas a las Leyes Constitucionales de 1836:88 

"Libertad de imprenta. Siempre he estado y estaré por el la, pues 
acaso por la ninguna perspicacia de mi talento, estoy convencido 
hasta la evidencia de que cualquiera traba anterior a la publicación 
de u n  impreso, es atacar por la ra íz, o más claro ,  destrui r  la 
l ibertad de escribir y q uebrantar sustancialmente el art ículo 
constitucional que la garantiza . Entre la l i bertad de imprenta y 
su supresión no han encontrado los pol íticos un  medio prudente 
que pueda contener los abusos que se cometan en uno u otro 
extremo. Pero s í  convienen en que todo obstáculo  para la 
publ icación es necesariamente su destructor. En  tal confl icto 
aconsejan que pesándose los bienes que pueda ocasionar su 
l ibre ejercicio , con los males de su supresión , debe incl inarse 
la balanza al mayor peso, y en consecuencia permitirla o prohibirla 
del todo. Es difíci l que haya pa ís en que no sean mayores las 
ventajas que trae al públ ico la l ibertad de imprenta, que la 
supresión de e l la .  Yo haría un  agravio a mi pa ís si lo incluyera 
en el número de los que no merecen disfrutarla .  Se puede en 
mi  concepto demostrar hasta la evidencia ,  que aun en med io 
de los abusos exagerados que se le atribuyen , ha producido aqu í  
grandes bienes. 

"Basta para demostrar esta verdad una sola reflexión . Un pueblo 
no se hace fel iz sino por el convencimiento de que lo es, y esto 
solo se consigue por la l ibertad de la prensa . Es un error creer 
que puede hacerse fel ices a las naciones por la fuerza; la fel icidad 
que no se conoce no lo es, y si se obligara a recibirla a fuerza 
se convierte en tormento y desesperación . Con que si hemos de 
convencer a la República Mexicana de que tal forma de gobierno 
le conviene , si le hemos de i nspirar amor a tales o cuales 
instituciones, no hay más camino que la l ibertad de imprenta . No 
se diga por esto que pretendo q ue sea absoluta en cuanto a la 

88 Fechado en la Ciudad de México el 30 de junio de 1 840. 
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extensión de sus objetos; y así no estoy porque se permita escribir 
contra la santa rel igión que profesamos, n i  contra la vida privada 
de cualquiera persona, por miserable que sea.  

"Éste es e l  único freno que, en mi concepto , debe ponerse a la 
l ibertad de i mprenta: freno que la experiencia nos ha enseñado 
que sufre la nación sin repugnancia . No tengo noticia de que en 
la Repúbl ica se haya impreso algún l ibro contra la rel igión y será 
muy raro que se señale, aun hablando de papeles sueltos o 
periódicos, que contenga alguna proposición herética . En 
cuanto a hablar de la vida privada, basta para que un periódico 
se desacredite hoy, que toque esa materia ;  y si hay un grito de 
ciertas personas quejándose de ese abuso , reflexionando con 
imparcial idad , se ve que la queja no recae sobre faltas privadas, 
sino por las que cometen los funcionarios en el desempeño de 
sus respectivos empleos, lo cual , en lugar de ser un abuso, es 
puntualmente uno de los dignos objetos de la l ibertad de imprenta. 

"En fin ,  es también un  correctivo de los abusos de esa l ibertad 
castigarlos cuando sean efectivos; mas la cal ificación del crimen 
debe estar a cargo de una junta de censura sabiamente 
organizada, mientras que acabándose los partidos y difundiéndose 
la i lustración con el auxil io de la m isma imprenta ,  puede 
establecerse con util idad el jurado. 

"Libertad de imprenta. Poder imprimir y publicar sus ideas políticas, 
sin necesidad de l icencia ni censura previa ,  con sujeción a las 
leyes . Se exceptúan del artículo anterior los escritos en materia 
de rel igión , que se sujetarán a obtener la l icencia del ordinario 
según está mandado actualmente. Tampoco se podrá escribir 
sobre la vida privada de alguna persona, y el que lo h iciera será 
responsable según las leyes, aunque pruebe la verdad de lo que 
diga. La ca lificación de los delitos de imprenta corresponde 
exclusivamente a la junta de censura que organizará una ley 
secundaria, mientras que pueda establecer con util idad el jurado." 
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a) Primer Proyecto de Constitución Política de la República Mexicana, 
de 1 842: 

Artículo 79. Corresponde al Congreso nacional :  XXVI I .  Proteger 
la l i bertad pol ítica de i mprenta bajo las bases genera les 
establecidas en esta Constitución , de manera que jamás pueda 
suspenderse su ejercicio ,  y mucho menos abol irse en ninguno de 
los departamentos. 

b) Voto particular de la minoría de la Comisión Constituyente, de 1 842: 

Artícu lo 5. La Constitución otorga a los derechos del hombre ,  las 
siguientes garantías: 1 1 1 .  La l ibertad de imprenta no tiene más l ímites 
que el respeto a la vida privada y a la moral . Jamás podrá 
establecerse la censura,  ni exigi rse fianza de los autores, editores 
o impresores, ni hacer que la responsabil idad pase a otro que al 
que firme el escrito, o al culpado de que esto no tenga 
responsable. 

e) Segundo Proyecto de Constitución Pol ítica de la República Mexicana, 
de 1 842: 

Artículo 1 3 . La Constitución reconoce en todos los hombres los 
derechos naturales de l ibertad , igualdad, seguridad y propiedad , 
otorgándoles en consecuencia ,  las siguientes garantías: 
X. Jamás podrá establecerse la censura o cal ificación previa de 
los escritos , ni exigirse fianza a los autores, editores o impresores, 
ni ponerse otras trabas que las estrictamente necesarias para 
asegurarse de la responsabi lidad de los escritores. Solamente se 
abusa de la l ibertad de imprenta, atacando (directamente) el dogma 
rel ig ioso o la moral públ ica. Estos abusos serán juzgados y 
castigados por jurados de imprenta, conforme a lo que dispongan 
las leyes. 

Artícu lo 70. Corresponde exclusivamente al Congreso Nacional :  
XXV. Proteger la l ibertad pol ítica d e  imprenta , bajo las bases 
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generales establecidas en esta Constitución ,  de manera que jamás 
pueda impedirse su ejercicio. 

d) Acta Constitutiva y de Reformas de la Constitución Pol ítica, emitida 
en 1847:89 

Artículo 26. Ninguna ley podrá exigi r  fianza previa para el l ibre 
ejercicio de su arte, n i  hacerles responsables de los impresos que 
p u bl i q uen , s iem pre q ue aseg u re n  e n  l a  forma legal  la  
responsabi lidad de l  editor. En todo caso, excepto el de d ifamación ,  
los delitos de imprenta serán juzgados por  jueces de hecho y 
castigados sólo con pena pecuniaria o de reclusión . 

Artículo 27 . Las leyes de que hablan los a rtículos 4, 5 y 18 de la 
presente Acta, la de l ibertad de imprenta, la  orgánica de la guardia 
nacional y todas las que reglamenten las d isposiciones genera les 
de la Constitución y de esta acta, son leyes constitucionales, y no 
pueden alterarse ni derogarse, sino mediando un espacio de seis 
meses entre la presentación del d ictamen y su d iscusión en la 
cámara de origen . 

e) Decreto de Antonio López de Santa Anna,  de 185390: 

Artícu lo 22. Son abusos de imprenta los escritos subversivos, 
sed iciosos, inmora les, inj uriosos y calumniosos. 

Artículo 23 . Son subversivos: 
l .  Los impresos contrarios a la religión católica ,  apostólica romana, 

en los que se haga mofa de sus dogmas, de su culto y del 
carácter sagrado de sus ministros, o aquellos en que se escriban 
contra la misma rel igión sátiras o invectivas .  

8 9  Adoptada por el Congreso Extraordinario Constituyente d e  los Estados U nidos Mexicanos 
el 1 8  de mayo de 1 847. 

90 Acordado en la Ciudad de México e l  25 de abril de 1 853. Cabe señalar que este decreto 
representa el antecedente más autoritario y l imitativo de la l ibertad de prensa que se haya 
registrado en la historia de México. 
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1 1 .  Los que ataquen o se d i rijan a destru ir las bases para la 
administración de la repúbl ica .  

1 1 1 .  Los que ataquen a l  supremo gobierno, o a sus facultades y a 
los actos que ejerza en virtud de el las. 

IV. Los que insulten el decoro del gobierno supremo, del consejo,  
o de cualqu ier autoridad superior o i nferior, ya sea genera l  o 
particular de la repúbl ica , atacando las personas de las que la 
ejerzan ,  con dicterios, revelación de hechos de la vida privada , 
o imputaciones ofensivas, aunque los escritos se disfracen con 
sátiras, invectivas, alusiones y demás medios de que habla el 
artículo 28. 

Artículo 24. Son sediciosos: 

l .  Los impresos que publ iquen o reproduzcan máximas doctrinas 
o noticias falsas que tiendan a trastornar el orden o a turbar la 
tranqui l idad públ ica .  

1 1 .  Los que de cualquier manera inciten a la  desobediencia a las 
leyes o a las autoridades. 

Artículo 25. Son inmorales : Los impresos contrarios a la decencia 
públ ica o a las buenas costumbres .  

Artículo 26. Son injuriosos: Los que contienen dicterios por revelación 
de hechos de la vida privada o imputaciones de defectos de a lguna 
persona particu lar o corporación , que manci l len su buena 
reputación. 

Artículo 27. Son impresos ca lumniosos: El  pensamiento de la 
reacción mexicana. Los que agravian a persona o corporación,  
imputándoles algún hecho o algún defecto falso y ofensivo. 

Artículo 28. Son injuriosos y calumn iosos los escritos aunque se 
disfracen con sátiras, invectivas, a lusiones, alegorías, caricaturas, 
anagramas o nombres supuestos. 
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Artícu lo 42. Un periód ico podrá ser suprimido por medida de 
seguridad general por un decreto de parte de la República .  

Artículo 43 .  N ingún cartel ,  manuscrito, l itografiado, o de  cualqu ier 
modo que sea , podrá fijarse en los lugares públicos sin permiso 
de la autoridad . Se exceptuarán los edictos y anuncios oficiales. 

f) Ley de Imprenta de 1 855:91 

Artículo 1 .  N inguno puede ser molestado por sus opin iones; todos 
tienen derechos para imprimirlas y circularlas sin necesidad de previa 
censura. No se exigirá fianzas a los autores, editores e impresores. 

Artículo 2. En los delitos de imprenta no hay compl icidad en los 
impresores, pero serán responsables si no se aseguran en la forma 
legal de la responsabil idad del escritor. 

Artículo 3. Se abusa de la l ibertad de imprenta de los modos 
siguientes: 

l .  Publicando escritos e n  que se ataque de u n  modo d i recto la 
rel ig ión catól ica que profesa la  nación , entendiéndose 
comprendidos en este abuso, los escarnios, sátiras e invectivas 
que se d i rijan contra la misma rel igión. 

1 1 .  Publ icando escritos que ataquen directamente la forma de 
gobierno republ icano representativo popular. 

1 1 1 .  Cuando se publican noticias falsas o alarmantes o máximas o 
doctrinas d irigidas a excitar a la rebelión o a la perturbación 
de la tranqu i l idad pública .  

IV. Incitando a desobedecer a lguna ley o autoridad constituida o 
provocando a esta desobediencia con sátiras o invectivas o 
protestando contra la ley o los actos de la autoridad . 

V. Publicando escritos obscenos o contrarios a las buenas 
costumbres. 

VI . Escribiendo contra la vida privada. 

91 Sancionada el 28 de diciembre de 1 855. 
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Artículo 4 .  Los actos oficiales de funcionarios son censurables; mas 
nunca sus personas. Será ,  pues, abuso de la l ibertad de imprenta 
la censura de las personas en cualquier caso, y la  de los actos 
oficiales en el de hacerse en términos irrespetuosos o ridicu l izando 
el acto. 

Asimismo, se pueden identificar algunas otras disposiciones de 
legislación secundaria que confirman el principio restrictivo de la l ibertad 
de informar. Así, como ejemplos, se pueden citar los siguientes: 

• Providencia de la Secretaría de Relaciones, de Diciembre 1 8  de 1 834 
• Reglamento de la Libertad de Imprenta . Noviembre 1 4  de 1 846.­

Ministerio de Relaciones Interiores y Esteriores 
• Sobre l ibertad de imprenta . Junio 2 1  de 1 848 

(Los textos de estos tres instrumentos legales ya fueron expuestos 
anteriormente) 

No fue sino hasta con los debates del Congreso Constituyente de 1 856-
1 857 cuando el tema de la l ibertad de información fue motivo de una 
amplia d iscusión legislativa. La Comisión Redactora había propuesto 
el siguiente texto constitucional : 

Artículo 1 4  del proyecto. Es inviolable la l ibertad de escribir y 
publ icar escritos sobre cualquier materia .  Ninguna ley n i  
autoridad puede establecer la previa censura ,  n i  exigir fianza a 
los autores o impresores , ni coartar la l ibertad de i mprenta , que 
no tiene más l ímites que el respeto a la vida privada, a la moral 
y a la paz públ ica. Los delitos de imprenta serán j uzgados por 
un jurado q ue cal ifique el hecho. 

Quizá una de las intervenciones más valiosas haya sido la del diputado 
y periodista Francisco Zarco qu ien a propósito de la redacción del 
artículo correspondiente a la l ibertad de información , no dudó en 
efectuar una mordaz y clara radiografía del estado de cosas que 
guardaba la l ibertad de prensa en México en el siglo pasado, 
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percepciones que, sin embargo, siguen reflejando hoy en d ía la real idad 
que vive el ejercicio period ístico del México del siglo XX. Dijo Zarco : 

"Los i lustrados miembros de nuestra comisión de Constitución , 
que profesan principios tan progresistas y tan avanzados como los 
m íos, s in quererlo, porque no lo pueden querer, dejan a la prensa 
expuesta a las mi l  vejaciones y arb itrariedades a que ha estado 
sujeta en nuestra patria . Triste y doloroso es decirlo, pero es la 
pura verdad: en México jamás ha habido l ibertad de imprenta : los 
gobiernos conservadores y los que se han l lamado l iberales, todos 
han tenido miedo a las ideas, todos han sofocado la discusión, todos 
han persegu ido y marti rizado el pensamiento ( . . .  ) Veamos cuáles 
son las restricciones que impone el artícu lo. 

"Después de descender a pormenores reglamentarios y que tocan 
a las leyes orgánicas o secundarias, establece como l ím ites de la 
l ibertad de imprenta el respeto a la vida privada ,  a la moral  y a la 
paz públ ica . A primera vista esto parece justo y racional ;  pero 
art ículos semejantes hemos ten ido en casi todas nuestras 
constituciones. 

"De ellos se ha abusado escandalosamente, no ha habido l ibertad , 
y los jueces y los funcionarios todos se han convertido en 
perseguidores. ¡ La vida privada ! Todos deben respetar este 
santuario,  pero cuando el escritor acusa a un ministro de haberse 
robado un mil lón de pesos al celebrar un contrato, cuando denuncia 
a un presidente de derrochar los fondos públ icos, los fiscales y los 
jueces sostienen que cuando se trata de robo se ataca la vida 
privada, y el escritor sucumbe a la arb itrariedad . 

" ¡ La mora l !  ¡Quién no respeta la moral !  ¡ Qué hombre no la l leva 
escrita en el fondo de su corazón! La calificación de actos o escritos 
inmorales, la hace la conciencia sin errar jamás, pero cuando hay 
un gobierno perseguidor, cuando hay jueces corrompidos y cuando 
el odio de partido quiere no sólo cal lar sino ultrajar a un escritor 
independiente ,  una máxima pol ítica , una alusión festiva , un pasaje 
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jocoso de los que se l laman colorados, una burla i nocente, una 
chanza sin consecuencia ,  se cal ifican de escritos inmorales para 
echar  sobre un hombre la mancha de l ibertino. 

" ¡ La paz públ ica! Esto es lo mismo que el orden públ ico ;  el orden 
público, señores, es u na frase que inspira horror ( . . . ] ¿  Y cómo se 
ataca el orden públ ico por medio de la imprenta? Un gobierno que 
teme la d iscusión ve comprometida la paz y atacado el orden si 
se censuran los actos de los funcionarios ; el examen de una ley 
compromete el orden públ ico; el reclamo de reformas sociales 
amenaza el orden públ ico ;  la petición de reformas a una 
Constitución , pone en peligro el orden público. Este orden público 
es deleznable y q uebradizo y l lega a destruir  la l ibertad de la prensa 
y con el la todas las l ibertades."92 

Después de largas d iscusiones la l ibertad de prensa fue incorporada 
a la Constitución de 1 857 en los siguientes términos: 

Artículo 7. Es inviolable la l ibertad de escrib ir  y publicar escritos 
sobre cualqu ier materia . N inguna ley ni autoridad puede 
establecer la previa censura ,  n i  exigir fianza a los autores o 
impresores, ni coartar la l ibertad de imprenta, que no tiene más 
l ímites que el respeto a la vida privada ,  a la moral y a la paz 
públ ica. Los delitos de imprenta serán juzgados por un jurado 
que cal ifique el hecho, y por otro que apl ique la ley y designe la 
pena. 

Esta modalidad para sancionar los delitos de imprenta a través de 
un doble jurado popular obedeció a una in iciativa de Zarco, aprobada 
por unanimidad por el pleno, con el argumento de que "la garantía 
consiste en que haya un jurado de cal ificación y otro de sentencia,  
para que así la defensa no sea vana fórmula y un jurado pueda declarar 
que el otro se ha equivocado. Establecer las dos instancias en un  
m ismo tribunal es  un absurdo porque los hombres que declaran 

92 Zarco, Francisco, op. cit., cita 9,  pp. 1 43- 1 44. 
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culpable  un hecho, no lo absolverán después, no confesarán su error, 
porque acaso sin quererlo podrá más en el los el amor propio que la 
justicia .  El conocimiento de la miseria y del orgul lo humano hace 
conocer esta verdad ."93 

Sin embargo, el texto original de este artículo de la  Constitución de 
1 857 no pudo resistir los embates de los conservadores que rodearon 
a la dictadura porfirista, 26 años después. En efecto, el 1 5  de mayo 
de 1 883, a instancias del presidente formal Manuel González, la 
atribución jurisdiccional conferida al jurado popular para conocer de 
los delitos de imprenta pasó a los tribunales ord inarios, al reformar 
el artículo, que quedó en los términos siguientes: 

Artículo 7. Es i nviolable la l ibertad de escribir y publ icar escritos 
sobre cua lquier materia .  N inguna ley ni autoridad puede 
establecer la previa censura ,  n i  exigir  fianza a los autores o 
impresores, ni coartar la l ibertad de imprenta, que no tiene más 
l ímites que el respeto a la vida privada, a la mora l  y a la paz 
públ ica .  Los delitos que se cometan por medio de la imprenta , 
serán juzgados por los tribunales competentes de la federación 
o por los de los estados, del Distrito Federa l  o territorio de Baja 
California ,  conforme a su legislación penal .  

Lu is Castaño94 recuerda que esta reforma encontró su inspiración en 
uno de los votos del  entonces presidente de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, Ignacio L .  Val larta ,  quien había sostenido que:  
"El que injuria o calumnia de palabra debe ser juzgado por el  mismo 
tribunal que el que i njuria y calumnia por la prensa, si no se qu iere 
ir  hasta dar un estímulo al  del ito mayor con el  fuero de que goce.''95 

En los debates del Congreso Constituyente de 1 9 1 7  el tema de la  
l ibertad de prensa otra vez fue motivo de un amplio debate. De entrada,  
e l  diputado Rojas indicó: "El artículo 7 debe recuperar su forma original 

93 Ibídem, p. 1 45 . 

94 Castaño, Luis, El régimen legal de la prensa en México, México, Porrúa, 1 962 , p. 37. 
95 Vallarta, Ignacio L . ,  Votos, t. 1 1 1 ,  p. 354./dem. 
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de 1 857, adicionado con la importante conqu ista de declarar  de una 
vez por todas, que la imprenta no debe ser considerada como 
instrumento del del ito. "96 

En términos simi lares, el d iputado Heriberto Jara propuso que:  

"quedaría más completo (e l  artículo 7) s i  nosotros ad icionáramos ah í 
que además de no permitirse el secuestro de la imprenta como 'cuerpo 

del del ito' , no se procediese contra los empleados, contra los cajistas 

o linotipistas ni contra de los papeleros. Nosotros sabemos, por dolorosa 
experiencia , qué amargos son esos procedimientos, qué crueles y qué 

inhumanos. Publicábamos El voto en la Ciudad de México, y como 

aquel la hoja contenía artículos que eran verdaderamente cáusticos 

para el contubernio H uerta-D íaz, fue perseguida nuestra hoja con 

encarnizamiento y hubo d ía en q ue 1 1 3  pequeñuelos, 1 1 3  niños de 

los que se van a ganar el pan corriendo por las cal les, voceando la 

hoja , fueron encarcelados por vender El voto. Excuso decir a ustedes 

q ue cuando se procedió de esa manera ya no aparecía nada de la 

imprenta :  hasta los enfaj i l ladores fueron a dar a la p risión . "  

Si se toman en cuenta los argumentos expuestos, la  l ibertad de prensa, 

de información, o ambas, está garantizada actualmente por el artículo 

7 que dice: 

"Es inviolable la l ibertad de escribir y publicar escritos sobre 
cualquier materia . N inguna ley n i  autoridad puede establecer la 
previa censura ,  ni exig ir  fianza a los autores o impresores, ni 
coartar la l ibertad de imprenta ,  que no t iene más l ím ites que el 
respeto a la  vida privada, a la moral y a la paz públ ica . En ningún 
caso podrá secuestrarse la imprenta como instrumento del delito. 
Las leyes orgánicas d ictarán cuantas d isposiciones sean 
necesarias para evitar que so pretexto de las denuncias por delitos 
de prensa , sean encarcelados los expendedores, "papeleros" , 
operarios y demás empleados del establecimiento de donde haya 

96 Diario de los debates del Congreso Constituyente de 1 9 1 7, t . 1, p. 562. 
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salido el escrito denunciado, a menos que se demuestre 
previamente la responsabi l idad de aquellos ." 

Por lo que concierne al restablecimiento de los jurados para los delitos 
de imprenta , después del intercambio de opiniones se logró l legar a 
una solución intermedia en la redacción del artículo 20 de la 
Constitución de 1 9 1 7, al establecer que el jurado popular conociera 
de los del itos de imprenta si y solo si se trataba de delitos contra el 
orden público o de la seguridad jurídica exterior o interior de la nación, 
y dejaba fuera los relativos al ataque a la vida privada y a la moral 
para ser juzgados, otra vez, por los tribunales ordinarios. 

La Comisión Dictaminadora justificó en estos términos su propuesta 
legislativa: 

"Esta honorable Asamblea desechó la adición que propusimos 
al artículo 7, relativa a establecer el jurado como obligatorio, 
cuando se trate de los del itos cometidos por la prensa ; algunos 
diputados combatieron esa adición por inoportuna, supuesto que 
el jurado se establece como regla general en la fracción VI del 
artículo 20; otros la impugnaron por creer que establecía en favor 
de los periódicos un fuero contrario a la igualdad democrática . 
La Comisión reconoce , en parte , la just ic ia de ambas 
impugnaciones y cree haber encontrado el medio de conci l iarlas 
con su propia opinión con la idea fundamental que la inspiró 
cuando pretendió ad icionar el mencionado artículo 7 .  El 
periodista , al atacar los actos de un funcionario públ ico, se verá 
expuesto a ser acusado injustamente de los del itos de injuria,  
d ifamación o calumnia y a l  censurar las instituciones, podrá 
señalársele arbitrariamente como incitador de sed ición o 
rebel ión . 

"Bien conocido es que de estos medios se vale con frecuencia 
el poder públ ico para sofocar la l ibertad de imprenta , y en tales 
casos no puede ser garantía bastante para un escritor que lo 
juzgue un tribunal de derecho,  porque un juez no podrá dejar de 
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ser considerado siempre como parte integrante del poder público. 
Por lo tanto es indiscutible que un grupo de ciudadanos estará 
en mejor situación que un juez para apreciar el hecho que se 
imputa al acusado, y para cal ificarlo o no de del ictuoso es 
conveniente ,  por lo menos, establecer como obligatorio el jurado 
solamente para estos casos. 

"De esta manera no se establece ningún fuero en favor de la 
prensa , porque no proponemos que todos los del itos cometidos 
por los escritores públ icos sean l levados al  jurado, sino 
solamente los que dejamos señalados : los que atacan al orden 
público o la seguridad exterior o interior de la nación . "97 

Tras aprobarse la propuesta de la Comisión,  el artículo 20, fracción 
VI , quedó redactado de la manera siguiente, i ntacta hasta nuestros 
d ías: "En todo ju icio del orden criminal tendrá el acusado las siguientes 
garantías: VI . ( . . .  ) En todo caso serán juzgados por un jurado los delitos 
cometidos por medio de la prensa contra el orden público o la seguridad 
exterior o interior de la nación", mandato constitucional recogido también 
por la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación .98 

Elementos de legislación extranjera 

En el derecho comparado la l ibertad de prensa, mejor aún la l ibertad 
de información, está tutelada en todos los órdenes constitucionales, 
aunque es posible advertir matices y d iferencias entre una nación y 
otra. En algunos textos normativos la l ibertad de información es 
genérica , como en Costa Rica , cuya Constitución pol ítica ,  artículo 29, 
d ispone: 

"Todos pueden comunicar sus pensamientos de palabra o por 
escrito, y publ icarlos sin previa censura;  pero serán responsables 
de los abusos que cometan en el ejercicio de este derecho, en 
los casos y del modo que la ley establezca ."  

97 Ibídem. ,  t .  1 1 ,  p. 8 .  
98  Artículo 62 ,  fracción 1 de la  Ley Orgánica del Poder Judicial de  la  Federación. 
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La Constitución de la Nación Argentina regula la l ibertad de imprenta 
en los términos siguientes: 

Art ícu lo 32 . El  Congreso federal no dictará leyes que restrinjan 
la l ibertad de imprenta o establezcan sobre el la la jurisdicción 
federa l .  

Por el contrario ,  e l  único caso en que esta l ibertad está sujeta a 
restricciones considerables es el de Cuba, si se pondera lo previsto 
en el art ícu lo 53 constitucional , que a la letra d ice : 

"Se reconoce a los ciudadanos l ibertad de palabra y prensa 
conforme a los fines de la sociedad social ista. Las condiciones 
materiales para su ejercicio están dadas por el hecho de que la 
prensa , la rad io ,  la televisión, el cine y otros medios de d ifusión 
masiva son de propiedad estatal o social y no pueden ser objeto, 
en n ingún caso, de propiedad privada , lo que asegura su uso al 
servicio exclusivo del pueblo trabajador y del interés de la sociedad. 
La ley regu la el ejercicio de estas l ibertades." 

Las l ibertades de expresión y de información de los 
ministros rel igiosos 

En México ,  las relaciones Ig lesia-Estado han sido marcadas por un 
arduo y doloroso proceso de encuentros y desencuentros. E l  México 
independ iente se i nicia con una profunda vinculación entre la Ig lesia 
Católica y el Estado , que se manifiesta en la existencia juríd ica de 
actividades rel ig iosas l levadas a cabo por el Estado y de funciones 
civi les a cargo de la Ig lesia Católica .  

La Constitución de 1 824 plasmó en e l  artículo  30 los lazos de unión 
de ambas instituciones: "La rel igión de la nación mexicana es y será 
perpetuamente la católica ,  apostól ica , romana . La nación la protege 
por leyes sabias y justas, y prohíbe el ejercicio de cualquiera otra."  
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Sin embargo, esta relación no habría de prolongarse por mucho tiempo, 
menos aun cuando la Iglesia católica decidió tomar partido por el grupo 
conservador durante el periodo de consolidación del Estado-nación 
mexicano. 

Por ello, no resultó sorprendente que con el triunfo de los l iberales 
en 1 855, el proceso de secularización de la vida nacional avanzara 
con prisa y sin pausas, manifestándose en el ordenamiento juríd ico: 
la Ley sobre Administración de Justicia,99 la Ley sobre Desamortización 
de Bienes Eclesiásticos, 1 00 la Ley Orgánica del Registro Civil 1°1 y la 
Ley sobre Derechos y Obtenciones Parroquiales. 1 02 

Poco después, el establecimiento de la rel ig ión católica como rel igión 
oficial desaparece del texto del artículo 1 3  de la Constitución pol ítica 
de 1 857, aunque "no se consigna la tolerancia o l ibertad de conciencia. 
Empero,  impl ícitamente, el la existe en el texto, pues al no declararse 
rel ig ión de Estado, la omisión constitucional sobre la materia significa 
la existencia impl ícita de la l ibertad de conciencia ." 103 

Más tarde,  este proceso secularizador cobra mayores bríos al 
expedirse las denominadas Leyes de Reforma, alentadas por el 
presidente Benito Juárez: 104 la Ley de Nacionalización de los Bienes 
Eclesiásticos105 -con la cual ordenaba que entrarían al dominio de la 
nación los bienes inmuebles administrados por la Iglesia catól ica-, la 

99 Expedida el 23 de noviembre de 1 855. 
1 00 Expedida el 25 de junio de 1 856. 
1 01 Expedida el 27 de enero de 1 857. 
1 02 Expedida el 11 de mayo de 1 857. 
1 03 Reyes Heroles, Jesús, "La iglesia y el Estado", México, cincuenta años de revolución, México, 

Fondo de Cultura Económica, 1 961 , p. 362. 
1 04 Al respecto, el presidente Juárez señaló: "El gobierno comprendió que era su deber ponerse 

al frente de ese sentimiento nacional, y desplegar una bandera que fuese a un tiempo la 
extirpación de los abusos de lo pasado y la esperanza del porvenir. De aquí nacieron las 
Leyes de Reforma, la nacionalización de los bienes de manos muertas, la libertad de cultos, 
la independencia absoluta de las potestades civil y espiritual, la secularización,  por decirlo 
así, de la sociedad, cuya marcha estaba detenida por una bastarda alianza en que se 
profanaba el nombre de Dios y se ultrajaba la dignidad humana." Pala, Ángel (comp.), 
Discursos y manifiestos de Benito Juárez, México, A. Pala Editor, 1 905, pp. 25-26. 

1 05 Expedida el 1 2  de julio de 1 859. 
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Ley de Matrimonio Civi l 1°6 -a partir de la cual el matrimonio rel ig ioso 
carece de efectos legales-, la Ley Orgánica del Registro Civil1 07 -a través 
de la cual la constancia del estado civi l de las personas está a cargo 
exclusivamente de jueces de derecho- y la Ley sobre Libertad de 
Cultos. 108 

El 25 de septiembre de 1 873 estas leyes, en su esencia , son elevadas 
a rango constitucional en virtud de las Adiciones y Reformas a la 
Constitución de 1 857 aprobadas por el Constituyente Permanente, 
que si bien no reformaron ni adicionaron el articulado de la Constitución, 
sí brindaron jerarqu ía constitucional a estas ad iciones y reformas. 

Por supuesto, la Constitución Pol ítica de 1 9 1 7  consolidó la tendencia 
secu larizadora in iciada en 1 855, a l  d isponer en el artículo 1 30 que: 

"Corresponde a los Poderes Federales ejercer, en materia de culto 
rel ig ioso y discipl ina externa ,  la i ntervención que designen las 
leyes. Las demás autoridades obrarán como auxi l iares de la 
Federación . El  Congreso no puede d ictar leyes estableciendo o 
prohibiendo rel igión cualquiera .  El matrimonio es un contrato civi l .  
Éste y los demás actos de l  estado civi l de las personas son de 
exclusiva competencia de los funcionarios y autoridades del orden 
civi l ,  en los términos prevenidos por las leyes, y tendrán la fuerza 
y val idez que las mismas les atribuyen . 

"La simple promesa de decir verdad y cumpl ir  las obl igaciones 
que se contraen , sujeta al que la hace , en caso de que faltare 
a el la , a las penas que con tal motivo establece la ley. La ley no 
reconoce personal idad alguna a las agru paciones rel igiosas 
denominadas ig lesias. Los min istros de los cultos serán 
considerados como personas que ejercen una profesión y estarán 
d i rectamente sujetos a las leyes sobre la materia q ue se dicten.  
Las legislaturas de los Estados únicamente tendrán facultad de 

1 06  Expedida e l  23  de  julio de  1 859. 
1 07 Expedida el 28 de julio de 1 859. 
1 08 Expedida el 4 de diciembre de 1 860. 
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determinar, según las necesidades locales, el número máximo 
de ministros de los cultos. Para ejercer en los Estados Unidos 
Mexicanos el ministerio de cualqu ier culto, se necesita ser 
mexicano por nacimiento. 

"Los ministros de los cultos nunca podrán ,  en reunión públ ica o 
privada constitu ida en junta ,  n i  en actos del culto o de 
propaganda rel ig iosa , hacer crítica de las leyes fundamenta les 
del país, de los autoridades en particular, o en genera l  del 
Gobierno; no tendrán voto activo ni pasivo, n i  derecho para 
asociarse con fines pol íticos. Para dedicar al culto nuevos locales 
abiertos al públ ico se necesita permiso de la Secretaría de 
Gobernación , oyendo previamente al Gobierno del Estado.  

"Debe haber en todo templo un encargado de é l ,  responsable 
ante la autoridad del cumpl imiento de las leyes sobre discip l ina 
religiosa en dicho templo, y de los objetos pertenecientes al culto. 
El encargado de cada templo, en un ión de d iez vecinos más, 
avisará desde luego a la autoridad municipal qu ién es la persona 
que está a cargo del referido templo. 

"Todo cambio se avisará por el ministro q ue cese, acompañado 
del entrante y d iez vecinos más. La autoridad municipal , bajo pena 
de destitución y multa de mi l  pesos por cada caso, cuidará del 
cumpl imiento de esta d isposición; bajo la misma pena l levará un 
l ibro de registro de los templos , y otro de los encargados . De todo 
permiso para abrir al públ ico un  nuevo templo, o del relativo a 
cambio de su enca rgado, la autoridad municipal dará noticia a 
la Secretaría de Gobernación por conducto del Gobernador del 
Estado. 

"En el interior de los templos podrán recaudarse donativos en 
objetos muebles. Por ningún motivo se reval idará ,  otorgará 
dispensa o se determinará cualqu ier otro trámite que tenga por 
fin dar val idez en los cursos oficiales, a estudios hechos en los 
establecimientos destinados a la enseñanza profesional de los 
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min istros de los cultos. La autoridad que infrinja esta disposición 
será penalmente responsable, y la d ispensa o trámite referido 
será nu lo y traerá consigo la nul idad del títu lo profesional para 
cuya obtención haya sido parte la infracción de este precepto. 

"Las publicaciones periódicas de carácter confesional, ya sea por 
su programa, por su título o simplemente por sus tendencias 
ordinarias, no podrán comentar asuntos pol íticos nacionales ni 
informar sobre actos de las autoridades del pa ís ,  o de los 
particulares que se relacionen directamente con el funcionamiento 
de las instituciones públ icas . 

"Queda estrictamente prohibida la formación de toda clase de 
agrupaciones políticas cuyo título tenga alguna palabra o indicación 
cualquiera que las relacione con alguna confesión rel ig iosa. No 
podrán celebrarse en los templos reun iones de carácter pol ítico. 
No podrá heredar por sí ni por interpósita persona ni recibir por 
ningún t ítulo un ministro de cualqu ier culto, un inmueble 
ocupado por cualquiera asociación de propaganda rel ig iosa o de 
fines rel ig iosos o de beneficencia . 

"Los ministros de los cu ltos tienen incapacidad legal para ser 
heredados, por testamento, de los ministros del mismo culto o 
de un particular con quien no tengan parentesco dentro del cuarto 
grado. Los bienes muebles o inmuebles del clero o de las 
asociaciones rel ig iosas se reg irán,  para su adquisición , por 
particulares, conforme al artículo 27 de esta Constitución.  Los 
procesos por infracción a las anteriores bases nunca serán vistos 
en jurado." 

De 1 9 1 7  a 1 992 las iglesias -y en particu lar la Ig lesia Catól ica­
carecieron de reconocimiento legal ,  y los min istros de cu ltos 
rel igiosos vivieron en un estado de d isminución constitucional de sus 
derechos humanos. El  28 de enero de 1 992 la reforma a diversos 
artículos de la Constitución pol ítica brindó reconocimiento legal a las 
ig lesias , permitió que los extranjeros ejercieran el culto relig ioso en 
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el país, otorgó el voto activo a los ministros de los cultos rel ig iosos, 
el iminó la atribución a los gobiernos estatales para decid ir  el número 
de ministros en su entidad , pero dejó intactas las l imitaciones 
constitucionales al pleno ejercicio de las l ibertades de expresión y de 
información por parte de los ministros de los cultos rel igiosos, según 
se desprende del  artículo 1 30 ,  i nciso e) ,  pri mer párrafo, de la 
Constitución, tras ser reformado: 

"Los ministros no podrán asociarse con fines pol íticos n i  real izar 
proselitismo a favor o en contra de candidato, partido o asociación 
pol ítica alguna. Tampoco podrán en reunión públ ica ,  en actos de 
culto o de propaganda rel igiosa, ni en publ icaciones de carácter 
rel ig ioso, oponerse a las leyes del país o a sus instituciones, n i  
agravar, de  cualqu ier forma los símbolos patrios . "  

En efecto, los ministros de cultos rel igiosos tienen suspendidos sus 
derechos fundamentales , en particular en materia de l ibertades 
informativas, como a continuación se detal la: 

1. Libertad de expresión. Los ministros de cultos rel igiosos tienen 
derecho a expresar sus ideas , opiniones y juicios de valor sobre 
los más distintos aspectos de la vida nacional, salvo en los temas 
siguientes: 

a) Oponerse a las instituciones del país. 
b) Oponerse a las leyes vigentes.  
e) Agraviar, de cualquier forma,  los s ímbolos patrios. 

Este menoscabo al ejercicio de la l ibertad de expresión lo justifica el 
d ictamen de la Cámara de Diputados a las reformas constitucionales 
"no solo como parte de la memoria h istórica de los mexicanos sino 
en razón del principio de separación de los fines de las iglesias" ,

109 y 
en el mismo sentido hay qu ienes sostienen que esta suspensión de 

1 09 González Fernández, José Antonio et al. , Derecho eclesiástico mexicano, México, UNAM­
Porrúa, 1 992, p. 1 73. 
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las garantías individuales se justifica "por cuanto que la influencia moral 
y psicológica que de hecho ejercen los ministros de culto sobre una 
gran mayoría de la población, les daría una superioridad y prepotencia 
contrarias a la igualdad que debe existir entre todos los titulares de 
los derechos pol íticos ."1 1 0  

Desde nuestro punto de vista este argumento resulta cuestionable, 
pues si consideráramos bueno el  criterio de menoscabar los 
derechos de qu ienes ejercen influencia moral  y psicológica entre la 
población para lograr la igualdad , se tendría que inclu i r  también a los 
médicos, a los profesores , a los cantantes , a los actores ( . . . ), en 
síntesis, se pondría en riesgo el principio fundamenta l de seguridad 
jurídica que debe ser la esencia de todo Estado democrático de 
derecho. 

En todo caso, lo que habría que discutir es qué debe prevalecer, si 
la l ibertad de expresión que garantiza el  artículo 6 de la Constitución 
o las l imitaciones para su ejercicio previstas en el artículo 1 30 ,  inciso 
e) del texto constituciona l .  Desde la perspectiva práctica no podría 
encontrarse mayor solución en virtud de que se trata de dos preceptos 
de igual jerarq u ía normativa, pero desde el punto de vista doctrinal 
puede sostenerse que debe prevalecer lo previsto en el artículo 6 sobre 
lo dispuesto como excepción en el artícu lo 1 30,  i nciso e) de la 
Constitución , ya que el numeral 6 está incluido en lo que se denomina 
parte dogmática de la Constitución -es decir, donde están plasmadas 
las decisiones fundamentales de la nación-, mientras que el artículo 
1 30 se localiza en la parte orgánica ,  es decir, en donde se material izan 
los i nstrumentos para hacer posibles los fines previstos en la parte 
dogmática. Sobra decir que por razones lógicas los medios se explican 
siempre en función de los fines que pretenden .  

2. Libertad de información. Los ministros de los cultos rel ig iosos y, 
en particular, las iglesias y las asociaciones rel igiosas carecen del 
reconocimiento legal para fundar y operar empresas period ísticas 

1 1 0  Sánchez Medal, Ramón, La nueva legislación sobre libertad religiosa, México, Porrúa, 1 993, p. 1 5. 
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-sa lvo las que se ded ican exclusivamente a tratar asuntos 
rel igiosos-, así como cualquier medio de comunicación, según lo 
previene el artículo 1 6  de la Ley de Asociaciones Rel igiosas y Culto 
Públ ico , que a la letra dice: 

"Las asociaciones rel igiosas y los ministros de culto no podrán 
poseer o administrar, por sí o por interpósita persona, concesiones 
para la explotación de estaciones de radio, televisión o cualquier 
tipo de telecomunicación , ni adqu i ri r, poseer o administrar 
cualquiera de los medios de comunicación masiva . Se excluyen 
de la presente prohibición las publ icaciones impresas de 
carácter rel ig ioso."1 1 1 

Conviene precisar que la prohibición prevista en el artículo 1 6  de la 
Ley de Asociaciones Rel igiosas y Culto Público viola flag rantemente 
el texto constitucional ,  pues rebasa con creces el sentido del artículo 
1 30 de la Constitución .  Por tanto, los representantes legales de las 
asociaciones religiosas y los ministros de culto, que sufren un agravio112 
personal y directo por el contenido de ese precepto legal , tienen derecho 
de recurrir a la constitucionalidad de este precepto legal a través del 
ampa ro 1 13 ante un juez de d istrito, conforme al artículo 1 1 4 ,  fracción 
1 ,  de la Ley de Amparo ,  que prescribe: 

"El amparo se pedirá ante el j uez de d istrito: 

1 1 1  Debe señalarse que ni en el dictamen de la Cámara de Diputados ni en el de la Cámara 
de Senadores se advierte mayor discusión sobre el tema, razón por la cual permaneció 
sin cambios el proyecto de artículo 16 propuesto por el Partido Revolucionario Institucional.  

1 1 2  En tesis jurisprudencia! se sostiene: 
Es agraviado, para los efectos del amparo, todo aquel que sufre una lesión directa en sus 
intereses jurídicos, en su persona o en su patrimonio, por cualquier ley o acto de autoridad, 
en juicio o fuera de él, y puede, por tanto, con arreglo a los artículos 1 07 constitucional ,  4 
y 5 de la Ley Reglamentaria del Juicio de Garantías, promover su acción constitucional, 
precisamente, toda persona a quien perjudique el acto o ley de que se trate; sin que la ley 
haga distinción alguna entre actos accidentes o habituales. pues basta que alguna entidad 
jurídica, moral o privada, sea afectada en sus intereses, es decir, se le cause agravio por 
acto de autoridad o ley, para que nazca el correlativo derecho o acción anulatoria de la 
violación. Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1 91 7-1 988, Segunda Parte, Salas 
y tesis comunes, p .  2092. 
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Contra leyes federales o locales, tratados internacionales, reglamentos 
expedidos por el Presidente de la República de acuerdo con la fracción 
1 del artículo 89 constitucional ,  reglamentos de leyes locales 
expedidos por los gobernadores de los Estados u otros reglamentos, 
decretos o acuerdos de observancia general ,  que por su sola entrada 
en vigor o con motivo del primer acto de apl icación , causen perju icio 
al quejoso."  

Empero ,  cabe decir que en el sistema juríd ico mexicano el 
otorgamiento del amparo solo produce efectos juríd icos en favor del 
quejoso,  ya que la sentencia que se dicte no puede suspender la 
vigencia de un precepto legal declarado inconstitucional . 1 14 

113 El amparo es un proceso concentrado de anulación -de naturaleza constitucional- promovido 
por vía de acción, reclamándose actos de autoridad y que tiene como finalidad el proteger 
exclusivamente a los quejosos contra la expedición o aplicación de leyes violatorias de las 
garantías expresamente reconocidas en la Constitución; contra los actos conculcatorios 
de dichas garantías; contra la inexacta y definitiva atribución de la ley al caso concreto; o 
contra las invasiones recíprocas de las soberanías ya federal ya estatales, que agravien 
directamente a los quejosos, produciendo la sentencia que conceda la protección al efecto 
de restituir las cosas al estado que tenían antes de efectuarse la violación reclamada -si 
el acto es de carácter positivo-, o el de obligar a la autoridad a que respete la garantía 
violada, cumpliendo con lo que ella exige si es de carácter negativo. Castro, Juventino V. ,  
op. cit. , nota 33 ,  p. 303. 

114 En este sentido es claro lo d ispuesto en el artículo 1 07,  fracción 1 1 ,  primer párrafo, de la 
Constitución, que determina: La sentencia será siempre tal, que sólo se ocupe de individuos 
particulares, l imitándose a ampararlos y protegerlos en el caso especial sobre el que verse 
la queja, sin hacer una declaración general respecto de la ley o acto que la motivare. 
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El derecho a la i nformación 

Nociones conceptuales 

El concepto derecho a la i nformación se convirtió en una expresión 
fami l iar para la prensa y para la comunidad académica dedicada al 
estud io de la comunicación en México ,  a partir de la adición al artículo 
6 constitucional , publ icada en el Diario Oficial de la Federación el 6 
de d iciembre de 1 977. Sin embargo, el g rado de abstracción con que 
se introdujo esta nueva modalidad de garantía ind ividuaP15 ha sido el 
punto de partida de un largo debate -que hoy continua dotado de 
nuevos bríos- no solo por traducir este derecho abstracto en derechos 
concretos, sino por encontrar una definición de validez compatible con 
la experiencia legislativa y doctrinal comparada ,  y ajustada a imagen 
y semejanza de las expectativas de la pecu liar transición democrática 
mexicana. 

La falta de estud ios juríd icos sobre los medios de comunicación es, 
acaso, una de las razones que explican el hecho de que la polémica 
careciera de aproximaciones conceptuales, más o menos simétricas,  
que hubieran permitido reducir la polarización argumental y, por ende, 
avanzar en la elaboración de una base normativa nutrida de consensos 
básicos . Y es que el problema es de fondo , no solo de forma , debido 

1 1 5  "El derecho a la información será garantizado por e l  Estado", dice textualmente la  adición 
constitucional, que lejos de fortalecer el ejercicio de la l ibertad de información ha motivado 
una ardua polémica en torno de su posible reglamentación. 
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a esta inasibi l idad conceptual .  De aqu í  proviene , pues, la fuente de 
la d iscusión : no es posible racionalmente reglamentar el derecho a 
la información si no se tiene a mano un concepto que describa, aunque 
sea en l íneas generales, el objeto por reglamentar. 

En efecto, si se revisa la inmensa cantidad de cuarti l las escritas a 
propósito del derecho a la información en revistas, periód icos y en 
las ponencias de los foros de consu lta popular organizados por la 
Cámara de Diputados, se observan tres conclusiones prel iminares: 

a) En la mayor parte de los textos no se ofrecen definiciones, y 
se opta por reproducir lugares comunes y general idades no 
exentas de retórica al calor de la discusión coyuntura l .  

b) En otros trabajos, las definiciones impl ícitas cubren un ampl io 
un iverso de derechos concretos que rebasan las posibi l idades 
reglamentarias del último párrafo del artículo 6 constitucional ,  
ya sea porque s u  material ización podría vulnerar otras garantías 
individuales, o porque sería necesario por técnica leg islativa 
establecer una nueva base constitucional mediante las reformas 
y adiciones correspond ientes a la Carta Magna. 

e) Por último, hay escritos que reflejan el grave déficit de credibi l idad 
del Poder leg islativo, al manifestar inquietud por la posibi l idad 
de que la reglamentación del derecho a la información suponga 
restricción o menoscabo del ejercicio de la l ibertad de prensa , 
a la luz de la legislación ordinaria vigente en torno de los medios 
de comunicación . 

Por estas razones se hace necesario ofrecer algunos elementos de 
reflexión para acotar los a lcances de la frase derecho a la información 
a la luz de nuestro texto constitucional .  Como señala acertadamente 
Juventino V. Castro: [ . . .  ] lo novedoso de la reforma -que de hecho 
extiende la garantía dentro del párrafo del cual se produjo la adición , 
es el derecho de todo habitante a ser informado; y precisamente 
informado por el Estado, fuente de esas noticias que tienen derecho 

1 1 0 



Derecho de la Información 

a conocer las personas. El Estado archiva , produce o transmite 
información , dentro de las atribuciones que las diversas disposiciones 
legales le señalan, pero que puede resu ltar insuficiente o incompleta 
para los habitantes del país, para lo cual debe reconocérseles un 
derecho para integrar la información o para obtenerla en el caso de 
que no se haya producido. Si bien ya existe el artículo 8 constitucional 
que establece el derecho de petición , resultaba conveniente subrayar 
el derecho de cualquier persona a pedi r  una información. 116 

En pocos terrenos académicos existen tantas interrogantes sobre la 
defin ición de conceptos como en lo que concierne a l  derecho de la 
información . En México es particularmente cierta esta afi rmación, pues 
la doctrina es escasa y aborda solo algunas de las subramas de esta 
d iscipl ina de estudio. De ahí, por tanto, la pert inencia de formu lar 
algunas reflexiones sobre la noción de transparencia que ha 
emergido a la d iscusión públ ica , pero sin ofrecer un punto de partida 
conceptual .  Y así se conjugan términos como acceso a la información 
públ ica ,  transparencia , derecho a la información y derecho de la 
información, los cuales suelen utilizarse como si de sinónimos se tratara. 
En este estud io se buscará identificar los puntos de relación entre 
los conceptos anteriormente enunciados. 

Veamos. El  concepto de derecho a la información es relativamente 
conocido en México a partir de la reforma pol ítica de 1 977, 
particularmente con la ad ición al artículo 6 de la Constitución Pol ítica 
de los Estados Un idos Mexicanos, ya señalada. Como se ha d icho, 
este nuevo derecho fundamental generó g randes problemas para 
determinar su sign ificado. Hubo incluso rigurosos estudios como el 
de Serg io López Ayl lón117 destinados precisamente a desentrañar de 
qué se hablaba cuando se apelaba al derecho a la información . Jorge 
Carpizo y el autor118 han sostenido que el derecho a la información 

1 1 6  Castro, Juventino V. , Op. cit., nota 62, pp. 1 24-1 25. 
1 1 7  López Ayllón, Sergio, El derecho a la información, México, Miguel Angel Porrúa, 1 984. 
1 1 8  Carpizo, Jorge y Villanueva Ernesto, "El derecho a la información. Propuestas de algunos 

elementos para su regulación en México", en Valadés, Diego y Gutiérrez Rivas, Rodrigo, 
Derechos humanos. Memoria del IV Congreso Nacional de Derecho Constitucional /11, México, 
Universidad Nacional Autónoma de México, 200 1 ,  pp.71 -1 02. 

1 1 1  



Ernesto Villanueva 

(en su sentido amplio), de acuerdo con el artículo 1 9  de la Declaración 
U niversal de los Derechos Humanos es la garantía fundamental que 
toda persona posee a :  atraerse información , a informar y a ser 
informada. 

De la defin ición apuntada se desprenden los tres aspectos más 
i mportantes que comprende d icho derecho fu ndamental :  

a )  el derecho a atraerse i nformación, 
b) el derecho a informar, y 
e) el derecho a ser informado 

a.  El derecho a atraerse información incluye las facultades de i )  acceso 
a los a rchivos, reg istros y documentos públ icos y, i i )  la decisión de 
qué medio se lee, se escucha o se contempla . 

b. El derecho a i nformar incluye las i )  l ibertades de expresión y de 
i mprenta y, i i)  e l  de constitución de sociedades y empresas 
i nformativas. 

c. El derecho a ser i nformado i ncluye las facultades de i) recibir 
información objetiva y oportu na, i i )  la  cual debe ser completa, es 
decir, el derecho a enterarse de todas las noticias y, ii i) con carácter 
u niversal, o sea, q ue l a  i nformación es para todas las personas sin 
exclusión alguna.  119 

La información debe entenderse en un sentido amplio que comprende 
los procedimientos -acopiar, almacenar, tratar, difundir, recibir-; así como 
los tipos -hechos, noticias, datos, opiniones, ideas- ; y sus d iversas 
funciones. 120 

El  derecho a l a  i nformación emplea los más d iversos espacios, 
instrumentos y tecnolog ías para la tra nsmisión de hechos e ideas. 

1 1 9  Escobar de la Serna, Luis,  Manual de derecho de la información, Madrid, Dykinson, 1 997, 
pp. 54-60 y 380-381 .  López Ayllón, Sergio, op.cit., nota 1 1 7, pp. 1 60-1 61 . Villanueva, Ernesto, 
Régimen jurídico de las libertades de expresión e información en México, México, UNAM­
I nstituto de Investigaciones Jurídicas, 1 998, pp. 34-36. 

1 20 López Ayllón, Sergio, Op cit. nota 1 1 7, p. 1 76. 
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Algún medio puede presentar pecul iaridades propias pero las 
instituciones del derecho a la información son las mismas para todos 
el los, aunque acomodándose a sus características. 

Del propio artículo 1 9  se desprende con toda claridad que el derecho 
a la información es un derecho de doble v ía en virtud de que incluye, 
y en forma muy importante, a l  receptor de la información ; es decir, 
al sujeto pasivo, a quien la percibe y qu ien -ya sea una persona, un 
grupo de el las, una colectividad o la sociedad- t iene la facultad de 
recibir información objetiva e imparcia l .  

Así lo ha entendido acertadamente la Corte Constitucional de Colombia, 
cuya sala quinta de revisión asentó: 

" . . .  el derecho a la información es de doble v ía ,  característica 
trascendental cuando se trata de defin i r  su exacto alcance: no 
cobija únicamente a quien informa (sujeto activo) sino que cubre 
también a los receptores del mensaje informativo (sujetos pasivos), 
q uienes pueden y deben reclamar de aquél ,  con fundamento en 
la misma garantía constitucional ,  una cierta cal idad de la 
información. Esta debe ser, sigu iendo el mandato de la misma 
norma que reconoce el derecho 'veraz e imparcial ' .  Sign ifica ello 
que no se tiene simplemente un derecho a informar, pues el 
Constituyente ha cal ificado ese derecho definiendo cual es el tipo 
de información que protege.  Vale decir, la que se suministra 
desbordando los enunciados l ímites -que son impl ícitos y 
esenciales al derecho garantizado- realiza antivalores (falsedad , 
parcialidad) y, por ende, no goza de protección jurídica; al contrario, 
tiene que ser sancionada y rechazada porque así lo impone un 
recto entendimiento de la preceptiva constitucional . "121 

1 2 1  Véase Nogueira Alcalá, Humberto, "El derecho a la información en el ámbito del derecho 
constitucional comparado en lberoamérica y Estados Unidos" en Carpizo, Jorge y Carbonell, 
Miguel (coords.), Derecho a la información y derechos humanos, México, UNAM-Instituto 
de Investigaciones Jurídicas, 2000, pp. 2 1 -23 y Villanueva, Ernesto, Derecho mexicano de 
la información, México, Oxford University Press. 2000, pp. 4 1 -46. 
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En México, el Poder Judicial de la Federación hubo de recorrer un 
largo camino para identificar la noción de derecho a la información . 
Primero, de manera errónea, la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
sostuvo que: 

"La adición al artículo 6 constitucional en el sentido de que el derecho 
a la información será garantizado por el Estado, se produjo con 
motivo de la in iciativa presidencial de 5 de octubre de 1 977, así 
como del d ictamen de las Comisiones Unidas de Estudios 
Leg islativos y Primera de Puntos Constitucionales de la Cámara 
de Diputados de las que se desprende que:  

"a) Que el derecho a la información es una garantía social, correlativa 
a la l ibertad de expresión , que se instituyó con motivo de la 
l lamada 'Reforma Pol ítica', y que consiste en que el Estado 
permita el que,  a través de los d iversos medios de comunicación ,  
se manifieste de manera regu lar la d iversidad de opiniones de 
los partidos pol íticos. 

"b) Que la defin ición precisa del derecho a la información queda 
a la legislación secundaria ; y, 

"e) Que no se pretendió establecer una garantía individual 
consistente en que cualquier gobernado, en el momento en que 
lo estime oportuno, sol icite y obtenga de órganos del Estado 
determinada i nformación. Ahora bien , respecto del últ imo inciso 
no sign ifica que las autoridades queden eximidas de su obligación 
constitucional de informar en la forma y términos que establezca 
la legislación secundaria ; pero tampoco supone que los 
gobernados tengan u n  derecho frente al Estado para obtener 
información en los casos y a través de sistemas no previstos 
en las normas relativas, es decir, el derecho a la información no 
crea en favor del particu lar la facultad de eleg ir  arbitrariamente 
la vía mediante la cual pide conocer ciertos datos de la actividad 
realizada por las autoridades, sino que esa facultad debe ejercerse 
por el medio que a l  respecto se señale legalmente."122 

1 22 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo: XI, Abril de 2000 Tesis: P. LXI/2000 
Página: 7 1 . 
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En esta tesis aislada se puede advertir que:  

a)  El derecho a la información se subsume en el derecho de los 
partidos pol íticos a tener espacios en los medios de comunicación, 
particularmente los electrónicos; 

b) La ausencia de un derecho fundamental derivado del ú ltimo 
párrafo a favor del gobernado; y, 

e) Deja abierta la posibi l idad de que los gobernados puedan recibir 
"ciertos datos de la actividad real izada por las autoridades", 
siempre y cuando se expida al efecto una ley secundaria que 
establezca tal posibi l idad juríd ica . 

Tiempo después, la Corte in icia el proceso de cambio de este criterio 
para fortalecer la tendencia a identificarlo con la naturaleza del derecho 
de acceso a la información pública. En 1 996, en una opinión consultiva 
solicitada por el presidente de la República para desentrañar el alcance 
y sentido del derecho a la información , la Suprema Corte sostuvo que: 

"El artícu lo 6 constitucional ,  in fine, establece que 'el derecho a 
la información será garantizado por el Estado' . Del anál isis de 
los diversos elementos que concurrieron en su creación se deduce 
que esa garantía se encuentra estrechamente vinculada con el 
respeto de la verdad . Tal derecho es, por tanto, básico para el 
mejoramiento de una conciencia ciudadana que contribuirá a que 
ésta sea más enterada, lo cual es esencial para el progreso de 
nuestra sociedad . Si  las autoridades públ icas, elegidas o 
designadas para servi r y defender a la sociedad , asumen ante 
ésta actitudes que permitan atribuirles conductas faltas de ética , 
al entregar a la comunidad una información manipu lada , 
incompleta , condicionada a intereses de grupos o personas, que 
le vede la posibi l idad de conocer la verdad para poder participar 
l ibremente en la formación de la voluntad genera l ,  incurren en 
violación grave a las garantías individuales en términos del artículo 
97 constitucional , segundo párrafo, pues su proceder conl leva 
a considerar que existe en ellas la propensión de incorporar a 
nuestra vida política, lo que podríamos llamar la cultura del engaño, 
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de la maqu inación y de la ocultación , en l ugar de enfrentar la 
verdad y tomar acciones rápidas y eficaces para l legar a ésta y 
hacerla del conocimiento de los gobernados. "123 

Así pues, el derecho a la información lato sensu puede definirse como 
el conjunto de normas jurídicas que regu lan las relaciones entre el 
Estado, los medios y la sociedad . Y, en stricto sensu, cuando se quiere 
referir a la prerrogativa de la persona para examinar  datos, registros 
y todo tipo de informaciones en poder de entidades públicas y empresas 
privadas que ejercen gasto público, cum plen funciones de autoridad 
o están previstas por las d isposiciones legales como sujetos 
obligados por razones de interés público, con las excepciones taxativas 
que establezca la ley en u na sociedad democrática . 

Derecho de acceso a l a  i nformación públ ica 

El hecho, sin embargo, de que habría que util izar la noción de derecho 
a la información, lato sensu, para definir el sentido genérico del concepto 
y derecho a la información , stricto sensu, para hacer referencia a una 
de sus vertientes, fue razón suficiente para acuñar el concepto de 
derecho de acceso a la información públ ica . 

El derecho de acceso a la información pública sería entonces un círculo 
más pequeño que formaría parte del círculo ampl io del derecho a la 
información . Y este derecho estaría compuesto por las d istintas normas 
jurídicas que hacen posible examinar de ola mejor manera los registros 
y datos públ icos o en posesión de los órganos del Estado, de acuerdo 
con la ley. 

Hasta aquí tenemos dos conceptos: derecho a la información y derecho 

1 23 Solicitud 3196. Petición del Presidente de los Estados Unidos Mexicanos para que la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación ejerza la facultad prevista en el párrafo segundo del artículo 
97 de la Constitución Federal. 23 de abri l  de 1 996. Unanimidad de 1 1  votos. El Tribunal 
Pleno, en su sesión privada celebrada el veinticuatro de junio en curso, aprobó, con el número 
LXXXIX/1 996, la tesis que antecede; y determinó que la votación es idónea para integrar 
tesis de jurisprudencia. México, Distrito Federal, a 24 de junio de 1 996. 
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de acceso a la información públ ica. Queda por defin ir  derecho de la 
información . S i ,  como ya se anotó, el derecho a la información está 
compuesto de normas legales - y el derecho de acceso a la información 
públ ica es una de sus vertientes y, por esa misma razón integrado 
normas juríd icas-, se puede colegir  q ue el derecho a la información 
es el objeto de estudio del derecho como ciencia j urídica . De esta 
suerte, el derecho de la información es la rama del derecho público 
que tiene como objeto de estudio al derecho a la información . 

Transparencia y deber de publ icidad del  Estado 

Una vez aclarados estos conceptos se requ iere ahora precisar si las 
nociones de derecho de acceso a l a  i nformación púb l ica y 
transparencia son sinónimos o cuál es su relación entre s í. Una revisión 
de la jurisprudencia mexicana y de otros países cercanos a l  entorno 
naciona l  no es de ayuda para abundar sobre la naturaleza conceptual 
de los términos en cuestión , toda vez que no han sido motivo hasta 
ahora de alguna diferencia para interpretar su sentido legal. De la misma 
manera los d iccionarios y l ibros de derecho generalmente consultados 
no aportan luces defin itorias para desentrañar este problema 
conceptua l .  

De entrada, la  noción de transparencia parece provenir  de la ciencia 
pol ítica y de la administración públ ica y no del derecho. No obstante, 
la ley ha recogido ese concepto de modo que no puede quedar fuera 
del anál isis desde la perspectiva j urídica. En efecto, el principio de 
transparencia está vincu lado orig inalmente con el control de la 
Administración Públ ica como se pone de rel ieve en las disposiciones 
nacionales y supranacionales q ue se han aprobado en los años 
recientes. 1 24 

La inserción de la transparencia en el Derecho deviene de otra antigua 
institución juríd ica que hoy se invoca como patente de un sistema 
democrático, la del  principio de publ icidad del Estado125• Este punto 
característico de un  Estado democrático de derecho es de vieja data , 
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pero de reciente eficacia normativa como mecan ismo de control de 
los actos de los gobernantes por los gobernados. 

De manera reciente,  Bobbio ha acuñado la frase de democracia con 
un acento en la publ icidad , en el sentido de hacer públ ico o dicho de 
manera más sintética en la transparencia . Dice Bobbio: "Con 
redundancia se puede defin ir  el gobierno de la democracia como el 
gobierno del poder 'públ ico' en 'públ ico' . E l  error es solo aparente 
porque 'públ ico' tiene dos significados: si es contrapuesto a 'privado' , 
como en la d istinción clásica de ius pub/icum y ius privatum, que nos 
l lega de los juristas romanos,  o si es confrontada con lo 'secreto' , por 
lo que no adopta el significado de perteneciente a la 'cosa públ ica' 
al 'Estado' , sino de 'manifiesto' ,  'evidente' , 'precisamente visible."' 1 26 

La idea de transparencia ha permeado más q ue el concepto del 
principio de publ icidad de los actos del Estado por ser una sola palabra 
capaz de sintetizar un significado similar expresado en varias palabras. 
Con todo, la doctrina juríd ica sigue util izando hasta ahora la noción 
de publ icidad de los actos del Estado127 para referirse a la misma idea. 

Es claro que transparencia o publ icidad de los actos de los órganos 
del Estado son términos equ iparables. La transparencia sign ifica así 
el deber de los mandatarios o gobernantes para real izar como regla 
general sus actuaciones de manera públ ica como un mecan ismo de 
control del poder y de legitim idad democrática de las instituciones 

1 24 Véanse, como ejemplos, las siguientes disposiciones, a saber: Ley 489 de 1 998 de Colombia 
publicada en el Diario Oficial No. 43.464, de 30 de diciembre de 1 998, por la cual se dictan 
normas sobre la organización y funcionamiento de las entidades del orden nacional, se 
expiden las disposiciones, principios y reglas generales para el ejercicio de las atribuciones 
previstas en los numerales 1 5  y 1 6  del artículo 1 89 de la Constitución Pol ítica y se dictan 
otras disposiciones, la Ley 6/1 997, de 14 de abril , de España, de Organización y 
Funcionamiento de la Administración General del Estado y, por supuesto, la vigente Ley 
Orgánica de la Admin istración Pública Federal de México. 

1 25 Ver las sentencia del Tribunal Constitucional de Perú N.0  2579-2003-HD/TC. 
1 26 Bobbio, Norberto, El futuro de la democracia, Buenos Aires, Fondo de Cultura Económica, 

1 994, p. 9. 
1 27 Cfr. Pierini ,  Alicia y Lorences, Valentín, Derecho de acceso a la información, Buenos Aires, 

Editorial Universidad, 1 999, pp. 226-235 y Meloncell i ,  A. Línformazíone administrativa, 
Maggliol i ,  Rimini, 1 993. 
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públicas. Es menester ahora ver si la noción de transparencia es 
sinónimo del concepto de derecho de acceso a la información públ ica 
o si su relación es de diferente naturaleza. Si se atiende a la regulación 
jurídica de la transparencia ,  se puede colegi r  q ue el principio de 
transparencia es una parte del derecho de acceso a la información 
pública y no al contrario. 

En México, por ejemplo, la  Ley Federa l  de Transparencia y Acceso 
a la I nformación Pública Gubernamental d ispone de lo que denomina 
las obl igaciones de transparencia en su artícu lo 7 para referi rse a un 
conjunto de 1 7  rubros de información que debe hacer públ icos sin 
que medie petición de parte alguna. En varios estados de la federación 
con nomenclaturas distintas , las leyes de acceso a la información 
públ ica recogen el m ismo modelo institucional para permitir el 
conocimiento de la sociedad sobre la actuación de los órganos del 
Estado. De esta suerte, la transparencia está íntimamente relacionada 
con el derecho de acceso a la información pública, pero no se subsume 
en el mismo concepto, en virtud de que el derecho de acceso a la 
información pública comprendería : 

a )  El acceso a la información públ ica a petición de parte; 
b) La transparencia o acceso a información de oficio; 
e) El  sistema legal de protección de datos personales 
d) El sistema legal de archivos públ icos. 

De este modo, la transparencia es una garantía normativa e institucional 
no jurisd icciona l  para hacer efectivo el derecho de acceso a la 
información públ ica. En tanto la transparencia es una garantía , no un 
derecho sustantivo, hace las veces de una herramienta o instrumento 
legal para alcanzar los propósitos que justifican la existencia del derecho 
de acceso a la información públ ica . 

Asimismo, conviene puntual izar que si bien es cierto que la 
transparencia es una garantía para el cumpl imiento del derecho de 
acceso a la información públ ica ,  también lo es que el concepto 
correlativo denominado rendición de cuentas o accountability no es 
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ni un  derecho fundamental ni una gara nt ía i nstrumental del derecho 
de acceso a la información pública ,  si no más bien forma parte de 
los bienes jurídicos protegidos por el derecho de acceso a la información 
públ ica ;  es decir, es uno de los valores que protegen la existencia y 
eficacia de esta i nstitución juríd ica.  

En suma, el derecho a la información es el  concepto genérico o matriz 
a que se refiere el artículo 6 de la Constitución Pol ítica de los Estados 
Unidos Mexicanos. El derecho de acceso a la i nformación pública es 
una vertiente del derecho a la información y la transparencia es u na 
de las garantías legales para imprimir de eficacia al derecho de acceso 
a la información públ ica en un Estado democrático de derecho. 

Como es entendible, el derecho de acceso a la i nformación públ ica 
no es una potestad i l imitada de los gobernados. Deben admitirse áreas 
reservadas por razones de seguridad nacional o para proteger el 
derecho a la privacidad de particulares, cuyos datos estén en posesión 
de algún órgano estatal .  Estas l imitaciones deben establecerse como 
excepciones a la regla genera l ,  y siempre que estén expresamente 
previstas en la ley. 

Hoy en d ía ,  las garantías l iberales de l ibertad de expresión y de 
i nformación se enlazan con la positivización del derecho a la  
información . Mientras e l  derecho público subjetivo que se genera con 
las l ibertades de expresión y de información demanda un deber de 
abstención del Estado, en el caso del derecho a la i nformación , 
entendido como derecho de acceso a la i nformación públ ica ,  requ iere 
un  deber de acción del Estado (que consiste en poner a disposición 
del público los archivos y datos de sus órganos constitutivos) ,  habida 
cuenta de que solo de esa manera el individuo estará en posibi lidades 
de ejercer este derecho. 

La lucha por darle fuerza legal al derecho a la i nformación es 
relativamente reciente.128 Ha sido una tarea sinuosa y compl icada , 
debido a las resistencias de qu ienes ejercen el poder para ser 
escrutados por la sociedad civil .  En un estudio sobre el sistema legal 
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de acceso a las fuentes de información del gobierno de Estados Unidos 
de América, efectuado en 1 953, Harold L. Cross encontró que: 

"Los archivos de las oficinas del Ejecutivo son de hecho 'cuasi­
confidenciales', 'comunicaciones privilegiadas' , q ue por lo común 
están fuera del alcance del público, de la prensa o de los tribunales, 
como si en verdad fueran los memoriales de un gobierno que 
administrara sus propios negocios, excepto cuando sus directivos, 
obrando en ejercicio de sus facu ltades amplias y punto menos que 
irrestrictas de índole d iscreciona l ,  resuelven hacerlos públicos."129 

P ri n c i p i os d e m oc ráti cos m 1 n 1 mos para u n a  
legislación e n  materia d e  acceso a la información 
pública 

Legitimación activa 

La legitimación activa es la atribución que confiere la ley a un sujeto 
para asumir la figura de actor y titu lar de u n  derecho. En el caso del 
derecho de acceso a la información pública, la legitimación activa ha 
registrado un avance sustantivo al transcurso de los años. En efecto, 
en otros ámbitos del derecho, el sujeto con legitimación activa es aquel 
que se encuentra directamente afectado por un acto con consecuencias 
juríd icas. Se trata en estos casos de una leg itimación restrictiva que 
no admite la posibi l idad de representar intereses difusos o colectivos, 
sino única y exclusivamente los propios o los de un representado legal. 
En prácticamente todas las leyes contemporáneas de acceso a la 
i nformación pública no es necesario acreditar algún interés directo ni 
demostrar ningún tipo de afectación personal . No obstante, hay algunos 

1 28 El antecedente más remoto del derecho a la Información se localiza en la Carta Republicana 
de la Confederación Helvética, de 1 798, pero la doctrina suele senalar el articulo 19 de la 
Declaración Universal de Derechos Humanos, de 1 948 como la primera referencia 
internacional. 

1 29 Cross, Harold L., The people 's rfght to know, Nueva York, Columbia University Press, 1953, 
pp. 140-21 5. 
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matices al aserto anterior. En algunas leyes se requiere saber si el 
acceso a la información tiene un propósito comercial o privado, con 
la final idad de apl icar un mayor o menor costo en las copias de los 
registros sol icitados. 

En otros casos, los prófugos de la justicia tienen restricciones para 
acceder a información judicial vinculada a su caso. Salvo estas 
excepciones, la tendencia es a que la legitimación activa sea lo menos 
restrictiva posible. 

Ámbito de aplicación de la ley 

El ámbito de apl icación de la ley de acceso a la información públ ica 
es una cuestión de importancia capital en un adecuado sistema jurídico 
de acceso. Por supuesto, hay casos donde el derecho de acceso a 
la información pública se plasma en un conjunto de leyes, como sucede 
en los Estados Unidos. Aqu í, el Poder Ejecutivo tiene como cuerpo 
normativo de acceso la conocida FOIA (Freedom of l nformation Act) 
y los poderes legislativo y jud icial tienen sus propias leyes. La FOIA 
no es una ley única ,  sino parte de una fami l ia de leyes que permiten 
crear las condiciones adecuadas para hacer eficaz el derecho vigente 
de acceso a la información pública , normativa por cierto que es la que 
más se util iza en el mundo entero,  con más de dos mi l lones de 
sol icitudes anuales. 130 

No obstante, en la actualidad la tendencia mundial en las democracias 
emergentes es contar con un marco legal que englobe en una sola 
ley a todas las entidades públicas entendidas en el más amplio sentido, 
por las siguientes razones: 

a) Permite establecer un sistema homogéneo de acceso a la 
información públ ica ,  de manera que se evite la posibi l idad de que 

1 30 Thomas S. Blanton. "U.S. Experience with Freedom of lnformation Law: Congressional 
Activism, News Media Leadership and Bureaucratic Politics", Conferencia preparada para 
la Conferencia Internacional "Access to lnformation in the Americas", organizada por 
lnteramerican Dialogue, el 11 y 1 2  de diciembre del 2002 en Buenos Aires, Argentina. 
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alguna de las leyes de acceso sea más avanzada que las otras o 
viceversa , circunstancia que inhibe precisamente el espíritu del 
propio acceso a la i nformación , que reside en dotar a las personas 
de las mayores herramientas posibles para escrutinar el ejercicio 
del poder público y de aprovechar la información para mejorar su 
cal idad de vida; 

b) Faci l ita a que las personas se fami l ia ricen con un solo 
procedimiento, siempre menos complicado que cuando se trata de 
dos o tres procedimientos por más coincidencias que puedan tener 
entre ellos .  Nada es más compl icado q ue generar una cultura de 
participación ciudadana para aprovechar la existencia de normas 
que le pueden reportar un beneficio como persona y como sociedad , 
de ahí  que mientras menos procedimientos haya que aprender más 
fácil será que las personas ejerzan los derechos que una ley de 
acceso a la información públ ica les confiere ;  

e)  En los países en  desarrollo, es  particularmente importante concentrar 
esfuerzos y evitar la dispersión que, en muchas ocasiones, pospone 
reformas legales por estar fuera de contexto o de la coyuntura 
pol ítica y socia l  adecuada. Por esta razón, la expedición de una 
ley cuyo ámbito de apl icación abarque por igual a los tres poderes 
constitucionales y a las empresas privadas que ejercen gasto público 
y/o ejercen funciones de autoridad permite que un proceso legislativo 
resuelva en un  solo acto el tema del derecho de acceso a la 
información pública en sus aspectos cardinales. 

Ciertamente depende del sistema constitucional de cada país la opción 
entre leyes genera les (que abarcan por igual a todos poderes y a las 
empresas privadas que ejercen gasto públ ico y/o actúan en auxi l io 
de alguna autoridad ) o federales (que abarcan a los tres poderes 
federales y a las empresas privadas que ejercen gasto públ ico 
proveniente del erario federal y/o ejercen funciones de autoridad ). 
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Gratuidad del acceso a la información 

El principio de gratuidad del acceso a la información públ ica es una 
de las piedras angulares para asegurar que el mayor número posible 
de personas pueda ejercer el derecho fundamental al acceso a la 
información públ ica .  Es importante distinguir entre el examen de los 
registros públ icos y la reproducción de los mismos. La gratuidad es 
un requisito sine qua non en la experiencia comparada para hacer 
efectivo el derecho de acceso a la información pública ,  por lo que 
concierne al examen o consulta de los registros o documentos públicos 
que sean de interés para el sol icitante. No obstante , el proceso de 
búsqueda de materiales, la reproducción de los mismos y su envío 
por correo, en su caso, pueden estar sujetos al pago de un derecho 
o canon , bien sea por todas estas actividades o solo algunas de ellas. 

Lo importante en este punto es que el precio sea accesible al  mayor 
número posible de personas y tenga como único propósito el 
mantenimiento del servicio de búsqueda , reproducción y envío de 
materiales, sin perseguir, en ningún caso, fines de lucro, ahorro o alguna 
ganancia para la entidad incluida en el ámbito de apl icación de la ley. 
Es verdad que no es fácil identificar con nitidez qué significa un costo 
accesible, pero las normas deben hacer esfuerzos por formular algunos 
parámetros. Así, no podría aceptarse la existencia de costos similares 
o, peor aún ,  más altos que los que ofrece una empresa privada por 
un servicio semejante. En Mississippi ,  la Ley Estatal de Acceso a la 
Información Públ ica establece, por ejemplo, que las tarifas "deben ser 
calculadas razonablemente para reembolsar (a la entidad públ ica) y, 
sin exceder, el costo actual de búsqueda ,  revisión y/o dupl icación y, 
si fuera aplicable, el envío" de materiales, según lo prescribe el artículo 
25-61 -7 de la citada Ley. 

En muchas leyes de acceso a la información públ ica se prevén 
descuentos sustanciales o exenciones cuando se trata de sol icitudes 
formuladas por personas que no tengan fines de lucro y la 
información beneficie de alguna manera al públ ico en general .  La Ley 
Federal de Acceso a la Información Pública de Estados Unidos (FOIA), 
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por ejemplo, d ispone en el artículo 552(a) (4) (A) que: "Los documentos 
serán proporcionados sin cargo o con un cargo reducido si la agencia 
determina que la exención o reducción de la tarifa es a favor del interés 
públ ico porque la información proporcionada puede ser considerada 
primariamente como de beneficio del públ ico en genera l ." 

Deber de publ icación básica 

El deber de publicidad del Estado juega como contrapartida del derecho 
de acceso a la información pública.  Cabe apuntar que el concepto de 
"publ icidad" no se refiere aqu í  a la promoción de bienes o servicios a 
través de los medios de información, sino al hecho de hacer público un 
conjunto de datos sobre las distintas entidades públicas que permitan 
a las personas saber dónde buscar con mayor precisión aquella 
información que es de su interés. De igual modo, el deber de publicación 
básica permite contribu ir, por un lado, a mantener vigente el derecho 
de la gente a saber de las cosas públicas y, por otro, a reducir el número 
de sol icitudes por lo que concierne a cuestiones básicas que han sido 
ya publ icadas, circunstancia que permite concentrarse en aquellos 
aspectos o temas que no están en la superficie. 

En México se ha dado un avance significativo por lo que se refiere 
a la información públ ica de oficio. En efecto, la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la I nformación Pública Gubernamental 
prescribe al  respecto las siguientes disposiciones: 

Art ícu lo 7 .  Con excepción de la información reservada o 
confidencial prevista en esta Ley, los sujetos obl igados deberán 
poner  a disposición de l  públ ico y actualizar, en los términos del 
Reglamento y los l ineamientos que expida el I nstituto o la instancia 
equ ivalente a que se refiere el  Artículo 6 1 , entre otra , la 
información siguiente: 

l .  Su estructura orgánica ;  
1 1 .  Las facultades de cada un idad administrativa ; 
1 1 1 .  El d irectorio de servidores públ icos, desde el n ivel de jefe de 
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departamento o sus equ ivalentes; 
IV. La remuneración mensual por puesto , incluso el sistema de 

compensación,  según lo establezcan las d isposiciones 
correspondientes ; 

V. El domici l io de la unidad de enlace , además de la dirección 
electrónica donde podrán recibirse las solicitudes para obtener 
la información ; 

VI .  Las metas y objetivos de las un idades administrativas de 
conformidad con sus programas operativos; 

VI l .  Los servicios que ofrecen ;  
VI I I .  Los trámites, requ isitos y formatos. En caso de q ue se 

encuentren inscritos en el Registro Federal de Trámites y 
Servicios o en el Registro que para la materia fiscal 
establezca la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, 
deberán publicarse tal y como se registraron ; 

IX.  La información sobre el presupuesto asignado, así como los 
informes sobre su ejecución,  en los términos que establezca 
el Presupuesto de Egresos de la Federación.  En el caso del 
Ejecutivo Federal ,  dicha información será proporcionada 
respecto de cada dependencia y entidad por la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, la que además informará sobre 
la situación económica ,  las finanzas públ icas y la deuda 
publica, en los términos que establezca el propio presupuesto. 

X. Los resultados de las auditorías al ejercicio presupuesta !  de 
cada sujeto obl igado que real icen,  según corresponda , la 
Secretaría de Contraloría y Desarrollo Administrativo , las 
contralorías internas o la Auditoría Superior de la Federación 
y, en su caso, las aclaraciones que correspondan;  

XI . El d iseño, ejecución , montos asignados y criterios de acceso 
a los programas de subsidio. Así como los padrones de 
beneficiarios de los programas sociales que establezca el 
decreto del Presupuesto de Egresos de la Federación; 

XI I .  Las concesiones, permisos o autorizaciones otorgados, 
especificando los titu lares de aquéllos; 

XI I I .  Las contrataciones que se hayan celebrado en términos de 
la leg islación aplicable detal lando por cada contrato: 
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a) Las obras públ icas ,  los bienes adquiridos, arrendados y 
los servicios contratados; en el caso de estud ios o 
investigaciones deberá seña larse el tema específico; 

b) El  monto; 
e) El nombre del proveedor, contratista o de la persona física 

o moral con q uienes se haya celebrado el contrato, y 
d)Los p lazos de cumpl imiento de los contratos; 

XIV. El marco normativo apl icable a cada sujeto obligado; 
XV. Los informes que ,  por d isposición legal ,  generen los sujetos 

obligados; 
XVI .  En su caso, los mecanismos de participación ciudadana, y 
XVI I .  Cualqu ier otra información que sea de util idad o se considere 

relevante , además de la que con base a la i nformación 
estadística, responda a las preguntas hechas con más 
frecuencia por el públ ico. 
La información a que se refiere este artícu lo deberá 
publicarse de tal forma que facil ite su uso y comprensión por 
las personas, y que permita asegura r  su cal idad , veracidad , 
oportun idad y confiabi l idad. Las dependencias y entidades 
deberán, atender las recomendaciones que al respecto expida 
el Instituto. 

Artículo 8. El Poder Judicial de la Federación deberá hacer públicas 
las sentencias q ue hayan causado estado o ejecutoria , las partes 
podrán oponerse a la publicación de sus datos personales . 

Artículo 9. La Información a que se refiere el Artículo 7 deberá estar 
a disposición del públ ico, a través de medios remotos o locales 
de comunicación electrónica. Los sujetos obligados deberán tener 
a d isposición de las personas interesadas equ ipo de cómputo, a 
fin de que éstas puedan obtener la información, de manera d i recta 
o mediante impresiones. Asimismo, éstos deberán proporcionar 
apoyo a los usuarios que lo requ ieran y proveer todo tipo de 
asistencia respecto de los trámites y servicios que presten.  
Las dependencias y entidades deberán preparar la automatización,  
presentación y contenido de su i nformación,  como también su 
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integración en l ínea, en los términos que disponga el Reg lamento 
y los l ineamientos que al respecto expida el Instituto. 

Artículo 1 0 . Las dependencias y entidades deberán hacer 
públ icas, d irectamente o a través de la Consejería Juríd ica del 
Ejecutivo Federal o de la Comisión Federal de Mejora Regulatoria, 
en los términos que establezca el Reglamento, y por lo menos con 
20 días hábi les de anticipación a la fecha en que se pretendan 
publ icar o someter a firma del titular del Ejecutivo Federa l ,  los 
anteproyectos de leyes y disposiciones administrativas de carácter 
general  a que se refiere el Artículo 4 de la Ley Federa l  de 
Procedimiento Administrativo, salvo que se determine a ju icio de 
la Consejería o la Comisión Federal  de Mejora Regulatoria ,  según 
sea el caso que su publicación puede comprometer los efectos que 
se pretendan lograr con la d isposición o se trate de situaciones 
de emergencia, de conformidad con esa Ley. 

Artículo 1 1 . Los informes que presenten los partidos pol íticos y las 
agrupaciones políticas nacionales al Instituto Federal Electoral, así como 
las auditorías y verificaciones que ordene la Comisión de Fiscalización 
de los Recursos Públicos de los Partidos y Agrupaciones Polfticas, 
deberán hacerse públicos al concluir el procedimiento de fiscalización 
respectivo. Cualquier ciudadano podrá solicitar al Instituto Federal 
Electoral, la información relativa al uso de los recursos públ icos que 
reciban los partidos políticos y las agrupaciones pol íticas nacionales. 

Artículo 1 2. Los sujetos obligados deberán hacer pública toda aquella 
información relativa a los montos y las personas a quienes 
entreguen, por cualquier motivo, recursos públ icos, así como los 
informes que dichas personas les entreguen sobre el uso y destino 
de d ichos recursos. 

Promoción de la cultura ciudadana 

El derecho de acceso a la información públ ica de poco sirve si las 
personas no saben cómo aprovechar los derechos instrumentales para 
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ejercer el derecho sustantivo o, peor todavía , si no saben que existe. 
Es evidente q ue los despachos de abogados, las empresas, los 
investigadores un iversitarios y los medios de comunicación no tienen 
problema alguno para fami l iarizarse con los procedi mientos legales 
de acceso y para atisbar los beneficios potenciales o d i rectos que el 
ejercicio del derecho de acceso conlleva. Empero,  en una sociedad 
democrática el derecho de acceso debe ser para todos, por lo que 
es importante destinar recursos y proyectos en la propia Ley de acceso 
a la i nformación públ ica para social izar el conocimiento de la Ley y 
de su uso. 131 

Una buena Ley debe estab lecer atribuciones específicas a l  órgano 
regulador para promover la cultura ciudadana a través de la educación 
por todos los medios posibles. Y esto es particularmente cierto en 
aquellas sociedades que han vivido por largo tiempo entre el 
autoritarismo y prolongados procesos de reforma democrática. Los 
reflejos democráticos, la sed de conocimiento y la posibi l idad de que 
la  Ley puede convertirse en un veh ículo para mejorar la cal idad de 
vida colectiva e individual se encuentran muchas veces adormecidos, 
circunstancia que demanda programas ingeniosos e intensivos para 
atraer la atención del público de manera recurrente. 

Pero no solo la ley debe establecer este tipo de previsiones. Es 
necesario, además, crear un ambiente propicio para q ue el derecho 
de acceso a la información pública sea una premisa verificable para 
la sociedad en su conjunto. Para el lo es necesario que los sectores 
organizados de la sociedad dispongan de propuestas en dos sentidos. 
Por un  lado, para reformar los planes de estudio de primarias y 
secundarias para introducir los valores del acceso a la i nformación 
públ ica desde temprana edad , hacer lo propio con los programas de 
alfabetización para los adultos y en aquellos programas de carácter 
técnico o terminal . Por otro, promover con los medios de comunicación 
la d ifusión sistemática de fol letos,  suplementos y casos exitosos en 

1 31 Un estudio sobre este tema puede consultarse en Villanueva, Ernesto (coord), La importancia 
social del derecho a saber, México, UMAC, 2005. 
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materia de acceso a la información públ ica ,  así como la capacitación 
in situ de reproductores potenciales de conocimiento. 

En México, a nivel federal no existe ninguna disposición de fondo sobre 
este aspecto, aunque esas revisiones se han incorporado en diversas 
leyes estatales. La Ley de Acceso a la Información Pública del Estado 
de Sinaloa fue la primera ley132 mexicana en incorporar un apartado 
ded icado a esta vincu lación entre información y educación . 

Procedimiento ági l  y sencillo 

El procedimiento es una de las partes medulares de una Ley de acceso 
a la información públ ica ,  el cual está integrado por un conjunto de 
pasos ordenados que debe observarse para obtener los registros 
públ icos solicitados o saber qué hacer si existen diferencias de 
percepción y de criterio entre la entidad públ ica y el sol icitante por 
cuanto a la naturaleza públ ica o no de la información en cuestión . 

La Ley debe tener instrucciones sencil las y ági les para que cualquier 
persona pueda ejercer su derecho de acceso a la información pública . 

Entre las principales características de un procedimiento ágil y sencil lo 
se encuentran las siguientes: 

a) ¿Dónde sol icitar la información? 

Cada entidad públ ica debe tener un funcionario responsable de 
atender y dar seguimiento a las sol icitudes de información, de 
manera que cualquier miembro del públ ico pueda acudir con la 
certeza de que ahí encontrará la información sol icitada. Diversas 
leyes ordenan la publ icación de directorios en papel y por medios 
electrónicos para facil itar el in icio del proced imiento. 

1 32 Para una consulta actualizada de las leyes estatales aprobadas en la materia y estudios 
comparados consultar www. l imac.org.mx. 
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En México, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la  
Información Pública Gubernamental establece como una obligación 
de oficio publ icar "el domici l io de la un idad de enlace, además de 
la dirección electrónica donde podrán recibirse las solicitudes para 
obtener la información" (Artículo 7, fracción V). 

El artícu lo 9 de la Ley de Acceso a la I nformación del Estado de 
Sinaloa dispone, por su parte , que debe publ icarse de oficio: 
X. El nombre ,  domici l io oficial y dirección electrónica ,  en su caso, 
de los servidores públicos encargados de gestionar y resolver las 
sol icitudes de i nformación pública. 

b) ¿Cómo solicitar la i nformación? 

La mayor parte de las leyes de acceso a la información públ ica 
no requ ieren de ningún formato preestablecido, de modo que los 
registros públicos pueden solicitarse de manera verbal ,  por escrito 
o, incluso,  por medio de correo electrónico . Cuando se trata de 
información que pudiera incurrir en a lguna de las excepciones a l  
derecho de acceso a la información públ ica ,  es recomendable que 
la sol icitud se haga por escrito, a efecto de tener elementos de 
prueba en un  proceso posterior de apelación . 

En México, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
I nformación Públ ica Gubernamental establece que:  

Artículo 40. Cualquier persona o su representante podrá presentar, 
ante la unidad de enlace, una solicitud de acceso a la información 
mediante escrito l ibre o en los formatos que apruebe el I nstituto. 
La sol icitud deberá contener: 

l .  E l  nombre del sol icitante y domici l io u otro medio para recibir 
notificaciones, como el correo electrónico, así como los datos 
generales de su representante,  en su caso; 

1 1 .  La descripción clara y precisa de los documentos que sol icita ; 
1 1 1 .  Cualquier otro dato que propicie su local ización con objeto 
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de faci l itar su búsqueda; y, 
IV. Opcionalmente, la modalidad en la que prefiere se otorgue el 

acceso a la información, la cual podrá ser verbalmente siempre 
y cuando sea para fines de orientación , mediante consulta 
directa, copias simples, certificadas u otro tipo de medio. 

e) ¿Cuánto tiempo debe esperar por la información? 

En principio, si la información se encuentra d ispon ible debe 
proporcionarse inmediatamente. En Arizona (Estados Unidos), por 
ejemplo, la Ley Estatal de Acceso a la Información establece en 
el artícu lo 39- 1 2 1  que: "Los registros públ icos y otras materias de 
la oficina de cualquier servidor públ ico estarán en todo tiempo,  
durante las horas de oficina,  abiertos para ser inspeccionados por 
cualquier persona" . 

Si se requ iere de un proceso de búsqueda debe ser lo más pronto 
posible. En el derecho comparado el tiempo l ím ite suele fluctuar 
entre 48 horas y 20 d ías hábiles. La Ley modelo elaborada por 
Article 19 establece como tiempo l ímite el plazo de 48 horas. La 
Ley Estatal de Acceso a la Información Públ ica del Distrito de 
Columbia (Estados Unidos) d ispone en el artículo 1 - 1 522 ( e )  que: 
"La apertura de información debe ser hecha, o negada ,  dentro de 
diez d ías, excluyendo fines de semanas y d ías festivos" .  

Por su parte, la Ley Estatal de Acceso a la Información Públ ica de 
ldaho prescribe en el artículo 9-339 ( 1 ) que :  "La agencia tiene tres 
d ías laborales para otorgar o denegar la información sol icitada". 
Finalmente,  a partir de las reformas de 1 996 , la Ley Federal de 
Acceso a la Información Públ ica (FOIA) de Estados Unidos dispone 
en el artículo 552-6- A (i) que el plazo de respuesta no debe exceder 
"veinte d ías, excluyendo sábados y domingos y d ías festivos."  

En México, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública Gubernamental prescribe un plazo máximo de 20 días hábiles, 
según se observa en el artículo 44 que a la letra dice : 
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Artículo 44 . La respuesta a la sol icitud deberá ser notificada al 
interesado en el menor tiempo posible, que no podrá ser mayor 
de veinte d ías hábi les, contados desde la presentación de 
aquél la. Además, se precisará el costo y la modal idad en que 
será entregada la información,  atendiendo en la mayor medida 
de lo posible ala solicitud del interesado. Excepcionalmente, este 
plazo podrá ampliarse hasta por un periodo igual cuando existan 
razones que lo motiven , siempre y cuando éstas se le notifiquen 
al sol icitante. 

La información deberá entregarse dentro de los diez d ías hábiles 
siguientes al que la un idad de enlace le haya notificado la 
d isponibi l idad de aquélla, siempre que el solicitante compruebe 
haber cubierto el pago de los derechos correspondientes.  
El Reglamento establecerá la manera y términos para el trámite 
interno de las solicitudes de acceso a la información . 

d) ¿Qué órgano revisor existe para apelar una primera decisión 
negativa? 

La ley debe establecer el órgano superior jerárquico ante el cual 
el solicitante debe acudir para presentar un recurso de inconformidad 
en caso de que la información solicitada haya sido denegada por 
la oficina en la que, en primera instancia ,  se sol icitó. 

En México, tanto en la Ley Federal como en la del Estado de Sinaloa 
se prevé esta primera entidad revisora interna. 

e) ¿Que posibil idad ulterior existe de acudir a un órgano jurisdiccional? 

Con independencia de que lo establezca de manera expresa la 
Ley de Acceso a la Información Públ ica ,  toda persona tiene en 
segunda o tercera y última instancia el derecho de acudir ante el 
órgano jurisdiccional competente para hacer valer un recurso de 
inconformidad en caso de que la información sol icitada haya sido 
denegada por los órganos de revisión internos. 
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En México, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
I nformación Púb lica Gubernamental d ispone que:  

Artícu lo 59 . Las resoluciones del  I nstituto serán definitivas para 
las dependencias y entidades . Los part icu lares podrán 
impugnarlas ante el Poder Jud icial de la Federación. 

Los tribuna les tendrán acceso a la información reservada o 
confidencial cuando resulte indispensable para resolver el asunto 
y hubiera sido ofrecida en ju icio. Dicha información deberá ser 
mantenida con ese carácter y no estará disponible en el 
exped iente judicia l .  

En el mismo sentido, la  Ley de Acceso a la  Información Pública del 
Estado de Sinaloa prevé que: Artículo 56. Para las entidades públ icas 
las resoluciones de la Comisión serán defin itivas. La persona agraviada 
tendrá en todo tiempo el derecho para acudi r  a los órganos 
jurisdiccionales para hacer valer lo que a su derecho corresponda . 

¿Autoridad reguladora independiente? 

La existencia de una autoridad reguladora i ndependiente constituye 
otra de las piedras angulares para hacer efectivo el derecho de acceso 
a la i nformación públ ica .  Esta institución es deseable en las 
democracias consol idadas, pero es imprescindible contar con un 
organismo, al menos, de promoción y social ización en democracias 
emergentes donde la cred ib i l idad en las instituciones legales 
tradicionales se encuentra en proceso de construcción . La autoridad 
regu ladora independiente ofrece las siguientes ventajas , a saber: 

a) La existencia de una autoridad reguladora i ndependiente permite 
fomentar la imparcial idad en el desempeño de sus funciones y 
el iminar el confl icto de intereses que existe cuando la Ley establece 
un órgano depend iente directamente de uno de los poderes sujetos 
al ámbito de aplicación de la Ley en cuestión, particularmente cuando 
se trata de determinar si una información públ ica determinada 
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actualiza o no alguna de las h ipótesis normativas de la excepción 
al derecho de acceso a la i nformación públ ica ;  

b )  Desde la  perspectiva de  los gobernados, l a  autoridad regu ladora 
i ndependiente representa u na instancia gratu ita , exped ita y eficaz 
para d irimir  confl ictos en materia de acceso a la i nformación si se 
le compara con la alternativa ún ica de la autoridad jurisdicciona l ,  
la  cual -particularmente en las democracias emergentes- es lenta , 
costosa y en muchas ocasiones ineficaz en perju icio de la sociedad 
toda ; 

e) Solo u na autoridad reguladora independiente puede ofrecer un  
programa i ntensivo de educación y capacitación para los 
gobernados con el fin de que haya e l  mejor aprovechamiento posible 
del derecho de acceso a la i nformación pública , habida cuenta que 
la sola expedición de la Ley en la materia no garantiza que tenga 
en los hechos un efecto igualador o democrático; y, 

d) La autoridad reguladora independiente se encuentra en condiciones 
de evaluar año con año las fortalezas y debil idades de la Ley de 
Acceso a la I nformación Pública ,  ten iendo la posibi l idad de conducir 
foros o estud ios conducentes a reformas legales que mejoren , en 
el interés públ ico ,  aquellos aspectos que no estén suficientemente 
claros o requ ieran ajustarse a los estándares democráticos 
internacionales actuales en la materia . 

En México,  la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
I nformación Públ ica Gubernamental prevé un órgano con cierta 
autonomía en la medida en que la designación de los comisionados 
del Instituto Federal de Acceso a la I nformación Pública queda a cargo 
del presidente de la República, sujetos solo a la no objeción del Senado 
de la Repúbl ica ,  la cual tiene efectos pol íticos, pero no vinculantes. 
De la misma forma,  los req uisitos que deben satisfacer los 
comisionados son mínimos , de suerte que puede haber servidores 
públicos entre los integrantes del Instituto. En efecto, al respecto, la  
Ley Federal establece que:  
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Artículo 33. El Instituto Federal de Acceso a la I nformación Pública 
es un órgano de la Admin istración Pública Federal ,  con autonomía 
operativa , presupuestaria y de decisión , encargado de promover 
y difundir el ejercicio del derecho de acceso a la información; resolver 
sobre la negativa a las solicitudes de acceso a la información y 
proteger los datos personales en poder de las dependencias y 
entidades. 

Artículo 34. El I nstituto estará integrado por cinco comisionados, 
qu ienes serán nombrados por el Ejecutivo Federal . La Cámara de 
Senadores podrá objetar d ichos nombramientos por mayoría, y 
cuando se encuentre en receso por la Comisión Permanente, con 
la misma votación . En todo caso, la instancia legislativa tendrá treinta 
días para resolver, vencido este plazo sin que se emita resolución 
al respecto, se entenderá como no objetado el nombramiento del 
Ejecutivo Federal .  

Los comisionados solo podrán ser removidos de sus funciones 
cuando transgredan en forma grave o reiterada las d isposiciones 
contenidas en la Constitución y esta Ley, cuando por actos u 
omisiones se afecten las atribuciones del I nstituto, o cuando hayan 
sido sentenciados por un delito grave que merezca pena corpora l .  

Durarán en su encargo siete años, s in  posibi l idad de reelección , 
y durante el mismo no podrán tener n ingún otro empleo, cargo o 
comisión , salvo en instituciones docentes, científicas o de 
beneficencia .  

El I nstituto, para efectos de sus resoluciones, no estará subordinado 
a a utoridad a lguna ,  adoptará sus decis iones con p lena 
independencia y contará con los recursos humanos y materia les 
necesarios para el desempeño de sus funciones . 

Artículo 35. Para ser Comisionado se requiere :  

l .  Ser ciudadano mexicano; 
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1 1 .  No haber sido condenado por la comisión de algún del ito 
doloso; 

1 1 1 .  Tener cuando menos, treinta y cinco años de edad el d ía de 
su designación; 

IV. Haberse desempeñado destacadamente en actividades 
profesionales, de servicio públ ico o académicas, relacionadas 
con la materia de esta Ley, y 

V. No haber sido Secretario de Estado , Jefe de departamento 
administrativo, Procurador Genera l  de la República , Senador, 
D iputado Fede ral  o Loca l ,  d ir igente de un partido o 
asociación pol ítica , Gobernador de algún Estado o Jefe de 
Gobierno del Distrito Federa l , durante el año previo al d ía 
de su nombramiento. 

Principio de la prueba de daño 

Es verdad que ,  de entrada, no existen derechos absolutos, sino 
relativos. No obstante,  el uso de conceptos j urídicos indeterminados 
para el rubro de excepciones al derecho de acceso a la información 
públ ica , particularmente en las democracias en desarrol lo donde la 
cultura de la secrecía se encuentra arraigada, constituye una salida 
legal para clasificar información como reservada , bajo una perspectiva 
voluntarista de la autoridad encargada de clasificar tal información . 

El principio de la prueba de daño tiene como propósito acotar al máximo 
las posib i l idades del ejercicio discrecional de la clasificación 
informativa y, por ende, ofrecer mayores garantías al derecho de acceso 
a la  información pública a favor de las personas. Y es que con este 
principio el clasificador debe demostrar razonablemente que se reúnen 
los elementos de la h ipótesis normativa que impide el acceso a la 
información pública caso por caso . 

En México, la Ley de Acceso a la  I nformación Pública del Estado de 
Sinaloa incluye el principio de la prueba de daño en su articulado en 
los términos siguientes: 
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Artículo 2 1 . El acuerdo que clasifique información como reservada 
deberá demostrar que:  

l .  La información encuadra legítimamente en alguna de las hipótesis 
de excepción previstas en la presente Ley. La información 
encuadra leg ítimamente en alguna de las h ipótesis de 
excepción previstas en la presente Ley. 

1 1 .  La l iberación de la información de referencia puede amenazar 
efectivamente el interés protegido por la Ley. 

1 1 1 .  El daño que puede producirse con la l iberación de la 
información es mayor que el interés públ ico de conocer la 
información de referencia . 

La Ley Federal de Transparencia y Acceso a la I nformación Públ ica 
Gubernamental no prescribe nada sobre este rubro,  lo ha hecho sin 
embargo, el Instituto Federal de Acceso a la Información Públ ica ,  a 
n ivel de l ineamientos. 

Sanciones 

La sanción es la reacción juríd ica a la conducta contraria a la 
establecida como debida por la norma juríd ica . La diferencia entre 
un derecho y un deber reside precisamente en la sanción , la que 
contribuye a hacer efectivo un derecho. De otra suerte, un derecho 
sin sanciones correlativas al deber que impl ica suele quedarse en 
buenas intenciones, sobre todo en las democracias emergentes donde 
no hay bases para una apropiada cultura juríd ica , circunstancia que 
hace necesario introducir  en el articulado de la Ley respectiva , todas 
las garantías posibles que aseguren el derecho tutelado. Las sanciones 
constituyen disuasivos potenciales para reducir la cultura de la secrecía 
de los sujetos obl igados a informar de sus actividades por la Ley. 

En México, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Públ ica Gubernamental establece el t ítu lo cuarto 
dedicado a las sanciones y responsabil idades en los términos que a 
continuación se indican :  
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TÍTULO IV 
RESPONSABIL IDADES Y SANCIONES 
Capítulo Único 

Artículo 63 . Serán causas de responsabil idad administrativa de 
los servidores públ icos por incumpl imiento de las obl igaciones 
establecidas en esta Ley las sigu ientes:  
l .  Usar, sustraer, destru ir, ocultar, i nuti l izar, d ivulgar o alterar, 

total o parcialmente y de manera indebida información que 
se encuentre bajo su custodia, a la cual tengan acceso o 
conocimiento con motivo de su empleo, cargo o comisión ; 

1 1 .  Actuar con negligencia, dolo o mala fe en la sustanciación 
de las solicitudes de acceso a la información o en la difusión 
de la información a que están obligados conforme a esta Ley; 

1 1 1 .  Denegar intencionalmente información no clasificada como 
reservada o no considerada confidencial conforme a esta 
Ley; 

IV. Clasificar como reservada, con dolo, información que no 
cumple con las características señaladas en esta Ley. La 
sanción sólo procederá cuando exista una resolución previa 
respecto del criterio de clasificación de ese tipo de 
información del Comité, el I nstituto , o las instancias 
equ ivalentes previstas en el Artículo 61 ; 

V. Entregar información considerada como reservada o 
confidencial conforme a lo d ispuesto por esta Ley; 

VI. Entregar intencionalmente de manera incompleta información 
requerida en una sol icitud de acceso; y, 

VI l .  No proporcionar la información cuya entrega haya sido 
ordenada por los órganos a que se refiere la fracción IV 
anterior o el Poder Judicial de la Federación . 

La responsabil idad a que se refiere este artículo o cualquiera 
otra derivada del incumplimiento de las obligaciones establecidas 
en esta Ley, será sancionada en los términos de la Ley Federal 
de Responsabi l idades Admin istrativas de los Servidores 
Públ icos. 
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La infracción prevista en la fracción VI l o la reincidencia en las 
conductas previstas en las fracciones 1 a VI de este artícu lo, 
serán consideradas como graves para efectos de su sanción 
administrativa. 

Artículo 64. Las responsabi l idades administrativas que se 
generen por el incumplimiento de las obligaciones a que se refiere 
el a rtículo anterior, son independ ientes de las del orden civi l o 
penal que procedan.  

Excepciones al derecho de acceso a la información pública 

a) Presunción de información pública 

Los mandatarios deben su función a los mandantes en todo Estado 
democrático de derecho. Por esta razón , la información en poder 
de los sujetos (mandatarios) obl igados a informar por d isposición 
de Ley es propiedad , en última instancia , del público (mandantes) ,  
por lo que excepcionalmente se puede admitir que haya registros 
públicos, de manera temporal, fuera del conocimiento de la sociedad. 

Es muy importante insistir en la noción de temporal idad, habida 
cuenta que n ingún registro públ ico puede estar todo el tiempo 
vedado para su consulta por las personas. Lo que puede variar, 
en todo caso, son las modal idades de acceso a esa información 
pública. Esta es también una de las características de una adecuada 
legislación en la materia , que se basa en el hecho de que:  

a )  Los sujetos que deben informar son administradores de la 
información de la sociedad que hace las veces de proveedor 
i nformativo. En efecto , gran parte de la información en poder 
de las entidades públ icas proviene de la propia sociedad a la 
que gobierna , en su sentido más ampl io; y, 

b) Los sujetos que deben informar son retribuidos íntegramente 
con cargo a las contribuciones de las personas. El Estado carece 
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de recursos propios separados de la nación o de la sociedad 
en su conjunto. Todo lo hace en nombre y por cuenta de las 
personas que representa . E l  derecho de acceso a la información 
pública no es, por tanto, una concesión graciosa , sino un derecho 
subjetivo. 

e) Las personas q ue fungen como proveedores i nformativos y 
económicos tienen derecho a saber de lo que pasa con sus 
propios recursos pecun iarios e informativos para ejercer un  
adecuado control de  fiscal ización ciudadana de los poderes 
públ icos. 

d) Es leg ítimo que,  por excepción,  a lgunos registros públ icos 
permanezcan en secreto durante un periodo de tiempo, o bajo 
modal idades especiales de acceso, a efecto de proteger los 
propios intereses legítimos de la propia sociedad, de sectores 
o grupos de el la y/o de sus m iembros individualmente 
determinados. 

En México, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Públ ica Gubernamental establece este principio en el 
artículo 6 que ordena : 

Artículo 6. En la interpretación de esta Ley y de su Reg lamento, 
así como de las normas de carácter general a las que se refiere 
el 

Artículo 61,  se deberá favorecer el principio de máxima publ icidad 
y d isponibi l idad de la información en posesión de los sujetos 
obligados. 

El derecho de acceso a la información públ ica se interpretará 
conforme a la Constitución Pol ítica de los Estados Unidos 
Mexicanos; la Declaración Universal de los Derechos H umanos; 
el Pacto I nternacional de Derechos Civi les y Pol íticos ; la 
Convención Americana sobre Derechos H umanos; la  Convención 

1 4 1  



Ernesto Villanueva 

Sobre la El iminación de Todas las Formas de Discriminación Contra 
la Mujer, y demás instrumentos internacionales suscritos y 
ratificados por el Estado Mexicano y la interpretación que de los 
mismos hayan realizado los órganos internacionales especializados. 

b) Segregación de información reservada 

La reserva de información no necesariamente abarca la total idad 
de un registro público, sino puede ser que solo una parte, bien amplia 
o bien pequeña, del reg istro en cuestión actual ice la hipótesis 
normativa de la excepción al derecho de acceso a la información 
públ ica. La segregación de información reservada constituye una 
herramienta adicional para acotar el alcance de la reserva a los 
datos y registros específicamente previstos para ese efecto, dejando 
fuera porciones informativas de interés públ ico que no tienen por 
qué estar también reservados por el sólo hecho de formar parte 
de un expediente o documento donde se encuentra la información 
reservada. 

Este criterio sirve también para efectos de desclasificación parcial 
y progresiva de documentos o registros sin tener que esperar a 
que todos y cada uno de los datos informativos de un registro salgan 
de la esfera temporal de la reserva. Una adecuada legislación en 
la materia debe prever la segregación de información reservada 
como práctica a favor del derecho a saber de las personas. 

e) Seguridad nacional 

La excepción más polémica al derecho de acceso a la información 
públ ica es la relativa a las materias que pueden afectar la segutidad 
nacional . Y es que pocas cosas son tan complicadas de definir como 
el concepto de seguridad nacional ,  sobre todo si se trata de elaborar 
un enunciado normativo que sirva como una de las partes del 
catálogo de excepciones de una Ley de Acceso a la Información 
Públ ica.  Se trata, pues, de un concepto juríd ico indeterminado que 
significa cosas distintas, según se trate de un Estado democrático 
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de derecho o de uno que no lo es. Sea como fuere,  lo cierto es 
que este vocablo aparece en cuanta ley de acceso a la 
información existe en los más d istintos pa íses del mundo. De ahí, 
por tanto , la pertinencia de abordar esta cuestión. 

¿Cómo lograr que en nombre de la seguridad nacional no se 
avasallen los derechos humanos, los derechos de terceros o se 
confunda con la seguridad del gobierno en turno? ¿Qué hacer para 
delimitar los alcances de la idea de seguridad nacional ,  haciéndolos 
compatibles con un Estado democrático de derecho? ¿Cómo 
garantizar también que la ley de acceso a la información se convierta 
en un instrumento que ampl íe las l ibertades de expresión e 
información y no, por el contrario, las pueda vulnerar? 

Por fortuna existen diversos documentos elaborados por entidades 
internacionales que ofrecen pistas para del imitar de manera 
razonable ese concepto que en muchas ocasiones se antoja 
inasible. Véanse dos ejemplos i lustrativos. Por un lado, en octubre 
de 1 995 un  grupo de expertos en derechos internaciona l ,  
seguridad nacional y derechos humanos elaboró un  modelo 
internacional denominado Principios de Johannesburgo sobre 
Seguridad Nacional ,  L ibertad de Expresión y Acceso a la 
Información que ha sido observado cada vez más por las 
democracias emergentes al momento de introducir en su régimen 
legal normas sobre acceso a la información y seguridad naciona l .  
Lo mismo puede decirse de los principios elaborados por e l  Center 
for National Security Studies con sede en Washington . 

Ambos documentos son interesantes porque establecen tanto 
d irectrices atendibles de técnica legislativa al momento de 
elaborar un proyecto de ley en materia de excepciones como 
algunas bases que se deben considerar al momento de traducir 
en norma legal  la idea de seguridad nacional. Así ,  por ejemplo, el 
principio 1 . 1 de los Principios de Johannesburgo establece que toda 
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restricción sobre información o expresión debe ser establecida por 
la ley y ésta debe ser accesible, no ambigua y formulada con gran 
precisión para saber con claridad que acción es considerada i legal . 

Los principios 1 .2 y 1 .3 se centran en el asunto de seguridad 
nacional y prescriben que toda restricción sobre información y 
expresiones que el gobierno considere que incurre en el campo 
de la seguridad nacional debe tener el genuino propósito y efecto 
demostrable de proteger un asunto leg ítimo de interés de 
seguridad nacional . Es decir, el gobierno tiene bajo estos principios 
la carga de probar ante un órgano independiente que se 
encuentra en riesgo la integridad territorial o la viabilidad de la nación, 
acotando los márgenes de discrecional idad al momento de que una 
autoridad i nvoque la seguridad nacional como argumento para negar 
el acceso a la i nformación pública .  El texto del Center for National 
Security Studies deja en claro cómo los servicios de seguridad a 
pesar de ser, por su propia naturaleza, secretos, deben establecer 
espacios de acceso básicamente en dos materias, a saber: 

a) Deben estar establecidos por ley defin iendo las atribuciones de 
la entidad, sus métodos de operación y los medios por los cuales 
debe rendir cuentas a la sociedad ; 

b) Los legisladores, los ciudadanos deben tener derecho para 
participar en la toma de decisiones sobre los temas que 
constitu irán los objetivos de los servicios de seguridad y los 
medios leg ítimos para l levarlos a efecto; 

En Estados Unidos, el artículo 552 b 1 (A) de la FOIA d ispone que 
en materia de i nformación reservada por cuestiones que afecten 
a la seguridad nacional se debe atender a un  decreto presidencial 
que establezca los criterios correspondientes .  El decreto 
presidencial 1 2 , 958 sobre clasificación de información de 
seguridad nacional establece un sistema para clasificar, resguardar 
y desclasificar la información de referencia. E l  propio decreto 
prescribe que: 
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a) Si existe duda sobre si se debe clasificar información o no, se 
debe optar por l iberar d icha información ; 

b) La información que a juicio del decreto puede afectar la seguridad 
nacional es aquella relacionada con planes mil itares,  sistemas 
de armamento u operaciones, información de gobiernos 
extranjeros, actividades de intel igencia (que incluye actividades 
especiales) ,  fuentes o métodos de intel igencia o criptolog ía, 
relaciones exteriores o actividades externas de los Estados 
Unidos, incluyendo fuentes confidenciales, materias científicas, 
tecnológicas o económicas relacionadas con la seguridad 
nacional ,  programas del gobierno de los Estados Unidos para 
resgu a rd a r  mater ia les n uc leares o i nsta lac iones ,  o 
vulnerabil idades o capacidades de sistemas, instalaciones, 
proyectos o planes relacionados con la seguridad nacional .  

d) Tiempo de reserva 

La información reservada se encuentra delimitada con un tiempo 
máximo derivado de plazos y/o eventos determinados. En el derecho 
comparado se puede observar que los plazos de reserva van desde 
los cinco hasta los 30 años y sujetos a que dentro de esos plazos 
la información pueda revelarse si dejan de existir las cond iciones 
particulares que motivaron la reserva de la información de referencia 
o, por el contrario, puedan sol icitarse nuevos plazos de reserva si 
permanecen las mismas causas que originaron la clasificación . 

En México se ha adoptado una solución intermedia entre los 
m ínimos y los máximos que se observa en la experiencia 
comparada .  En efecto, la Ley Federal de Transparencia y Acceso 
a la I nformación Públ ica Gubernamental dispone al respecto que:  

Artículo 1 5. La información clasificada como reservada según 
los artículos 13 y 1 4 , podrá permanecer con tal carácter hasta 
por un periodo de doce años. Esta información podrá ser . 
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desclasificada cuando se extingan las causas que dieron origen 
a su clasificación o cuando haya transcurrido el periodo de 
reserva . La d ispon ibi l idad de esa información será sin perju icio 
de lo que, al respecto, establezcan otras leyes. 
El I nstituto, de conformidad con el Reglamento ,  o la instancia 
equivalente a que se refiere el Artículo 6 1 , establecerán los 
criterios para la clasificación y desclasificación de la información 
reservada. 
Excepcionalmente , los sujetos obl igados podrán sol icitar al 
Instituto o a la instancia establecida de conformidad con el Artículo 
6 1 , según corresponda ,  la ampliación del periodo de reserva , 
siempre y cuando justifiquen que subsisten las causas que dieron 
origen a su clasificación. 

e) Vida privada y datos personales 

El derecho a la vida privada o a la intimidad personal es, en principio, 
uno de los l ímites clásicos del derecho de acceso a la información 
pública, salvo que existan intereses preponderantes de orden 
colectivo que justifiquen de manera legítima una intrusión en este 
derecho persona l ísimo. El derecho a la vida privada consiste en 
la prerrogativa que tienen los individuos para no ser i nterferidos o 
molestados, por persona o entidad alguna , en el núcleo esencial 
de las actividades que leg ítimamente deciden mantener fuera del 
conocimiento públ ico . El bien juríd icamente protegido de este 
derecho está constituido por la  necesidad social de asegurar la 
tranqu il idad y la d ignidad necesarias para e l  l ibre desarrol lo de la 
personal idad humana, con miras a que cada uno pueda l levar a 
cabo su proyecto vita l .  

La Ley Federal de Transparencia y Acceso a la I nformación Públ ica 
Gubernamental d ispone como l ímite al derecho de acceso a la 
información pública el derecho a la vida privada el cual está protegido 
en el rubro de información confidencia l ,  la cual está regulada de 
la manera siguiente: 
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Artículo 1 8. Como información confidencial se considerará : 
l .  La entregada con tal carácter por los particulares a los sujetos 
obl igados, de conformidad con lo establecido en el Artículo 1 9; y, 
1 1 .  Los datos personales que requieran el consentimiento de los 
ind ividuos para su d ifusión, d istribución o comercial ización en los 
términos de esta Ley. 

No se considerará confidencial la información que se hal le en los 
registros públ icos o en fuentes de acceso público. 

Artículo 1 9. Cuando los particu lares entreguen a los sujetos 
obligados la información a que se refiere la fracción 1 del artículo 
anterior, deberán señalar los docu mentos que contengan 
información confidencia l ,  reservada o comercial  reservada,  
siempre que tengan el derecho de reservarse la información , de 
conformidad con las d isposiciones apl icables. En el caso de que 
exista una solicitud de acceso que incluya información confidencial ,  
los sujetos obligados la comunicarán siempre y cuando medie el 
consentimiento expreso del particular titu lar de la información 
confidencial . 

Otra información reservada 

El derecho de acceso a la información públ ica admite otros tipos de 
información reservada para proteger bienes juríd icos leg ítimos de 
personas, grupos, empresas o de la colectividad en general . Para evitar 
que el principio de apertura pudiera verse afectado,  es importante 
considerar los siguientes l ineamientos que se observan en las mejores 
prácticas del derecho comparado: 

a)  Una buena Ley de acceso a la información pública debe 
establecer de manera taxativa qué tipo de información debe 
protegerse, enumerándola de la manera más detal lada posible. 

b) Deben introducirse en el apartado de artícu los transitorios todas 
las reformas que se consideren necesarias para hacer 
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compatible el principio de apertura con el régimen jurídico vigente, 
de suerte que se evite incu rrir posteriormente en confl ictos de 
leyes dejando a l  órgano jurisd iccional resolver problemas que 
podrían haberse evitado con una buena técnica legislativa y un 
estud io de impacto regu latorio. 

El  derecho de acceso a la información pública ejerce un  importante 
impacto en el más amplio derecho a saber de las personas o derecho 
a la información en su vertiente de derecho a recibir información.  S i  
bien es verdad que no existe ninguna relación jurídica entre e l  derecho 
de acceso y el ejercicio period ístico en la medida en que este derecho 
es prerrogativa de todas las personas, sean o no periodistas, también 
lo es que social y culturalmente se registran cam bios posibles entre 
el q uehacer  informativo y sus fuentes de información públicas. 

En efecto, la apertura de las fuentes de información pública tiene como 
efecto reflejo un cambio en las formas y modos de ejercer el periodismo 
en beneficio del público. Se in icia así el tránsito de u n  ejercicio 
period ístico fundado en el quién a un periodismo basado en el qué. 
Se trata nada más y nada menos que de una revolución cultu ra l  que 
afrontarían medios y periodistas, quienes, en gran medida , tienen 
como punto referencial para elaborar noticias las declaraciones. Si 
alguien se toma la molestia de revisar la prensa mexicana podrá 
observar que hoy en d ía buena parte de la factura informativa se nutre 
de la declaración y poco, muy poco, de lo que se denomina periodismo 
de investigación ,  q ue no está , por lo demás, exento de las 
declaraciones, pero desde una perspectiva contextua! muy d istinta 
al trabajo del d ía a d ía .  En este caso el derecho de acceso a la 
información pública se convierte en un incentivo para que las 
redacciones adopten las medidas necesarias para actua lizar 
profesionalmente a qu ienes ejercen el period ismo para no ser 
rebasados por las oportun idades que ofrece un sistema de acceso 
a la información pública .  

De igual forma ,  se  reduce la  influencia e impacto de los columnistas 
tradicionales, cuya presencia se explicaba en el viejo régimen por contar 
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con información privi legiada que no era posible obtener en ningún otro 
lado. En algunos casos se habían convertido en verdaderos oasis 
informativos en el desierto seco de la información públ ica que ha sido 
todo menos precisamente públ ica en México y en casi todos los pa íses 
de América Latina. En su lugar, la presencia de columnistas de análisis 
de datos y registros duros tendría mayor cabida en el modelo 
informativo en desarrol lo que se vive en el pa ís ,  como resultado del 
proceso de reforma democrática. 

Si antes bastaba el contacto personal ,  un poco de nociones de 
redacción (y en algunos casos formar parte de la red de complicidades 
que dio vida el régimen pol ítico mexicano), cada vez más sería 
necesario contar con formación para interpretar los datos i nformativos 
y el entorno circundante en las más distintas actividades de la discusión 
públ ica .  Y, finalmente, se permite acotar los márgenes para el rumor, 
los trascend idos y las noticias no confi rmadas que son ,  en verdad, 
efectos secundarios de la ausencia de información pública ,  y cuya 
existencia responde a las necesidades informativas que no pueden 
ser satisfechas por los canales tradicionales de la búsqueda de 
información,  particu larmente en aquellos casos noticiosamente 
val iosos. 

Sanciones por publicación de informaciones reservadas 

Se ha d icho en el apartado correspondiente que el derecho de acceso 
a la i nformación pública establece sanciones para los sujetos derecho 
que real izan la conducta contraria a la establecida como debida por 
la norma jur íd ica . El  sujeto de derecho, en este caso, es el servidor 
públ ico o la persona privada que tiene primariamente un deber de 
informar o de retener la información legal y legítimamente considerada 
como reservada.  La ley sanciona en todo caso a la persona que 
proporciona información reservada , no a qu ien publ ica información 
reservada.  

En e l  momento en que la  información sale de la  esfera de control interno 
de la entidad y de los servidores públ icos o personas encargadas de 
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su debida custod ia se convierte en información públ ica si existe un 
interés públ ico que justifique su d ifusión . En n inguna legislación 
democrática de derecho de acceso a la información públ ica existen 
previsiones para sancionar a la persona que publ ica información 
reservada, en virtud de que carece de la obligación de preservarla o 
custod iarla.  Hay, por el contrario, protecciones incluso para los 
servidores públ icos que conocen de hechos previsiblemente i l ícitos 
o del ictivos que tienen derecho a hacer públ ico esta circunstancia . 

La protección al period ista debe darse en dos sentidos: 

a)  Reconociendo el derecho al secreto profesional del period ista , 
de suerte que se mantenga la confidencia sobre las fuentes 
informativas,  circunstancia que permite maximizar el derecho 
de la sociedad a saber; y, 

b) El iminando toda norma legal que, de una u otra manera ,  pudiera 
sancionar o inh ib i r  el trabajo period ístico con aquel las 
informaciones reservadas legalmente, pero sin una base legítima 
y, por ende, son de interés públ ico .  

Sobre ambos casos, tratándose incluso de temas sobre información 
de seguridad naciona l ,  e l  documento de los Princ ip ios de 
Johannesburgo -que recogen por lo demás las mejores prácticas en 
el derecho comparado- señala que:  

Principio 15: Regla General sobre la Divulgación de I nformación 
Secreta 
Nadie podrá ser castigado por divulgar información , invocando 
razones de seguridad nacional si (1 ) la revelación no causa un daño 
perceptible y no es posible de perjud icar un interés leg ítimo de 
seguridad nacional o (2) El interés públ ico de tomar conocimiento 
sobre esa información se sobrepone al perju icio de la revelación. 

Principio 16: I nformación Obtenida a Través de Servicio Públ ico 
Nadie podrá ser sujeto a cualquier trastorno o daño, invocando 
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razones de seguridad nacional por revelar información que tenga 
conocimiento por el servicio de gobierno si el interés públ ico de 
conocer esa información se sobrepone al perju icio de su 
revelación. 

Principio 1 7: I nformación de Dominio Públ ico 
Una vez que la información se encuentra a d isposición del públ ico 
en genera l ,  por cua lqu ier med io, legal  o i legal , cua lqu ier 
justificación para impedir su más amplia d ifusión será rebasada 
por el derecho de la sociedad a saber. 

Principio 18: Protección de las Fuentes de los Periodistas 
La protección de la seguridad nacional no puede ser uti l izada como 
razón para obligar a un periodista a revelar una fuente confidencial .  

Pagar para saber cómo cumpl ir la Ley 

A pesar de los principios anteriormente expuestos, persiste en México 
la vieja costumbre que ha adquirido carta de naturalización y es aquella 
que ve con toda natural idad que la persona deba pagar para cumpl ir 
con la ley. En efecto, a pocos l lama la atención que el conocimiento 
de lo que contiene el Diario Oficial de la Federación (DOF) y las Gacetas 
de los Estados se haya convertido en mercancía y, por tal razón ,  su 
adquisición supone un desembolso por parte del interesado que, en 
estricto sentido , sería todo gobernado. 

Y el asunto no es para menos . En el DOF deben publ icarse como 
requisito para su entrada en vigor; es decir para que la norma juríd ica 
sea exigible y "exista" ,  las leyes federales ,  los tratados , los 
reglamentos , los decretos , los acuerdos , las declaratorias, las 
autorizaciones, las normas oficiales y técnicas, los estatutos , las 
autorizaciones, los programas, las resoluciones, los permisos , las 
ci rculares y l icitaciones, entre muchas otras disposiciones que, en 
mayor o menor, medida afectan a las personas . 
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Hoy en México por mandato constitucional (artículo 6) y por la resolución 
de la Corte lnteramericana de Derechos H umanos en el caso Chi le 
vs Claude Reyes el derecho de acceso a la información es lo que 
se denomina un derecho humano fundamental .  Si lo anterior es así, 
cabe hacer la primera pregunta : ¿ No debe ser el  primer derecho de 
la persona saber aquel las normas que le imponen obl igaciones y le 
generan derechos como parte integrante de la sociedad? La pol ítica 
pública en la Federación y los Estados ha adoptado , por el contrario, 
una lógica perversa. Veamos. 

Primero. Si bien es verdad que el artículo 21 del Código Civil Federal 
d ispone que la ignorancia de las leyes no excusa su incumpl imiento, 
también lo es que nadie está obl igado a lo imposible. En la página 
web del DOF, que depende de la Secretaría de Gobernación,  se 
establece que "la versión electrónica del D iario Oficial de la 
Federación no tiene costo, ya que se considera un complemento de 
la suscripción en su versión impresa ." Pero las cosas no se quedan 
ahí. El precio del ejemplar escrito del DOF depende del número de 
páginas que conste. El número de páginas está supeditado, en buena 
medida, a la i nserción de contenidos enviados por particulares que 
la ley les obliga para continuar a lgún trámite a quienes también , por 
supuesto, se les cobra, según la extensión del escrito. De esta suerte, 
el DOF tiene una doble vía de ingresos: a) Los generados con la venta 
de suscripciones y ejemplares en papel y b) Los recibidos de los 
particulares que envían inserciones con contenidos requeridos por la 
ley para distintos trámites. 

Segundo. Es de señalarse que si bien es cierto que el DOF pone a 
disposición del público la versión electrónica del DOF de cada d ía y 
de  algunos d ías anteriores,  también lo es que much ísimas 
disposiciones publicadas en ese órgano de difusión en 1 975 o en 1 990, 
por poner algunos ejemplos, siguen siendo obligatorias porque no han 
sido abrogadas o derogadas; es decir, expresamente dejadas sin efecto 
legal por la autoridad competente para ello. No se trata de afi rmar 
que es necesario publ icar un ejemplar de papel para cada persona, 
lo que evidentemente sería costosísimo, pero sí es posible aprovechar 
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las nuevas tecnolog ías de la información para que con la capacidad 
instalada del DOF la suscripción que hoy le cuesta al contribuyente 
se convierta en acceso gratuito,  incluyendo además un motor de 
búsqueda amigable. 

Debe ser gratuito el acceso : 

a) Porque un  derecho humano fundamental que se cobra es un 
despropósito que d iscrimina por ingresos y hace que todos 
seamos iguales aunque algunos más iguales que otros; 

b) Porque el DOF es por mandato de ley un órgano de d ifusión 
de "interés públ ico" para que las normas sean "observadas y 
cumplidas debidamente" ; y, 

e) Porque el contribuyente paga percepciones, bonos , seguro 
de gastos médicos del personal e instalaciones, así como 
todo aquello que sea necesario para que exista el DOF. 

Tercero. U n  eje mplo de cómo es posible transitar hacia e l  
aprovechamiento de las  nuevas tecnolog ías de la información en  
beneficio de la  sociedad es  e l  caso de la Suprema Corte de  Justicia 
que pasó de editar l ujosas ediciones de ju risprudencia (de 
interpretación de la ley) en el pasado a tenerlas a disposición de todos 
en su página de Internet con motor de búsqueda incluido. Lo lógico 
sería que el puede lo más, puede lo menos. Hoy, por el contrario , se 
puede conocer cómo la Corte interpreta la ley y sus resoluciones, pero 
no es posible, sin pago de por medio, conocer las normas jurídicas 
que la Corte interpreta . El  mundo al revés. 

Cuarto. Pero si en el ámbito federa l  sucede lo que sucede con el DOF, 
en el caso de las gacetas de los Estados donde se publ ican las leyes 
locales, reglamentos , acuerdos y otras disposiciones estatales, el vía 
crucis es mucho mayor. Lo m ismo sucede con las gacetas 
municipales. En a mbos casos su local ización en Internet es 
inexistente o hay que hacer un largo recorrido por la red para encontrar 
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de manera s imbólica la i nformación . En suma, la ausencia de acceso 
de los gobernados al DOF y las gacetas violenta el derecho humano 
fundamental a saber, propicia por acción u omisión una acotada cultura 
jurídica que impacta en un Estado de derecho mínimo y es una ventana 
para la comisión de actos de una frági l  legalidad , habida cuenta que 
en la opacidad florece la corrupción . 

Derecho de acceso a la información judicial  

En la Ley Federa l  de Transparencia y Acceso a la  Información Públ ica 
Gubernamental no hay una garantía juríd ica de un acceso simi lar de 
todos los sujetos obligados a informar, habida cuenta que la Ley regu la 
con minuciosidad lo que concierne a la Administración Pública Federal ,  
pero deja un  ámbito importante de l ibertad y de discrecional idad a 
los órganos constitucionales autónomos y a los Poderes Legislativo 
y Jud icial .  

Ciertamente, e l  artículo 61  de  l a  propia Ley dispone que en  estos casos 
se deben observar principios comunes de apertura informativa, pero 
deja el cómo a las propias instituciones que deben informar  en la 
medida en que se les otorga atribuciones para crear su órgano 
administrativo de resolución de controversias y el d iseño institucional 
para cumplir el espíritu de la ley. Esa circunstancia hace que el derecho 
de acceso a la información pública pueda tener un desarrol lo desigual 
según las propias consideraciones personales y motivacionales de 
cada uno de los sujetos distintos a la Administración Públ ica Federal .  
Lo que sucede en el ámbito federal se ha reproducido, en mayor o 
menor medida, en las leyes estatales de acceso a la información 
públ ica . 

De ahí ,  por tanto ,  la pertinencia de formular algunas breves 
reflexiones sobre el caso del derecho de acceso a la información pública 
en el Poder Judicial en México desde una perspectiva comparativa 
regional , toda vez que existen múltiples ángulos de interés por saber 
el funcionamiento de la administración de justicia que no se han 
explorado como regla genera l .  
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En América Latina , u no de los puntos de la agenda de los poderes 
judiciales reside en la autonomía respecto del Ejecutivo y, en menor 
medida, del Legislativo, como un  requ isito sine que non para que la 
idea de administración de justicia se traduzca en algo verificable por 
la comunidad. No se trata de una tarea sencil la; antes bien,  se advierte 
sinuosa y compl icada , pero donde, a pesar de todo, se han registrado 
avances paulatinos, que varían de un país a otro, en varios aspectos, 
de los que conviene identificar los sigu ientes: 

a) participación de al menos dos poderes constitucionales en el 
proceso de nominación de magistrados y ministros de las Cortes 
Supremas de Justicia ; 

b) Seguridad Laboral para los juzgadores en sus distintos n iveles; 

e) Sueldos razonables de acuerdo a la responsabi l idad de 
administrar justicia . 133 

México no ha sido la excepción a la regla y el proceso de 
autonomización e independencia del Poder Judicial sigue su marcha ,  
s i  bien no  ha  sido posible todavía que cuente con una  autonomía 
presupuesta! , como ha sido un empeño reiterado por los miembros 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en los últimos. Pero a l  
mismo tiempo que el proceso de autonomía avanza en México, no 
se puede afi rmar lo m ismo por lo que sostiene al derecho de acceso 
a la información públ ica ,  la rendición de cuentas y la transparencia 
en el Poder Judicial . 

Por el contrario, puede afirmarse que el Poder Judicial es uno de los 
Poderes del Estado con mayores índices de opacidad en México y, 
por consecuencia,  donde menos ha permeado el sentido de por qué 
debe haber transparencia y para qué. 134 Como sostiene M iguel 
Carbonell 135 "La cultura judicial, como no podía ser de otra forma luego 

1 33 Popkin , Margaret, Iniciativas para mejorar la independencia judicial en América Latina: una 
perspectiva comparada, Washington, Fundación para el debido proceso legal ,  2002, pp. 
6 y SS. 
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de vivir más de 70 en un régimen autoritario, no parece muy concernida 
del proceso de apertura democrática, y mantiene viejos rituales de 
cerrazón, secretismo y sigilo que no tienen demasiada justificación 
en la actualidad. " 

Efectivamente , la cultura del secreto sigue siendo en buena medida 
parte de la vida de los juzgadores mexicanos. De ahí, por tanto, que 
la celebración de seminarios internacionales y estud ios de derecho 
comparado sean parámetros de referencia que permitan cotejar lo que 
se hace en México y la ruta que en esta ruta de la  transparencia y 
la apertura i nformativa se ha seguido en países de la región 
considerados con un desarrol lo democrático atendible. 

En e l  mundo j urídico mexicano todavía existen qu ienes afirman que 
el juez solo debe hablar a través de su sentencia .  O hay quienes 
piensan que e l  acceso a la i nformación y la transparencia es propio 
de una cultura que pertenece a los sistemas jurídicos que abrevan 
de las fuentes legales del common law o derecho anglosajón , 136 pero 
que no es compatible con nuestro sistema legal . 

Se trata, por supuesto, de un  error amparado en la necesidad de 
encontrar argumentos (aunque sean de naturaleza sofista) para evitar 
la apertura y la transparencia. 1 37 

No todo, sin embargo, es resistencia en el tema. La Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, por su lado, ha empezado a discutir el asunto, 

134 Una muestra que sustenta este aserto es el hecho de que el Poder Judicial de la Federación 
ha retrasado la aprobación del acuerdo que le ordena el artículo 63 de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, de suerte que la persona 
puede ejercer el derecho de acceso a la información pública en ese poder constitucional .  

1 35 Carbonell ,  Miguel ,  "El nuevo papel del poder judicial y la transición a la democracia en 
México", Jueces para la Democracia, Madrid, número 46, Marzo/2003, p.95. 

1 36 Es importante tomar en cuenta que el origen del derecho de acceso a la información pública 
se remonta a la Constitución de Suecia de 1 776, que incluye todo un capítulo relativo al 
tema. 

1 37 Los estudios que forman parte de este número monográfico dan cuenta de cómo pueden 
coexistir el principio de la transparencia y la apertura informativa con el de protección de 
datos personales. 
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si bien es cierto que falta un largo trecho por recorrer. No obstante , 
hoy es posible encontrar obras que contienen no solo los resúmenes 
de los considerandos de las sentencias, sino el cuerpo mismo de 
sentencias históricas o resoluciones de alto valor de interés público. 1 38 

Por otro lado, en los estados de la Repúbl ica el interés de los poderes 
judiciales locales ha sido desigual ,  pero se observa como tendencia 
una receptividad creciente a introducir en su vida institucional los valores 
que encarna el derecho de acceso a la información pública, bien como 
mandato de leyes locales en materia de acceso o bien por 
convicción propia para reformar sus ordenamientos internos. En el 
ámbito federal ,  a partir del 1 2  de junio del 2003 val iosa información 
administrativa y sentencias que hayan causado estado podrán 
conocerse al  entrar en vigor la modal idad del ejercicio del derecho 
de acceso a la información pública de la Ley Federal de Transparencia 
y Acceso a la I nformación Pública Gubernamental .  Lo mismo habrá 
de ocurri r en d iferentes fechas en los respectivos tribunales 
superiores de Justicia de los estados que cuentan con leyes de acceso 
a la información pública .  Este hecho es en sí mismo un excelente punto 
de partida.  

En efecto, la publicidad de las sentencias podrá abonar en beneficio 
del principio de igualdad ante la ley. Y es que si, además, esas 
sentencias son procesadas en formatos electrónicos con motores de 
búsqueda amigable, se podrá saber con cierta precisión que ante casos 
similares debe haber resoluciones similares, sobre todo cuando hay 
montos económicos en juego. En cambio, en la opacidad , dos casos 
prácticamente idénticos pueden ser resueltos de manera radicalmente 
distinta, circunstancia que puede hacer de la justicia fonnal una injusticia 
material por ignorancia , colusión o desinterés de los administradores 
de justicia que reciben un sueldo con cargo al erario. Servirá también 
para crear una red informal de retroalimentación entre los propios 

1 38 Véase, por ejemplo, la obra: Cossío, José Ramón et al. , El Poder Judicial de la Federación 
y los medios de comunicación a través de sus sentencias, México, Editorial Porrúa Hermanos, 
2002. 
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juzgadores, lo que permitirá reducir de manera gradual que casos 
prácticamente idénticos sean objeto de resoluciones sustancialmente 
distintas. 

Así, pues, lo que se ha logrado con nuestra ley federal y las respectivas 

de los estados, al menos desde la perspectiva formal , es construi r  

u na herramienta que  permitirá ejercer un mayor escrutinio de  la 

comunidad sobre el trabajo de los juzgadores y de igual manera podría 

abonar a forta lecer los tejidos de credibi l idad y reconocimiento social 

en la admin istración de justicia como camino legal y legítimamente 

adecuado para resolver controversias. Es verdad que aun con la Ley 

Federal de Transparencia y Acceso a la I nformación Pública 
Gubernamental existe información en los poderes jud iciales, federal 

y estatales, considerada pública en la experiencia comparada, y que 

en México permanece como reservada o confidencial .  

E s  importante tomar nota d e  cómo s e  ha ido transformando esta 
percepción en América Latina y, en consecuencia ,  se ha modificado 
el marco legal en aras de ed ificar u n  sistema efectivo de escrutin io 
ciudadano sobre la actuación del  Poder Judicial ,  el cual será , s in duda, 
tarea de mediano y largo plazo en el pa ís. De ah í, por tanto, la 
importancia de prosegu i r  con este método de aproximaciones 
sucesivas, de modo que se acorte la d istancia entre la información 
actualmente disponible y la que eventualmente podría ser del 
conocimiento público. Véanse algunos datos con información pública 
en países del entorno cercano: 

1. El  acceso público a las actas de las sesiones de los tribuna les y 
de los distintos órganos del Poder Judicial cuando éstas no impliquen 
un debate para l legar a la resolución de una controversia jud icia l .  
Se trata de que los magistrados no discutan en la  secrecía , sino 
de cara a la sociedad, circunstancia que permite acotar los márgenes 
de d iscrecionalidad , inhibi r  los eventuales procesos de casos de 
corrupción y, por el contrario, ampliar la legitimidad de las instituciones 
del Poder Jud icial de cara a la opinión públ ica .  

1 58 



Derecho de la Información 

2.  El derecho a saber sobre la existencia de un proceso judicia l ,  el 
delito por el cual se investiga ,  así como toda la i nformación relativa 
al caso concreto, con excepción de los datos personales cuando 
no haya anuencia expresa del titu lar de la información personal . 
Este uno de los puntos medulares para saber qué se juzga y cómo 
se juzga en un s istema que apela a la transparencia como modelo 
de desempeño profesional . 

3. El derecho de conocer toda la h istoria profesional de jueces y 
magistrados: cuándo fue nombrado , bajo qué criterios, qué 
concursos de oposición aprobó, cuáles han sido los resu ltados de 
sus evaluaciones periódicas de las cuales se derive que los recursos 
de los contribuyentes están bien invertidos en j uzgadores probos 
y capaces. En Colombia, por ejemplo, si de la evaluación que va 
del uno al 1 00 no se obtiene al menos 60 puntos, el j uzgador es 
retirado del cargo. Esto garantiza cal idad en la impartición de justicia 
y confianza ciudadana en acudir a las instancias j urisdiccionales 
como espacios para resolver controversias. 

4 .  El  derecho a conocer los expedientes judiciales en proceso al menos, 
como sucede en Costa Rica , para los estudiantes de derecho y 
abogados que no tienen ninguna vinculación con las partes en los 
confl ictos judiciales. De esta manera se incentiva elevar la cal idad 
doctrinal de las sentencias y se permite que los estudiantes de 
derecho no tengan que desarrol lar pasantías en despachos para 
conocer el proceso de la administración de justicia.  De igual forma ,  
e l  acceso a esta información permitiría hacer u n  escrutinio sobre 
el desempeño de los abogados que ahora en México es d ifíci l  
desarrol larlo. Así ,  la teoría y la práctica juríd ica podrían transitar 
por un m ismo sendero. 

5. El derecho de acceso a las sentencias que causen estado 
acompañadas de las jurisprudencias pertinentes, los dictámenes 
administrativos de la fiscal ía y las normas jurídicas vigentes y 
derogadas sobre las que se fundamenta la resolución . (Cabe decir 
aqu í  que en México no existe ningún sistema de consulta informática 
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que contenga todas y cada una de las normas jurídicas vigentes 
en el país: leyes, reglamentos, acuerdos y decretos, lo que da cuenta 
de nuestro atraso) Con esta medida ,  se promueve también el 
i ncremento de la cal idad de la administración de justicia.  

6. El derecho a conocer cuántos ju icios l leva cada juzgado, cuál es 
el tiempo promedio que tarda en resolver los casos, cuántas órdenes 
de aprehensión han sido cumplidas, cuántas consignaciones se han 
hecho y cuántas no han sido procedentes y por qué, qué porcentajes 
de las sentencias son condenatorias. Es decir, con esta información 
podría evaluarse a los jueces y magistrados desde dos perspectivas: 
su n ivel de productividad y detectar probables casos de corrupción. 

Pero el proceso de la transparencia y apertura en el Poder Judicial 
no puede ser absoluto. Hay ciertas i nformaciones que deben 
permanecer bajo sigi lo. En la experiencia comparada lo que se hace 
públ ico es el cuerpo del expediente y de la  sentencia, en su caso, 
pero sin los nombres de las personas que intervienen en el las, 
particularmente si se trata de casos de derecho fami l iar, penal y en 
algunos casos de violencia doméstica y donde intervienen menores. 
Debe haber un equi l ibrio entre el principio de la máxima apertura con 
la  protección del derecho a la vida privada y a la autodeterminación 
i nformativa . 

El doctor Carlos Gregorio139, investigador del I nstituto de I nvestigación 
para la Justicia, ha puesto un caso extremo de afectación del derecho 
a la vida privada citando el caso de Venezuela, cuyo Poder Jud icial 
tiene en l ínea los nombres y números de documentos de identidad 
de todas las personas que tienen sida y que han sol icitado, mediante 
un recurso judicial , la obtención de retrovirales a costos muy bajos 
para seguir  con vida. 

1 39 Intervención expuesta durante e l  seminario internacional "E l  acceso a la información en 
el Poder Judicial :  experiencias comparadas" celebrado el 6 de diciembre del  2002 en el 
Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM, organizado por el propio I nstituto, la 
Fundación para el Debido Proceso Legal de Estados Unidos y la Universidad 
Iberoamericana. 
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Es evidente que esas personas d ifíci lmente obtendrán trabajo y se 
les expone, por lo demás, al escarnio públ ico a cambio de medicinas 
vitales, en una explosiva combinación donde el derecho a la vida se 
determina por renunciar al  derecho fundamental a la vida privada . 

Este proceso de apertura informativa debe tener también un impacto 
en los medios de comun icación para reducir la existencia de los 
denominados "juicios paralelos", que florecen en los procesos judiciales 
de interés públ ico. Por supuesto, que hay defensores y detractores 
del papel de los "juicios paralelos". 

Para los defensores de los "juicios paralelos", la ausencia de 
información de los poderes judiciales, su cercanía con el poder Ejecutivo 
y la percepción de falta de independencia e imparcialidad de los 
procesos a través de los cuales se administra justicia constituyen 
incentivos para desarrol lar tareas de escrutinio sobre el quehacer 
judicial en aras de proponer reformas en el d iseño institucional de los 
poderes judicialeS. 140 

Por el contrario, qu ienes sostienen la inconveniencia de los "ju icios 
paralelos" arguyen que se han convertido en un mecanismo de presión 
para el juzgador, qu ien en ocasiones debe hacer un complejo trabajo 
para apl icar la norma juríd ica y satisfacer al mismo tiempo las 
expectativas formadas por los medios de comun icación. Los "juicios 
paralelos" se han expl icado por la ausencia de información sobre el 
desarrollo de un proceso judicial y, en ocasiones, suelen ser los únicos 
instrumentos con los que cuenta la sociedad para informarse cuando 
se trata de casos de alto valor noticioso. 

El "ju icio paralelo" l lena el vacío informativo que deja el juzgador con 
consecuencias que pueden ser graves para la administración de justicia. 

140 Cfr. Rodríguez, Esteban, Justicia mediática. La administración de justicia en los medios 
masivos de comunicación, Buenos Aires, Ad-Hoc. 2000, pp. 384 y ss. También revisar la 
ponencia presentada por Luis Pasara en el foro sobre Libertad de expresión convocado 
por lnteramerican Dialogue en diciembre del 2001 , en la ciudad de Washington, D.C., intitulada 
"Acerca de las relaciones entre medios de comunicación y justicia". 
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Y es que el problema en general es que los "ju icios paralelos" creados 
por los medios de comunicación están al imentados de elementos 
distintos a los previstos en el marco legal y que atienden lo pol íticamente 
correcto y lo que genera un impacto efectista en el ánimo de la opinión 
públ ica.  Además, por supuesto, de no observar ni dar segu imiento a 
todas y cada una de las fases de un proceso. Peor aún,  en otras 
ocasiones, los "juicios para lelos" pueden ser promovidos o alentados 
por intereses ajenos a la administración imparcial de la justicia para 
influir sobre el juzgador. 141 

Otro aspecto de importancia capital es la vinculación entre la ciudadanía 
y las labores que desarrol la el Poder Judicial .  No es posible articular 
un sistema básico de rendición de cuentas o de escrutinio social sobre 
el trabajo de los administradores de justicia si se desconoce que deben 
hacer, qué esperar que los jueces hagan y cómo lo hagan.  

En d iversos países se han desarrollado con éxito programas que 
vinculan al ciudadano con el funcionamiento de Jos tribunales. En 
Estados Un idos, por ejemplo, existen d iversas organizaciones no 
gubernamentales que se encargan de esta tarea con un impacto 
considerable. Uno de los programas del Council for Court Excellence 
reside en la formación de equ ipos para mejorar la cal idad en la 
administración de justicia como la integración del gran jurado , los 
mecanismos para ag i l izar los procesos de n iños abandonados o 
maltratados , entre otros más. 

En algunas Cortes americanas se ha puesto en marcha Jo que l laman 
Open House, que consiste en invitar a la comunidad a las Cortes a 
seminarios sobre temas de interés general como violencia doméstica , 
casos de menores infractores,  infracciones de tránsito ,  ju icios 
testamentarios, asuntos de arrendamiento, entre otros aspectos para 
introducirlos con casos de la vida diaria y expl icarles cuáles son Jos 
derechos, cuáles las obligaciones y los tiempos que debe observar 
generalmente un proceso. 142 

141 Cfr. De Vega Ruiz, José Augusto, Libertad de expresión, información veraz, juicios paralelos 
y medíos de comunicación, Madrid, Editorial Universitas S.A. , 1 998, pp. 59-90. 
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En Argentina, Poder Ciudadano, una organización no gubernamenta l ,  
ha hecho una labor de monitoreo y seguimiento de nombramiento de 
j ueces y magistrados y análisis de sus resultados con considerable 
éxito. Esta organización partía del hecho en 1 997 de que al Poder 
Jud icial de la Nación "se le percibía como una estructura alejada de 
la gente, con desmedida ingerencia del poder pol ítico en cuanto a la 
selección de magistrados, con muchos jueces manteniendo vínculos 
con funcionarios de los otros poderes republ icanos alejados de los 
canales institucionales, con un gran desconocimiento de la sociedad 
sobre los magistrados, un Poder sin intención de produci r  un proceso 
de democratización interno y de apertura social, con escasa capacidad 
de administrar justicia en tiempo y forma ,  con una actitud corporativa 
de protección a magistrados duramente cuestionados que anulaba 
la  facu ltad de autodepu rarse, con poder a bsoluto sobre la 
administración de su presupuesto y sin la conducta institucional de 
rendir  cuentas públ icamente y facil itar el acceso a la  información 
relacionada con la apl icación de las partidas presupuestarias."143 

Cinco años después, con la participación de distintos jueces y 
magistrados del Poder Jud icial argentino la percepción públ ica ha 
mejorado sustantivamente. Se pueden citar varios países donde desde 
la sociedad civil se han venido organizando in iciativas -muchas de 
el las en concurso con el Poder J ud icial- para acercar a la gente a las 
labores sustantivas y adjetivas de los organismos jurisdiccionales .  En 
México, de manera muy reciente, la Coord inación General de 
Comunicación Social  de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
inició la tarea de realizar cursos con periodistas sobre periodismo judicial 
en diversas partes del país ,  g racias a un convenio, entre otros, con 
la Asociación Mexicana de Editores, y por otra parte,  se han publicado 
manuales sobre los conceptos básicos que entraña la labor 
jurisd iccional .  

1 42 Ruiz, Vanesa, "El papel d e  l a  sociedad e n  l a  transparencia judicial en  los Estados Unidos", 
Iniciativas de la sociedad civil para la transparencia en el sector judicial, Washington, D.C. ,  
Fundación para el Debido Proceso Legal ,  2002, pp 1 24-1 25 .  

143 Pérez Tort, María Jul ia, "Iniciativas de la sociedad civil para la  transparencia de l  Consejo 
de la Magistratura", Ibídem, p. 73. 

1 63 



Ernesto Villanueva 

Se han dado, pues, los primeros pasos, donde ciertamente falta un 
largo camino por recorrer para dar vida a una cultura ciudadana de 
la justicia en el pa ís. Queda pend iente todavía el trabajo de la 
información disponible en los sitios de Internet de los poderes judiciales 
a n ivel estatal y en el ámbito federal para enriquecer la interacción 
entre el trabajo del juzgador y los distintos sectores de la sociedad 
a través del vínculo de la información.  

Elementos de legislación extranjera 

Hoy en d ía,  el derecho a la información es parte de la estructura jurídica 
de los países que reivindican la democracia como sistema de gobierno. 
En la frontera norte, los Estados Unidos de América cuenta con una 
Ley de Libertad de Información , cuyo fundamento legal se local iza 
en la Primera Enmienda Constitucional que valora la existencia de 
electores informados. Esta ley establece las bases para que el públ ico 
tenga acceso a las fuentes de información de los órganos estatales, 
pues d ispone en el inciso 9 e) que "Esta sección no autoriza retener 
información o l imitar la d isponibi l idad de registros al públ ico, excepto 
cuando específicamente se siga eso en esta sección . "  

No obstante, los l ímites al derecho a la información están previstos, 
entre otros, cuando 

1 .  Sean secretos de fabricación o comerciales o información 
financiera obtenida de una persona, que sea privi leg iada o 
confidencia l .  

2 .  Sean memorándos o cartas interagencia o intragencias, que por 
ley no debe conocer nadie más que no sea una oficina que col itigue 
con la oficina . 

3. Sean archivos de personal y médicos y otros simi lares cuya 
revelación constituiría una invasión injustificada de la privada 
personal .  
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En la frontera sur, Guatemala también hizo positivo el derecho a la 
información en los artículos 30 y 3 1  de su Constitución pol ítica , que 
a la letra d icen :  

Artículo 30. Todos los actos de  l a  administración son públ icos. Los 
interesados tienen derecho a obtener, en cualquier tiempo, informes, 
copias, reproducciones y certificaciones que sol iciten y la 
exhibición de los expedientes que deseen consultar, salvo que se 
trate de asuntos mil itares o d iplomáticos de seguridad nacional ,  o 
de datos sumin istrados por particu lares bajo garantía de 
confidencia . 

Artículo 31 . Toda persona tiene el derecho de conocer lo que de 
ella conste en archivos, fichas o cualquier otra forma de registros 
estatales, y la finalidad a que se dedica esta información , así como 
a corrección ,  rectificación o actual ización . Quedan prohibidos los 
registros y arch ivos de fi l iación pol ítica , excepto los propios de las 
autoridades electorales y de los partidos pol íticos. 

Lo propio han hecho también Canadá, con una ley ordinaria de acceso 
a la información estatal ,  y diversos países de América Latina, que han 
optado por dar al derecho a la información la mayor jerarqu ía juríd ica 
posible al plasmarla en sus textos constitucionales. 144 

En Paraguay, su Constitución pol ítica d ispone en el artículo 28: "Se 
reconoce el derecho de las personas a recibir información veraz, 
responsable y ecuánime. Las fuentes públicas de información son libres 
para todos. La ley regulará las modalidades, plazos y sanciones 
correspondientes a las mismas, a fin de que este derecho sea efectivo." 

Puede advertirse que la prescripción constitucional paraguaya es 
bastante completa porque no solo enuncia de manera precisa el 

144 Entre otros países, el derecho a la información ha sido constitucionalizado en Colombia 
(Art. 74), Costa Rica (Art. 30), Nicaragua (Arts. 66 y 67), Paraguay (Art. 28) y República 
Dominicana (Art. 8,  frac. 1 0).  
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derecho de la sociedad a recibir información, sino que además prescribe 
que esta información debe ser "veraz, responsable y ecuánime", 
circunstancia que habla de un propósito expl ícito del legislador por 
garantizar a la sociedad civil i nformación útil y oportuna , que sirva de 
elemento de juicio vasto para una toma de decisiones racional . 

También Costa Rica tutela el derecho a la información,  según lo dispone 
el artículo 30 de su Constitución pol ítica que establece: "Se garantiza 
el l ibre acceso a los departamentos administrativos con propósito de 
información sobre asuntos de interés públ ico. Quedan a salvo los 
secretos de Estado ." 

En  este mismo sentido, Ecuador hizo lo propio, al tutelar el derecho 
de la comunicación en el artículo 81 de la Constitución Pol ítica : 

"El Estado garantizará el derecho a acceder a fuentes de 
información; a buscar, recib ir, conocer y d ifundir i nformación 
objetiva , veraz, plura l ,  oportuna y sin censura previa ,  de los 
acontecimientos de interés general , que preserve los valores de 
la comun idad,  especialmente por parte de period istas y 
comunicadores socia les . 

Asimismo, garantizará la cláusula de conciencia y el derecho a l  
secreto profesional de los periodistas y comunicadores sociales 
o de quienes emiten opiniones formales como colaboradores de 
los med ios de comunicación. 

"No existirá reserva respecto de informaciones que reposen en 
los arch ivos públ icos, excepto de los documentos para los que 
tal reserva sea exig ida por razones de defensa nacional y por 
otras causas expresamente establecidas en la ley. 

"Los medios de comunicación social deberán participar en los 
procesos educativos, de promoción cultural y preservación de 
valores éticos. La ley establecerá los alcances y l imitaciones de 
su participación. 
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"Se proh íbe la publ icidad q ue por cualquier medio o modo 
promueva la violencia,  e l  racismo, el sexismo, la intolerancia 
relig iosa o pol ítica y cuanto afecte a la dign idad del ser humano." 

Por su parte la Constitución Pol ítica del Perú señala en su artículo  
2 ,  numeral 4 :  

"A las l ibertades de información,  opinión, expresión y d ifusión del 
pensamiento med iante la palabra oral o escrita o la imagen, por 
cualquier medio de comunicación social ,  sin previa autorización n i  
censura ni impedimento algunos, bajo las  responsabi l idades de ley. 

"Los del itos cometidos por medio del l ibro, la prensa y demás med ios 
de comunicación social se tipifican en el Código Penal y se j uzgan 
en el fuero común.  

"Es delito toda acción q ue suspende o clausura a lgún órgano de 
expresión o le impide circular l ibremente .  Los derechos de informar  
y opinar comprenden los de fundar medios de comunicación. "  

Antece d e ntes d e l  d e re c h o  de a c ces o a l a  
i nformación públ ica e n  México 

Una de las bases sobre las que descansan los Estados de Derecho 
la constituye el principio de publicidad del Estado, como se ha señalado 
anteriormente. En este sentido, si bien es verdad que el derecho de 
acceso a la información tiene un crecimiento con la aprobación de la 
Ley Federal de Transparencia y Acceso a la I nformación Públ ica 
Gubernamental y las correspondientes a d iversos estados de la 
Federación , también lo que existen antecedentes sobre la materia en 
e l  derecho positivo mexicano. 

En efecto, la Ley Federal de Procedimiento Administrativo fue durante 
mucho tiempo el instrumento legal para acceder a la información, sujeta, 
empero, a las siguientes l imitaciones: 
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a) El acceso a la información públ ica solo era posible, en principio, 
en relación con actos, proced imientos y resoluciones de la 
adm inistración públ ica central izada;  es decir, oficina de la 
presidencia de la república y secretarías de despacho, pero deja 
fuera la administración pública descentral izada, que engloba 
d iversos organismos, como Petróleos Mexicanos , Comisión 
Federa l  de Electricidad, entre otros, cuya información sería de 
interés públ ico. 

b) El acceso a la información era improcedente cuando se tratara 
de materias de carácter fisca l ,  financiero, responsabi l idades de 
los servidores públ icos , electoral ,  justicia agraria y labora l ,  el 
Ministerio Público en ejercicio de sus funciones constitucionales, 
ni tampoco en relación con las materias de competencia 
económica y prácticas desleales de comercio i nternacional . 

e) Adicionalmente, tampoco era posible consultar información que, 
sin estar prevista en los supuestos de la fracción anterior, 
contuviera datos relacionados con información sobre la defensa 
y seguridad nacional , relativos a materias protegidas por el 
secreto comercial o industria l ,  si el interesado no es titu lar, o 
en asuntos que la ley proh íba. 

d)  Si bien es cierto que los artículos 33 y 34 de la Ley Federal de 
Proced imiento Administrativo establecen el derecho de los 
ciudadanos a acceder a documentos no clas ificados o 
reservados y a obtener copia pagada de los archivos q ue sean 
de interés ciudadano, también lo es que no existen plazos 
previstos para el ejercicio de ese derecho ni tampoco sanciones 
para los servidores públ icos que entorpezcan o hagan nugatorio 
el derecho de referencia , circunstancia que dificulta en gran 
medida el aprovechamiento del mandato de los artículos referidos 
para satisfacer el derecho del público a la información . 

e) La Ley Federal de Proced imiento Administrativo no define el 
contenido de las excepciones al acceso a la i nformación (como 
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defensa y seguridad nacional ), ni la autoridad competente 
encargada de defin i r  e identificar cuándo y por qué se trata de 
casos de seguridad nacional , sólo por citar un ejemplo. 

f) Con todo ,  la  i nformación que formalmente pod ía obtenerse a 
través de esta ley qu izá hubiera contribu ido h ipotéticamente a 

evaluar mejor el funcionamiento de la administración públ ica 

central izada. En efecto, entre otros, con base a esa Ley podía 

obtenerse información sobre concursos y subastas públicas, 

sueldos de funcionarios, número de auxi liares y asesores de 

altos funcionarios, detal les de las actividades específicas que 

desarrollan áreas, unidades u oficinas. 

g) Finalmente, cabe señalar que con frecuencia se requería agotar 

el tiempo razonable (tres meses) para i nterponer un recurso de 

amparo a fin de hacer efectivo este derecho,  adicionando a la 

demanda de sol icitud informativa la referencia de los artículos 

8 y 6 (ú lt imo párrafo) de la Constitución, relativos al derecho 

de petición y al derecho a la información . 

De la misma forma, el derecho de acceso a la i nformación públ ica 
ambiental registra antecedentes previos a la aprobación de la Ley 
Federal de Transparencia y Acceso a la I nformación Pública 
Gubernamenta l .  E l  derecho a la información ambiental es una de las 

garantías fundamentales de la tercera generación de derechos 

humanos, resu ltado del desarrol lo científico y tecnológico y su 

importancia en la calidad de vida . 

La interacción entre sociedad y natura leza a través de productos 

industria l izados requ iere información oportuna y suficiente tanto para 

saber con precisión cómo la sociedad puede contribu ir  a mantener 

el desarrollo ecológico sostenible, así como para conocer zonas de 

riesgo, tendencias y estudios que, de una u otra forma, pueden afectar 

la salud de todo ser viviente . 
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El derecho a la información ambiental ha adquirido una relevancia 
universal creciente. Quizá el precedente internacional más importante 
es la Declaración de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre 
Med io Ambiente y Desarrollo, efectuada en Río de Janeiro el 5 de 
junio de 1 992 , que en el principio 1 O dice textualmente :  

"El mejor modo de tratar las cuestiones ambientales es con la 
participación de todos los ciudadanos interesados, en e l  nivel que 
corresponda .  En el plano naciona l ,  toda persona deberá tener 
acceso adecuado a la información sobre el medio ambiente de 
q ue d ispongan las autoridades públicas, incluida la información 
sobre los materiales y las actividades que ofrecen pel igro en sus 
comunidades, as í como la oportunidad de participar en los 
procesos de adopción de decisiones. Los Estados deberán facilitar 
y fomentar la sensibil ización y la participación del público poniendo 
la información a d isposición de todos ( . . .  ) . "  

Cuatro años después de esta conferencia internaciona l ,  en diciembre 
de 1 996, se reformó la Ley General de Protección y Equil ibrio Ecológico, 
con la i ntroducción de un capítulo titulado "Derecho a la información 
ambiental" ,  que va del artículo 1 59 bis al 1 59 bis 6. A diferencia de 
lo que sucede con el acceso a la información prevista en la Ley Federal 
de Proced imiento Administrativo, en esta ley se adhirió en su momento 
un mayor grado de precisión y mejor técnica legislativa para tutelar 
el derecho a la información , en el lóg ico entendido de que es un 
antecedente. 

El derecho a la información ambiental muestra las características 
siguientes:  

a) Establece un Sistema Nacional de I nformación Ambiental y de 
Recursos Naturales que debe integrar la i nformación ambiental ,  
haciendo hincapié en datos relativos a "los inventarios de 
recursos naturales existentes en el territorio naciona l ,  a los 
mecanismos y resultados obtenidos del monitoreo de la cal idad 
del a ire,  del agua y del suelo y al ordenamiento ecológico del 
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territorio", amén de la información proveniente de personas físicas 
y morales. 

b) El artícu lo 1 59 bis 3 precisa el derecho de las personas a acceder 
a la i nformación ambiental que requieran .  Es importante señalar 
que este artículo ampl ía el derecho ciudadano para acceder no 
sólo a la información en poder de la Administración Pública Federal ,  
sino también a la que esté en manos de los estados, el Distrito 
Federal y los municipios del país .  El artículo sostiene que por 
información ambiental debe entenderse "cualquier i nformación 
escrita , visual o en forma de base de datos, de que d ispongan las 
autoridades ambientales en materia de agua, aire,  suelo, flora ,  fauna 
y recursos natura les en genera l , así como sobre las actividades 
o medidas que les afectan o puedan afectarlos." 

e) El artículo 159 bis 4 establece los l ímites al derecho a la información 
ambiental en los siguientes términos : 

l .  Se considere por disposición legal que la información es 
confidencial o que por propia natura leza su d ifusión afecta la 
seguridad naciona l .  

1 1 .  Se trate de  información relativa a asuntos que  son materia de  
procedimientos jud ic ia les o de inspección y vig i lancia ,  
pendientes de resolución. 

1 1 1 .  Se trate de información aportada por terceros cuando los mismos 
no estén obl igados por disposición legal a proporcionarla .  

IV. Se trate de información sobre inventarios e insumas y tecnologías 
de proceso, incluyendo la descripción del m ismo. 

d) El artículo 159 bis 5 es por demás contradictorio porque establece 
en la misma norma tanto un deber de la autoridad competente como 
una opción para no cumpl ir su obl igación legal en este apartado.  
Efectivamente, por un lado d ispone que la autoridad debe responder 
por escrito a los sol icitantes en un plazo no mayor a 20 d ías, a 
parti r de la recepción de la sol icitud . Y, por otro, señala que si 
pasados los 20 d ías no ha contestado, se entenderá resuelta en 
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sentido negativo para el peticionario. A pesar de ello, la ley dispone 
de un recurso de revisión para atenuar semejante facultad a la 
autoridad ambiental . 

e) Pese a las l imitaciones que establece la ley al derecho a la 
información ambienta l ,  los ciudadanos pod ían a l  amparo de esta 
Ley acceder a i nformación relevante, como la que a continuación 
se menciona de modo enunciativo : emisiones a la atmósfera , 
transporte de sustancias tóxicas, accidentes o incidentes con 
sustancias contaminantes,  producción de ru idos, generación de 
residuos tóxicos , p lanes de ordenación territoria l ,  zonas 
contaminadas, consumo de agua potable, l icencias de construcción ,  
proyectos de construcción de caminos y puentes, entre otros. 

f) La Ley de referencia ha sufrido reformas que no han afectado estas 
d isposiciones y ha mudado de nombre. Hoy se denomina Ley 
General de Equi l ibrio Ecológico y Protección al Ambiente. El 
problema actual de esta ley es que dispone de la negativa ficta 
mientras la Ley Federa l  de Transparencia y Acceso a la 
I nformación Públ ica Gubernamental , deberá entenderse que la ley 
especial debe primar sobre la ley genera l ,  buscando proteger el 
derecho a saber. 

Elementos de legislación extranjera 

En diversas partes del mundo y, por supuesto , en América Latina, el 
derecho a la información ambiental se ha insertado en las leyes de 
la materia,  como se observa en los ejemplos siguientes : 

• Colombia 
Ley número 99, por la que se crea el Ministerio del Medio Ambiente , 
se reordena el sector público encargado de la gestión y conservación 
del ambiente y los recursos naturales renovables ,  se organ iza el 
Sistema Nacional Ambiental (sina) y se dictan otras d isposiciones 
( 1 993). 
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Artículo 74. Del derecho de petición de información . Toda persona 
natural o ju ríd ica , tiene derecho a formular d irectamente petición 
de información en relación con los elementos susceptibles de 
producir contaminación y los pelig ros que el uso de d ichos 
elementos pueda ocasionar a la salud humana de conformidad 
con el a rt. 1 6  de la Ley 23 de 1 973 . D icha petición debe ser 
respondida en diez d ías hábiles. Además, toda persona podrá 
invocar su derecho a ser informada sobre el monto y la uti l ización 
de los recursos financieros que están destinados a la preservación 
del medio ambiente. 

• Costa Rica 
Ley Orgánica del Ambiente ( 1 995) 

Artícu lo 2.  Los principios de esta Ley son los siguientes: 
e)  ( . . .  ) El  Estado propiciará, por med io de sus instituciones, la 
puesta en práctica de un sistema de información con los 
indicadores ambientales, destinados a medir  la evolución y la 
correlación con los indicadores económicos y sociales para el 
país. 

Artícu lo 23. La información contenida en el exped iente de la 
evaluación de impacto ambiental ,  será de carácter público y estará 
d isponible para ser consultada por cualqu ier persona u 
organización . No obstante, los interesados podrán solicita r  que 
se mantenga en reserva información integrada al estudio, si de 
publ icarse afectara derechos de propiedad industrial .  

• Ecuador 
Decreto número 1 802. Se establecen las pol íticas básicas 
ambientales del Ecuador ( 1 994 ): 

Artículo 9. Reconociendo que es necesaria la promoción del 
conocimiento y las experiencias sobre el medio ambiente , las 
ciencias y aspectos relacionados con él , así como el respeto a 
su gestión: el Estado Ecuatoriano asignará la más alta prioridad 
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como medios para la gestión ambiental a (  . . .  ) la información en 
todas sus modal idades . 

• Honduras 
Ley General del Ambiente ( 1 994 ) : 

Artícu lo 1 03.  Se establece el derecho de la población a ser 
i nformada sobre el estado del ambiente y de todas las 
op�raciones y acciones que se están tomando en este campo, 
por las instituciones gubernamentales y municipal idades . 

• Nicaragua 
Ley General del Medio Ambiente y los Recursos Naturales ( 1 996) :  

Artícu lo 31 . Se establece el sistema nacional de información 
ambiental bajo la responsabi l idad del Ministro del Ambiente y los 
Recursos Naturales. Dicho sistema estará integrado por los 
organismos e instituciones públicas y privadas dedicadas a generar 
información técn ica y científica sobre el estado del ambiente y 
de los recursos naturales. 

Artículo 32 . Los datos del sistema nacional de información 
ambiental serán de l ibre consulta y se procurará su periód ica 
d ifusión , salvo los restringidos por las leyes específicas. 

Reforma al Artículo 6 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos 

La in iciativa de reforma constitucional a favor del derecho de acceso 
a la información y la transparencia,  conocida como la iniciativa 
Chihuahua, fue presentada en Diciembre del 2006 por los estados 
de Zacatecas, Chihu3hua ,  Aguascal ientes, Veracruz, Distrito Federal 
a la Cámara de Diputados. La cual se aprobó el 6 de Marzo del 2007 
por unanimidad en la Cámara de Diputados, el 24 de abri l del mismo 
año fue aprobada por unanimidad en la Cámara de Senadores y se 
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turnó para aprobación de los Congresos locales, ia fue aprobada de 
manera suficiente para perfeccionar la reforma respectiva : 145 
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1 45 Cabe señalar que para reformar la Constitución Pol ítica de los Estados Unidos Mexicanos 
se necesita de la aprobación de 1 6  legislaturas estatales como minimo. 
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El  dictamen consiste en elevar a rango constitucional la rend ición de 
cuentas y homologar los preceptos mínimos de transparencia que debe 
tener cualquier ley en la materia ,  para los poderes locales, ya sea 
del Legislativo, Ejecutivo o municipa l .  

Toda la información en posesión de cualquiera de los Poderes 
Públ icos Estatales y Municipales es públ ica . En la interpretación 
de este derecho deberá prevalecer el principio de máxima 
publ icidad . 

No existirá reserva respecto de i nformaciones que reposen en 
los archivos públicos, sólo podrá ser reservada temporalmente 
por razones de interés públ ico en los términos que fijen las leyes. 
La información que se refiere a la vida privada y los datos 
personales será protegida en los términos y con las excepciones 
que fijen las leyes. 

Para ejercer el derecho de acceso a la información no se necesita 
acreditar interés alguno o justificar su util ización , tendrá acceso 
gratuito a la información públ ica,  a sus datos personales o a la 
rectificación de éstos. 

El ciudadano tendrá el derecho de obtener i nformación de las 
actividades de las autoridades, la relativa a los recursos públ icos 
que entreguen a apersonas físicas o morales; así como, de las 
personas que desempeñan funciones públ icas, incluyendo las 
declaraciones patrimoniales , protegiendo los datos personales 
sensibles. 

El Estado preservará sus documentos en archivos administrativos 
actualizados y publ icará a través de los medios electrónicos 
disponibles, la i nformación completa y actual izada sobre sus 
indicadores de gestión y el ejercicio de los recursos públicos . 

El Estado establecerá mecanismos de acceso a la i nformación 
y procedimientos de revisión expeditos. Estos procedimientos se 
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sustanciarán ante un órgano u organismo especializado e imparcial ,  
y con autonomía operativa , de gestión y de decisión . 

La inobservancia a las disposiciones en materia de acceso a la 
información públ ica será sancionada en los términos que 
dispongan la Ley. 

Por lo que el artícu lo quedaría de la siguiente manera :  

Artículo 6. La manifestación de  las ideas no  será objeto de  ninguna 
inqu isición judicial o administrativa , sino en el caso de que ataque 
a la moral ,  los derechos de tercero, provoque algún delito o perturbe 
el orden públ ico.  

Para el  ejercicio del derecho de acceso a la información, la Federación, 
los Estados y el Distrito Federal ,  en el ámbito de sus respectivas 
competencias, se regirán por los siguientes principios y bases: 

l .  Toda l a  información e n  posesión d e  cualquier autoridad, entidad , 
órgano y organismo federal , estatal y municipa l ,  es pública y 
sólo podrá ser reservada temporalmente por razones de interés 
públ ico en los términos que fijen las leyes. En la interpretación 
de este derecho deberá prevalecer el principio de máxima 
publ icidad . 

1 1 .  La información que se refiere a la vida privada y los datos 
personales será protegida en los términos y con las excepciones 
que fijen las leyes. 

1 1 1 .  Toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o justificar 
su uti l ización , tendrá acceso gratu ito a la información pública ,  
a sus datos personales o a l a  rectificación de  éstos. 

IV. Se establecerán mecanismos de acceso a la información y 
procedimientos de revisión expeditos. Estos procedimientos se 
sustanciarán ante órganos u organismos especial izados e 
imparciales, y con autonomía operativa, de gestión y de decisión. 

V. Los sujetos obligados deberán preservar sus documentos en 
archivos admin istrativos actual izados y publ icarán a través de 
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los medios electrónicos d isponibles, la información completa 
y actua l izada sobre sus indicadores de gestión y el ejercicio 
de los recursos públ icos. 

V I .  Las leyes determinarán la manera en que los sujetos 
obligados deberán hacer pública la i nformación relativa a los 
recursos públ icos q ue entreguen a personas físicas o morales . 

V I l .  La inobservancia a las d isposiciones en materia de acceso a 
la información públ ica será sancionada en los términos que 
dispongan las leyes. 

Acceso a la info rmación pública en América Latina 

Importancia del fallo de la Corte lnteramericana en el caso Claude 
Reyes versus Chi le 

Una de las reglas principales del régimen democrático es la atribución 
del derecho a participar di recta o indirectamente en la formación de 
las decisiones colectivas; no obstante, el poder democrático parte de 
la premisa de que el ciudadano debe "saber" o por lo menos debe 
estar en condición de saber. 146 

Para Norberto Bobbio "De todo lo que se decide, o se trama, es este 
subsuelo, el pueblo soberano no sabe absolutamente nada , y lo que 
l lega a saber está casi siempre equivocado"147• Por e l lo ,  las Naciones 
Unidas, el Consejo de Europa , la Comunidad Británica y la 
Organización de Estados Americanos consideran que el derecho de 
acceso a la información es un derecho necesario y característico no 
solo en los Estados democráticos sino también en las democracias 
incipientes. 

Recientemente la Corte emitió su fal ló en el primer caso en materia 
de derecho de acceso a la información el 19 de septiembre de 2006. 

146 Bobbio, Norberto, Teoría General de la Política, Madrid , Editorial Trotta, 2003, p. 424. 
1 47 Ibídem, p. 4 1 5. 
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Cabe destacar que, las decisiones de la Corte l nteramericana tienen 
fuerza vinculante ; es decir, es obligatorio para aquel los Estados que 
lo  ratifiquen o se adhieran a él . 

La Convención Americana de Derechos Humanos establece la 
obl igación de cada Estado Parte de adecuar su derecho i nterno a las 
disposiciones de dicha Convención, para garantizar los derechos en 
ella consagrados . . .  Esta obl igación de los Estados Parte implica que 
las med idas de derecho interno han de ser efectivas. 

Esto significa que el Estado ha de adoptar todas las med idas para 
que lo establecido en la Convención sea realmente cumpl ido en su 
orden jurídico interno. Y esas medidas son efectivas cuando la 
comunidad , en genera l , adapta su conducta a la normativa de la 
Convención y, en el caso de q ue así no sea, cuando se apl iquen 
efectivamente las sanciones p revistas en el la . 

La Corte ha establecido la adopción de medidas en dos vertientes :  

La supresión de las normas y prácticas de cualquier naturaleza 
que entrañen violación a las garantías previstas en la Convención . 

La expedición de normas y el desarrol lo de prácticas conducentes 
a la efectiva observancia de d ichas garantías. 

E l  caso Claude Reyes supone que: 

Chi le adopte una ley sobre acceso a la información y por ende el 
resto de los pa íses miembros. 

Responsabil idad internacional al Estado chileno por violación a las 
obligaciones genera les consagradas en la Convención : 

Permitir que se violentara el del derecho de acceso a la 
información al no contar con una leg islación en la materia. 
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Obstrucción en el ejercicio del derecho de acceso a la 
i nformación. 

Las leyes de acceso a la i nformación cumplen perfectamente los 
requ isitos como pi lares fundamentales de los Estados democráticos 
de derecho. 

Por un lado son un control i nterno y externo en la administración 
públ ica ;  y, 
Por el otro, reconocen las l ibertades públ icas como l imitantes a l  
poder públ ico .  

Las leyes de acceso a l a  información deben i r  en  e l  mismo sentido 
y no ser contrarias a las declaraciones, tratados, convenciones y pactos 
fi rmados y ratificados por los países. 

Estado de la cuestión en América Latina 

Como se ha señalado en las l íneas que preceden, el derecho de acceso 
a la información públ ica poco a poco se ha legislado en nuestro 
Continente. En ocasiones, esas disposiciones son resultado de la buena 
fe de gobernantes que no tienen una relación poi ítica con sus 
parlamentos de naturaleza tal como para dar vida a una Ley. En otras, 
se trata solamente de coartadas bajo una endeble cobertura legal 
para cumpl ir  un  cometido formal  por múltiples razones pero, en todo 
caso, ajenas a que el derecho de acceso a la i nformación pública sea 
al m ismo tiempo vigente y eficaz . 

En México,  en el año 2002 se h izo un  esfuerzo compartido desde la 
sociedad civil organizada para crear una ley que retomara las mejores 
expresiones normativas ofrecidas por la leg islación extranjera ,  
adaptadas a la propia circunstancia mexicana.  Al cotejar puntos de 
vista , reflexiones dogmáticas y comparar propuestas el Congreso de 
la U nión aprobó la mejor ley federa l  que fue posible en la 
circunstancia pol ítica mexicana . A cinco años de d istancia , d istintas 
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leyes estatales han sido aprobadas . En algunos casos, se ha tratado 
de piezas juríd icas que permiten optimizar el derecho a conocer. No 
se puede decir lo mismo, empero, de otras que se hacen solo para 
satisfacer las demandas de· lo pol íticamente correcto. 

Es necesario contar con una ley, pero no cualquier tipo de ley. Se 
requiere que esa Ley tenga un contenido compatible con el objeto 
del derecho legislado y sean considerados los sujetos, tanto activos 
como pasivos, a la luz de las mejores experiencias que ofrece el 
derecho comparado. Por esta razón , se ha propuesto en este volumen 
un conjunto de indicadores que permitan saber si la Ley anal izada 
cumple la final idad formal para la que fue creada o no. En otras 
palabras, si los objetivos de la ley pueden ser cumpl idos con el 
contenido de su articulado o, por el contrario ,  se trata más bien de 
una ley de naturaleza programática , meramente aspiraciona l .  

Por supuesto, al tratarse de un estudio técnico-juríd ico, este volumen 
no entra en el terreno específico de la eficacia no solo porque no es 
su propósito, sino por la imposibi l idad material de poder l levar a cabo 
una empresa de semejante calado. Con todo,  sí se prevén en los 
indicadores tomados como base para este estudio, aquellos elementos 
que permitan que la eficacia pueda ser posible desde el propio d iseño 
de la Ley y de la elaboración normativa de los mecanismos 
institucionales. 

Los 1 7  indicadores a partir de los cuales se anal iza cada una de las 
leyes aprobadas en el mundo entero no son producto de la generación 
espontánea o de una ocurrencia arbitraria academicista . Abrevan ,  por 
el contrario ,  de distintos principios ofrecidos por organ ismos 
internacionales especial izados -públ icos y privados-, así como de la 
experiencia propia en el d iseño de diversas leyes de acceso en México 
y en el extranjero.  

Hay que recordar que en la actual idad el derecho de acceso a la 
información esta presente no solo en las agendas públ icas de los 
Estados, sino también en organismos internacionales. No por nada 

1 81 



Ernesto Villanueva 

existen diversos documentos internacionales, -llámense declaraciones, 
tratados, convenios o pactos- que plasman el reconocimiento de este 
derecho fundamenta l .  Los resultados arrojan una serie de datos que 
permiten primero observar que tan reciente es la i ncorporación de este 
derecho a su respectivo sistema juríd ico; segundo, conocer cómo han 
incorporado los principios fundamentales del derecho de acceso a la 
información públ ica en su legislación .  

Es evidente que la mejor ley es aquel la que pueda combinar 
adecuadamente estándares internacionales o mejor dicho indicadores 
con las particularidades pol íticas, culturales y sociales de cada pa ís, 
tema que no puede -en modo alguno- q uedar fuera de un  análisis. 
Un elemento de reflexión que debe siempre ser considerado es que 
la real idad cultural y juríd ica de cada país es un factor determinante 
reflejado en la creación de la norma juríd ica. 

Debemos tener presente que la ausencia de algunos princ1p1os 
esenciales o figuras del derecho de acceso a la información no significa 
de ningún modo que el poder de reforma intencionalmente las haya 
omitido; pues bien, puede darse el caso que por su alto nivel de cultura 
y participación ciudadana la legislación no contemple por ejemplo una 
autoridad reguladora independiente, que el objeto de la ley solo abarque 
documentos oficiales o bien las l imitantes del derecho de acceso a 
la información solo sean los datos personales y seguridad nacional . 
No obstante, en democracias emergentes se antoja deseable que la 
legislación contemple y establezca e l  mayor número posible de estos 
principios o figuras para garantizar así el pleno ejercicio de este 
derecho. 

En los indicadores o referentes aquí expuestos no se trata, por supuesto, 
ni de mínimos ni tampoco de máximos , sino de gu ías que, a mi ju icio, 
pueden hacer posible que el fin de la norma pueda ser alcanzado con 
los medios desarrollados a la largo de la parte orgánica de la Ley. 

Veamos los principales casos donde se ha regulado la materia en la 
región . 
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Bel ice. Su sistema juríd ico poi ítico es clasificado como una 
democracia parlamentaria basada en e l  derecho consuetudinario. Su 
idioma oficial es el inglés, Aprobó en su Ley de Acceso a la Información 
(Freedom of lnformation Act) y fue reformada el 3 1  de diciembre de 
2000. El ámbito de aplicación es para documentos de la administración 
pública148 ,  cuenta con una autoridad reguladora u órgano garante que 
es el Ombudsman149• Establece el derecho de acceso a la información 
a nivel constitucional con base en el artículo 1 2 : 1 37150 

1 .  A ninguna persona se le obstacul izará el goce del derecho de libertad 
de expresión, derecho que incluye la l ibertad de manifestar opiniones 
sin interferencia ,  la l ibertad de recibir ideas e información y la de 
d ifundir, al público en general o a personas determinadas, 
información e ideas sin interferencia .  

1 48 PART 1 1 1  
Access to Documents 
9. Subject to this Act, every person shall have a right to obtain access in accordance with this 

Act to a document of a Ministry or prescribed authority, other than an exempt document. 
Traducción Vanessa Díaz. 

1 49 PART V 
Review of Decisions 
35.-( 1 ) Application may be made to the Ombudsman for review of a decision refusing to grant 

access to a document in accordance with a request or deferring the provision of access to 
a document. ( . . .  ) Traducción Vanessa Díaz 

1 2.-( 1 )  Except with his own consent, a person shall not be hindered in the enjoyment of his 
freedom of expression, including freedom to hold opinions without interference, freedom to 
receive ideas and information without interference, freedom to communicate ideas and 
information without interference (whether the communication be to the public general ly or 
to any person or class of persons) and freedom from interference with his correspondence. 

(2) Nothing contained in or done under the authority of any law shall be held to be inconsistent 
with or in contravention of this section to the extent that the law in question makes reasonable 
provísion- that is required in the interests of defence, public safety, public arder, public morality 
or public health; that ís required for the purpose of protecting the reputations, rights and 
freedoms of other persons or the prívate l ives of persons concerned in legal proceedings, 
preventing the disclosure of information received in confidence, maintaining the authority 
and independence of the courts or regulating the administration or the technical operation 
of telephony, telegraphy, posts, wireless broadcasting, television or other means of 
communication, public exhibitions or publíc entertainments; or that imposes restrictions on 
officers in the public service that are required for the proper performance of their functions. 
Traducción José María Bringas Valdivia. 

1 50 Canadian Charter of Rights and Freedoms, adoptada e l  29 de marzo de 1 982. Traducción 
Vanesa Díaz. Puede consultarse en: http://laws.justice.gc.ca/en/charter/index.html#garantie. 
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2. Ningún acto realizado por autoridad alguna y bajo las disposiciones 
de ninguna ley, estará en contravención de este artículo, con la sola 
excepción de que la ley en cuestión prevenga: La tutela de la defensa 
nacional o la seguridad , salubridad u orden públ ico ,  la protección 
de la reputación, derechos y libertades de otras personas, o las vidas 
privadas de las personas involucradas en proced imientos ante 
tribunales, donde se deberá guardar secreto de la información 
obtenida en confidencia y se mantendrá la independencia del poder 
leg islativo y del jud icia l ,  as í como la regulación de la telefon ía ,  
rad iodifusión y entretenimiento públ ico. 

Principios democráticos de la Ley: 

BELICE 

PRINCIPIOS CONTIENE 

1 .  Sujetos Obligados 

a. Sujeto activo Si 

b. Sujeto pasivo S i  

2. Definiciones Si 

3. Interpretación No 

4. Información de Oficio S i  

5.  Cultura d e  l a  Transparencia No 

6. Límites al Derecho de Acceso a la Información 

a. I nformación confidencial No 

b. Información reservada No 

c. Excepciones Si 

7. Versiones Públicas Si 

8. Máxima Publicidad No 

9. Principio de Prueba de Daño Si 

1 0. Gratuidad de la Información Si 

1 1 .  Periodo de Reserva No 

1 2. Formas de solicitud de acceso a la información 

a. Elementos que debe contener la solicitud Si 

b. Tiempo de respuesta Si 

c. Prórroga del tiempo de respuesta No 
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BELICE 

PRINCIPIOS CONTIENE 

1 3. Órgano Garante 
a. Órgano Garante Si 

b. Presupuesto asignado No 

c. Número de comisionados Si 

d. Salarios No 

14. Afirmativa Fleta No 

1 5. Vias de Impugnación Si 

1 6. Formas de Control de la Ley 
a. Responsabilidades y sanciones No 

b. Abuso de la ley No 

17. Ámbito Temporal 
a. Fecha de aprobación Si 

b. Fecha de entrada en vigor Si 

c. Periodo de implementación No 

Canadá. Su sistema juríd ico poi ítico es clasificado como un sistema 
federa l  parlamentario bicamera l  bajo el reconocimiento de una 
monarqu ía constitucional basado en el common /aw, excepto la 
provincia de Québec donde se apl ica e l  derecho romano de influencia 
francesa . Sus id iomas oficiales son el inglés y francés. En la Ley 
FundamentaP51 no se encuentra establecido ningún artículo o 
numeral ,  en específico, que verse sobre el derecho de acceso a la 
información. Aprobó en 1 983 su Ley de acceso a la información (Access 
to lnformation Act), establece como órgano garante al Comisionado 
de la l nformación1 52• 

1 5 1  30. (1) Subject to thís Act, the lnformation Commissioner sha/1 receive and investigate 
complaints 

1 52http://usinfo.state .gov/usa/infousa/facts/funddocs/billeng.htm. 
( . . .  ) Traducción Vanessa Díaz. 
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Principios democráticos de la Ley 

CANADÁ 

PRINCIPIOS CONTIENE 

1. Sujetos Obligados 

a. Sujeto activo Si  

b. Sujeto pasivo Sí 

2. Definiciones Si 

3. Interpretación No 

4. Información de Oficio Si  

5. Cultura d e  la Transparencia N o  

6. Límites al Derecho de Acceso a la Información 

a. Información confidencial Si 

b. Información reservada Si 

c. Excepciones Si 

7. Versiones Públicas No 

8. Máxima Publicidad N o  

9 .  Principio d e  Prueba d e  Daño Si 

1 0. Gratuidad de la Información N o  

1 1 .  Periodo d e  Reserva N o  

1 2. Formas d e  solicitud d e  acceso a la información 

a. Elementos que debe contener la solicitud Si 

b. Tiempo de respuesta Si 

c. Prórroga del tiempo de respuesta Si  

1 3. Órgano Garante 

a. Órgano Garante Si 

b. Presupuesto asignado Si 

c. Número de comisionados Si 

d .  Salarios Si 

1 4. Afirmativa Fleta No 

1 5. Vías de Impugnación Si 

1 6. Formas de Control de la Ley 

a. Responsabilidades y sanciones Si 

b.  Abuso de la ley N o  

1 7. Ámbito Temporal 

a. Fecha de aprobación Si 

b. Fecha de entrada en vigor Si 

c. Periodo de implementación No 
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Colombia. Su sistema jur íd ico pol ítico es clasificado como una 
República bicameral basada en el derecho romano germánico; en 2004 
se implementó la modalidad de los ju icios orales en materia penal .  
Su idioma oficial e l  español ; establece a n ivel constitucional el derecho 
de acceso a la información en los artículos 20, 7 4 y 1 1 2: 

Artícu lo 20. Se garantiza a toda persona la l ibertad de expresar y 
difund i r  su pensamiento y opiniones, la de informar y recibir 
información veraz e imparcial ,  y la de fundar medios masivos de 
comunicación . 
Estos son l ibres y tienen responsabi l idad social . Se garantiza el 
derecho a la rectificación en cond iciones de equ idad . No habrá 
censura.  

Artículo 7 4 .  Todas las personas tienen derecho a acceder a los 
documentos públ icos salvo los casos que establezca la ley. 

Art ículo 1 1 2 . Los partidos y movim ientos pol íticos que no 
participen en el Gobierno podrán ejercer l ibremente la función crítica 
frente a éste y plantear y desarrol lar alternativas pol íticas . Para 
estos efectos ,  salvo las restricciones legales, se les garantizan los 
s igu ientes derechos: de acceso a la i nformación y a l a  
documentación oficiales; d e  uso d e  los medios d e  comunicación 
social del Estado de acuerdo con la representación obtenida en 
las elecciones para Congreso inmediatamente anteriores; de réplica 
en los medios de comunicación del Estado frente a tergiversaciones 
graves y evidentes o ataques públ icos proferidos por altos 
funcionarios oficiales, y de participación en los organismos 
electorales. ( . . .  ) 

Aprobó la Ley 57 en 1 985, se l imita a actos y documentos oficiales . 
Señala que la autorización para consultar documentos oficiales y 
para expedir copias o fotocopias, autenticadas si el i nteresado así 
lo desea , deberá concederla el jefe de la respectiva oficina o el 
funcionario en quien éste haya delegado dicha facultad . La consulta 
se real izará en horas de despacho al público ,  y, si el lo fuere 
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necesario, en presencia de un empleado de la correspondiente 
oficina. 

Principios democráticos de la Ley 

COLOMBIA 

PRINCIPIOS CONTIE N E  

1.  Sujetos Obligados 

a.  Sujeto activo Si  

b.  Sujeto pasivo Si 

2. Definiciones Si 

3. Interpretación No 

4. Información de Oficio Si 

5. Cultura de la Transparencia No 

6. Límites al Derecho de Acceso a la Información 

a.  Información confidencial No 

b.  Información reservada Si  

c. Excepciones No 

7. Versiones Públicas Si 

8. Máxima Publicidad No 

9. Principio de Prueba de Daño Si 

1 O. Gratuidad de la Información Si 

1 1  . Periodo de Reserva Si 

1 2. Formas de solicitud de acceso a la información 

a. Elementos que debe contener la solicitud Si 

b.  Tiempo de respuesta Si  

c. Prórroga del  tiempo de respuesta No 

1 3. Órgano Garante 

a. Órgano Garante No 

b. Presupuesto asignado No 

c. Número de comisionados No 

d .  Salarios No 

1 4. Afirmativa Ficta Si 

1 5. Vías d e  Impugnación No 

1 6. Formas de Control de la Ley 

a. Responsabilidades y sanciones Si 

b.  Abuso de la ley No 

1 7. Ámbito Temporal 

a. Fecha de aprobación Si 

b. Fecha de entrada en vigor Si 

c. Periodo de implementación No 
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Ecuador. Su sistema jurídico pol ítico es clasificado como una República 
unicameral basada en el derecho romano. Su idioma oficial es el 
español .  Establece a nivel Constitucional el derecho de acceso a la 
información con base en su artículo 81 Constitucional :  

El Estado garantizará e l  derecho a acceder a fuentes de 
información ; a buscar, recibir, conocer y difundir información objetiva, 
veraz, plural ,  oportuna y sin censura previa , de los acontecimientos 
de interés general ,  que preserve los valores de la comunidad, 
especialmente por parte de periodistas y comunicadores sociales. 
( . . .  ) 
No existirá reserva respecto de informaciones que reposen en los 
archivos públ icos, excepto de los documentos para los que tal 
reserva sea exigida por razones de defensa nacional y por otras 
causas expresamente establecidas en la ley. 
( . . .  ) 

Aprobó la Ley Orgánica de Transparencia y Acceso a la Información 
Públ ica , en el  2004 ,  incl uye como sujetos obl igados a las 
organizaciones privadas y partidos pol íticos,  el órgano garante es la 
Defensoría del Pueblo y tiene la obl igación de promover la cultura de 
la transparencia. Señala que todos los partidos y organizaciones 
pol íticas que reciban recursos del Estado, deberán publ icar 
anualmente en forma electrónica ,  sus informes sobre el uso detal lado 
de los fondos a el los asignados. El artículo 1 4  versa sobre 
información del Congreso Nacional y el 1 5  sobre el Tribunal Supremo 
Electora l .  
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Principios democráticos de la Ley 

ECUADOR 

PRINCIPIOS CONTIENE 

1. Sujetos Obligados 

a. Sujeto activo Si  

b.  Sujeto pasivo Si 

2. Defi niciones Si 

3. Interpretación Si 

4. Información de Oficio Si 

5. Cultura de la Transparencia Si 

6. Límites al Derecho de Acceso a la Información 

a. Información confidencial Si 

1 b. Información reservada Si  

c. Excepciones Si 

7. Versiones Públicas No 

8. Máxima Publicidad Si 

9. Principio de Prueba de Daño Si 

10. Gratuidad de la Información S i  

1 1 .  Periodo de Reserva S i  

12. Formas de solicitud d e  acceso a l a  Información 

a.  Elementos que debe contener la solicitud Si 

b .  Tiempo de respuesta Si  

c.  Prórroga del tiempo de respuesta No 

1 3. Órgano Garante 

a. Órgano Garante S i  

b. Presupuesto asignado No 

c. Número de comisionados No 

d. Salarios No 

14. Afirmativa Fleta No 

15. Vías de Impugnación Si 

1 6. Formas de Control de la Ley 

a. Responsabilidades y sanciones Si 

b .  Abuso de la ley No 

17. Ámbito Temporal 

a. Fecha de aprobación No 

b. Fecha de entrada en vigor Si 

c. Periodo de implementación Si 
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Estados Unidos. Su sistema juríd ico pol ítico es clasificado como una 
República federal , con un congreso bicamera l ,  basado en el derecho 
consuetudinario common law. Su id ioma oficial es el inglés. En la Ley 
Fundamental 1 53 no se encuentra establecido n ingún artículo o 
numera l ,  en específico, que verse sobre el derecho de acceso a la 
i nformación.  Aprobó la Ley de acceso a la información (The Freedom 
of lnformation Act) en 1 966, su últ ima revisión fue en el 2002 . 

Principios democráticos de la Ley 

ESTADOS UNIDOS 

PRINCIPIOS CONTIENE 

1 .  Sujetos Obligados 

a. Sujeto activo Si 

b. Sujeto pasivo Si  

2. Definiciones Si 

3. Interpretación No 

4. Información de Oficio Si 

5. Cultura de la Transparencia No 

6. Límites al Derecho de Acceso a la Información 

a. lnfonnación confidencial Si 

b. lnfonnación reservada Si 

c. Excepciones Si 

7. Versiones Públicas No 

8. Máxima Publicidad No 

9. Principio de Prueba de Daño Si 

10. Gratuidad de la Información No 

1 1 .  Periodo de Reserva No 

12. Formas de solicitud de acceso a la información 

a. Elementos que debe contener la solicitud Si 

b.  Tiempo de respuesta Si 

c. Prórroga del tiempo de respuesta Si 

13. Órgano Garante 

a. Órgano Garante No 

b. Presupuesto asignado No 

c. Número de comisionados No 

d. Salarios No 

1 91 



Ernesto Villanueva 

¡ ESTADOS UNIDOS 

PRINCIPIOS CONTIENE 

14. Afirmativa Fleta No 

1 5. Vias de Impugnación Si 

16. Formas de Control de la Ley 

a. Responsabilidades y sanciones Si 

b. Abuso de la ley No 

1 7. Ámbito Temporal 

a. Fecha de aprobación Si 

b. Fecha de entrada en vigor Si 

c. Periodo de implementación No 

Jamaica. Su sistema juríd ico pol ítico es clasificado como una 
Monarqu ía constitucional parlamentaria,  bicamera l ,  basada en el 
derecho consuetudinario common /aw. Su id ioma oficial es el  inglés. 
Se encuentra reconocido a n ivel Constituciona l  el derecho de acceso 
a la i nformación con base en el artículo 22; 154 

A ninguna persona se le obstaculizará el goce del derecho de l ibertad 
de expresión 
Para los efectos de este artículo, l ibertad i ncluye la l ibertad de 
manifestar opiniones sin interferencia, la l ibertad de recibir ideas 
e información y la de difundir, al público en general o a personas 
determ inadas, información e ideas sin interferencia . 

1 54  Article 22 
1 .  ( 1 )  Except with his own consent, no person shall be hindered in the enjoyment of his freedom 

of expression, and for the purposes of this section the said freedom includes the freedom 
to hold opinions and to receive and impart ideas and information without interference, and 
freedom from interference with his correspondence and other means of communication. 

(2) Nothing contained in or done under the authority of any law shall be held to be inconsistent 
with or in contravention of this section to the extent that the law in question makes provision-

a. which is reasonably required-
i .  i n  the interests of defence, public safety, public order, public morality o r  public health; or 
ii. for the purpose of protecting the reputations, rights and freedoms of other persons, or the 

prívate lives of persons concemed in legal proceedings, preventing the disclosure of information 
received in confidence, maintaining the authority and independence of the courts, or regulating 
telephony, telegraphy, posts, wireless broadcasting, television or other means of 
communication, public exhibitions or public entertainments; or 

b.  which imposes restrictions upon public officers, police officers or u pon members of a defence 
force. Traducción Vanessa Díaz. 
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Para los efectos de este artículo, la manifestación puede ser oral , 
escrita o en cód igos, señales, signos y s ímbolos y puede inclu i r  
grabaciones, radiodifusión (en rad io y televisión),  publ icaciones 
impresas, fotografías estáticas o en movimiento, dibujos, esculturas 
y cualquier otra forma de expresión artística . 
Ningún acto real izado por autoridad alguna y bajo las disposiciones 
de n inguna ley, estará en contravención de este artículo, con la 
sola excepción de que la ley en cuestión prevenga: La tutela de 
la defensa nacional o la seguridad , salubridad u orden públ ico, la 
protección de la reputación, derechos y l ibertades de otras personas, 
o las vidas privadas de las personas involucradas en procedimientos 
ante tribunales, donde se deberá guardar secreto de la información 
obtenida en confidencia y se mantendrá la independencia del poder 
legislativo y del judicia l ,  así como la regulación de la telefon ía ,  
radiodifusión y entretenimiento públ ico .  

Aprobó la Ley de acceso (The Access to lnformation Act No. 21-2002) 
en el 2002 . 

Principios democráticos de la Ley 

JAMAICA 

PRINCIPIOS CONTIENE 

1. Sujetos Obligados 

a. Sujeto activo Si 

b. Sujeto pasivo Si 

2. Definiciones Si 

3. Interpretación Si 

4. Información de Oficio Si 

5. Cultura de la Transparencia No 

6. Límites al Derecho de Acceso a la Información 

a. I nformación confidencial No 

b. I nformación reservada Si 

c. Excepciones Si 

7. Versiones Públ icas Si 

8. Máxima Publicidad No 

9. Principio de Prueba de Daño No 
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JAMAICA 

PRINCIPIOS CONTIENE 

1 O. Gratuidad de la Información Si 

1 1 .  Periodo de Reserva Si 

12. Formas de solicitud de acceso a la Información 

a. Elementos que debe contener la solicitud No 

b. Tiempo de respuesta Si 

c. Prórroga del tiempo de respuesta Si 

13. Órgano Garante 

a. Órgano Garante No 

b. Presupuesto asignado No 

c. Nú mero de comisionados No 

d. Salarios No 

14. Afirmativa Fleta No 

1 5. Vías de Impugnación Si 

16. Formas de Control de la Ley 

a. Responsabilidades y sanciones Si 

b. Abuso de la ley No 

17. Ámbito Temporal 

a. Fecha de aprobación Si 

b. Fecha de entrada en vigor Si 

c. Periodo de implementación No 

México. Su sistema juríd ico pol ítico es clasificado como una 
Repúbl ica federa l  b ica meral basada en el derecho romano 
germánico. Su id ioma oficial es el español . Se encuentra reconocido 
a nivel constitucional el derecho de acceso a la información con base 
en el artículo 6 Constitucional :  

"La man ifestación de las ideas no será objeto de n inguna 
inqu isición judicial o administrativa, sino en el caso de que ataque 
a la moral, los derechos de tercero, provoque algún delito o perturbe 
el orden públ ico; el derecho a la información será garantizado por 
el Estado ." 

Aprobó la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la I nformación 
Pública Gubernamental en el 2002 y su ámbito de aplicación es federal .  
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Establece q ue no se podrá clasificar como reversada la información 
que verse sobre violaciones graves de derechos fundamentales o 
delitos de lesa humanidad . Establece como órgano garante al Instituto 
Federal de Acceso a la Información Pública ;  así como, la conformación 
del órgano garante, la duración de los comisionados y la independencia. 

Principios democráticos de la Ley 

MÉXICO 

PRINCIPIOS CONTIENE 

1. Sujetos Obl igados 

a .  Sujeto activo Si 

b. Sujeto pasivo Si 

2. Definiciones Si 

3. Interpretación Si 

4. Información de Oficio Si 

5. Cultura de la Transparencia No 

6. Límites al Derecho de Acceso a la Información 

a. Información confide ncial Si 

b. Información reservada Si 

c.  Excepciones Si 

7. Versiones Públicas No 

8. Máxima P u bl icidad Si 

9. Principio de Prueba de Daño Si 

1 0. Gratuidad de la Información Si 

1 1 .  Periodo de Reserva Si 

12. Formas de solicitud de acceso a la información 

a. Elementos que debe contener la solicitud Si 

b.  Tiempo de respuesta Si 

c.  Prórroga del tiempo de respuesta Si 

1 3. Órgano Garante 

a. Órgano Garante Si 

b. Presupuesto asignado Si 

c. Número d e  comisionados Si 

d. Salarios No 

14. Afirmativa Fleta Si 

1 5. Vías de Impugnación Si 
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MÉXICO 

PRINCIPIOS CONTIENE 

1 6. Formas de Control de la  Ley 

a. Responsabilidades y sanciones S i  

b.  Abuso d e  l a  ley No 

1 7. Ámbito Temporal 

a. Fecha de aprobación Si 

b.  Fecha de entrada en vigor S i  

c. Periodo d e  implementación Si 

Panamá. Su sistema jurídico pol ítico es clasificado como un sistema 
presidencial ista unicameral basado en el derecho romano. Su idioma 
oficial es el español . La Constitución Política de Panamá no establece 
ningún apartado sobre el derecho de acceso a la información . La Ley 
número 6 q ue dicta normas para la transparencia en la gestión pública 
establece la acción de Hábeas Data y dicta otras d isposiciones. Fue 
aprobada· 

en el 2002. 

Principios democráticos de la Ley 

PANAMÁ 

PRINCIPIOS CONTIENE 

1. Sujetos Obligados 

a. Sujeto activo S i  

b.  Sujeto pasivo S i  

2. Definiciones Si 

3. Interpretación S i  

4 .  Información d e  Oficio S i  

5. Cultura de l a  Transparencia S i  

6. Límites al Derecho de Acceso a l a  Información 

a. Información confidencial Si 

b. Información reservada Si 

c. Excepciones S i  

7 .  Versiones Públicas No 

8. Máxima Publicidad Si 

9. Principio de Prueba de Daño Si 

1 0. Gratuidad de la Información S i  
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PANAMÁ 

PRINCIPIOS CONTIENE 

1 1 .  Periodo de Reserva Si 

12. Formas de solicitud de acceso a la información 

a.  Elementos que debe contener la solicitud Si 

b. Tiempo de respuesta Si 

c. Prórroga del tiempo de respuesta Si 

1 3. Órgano Garante 

a. Órgano Garante No 

b. Presupuesto asignado No 

c. Número de comisionados No 

d. Salarios No 

14. Afirmativa Ficta No 

1 5. Vías de Impugnación Si 

16. Formas de Control de la Ley 

a. Responsabilidades y sanciones Si 

b.  Abuso de la ley No 

1 7. Ámbito Temporal 

a .  Fecha de aprobación Si 

b. Fecha de entrada en vigor Si 

c. Periodo de implementación Si 

Perú. Su sistema juríd ico pol ítico es clasificado como una Repúbl ica 
constitucional unicameral basada en el derecho romano germánico.  
Su idioma oficial es el español . La Constitución Pol ítica del  Perú 
reconoce el derecho de acceso a la información en el artículo 2 :  

"Toda persona tiene derecho: 
"A las l ibertades de información , opinión , expresión y d ifusión del 
pensamiento mediante la palabra oral o escrita o la imagen , por 
cualquier medio de comunicación social ,  sin previa autorización 
ni censura ni impedimento algunos, bajo las responsabi l idades de 
ley." 

En el 2002 aprobó la Ley N .  27806, Ley de Transparencia y Acceso 
a la Información Públ ica ,  la cual fue modificada en el 2003 por la Ley 
N .  27927 . I ncluye como sujetos obl igados a las personas juríd icas 
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sujetas al régimen privado que prestan servicios públicos y establece 
un apartado sobre la conservación de la información ,  así como un  
apartado sobre transparencia sobre e l  manejo de las finanzas públicas. 

Princip ios democráticos de la Ley 

PERÚ 

PRINCIPIOS 

1 .  Sujetos Obligados 

a. Sujeto activo 

b .  Sujeto pasivo 

2. Definiciones 

3. Interpretación 

4. Información de Oficio 

5. Cultura de la Transparencia 

6. Límites al  Derecho de Acceso a la Información 

a .  I nformación confidencial 

b .  Información reservada 

c .  E xcepciones 

7. Versiones Públicas 

8.  Máxima Publicidad 

9. P rincipio de Prueba de Daño 

1 O. Gratuidad de la Información 

1 1 .  Periodo de Reserva 

1 2. Formas de solicitud de acceso a la i nformación 

a .  E le me n tos que d e be conten e r  la solicitud 

b. Tiempo d e  respuesta 

c. Prórroga del tiempo d e  respuesta 

1 3. Órgano Garante 

a. Órgano Garante 

b. Presupuesto asignado 

c. Número de comisionados 

d .  Salarios 

14. Afirmativa Fleta 

1 5. Vías de Impugnación 

1 6. Formas de Control de la Ley 

a. Responsabil idades y sa ncio n e s  

b .  A b u s o  d e  la ley 
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PERÚ 

PRINCI PIOS CONTIENE 

1 7. Ámbito Temporal 

a. Fecha de a p robación Si 

b.  Fecha de entrada en vigor Si 

c.  Periodo d e  implementación Si 

República Dominicana. Su sistema jurídico pol ítico es clasificado como 
una Repúbl ica bicameral basada en el derecho romano con 
infl uencias del francés. Su idioma oficial es el español .  Reconoce a 
n ivel Constitucional el derecho de acceso a la información sobre la 
base del artícu lo 8 numeral 1 0 : 

"Todos los medios de información tienen l ibre acceso a las fuentes 
noticiosas oficiales y privadas, siempre q ue no vayan en contra 
del orden público o pongan en pel igro la seguridad nacional . "  

Durante e l  2004 aprobó la Ley General de Libre Acceso a la Información 
Públ ica. Establece como sujetos obl igados a cualqu ier órgano del 
Estado, sociedades y compañías anónimas o compañías por 
acciones con participación estatal ,  así como también un apartado sobre 
derecho de acceso a las informaciones públicas por parte de los medios 
de comunicación colectivo. 

Principios democráticos de la Ley. 

REPÚBLICA DOMIN ICANA 

PRINCIPIOS CONTIENE 

1 .  S ujetos Obl igados 

a. Sujeto activo S i  

b.  Sujeto pasivo Si 

2. Definiciones S i  

3.  Interpretación No 

4. Información de Oficio Si 

5.  C u lt u ra d e  l a  Transparencia No 
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REPÚBLICA DOMINICANA 

PRINCIPIOS CONTIENE 

6. Límites al  Derecho de Acceso a l a  Información 

a.  Información confidencial S i  

b.  I nformación reservada Sí 

c. Excepciones S i  

7. Versiones Públ icas No 

8. Máxima Publicidad No 

9. Pri ncipio de Prueba de Daño Si 

1 0. Gratuidad de l a  Información Si 

1 1 .  Periodo de Reserva S i  

1 2. Formas de solicitud de acceso a la i nformación 

a.  Elementos que debe contener la solicitud S i  

b. Tiempo de respuesta S i  

c. Prórroga d e l  tiempo de respuesta S i  

1 3. Órgano Garante 

a. Órgano Garante No 

b .  Presupuesto asignado No 

c. Nú mero de comisionados No 

d.  Salarios No 

1 4. Afi rmativa Fleta No 

1 5. Vías de Impugnación Si 

1 6. Formas de Control de l a  Ley 

a. Responsabilidades y sanciones Si 

b.  Abuso de la ley No 

1 7. Ámbito Temporal 

a. Fecha de aprobación Si 

b.  Fecha de entrada en vigor Si 

c.  Periodo de i mplementación No 

Trin idad y Tobago. Su sistema jurídico pol ítico es clasificado como 
una Repúbl ica parlamentaria bicameral  basada en el common law, 
cuyo id ioma oficial es el i nglés. La Constitución Pol ítica155 de la 
Repúbl ica de Trin idad y Tobago no establece n ingún artículo sobre 
el derecho de acceso a la información .  Aprobó la Ley de acceso (The 
Freedom of lnformation Act) en 1 999. 

1 55 http://www.nalis.gov.tt/AdministrationGov/Constitution.htm . Traducción Vanessa Díaz. 
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Principios democráticos de la Ley 

TRINIDAD Y TOBAGO 

PRINCIPIOS CONTIENE 

1. Sujetos Obligados 

a. Sujeto activo S i  

b .  Sujeto pasivo S i  

2. Defi niciones Si 

3. Interpretación No 

4. Información de Oficio Si 

5. Cultura de la Transparencia No 

6. Límites al Derecho de Acceso a la Información 

a. Información confidencial Si  

b .  Información reservada Si 

c.  Excepciones S i  

7. Versiones Públicas No 

8. Máxima Publicidad No 

9. Principio de Prueba de Daño Si 

1 O. Gratuidad de la Información S i  

1 1 .  Periodo de Reserva S i  

1 2. Formas de sol icitud d e  acceso a l a  información 

a .  Elementos que debe contener la solicitud Si 

b .  Tiempo de respuesta Si 

c. P rórroga del tiempo de respuesta No 

1 3. Órgano Garante 

a. Órgano Garante No 

b .  Presupuesto asignado No 

c. Número de comisionados No 

d. Salarios No 

1 4. Afirmativa Ficta No 

1 5. Vías de Impugnación Si 

1 6. Formas de Control de la Ley 

a. Responsabil idades y sa nciones Si 

b .  Abuso de la ley Si 

1 7. Ámbito Temporal 

a. Fecha de aprobación Si 

b .  Fecha de entrada en vigor Si 

c.  Periodo de i mplementación No 

20 1 



Ernesto Villanueva 

Whistleblowers y el derecho a la i nformación 

En cualqu ier Estado democrático de derecho encontramos dos pilares 
fundamenta les por un lado, la existencia de controles tanto internos 
como externos en la administración públ ica y; por el otro, el 
reconocimiento de las l ibertades públ icas como l imitantes a l  poder 
públ ico . 

Se debe partir de la siguiente concepción de "Estado" ya no como 
un hecho natura l ,  sino como producto de la voluntad de los ind ividuos, 
que l ibremente deciden darle vida y someterse voluntariamente a él . 1 56 

Cabe señalar que, al util izar el concepto Estado democrático de derecho 
nos referimos al "autogobierno del pueblo, decisión autónoma sobre 
sus propios asuntos ." 157 Es decir, se ha dejado atrás la concepción 
de la democracia directa y en su l ugar se incorpora la democracia 
representativa y deliberativa . Sin embargo, no se ha perd ido el valor 
o sign ificado de la democracia :  el reconocimiento del "poder 
popular. "1 58 

Ahora bien, el ser humano ha evolucionado y se refleja en su modo 
de vida y la cal idad de ésta . Lo anterior se traduce en un cambio 
cual itativo en la composición de la administración públ ica , pues la 
complejidad de las actuales relaciones de poder en las cuales estamos 
inmersos conlleva , en la mayoría de los casos , al establecimiento de 
nuevas soluciones que faci l iten la final idad del Estado, el bienestar 
común o social . 

Es así como surge, entonces, la necesidad de buscar alternativas para 
que las pol íticas públ icas beneficien a la sociedad , tanto en lo particular 
como en lo general .  Es decir, el Estado debido a las circunstancias 

1 56 Cfr. Bobbio , Norberto, op. cit. , nota 1 46. 
1 57 Cfr. Bockenford, Ernst Wolfgang, Estudios sobre el Estado de Derecho y la democracia, 

Madrid, Editorial Trotta , s .a .  
1 58 Cfr. Sartori, Giovanni, ¿ Qué es la democracia ?, trad. Miguel Angel González Rodríguez y 

María Cristina Pestell ini Laparelli Salomón, Madrid ,  Taurus Pensamiento, 2003. 
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actuales de global ización debe implementar med idas que permitan 
tanto justificar su existencia como beneficiar a sus soberanos. 

Pero al mismo tiempo, en los Estados democráticos de derecho no 
solo la ciudadana sino también e l  sector empresarial consideran que 
a través de su trabajo en determinadas empresas o comprando algunos 
productos están colaborando con el mantenimiento de determinados 
reg ímenes pol íticos, o con ciertas prácticas pol íticas o económicas 

. éticamente censurables. En consecuencia ,  la  sociedad comienza a 
pedir cambios no solo en los negocios y una mayor impl icación del 
entorno empresarial en los problemas socia les, sino también a los 
mismos servidores públ icos o funcionarios de despachos se les exige 
un mayor compromiso legal y ético en sus actividades. 

A lo anterior se le conoce como Responsabi l idad Social Corporativa 
(RSC), también denominada Responsabil idad Socia l  de la Empresa 
(RSE) es un término que hace referencia al conjunto de obligaciones 
y compromisos, legales y éticos, tanto nacionales como internacionales, 
q ue se derivan de los impactos que la actividad de las organizaciones 
producen en el ámbito social, laboral ,  medioambiental y de los derechos 
humanos. 

Este conjunto de obligaciones y compromisos legales y éticos por parte 
de los servidores públ icos o funcionarios trae como consecuencia que 
se conciencien en que las operaciones o actividades que real izan 
i nciden directamente en el bienestar de la ciudadanía ;  por lo que 
suponen un  cambio en la organización , en el control y en la d irección 
de las sociedades i mp licadas. Más aún, en los nuevos paradigmas 
de la admin istración públ ica: la  Nueva Administración Pública y 
Gobernanza. 1 59 

En este sentido, los principios básicos de la Responsabil idad Socia l  
Corporativa han de estar presentes en e l  gobierno corporativo y en  
las  empresas con e l  fin de  generar un  cl ima de confianza y 

1 59 Cfr. Pardo, María del Carmen, De la administración pública a la gobernanza, México, El 
Colegio de México, 2004. 

203 



Ernesto Villanueva 

transparencia entre los grupos de interés y los órganos de 
administración públ ica y de las sociedades civi les. 

Es así como surgen los whistleblowers o denunciantes de sus propias 
empresas. Los denunciantes de irregularidades whistleblowers, son 
aquel los individuos que dan a conocer información confidencial o 
secreta a pesar de q ue tienen la obligación oficia l , o de otra índole, 
de mantener la confidencial idad o el secreto. 

Los denunciantes que d ivulgan información sobre violaciones de leyes, 
casos graves de mala administración de los órganos públicos, una 
amenaza grave para la salud,  la seguridad o el medio ambiente, o 
una violación de los derechos humanos o del derecho humanitario 
deberán estar protegidos frente sanciones legales, administrativas o 
labora les siempre que hayan actuado de buena fe. 160 

De lo anterior, debemos entender que los whistleb/owers son servidores 
públ icos o funcionarios de despachos que denuncian i rregu laridades 
o d ivulgan información y que deberán estar protegidos frente a 
sanciones legales, administrativas o laborales pero sobre todo pol íticas. 

En la mayoría de los Estados democráticos de derecho se reconoce 
que el papel que desempeñan los whistleblowers es fundamental para 
una saludable vida democrática, pues al denunciar las irregularidades 
se ejerce plenamente el ejercicio del derecho a informar y ser informado 
al mismo tiempo que se combate la corrupción dando por resultado 
la transparencia en la administración pública .  En este mismo sentido, 
señala Bobbio que "una vez que el Estado se considera como el 
producto artificial de una voluntad común,  en adelante el verdadero 
protagonista del saber político ya no será el Estado, sino el individuo."161 

Si la soberan ía reside en el pueblo, éste debe ser l ibre para criticarlo ,  
esto es, l ibertad de expresión ; recibir información concerniente a las 

1 60 Declaración sobre el acceso a la información, Relator Especial de las Naciones Unidas 
para la Libertad de Opinión y Expresión, del 6 de diciembre de 2004. 

1 61 Bobbio, Norberto, op. cit. , nota 146. 
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funciones que se desempeñan en los órganos constitutivos del Estado, 
esto es, derecho a la información .162 Lo anterior por ningún motivo debe 
excluir a los servidores públ icos o funcionarios de despacho. 

La justificación de la existencia de los whístleblowers se basa en el 
poder democrático, dado que es ejercido por el conjunto de 
individuos, a quienes una de las reglas principales del rég imen 
democrático atribuye el derecho de participar directa o indirectamente 
en la formación de las decisiones colectivas. El ciudadano debe "saber", 
o por lo menos debe estar en condición de saber. 163 

Hoy en d ía el concepto de democracia constituye la participación desde 
abajo,  participación de los individuos (como la base de los afectados) 
en todas las decisiones que les conciernen . 164 

Para Norberto Bobbio sobre la base individual ista nace la democracia 
moderna. En su origen el individual ismo es una ética , en cuanto que 
el ser humano, a d iferencia de todos los demás entes del mundo 
natural ,  tiene un  valor moral o, para decirlo en términos de Kant, una 
dignidad y no solo un precio .  

En un sentido formal se habla de representación para referirse a la 
autorización que los órganos de dirección ,  que actúan por sí ,  obtienen 
del pueblo, esto es, de los ciudadanos. Representación designa, pues, 
el nexo de legitimación y de imputación que existe o se establece entre 
la acción de los órganos de dirección y el pueblo: los órganos de 
dirección actúan de forma representativa en nombre del pueblo y como 
pueblo; su acción tiene la fuerza de obligar al pueblo.165 Es en este 
sentido que debemos entender el papel que real izan los funcionarios 
de despacho y servidores públ icos y su compromiso con la sociedad 
o con el pueblo. 

1 62 D íaz, Vanessa, "Del derecho a la información al derecho de acceso a la información", en 
Villanueva, Ernesto y Luna Pla,  lssa (eds.), Derecho de acceso a la información pública, 
Valoraciones iniciales, México, UNAM-Atlati-USAID- Fundación Konrad Adenauer, 2004. 

1 63 Cfr. Bobbio, Norberto, op. cit. , nota 1 46. 
1 64 Cfr. Bockenford, Ernst Wolfgang, op. cit. , nota 1 57.  
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Ahora bien, se necesita de una serie de condiciones para que pueda 
darse la figura de los whist/eblowers como son: un marco normativo 
que salvaguarde sus derechos frente a sanciones legales,  
admin istrativas o labora les; un alto nivel  de cultura pol ítica en el que 
se reconozca su honestidad, alto grado de ética y su compromiso social, 
evitando así la d iscriminación pol ítica de la que pudieran ser objeto. 

A n ivel i nternacional hay docenas de leyes federales que protegen a 
los whistleblowers o denunciantes que de otra manera estarían en 

estado de indefensión . Son legislaciones d iseñadas para proteger a 
trabajadores contra la discriminación o cualquier otro tratamiento ilegal . 
En Austral ia,  por ejemplo, no existe una legislación federa l  pero sí a 
nivel estatal .  El Reino Unido cuenta con el Public lnterest Dísc/osure 

Act de 1 998, que proporciona un marco de la protección legal para 
los i nd ividuos que divulgan i nformación para exponer negl igencias e 
irregularidades contra la persecución y el despido. En  los Estados 
Unidos, las protecciones legales varían según el tema del whístleblower 

y a veces de las circunstancias en las que se presentan .166 

En el 2002, la revista Times nombró a tres "personas del año" : Sherron 
Watkins, de Enron; Coleen Rowley, de la Agencia Federal  de 
I nvestigación (FBI ) ;  y, Cynthia  Cooper, de WorldCom . .  Las tres son 
whístleblowers y el papel que desempeñaron permitió avanzar en ese 
pa ís con respecto a la concepción que se ten ía de los whis/teb/owers, 

ya que la ley Sarbanes-Ox/ey Act (SOX) va más allá de las protecciones 
mín imas pues incorpora cuatro provisiones básicas: 

1 .  Prohibición contra la d iscriminación de empleo 
2. Sanciones penales para los que discriminan a los whistleblowers 

1 65 ldem. Y también para J.C. Bluntschli , Al/gemeines Staatstrecht 1, 1 962, en la 
representación se trata primariamente de una relación de autorización e imputación entre 
la acción de individuos (como órganos) y el pueblo como unidad y conjunto, rechazando 
así el denominado principio estamental de la representación particular. 

1 66 Cfr. Kohn, Stephen M et al., Whistleb/ower Law A Guide to Legal Protections for Corporate 
Employees, New York, Praeger Publishers, 2004. 
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3. Responsab i l i dad corporativa de rec ib i r  quejas d e  los 
whislteb/owers 

4. Responsabil idad para los abogados para divulgar las fechorías. 

M ientras en Europa se d iscuten modelos o principios democráticos 
internacionales que debe contener una legislación sobre protección 
de los whistleb/owers, nosotros desconocemos no solo la figura sino 
las ventajas que traería su implementación . Y es que sería muy 
diferente nuestro porvenir democrático si los servidores públicos o 
funcionarios de despacho no denunciaran bajo el anonimato todas 
las irregularidades que se dan en nuestra administración públ ica .  

Tal vez, solo ta l  vez, el caso del  "Gober precioso" tomaría un  g iro 
completamente d iferente o los videoescándalos. 

En nuestro país, el marco normativo de los servidores públicos surge 
en 1 982 cuando se da la iniciativa de una ley que regule el Título Cuarto 
de la Constitución Pol ítica de los Estados Unidos Mexicanos . 

El poder de reforma, de ese año, consideró que el marco normativo 
establecía un ju icio de carácter pol ítico para qu ienes tienen 
responsabil idad por el despacho de intereses públicos fundamentales; 
pero además, reconocieron que existía una laguna legislativa 
respecto a las obligaciones que debe seguir todo servidor públ ico frente 
a la sociedad y el Estado, así como respecto a las responsabil idades 
por su incumpl imiento y las sanciones y los proced imientos 
administrativos para apl icarlos. 

Se reformó entonces al Título Cuarto de la Constitución Pol ítica, al 
Código Penal , a l  Código Civil y se aprobó la i niciativa de Ley Federal 
de Responsabi l idades de los Servidores Públicos, estableciendo así 
las nuevas bases ju ríd icas para prevenir y castigar la corrupción en 
el servicio público, que desnatura l iza la función encomendada y 
garantiza su buena prestación . E l  espíritu del legislador plasmado en 
la exposición de motivos de dichas in iciativas ten ía como objetivo 
permitir a esa representación nacional d isponer de elementos más 
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ampl ios, al considerar el nuevo sistema de responsabi l idades de los 
servidores públ icos. 

La reforma a nivel constitucional del artículo 1 08, de ese mismo año, 
estableció los principios constitucionales para determinar el a lcance 
personal y federal sobre responsabi l idades de los servidores 
públicos, se definió a quienes se les debería considerar con tal carácter, 
de la siguiente forma :  

Artículo 1 08. Toda persona que  desempeñe un empleo, cargo o 
comisión, de cualquier naturaleza, en la Administración Públ ica 
Federal o en la del Distrito Federa l ,  en el Congreso de la Unión o 
en los Poderes Judicial Federal y Judicial del D istrito Federa l ,  se 
reputará como servidor federal y será responsable por los actos 
u omisiones en que incurra en el desempeño de su empleo, cargo 
o comisión.  

Por su parte, la exposición de motivos de la i niciativa de Ley Federal 
de Responsabi l idades de los Servidores Públ icos consideró que "en 
un Estado de Derecho el ámbito de acción de los poderes públ icos 
está determinado por la Ley y los agentes estatales responden ante 
ésta por el uso de las facultades que expresamente se les confiere."  

Además reconoció que la "irresponsabil idad del  servidor público genera 
ilegalidad , inmoralidad social y corrupción; su irresponsabilidad erosiona 
el Estado de Derecho y actúa contra l a  democracia ( . . . ) . " 

De lo anterior podemos deducir que el espíritu del legislador de 1 982 
consideró pertinente reglamentar el comportamiento de los servidores 
públicos bajo los principios de honradez, lealtad, imparcialidad y eficacia. 

Por lo que "proponen nuevas bases de responsabi l idad de los 
servidores públ icos para actual izarlas de acuerdo con las demandas 
de un pueblo d inámico que se ha desarrol lado en todos los órdenes 
desde 1 9 1 7, pero no así en el régimen de responsabil idades de sus 
servidores públ icos." 
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Ese sistema se compone de cuatro modalidades de la responsabilidad: 
la penal y la civi l ,  sujetas a las leyes relativas, y la pol ítica y 
administrativa, que se regularían por la iniciativa de la ley reglamentaria 
del T ítu lo Cuarto Constitucional .  

La responsabi l idad penal responde a l  criterio pnm1genio de la 

democracia,  por un  lado, en donde "todos los ciudadanos son iguales 
ante la Ley y no hay cabida para fueros ni tribunales especiales. Los 
servidores públ icos que cometan del ito podrán ser encausados por 

el j uez ordinario con sujeción a la ley penal como cualqu ier ciudadano 

y sin más requ isito ,  cuando se trate de servidores públ icos con fuero, 

que la declaratoria de procedencia que d icte la H. Cámara de 

Diputados. "167 Por el  otro, se el imina la confusión entre "delitos y faltas 

oficiales" y "del itos comunes." 

Ahora bien , la responsabil idad civi l de los servidores públ icos se estará 
a lo  que dispone la legislación común.  

Por lo  que respecta a las responsabi l idades pol íticas y administrativas 

quedan establecidas por la Ley de Responsabi lidades que se propone 

desarrol lar los principios que sobre la responsabil idad pol ítica define 

la i niciativa del Título Cuarto Constituciona l .  

En consecuencia, la Ley de Responsabilidades determina las conductas 

por las cuales, por afectar a los intereses públicos fundamentales y 
a su buen despacho, se incurre en responsabil idad pol ítica y se 

imponen sanciones de esa naturaleza . 

Cabe resaltar, el comentario realizado por Jesús Orozco Henríquez168 

sobre la redacción del artículo 1 08 Constitucional : 

1 67 Exposición de Motivos de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, 
publicada en e l  Diario Oficial de la Federación el 31 de diciembre de 1 982. 

1 68 Orozco Henríquez, Jesús, "Comentario a l  artículo 1 08 Constitucional", en Congreso de la 
Unión, H. Cámara de Diputados, Lll Legislatura, Derechos del pueblo mexicano. México 
a través de sus constituciones, México, Cámara de Diputados, 1 994. 
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" {  . . .  ) cabe advertir que ,  por una parte, el constituyente 
permanente omitió inclu i r  expresamente como servidores 
públicos a los trabajadores y empleados de los Órganos Legislativo 
y Judicial {esto es, solo contemplan a los titulares de tales 
órganos); por otra , atendiendo a lo d ispuesto por e l  artículo 1 de 
la Ley Orgánica de la Administración Públ ica Federal ,  debe 
recordarse que ésta se divide en forma equ ívoca en administración 
centra l izada y paraestatal ,  comprendiendo en esta ú ltima tanto 
a los organismos descentral izados como a las empresas de 
participación estatal ,  por lo que a pesar de los distintos princip ios 
juríd icos y económicos que rigen a las empresas públ icas -con 
respecto al sector centra l izado y a los  organ ismos 
descentral izados-, sus  trabajadores también se  consideran 
servidores públicos y sujetos al régimen constitucional de 
responsabi l idades. 

"Así pues, en virtud de que la Ley Federal de Responsabi l idades 
de los Servidores Públ icos se concreta a remitir al texto 
constitucional , será necesario que a través de una interpretación 
constitucional idónea por los órganos competentes se precisen 
los alcances de este título y se establezcan los criterios apropiados 
para determinar quienes deben ser considerados como servidores 
públ icos de la Federación o del Distrito Federa l . "  

Lo anterior justifica algunas de las razones por las que en 1 996 se 
reforma de nueva cuenta el artículo 1 08 Constitucional ,  quedando de 
la siguiente manera:  

Artículo 1 08. Para los efectos de las responsabil idades a que alude 
este t itu lo se reputa ran como serv idores púb l icos a los 
representantes de elección popular, a los miembros del Poder 
J udicial Federal y del Poder Judicial del D istrito Federa l ,  los 
funcionarios y empleados, y, en genera l ,  a toda persona que 
desempeñe un  empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza 
en la administración publica federa l  o en el distrito federal , así como 
a los servidores del Instituto Federa l  Electora l ,  quienes serán 
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responsables por los actos u om1s1ones en que incurran en el 
desempeño de sus respectivas funciones. 169 

En 1 991 , se reforma la  Ley Federa l  de Responsabi l idades 
Administrativas con el objetivo de adicionar la fracción XX bis, del 
artículo 4 7,  estableciendo que, en el desempeño de sus funciones, 
los servidores públ icos tendrán la obligación de proporcionar a la 
Comisión Nacional de Derechos Humanos, la información y datos que 
ésta les sol icite para el mejor ejercicio de sus atribuciones . 1 70 

En 1 994 , se reforma en materia de reparación del daño a cargo del 
Estado. 1 71 El poder de reforma reconoce en la exposición de motivos 
que "desde diversas vertientes de la sociedad mexicana se ha venido 
externando una preocupación que tiene que ver, de manera muy 
señalada,  con la forma en que el Estado asume su responsabil idad 
patrimonial al dar respuesta a las violaciones a los Derechos Humanos 
en que incurran los servidores públ icos." 

Esta postura encuentra sól idos antecedentes doctrinarios, donde se 
ha estimado como urgente la solución más adecuada al problema de 
reparación del daño; así como, el establecimiento de un principio de 
justicia para el particular afectado, puesto que siempre habían resultado 
infructuosos los reclamos habidos, ya fuera por la falta de un sustento 
normativo suficiente o por las penurias económicas estatales. 

En las actuales circunstancias, se propone establecer la responsabilidad 
sol idaria d i recta del Estado por los daños y perju icios derivados de 
los hechos y actos i l ícitos dolosos de los servidores públ icos. 

1 69 Artículo 1 08 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, reformado mediante 
decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 22 de agosto de 1 996. 

1 70 Exposición de motivos de la iniciativa de Decreto que Reforma y Adiciona la Ley Federal 
de Responsabilidades de los Servidores Públ icos, publicado en el Diario Oficial de la 
Federación, el 11 de enero de 1 991 . 

1 71 Exposición de motivos de la iniciativa de Decreto que reforma y Adiciona, entre otros, diversos 
Artículos de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, publicado 
en el Diario Oficial de la Federación, el 11 de enero de 1 994. 
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La responsabil idad directa del Estado, en los casos señalados, deriva 
de que éste, por su organización , recursos, med ios de programación 
y s istemas de vigi lancia , así como por su responsabi l idad en la 
selección , capacitación y control de personal está en condiciones en 
todo momento de prever y corregi r  las actuaciones dolosas de los 
servidores públ icos. Pero si el acto i l ícito se produce entonces asume 
a la obligación de indemnizar a la persona por daños y perju icios 
ocasionados. 

Cabe señalar que, las reformas propuestas de 1 994 serían letra muerta 
si el poder de reforma no hubiere real izado simultáneamente las 
adecuaciones necesarias a la Ley de Presupuesto, Contabi l idad y 
Gasto Público Federal ,  de manera que una vez obtenida una resolución 
administrativa o jurisdiccional en la que se funde la obligación del Estado 
para reparar los daños y perjuicios causados a los particulares, se 
disponga de los recursos presupuestales para dar cumpl im iento a tal 
resolución. Por tanto, se propuso inclu i r  un renglón específico, dentro 
del gasto públ ico federal, que se refiera a la responsabilidad patrimonial 
del Estado. 1 72 

El Plan Nacional de Desarrol lo 1 995-2000 estableció, entre otros 
objetivos, la reestructuración del sistema de control interno del Poder 
Ejecutivo . Para el lo, la iniciativa de reforma de la Ley Federal de 
Responsabi l idades de los Servidores Públ icos se propuso ampliar las 
facultades a la entonces Secretaría de Contrataría y Desarrollo 
Administrativo para nombrar  y remover a los servidores públ icos; así 
como a los t i tu la res de  las á reas de aud itoría , quejas  y 
responsabi l idades de los referidos órganos de control interno. En 
consecuencia ,  todos estos servidores públicos pasarían a depender 
jerárquicamente y funcionalmente de la secretaría de Contrataría y 
Desarrollo Administrativo. 1 73 

1 72 /dem. 

1 73 Decreto que Reforma, entre otras, la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores 
Públicos, publicada en el diario Oficial de la Federación, el 24 de diciembre de 1 996. 
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En la exposición de motivos el poder de reforma señala como objetivo 
que la dependencia encargada del control interno global podrá 
perfeccionar los mecanismos de supervisión y vigilancia, para garantizar 
el desempeño honesto , eficiente y responsable de los servidores 
públ icos de la Admin istración Públ ica Federal .  

Hasta este momento, hemos pod ido anal izar que la intención de 
nuestros representantes nacionales en regular el comportamiento de 
los servidores públ icos y funcionarios de despacho no ha sido otro 
más que encausarlo en el camino de la honestidad , eficiencia,  ética 
y responsabi l idad . No obstante , en el 2002 se publ icó la Ley Federal 
de Responsabi l idades Administrativas de los Servidores Públ icos . 1 74 

Con la entrada en vigor del nuevo ordenamiento se estableció una 
nueva etapa dentro del régimen de responsabi l idades de los 
servidores públ icos federales. 

Cabe destacar que, la promulgación de este ordenamiento no abroga 
la Ley Federal de Responsabil idades de 1 982 , sino más bien tuvo 
como objetivo separar las responsabi l idades de carácter meramente 
administrativas,  de figuras juríd icas como el ju icio pol ítico y la 
declaración de procedencia , mismas que son dirimidos por órganos 
legislativos. 

La Ley Federal de Responsabi l idades Admin istrativas de los 
Servidores Públ icos, señala en su artículo 7 que "Será responsabil idad 
de los sujetos de la ley ajustarse, en el desempeño de sus empleos, 
cargos o comisiones, a las obl igaciones previstas en ésta , a fin de 
salvaguardar los principios de legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad 
y eficiencia que rigen en el servicio públ ico." 

De lo anterior se interpreta materialmente que el poder de reforma 
siempre ha considerado que la actividad que rige a los servidores 

1 74 Publ icada en el Diario Oficial de la Federación el 1 3  de marzo de 2002, en vigor a partir 
del 14 de marzo de 2002. 
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públ icos debe estar conforme los principios de  legal idad ,  honradez, 
lealtad , imparcia lidad y eficiencia.  Es decir, el servidor públ ico debe 
actuar conforme a derecho, ser honrado,  lea l ,  imparcial y eficiente 
siempre en aras del bien común, de la sociedad . 

El a rtícu lo 8 establece las obligaciones; en la fracción V señala que 
es obl igación del servidor públ ico "custodiar y cuidar la documentación 
e información que por razón de su empleo, cargo o comisión , tenga 
bajo su responsabi l idad , e imped ir o evitar su uso, sustracción, 
destrucción, ocultamiento o inutil ización indebidos." Lo anterior significa 
que tienen la obligación oficial de mantener la información de manera 
confidencial o en secreto. 

Por su parte la fracción XVI I I  establece que el servidor públ ico debe 
"denunciar por escrito ante la Secretaría o la contraloría interna, los 
actos u omisiones que en ejercicio de sus funciones l legare a adverti r 
respecto de cualqu ier servidor púb l ico que pueda constitu i r  
responsabi l idad administrativa en  los términos de  la Ley y demás 
disposiciones aplicables . "  Limita la denuncia por escrito y sólo ante 
la Secretaría o la contrataría interna.  

La fracción XIX faculta a l  servidor públ ico a "proporcionar en forma 
oportuna y veraz, toda la información y datos sol icitados por la 
institución a la que legalmente le competa la vigi lancia y defensa de 
los derechos humanos." 

En el articulo 1 0  señala que "en las dependencias y entidades se 
establecerán unidades específicas ,  a las que el públ ico tenga fácil 
acceso, para que cualquier interesado pueda presentar quejas o 
denuncias por incumpl imiento de las obl igaciones de los servidores 
públ icos." 

Mas adelante establece que "la Secretaría establecerá las normas y 
procedimientos para que las quejas o denuncias del públ ico sean 
atendidas y resueltas con eficiencia . "  
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Finalmente el artícu lo 31  establece que "quedará a ju icio de quien 
resuelve d isponer o no la suspensión, destitución o inhabi l itación. "  

Uno de los motivos para reformar el régimen de responsabi l idades, 
fue fortalecerlo con la final idad de generar en la población confianza 
respecto de la actuación de los funcionarios públicos, ya que su imagen 
ha sufrido un marcado deterioro ante la sociedad civil . 175 

En conclusión, la legislación mexicana no ampara proteger los derechos 
de los whistleblowers, la redacción de la ley solo contempla como 
supuesto que e l  denunciante sea ciudadano, las denuncias o quejas 
solo se pueden real izar ante la Secretaría o contra loría interna y deja 
al arb itrio la apl icación de la sanción. No obstante , es tiempo que nos 
planteemos la posibi l idad de incorporar la figura de los whistleblowers 
como mecanismos para mejorar nuestra enfermiza administración 
pública y por ende desarrollar nuestra democracia. 

Al servidor públ ico o funcionario de despacho en lo particular y a la 
burocracia en lo general ,  no debe vérsele como el mal inherente de 
la administración pública sino como parte fundamental para que el 
Estado puede llegar a su fin último que es e l  bienestar común o social . 

La implementación de esta figura en democracias incipientes como 
la nuestra traería por un lado d isminución de la corrupción y auxil iaría 
a la transparencia y rendición de cuentas y por el otro ante la ciudadanía 
mejoraría la imagen del servidor público y funcionario de despacho. 

Acceso a la i nformación crediticia 

En la justa por el acceso a la i nformación no se encuentra solo la Ley 
Federal de Transparencia y Acceso a la I nformación Pública 

1 75 Exposición de Motivos que Reforma y Adiciona Diversas Disposiciones de la Ley Federal de 
Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental y de la Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo, a cargo del Diputado Arturo Nahle García, del Grupo Parlamentario 
del PRO. Gaceta Parlamentaria, Cámara de Diputados, número 1 7 1 1 -1 ,  de 1 4  de marzo de 2005. 
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Gubernamental -que se refiere esencialmente, aunque no de manera 
exclusiva, a la información pública- sino también otras leyes que regulan 
una porción del acceso a i nformación de carácter privado .  En efecto, 
se trata de la Ley para Regular las Sociedades de I nformación Crediticia 
publicada el 1 5  de enero del 2002 en el Diario Oficial de la Federación . 

El asunto no es menor ni accesorio, antes bien , trascendente y úti l 
para todos los mexicanos y empresas que aspiran a tener crédito para 
cualquier cosa. Después del error de d iciembre de 1 995, una de las 
reacciones remediales para reactivar la entrega de créditos y minimizar 
el riesgo bancario en este proceso fue la creación de lo que se conoce 
como Buró de Crédito .  El destinado para personas físicas surgió en 
1 996 bajo el nombre de Trans Unión de México, S .A. y dos años 
después nació el destinado a personas morales o empresas bajo el 
nombre de Dun & Bradstreet de México, S .A. 

En estos años, el Buró de Créd ito ha ten ido las mejores intenciones 
con pésimos resultados desde la perspectiva de los usuarios de la 
banca por dos razones: primero, porque nació al amparo de un permiso 
discrecional de la Secretaría de Hacienda y Crédito Públ ico con 
regulación frágil, elástica y, por supuesto, también discrecional sin mayor 
seguridad jurídica ;  y segundo, porque para los usuarios el saber por 
qué estaban en la l ista negra del citado Buró era una interrogante 
d ifíci l  de responder. Simple y senci l lamente había -y lo hay todavía 
en algunos casos- una negativa en la asignación de un crédito para 
cualqu ier cosa bajo el argumento de que se registra un  antecedente 
negativo en el mencionado Buró de crédito . Tiempo después , el 
solicitante rechazado pudo conocer -de alguna manera- la información 
sobre su propio historial crediticio a través del pago de 1 00 pesos, 
vía un solo banco que ofrecía ese servicio y de la espera de tres meses 
aproximadamente para el envío a casa de la i nformación en cuestión. 

Ahora , la  Ley para Regular las Sociedades de I nformación Cred iticia 
viene a constitui r  un paso significativo en brindar acceso ciudadano 
a la información privada (crediticia en este caso) y ofrece también la 
certeza que solo puede garantizar la ley por las siguientes razones: 
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Primero. Se constriñen los sujetos que pueden manejar y compilar 
información financiera y cred iticia de las personas a las entidades 
financieras y empresas comerciales expresamente autorizadas por 
la ley y solo datos expresamente autorizados por la misma . La norma 
también obliga a las sociedades de información crediticia a introducir 
medidas de seguridad para el control de los datos personales; establece 
de igual forma requisitos de idoneidad para ser accionistas, así como 
candados para ser consejeros o directores a las personas que hayan 
sido "condenadas por sentencia defin itiva por del itos intencionales, 
las inhabi l itadas para ejercer el comercio o para desempeñar un 
empleo,  cargo o comisión en el servicio públ ico, o en el sistema 
financiero mexicano, durante el tiempo que dure su inhabi l itación . "  
Con esto se espera el iminar o reducir al menos el mercado negro de 
los datos personales para fines de explotación comercial que han 
prol iferado en México y en el mundo entero en los ú ltimos años. 

Segundo. La Ley crea el derecho para los clientes y solicitantes de 
crédito de sol icitar su Reporte de Crédito Especial de "forma clara ,  
completa y accesible de ta l  manera que se expl ique por sí  mismo o 
con la ayuda de un instructivo anexo, y enviarlo o ponerlo a disposición 
del cliente en un plazo de cinco d ías hábi les contado a partir de la 
fecha en que la Sociedad hubiera recibido la solicitud correspondiente .  
El Reporte de Crédito Especial deberá permitir al cliente conocer de 
manera clara y precisa la condición en que se encuentra su historial 
crediticio." 

Y esto es muy importante porque hoy en día aunque es posible obtener 
el historial crediticio, es complejo para cualquier persona entender qué 
sign ifica por el uso de tecnicismos y datos abreviados cuyo 
significado no viene en el reporte y sólo los prestadores de servicios 
saben de qué se trata . Por otra parte, también puede advertirse una 
reducción sustancial de los tiempos de entrega de la información que 
permite la toma oportuna de decisiones por parte del cliente o 
solicitante. 

21 7 



Ernesto Villanueva 

Tercero. La ley retoma algunos aspectos importantes del derecho de 
Hábeas Data y otorga la prerrogativa parcial al cliente o solicitante 
no solo para acceder sino, en su caso, rectificar los errores de la 
información contenida en los registros , mediante el proced imiento de 
reclamación , que debe ser sustanciado en u n  plazo no mayor de 30 
días, lo que hoy es prácticamente imposible porque el único que puede 
corregir esa información es la entidad bancaria o financiera tras un 
largo vía crucis que debe hacer e l  cliente ante d iversas oficinas y sin 
ninguna seguridad de que, aunque le asista la razón,  los cambios en 
los registros se l leven a cabo , en virtud de la peligrosa d iscrecionalidad 
imperante .  

Cuarto. La ley introduce la gratu idad de los servicios para obtener 
información cred iticia sobre uno mismo cada doce meses, siempre 
y cuando medie, por supuesto, solicitud al respecto de por medio. Esto 
permitirá que el control de la información pase de la entidad financiera 
al cliente o solicitante, circunstancia que permitirá ver en forma práctica 
como el derecho de acceso a la información mejora la cal idad de vida 
de las personas. 

El reto, como siempre, será socializar el conocimiento sobre esta nueva 
herramienta legal que los clientes y sol icitantes de crédito tendrán en 
su beneficio. 

Cabe esperar que esta ley junto con algunas otras sobre la 
transparencia de las instituciones financieras constituyan una vía para 
mejorar no sólo los servicios financieros , sino, sobre todo,  los flujos 
informativos que hoy carecen de métodos democráticos de expresión . 

E l  Instituto Nacional de Estadística, Geografía e 
Informática (I NEGI) 

Las oficinas de estad ísticas y censos nacionales son instituciones de 
importancia capita l en el mundo , tanto para material izar el derecho 
a la información del público como para la toma de decisiones en materia 
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de pol ítica y economía . En  genera l ,  los criterios que se observan son 
la confiabi l idad y la credib i l idad públ ica .  Estas improntas solo se 
obtienen cuando existe autonomía y sistemas de verificación 
externos, lo que en México no existe todavía, circunstancia que permite 
politizar resultados de censos y estudios y en lo posible, desnatural izar 
el sentido de la veracidad en los datos de interés públ ico .  Vayamos 
a los argumentos que brindan sustento a esta afi rmación . 

El I nstituto Nacional de Estadística , Geografía e I nformática ( INEGI )  
es  una  dependencia desconcentrada de la Secretaría de Hacienda,  
conforme a lo dispuesto en el art. 33 de la Ley de I nformación 
Estad ística y Geográfica; es decir, se trata de un órgano que solo posee 
independencia en aspectos formales, pero no en las cuestiones 
sustantivas respecto de la Secretaría de Hacienda, en la med ida en 
que:  

a) El d i rector dei iNEG I es nombrado l ibremente por el Presidente 

de la Repúbl ica ,  mediante el secretario de Hacienda. 

b) El  d i rector del  I NEGI  puede ser removido a d iscreción por el  
Presidente de la Repúbl ica, con el argumento de "pérdida de 

confianza" .  
e) EI INEGI carece de auditores externos que permitan val idar las 

técnicas observadas en estud ios, censos y encuestas, así como 

el vaciado correcto de resultados oficiales. 

d) El  I NEGI carece de autonomía presupuesta! y de un servicio 

civil de carrera . 

e) Carece de parámetros legales de comparación internacional 

de los censos , ya que la única garantía de la comparabi l idad 

internacional de los resultados del censo es ''fundamentalmente 

a su periodicidad, con relación a otros países", según lo dispone 

el art. 9, fracción i i i ,  de la citada ley. 

La experiencia que ofrece el derecho comparado para garantizar 
credibi l idad y confiabi l idad en las cifras oficiales camina por senderos 
d istintos del caso mexicano. 
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En Alemania ,  por ejemplo, la Oficina Central de Estad ísticas cuenta 
con un Comité de Asesoría y Seguimiento Estadístico, i ntegrado por 
el comisionado federal para la Protección de Datos, un representante 
de las principales asociaciones comunitarias, siete representantes del 
comercio y de la industria y uno de las asociaciones sindicales, dos 
representantes de i nstitutos de economía apl icada y dos de 
diferentes universidades. 

En España , el Instituto Nacional de Estadística es un organismo 
autónomo, con personalidad y jurídica propias. El director es nombrado 
por el  gobierno, pero cuenta con un Consejo Superior de Estadística, 
con tareas de evaluación y supervisión , la m itad de cuyos m iembros 
deben pertenecer a organizaciones sindicales y empresariales y demás 
grupos e i nstituciones sociales así como centros universitarios 
especia l izados. 

En Israel ,  la Oficina Federal  de Estad ísticas es un órgano autónomo, 
cuyo d irector es nombrado por el  gobierno, aunque solo puede ser 
destituido por causa justificada y prevista en la ley. Tiene además un 
Consejo Público de Estadísticas, con amplísimas funciones auditoras, 
i ntegrado por representantes del Estado, universidades y expertos en 
estad ística . 

La reforma legal que conduzca a l a  autonomía del I N EGI  no sólo es 
un imperativo social ,  sino un compromiso hasta hoy incumpl ido por 
parte de los presidentes de la República .  El Presidente Ernesto Dedil lo 
en su momento se comprometió en el Plan Nacional de Desarrol lo 
1 995-2000 a que:  

"E l  Ejecutivo Federal expresa su compromiso de proponer y adoptar 
medidas efectivas para cumplir, oportuna y suficientemente con el 
derecho a la información. El gobierno de la República ofrecerá 
asiduamente la información económica y social, generada por el Estado, 
que permita a la ciudadan ía el análisis, seguimiento y evaluación de 
las políticas públicas. En este sentido, se propone promover las reformas 
legales para dotar de autonomía plena al I NEGI ." 
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Un sexenio después, las cosas siguen exactamente igual. El presidente 
Vicente Fox ha hecho de la herencia institucional del PRI no un gobierno 
de cambio, sino un cambio de gobierno que persiste en seguir utilizando 
los instrumentos del poder del régimen pri ísta para engañar y manipular 
la información pública. En efecto, el programa comunicacional bautizado 
"Buenas noticias" consiste en medias verdades y en mentiras 
completas. Existen elementos que permiten sustentar esta afirmación . 
D iversas afirmaciones hechas por el Presidente tuvieron como base 
la información del INEG I .  El uso pol ítico del I NEGI no es una idea 
inédita ,  por supuesto, del señor Fox, sino producto del sistema pol ítico 
mexicano. 

El  control de este instrumento de información públ ica es de 
importancia capital .  Los datos que arrojan las estad ísticas representan 
una herramienta indispensable para la toma de decisiones que 
proporcionan al gobierno, a los sectores económicos, nacionales e 
internacionales, sociales y a las personas en general una radiografía 
sobre la situación económica ,  demográfica ,  social y ambiental de un 
pa ís. 

La vinculación orgánica dei iNEGI  al gobierno federal y particularmente 
a la Secretaría de Hacienda y Crédito Públ ico no ha sido el mejor 
mensaje sobre los productos que esta institución puede ofrecer a la 
sociedad . 

El ex presidente Vicente Fox convencido de que la estructura normativa 
dei iNEG I  era aberrante,  se comprometió como presidente electo, en 
su sexto compromiso frente al pa ís, a que los mexicanos "puedan 
evaluar el desempeño del quehacer públ ico y el desarrol lo del pa ís,  
dotaremos de mayor autonomía a instituciones como el INEG I  y 
facil itaremos el acceso a la información de interés públ ico. Además, 
introduciremos la normatividad correspondiente a fin de que la 
información e indicadores que publ ican organizaciones e instancias 
públ icas, sean tomados y anal izados con criterios internacionales." 
Tampoco h izo cambio alguno. 
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Desde hace tiempo, la participación de consejos con actividades 
directas en el procesamiento y captura de la información estad ística , 
provenientes de la in iciativa privada , de la un iversidad , de los centros 
de investigación y de los sindicatos, se ha convertido en una tendencia 
creciente en las democracias consolidadas y particularmente 
emergentes por dos razones: a) para evitar la pol itización de estas 
instituciones, y b) para dotar altos n iveles de percepción de 
imparcia l idad y promover el uso cada vez mayor de criterios 
internacionales de comparación . 

Los más altos valores de los datos estad ísticos, por su pecul iar  
naturaleza -pues sirven de base, además, para los indicadores de los 
organismos internacionales- residen en su legitimidad y credib i lidad . 
Esos atributos la naturaleza ju ríd ica del I N EGI  los ha aniqui lado de 
origen . ¿ Puede ped irse a los mexicanos que sigan confiando en los 
productos dei iNEGI  como un acto de fe o ya es tiempo de in iciar esa 
pequeña,  pero vita l reforma para saber por fin las verdades 
verdaderas de México? 

Y es que el actua l  estatuto jurídico dei i NEGI genera preg untas como 
las sigu ientes:  ¿Basta formular un acto de fe en la buena y 
desinteresada disposición de los directivos dei i NEGI en la formulación 
de las cifras oficiales para garantizar la confiabi l idad e imparcial idad 
de la información oficial? ¿No será posible alterar los datos oficiales 
para favorecer, por ejemplo, a gobiernos de los Estados no pri ístas 
en las asignaciones presupuestales previstas en el artículo 2 de la 
Ley de Coordinación Fiscal , que establece que 45. 1 7  por ciento de 
las participaciones federales debe aplicarse en proporción directa a l  
número de habitantes, según la información proporcionada por el 
INEGI? ¿No será factible correg i r  los datos oficiales del I N EGI  para 
efectos de promoción pol ítica en el pa ís y buscar recursos 
económicos en el extranjero? En suma , ¿por qué debemos creer en 
el manejo correcto, transparente y aséptico de los datos oficiales si 
no hay criterios legales obligatorios de comparación internacional , ni 
la manipulación informativa constituye una infracción expl ícita de la 
Ley de I nformación Estadística y Geográfica? En este aspecto es 
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necesario iniciar un profundo proceso de reforma jurídica, de tal suerte 
que se imprima certeza y veracidad a la  i nformación estad ística del 
Poder Ejecutivo Federa l .  

La autonomía del  INEGI 

Finalmente, después de una larga travesía e i iNEGI  ha s ido dotada 
de la autonomía constitucional que impactará positivamente en la 
confiabi l idad de sus datos ,  a la luz de las siguientes consideraciones 
que incluye la reforma presentada en el 2005 y aprobada por las dos 
cámaras del H .  Congreso de la Unión y la mayoría de las legislaturas 
locales en el 2006: 1 76 

1 .  Otorga al Instituto Nacional de Estadística, Geografía e 
Informática, el carácter constitucional de "organismo con 
autonomía de gestión y presupuestaria ,  personal idad jurídica 
y patrimonio propios, enca rgado de la información estadística 
y geográfica del pa ís y del reg istro histórico de las estad ísticas 
nacionales, y de garantizar el acceso oportuno de dicha 
información a los demás órganos del Estado y a los ciudadanos, 
en los térmi nos y cond iciones que estab lezca la ley 
reglamentaria . "  

2 .  Sujeta la  función estatal de l  I NEGI a los principios rectores de 
"legalidad , independencia , imparcial idad, objetividad y veracidad ." 

3 .  Constituye a i iNEG I  "por un Consejo Técn ico formado por s iete 
integrantes, quienes serán designados mediante el voto de las 
dos terceras partes de los m iembros presentes de la Cámara 
de Diputados o, en los recesos de ésta , de la m isma mayoría 
de la Comisión Permanente del Congreso de la Unión , a 
propuesta del Presidente de la República . "  

4.  Con relación a los integrantes de l  Consejo Técnico ,  estipula que 
la Ley establecerá los requ isitos que deben reunir para su 
designación , "du rarán en su encargo cinco años, podrán ser 

1 76 Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se Reforma el Artículo 26 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos para otorgarle autonomía jurídica y de gestión financiera al 
Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Información ( INEGI) del 1 de marzo de 2005. 
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reelectos por una sola vez y solo pod rán ser removidos de sus 
funciones en los términos que establezca la ley reglamentaria" .  

5. Da al I N EG I  " la  dirección y organización de los servicios 
nacionales de Informática", lo faculta como "órgano de consu lta 
en materia socioeconómica" y como "rector de las pol íticas de 
recopi lación de datos estad ísticos oficiales de todas las 
entidades del sector públ ico."  

6.  Faculta a l  I N EG I  para coord inar "conforme a las bases que 
establezca la ley reglamentaria,  la participación y colaboración 
de las entidades federativas y municipios", así como para 
promover " la colaboración en el ejercicio de sus funciones de 
los particulares y los grupos socia les interesados." 

7. Señala la obl igación del Instituto de "publ icar periódicamente 
los resultados de sus investigaciones estad ísticas" y de "remitir 
anualmente a los Poderes de la Unión sus Informe de 
Actividades." 

8. Facu lta a las Cámaras del Congreso de la Unión , o a sus 
Comisiones, para requerir la comparecencia de los miembros 
del Consejo Técnico del I N EG I ,  "en los términos que d isponga 
la Ley." 

Texto de la Reforma 

Se agregan los párrafos qu into, sexto, séptimo y octavo al art ículo 
26 de la Constitución Pol ítica de los Estados Unidos Mexicanos, para 
q uedar como sigue: 

Artículo 26. (se mantiene lo establecido en los párrafos 1 al 4, 

poniéndole inciso A) 

A. El  Estado organizará un sistema de planeación democrática del 
desarrollo nacional que imprima sol idez, dinamismo, permanencia 
y equ idad al crecimiento del a economía para la independencia y 
la democratización pol ítica , social y cultural de la Nación. 
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Los fines del proyecto nacional contenidos en esta Constitución 
determinarán los objetivos de la planeación . La planeación será 
democrática. Mediante la participación de los d iversos sectores 
sociales, recogerá las aspiraciones y demandas de la sociedad para 
incorporarlas al plan y los programas de desarrol lo. Habrá un plan 
nacional de desarrol lo a l  que se sujetarán obligatoriamente los 
programas de la administración públ ica federa l .  

La  ley facultará al Ejecutivo para que establezca los procedimientos 
de participación y consulta popular en el sistema nacional de 
planeación democrática ,  y los criterios para la formulación , 
instrumentación, control y evaluación del plan y los programas de 
desarrollo. Asimismo, determinarán los órganos responsables del 
proceso de planeación y las bases para que e l  Ejecutivo federal 
coord ine mediante convenios con los gobiernos de las entidades 
federativas e induzca y concierte con los particulares las acciones 
a real izar para su elaboración y ejecución . 
En el sistema de planeación democrática , el Congreso de la Unión 
tendrá la intervención que señale la ley. 

B. El Estado tendrá un organismo con autonomía de gestión y 
presupuestaria, personalidad jurídica y patrimonio propios, encargado 
de la información estadística y geográfica del país y del registro histórico 
de las estadísticas nacionales, y de garantizar el acceso oportuno de 
dicha información a los demás órganos del Estado y a los ciudadanos, 
en los términos y condiciones que establezca la ley reglamentaria. En 
el ejercicio de esta función estatal serán principios rectores la legalidad, 
independencia,  imparcial idad, objetividad y veracidad. 

El organismo que se establezca al efecto se denominará Instituto 
Naciona l  de Estad ística , Geografía e I nformática . Será constitu ido 
por un Consejo Técnico formado por siete integrantes, quienes serán 
designados mediante el voto de las dos terceras partes de los 
miembros presentes de la Cámara de Diputados o, en los recesos 
de ésta, de la misma mayoría de la Comisión Permanente del 
Congreso de la Unión, a propuesta del Presidente de la Repúbl ica . 
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La ley establecerá los requ isitos que deben reun i r  los integrantes 
del Consejo Técnico para su designación quienes durarán en su 
encargo cinco años, podrán ser reelectos por una sola vez y solo 
podrán ser removidos de sus funciones en los térmi nos que 
estab lezca la ley reglamentaria.  

El Instituto se encargará de la dirección y organización de los servicios 
nacionales de Informática ; contará con las facultades que le atribuya 
la ley como órgano de consulta en materia socioeconómica y como 
rector de 1 as pol íticas de recopilación de datos estadísticos oficiales 
de todas las entidades del sector público; coordinará ,  conforme a las 
bases que establezca la ley reglamentaria , la participación y 
colaboración de las entidades federativas y municipios,  y promoverá 
la colaboración en el ejercicio de sus funciones de los particulares y 
los grupos sociales interesados. 

El Instituto tendrá la obl igación de publ icar periód icamente los 
resultados de sus investigaciones estadísticas, y deberá remit ir 
anualmente a los Poderes de la Unión su I nforme de actividades. 
Los miembros de su Consejo Técnico podrán ser requeridos a 
comparecer ante las Cámaras del Congreso o sus Comisiones, en 
los términos que d isponga la Ley. 

La Lotería Nacional 

La Lotería Nacional para la Asistencia Pública constituye una de las 
instituciones públ icas que permiten financiar actividades de promoción 
pol ítica del poder ejecutivo,  particularmente -aunque no en forma 
exclusiva o l imitativa- en el ámbito period ístico. 

En buena parte del mundo democrático existen sistemas públ icos de 
lotería , pero ninguno tiene las pecul iaridades del mexicano que ha 
desnatural izado su esencia comunitaria para tener la posibi l idad de 
servir a i ntereses ajenos al bien común.  El problema principal no reside 
en el hecho de que se utilicen los ingresos obtenidos por las cuantiosas 
ventas de bi l letes de lotería en todo el pa ís para propósitos de uti l idad 
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pol ítica del presidente de la república ,  sino que se hagan en el marco 
estricto de la ley. Se trata , pues, de una actividad ileg ítima , pero legal .  
El  caso no es  menor n i  accesorio; antes bien ,  se  presenta como uno 
de los instrumentos de poder que ayudan a expl icar la reproducción 
del statu quo y su correspondiente establishment, razón por la cual 
merece ser reflexionado en su sentido más profundo. Existe, por 
supuesto , un conjunto de argumentos que permite va l idar las 
afirmaciones que aqu í  se sostienen.  Veamos. 

Primero, en los Estados democráticos de derecho, las loterías públ icas 
tienen como máxima autoridad a u na Comisión o Junta Directiva 
integrada por ciudadanos en forma plura l .  En efecto , así por ejemplo, 
el artícu lo 5, fracción 9-5 de la Ley Estatal de la Lotería de Nueva 
Jersey, Estados Unidos, prescribe que: "La Comisión (Estatal de la 
Lotería)  estará integrada por el tesorero del Estado y seis miembros 
del públ ico, todos el los ciudadanos y residentes del Estado, quienes 
serán nombrados por el Gobernador por acuerdo del Senado. No más 
de tres de los seis miembros que representan al públ ico podrán ser 
miembros del m ismo partido pol ítico. "  

En México,  también existe una junta d i rectiva , pero con un  sentido 
muy distinto a l  que impera en las democracias. Y es que el artículo 
5 de la Ley Orgánica de la Lotería Nacional para la Asistencia Pública 
a la letra d ice : "La Junta Directiva estará integrada por seis miembros 
y será presidida por el titu lar de la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Públ ico, siendo los demás integrantes los titu lares de las secretarías 
de gobernación, de programación y presupuesto y de salubridad y 
asistencia y dos personas designadas por el presidente de la República, 
una de las cuales fungirá como d irector genera l ." En suma, se puede 
advertir que la única voz representada en la Junta Directiva de la Lotería 
Nacional es la del presidente de la República ,  pues todos y cada uno 
de los miembros de la J unta Directiva son nombrados y removidos 
l ibremente por el titu lar del poder ejecutivo. 

Segundo, en los Estados democráticos de derecho los fines para los 
que están destinados los ingresos obtenidos mediante la lotería están 
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taxativamente previstos en la ley. En el Reino Un ido, por ejemplo, la 
Ley de Lotería de 1 998 establece que los recursos recibidos deben 
destinarse a buenas causas, a saber: educación,  salud , medio ambiente 
y el sector nuevas oportun idades, que incluye investigación científica 
y proyectos municipales. Cada uno de los sectores tiene una fundación 
que vigila el correcto uso de los recursos de la lotería . 

Además, en todos los casos una consulta con organ izaciones de la 
sociedad civi l y sectores productivos precede la aplicación de recursos 
a proyectos específicos . 

En Nebraska , Estados Unidos, la Ley Estatal de la Lotería prescribe 
que los ingresos devengados una vez pagados los premios y los gastos 
de administración,  deben ser depositados a la Fundación para la 
I nnovación Educativa , la Fundación para la Asistencia del Uso de los 
Deshechos Sólidos, la Fundación para el Desarrollo Ecológico de 
Nebraska y la Fundación para la Asistencia de Jugadores Compulsivos. 

Por el contrario, en México el artículo 2 de la Ley Orgánica de la Lotería 
Nacional para la Asistencia Públ ica con todo desparpajo sostiene: "El 
objeto del organismo es apoyar económicamente las actividades a 
cargo del Ejecutivo Federal en el campo de la asistencia pública ,  
destinándose a ese fin los recursos que  obtenga mediante la 
celebración de sorteos con premios en efectivo . Dichos recursos, una 
vez deducidos el monto de los premios, reintegros y gastos de 
administración , así como el importe que se asigne para formar e 
incrementar las reservas y garantías a que se refiere esta ley, serán 
enterados a la Tesorería de la Federación para el cumpl imiento de 
su destino específico. "  

Como se puede observar, la  vaguedad de la ley hace las veces de 
un cheque en blanco para que el presidente de la  repúbl ica pueda 
eventualmente destinar recursos destinados a salvar de la quiebra a 
periódicos afines, recompensar a periodistas, diputados y funcionarios 
leales, pasando por el estímulo a fundaciones y asociaciones con 
intereses pol íticos compatibles hasta financiar campañas publicitarias. 
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El único l ímite es, a final de cuentas,  la imaginación del presidente 
de la repúbl ica .  

Pese a lo  previsto en  e l  artículo 2 de  la  Ley en  cuestión sobre la  fuente 
de ingresos de la Lotería Nacional , el presidente de la repúbl ica no 
ha tenido empacho en proveerle una fuente alterna de ingresos al 
incluir a este organismo en el Presupuesto de Egresos de la Federación 
con casi mi l  mi l lones de pesos para 1 999. 

Tercero, en los Estados democráticos de derecho, los funcionarios 
de la lotería o sus familiares están impedidos legalmente para comprar 
bi l letes de lotería o recibir premios. 

En Nueva Jersey, el artículo 5, fracción 9-1 6  prescribe textualmente que: 
"Ningún bil lete o cachito podrá ser comprado ni un premio será pagado 
a cualquiera de las siguientes personas: cualquier funcionario o empleado 
de la división o cualquier esposa, hijo, hija, hermano, hermana o pariente 
que viva en la misma casa de las personas arriba citadas." 

En México, la Ley orgán ica de la Lotería Nacional no prevé ninguna 
l imitación al respecto, por lo que es perfectamente legal ,  conforme a 
su Ley orgánica , que empleados o funcionarios de la Lotería Nacional 
puedan ser beneficiarios de premios o reintegros.  

Cuarto, en los Estados democráticos de derecho, las loterías públicas 
están sujetas a exhaustivas aud itorías para vigi lar el uso correcto de 
los recursos económicos administrados, además de las habituales 
aud itorías internas. En Texas, por ejemplo, la Ley Estatal de la Lotería 
d ispone en el artícu lo 466.0 1 7  que:  

"El d irector ejecutivo deberá contratar a un contador públ ico 
certificado para conducir una aud itoría independiente para cada 
año fiscal de todas las cuentas y transacciones de la lotería . 
El contador público certificado deberá presentar el reporte al director 
ejecutivo, a la Comisión , al Gobernador, al Contralor del Estado y 
a la Legislatura ." 
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En México, la Ley orgánica de la Lotería Nacional para la Asistencia 
Pública no prevé ningún tipo de control , n i  aud itoría interna,  n i  mucho 
menos auditoría externas, ampliando así las posibilidades legales, pero 
i leg ítimas, del presidente de la república para una d isposición 
confidencial de los recursos de la lotería en pro de su propia formación 
pol ítica. 

El asunto es mucho más complicado en el pa ís, pues inciuso aceptando 
que la propia Lotería Nacional tenga , sin que la ley lo obl igue, una 
contra loría interna sus resu ltados e informes carecen de la 
confiabi l idad que da la publ icidad y la comparabi l idad de resultados 
contables, circunstancia que convierte un asunto que debe probarse 
debidamente en un asunto de fe. De nueva cuenta, se puede afirmar 
que solo con la transparencia informativa derivada de un mandato 
de ley será posible terminar con la corrupción que florece en la 
oscuridad y en el secreto. 

Por otro lado, hay que señalar que la Lotería Nacional para la Asistencia 
Pública se encuentra dentro del proyecto de presupuesto de egresos 
presentado por el presidente de la República a la Cámara de Diputados. 
Las preguntas clave que toda Lotería del Estado en un Estado 
democrático debe responder son: ¿Hacia dónde va el dinero? ¿Quiénes 
fueron los beneficiarios? ¿Qué programas se sostienen con recursos 
de la Lotería Nacional? ¿Qué cantidades específicas fueron 
destinadas a cada uno de el los? ¿Cuáles fueron y por qué los criterios 
de asignación de recursos? ¿Qué resultados han aportado a la 
sociedad los programas o proyectos financiados por la Lotería 
Nacional? ¿Cómo evitar que haya una doble financiación de la Lotería 
Nacional , por un lado, la derivada del presupuesto de egresos de la 
federación y, por otro, la establecida en el artículo 2 de la Ley Orgánica 
de la propia Lotería Nacional que taxativamente establece que deben 
descontarse de los ingresos por concepto de bi l letes los "gastos de 
administración" de la institución? ¿Cómo justificar que los recu rsos 
de la sociedad financien a una empresa públ ica que en la experiencia 
comparada y en la nacional tienen sus propias util idades? ¿No es 
éticamente incorrecto establecer una amplia financiación para la Lotería 
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Nacional sin que la sociedad sepa a dónde van los recursos destinados 
a la "asistencia públ ica"? ¿ Por qué en otros pa íses como Estados 
Un idos y el Reino Unido son necesarios tan solo 80 funcionarios en 
promedio y en México se requ ieren 251 , de jefes de departamento 
hasta director general ,  para desarrol lar las m ismas tareas? ¿Cómo 
conci l iar el proyecto de un gobierno transparente y abierto con la 
reproducción idéntica de las formas y modos de 71 años de los 
gobiernos pri ístas? ¿Cómo garantizar que de ahora en adelante los 
casi cinco mi l  mi l lones de pesos de ingresos que obtiene la Lotería 
Nacional ,  según la memoria 1 994-2000, no serán destinados, en 
su tota l idad o en parte, a complementar los 237 mil lones de pesos 
sol icitados por la presidencia de la república para gastos de publ icidad 
y promoción de las obras del gobierno? 

Ese es un tema que el derecho debe legislar para darle certeza a la 
sociedad sobre el buen destino de los recursos públ icos. 
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Estado de la cuestión en materia 

de archivos públicos 

N ivel Estatal 

El derecho de acceso a la información públ ica pasa por dos 
herramientas juríd icas imprescindibles, la ley de archivos públ icos y 
la ley de protección de datos personales o de autodeterminación 
informativa o también denominada de Hábeas Data. 

En el hemisferio, se ha puesto de rel ieve el tema de acceso a la 
información pública y se ha dejado para un segundo momento cualquier 
otra normatividad por considerarla como parte de otro proceso 
legislativo. Se trata, por supuesto, de u n  error lamentable que denota 
la ausencia de comprensión de que el derecho de acceso a la 
información públ ica requiere una normativa de archivos públicos y otra 
de protección de datos personales para vivir. Es importante reiterar 
que una ley de acceso a la información por sí sola, o una ley "huérfana", 
como ha señalado Tom Blanton ,177 es solo el primer paso para constitui r  
un sistema normativo que permita el derecho a saber. Y no es una 
frase s in  sentido; antes bien, cabe recordar que la ley de acceso a 
la i nformación públ ica carece de sentido sin estos dos cuerpos 
normativos . 

1 77 Reunión hemisférica convocada por el lnteramerican Dialogue en Buenos Aires, 2003. 
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Por lo que concierne especialmente a los arch ivos públ icos, hay que 
decir que se trata de una asignatura pend iente y urgente para dar 
sentido a un derecho de acceso a la i nformación públ ica eficaz. Sin 
archivos públ icos, una ley de acceso a la información se queda solo 
en un buen propósito. Es verdad que las leyes de archivos requ ieren 
combinar los conocimientos archivísticos e históricos de naturaleza 
empírica con imaginación jurídica ,  de suerte que la ley de a rchivos 
responda a un sistema integral de acceso a la información. Se ha dicho 
que la ley de archivos es la garantía de futuro del acceso; pero lo es 
también para organizar el pasado de manera gradual ,  pero efectiva 
a través de uso adecuado de la tecnología que permite trabajar a un 
mismo tiempo en el presente y en el futuro, pero también en organizar 
y preservar el pasado. 

A continuación se anal izan las leyes estatales de Archivos , emitidas 

entre 1 957 y 1 992. Cabe destacar que todas son anteriores a la Ley 

Federal  de Transparencia y Acceso a la información Públ ica , por lo 

que sólo plantean el acceso a los archivos históricos. Además 1 9  

estados no emitieron ley alguna. 

Aguascalientes 

La Ley del Sistema Estatal de Archivos estab lece la estructura del 

Sistema Estatal de Archivos esta integrado por un Consejo Estatal 

de Archivos, por un Órgano de Regulación y por los Comités Técnicos. 

Campeche 

La Ley del Archivo General del Estado de Campeche establece como 

órgano fiscal izador al Archivo General  del Estado el cual es un órgano 
desconcentrado de la Secretaría de Gobierno de la Administración 

Públ ica del Estado de Campeche.  

Chiapas 

La Ley del Sistema Estatal de Archivos de Chiapas establece como 
órgano fiscal izador al Sistema Estatal de Archivos . El sistema estatal 
de archivos se integra por el Consejo Estatal de Archivos , el Archivo 
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General del Estado, los comités técnicos y los archivos administrativos 
e h istóricos existentes en el estado.178 

Guerrero 
La Ley del Sistema Estatal de Archivos del Estado de Guerrero 
establece como órgano regu lador al Sistema Estatal de Archivos 
(mecanismo de coordinación) a cargo de la Secretaría de Desarrol lo 
Administrativo y Control Gubernamental y sus principales funciones 
son la de protección y rescate de los archivos públicos y privados; la 
homogeneización de los archivos en el Estado y e l  reforzamiento de 
los servicios documentales y archivísticos . 179 

Jalisco 
La Ley que Regula la Administración de Documentos Públ icos e 
Históricos del Estado de Jalisco. El Sistema Estatal de Documentación 
y de Archivos Públ icos, no es propiamente u na entidad , sino u n  
mecanismo d e  coord inación . 

Míchoacán 
La Ley de Archivos Administrativos e H istóricos del Estado de 
Michoacán De Ocampo y sus Municipios establece como órgano 
regulador al Sistema Estatal de Archivos de Michoacán ;  sin embargo 
no es propiamente u na entidad , sino un  mecanismo de coordinación. 

Nayarit 
La Ley de Protección y Conservación de Archivos del Estado de Nayarit 
establece como órgano regulador al Archivo Genera l  del Estado, no 
establece sus funciones ni su estructura .  

Puebla 
La Ley que crea el Archivo General del Estado y la Bibl ioteca Publica 
del Estado de Puebla establece como órgano fiscalizador al Archivo 
General del Estado. Las facultades del Archivo General del Estado 

1 78 Artículo 6 de  la Ley de l  Sistema Estatal de  Archivos de Chiapas. 
1 79 Artículo 3 de la Ley del Sistema Estatal de Archivos del Estado de Guerrero. 
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será una Dependencia de la Secretaría de Cultura y tendrá las 
secciones que sean necesarias para cumpl ir sus objetivos se 
encuentran establecidas en el artículo 2 .  

Quintana Roo 
La Ley del Sistema Estatal de Archivos de Quintana Roo establece 
como órgano fiscal izador al Sistema Estatal de Archivos integrado por 
un Consejo Estatal de Archivos, integrado por los Oficiales Mayores 
de los tres poderes del Gobierno del Estado; por un Comité Técnico 
de Admin istración de Documentos y Archivos, integrado por los 
responsables del Archivo General del Estado; los responsables de 
los Archivos Administrativos e H istóricos de los Poderes Legislativos 
y Judicial Estatal ,  y por representantes de los archivos mun icipales; 
por un coordinador y promotor del Sistema Estatal de Archivos que 
mantendrá relaciones permanentes con los archivos administrativos 
e históricos permanentes de los tres poderes del Gobierno Estatal y 
con los Archivos Municipales, así como con los Archivos Privados que 
se incorporen al sistema, que será designado por el titular responsable 
del Archivo General del Estado; por todas las unidades de archivos 
de los Gobierno Estatal y Mun icipales , así como aquel los archivos 
privados que por su importancia histórica lo ameriten y lo sol iciten . 180 

Tabasco 
La Ley que crea el Sistema Estatal de Archivos de Tabasco establece 
el Sistema Estatal de Archivos como mecan ismo de coordinación . El 
Sistema Estatal de Archivos de Tabasco está integrado por un Consejo 
Estatal de Archivos; un Órgano Coordinador; un Comité Consultivo 
de Archivos y por los Archivos, tanto Admin istrativo como H istóricos, 
de los tres poderes del Estado, en lo apl icable, así como de los 
Ayuntamientos del Estado de Tabasco. 181 

Tlaxcala 

La Ley de Archivos del Estado de Tlaxcala establece como órgano 

1 80 Artículo 6 de la Ley del  Sistema Estatal de Archivos de Quintana Roo. 
1 81 Artículo 7 de la Ley que crea el Sistema Estatal de Archivos de Tabasco. 
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fiscal izador a l  Poder Ejecutivo, el Archivo General del Estado, Archivo 
General  del Congreso y Archivo General  del Poder Judicial . 

Vera cruz 

La Ley numero 7 1  de Documentos Administrativos e H istóricos del 
Estado Libre y Soberano de Veracruz-Liave establece a l  Archivo 
General del Estado como órgano regu lador. La Ley no le atribuye 
facultades extraordinarias. Juríd icamente , el Archivo General es un  
órgano público desconcentrado, dependiente de la  Secretaría 
General  de Gobierno. 1 82 

Yucatán 
La Ley del Sistema Estatal de Archivos de Yucatán señala al Sistema 
Estatal de Archivos como órgano regulador. El S istema Estatal de 
Archivos de Yucatán quedará integrado por un Consejo Estatal de · 
Archivos, formado por representantes de los tres poderes del Estado, 
que será la máxima autoridad del sistema y el cual deberá formular 
los proyectos de reglamentos de la presente Ley; un Órgano 
Coordinador y Promotor del Sistema Estatal de Archivos que mantendrá 
relaciones permanentes con los archivos admin istrativos e históricos 
de los tres Poderes del Gobierno Estatal y con los Archivos Municipales, 
así como con los archivos privados y demás que se incorporen al 
sistema. El Archivo General del Estado funcionará como Órgano 
Coordinador del Sistema Estatal ;  un Comité Técnico Auxil iar  que 
funcionará como una dependencia del Archivo Genera l  del Estado y 
se integrará en la forma que establezca su reglamento; por todas las 
unidades de archivo de los gobiernos Estatal y Municipales, así como 
aquel los a rchivos que,  por su importancia histórica,  lo ameriten y lo 
solicíten . 1 83 

En México se han dado algunos pasos importantes en esta materia , 
como lo atestigua la aprobación de distintas normativas estatales en 
materia de archivos públicos, pero quedan por delante varios desafíos. 

1 82 Artículo 20 de la Ley numero 71 de Documentos Administrativos e Históricos del Estado 
Ubre y Soberano de Veracruz-Liave. 

1 83 Artículo 8 de la Ley del Sistema Estatal de Archivos de Yucatán .  
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Primero, debe quedar claro que los archivos públicos son la herramienta 
prima del acceso a la información públ ica .  

Segundo, los archivos públ icos en México deben ser  legislados en 
plena armon ía con las leyes de acceso a la  información aprobadas 
para crear un sistema de apertura informativa y no como departamentos 
estancos sin conexión entre las dos legislaciones. 

Tercero, deben tomarse los estándares internacionales ajustados a 
la experiencia mexicana para plasmar en la norma juríd ica la mejor 
solución posible para que archivos y acceso a la información den como 
resu ltado una ampl iación efectiva y duradera del derecho a saber. 

Es evidente que con la entrada en vigor de las Leyes de Acceso a 
la Información Pública se ha in iciado en México un proceso de apertura 
por parte del Estado mexicano. Uno de los aspectos a evaluar ha sido 
lo referente a la Ley de Archivos Públicos . Esta materia cada vez está 
cobrando más importancia .  

No en balde el archivo público es la memoria colectiva y documentada 
(en cualqu ier formato) la que representa gran parte del patrimonio 
cultura l ,  el cual expone la evolución del pensamiento, su configuración 
y sus logros . La importancia de custod iar, sistematizar, conservar el 
testimonio documental de la Nación amerita la elaboración de una 
ley que sustituya las normas inferiores, decretos, acuerdos o 
reglamentos autónomos, que actualmente rigen en nuestro país en 
materia de archivos. 

Los estud ios en materia archivística, que en un  principio consideraron 
a los documentos exclusivamente desde un punto de vista juríd ico,  
con valor probatorio, han evolucionado para otorgarles otros valores 
testimoniales de índole científico, histórico y pol ítico. Como fuente de 
información, los documentos de archivo son manifestación de la 
actuación del Estado, faci l itan y transparentan la toma de decisiones 
constituyendo un fundamento para la investigación . 
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La preocupación por proteger este patrimonio no es una ocurrencia 
o in iciativa nacional .  Habría que señalar que se ha plasmado en 
d iversos instrumentos i nternacionales, ta les como la  Convención de 
la Haya de 1 954 para la  protección de los bienes culturales en caso 
de conflicto armado y la Convención de la UNESCO de 1 970, sobre 
las medidas que deben adoptarse para prohibir e impedir la importación, 
la exportación y la transferencia de propiedad i l ícitas de bienes 
culturales. 

La UNESCO también ha emitido recomendaciones sobre el resguardo 
y conservación de las imágenes en movimiento ( 1 980); sobre la 
salvaguardia de la cultura tradicional y popular ( 1 989) y para proteger 
el  patrimonio cultura l  en pel igro como consecuencia de catástrofes 
naturales o provocadas por los seres humanos (1 996) por citar algunas 
de el las. 

La i ntegridad del patrimonio documental se ha convertido en una 
preocupación i nternacional ,  sobre todo a parti r del Programa de 1 992 
de aquel organismo internacional, denominado Memoria del Mundo, 
con la  i ntención de hacer conciencia del lamentable estado de los 
archivos, bibl iotecas, museos y otros lugares de custodia documental .  

No es fáci l crear un modelo un ívoco de val idez universal ,  pero sí es 
deseable contar con e lementos que no pueden estar fuera de una 
ley de archivos públ icos a la  luz de la  experiencia comparada y de 
la muy reciente evolución del derecho a saber en México. 

Por tanto, al revisar la doctrina  en la  materia de Archivos Públ icos 
podemos determinar cuales son los rubros fundamentales y los 
parámetros m ínimos que debe cubrir una ley en la materia con lo que 
se persigue, a saber de manera enunciativa: 

1 .  Identificar evidentemente los rubros fundamentales que debe 
contener toda ley en materia de Archivos Públ icos. 

2 .  I ntegrar los parámetros m ínimos a efecto de sistematizar los 
valores que deben prevalecer en toda ley que se precie de ser 
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un instrumento que resuelva problemas concretos. De nada sirve 
una ley formalmente ideal si no es posible. a rmonizarla con el  
derecho de acceso a l a  información que se está creando en el 
país.  

3. Elaborar el modelo de ley una vez identificados los dos rubros 
anteriores, tomando en cuenta que debería existir un organismo 
constitucional a utónomo susceptible de emitir l ineamientos en 
los tres poderes constitucionales y los otros organismos 
a utónomos, separando el Archivo General de la Nación de la 
Secretaría de Gobernación para dotarle de los recursos y de 
l a  a utonom ía que hoy carece . 

Dentro de la determinación in icial los puntos que se comenzarán a 
analizar y definir son los que a contin uación se enuncian como m ínimos 
o pu ntos de partida:  

Procesos 

Es importante determinar cuales serán los procesos de instrumentación 
de la Ley de Archivos. En los casos de los Estados de Campeche y 
Distrito Federal  se establecen cap ítulos especiales en donde 
aparece claramente determinada la forma en como se deberá 
i mplementar esta á rea , de suerte que estas normativas son 
amigables para la eventual aprobación de una ley de archivos públicos. 

Clasificación 

Como es de conocimiento ampl io,  la inmensa mayoría de las leyes 
locales y la federal en materia de acceso a la i nformación pública 
cuentan con órganos garantes de la ley en la materia . Es deseable 
que este órgano que ostenta una autonomía (en unos casos 
constitucional y en otros, derivada de la ley) sea el que emita los 
l in eamientos q ue perm ita n  hacer operativos los tipos de clasificación 

de los diversos a rch ivos. Tanto en la l ey de Campeche como en el 
Distrito Federa l ,  por ejemplo, se establece q ue será la Comisión y el 
I nstituto respectivamente, lo que emitirán los l ineamientos en la materia. 
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Tipos de documentos 

La ventaja de que sea el órgano garante quien emita los l ineamientos 

se da en que este tipo de d isposiciones reside en que son fácil mente 

modificables, lo que permitiría ir ajustando los tipos de documentos 
a clasificar de acuerdo a las necesidades propias de los mismos, bajo 

un espíritu de apertura con armonía en su preservación y cuidado. 

Encargados de determinar qué se archiva y qué no 

Siendo el órgano garante quien emite las reglas que deben 

observarse, depend iendo del tipo de documento y e l  l ugar en donde 
esté local izado, se podrían establecer las obl igaciones de resguardo 

y conservación respecto a l  ente que los posea o el lugar que se destine 

para su resguardo. 

Quién Jos resguarda 

Se deberán destinar recursos económicos y humanos para ajustar y 

adecuar los lugares idóneos para el resguardo de diversos reg istros. 

No es en modo un costo, sino una inversión para asegurar el futuro 
del derecho a saber. Hoy en día el conocimiento del los acontecimientos 
de 1 968 y 1 97 1  serían imposibles si no hubiera existido (con más 

empeño y ética personal de los responsables de los archivos que de 

las condiciones materiales para la preservación de estos registros o 

documentos históricos) una responsabi l idad m ín ima del Estado para 

no destru ir, sino para conservar, así sea en partes, d istintos 
documentos. En el caso de Campeche y del Distrito Federal ,  las leyes 

de acceso respectivas fijan las bases para que sea el órgano garante 

quien emita los l ineamientos sobre este rubro. 

Forma y condiciones de su resguardo 

Según se trate del tipo de documento y el formato en que esté plasmado 

se deberán imp lementar las condiciones técnicas de conservación y 
cuidado de los mismos. Por medio de l ineamientos se puede 

i mplementar y actua l izar los requerimientos en la materia .  
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Formas de conservación 
La conservación de determinados documentos es especia l izada y 
técnica de ah í  que se requiera de la asesoría de peritos en la materia, 
a efecto de que el órgano garante ajuste los requerimientos necesarios 
de conservación en sus respectivos l ineamientos que emita en este 
rubro. Sin especial istas al frente de los arch ivos, el peligro de que la 
pol ítica haga de las suyas se encontraría a la vuelta de la esquina. 

Cada cuánto se deben hacer respaldos de la información 
En caso de dependencias públicas debe q uedar debidamente 
asentado la forma en cómo deben respaldar los documentos que generan 
y los cuales tienen bajo su resguardo. Del órgano garante dependerá 
la indicación de los tiempos en que se deberán real izar los respaldos. 
En el caso de la Ley del Distrito Federal se establece claramente qué 
se debe hacer con los documentos a cargo de algún funcionario cuando 
éste deja de laborar en la dependencia que los contiene, para evitar 
sustracciones indebidas en perjuicio de la memoria colectiva. 

Características de los documentos 
Dependiendo de las características de los documentos se deberá 
implementar su forma de resguardo y conservación ,  sobre todo 
tratándose de archivos históricos o documentos que por su naturaleza 
requ ieran de un cuidado especial . 

Responsabilidades por el mal uso o destrucción 
Toda ley para que sea efectiva debe contener u n  catálogo de 
responsabil idades y sanciones para los que violen lo establecido en 
las d isposiciones q ue contiene de tal manera que sea eficaz el debido 
cumplimiento de la misma . 

De la experiencia de leyes de Acceso a la I nformación Pública en donde 
se han incluido capítulos con d isposiciones que regu lan la materia 
de Archivos Públicos tenemos los casos de la Nueva Ley de Campeche 
y la más reciente reforma de la Ley del Distrito Federal .  Ambas cuentan 
con un contenido de avanzada q ue responde con creces a los 
estándares nacionales e internacionales. 
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En los artículos referentes en la materia se deja abierta la puerta para 
que se den los siguientes pasos en la creación especial izada de las 
Leyes de Archivo, sin menoscabo de que sus órganos garantes puedan 
vigi lar y controlar el debido manejo de esta materia trascendental para 
la conservación del patrimonio contemporáneo e histórico de la Nación. 

Finalmente , no es posible omitir que los archivos genera l  de la nación 
y de los estados deben trabajar conjuntamente con los órganos 
garantes bien a través de una fusión institucional o de una 
dependencia normativa de los archivos respecto de los órganos 
garantes en una visión integra l ,  de modo que haya un manejo 
transversal bajo parámetros uniformes y no ,  como sucede ahora, que 
existan en algunos casos criterios diferentes por la separación de los 
archivos públ icos en razón de intereses pol íticos y no de razones 
técnicas. 

Debe quedar claro que la mejor manera de organizar los archivos 
púb l icos como herramienta de l  derecho a saber supone l a  
homologación de criterios , l a  concentración d e  acervos, toda vez que 
sólo de esta forma se puede optimizar e l  derecho a saber a l  facil itar 
la consulta , adoptar mecanismos de organización , preservación y 
custodia idénticos y concentrar los archivos bajo una misma fuente 
de protección institucional .  

Si  no es posible apostar para dar orden y sentido de cuerpo a los 
archivos públ icos, el derecho de acceso a la información públ ica corre 
el riesgo de que pasado un breve lapso se convierta en u na figura 
retórica, ineficaz, en perjuicio de todos. Ese es el desafío que la nación 
tiene frente a sí .  

184 Se advierte que la información en i nglés proporcionada por la página en internet de l  Archivo 
Nacional (http://www.ra.se/en/) se refiere exclusivamente a una breve introducción histórica. 
La inexistencia de fuentes en idioma distinto del sueco dificulta la obtención de información. 
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N ivel Mu ndial  

Suecia184 

El marco normativo de Suecia en materia de archivos es la Ley de 

Libertad de Prensa (1766), la Ley de Archivos 1990:782 (Arkivlag 

1990:782) y el Decreto de Archivos 199 1 :446 (Arkivforordning 

1991 :446). 

De acuerdo con Von Claes Granstrom , 185 la de archivos, es una ley 

complementaria de la Ley de Libertad de Prensa de 1766 puesto que, 

tanto la determinación de la natu raleza pública de los documentos 

oficiales como el acceso a los mismos están prescritos por esta 

disposición : 

Capítulo 2, De la naturaleza Públ ica de los Documentos Oficia les 

Artículo 1 .  A efecto de asegurar el l ibre intercambio de opiniones, 

cada ind ividuo tendrá acceso a los documentos oficiales. 1 86 

A pesar de que la Ley de Archivos no regula específicamente el acceso 

a los archivos públicos, sí establece los instrumentos necesarios para 

hacer posible el acceso.187 E l  a rtículo tercero de la Ley de Archivos 
determina q ue los archivos públicos consisten de documentos oficiales: 

"Los archivos de una autoridad están conformados por los 
documentos generales sobre su actividad . " 

1 85 Von Claes Granstrom, señala textualmente: "The Archives Act is a follow-up law to the Freedom 
of the Press Act". Von Claes Granstrom, "Archives in a digital society from a legal perspective 
- a  Swedish perspective", Symposion des Nordrheín-Westfalischen Hauptstaatsarchivs in 
Verbindung mít den Allgemeínen Reichsarchiven in Brüsse/ (Belgien) und Den Haag 
(Niederlande) (http://www.archive . nrw.de/doklsymposion01 /). 

1 86 Fuente: http://www.oefre.unibe.ch/law/icl/sw03000_.html .  
1 87 ldem. 
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Por su parte, el artículo 3 de la Ley de Libertad de Prensa determina 
que un documento es oficial si está en poder de cualquier autoridad 
públ ica.  

Existe d isposición expresa sobre la publicidad de los archivos privados. 
Aun cuando el artículo 1 1  de la Ley de Libertad de I nformación 
establece la posibilidad de que las autoridades públicas posean archivos 
entregados por particu lares, a efecto de ser custod iados por el las, 
les está prohibido publ icitarios. 

La Ley de Archivos establece que es deber y responsabilidad de cada 
entidad gubernamenta l ,  organizar, preservar y proteger sus propios 
arch ivos . Asimismo, establece las reglas sobre el registro de 
documentos oficia les, los materia les y métodos de producción de 
documentos, la organ ización y la estructura del arch ivo , su 
catalogación , su protección y el iminación .  

Archivo Nacional de Suecia (Riksarkivet) es un órgano gubernamental 
independiente del Estado sueco desde 1 878, no adscrito a ningún 
poder estata l ; 188 es la suprema autoridad supervisora de los registros 
públ icos nacionales y regionales. 

De acuerdo con e l  Decreto de Archivos, el Archivo Nacional  tiene 
facultades para d ictar las regu laciones sobre clasificación de medios 
electrón icos y transferencia y cata logación de arch ivos. Asim ismo, 
tiene a su  cargo el reg istro de los archivos del  Parlamento Sueco, 
del Gobierno Centra l  y sus M inisterios y de todas las autoridades 
centrales. 

Como funciones destacan la de supervisar a los archivos reg ionales, 
dictar las pol íticas y las reglas para la conservación, catalogación , 
eliminación y acceso ciudadano a los archivos públicos; así como llevar 
el registro de las autoridades centrales . 

1 88 http:l/www.ra.se/en. 
1 89 http://www.ra.se/en . 
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El Archivo Nacional de Suecia es una autoridad i ndependiente desde 
1 878 , no adscrita a n ingún poder estatal .  Originalmente, desde 1 648 
se estableció su autonomía frente a la Cancillería Real . 189 

En n inguna de las tres leyes se establece d isposición alguna sobre 
el presupuesto bajo el cual  operará el Archivo Nacional .  El Primer 
Min istro i nformó a través de su página en I nternet que el presupuesto 
para el año 2005 de esta autoridad independiente es de 484 mil euros.190 

Francia 

La Ley 79-1 8 de 3 de enero de 1 979 (Loi 79- 18  du 3 janvier 1979) y 
el Decreto 79-1 037 de 3 de diciembre de 1 979 modificado, relativo 

a la competencia de los servicios de archivos públ icos y a la 
cooperación entre las administraciones para el acopio, la conservación 
y la publicidad de los archivos públicos (Décret 79-1 037 du 3 Décembre 
1 979 modifié relatif a la compétence des services d'archives publics 
et a la coopération entre les administrations pour la col lecte, la 
conservation et la communication des archives publ iques) . 

El artículo 1 establece que los archivos son el conjunto de 
documentos, cualquiera que sea su fecha,  su forma y su apoyo material, 

producidos por toda persona física o juríd ica ,  y por todo servicio u 
organismo públ ico o privado, en el ejercicio de su actividad . 1 91 

El artículo 5 del Decreto 79-1 037 determina que los archivos nacionales 
están constituidos por el conjunto de los depósitos centra les de los 
archivos del Estado administrados por la d irección de los Archivos 

de Francia ,  en el lugar en que estos depósitos estén establecidos. 

Los archivos nacionales conservan ,  clasifican ,  clasifican ,  hacen un 
i nventario y comunican:  

1 90 http://www. valtioneuvosto. fi/vn/liston/base. lsp?r=88522&old=87662&k=sv . 
1 91 Art. 1 .- Les archives sont !'ensemble des documents, quels que soient leur date, leur forme 

et leur support matériel ,  produits ou re(_(us par toute personne physique ou morale, et par 
tout service ou organisme public ou privé, dans l'exercice de leur activité. 
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a) Los documentos procedentes de los órganos centrales del Estado, 
desde los orígenes de la nación francesa; 

b) Los documentos procedentes de los servicios, establecimientos 
y organismos públ icos cuya competencia se extiende o se 
extendió al conjunto del territorio francés; y, 

e) Todos los documentos que se les asignan o se entregan con 
carácter oneroso o gratuito ,  temporal  o defin itivo. 192 

En cuanto a la denominación de archivos públ icos , el artículo 3 
determina que son aquellos que: proceden de la actividad del Estado, 
colectividades locales, establecimientos y empresas públ icas; los 
documentos que proceden de la actividad de los organismos de 
derecho privado encargados de la  gestión de los servicios públ icos 
o de una m isión de servicio públ ico y las minutas y d i rectorios de los 
funcionarios públ icos o min isteria les. 193 

En cuanto a los archivos privados, el artículo 9 establece que son tales, 
el conjunto de los documentos definidos en el artículo 1 que no se 
ubican en el ámbito de apl icación del artículo tercero . 194 El artículo 1 O 
determina que, cuando el Estado y las administraciones locales reciben 
archivos privados como subvención ,  herencia ,  cesión, depósito 

1 92 Art. 5 . - Les archives nationales sont constituées par !'ensemble des dépots centraux des 
archives de I 'État gérés par la  direction des Archives de France, en quelque lieu que ces 
dépots soient établis. 
Les archives nationales conservent, trient, classent, inventorient et communiquent: 
a) Les documents provenant des organes centraux de I'État, depuis les origines de la nation 

franr;aise; 
b) Les documents provenant des services, établissements et organismes publics dont la 

compétence s'étend ou s'est étendue a !'ensemble du territoire franyais ; 
e) Tous autres documents qui leur sont attribués ou remis a titre onéreux ou gratuit, temporaire 

ou définitif. 
1 93 Art. 3 .- Les archives publiques sont : 

1 o Les documents qui procédent de l'activité de I'État, des collectivités locales, des 
établissements et entreprises publics ; 

2° Les documents qui procédent de l'activité des organismes de droit privé chargés de la 
gestion des services publics ou d'une mission de service public ; 

3° Les minutes et répertoires des officiers publics ou ministériels. 
1 94 Art. 9.- Les archives privées sont !'ensemble des documents définis a l'article 1 er qui n'entrent 

pas dans le champ d'application de l 'article 3 ci-dessus. 
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revocable o dación, las administraciones depositarias d eben cumpl ir  
las condiciones de conservación y com unicación que pueden ser 
puestas por los propietarioS. 195 El artículo 1 1  prescribe que los archivos 
privados que significan un interés público por razones históricas, pueden 
clasificarse como a rchivos históricos, a propuesta de la autoridad 
archivística, por decreto del M i nistro de Cultura y q ue, a falta del 
consentimiento del propietario, la clasificación puede ser pronunciada 
de oficio por decreto formulado sobre dictamen favorable del Consejo 
de Estado.  

La desclasificación puede pronunciarse o a petición del propietario, 
o por in iciativa de la d irección de los a rchivos de Fra ncia; la  
desclasificación se real iza en la misma forma que la clasificación .196 

Con fu ndamento en las d isposiciones del artículo 1 se establece que 
los a rchivos pueden ser públ icos y privados. 

La Dirección de Archivos de Francia (Direction des Archives de France) 
es el órgano fiscal izador. El Decreto 79-1 037 esta blece en su artículo 
1 que La d i rección de Archivos de Francia ejerce todas las 
atribuciones confiadas mediante la Ley de 3 de enero de 1 979 sobre 
la administración de los a rchivos, a excepción de las que se refieren 
a los a rch ivos de los Ministerios de Asu ntos Exteriores y de Defensa 
y de los esta blecimientos que dependen d e  estos. 

1 95Art. 1 0.- Lorsque I 'État et les collectivités locales recoivent des archives privées a titre de 
don, de legs, de cession, de dépót révocable ou de dation au sens de la loi no 68- 1 251 d u  
31  décembre 1 968 tendant a favoriser la conservation du patrimoine artistique national, 
les administrations dépositaires sont tenues de respecter les conditions de conservation 
et de communication qui peuvent etre mises par les propriétaires. 

1 96Art. 1 1 .- Les archives privées présentant pour des raisons historiques un intéret public peuvent 
etre classées comme archives historiques, sur proposition de l'administration des 
archives, par arreté du ministre chargé de la culture. 
A défaut du consentement du propriétaire, le classement peut etre prononcé d'office par 
décret pris sur avis conforme du Conseil d'État. 
Le déclassement peut etre prononcé soit a la demande du propriétaire, soit a l ' initiative de 
la direction des archives de France; la décision de déclassement est prise dans les memes 
formesque la décision de classement, sous réserve des dispositions de l'article 21 , deuxiéme 
alinéa, de la présente loi. 
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Tiene a su cargo cuatro funciones: El control de la conservación de 
los archivos corrientes en los locales de servicios , establecimientos 
y organismos públ icos , inclu idas las oficinas públicas o ministeriales 
que las produjeron o recibieron;  la  conservación o el control de la 
conservación de los archivos intermedios en los depósitos públ icos 
según la propia normatividad de cada uno de esos depósitos; la  
conservación , selección,  clasificación , i nventario y publ icidad de los 
archivos defin itivos después de su transferencia en los depósitos de 
los archivos nacionales y departamentales y la conservación, 
selección, clasificación , inventario y la publ icidad de los archivos 
privados que son adqu iridos por Jos servicios de archivos nacionales 
y departamentales o q ue se les otorgan como subvención , herencia ,  
cesión, depósito revocable o dación, según  lo dispuesto en la  ley. 1 97 

Se consideran como archivos corrientes los documentos que son de 
util ización habitua l  para la actividad de los servicios, establecimientos 
y organismos que los produjeron o recibieron. 198 

Se cons idera n  como arch ivos i ntermedios los docu mentos q u e :  
a )  dejaron considera rse como archivos corrientes; b )  n o  pueden aún ,  
debido a su interés administrativo, ser objeto de selección y eliminación . 
La conservación de los a rchivos intermedios puede garantizarse en 

1 97 Art.- 2 :  Elle gere les archives nationales et départementales; elle controle les archives publiques 
autres que celles des affaires étrangeres et de la défense. Elle a pour  mission : 
a) Le controle de la conservation des archives courantes dans les locaux des services, 

établissements et organismes publics, y compris les offices publics ou ministériels, qu i  
les ont produites ou re¡;ues ; 

b) La conservation ou le controle de la conservation des archives intermédiaires dans les 
dépots publ ics de préarchivage selon le statut propre de chacun de ces dépots ; 

e) La conservation, le tri, le classement, l ' inventaire et la communication des archives 
définitives apres leur transfert dans les dépóts des archives nationales et départementales; 

d) La conservation, le tri, le classement, l ' inventaire et la communication des archives privées 
qui sont acquises par les services d'archives nationaux et départementaux ou qui leur 
sont remisas a titre de don, de legs, de cession, de dépot révocable ou de dation au 
sens de la loi. 

1 98 Art. 1 2 .- Sont considérés comme archives courantes les documents qui sont d'utilisation 
habituelle pour l 'activité des services, établissements et organismes qui les ont produits ou 
re¡;us. La conservation des archives courantes incombe, sous le controle de la d irection 
des Archives de France, aux services, établissements et organismes qui les ont produites 
ou re¡;ues. 

249 



Ernesto Villanueva 

depósitos especiales ,  los cuales, serán administrados por la dirección 
de los Archivos de Francia o colocados bajo su control ;  a falta de 
depósito, los archivos intermedios se conservarán en los locales su 
servicio, establecimiento u organismo de origen ,  bajo el control de la 
d i rección de los Archivos de Francia, o en los depósitos de archivos 
que dependen de la d i rección de los Archivos de Francia . 1 99 

Se consideran como archivos definitivos, los documentos que pasaron 
el proceso de selección y el iminación establecido en los artículos 1 5  

y 1 6  y que deben conservarse sin l ímite de tiempo. La conservación 
de los archivos definitivos está garantizada en los depósitos de archivos 
que dependen de la d irección de Archivos de Francia o que se 
encuentren bajo su control .  200 

La Ley no establece facultades extraordinarias a la Dirección de 
archivos de Francia . Juríd icamente, es un órgano de la administración 
públ ica dependiente del M inisterio de Cultu ra .  

E l  artículo 28  de  la Ley 79-1 8 determina que ,  sin perjuicio de la 
aplicación del código penal, toda persona que, al cese de sus funciones, 
incluso sin intención fraudulenta , desvíe archivos públ icos que posea 
con motivo de sus funciones, será castigada con un año de prisión 
o bien, con multa de 3.750 euros.201 Por su parte, el artículo 30 establece 

1 99 Art. 1 3. Sont considérés comme archives intermédiaires les documents qui :  
a) ont cessé d'etre considérés comme archives courantes ; 
b) ne peuvent encore, en raison de leur intéret administratif, faire l'objet de tri et d'élimination 
conformément a l'article 1 6  ci-dessous. La conservation des archives intermédiaires peut 
etre assurée dans des dépots spéciaux, dits Dépots de préarchivage, gérés par la direction 
des Archives de France ou placés sous son controle. A défaut de préarchivage, les archives 
intermédiaires sont conservées soit dans les locaux de leur service, établissement ou 
organisme d'origine, sous le controle de la direction des Archives de France, soit dans les 
dépots d'archives relevant de la direction des Archives de France. 

200Art. 14 .  Sont considérés comme archives définitives les documents qui ont subí les tris et 
él iminations définis ci-dessous aux articles 1 5  et 1 6  et qui sont a conservar sans l imitation 
de durée. La conservation des archives définitives est assurée dans les dépots d'archives 
relevant de la direction des Archives de France ou placés sous son controle. 

201 Art. 28.- Sans préjudice de l'application des articles 322-2 et 432-1 5 du code pénal ,  toute 
personne qui, a la cessation de ses fonctions, aura, meme sans intention frauduleuse, détoumé 
des archives publiques dont el le est détentrice a raison de ces fonctions, sera punie d'un 
an d'emprisonnement et de 3 750 euros d'amende ou de !'une de ces deux peines seulement. 
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que toda infracción de las disposiciones de los artículos 1 5, 1 7  y 1 9  
se castigará con multa de 4.500 euros. La multa puede elevarse hasta 
el doble del valor de los archivos destru idos o enajenados si esta es 
superior a 2 .286,74 euros.202 

El artículo 1 5  prohíbe la destrucción de archivos clasificados, el artículo 
1 7  establece el deber del titu lar del archivo, de notificar la intención 
de su enajenación y, el artícu lo 1 9  establece que todo funcionario 
públ ico o ministerial encargado de proceder a la venta públ ica de 
archivos privados o cualquier sociedad habi l itada organizar tal venta, 
debe emitir dictamen a la administración de los archivos al menos 
quince d ías de antemano y acompaña este dictamen de todas 
indicaciones úti les sobre estos documentos. 

Aun cuando no existe disposición expresa en la legislación, la 
investigación real izada arroja el dato de que en el ejercicio del año 
2004 , el Ministerio de Cultura y comunicación asignó 22. 1 O mi l lones 
de euros a la función archivística .203 

La autoridad esta facultada para conocer de archivos de todos los 
poderes estatales . 

Colombia 
La Ley 594 de 2000 , por Medio de la cual se dicta la Ley General De 
Archivos y se dictan otras Disposiciones; Ley 80 de 1 989 , por la cual 
se crea el Archivo General  de la Nación y se dictan otras 
disposiciones; y Acuerdo número 01 de 1 990, por el cual se adoptan 
los Estatutos del Archivo General de la Nación . 

El artículo 3 establece la clasificación de los archivos objeto de 
regulación : 

202 Art. 30.- Toute infraction aux dispositions des articles 1 5, 1 7  et 1 9  ci-dessus est passible 
de 4 500 euros. 
L'amende peut étre portée jusqu'au double de la valeur des archives détruites ou aliénées 
si celle-ci est supérieure a 2 286,7 4 euros. 

203 Les Ch iffres clés du budget 2004 du m i n i stere de la culture et de l a  
communication. www.cu ltu re .gouv. fr/cultu re/actualites/lettre/dossiers/dossier1 1 O. pdf. 
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"Archivo: Conjunto de documentos, sea cual fuere su fecha, forma 
y soporte material , acumulados en un proceso natural por una 
persona o entidad pública o privada, en el transcurso de su gestión ,  
conservados respetando aquel orden para servir como testimonio 
e información a la persona o institución que los produce y

· 
a los 

ciudadanos, o como fuentes de la historia . 

También se puede entender como la institución que está al servicio 
de la gestión administrativa, la información , la investigación y la 
cultura . 

"Archivo público: Conjunto de documentos pertenecientes a 
entidades oficiales y aquel los que se derivan de la prestación de 
un servicio públ ico por entidades privadas. 

"Archivo privado de interés públ ico: Aquel que por su va lor para 
la h istoria ,  la investigación , la ciencia o la cultura es de interés 
públ ico y declarado como ta l por el legislador."204 

Por otra parte, el artículo 36 establece que los archivos privados son 
el conjunto de documentos pertenecientes a personas natura les o 
jurídicas de derecho privado y aquellos que se deriven de la prestación 
de sus servicios. 

E l  artículo 7 establece que los archivos, desde el punto de vista de 
su j urisdicción y competencia, se clasifican en:  Archivo General de 
la Nación , Archivo General del Departamento, Archivo General del 
Mun icipio y Archivo General  del Distrito. Desde el punto de vista 
territorial se clasifican ,  de acuerdo con el artículo ocho, en archivos 
de Entidades del Orden Nacional , archivos de Entidades del Orden 
Departamenta l ,  archivos de Entidades del Orden Distrital , a rchivos 
de Entidades del Orden Metropolitano, archivos de Entidades del Orden 
Mun icipa l ,  archivos de Entidades de Orden Local , a rchivos de las 

204 Título 1 ,  artículo 3 ,  de la Ley 594 de 2000, por  medio de la cual se dicta la Ley General 
De Archivos y se dictan otras Disposiciones. 
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nuevas entidades territoriales que se creen por Ley y los archivos de 
los territorios indígenas, que se crearán cuando la Ley los desarrol le. 
Finalmente,  de acuerdo con la organización del Estado, se clasifican 
en : Archivos de la Rama Ejecutiva , archivos de la Rama Legislativa , 
archivos de la Rama Judicia l ,  archivos de los Organismos de Control 
y Archivos de los Organismos Autónomos. 

La legislación archivística colombiana tiene como objeto de regu lación, 
tanto de los archivos públ icos como los privados. El Archivo General 
de la Nación es e l  órgano regu lador. 

El Archivo General de la Nación tiene las funciones señaladas en la 
Ley 80 de 1 989, en el Decreto 1 777 de 1 990 y las incorporadas en 
la Ley 594 de 2000. 

El artículo dos de la Ley 80 de 1 989 de termina que el Archivo General 
tiene a su cargo seis funciones: 

1 .  Establecer, organizar y d irigir el Sistema Nacional de Archivos, 
con el fin de planear y coord inar la función a rchivística en toda 
la Nación , salvaguardar el patrimonio documental del País y 
ponerlo al servicio de la comunidad ; 

2. Fijar pol íticas y expedir los reglamentos necesarios para garantizar 
la conservación y el uso adecuado del patrimonio documental 
de la Nación , de conformidad con los planes y programas que 
sobre la materia adopte la Junta Directiva; 

3. Seleccionar, organizar conservar y divulgar el acervo documental 
que integre el Archivo de la Nación así como el que se le confíe 
en custod ia;  

4 .  Formular, orientar, coordinar y controlar la pol ítica nacional de 
arch ivos, acorde con e l  Plan Nacional de Desarrol lo y los 
aspectos económicos , socia les,  cu lturales, científicos y 
tecnológicos de los archivos que hagan parte del Sistema 
Nacional de Arch ivos; 

5. Promover la organización y fortalecimiento de los archivos del 
orden nacional ,  departamental , intendencia! , comisaria! ,  municipal 
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y distrital para garantizar la eficacia de la gestión del Estado y 
la conservación del patrimonio documental ,  así como apoyar a 
los archivos privados que revisten especia l  importancia cultural 
o histórica ; y, 

6 .  Establecer relaciones y acuerdos de cooperación con 
instituciones educativas, culturales, de investigación y con 
archivos extranjeros. 

Por su parte,  el artículo 3 del acuerdo número 1 ,  establece otras siete 
funciones: 

1 .  Establecer relaciones y acuerdos de cooperac1on con 
instituciones educativas, culturales, de investigación y con 
archivos extranjeros; 

2. Apoyar la organización de archivos especializados en las distintas 
áreas del saber, así públ icos como privados ;  

3. Regu lar y racional izar la producción , gestión y administración 
de los archivos de la administración públ ica ;  

4.  Apoyar la investigación de la información contenida en los distintos 
archivos de la Nación a partir de fuentes primarias y el uso y 
consulta de los archivos para las decisiones de la gestión 
admin istrativa; 

5. Organizar seminarios, congresos, cursos, tal leres y pasantías 
conducentes a l  mejor desarrol lo de la actividad archivística ; 

6. Conceptuar ante los gobiernos naciona l ,  departamenta l ,  
intendencia! ,  com isaria ! ,  municipal o distrita l en todo lo atinente 
a la organización , conservación y servicio de los archivos; y, 

7. Publicar y difundir  obras de interés archivístico. 

La Ley 594 establece las siguientes funciones a su cargo: 

1 .  Orientar y coordinar el Sistema Nacional de Archivos205 y 
proporcionarle asistencia técnica ,  

2 .  Establecer los requisitos y condiciones que  deberán cumplir las 

205 Ibídem, Artículo 5. 
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personas natura les o juríd icas que presten servicios de 
depósito, custodia, organización , reprografía y conservación de 
documentos de archivo o administración de archivos históricos, 206 

3. Propiciar y apoyar programas de formación profesional y de 
especial ización en arch ivística, así como programas de 
capacitación formal y no formal ,  desarrol lados por instituciones 
educativas/07 

4. Autorizar, por motivos legales, procesos técnicos especiales o 
para exposiciones culturales ,  la salida temporal de documentos 
de una archivo fuera del territorio nacional ,208 

5. Adelantar en cualquier momento visitas de inspección a los 
archivos de las entidades del Estado con e l  fin de verificar el 
cumpl imiento de lo d ispuesto en la presente Ley y sus normas 
reglamentarias, 209 

6. Ejercer control y vigi lancia sobre los documentos declarados de 
interés cultural cuyos propietarios, tenedores o poseedores sean 
personas natura les o juríd icas de carácter privado, 210 

7. Fijar los criterios y normas técnicas y jurídicas para hacer efectiva 
la creación, organización, transferencia, conservación y servicios 
de los archivos públicos, teniendo en cuenta lo establecido en 
esta Ley y sus d isposiciones,211 

8. Brindar especial protección y asistencia a los archivos de las 
instituciones y centros de investigación y enseñanza científica 
y técnica, empresariales y del mundo del trabajo, de las iglesias, 
las asociaciones y los partidos pol íticos, así como a los archivos 
famil iares y de personal idades destacadas en el campo del arte, 
la ciencia, la l iteratura y la pol ítica ,212 

9. Declara r  de interés cultural los documentos privados de carácter 
histórico, dictar pautas y normas técnicas generales sobre 

206 Ibídem, Artículo 14 .  
207  Ibídem, Artículo 1 8. 

208 Ibídem, Artículo 31 . 

209 Ibídem, Artículo 32. 
21 O Ibídem, Artículo 33. 
2 1 1  Ibídem, Artículo 34. 
2 1 2  Ibídem, Artículo 37. 
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conservac1on de arch ivos,  incl uyendo lo relativo a los 
documentos en nuevos soportes.213  

La Ley 80 señala que el Archivo General de la Nación es un 
establecimiento públ ico del  orden nacional , adscrito a l  Min isterio de 
Gobierno, con personal idad juríd ica , patrimonio propio y autonomía 
administrativa .214 

La dirección y administración del Archivo General de la Nación estará 
a cargo de la Junta Directiva y del Director GeneraL El D irector General 
será agente del presidente de la República y ejercerá la representación 
legal de la entidad . 215 

La Junta Directiva estará integrada así: 

• El Ministro de o su delegado, quien la presidirá .  
• Un delegado del señor Presidente de  la  República con su  

respectivo suplente. 
• El Secretario de la Administración Públ ica de la presidencia de 

la República o su delegado. 
• El Di rector del Fondo Colombiano de Investigaciones Científicas 

y Proyectos Especiales "Francisco José de Caldas", Colciencias , 
o su delegado. 

• El  Director del Instituto Colombiano de Cultura ,  "Colcultura" o 
su delegado .  

• El Presidente de  la Academia Colombiana de Historia o por su  
delegado, e l  que  deberá se miembro de d icha Academia.  

El Delegado del señor Presidente de la Repúbl ica y su suplente serán 
designados para periodos de dos años. 

El Director general del Archivo formará parte de la Junta, con derecho 
a voz, pero sin voto.2 16 

2 1 3  Ibídem, Artículo 48. 
214 Artículo 1 de la Ley 80 de 1 989. 
2 1 5  Ibídem, artículo 4. 
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No establece sanciones expresas, la redacción de las tres leyes se 
l imita a hacer una remisión a la leg islación penal . 

El artículo 7 de la Ley 80 de 1 989 determina que el patrimonio del 
Archivo General está constituido por las apropiaciones del Presupuesto 
General de la Nación conformadas por recursos de la Nación y propios. 
Para el ejercicio del año 2004, el Archivo General recibió un presupuesto 
de 3.858,6 mi l lones de pesos.217 
E l  Archivo General tiene a su cargo la custodia y administración , tanto 
de los expedientes de todas las autoridades e instituciones de la  
República Colombiana como de los particu lares. 

España218 
España posee una compleja legislación sobre archivos públ icos; sin 
embargo, podemos identificar dos textos fundamentales: 

• El Decreto de 22 de noviembre de 1 901 , por el que se aprueba 
el Regl amento de Archivos del Estado (vigente)  y 

• La Ley 1 6/1 985, de 25 de junio ,  del Patrimonio H istórico Español 

El Reglamento de Archivos de Estado determina que los archivos que 
se hal lan a cargo del cuerpo facu ltativo de archiveros, bibl iotecarios 
y arqueó logos se dividen en tres clases: 

a) Archivos generales, 
b) Archivos regionales, 
e) Archivos especiales.219 

216 Ibídem, artículo 5. 
217 http://www.archivogeneral .gov.co/version2/htm/quienes/presupuesto .htm . 
2 1 8  Nota metodológica: 

La página en intemet del Ministerio de Cultura (autoridad responsable de los archivos estatales) 
contiene información que induce al error: Presenta disposiciones legislativas abrogadas y 
no hace esta aclaración; por ejemplo, enumera dentro de la normatividad estatal de archivos 
al "Decreto de 24 de jul io de 1 94 7, por el que se dan normas para la ordenación de archivos 
y bibliotecas" que fue derogado tras la aprobación del "Real Decreto 582/1 989, de 1 9  de 
mayo, por el que se aprueba el Reglamento de Bibliotecas Públicas del Estado y de l  Sistema 
Español de Bibliotecas", según lo determina la Disposición derogatoria segunda de este 
ú ltimo Decreto. 
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Se considerarán como Archivos generales los que contengan 
documentos referentes a la Nación en general ,  y su valor h istórico y 
su número sean de gran importancia .  Son Archivos generales, el 
H istórico Nacional ,  el Central de Alcalá de Henares, el de Simancas 
y el de I ndias. Pertenecen a la segunda clase los que contienen 
documentos que se refieren a una sola región o a uno de los antiguos 
reinos de España. Son de esta clase el de la Corona de Aragón, el 
de Valencia , el de Galicia y el de Mallorca . En la tercera clase están 
comprendidos los que pertenecen a un Centro, instituto o dependencia 
de la Administración activa , considerándose tales el Archivo de la 
Presidencia del Consejo de Ministros y los de los Ministerios de Estado, 
de Gracia y Justicia , de Hacienda , de Gobernación , de Agricu ltura y 
Obras Públ icas, y de I nstrucción Públ ica y Bellas Artes, el de la 
Dirección General  de la Deuda,  los Un iversitarios y los Provinciales 
de Hacienda. 220 

La Ley 1 6/1 985 establece que son archivos , los conjuntos orgánicos 
de documentos, o la reunión de varios de el los, reun idos por las 
personas juríd icas, públ icas o privadas, en el ejercicio de sus 
actividades, al servicio de su utilización para la investigación, la cultura, 
la  información y la gestión administrativa; 221 asimismo, establece que 
la Administración del Estado podrá crear, previa consu lta con la 
Comunidad Autónoma correspondiente, cuantos archivos, bibl iotecas 
y museos considere oportunos, cuando las necesidades culturales y 
sociales as í lo requ ieran y s in perju icio de la in iciativa de otros 
organismos, instituciones o particulares .222 Con fundamento en esta 
disposición, el Ministerio de Cultura ha creado once Archivos Generales 
de Estado:223 

1 .  Archivo H istórico Nacional 
2. Archivo General de Ind ias 

2 1 9  Artículo 1 de la Ley 1 6/1 985, de 25 de junio ,  del Patrimonio Histórico Español. 
220 Ibídem, Artículo 2. 
22 1 1bidem, Artículo 59. 
222 Ibídem, Artículo 61 . 

223 Fuente: Ministerio de Cultura de España. http://www.mcu.es/archivos/jsp/plantilla.jsp?id=20. 
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3. Archivo General de Simancas 
4.  Archivo General  de la Administración 
5 .  Archivo General de la Guerra Civil Española 
6.  Archivo de la Corona de Aragón 
7.  Archivo de la Real Chanci l lería de Val ladolid 
8 .  Sección Nobleza del Archivo H istórico Nacional 
9 .  Archivo H istórico Provincial de Vizcaya 
1 0 . Archivo H istórico Provincial de Guipúzcoa 
1 1 .  Archivo H istórico Provincial de Álava 

La Subdirección General  de los Archivos Estatales es el órgano 
regulador. De acuerdo con la legislación administrativa española ,  le 
corresponde al Ministerio de Cultura, la promoción, protección y difusión 
de los archivos y bibl iotecas estatales.224 

El Real Decreto 1 60 1 /2004, de 2 de ju l io ,  por el que se desarrol la la 
estructura orgánica básica del Ministerio de Cultura ,  establece la 
creación de una subd i rección general  de archivos estatales225 
dependiente de la Dirección General del Libro, Archivos y Bibl iotecas. 

La Subdirección General es la autoridad superior del Sistema de los 
Archivos Estatales, es la responsable de elaborar, d i rigir y coord inar 
todas aquellas actuaciones encaminadas a la custodia, conservación 
y difusión del Patrimonio Documental Español (edificios e instalaciones, 
proyectos de reproducción y de restauración , normal ización e 
informatización de los archivos, asistencia técnica y recuperación de 
archivos). Sus funciones son la dirección , supervisión y asesoramiento 
técnico de los Archivos Estatales, la coordinación archivística y 
cooperación con las Comunidades Autónomas, la conservación del 
Patrimonio Documental , la formación profesional y la cooperación 
archivística internacional . 226 

224 Artículo 1 4  del Real Decreto 553/2004, de 1 7  de abri l ,  por el que se reestructuran los 
Departamentos Ministeriales. 

225 Artículo 5 del Real Decreto 1 601 /2004, de 2 de Julio, por el que se desarrolla la estructura 
orgánica básica del Ministerio de Cultura .  
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Juríd icamente se trata de una autoridad admin istrativa central izado 
de segunda jerarqu ía .  Al tratarse de una subdirección ,  no es posible 
que tenga su propia estructura admin istrativa , sino que está 
comprendida en el organigrama del Ministerio de Cu ltura .  No se 
establece en ningún texto legal la posibi l idad de establecer sanción 
alguna por parte de las autoridades. Por lo que respecta al presupuesto 
no se encuentra establecido en normatividad alguna. 

La Ley 1 6/1 985 determina que pueden tratarse tanto de archivos 
públ icos (relacionados con .autoridades u órganos gubernamentales), 
como de privados (proporcionados por un particular. )  

Perú227 
El Archivo General de la Nación es el ente rector del Sistema Nacional 
de Archivos que esta integrado por 1 9  Arch ivos Regionales y dos 
Provinciales, de acuerdo con la Ley N° 25323 y D. S.  N° 008-92-JUS, 
Reglamento de la Ley N° 25323. El Sistema Nacional de Archivos está 
integrado por: 

• El Archivo General de la Nación 
• Los Archivos Regionales 
• Los Archivos Públ icos 

Los Archivos Regionales son organismos descentralizados del Gobierno 
Regional ,  dependen del Consejo Regional ,  técnica y normativamente 
del Archivo General de la Nación . 

E l  Arch ivo Genera l  de la  Nación es un organ ismo púb l ico 
descentral izado del Min isterio de Justicia, y cuenta en la actualidad 
con dos órganos : 

226 Artículo 5, segundo párrafo, del Real Decreto 1601/2004, de 2 de Julio, por el que se desarrolla 
la estructura orgánica básica del Ministerio de Cultura. 

227 Puede consultarse el Sistema Nacional de Arch ivos en la sigu iente página :  
http://agn.perucultural .org.pe/sna.htm. 
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1 .  Dirección Nacional de Desarrollo Archivístico y Archivo Intermedio; . · ·  : 

conformado a su vez por la Dirección de Archivo Notaria l Judicial ,  
l a  Dirección de Archivo Públ icos y la  Dirección de Normas 
Archivísticas. 

2. Dirección Nacional de Archivo Histórico; conformado por la Dirección 
de Archivo Colonia l ,  la Dirección de Archivo Republicano y la 
Dirección de Conservación . 

Además, cuenta con un órgano desconcentrado que es la Escuela 
Nacional de Archiveros (ENA) encargada de la capacitación y la 
enseñanza de la archivística en el país .  

La Dirección de Archivos Públicos es  un órgano de l ínea de la  Dirección 
Nacional de Desarrollo Archivísticos y Archivo I ntermedio, encargada 
de recibir la transferencia de los fondos documentales de las entidades 
públ icas desactivadas o l iqu idadas y de los Registros del Estado Civil 
de las Municipalidades de Lima Metropolitana, el Callao y las provincias 
de L ima hasta 1 996. Asimismo, está encargada de conservarlo, 
clasificarlo, ordenarlo e inventariarlo y proseguir  con el proceso de 
valoración y selección de los fondos para su conservación permanente 
o su eliminación.  Finalmente, se ocupa de transferir  al Archivo Histórico 
los documentos de valor permanente o histórico, una vez prescrito 
el plazo de los 30 años que establece el decreto ley 1 9414, por constituir 
patri monio documenta l de la Nación y, proponer a la Alta Dirección 
la autorización de la el iminación de los declarados innecesarios. 

La Dirección de Normas Archivísticas desarrolla acciones y actividades 
orientadas a la apl icación de procedi mientos técnico archivísticos en 
las instituciones públicas en el marco de la legislación archivística 
vigente , i ntegrándolas al Sistema Nacional de Archivos, a fin de 
garantizar e l  incremento,  conservación y servicio del Patrimonio 
Documental de la Nación . 

Supervisa y asesora a las instituciones públ icas en razón de la 
aplicación de los procesos archivísticos y las d i rectivas emitidas por 
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el Archivo General de la Nación , astmtsmo, a sol icitud de las 
instituciones , emite opin ión técnica sobre procedi miento de 
el iminaciones, Programas de Control de Documentos , Planes de 
Trabajo I nstitucional de Archivos, entre otras. 

La Dirección Nacional del Archivo Histórico es el órgano encargado 
de custod iar, organizar, describir y servir la documentación de valor 
histórico permanente . Supervisa, asesora a los Archivos Históricos 
del Sistema Nacional de Archivos estatales y privados, asimismo expide 
copias y certifica los documentos que custod ia, cuenta con tres 
d irecciones: 

• Dirección de Archivo Colonial .  
• Dirección de Archivo Republicano. 
• Dirección de Conservación . 

Ecuador28 

El Sistema Nacional de Archivos del Ecuador tiene como sustento 
j urídico la Ley No. 92 sobre Ley del Sistema Nacional de Archivos, 229 

cuenta con un Reglamento de la Ley del Sistema Nacional de 
Archivos230 y el Reg lamento Interno del Archivo Intermedio "Archivo 
General  de la Administración."231 

El Archivo Nacional está regulado por la Ley del Sistema Nacional 
de Archivos y es supervisado por el Consejo Nacional de Archivos, 
cuerpo colegiado que preside el Sub-Secretario de Cultura .  

A principios del 2007, e l  Congreso Nacional de l a  Repúbl ica del 
Ecuador, en específico, la Comisión de Gestión Pública,  junto con los 
representantes de la Asociación de Historiadores del Ecuador, del 
Sistema Nacional de Archivos y la organización no gubernamental 

228 http://www.ane.gov.ec/ane/site/welcome.htm. 
229 Publicada en el Registro Oficial Número 265 de 16 de junio de 1 982. 
230 Publicado en el Registro Oficial Número 5 1 7  de 20 de junio de 1 983. 
231 Publicado en el Registro Oficial Número 1 de 11 de Agosto de 1 992 . 
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Archiveros Sin Fronteras (ASF)232 abordaron los temas relativos a la 
creación del Consejo Nacional de Arch ivo, de registros provinciales 
y la actualización de la ley acorde con las nuevas tecnolog ías de 
información .  

232 Constituida a mediados del año 1 998, e n  l a  ciudad de Barcelona, e impulsada por u n  grupo 
de archiveros decididos a implicarse en acciones de cooperación y solidaridad en el ámbito 
de los archivos. http://www.arxivers.org/esp/homesp.htm. 
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Cap ítulo V 

Medios electrónicos : la radio y 

televis ión 

Sistema legal de concesiones y permisos 

Las figuras de la concesión y el permiso, en principio, refieren la 
presencia de un derecho preexistente del Estado o del particular sobre 
un  bien o servicio públ ico que se otorga a u n  ente privado para su 
uso o disfrute. Estas fórmulas, a través de las cuales los particulares 
acceden al uso o disfrute de un bien o servicio públ ico ,  tienen como 
ú lt imo fundamento la imposibi l idad del Estado para explotar por sí 
mismo sus bienes, ya sea porque los considera estratégicos para la 
unidad nacional o por ser propiedad primigenia de la nación , y su 
explotación, uso o disfrute debe estar vigi lado, en consecuencia , por 
el aparato público para e l  bienestar de los gobernados. 

El Diccionario  de la Lengua Española de la Real Academia (DRAE) 
define concesión como "Otorgamiento gubernativo a favor de 
particulares o de empresas, bien sea para apropiaciones, disfrutes o 
aprovechamientos privados en el dominio público, según acontece 
en minas, aguas o montes, bien para construir o explotar obras públicas, 
o bien para ordenar, sustentar o aprovechar servicios de la  
administración general o loca l ."233 

233 Real Academia de la Lengua Española, Diccionario de la Lengua española, 21 a. ed. ,  Madrid, 
Espasa-Calpe, 1 992. 
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En términos doctrinales,  en el fondo existe una coincidencia sobre la 
acepción del vocablo concesión . Jorge Fernández Ru iz define 
concesión como " . . .  acción y efecto de conceder, que a su vez significa 
dar, otorgar, hacer merced y gracia de una cosa. Desde la 
perspectiva jurídica puede explicarse la concesión como el  mecanismo 
med iante el cua l ,  qu ien tiene la titu laridad de determ inadas 
atribuciones y facultades o de ciertos bienes y derechos, delega su 
ejercicio o aprovechamiento a favor de un tercero."234 

Para Andrés Serra Rojas significa "un acto administrativo por medio 
del cual la admin istración públ ica federal confiere a una persona una 
condición o poder juríd ico para ejercer ciertas prerrogativas públ icas 
con determinadas obl igaciones y derechos para la explotación de un 
servicio públ ico ,  de bienes del  Estado o los privi legios exclusivos que 
comprenden la propiedad industria l . "235 

En el mismo sentido, Gabino Fraga define concesión como "el acto 
por el cual se concede a un particular el manejo y explotación de un 
servicio públ ico o la explotación y aprovechamiento de bienes de 
dominio del  Estado."236 El DRAE define permiso como "l icencia o 
consentimiento para hacer o decir una cosa ."237 

Doctrinalmente, también se coincide en señalar que el permiso supone 
un derecho en potencia del particular que el Estado le permite ejercer. 

Para Gabino Fraga el permiso es "un acto admin istrativo por el cual 
se levanta o remueve un obstáculo o impedimento que la norma legal 
ha establecido para el ejercicio de un derecho de un particular. En la 
general idad de los casos en que la legislación positiva ha adoptado 
el régimen de autorizaciones, l icencias o permisos, hay un derecho 

234 Fernández Ruiz, Jorge, "Régimen jurídico de concesiones de radio y televisión", en Alfonso 
Jiménez, Armando, Responsabilidad social, autorregulación y legislación en radio y televisión, 
México, UNAM, 2002, pp. 1 3-57. 

235 Serra Rojas, Andrés, Derecho administrativo, 1 6a.  edición ,  México, Porrúa, 1 994, p. 242. 
236 1bldem. 
237 Real Academia de la Lengua española, op. cit. , nota 233. 
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preexistente del particular, pero su ejercicio se encuentra restringido 
porque puede afectar la tranqu i l idad , la seguridad o la salubridad 
públicas o la economía del país, y solo hasta que se satisfacen 
determinados requisitos que dejan a salvo tales intereses es cuando 
la Admin istración permite el ejercicio de aquel derecho previo."238 

En principio pueden advertirse, entre otras, las siguientes d iferencias 
doctrinales entre el permiso y la concesión :  

a) En el permiso la autoridad , impl ícitamente, reconoce la 
existencia de un derecho anterior del  particular, mientras en la 
concesión no se reconoce ningún derecho previo y sólo produce 
consecuencias jurídicas a partir del momento en que la autoridad 
administrativa competente otorga la concesión referida .  

b) En e l  permiso no se exigen garantías técnicas, que sí  se 
establecen en los procedimientos de concesión . 

e) La concesión es una potestad de la autoridad competente que 
puede o no darla a l  sol icitante, m ientras el permiso debe ser 
otorgado, siempre que el particular satisfaga los requisitos 
administrativos previstos en las normas de derecho positivo. 

Elementos de legislación extranjera 

Actualmente, en el derecho comparado es importante destacar que 
en materia de concesiones y permisos de rad io y televisión , América 
Latina manifiesta una tendencia a regular en la máxima jerarqu ía 
normativa la igualdad de oportunidades. Así está garantizado en 
Colombia, según lo dispone el artícu lo 75 de su Constitución pol ítica , 
que dice : 

"El  espectro electromagnético es un  bien público inajenable e 
imprescriptible sujeto a la gestión y control del Estado. Se garantiza 

238 Serra Rojas, op. cít. , nota 235, p. 236. 
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la igualdad de oportun idades en el acceso a su uso en los términos 
que fije la ley. Para garantizar el pluralismo informativo y la competencia, 
el Estado intervendrá por mandato de la ley para evitar las prácticas 
monopol ísticas en el uso del espectro electromagnético."  

En este pa ís, la Comisión Nacional de Televisión es el organismo 
encargado de autorizar las concesiones de televisión . El artícu lo 6 
de la Ley 1 82239 prescribe que la Junta Directiva de la Comisión Nacional 
de Televisión está constituida por cinco miembros, los cuales serán 
eleg idos o designados por un período de dos años, reelegibles hasta 
por el mismo período, de la siguiente manera :  dos por el gobierno 
federa l ;  uno se escoge de entre los representantes legales de los 
canales reg ionales de televisión ; otro es propuesto a través de ternas 
que envían las asociaciones profesionales y sindicales que participan 
en la producción de televisión , y que selecciona la Cámara de 
Representantes; y, finalmente, otro es propuesto mediante ternas 
enviadas por las l igas y asociaciones de televidentes, asociaciones 
de padres de fami l ia ,  i nvestigadores un iversitarios, y que escoge el 
Senado de la Repúbl ica . 

Otro caso que l lama la atención es el de Paraguay, que d ispone en 
su artículo 30 constitucional : 

"La emisión y la programación de las señales de comunicación 
electromagnética son del dominio públ ico del Estado, el cua l ,  en 
ejercicio de la soberan ía naciona l ,  promoverá el pleno empleo 
de las mismas según los derechos propios de la República y 
conforme los convenios internacionales ratificados sobre la 
materia . La Ley asegurará ,  en igualdad de oportun idades, el l ibre 

239 Ley 1 82 publicada en el Diario Oficial No. 4 1 .681 , de 20 de enero de 1 995. por la cual se 
reglamenta el servicio de televisión, y se formulan pol íticas para su desarrollo, se democratiza 
el acceso a éste, se conforma la Comisión Nacional de Televisión, se promueven la industria 
y actividades de televisión, se establecen normas., para contratación de los servicios, se 
reestructuran entidades del sector y se dictan otras disposiciones en materia de 
telecomunicaciones. Modificada por la Ley 680 de 2001 ,  publicada en el Diario Oficia1 44.516,  
de 11  de agosto de 2001 , "por la cual se reforman las Leyes 14  de 1 991 , 1 82 de 1 995, 
335 de 1 996 y se dictan otras disposiciones en materia de Televisión". 
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acceso al aprovechamiento del espectro electromagnético , así 
como al de los instrumentos electrónicos de acumulación y 
procesamiento de información pública , sin más l ímites que los 
impuestos por las regulaciones i nternacionales y las normas 
técn icas. Las autoridades asegurarán que estos elementos no 
sean util izados para vu lnerar la intimidad personal o fami l iar  y 
los demás derechos establecidos en esta constitución ." 

En Europa ,  la legislación española de televisión privada establece que 
el plura l ismo es uno de los ejes básicos de la concesión.  En efecto, 
el artículo 9 numeral  1 ,  i ncisos a) y e) ,  y numeral 2 :  

1 .  La adjud icación por el Gobierno de las concesiones atenderá 
a los siguientes criterios: a) Necesidad de garantizar una 
expresión l ibre y plural ista de ideas y de corrientes de opinión 
( . . . ) e) Previsiones de las sociedades solicitantes para satisfacer 
en el conjunto de su programación las d iversas demandas y los 
plurales intereses del públ ico ( . . .  ) 

2 .  El Gobierno apreciará en su conjunto las ofertas presentadas 
y su idoneidad para satisfacer los criterios enunciados en el 
párrafo anterior. El Gobierno adjudicará las concesiones en favor 
de las ofertas más ventajosas para el interés públ ico, valorando 
prioritariamente las garantías ofrecidas por los concurrentes a 
fin de salvaguardar la plural idad de ideas y corrientes de opinión, 
así como la necesidad de d ivers ificación de los agentes 
informativos y el objetivo de evitar tanto los abusos de posición 
dominante como las prácticas restrictivas a la l ibre competencia. 

En Alemania,  e l  artículo 27 de la Ley de Radiodifusión del Land de 
Baja Sajonia crea la figura del Consejo de Rad iod ifusión como 
organismo dotado de autonomía y personalidad jurídica propia así como 
de atribuciones para autorizar concesiones. El artícu lo 30 de la ley 
mencionada establece que la Asamblea del Consejo de Radiod ifusión 
(que designa por votación universal secreta y directa al Consejo de 
Dirección ) debe estar integrada al menos por 26 miembros, 
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designados de la forma siguiente:  cinco miembros por el total de los 
partidos con representación en el Parlamento del Land , en proporción 
a los votos obtenidos ; un miembro propuesto por la Confederación 
de Iglesias Evangélicas de Baja Sajonia; uno por la Ig lesia catól ica 
romana; uno por las comunidades jud ías; dos por la Confederación 
Alemana de Sindicatos; uno por el Sind icato Alemán de Empleados; 
uno por la Confederación Alemana de Funcionarios; dos por las 
Asociaciones de patrones, uno del sector industria l  y otro del sector 
comercio ; uno de las Asociaciones de Artesanado; uno por las 
Asociaciones de Agricultores; uno por las Asociaciones de Mujeres ; 
uno por las Asociaciones Juveni les; dos por las Asociaciones de 
Deportistas; uno por las Asociaciones de expulsados de territorios del 
Este ; y, cinco por las asociaciones de nueva formación con 
representación social a juicio del Parlamento. 

Prog ramación y telebasura 

Los talk shows que han proliferado en la televisión mexicana, tanto 
en las empresas de cobertura nacional como en las de alcance regional , 
han abierto el viejo debate de los efectos de la pantal la casera en 
los hábitos y costumbres de la sociedad , particularmente en los 
menores y en los sectores más desprotegidos que carecen de 
alternativas económicas para optar por una televisión "a la carta" .  Se 
trata de un problema compartido donde la participación ciudadana se 
antoja esencial . 

En  España,  la Asociación de Usuarios de la Comunicación, 
Confederación de Asociaciones de Vecinos de España, Confederación 
Española de Madres y Padres de Alumnos, Comisiones Obreras 
{CC.OO.) ,  Unión General de Trabajadores y la Unión de Consumidores 
de España han expedido un man ifiesto contra la "telebasura" cuyo 
contenido no tiene desperdicio: 

• Los promotores de la telebasura ,  en su búsqueda de un "mínimo 
común denominador" capaz de concitar grandes masas de 
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espectadores ante la pantal la,  util izan cualquier tema de interés 
humano, cualquier acontecimiento pol ítico o social como mera 
excusa para desplegar lo que consideran elementos básicos de 
atracción de la audiencia : sexo, violencia,  sensiblería , humor 
grueso, superstición , en muchos casos de forma sucesiva y 
recurrente dentro del mismo programa. Bajo una apariencia 
h ipócrita de preocupación y denu ncia , los programas de 
telebasura se regodean con el sufrimiento, con la muestra más 
sórdida de la condición humana, con la exhib ición gratuita de 
sentimientos y comportamientos íntimos. Desencadenan una 
dinámica en la que el circense "más difícil todavía" anuncia una 
espi ra l  sin fin para sorprender al espectador. 

• La telebasura cuenta , también , con una serie de ingred ientes 
básicos que la convierten en un factor de aculturización y 
desinformación , así como en un obstáculo para el desarrollo de 
una opinión públ ica l ibre y fundamentada :  * El reduccionismo, 
con expl icaciones simplistas de los asuntos más complejos, 
fáci lmente comprensibles, pero parcia les o interesadas. Una 
variante de este reduccion ismo es el gusto por las teorías 
conspiratorias de no se sabe qué poderes ocultos , que en 
muchos casos sirven de coartada a determinados personajes 
y grupos de presión en su labor de intoxicación. 

• La demagogia ,  que suele presentar todas las opiniones como 
equiva lentes por sí mismas, independientemente de los 
conocimientos sobre los que se sustentan o de sus fundamentos 
éticos. A ello contribuye la real ización de supuestos debates y 
encuestas, que no son sino simulacros de los verdaderos debates 
y encuestas, y que lejos de arrojar luz sobre los problemas 
contribuyen a consolidar la idea del "todo vale" . También la 
demagogia cuenta con una variante : el despliegue de mensajes 
esotéricos, mi lagreros y paranormales, presentados de forma 
acrítica y en el mismo plano de real idad que los argumentos 
científicos. 
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• El desprecio por derechos fundamentales como el honor, la 
intimidad , el respeto, la veracidad o la presunción de i nocencia , 
cuya conculcación no puede defenderse en n ingún caso 
apelando a la l ibertad de expresión. Este desprecio desemboca 
en la realización de '1uicios paralelos"; en el abuso del amari l l ismo 
y el escándalo; en la presentación de testimonios supuestamente 
verdaderos pero que en real idad provienen de "invitados 
profesionales."  

Se supone que el Estado de Derecho debe proteger a l  ciudadano de 
cualqu ier agresión que sufra por parte de algún poder -y los medios 
son un poder ideológico, siguiendo el concepto acuñado por Jorge 
Carpizo-240 de manera tal que las l ibertades de expresión y de empresa 
no avasallen otros derechos fundamentales del ser humano. 

Si en principio los talk shows en el mundo entero tienen una naturaleza 
d iscutible, la versión mexicana de tales programas no puede ser más 
preocupante porque es posible advertir que sin n ingún rubor se prima 
el  i nterés mercanti l sobre el interés del públ ico, porque se apl ica 
intensivamente la regla del mayor beneficio al menor esfuerzo y porque, 
con frecuencia , se engaña al telespectador violentando su derecho 
a la i nformación. Peor aún, resulta grave que se fomente la aceptación 
socia l  de conductas i l ícitas y/o comunitariamente reprobables. 

La televisión, por el contrario, debe ser un instrumento para la cohesión 
de la sociedad . Baste deci r que se trata de la fuente pri ncipal de 
entretenimiento. A mayor acceso al  espectro electromagnético 
propiedad orig inari a  de la  nación debe corresponder m ayor 
responsabil idad social . No ha sido ciertamente el caso de la televisión 
mexicana hasta ahora. ¿Qué hacer ante este problema? ¿Debe dejarse 
que los contenidos de los programas de televisión se nutran conforme 
a las leyes del mercado? ¿Cómo encontrar, en todo caso, el equi l ibrio 

240 Carpizo, Jorge, "El poder: su naturaleza, su tipología y los medios de comunicación masiva", 
Boletín Mexícano de Derecho Comparado, México, Instituto de Investigaciones Jurídicas 
de la UNAM, número 95, 1 999, pp. 321 -356. 
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entre la l ibertad de empresa y los derechos fundamentales de los 
mexicanos? ¿Cómo lograr que la competencia de rentabi l idad 
económica entre las televisaras no pase por los mejores intereses 
del públ ico? Las respuestas a estas interrogantes deben darse en dos 
direcciones. Por un lado, debe aplicarse la ley y, por otro, las empresas 
televisaras deben adoptar códigos deontológicos y contratar a un  
ombudsman interno o defensor del televidente. N inguna de las cosas 
es una tarea senci l la ,  pero es posible. 

En el terreno legal  las cosas son pantanosas. Y es que contra lo que 
pudiera parecer la aplicación de la ley vigente en México para regular 
los talk shows y programas similares no es una tarea sencil la ni menos 
aún suficiente, a pesar de que el artículo 63 de la Ley Federal de Radio 
y Televisión parece ser la norma exactamente apl icable al caso de 
los talk shows, que a la letra d ice : "Quedan prohi bidas todas las 
transmisiones que causen la corrupción del lenguaje y las contrarias 
a las buenas costumbres, ya sea mediante expres iones mal iciosas, 
palabras o imágenes procaces, frases y escenas de doble sentido, 
apolog ía de la violencia o del crimen; se prohíbe, también, todo aquello 
que sea denigrante u ofensivo para el culto cívico de los héroes y 
para las creencias rel ig iosas , o discrim inatorio de las razas; queda 
asimismo prohibido el empleo de recursos de baja comicidad y sonidos 
ofensivos" . 

La prohibición prevista en el a rtículo 63 de la LFRT es, sin embargo, 
de naturaleza simbólica.  Y es que ¿qué sucede si una televisara infringe 
el mencionado art ículo 63? Prácticamente nada, pues aceptando 
incluso que el d irector de Radio ,  Televisión y Cinematografía de la 
Secretaría de Gobernación ajustara su conducta a derecho, la sanción 
prevista consiste en una multa que va de 5.000 a 50.000 VIEJOS pesos, 
según dispone el artículo 1 03 de la LFRT. Resulta explicable, entonces, 
que sea mucho más atractivo para una empresa televisara violar la  
ley que observar la normatividad vigente. Por otro lado, el camino ético 
puede ofrecer mayores niveles de eficacia y credib i l idad si se 
despl iegan las voluntades adecuadas en esa dirección . 
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Elementos de legislación extranjera 

En diversos países (Austral ia,  Canadá, Japón , Nueva Zelanda, Reino 
Unido entre el los) la industria de la radio y la televisión ha emitido 
una serie de cód igos deontológicos sobre programación infanti l ,  
violencia y sexo dotados de elementos autorregulatorios; es decir, de 
Ombudsman, consejos o defensores de l  televidente encargados de 
vigi lar e l  cumpl imiento de los cód igos y de recibir quejas por parte 
de la audiencia .241 Sin duda alguna, apostar por estas vías es apostar 
a la cred ibi l idad , a la rentabi l idad económica y al respeto a los 
ciudadanos.  Sea como fuere ,  lo cierto, a final de cuentas,  es que las 
cosas no pueden seguir sin cambio alguno. 

La sociedad organizada puede ayudar mucho para impulsar las 
reformas legales necesarias, en una visión de mínimos, así como 
fomentar los máximos a través de cód igos deontológ icos con la 
participación de las empresas televisaras y la sociedad sin 
interferencia del gobierno. 

Como ha sucedido en los distintos países donde los reality shows han 
sido transmitidos por la televisión , en México la polémica no dejó de 
estar presente ante la aparición en las pantal las mexicanas del 
programa Big Brother que retoma las características esenciales de 
Gran Hermano de España y del producto orig inal holandés. En este 
debate están dos bienes jurídicos protegidos, la l ibertad de expresión , 
por un lado, y los derechos de terceros y el derecho a la vida privada 
por otro. ¿Qué debe prevalecer, el primero o los segundos? ¿Cómo 
armonizar estos derechos que aparecen como antitéticos? 

No existe, por supuesto, una respuesta senci l la y de carácter un ívoco 
para semejantes interrogantes. Ni duda cabe que la l ibertad de 
expresión es un derecho humano fundamental y que caracteriza a 
todo Estado democrático de derecho. Hay que recordar, sin embargo, 

241 Cfr. Villanueva, Ernesto, Etica de la Radio y la Televisión. Reglas para una calidad de vida 
mediática, México, UIA-UNESCO, 2000. 

274 



Derecho de la Información 

que los derechos no son absolutos; existen fronteras o esquinas, para 
proteger otros derechos que eventualmente puedan ser avasal lados 
por el ejercicio de un derecho. En materia de l ibertad de expresión , 
el artículo 6 de la Constitución Pol ítica de los Estados Unidos Mexicanos 
es claro en precisar la garantía de esta prerrogativa a toda persona,  
sujeta a los l ímites que la propia norma dispone . 

En efecto, el artículo en cuestión prescribe que:  "La manifestación 
de las ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial o 
administrativa , s ino en el caso de que ataque a la moral ,  los derechos 
de tercero, provoque algún delito o perturbe el orden públ ico" . E l  
programa televisivo Big Brother, por  sus características,  ¿actual iza 
alguna de las hipótesis previstas como l ímites al ejercicio de la l ibertad 
de expresión en el mencionado artículo 6 constitucional? La respuesta 
requ iere necesariamente de un  ejercicio racional de interpretación, 
habida cuenta que se está ante la presencia de conceptos j urídicos 
indeterminados. 

Sobra deci r, de entrada, que no se trata de un programa que aporte 
algo positivo a la sociedad o que sea digno de emular o, más aún,  
que deba recibir a lgún premio por sus bondades sociales. No. El  
programa se coloca justo en la frontera de los l ímites al ejercicio de 
la l ibertad de expresión por varias razones, a saber: 

a) Porque lesiona la percepción colectiva sobre el papel de los derechos 
fundamentales. Veamos. Es verdad que los participantes en el 
programa Big Brother, por citar un  ejemplo emblemático que ha 
rebasado fronteras, pueden renunciar voluntariamente a reivindicar 
su derecho a la vida privada protegido por el artículo 7 
constitucional . Precisamente por eso se trata de derechos 
subjetivos, los cuales pueden o no ser ejercidos por las personas. 
Así ,  por ejemplo, el hecho de que toda persona tenga el derecho 
a ejercer su l ibertad de expresión no significa que necesariamente 
deba hacerlo. Es, pues, una potestad.  El problema no se encuentra 
ahí .  El q uid del asunto reside en que el programa Big Brother 
promueve en los televidentes la inmunización a l  bien j uríd ico del 
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derecho a la vida privada ,  es decir, el l i bre y sano desarrol lo de la 
personal idad . No es lo mismo que el programa Big Brother fuese 
un proyecto científico del I nstituto Mexicano de Psiquiatría o su 
s imi lar de cualqu ier otro pa ís para determinar el impacto 
psiquiátrico-neurológico en un grupo de personas al series retirado 
voluntariamente su derecho a la vida privada, a que ese programa 
sea transmitido a millones de personas, de modo que una situación 
excepcional se presente como parte de la vida cotidiana. 

b) Porque social iza negativamente la estructura de relaciones sociales 
que hace vivible la vida en grupo bajo pautas m ín imas para 
garantizar la convivencia comunitaria . De eso, a final de cuentas, 
se trata todo. Si alguien está dispuesto a renunciar a sus derechos 
fundamentales por la razón que sea no impl ica que esos valores 
o la ausencia de los m ismos pretendan ser impuestos de alguna 
manera a los demás estamentos de la comunidad. Quién puede 
poner en duda el efecto social izador de los med ios electrónicos, 
particularmente en aquellos grupos de la sociedad con menores 
niveles de educación y de conciencia .  

e) Porque es una falacia e l  principio que sostiene que todo se resuelve 
con el control remoto de la televisión , donde formalmente un 
televidente tiene la potestad de decir qué qu iere ver y qué no.  En 
México, el n ivel de cultura ciudadana cumple apenas un cometido 
m ín imo, de suerte que no es correcto que se aproveche esa 
circunstancia para hacer del principio del menor esfuerzo el mayor 
ingreso económico. ¿Alguien sabe cuántas asociaciones de 
recepción crítica de medios existen en México? ¿ Es lo mismo el 
televidente sueco que el mexicano? No es ético solazarse con las 
miserias colectivas y menos aún hacer de ellas un negocio. 

Desde la perspectiva jurídica, existen dos preceptos legales que podrían 
contribuir  a el iminar las partes más sórdidas de un programa televisivo 
de semejante naturaleza . En México,  por un lado, se encuentra el 
artículo 63 de la Ley Federal de Radio y Televisión , a pesar de su 
pésima técnica legislativa , y, por otro, el art ículo 71 de la ley de 
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referencia donde se establece la atribución a la Dirección General  de 
Radio, Televisión y Cinematografía de la Secretaría de Gobernación 
para autorizar programas de concurso , como es el caso. 

El problema de fondo debe resolverse, empero, a través de una cultura 
de recepción crítica de medios. Los talk shows y los reality shows ­
como Big Brother- en la televisión y sus sucedáneos en la rad io y el 
cum pl imiento selectivo de las leyes en la materia no son gratuitos en 
México y la región . Tienen profundas raíces que deben anal izarse con 
reposo. En efecto, el consumo inercial de medios y la consiguiente 
anorexia cognitiva que prima en la sociedad es un problema endémico. 
La cuestión no es menor; antes bien, se aprecia sinuosa y 
complicada. 

Y es que tal pareciera que vamos en un barco sin t imón n i  referentes 
que nos permitan saber de dónde sal imos y cuá l  es el destino. ¿Cómo 
saber qué es i nformación y programación de cal idad y qué no lo es? 
¿Bastan los ju icios intu itivos o se requiere algo más? El estado de 
la cuestión en la región no puede ser más preocupante . Veamos. 

Primero. Los sistemas de educación preescolar, básica y media superior 
han privilegiado el desarrollo de técnicas y habilidades para el mercado, 
dejando de lado, en buena medida, los aspectos cualitativos para 
ejercer a plenitud el sentido de ciudadan ía;  es decir, habi l itar a los 
ind ividuos para ejercer sus derechos y cumplir de manera responsable 
con sus obligaciones. Existe un círculo vicioso que afecta a la sociedad 
en su conjunto :  no se reforman los planes educativos porque no se 
ha producido conocimiento científico suficiente para social izarlo y no 
se ha producido conocimiento científico suficiente para social izarlo 
porque no se reforman los planes educativos. Eterno problema que 
no puede n i  debe permanecer igual .  

Segundo. En las escuelas de comunicación del país las materias de 
ética y legislación siguen siendo la excepción a la regla general ,  a 
pesar de los loables esfuerzos que se han estado haciendo de unos 
años a la fecha para introducir estos contenidos en la currícula escolar. 
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De esta suerte, buena parte de los comunicadores egresa de las 
un iversidades sin mayores conocimientos sobre estas materias, 
circunstancia que impacta a final de cuentas en la cal idad de los 
contenidos mediáticos. Es evidente que no por enseñar ética informativa 
el problema se resuelve; sí , al menos , se le ofrece elementos al 
comun icador para que sepa qué es éticamente correcto y qué no lo 
es. En muchas ocasiones, el problema no es de dolo o mala fe , sino 
de falta de conocimiento . 

Tercero. Prácticamente en n inguna parte del sistema educativo se 
ofrecen cursos o materias específicas sobre la recepción crítica de 
medios. Y aqu í  es donde también reside el qu id de la cuestión : la 
sociedad carece de parámetros adecuados para evaluar lo que 
escucha , ve y oye a través de los medios de comunicación.  De ah í 
que se observe como algo de lo más natural cualqu ier producto 
mediático y sea complicado que los esfuerzos ciudadanos que buscan 
revertir el estado de cosas tengan efectos de largo al iento. 

Cuarto. Como efecto reflejo de los tres primeros puntos surge la 
presencia de un Estado de derecho endeble en la materia . Así ,  las 
autoridades no aplican puntualmente las normas aplicables, los sujetos 
obl igados observan parcia lmente la ley y para los grandes grupos de 
población el asunto carece de la menor importancia. 

De cara a este contexto adverso, lo primero que puede afi rmarse es 
que falta edificar una cultura mediática, un mínimo común denominador 
de exigencia de cal idad informativa y de programas. No hay duda: la 
educación constituye un veh ículo de transmisión de conciencia,  que 
tanto hace falta . Este estado de naturaleza mediático no puede ser 
más perjudicial para todos porque lastima la dignidad humana, erosiona 
la convivencia social y dificulta el tránsito a una sociedad democrática . 
No obstante, ¿Cómo se puede formar una cultura mediática si se carece 
de espacios que democraticen el conocimiento? Hay que crearlos y 
empezar a romper los círculos viciosos que impiden el cambio. Existen 
muchas cosas por hacer. A manera de ejemplo, habría que señalar 
dos de el las imprescindibles: 
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a) Preparar a los futuros capa citadores, a fin de formar a quienes habrán 
de reproducir el conocim iento en materia de recepción crítica de 
medios, en su sentido más ampl io. Es menester aqu í  integrar 
equipos interdiscipl inarios con la participación de educadores, 
psicológicos, comunicadores y juristas para abordar todas las aristas 
de los i mpactos mediáticos en la población y cómo adoptar un 
consumo de medios informado; y, 

b) Propiciar, después, una reforma paulatina de los planes de estudio 
del sistema educativo nacional ,  cuyos efectos serían de un enorme 
beneficio para el pa ís .  Un punto de partida sería organizar foros 
y seminarios, a efecto de poner el tema como parte de la agenda 
de la d iscusión nacional . 

Se trata , pues, de constru ir un círcu lo virtuoso en donde todo mundo 
gana y nadie pierde. Hay muchas cosas por hacer. Ciertamente la 
educación ciudadana no habrá de resolver todo, pero sin ella no será 
posible constru ir  una sociedad con mayor cal idad de vida mediática 
que hoy no existe . 

Tiempos de transmisión del Estado 

Una peculiaridad del sistema jurídico mexicano consiste en los tiempos 
de transmisión en la radio y la televisión que, por mandato legal ,  tiene 
el Estado . Los tiempos referidos ..:que tradicionalmente había ten ido 
bajo su jurisdicción el Presidente de la República quien, en los términos 
del artículo 80 de la Constitución es el depositario del ejercicio del 
Poder Ejecutivo Federal- tienen su fundamento legal en tres 
ordenamientos. 

El primero es el artícu lo 59 de la Ley Federal de Radio y Televisión , 
que a la letra dice : 

"Las estaciones de radio y televisión deberán efectuar trasmisiones 
gratuitas d iarias, con duración hasta de 30 minutos continuos o 
discontinuos, dedicados a difundir temas educativos, culturales 
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y de orientación socia l .  El Ejecutivo Federal  señalará la 
dependencia que deba proporcionar el material para el  uso de 
d icho tiempo y las emisiones serán coord inadas por el Consejo 
Nacional  de Rad io y Televisión ." 

E l  segundo es el Decreto expedido por el  Ejecutivo federal ,  el 1 0  de 
octubre del 2002, que abroga el Acuerdo del 27 de jun io de 1 969, en 
el que autorizaba a la Secretaría de Hacienda y Crédito Públ ico para 
recibir de los concesionarios de radio y televisión el pago previsto en 
el  a rt ículo  9 de la  Ley que Establece , Reforma y Adiciona 
Disposiciones Relativas a Diversos lmpuestos/42 a través de 1 2.5 por 
ciento del t iempo diario de transmisión de cada estación . 

El tercero, de manera especial izada es el previsto en el art ículo 44 
del Código Federal  de I nstituciones y Procedimientos Electorales, que 
establece: 

Artículo 44 
1 .  Del tiempo total que le corresponde al Estado en las frecuencias 

de radio y en los canales de televisión , cada partido pol ítico 
disfrutará de 1 5  minutos mensuales en cada uno de estos medios 
de comunicación . 

2 .  Los partidos políticos tendrán derecho, además del tiempo regular 
mensual a que se refiere el párrafo anterior, a participar 
conjuntamente en un programa especia l  que establecerá y 
coordinará la Dirección Ejecutiva de Prerrogativas y Partidos 
Pol íticos, para ser transmitido por rad io y televisión dos veces 
al mes. 

3. Los partidos pol íticos util izarán, por lo menos, la mitad del tiempo 
que les corresponda durante los procesos electorales para 
d ifundir el contenido de sus plataformas electorales. 

242 Es importante hacer notar que el artículo 9 de la Ley que Establece, Reforma y Adiciona 
Disposiciones Relativas a Diversos Impuestos, expedida un año antes, cuyo artículo noveno 
disponía: "Se establece un impuesto sobre servicios expresamente declarados de interés 
público por la Ley, en los que intervengan empresas concesionarias de bienes de dominio 
directo de la nación ." 
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4 .  Sin perjuicio de lo anterior, a sol icitud de los partidos pol íticos 
podrán transmitirse programas en cobertura regional .  Estos 
programas no excederán de la mitad del tiempo asignado a cada 
partido para sus programas de cobertura nacional y se 
transmitirán además de éstos. 

Artícu lo 45 
1 . Los partidos poi íticos harán uso de su tiempo mensual en dos 

programas semanales. El orden de presentación de los 
programas se hará mediante sorteos semestrales . 

2 .  Los partidos pol íticos deberán presenta r  con la debida 
oportunidad a la Comisión de Radiodifusión los guiones técnicos 
para la producción de sus programas, que se real izarán en los 
lugares que para ta l efecto d isponga ésta . 

3 .  La Comisión de Radiodifusión contará con los elementos humanos 
y técnicos suficientes para garantizar la cal idad en la producción 
y la debida d ifusión de los mensajes de los partidos pol íticos. 

Artículo 46 
1 .  La Dirección Ejecutiva de Prerrogativas y Partidos Pol íticos 

determinará las fechas, los canales, las estaciones y los horarios 
de las transm isiones. Asimismo , tomará las p revisiones 
necesarias para que la programación que corresponda a los 
partidos poi íticos tenga la debida d ifusión a través de la  prensa 
de circulación naciona l .  

2 .  Los tiempos destinados a las  transmisiones de los programas 
de los partidos pol íticos y del I nstituto Federal Electoral ,  tendrán 
preferencia dentro de la programación genera l  en el tiempo 
estatal en la radio  y la televisión . Se cuidará que los mismos 
sean transmitidos en cobertura nacional y los concesionarios 
los deberán transmitir en horarios de mayor audiencia .  

3 .  La Dirección Ejecutiva gestionará e l  tiempo que sea necesario 
en la rad io y la televisión para la d ifusión de las actividades del 
Instituto así como las de los partidos pol ít icos. 
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No existe precedente en el derecho comparado de estos tiemposJ 
d iferenciados entre tiempos legales (los previstos como su propio 
nombre lo ind ica en las leyes) y los fiscales amparados en la Ley, 
pero definidos en un Decreto del Ejecutivo Federal .  Con las reformas 
del 2002 7 los concesionarios y permisionarios de radio y televisión 
han visto mejorar de manera importante esta obligación . En efecto , 
en primer término, el nuevo Reglamento del 2002 introdujo un artículo 
que d io vida a la negociación de los térm inos del cumplim iento de 
prescripción . El artículo 1 6  del citado Reglamento es claro al señalar 
que: "Los horarios de transmisión de materiales con cargo a l  tiempo 
del Estado a que se refiere el artículo 59 de la  Ley Federa l  de Radio 
y Televis ión , se fijarán de común acuerdo con los concesionarios y 
permisionarios con base en las propuestas que formule la Dirección 
General de Rad io, Televisión y Cinematografía. "  

Es  de  advertirse e l  comedimiento previsto en  e l  artículo en  cuestión , 
que sería prácticamente imposible verlo en otra circunstancia, s i ,  por 
ejemplo, de un particular se tratara al tener trato con la autoridad para 
pagar impuestos o derechos de cualquier tipo, donde por regla general 
no hay regla para la negociación, como excepcionalmente se observa 
en esta normativa. 

Pero si en la reforma reglamentaria se observan cambios importantes 
en el tratamiento de los tiempos del Estado, esta tendencia se robustece 
cuando de los tiempos fiscales se trata . E l  Acuerdo de 1 969 dispon ía 
la obl igación para concesionarios y permisionarios de poner a 
d isposición del Ejecutivo Federa l  el 1 2.5  por ciento del tiempo total 
de transmisiones, porcentaje que es transformado en el Decreto del 
2002 por 1 8  minutos diarios para la televisión y 35 minutos tratándose 
de rad io, introduciendo la novedad de que ese tiempo debía otorgarse 
entre las 06h00 y las 24h00. 

Cabe apuntar que el Acuerdo de 1 969 no d ispon ía que el 1 2 .5 por 
ciento fuera puesto a disposición entre las 24h00 y las 06h00, es deci r, 
en la madrugada.  Establecía que: "Los tiempos de transmisión a que 
se refiere el i nciso anterior serán d istribu idos proporcional y 
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equitativamente dentro del horario total de transmisiones de la 
radiodifusora de que se trate. "  

Es de l lamar la atención dos cuestiones en el Decreto de l  2002. En 
primer término, habría que señalar lo  relativo a los considerandos, 
en los cuales no se pone el acento en el interés de la comunidad para 
que los titu lares de una concesión de un bien de dominio cumplan 
con las obl igaciones derivadas de su especial  condición de 
concesionarios de un patrimonio colectivo; antes bien, el Decreto 
señala: "Que es necesario emitir el presente Decreto que ofrece certeza 
y seguridad juríd icas a los concesionarios de estaciones de radio y 
televis ión , al prever una nueva forma en la que, en el futuro y en 
atención a su fu nción social ,  las concesionarias podrán dar 
cumpl imiento a las obligaciones fiscales que les impone el art ículo 
noveno de la Ley que Establece, Reforma y Adiciona las Disposiciones 
Relativas a Diversos I mpuestos, publ icada en el Diario Oficial de la 
Federación el d ía 3 1  de d iciembre de 1 968." 

En segundo término, cabe identificar que los tiempos fiscales 
amparados en el Decreto referido sólo cubre únicamente al Poder 
Ejecutivo Federa l ,  toda vez que esta normativa d ispone que:  

" 1 .  Los concesionarios que tengan la cal idad de responsables 
sol idarios al pago de dicho impuesto y, por tanto, como terceros 
interesados en el cumplimiento de esa obligación, pagarán la 
contribución que se menciona con 1 8  minutos d iarios de 
transmisión en el caso de estaciones de televisión, y con 35 minutos 
diarios en las de radio, para la d ifusión de materiales grabados del 
Poder Ejecutivo Federal con una duración de 20 a 30 segundos, 
sin que ello implique que haga transmisiones que constituyan una 
competencia a las actividades inherentes a la radiodifusión comercial, 
a cuyo efecto se precisa que cuando aquel real ice campañas de 
interés colectivo, promoviendo el mayor consumo de bienes y 
servicios, lo hará en forma genérica, en tanto que la industria de 
la radiodifusión comercial se ocupará de la publicidad y propaganda 
de marcas, servicios o empresas específicos. 
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"Si el Ejecutivo Federal no uti l izare,  total o parcialmente, tales 
tiempos para transmisión , deberá hacerlo el concesionario para 
sus propios fines,  a efecto de no interrumpir el servicio de 
radiod ifusión ."  

Con lo establecido en el Decreto de referencia queda expresamente 
excluido el Instituto Federal Electoral de d isponer de los 1 5  minutos 
mensuales para cada partido, dejando que los 30 minutos previstos 
en la LFRT sean la fuente de donde se obtenga el tiempo de 
transmisiones . 

De la misma manera,  el Decreto deja sin efectos el Acuerdo que creaba 
una comisión intersecretarial para el uso de los tiempos fiscales, hecho 
que no tiene n inguna consecuencia ni positiva ni negativa , habida 
cuenta que la anterior comisión intersecretarial estaba compuesta por 
servidores públ icos nombrados y removidos l ibremente , en última 
instancia , por el titu lar del Poder Ejecutivo Federal .  

Desde el punto de vista juríd ico, cabe formular una d istinción 
fundamental entre uno y otros tiempos de transmisión . En el caso de 
los 30 minutos diarios a que se refiere el artículo 59 de la Ley Federal 
de Radio y Televisión , el Poder Ejecutivo está obligado a destinar estos 
tiempos, a través de su propio material de producción , "a difundir temas 
educativos, culturales y de orientación social" .  Sin embargo, esta 
prescripción legal es solo una frase sin eficacia,  debido a dos razones 
fundamentales :  primero, porque ni la ley ni la jurisprudencia del Poder 
Judicial Federal ofrecen defin iciones para del imitar los alcances de 
las nociones de temas educativos , culturales y de orientación social 
y, segundo, porque el Consejo Nacional de Radio y Televisión a que 
se refiere el artículo 59, como organismo coord inador, carecía de 
existencia material .  Durante mucho tiempo los tiempos del Estado, 
fiscales o no, han sido aprovechados como medios de propaganda. 
Lo fueron para el Ejecutivo durante largo tiempo y lo son ahora para 
los d istintos órganos del Estado que tienen acceso a parte de ese 
tiempo: los poderes del Estado y los organismos constitucionales 
autónomos. 243 
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La regu lación de la publ icidad 

La ley en materia de radio y televisión y sus reglamentos establecen 
las normas legales que en México debe seguir la  publ icidad comercial 
que se transmite por los medios electrónicos de comunicación .  La 
publicidad comercia l  que se difunda a través de la televisión debe 
observar las siguientes bases normativas: 

1. La propaganda comercia l  que se transmita por televisión , en los 
programas y cortes de estación , no debe exceder 18 por ciento 
del tiempo total de transmisión de cada estación .244 A partir de las 
20h00 y hasta e l  cierre de estación , los comercia les no deben 
exceder de la mitad del total del tiempo autorizado para 
propaganda comercial .  Los cortes de estación deben tener una 
duración máxima de dos minutos y pueden hacerse cada media 
hora ,  salvo en los casos en que transmita un espectáculo o noticia 
que por su natura leza sea inconveniente interrumpir. Es importante 
señalar q ue en México los comercia les fi lmados o aprobados para 
la televisión , nacionales o extranjeros, deben ser aptos para todo 
público .  

2. Cuando se trate de pel ículas cinematográficas, series fi lmadas, 
telenovelas, teleteatros grabados y todas las transmisiones cuyo 
desarrol lo obedezca a una continuidad natura l ,  narrativa o 
dramática , las interrupciones para comerciales no deben ser más 
de seis por cada hora de transmisión , i ncluidas la presentación y 
la despedida,  y cada interrupción no debe exceder de dos minutos 
de duración. 

243 Cfr. Arredondo, Pablo, Así s e  calló e l  sistema. Comunicación y elecciones e n  1988, México, 
Universidad de Guadalajara, 1991 ; Pérez G. et a/.(eds.), La voz de /os votos: un análisis crítico 
de las elecciones de 1994, México, Miguel Angel Porrúa-FLACSO, 1 995; Becerra, Ricardo, "Los 
medios electrónicos y las elecciones de 1 994", en Villanueva, Ernesto (ed.} Derecho y ética de 
la información. El /argo sendero hacia la democracia en México, México, Media Comunicación, 
1995; Valverde, Miguel y Parra Rosales, Luz Paula, Guía para el análisis de contenido electoral 
de medios de comunicación, México, AMDH-Universidad Iberoamericana, 1995. 

244 Artículo 40, fracción 1, del Reglamento de la Ley Federal de Radio y Televisión y de la Industria 
Cinematográfica, relativo al contenido de las transmisiones en radio y televisión. 
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3. Cuando se trate de programas que no obedezcan a una 
continu idad natural narrativa o dramática , las interrupciones para 
comerciales no deben ser más de 1 O por cada hora de transmisión , 
inclu idas la presentación y la desped ida , y cada interrupción no 
debe exceder de un minuto y medio de duración . 

4. La publ icidad de bebidas alcohól icas y de tabaco está sujeta a u n  
régimen especial,245 ya que debe abstenerse d e  exageraciones; debe 
combinarse con texto o alternarse con propaganda de educación 
higiénica o del mejoramiento de la nutrición popu lar y d ifundirse 
a partir de las 22h00 . En el anuncio de bebidas alcohól icas, está 
proh ibido el empleo de menores de edad . Asimismo, se proh íbe 
que se ingiera real o aparentemente el producto frente al públ ico. 

De la misma manera,  deberá observarse lo dispuesto por el 
Reglamento de la Ley General de salud en materia de Publicidad que 
sobre la materia ind ica : 

Artícu lo 29. En la publ icidad de bebidas alcohól icas y tabaco las 
leyendas previstas en la Ley se sujetarán a las especificaciones 
a que se refiere el artículo 1 1  de este Reglamento y deberán cumplir 
además con lo sigu iente: 

l .  En cine y televisión, su duración visual será igual a la del anuncio 
comercial y mencionará en una ocasión en audio un mensaje 
de responsabil idad social respecto del consumo de d ichos 
productos , y 

1 1 .  En anuncios impresos, las leyendas deberán ser parte integral 
de éste y tener una colocación que les permita ser visibles en 
todo momento . 

Artículo 30. La Secretaría , con la participación de los sectores 
públ ico, privado y social , promoverá y apoyará la elaboración y 
difusión de campañas publ icitarias orientadas a la moderación en 

245 lbidem, Artículo 42. 
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el consumo de bebidas alcohólicas, que desal ienten el consumo 
de tabaco y adviertan sobre los posibles daños a la salud y los 
efectos nocivos que puede generar el consumo de estos 
productos, especialmente en la niñez, la juventud y durante el 
embarazo . 

Artículo 31 . Cuando en el patrocinio se uti l ice la marca , logotipo 
o imagen de identificación de alguno de los productos a que se 
refiere este Título, se deberá cumplir con las disposiciones que para 
la publ icidad de bebidas alcohól icas o tabaco, según sea el caso, 
se establecen en la Ley y en este Reglamento , y no se deberá 
incurrir en alguno de los siguientes supuestos: l. Incluir en el mensaje 
imperativos, imágenes, sonidos, expresiones o lemas publ icitarios 
que se asocien con la publ icidad del producto; 1 1 .  Relacionar al 
producto con el deportista, artista o evento a patrocinar; 1 1 1 .  Promover 
el consumo del producto ; IV. I ncluir imágenes de bebidas 
alcohólicas o tabaco o sus envases o empaques en los mensajes 
de los eventos a patrocinar; V. Patrocinar eventos relacionados con 
actividades practicadas preponderantemente por menores, y VI . 
Difundir testimonios o intervenciones relacionados con el consumo 
de los productos por parte de atletas, celebridades o figuras públicas 
de reconocido prestigio. 

En el patrocinio a que se refiere el presente artículo se deberá incluir 
la frase : "Patrocinado por . . .  " seguida de la marca , identificación 
corporativa o razón social del anunciante , excepto cuando 
aparezcan en las camisetas en los términos de la fracción X del 
artículo 34 de este Reglamento . En el caso de tabaco,  se inclu irá 
además el mensaje sanitario que determine la Secretaría en la 
autorización correspondiente . Las empresas productoras o 
distribuidoras de bebidas de contenido alcohól ico bajo podrán 
patrocinar actividades deportivas y eventos creativos, y las de 
bebidas de contenido alcohól ico medio y alto, únicamente eventos 
creativos. Cuando se patrocinen eventos deportivos, los anuncios 
respectivos podrán aparecer en revistas deportivas, siempre y 
cuando se cumpla con las disposiciones del presente artículo. 
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Artículo 32. El uso de razones socia les , nombres comerciales, 
marcas, emblemas, rúbricas o cualquier t ipo de señal visual o 
auditiva , que identifiquen a las bebidas alcohólicas y tabaco, se 
sujetará a lo d ispuesto por la Ley, el presente Reglamento y demás 
normatividad apl icable. 

Artículo 33. La publicidad de bebidas alcohólicas en radio y televisión, 
sólo podrá difundirse durante los horarios autorizados por la Secretaría 
de Gobernación , de conformidad con las disposiciones aplicables, 
y en las salas cinematográficas sólo en pel ículas para adultos, 
correspondientes a las clasificaciones "C" y "D".  

Artículo 34. No se autorizará la publ icidad de bebidas alcohól icas 
cuando: 

l .  Se dirija a menores d e  edad; 
1 1 .  Promueva un consumo inmoderado o excesivo; 
1 1 1 .  Se transmitan ideas o imágenes de éxito , prestigio, fama, 

esparc im iento , t ranq u i l idad , a leg ría o eufori a  como 
consecuencia del consumo del producto o éste se presente 
como e lemento desencadenante de las re lac iones 
interpersonales; 

IV. Atribuya al producto p ropiedades nutritivas, sedantes , 
estimulantes o desinhibidoras; 

V. Asocie el consumo con actividades creativas, educativas , 
deportivas, del hogar o del trabajo; 

VI . Asocie el consumo con celebraciones cívicas o rel ig iosas; 
VI l .  Haga exaltación del prestigio social ,  viri l idad o femin idad del 

públ ico a qu ien va dirigido; 
VI I I .  Presente al producto como elemento que permita o faci l ite la 

ejecución de cualqu ier actividad creativa ; 
IX. Se uti l ice a deportistas reconocidos o a personas con equipos 

o vestuario deportivo ; 
X. Se incorporen en vestimentas deportivas símbolos, emblemas, 

logotipos , marcas o similares de los productos a que se refiere 
este capítu lo,  excepto cuando se trate de marcas de 
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productos clasificados como de contenido alcohólico bajo, que 
aparezcan exclusivamente en la parte correspondiente a la 
espalda de las camisetas, y que su tamaño no sea mayor a 
la sexta parte de la superficie posterior de las m ismas; 

XI . Se asocie con actividades, conductas o caracteres propios 
de jóvenes menores de 25 años; 

XI I .  Se consuman real o aparentemente en el mensaje los productos 
o se manipulen los recipientes que los contengan. Únicamente 
podrán inclu i rse escenas en las que se sirva producto sin la 
presencia de ningún ser humano; 

XI I I .  Emplee imperativos que induzcan directamente al consumo 
de los productos; 

XIV. Promueva el producto a través de sorteos, concursos o 
coleccionables, d irigidos a menores de edad ; y, 

XV. Se utilicen artículos promocionales dirigidos a menores de edad , 
relacionados con material escolar o artículos para fumador. 

Artículo 35. No se podrán publ icita r  anuncios que promuevan el 
consumo i l im itado de bebidas alcohólicas , mediante un pago fijo 
a los establecimientos que las expenden o suministran ,  conocido, 
entre otros, como barra l ibre. 

Artículo 36. La publicidad de tabaco podrá inclu i r  la presencia del 
producto cuando éste no se man ipule ni se consuma de manera 
real o aparente. 

Artículo 37. La publ icidad de tabaco no podrá dirig irse a menores 
de edad , ni podrán obsequ iarse a éstos, artículos promocionales 
o muestras de dicho producto. 

Artículo 38. La publicidad de tabaco, además de los aspectos 
considerados en este Reglamento y otras d isposiciones aplicables, 
sólo podrá trasmitirse conforme a lo siguiente: 

l .  E n  televisión y radio sólo podrá difundirse a partir de las veintidós 
horas ; 
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1 1 .  En cine podrá difundirse ún icamente e n  pel ículas para adultos , 
correspondientes a las clasificaciones "C" y "D",  y 

1 1 1 .  En publ icaciones, páginas, direcciones o secciones de Internet 
y demás sistemas de telecomunicación no podrá aparecer en 
las destinadas a menores de edad ni en las deportivas o 
educativas. 

Artículo 39. Las leyendas de advertencia que se incluyan en la 
publ icidad de tabaco se sustitu irán cada seis meses en forma 
rotatoria y deberán sujetarse en todo lo conducente a lo d ispuesto 
por este Reglamento. 

5 .  En la programación dedicada a la niñez no deben difundirse anuncios 
que inciten a la violencia,  que anuncien productos al imenticios que 
distorsionen los hábitos de la buena nutrición y que promuevan el 
tabaqu ismo246• La publ icidad que se difunda a través de la radio 
debe observar las siguientes previsiones:247 

• El tiempo destinado a propaganda comercial no debe exceder 
de 40 por ciento del  tiempo total de transmisión . 

• Cuando se trate de radionovelas, programas deportivos, comentarios 
informativos y todas las transmisiones cuyo desarrollo obedezca a 
una continu idad natural ,  dramática o narrativa, las interrupciones 
no deberán ser más de 1 2  por cada hora de transmisión, incluidas 
la presentación y la despedida, y cada interrupción no debe exceder 
de un minuto y medio de duración .  

• Cuando se trate de programas que no obedezcan a una 
continuidad natura l ,  d ramática o narrativa, las interrupciones no 
deben ser más de 1 5, d istribuidas en una hora de transmisión , 
y cada i nterrupción no debe exceder de dos minutos. Tanto la 
radio como la televisión deben sujetarse a las siguientes bases:248 

246 Artículo 67, fracción IV de la Ley Federal de Radio y Televisión y artículo 43 del Reglamento 
de la Ley Federal de Radio y Televisión y de la Industria Cinematográfica, relativo al contenido 
de las transmisiones en radio y televisión. 

247 Artículo 40, fracción 1, del Reglamentb de la Ley Federal de Radio y Televisión y de la Industria 
Cinematográfica, relativo al contenido de las transmisiones en radio y televisión. 

248 Artículo 67, fracción IV, de la Ley Federal de Radio y Televisión. 
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a. No deben d ifundir publ icidad relativa a cantinas ni que ofenda 
a la moral ,  a l  pudor y a las buenas costumbres, debido a las 
características del producto que se anuncie. La ley considera 
como publ icidad de centros de vicio la transmisión de cualqu ier 
espectáculo desde esos lugares . 

b .  Es obligación de la radio y la televisión exigir a los anunciantes que 
toda publicidad de instalaciones y aparatos terapéuticos, tratamientos 
y artículos de higiene y embellecimiento, prevención o curación de 
enfermedades esté autorizada por la Secretaría de Salud. 

c. Para que la Secretaría de Salud autorice la publ icidad a que se 
refiere el párrafo anterior, deben satisfacerse los sigu ientes 
requ is itos:249 
• La información contenida en el mensaje sobre cal idad , origen , 

pureza, conservación , propiedades nutritivas y beneficios de 
empleo debe ser comprobable. 

• El mensaje debe tener un contenido orientador y educativo. 
• Los elementos que compongan el mensaje deben corresponder 

a las características de la autorización sanitaria respectiva. 
• El mensaje no debe inducir a conductas, prácticas o hábitos 

nocivos para la salud física o mental que impliquen riesgo o 
atenten contra la seguridad o integridad física o dignidad de 
las personas, en particular de la mujer. 

• El mensaje no debe desvirtuar ni contravenir los principios, 
las d isposiciones y los ordenamientos que en materia de 
tratam ientos de enfermedades o rehabi l itación establezca la 
Secretaría de Salud .  

d .  La propaganda de loterías, rifas y otra clase de sorteos debe 
ser previamente autorizada por la Secretaría de Gobernación. 
La relativa a las instituciones de crédito y organ izaciones 
auxi l iares , por su parte, debe contar con la autorización de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Públ ico .250 

249 Artículo 306 de la Ley General de Salud. 

250 Artículo 70 de la Ley Federal de Radio y Televisión. 
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f. Los programas comerciales de concursos de preguntas y 
respuestas y otros semejantes en que se ofrezcan premios deben 
ser autorizados y supervisados por la Secretaría de Gobernación, 
a fin de proteger los intereses legítimos de concursantes y del 
públ ico. 251 

La regu lación legal de la publ icidad en México constituye una de las 
asignaturas en la que e l  deber ser previsto en la norma juríd ica y el 
ser de los aconteci mientos fácticos no guarda una m ín ima 
correspondencia, de la que pueda desprenderse la eficacia de la 
reglamentación positiva en la materia . 

E l  contenido de las h ipótesis normativas es, en algunos casos, por 
demás genérico y vago, susceptible de múltiples interpretaciones, sobre 
todo cuando se refiere a conceptos como buena nutrición , buenas 
costumbres, mora l ,  entre otros, en los que no puede invocarse una 
acepción de val idez un iversal .  

Si  bien s e  puede considerar como u n  avance q u e  e l  artículo  4 3  del 
Reg lamento abrogado haya desaparecido el cual facu ltaba a la 
Secretaría de Gobernación para autorizar temporalmente el aumento 
en la duración de los periodos de publ icidad, no lo es tanto el nuevo 
artículo 46 del Reglamento vigente, de acuerdo al cual : 

"Las estaciones de radio y televisión concesionadas podrán transmiti r, 
de las OOhOO y hasta las 05h59, programación de oferta de productos. 
La Secretaría de Gobernación podrá autorizar la transmisión de d ichos 
programas en un horario d istinto. Los tiempos del Estado a q ue se 
refiere la fracción 1 1  del artículo 1 5  de este Reglamento no se podrán 
transmit ir en los programas destinados a la oferta de productos."  

E l  nuevo Reg lamento establece asimismo en su artículo 40, fracción 
1 1  que "la duración de la propaganda comercial no incluye los 
p romociona les p rop ios de la estación n i  las transm is iones 

251  Ibídem, Art. 7 1 . 
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correspondientes a los tiempos del Estado y a otros a d isposición del 
Poder Ejecutivo. "  

6 .  En materia de publ icidad de productos de la  salud ,  el Reglamento 
de la Ley General de Salud en materia de Publicidad252 estab lece 
algunas prescripciones para acotar el engaño al público al 
promocionar d iversos productos que se deslizan en las panta llas 
televisivas y que están vinculadas con la sal ud o el mejor desempeño 
de las funciones humanas. 

La publ icidad253 será congruente con las características o 
especificaciones que establezcan las disposiciones aplica bles para 
los productos o servicios objeto de la misma, para lo cual no deberá: 
l .  Atribuirles cualidades preventivas, terapéuticas, rehabil itatorias, 
nutritivas, estimu lantes o de otra índole,  que no correspondan a 
su función o uso, de conform idad con lo establecido en las 
disposiciones aplicables o en la autorización otorgada por la 
Secretaría ; 1 1 .  I ndicar o sugerir que el uso o consumo de un producto 
o la prestación de un  servicio, es un factor determinante para 
modificar la conducta de las personas, o 1 1 1 .  Ind icar o inducir a creer 
expl ícita o impl ícitamente que el producto cuenta con los 
ingredientes o las propiedades de los cuales carezca . 

De la  misma forma ,  la  publ icidad254 será orientadora y educativa 
respecto del producto o servicio de que se trate, para lo cual  deberá: 
l .  Referirse a las características , propiedades y empleos reales o 
reconocidos por la Secretaría , de los productos, servicios y 
actividades, en id ioma español , en términos claros y fácilmente 
comprensibles para el públ ico a quien va dirigida;  1 1 .  Proporcionar 
información sanitaria sobre el uso de los productos y la prestación 
de los servicios, la cual deberá corresponder, en su caso , a las 
final idades señaladas en la autorización respectiva , y 1 1 1 .  Señalar 

252 Aprobado el 2 de mayo del  2000. 
253 Artículo 6 del Reglamento de la Ley General de Salud en materia de Publicidad . 
254 Ibídem, Artículo 7. 
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las p recauciones necesari as cuando e l  uso ,  manejo ,  
almacenamiento, tenencia o consumo de los productos o la 
prestación de los servicios pueda causar riesgo o daño a la salud 
de las personas, de conformidad con lo siguiente: 

a .  Contener información sobre las especificaciones para el uso 
adecuado del producto o servicio de que se trate, así como de 
los daños que pud ieran ocasionar a la salud , 

b. I ncorporar la información a la que se refiere el inciso anterior a 
la imagen gráfica del producto para evitar u n  error del 
consu midor, 

c. Estar impresas en colores contrastantes y en los tamaños 
señalados en el artícu lo 1 O de este Reglamento . 

d .  Estar redactadas en formas l iterarias positivas , cuando se trate 
de dar instrucciones para el uso; y, 

e. Estar redactadas en formas l iterarias negativas cuando se trate 
de prevenir al consumidor sobre los riesgos que el producto 
pueda representar. 

Por el contrario , el propio Reglamento establece los l ímites a los cuales 
debe sujetarse el anunciante al momento de publ icitar  sus productos.  
El Reglamento señala que:255 

No se podrá real izar publ icidad que propicie atentar o poner en riesgo 
la seguridad o integridad física o mental o dignidad de las personas. 
La publ icidad no es comprobable o no corresponde a la cal idad 
sanitaria ,  origen, pureza , conservación , propiedades nutritivas y 
beneficios de empleo de los productos o servicios , cuando: l .  Induzca 
al error; 1 1 .  Oculte las contraind icaciones necesarias; 1 1 1 .  Exagere las 
características o propiedades de los productos o servicios; IV. Indique 
o sugiera que el uso de un producto o la prestación de un servicio, 
son factor determinante de las características físicas, intelectuales o 
sexuales de los individuos, en genera l ,  o de los personajes reales o 
ficticios que se incluyen en el mensaje, siempre que no existan pruebas 

255 Ibídem, Artículos 8 y 9. 
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fehacientes que así lo demuestren , y V. Establezca comparaciones 
entre productos cuyos ingredientes sean diferentes, cuando por ello 
se puedan generar riesgos o daños a la salud .  

7. Las características de la  publ icidad en  materia de salud están mejor 
desarrolladas que las pautas indicadas en la reglamentación 
publicitaria para la rad io y la televisión en general . En efecto ,256 Las 
leyendas o mensajes san itarios que deberán aparecer en la 
publ icidad de productos, servicios y actividades, salvo en aquellos 
casos en que el propio Reglamento indique otros términos, se 
sujetarán a lo sigu iente: " 1 .  En los anuncios que se d ifu ndan por 
televisión y cine, las leyendas escritas deberán tener una 
duración mínima equivalente a la cuarta parte de la duración total 
del anuncio, aparecer en colores contrastantes, estar colocadas 
horizontalmente , con letra helvética regu lar no condensada y con 
un tamaño equ ivalente a 40 puntos por letra , en proporción a una 
pantal la de televisión de 1 4  pulgadas. 1 1 .  Las leyendas auditivas 
deberán pronunciarse en el mismo ritmo y volumen que el anuncio, 
en términos claros y comprensibles; 1 1 1 .  En la publ icidad que se 
difunda por rad io, las leyendas serán parte integral del anuncio y 
se pronunciarán en el mismo ritmo y volumen de voz de éste, en 
términos claros y comprensibles, y IV. La publicidad que aparezca 
en los medios informáticos o de telecomunicación , deberá inclu i r  
las leyendas o mensajes de acuerdo con las fracciones anteriores 
y según el med io auditivo o visual empleado." La propia normativa 
lo que se ha denominado como mensajes subliminales "entendidos 
éstos como los mensajes incorporados dentro de un anuncio 
expl ícito que influyen en el receptor, sin que exista una percepción 
consciente de dichos mensajes ."257 

El Reglamento establece, además, características que deben 
observarse cuando se trate de publ icidad de servicios de salud , 
de al imentos , suplementos al imenticios y bebidas no a lcohól icas . 

256 Ibídem, Artículo 1 0 . 
257 Ibídem, Artículo 14. 
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En este último rubro dispone que:258 La publ icidad de al imentos , 
suplementos a l imenticios y bebidas no alcohólicas, no deberá :  

l .  Inducir o promover hábitos d e  al imentación nocivos para la 
salud ;  

1 1 .  Afi rmar que e l  producto l lena por s í  solo los requerimientos 
nutricionales del ser humano; 

1 1 1 .  Atribu ir  a los al imentos industrial izados un valor nutritivo 
superior o distinto al que tengan;  

IV. Realizar comparaciones en menoscabo de las propiedades 
de los al imentos naturales; 

V. Expresar o sugeri r, a través de personajes reales o ficticios , 
que la ingestión de estos productos proporciona a las 
personas características o habi l idades extraord inarias; 

VI . Asociarse d i recta o indirectamente con el consumo de 
bebidas alcohólicas o tabaco; y, 

VI l .  Declarar propiedades que no puedan comprobarse, o que 
los productos son útiles para prevenir, al iviar, tratar o curar 
una enfermedad , trastorno o estado fisiológico. 

8. Para la publ icidad de medicamentos genéricos intercambiables , el 
Reglamento citado d ispone que deben observarse las siguientes 
di rectrices:259 Las especia l idades farmacéuticas incluidas en el 
Catálogo de Medicamentos Genéricos Intercambiables a que se 
refiere el Capítulo VI l del Título Segundo del Reglamento de lnsumos 
para la Salud,  serán las únicas que podrán uti l izar en su publ icidad 
las leyendas, siglas, denominaciones y adjetivos sigu ientes : 

l .  Las siglas G l ,  su s ímbolo o logotipo; 
1 1 .  La  denominación medicamento genérico intercambiable, o 

bien , las expresiones genérico o intercambiable; y, 
1 1 1 .  Cualquier otra expresión , palabra ,  imagen o símbolo cuyo 

fin sea inducir al consumidor a la idea de que el medicamento 
publ icitado es sustitutivo del producto orig inal o innovador. 

258 Ibídem, Artículo 22. 
259 Ibídem, Artículo 50. 
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9. En todos los casos , el anunciante deberá informar  o recabar el 
permiso de la Secretaría de Salud .  Se requ iere permiso en los 
siguientes casos:260 

l .  Prestación d e  servicios de salud,  salvo cuando se trate de 
servicios otorgados en forma individual ;  

1 1 .  Suplementos al imenticios y productos biotecnológ icos; 
1 1 1 .  Bebidas alcohólicas y tabaco, incluida aquella a que se 

refiere el artículo 3 1  de este Reglamento; 
IV. Medicamentos y remedios herbolarios; 
V. Equipos médicos, prótesis, órtesis, ayudas funcionales, 

agentes de d iagnóstico, insumas de uso odontológ ico, 
materiales quirúrgico y de curación , y productos h ig iénicos; 

VI . Servicios y procedi mientos de embellecimiento; 
V I l .  Plaguicidas, excepto cuando se trate d e  información técnica; 
VI I I .  Nutrientes vegetales cuando, de conformidad con las normas 

oficia les mexicanas, tengan características tóxicas; y, 
IX. Sustancias tóxicas o pel igrosas, cuando se trate de 

productos sujetos a control sanitario en términos del artículo 
278 de la Ley. 

En los casos contemplados en las fracciones IV, V y IX anteriores, 
solo será aplicable este artículo, cuando la publ icidad se dirija a 
la población .en genera l .  No requerirá permiso la publ icidad de los 
productos a que se refieren las fracciones VI I I  y IX de este artículo 
cuando sean uti l izados como materias primas. En el caso de los 
productos a que se refiere la fracción VI l ,  su publ icidad no requerirá 
permiso cuando éstos se uti l icen como materias primas y su 
inclusión en el producto final no dé a este ú lt imo propiedades de 
control de plagas y no se publ icite con d ichas características. 

1 0. El  Reg lamento en cuestión establece las siguientes sanciones a 
las conductas contrarias a las establecidas como debidas por el 
citado Reglamento:261 

260 Ibídem, Artículo 79. 
26 1 Ibídem, Artículos 1 1 0, 1 1 1  y 1 1 2. 
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- Se sancionará con mu lta de hasta mi l  veces el salario mínimo 
genera l  d iario vigente en la zona económica de que se trate las 
violaciones a las d isposiciones previstas en el artículo 21  de este 
Reglamento.  

- Se sancionará con multa de mi l  hasta cuatro mi l  veces el salario 
mín imo general d iario vigente en la zona económica de que se 
trate las violaciones a las disposiciones previstas en los artículos 
7, 8 ,  1 0 , 1 8 , 22, 23, 30, 32 , 34, 35, 38, 44 , 55, 56, 68, 69, 77, 
78, y 83 de este Reglamento. 

- Las violaciones no previstas en este Capítulo serán sancionadas 
con multa hasta por d iez mil veces el salario m ínimo general 
vigente en la zona económica de que se trate. 

Elementos de leg islación extra njera 

En el derecho comparado habría que destacar la previsión de Paraguay 
al establecer en el texto constitucional referencias a la publ icidad en 
los medios de comunicación . En efecto, el artícu lo 27, ú ltimo párrafo, 
de la Constitución paraguaya prescribe: "La ley regulará la publ icidad 
a los efectos de la mejor protección de los derechos del niño ,  del joven, 
del analfabeto, del consumidor y de la mujer."  

También Honduras hace referencia a la publ icidad , a l  determinar en 
el artículo 75 constitucional que: "La propaganda comercial de bebidas 
alcohólicas y consumo de tabaco será regulada por la ley." 

En España, la proporción entre publ icidad y programación está 
señalada en el artículo 1 5  de la Ley de Televisión Privada, que reza : 
"La publ icidad emitida por los titu lares de las concesiones no podrá 
ser superior al 1 O por 1 00 del total de horas de la programación anual .  
En ningún caso, el tiempo de emisión destinado a publ icidad podrá 
ser superior a 1 O minutos dentro de cada hora de programación ."  

En Ecuador hace referencia a l  establecer en el ú ltimo párrafo del 
artículo 81 constitucional que:  "Se prohíbe la publ icidad que por 
cualqu ier med io o modo promueva la violencia,  el racismo, el sexismo, 
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la intolerancia rel igiosa o pol ítica y cuanto afecte a la d ign idad del ser 
humano." 

Acceso de los partidos a la rad io y la te levisión 

El  acceso de los partidos pol íticos a los medios electrónicos es un 
tema en torno del cual  ha g irado u na parte significativa del debate 
j uríd ico-pol ítico . Las d iscusiones sobre el particular  han sido 
prol íficas.  En todos los tonos, con coincidencias en lo esencia l ,  se 
ha ponderado la importancia de abrir los medios electrónicos a l  debate 
partid ista en un contexto de plural idad razonable. Bastaría revisar las 
memorias de cuanta reforma electoral se ha impulsado en los ú ltimos 
años para val idar este aserto. 

Hoy en d ía,  México asiste a la formación de u na sociedad 
d iferenciada,  compleja, que cuenta con más y mejores elementos 
cognoscitivos que en el pasado; es decir, vamos en tránsito hacia la 
sociedad de la i nformación a la que se refiere Daniel Bel l ,  que supone 
la existencia de una opin ión públ ica formada e informada· como 
parámetro de referencia de la salud del sistema democrático, sobre 
todo ahora que los enemigos tradicionales de la democracia l iberal 
han pasado a mejor vida. 

En la Repúbl ica Mexicana , la  educación laica y gratuita contemplada 
en el artículo 3 constitucional ha hecho las veces de veh ículo de 
transmisión de conciencia de un pueblo antaño analfabeto, incapaz 
de ejercer la ciudadan ía a plenitud ,  pero que hoy transita hacia la 
democracia posible. De esta suerte, a fi na les de siglo y de mi lenio, 
el derecho de los ciudadanos ha adqui rido un  va lor cada vez más 
significativo, circunstancia que se refleja de algún modo en la flexibil idad 
in crescendo del régimen para resistir la crítica en el ámbito de 
tendencia general ,  si bien es cierto que existen puntos oscuros que 
el régimen define como excepciones . Sin embargo, esta tendencia , 
es menos clara en el caso de los medios electrónicos, qu izá porque 
existen sectores del régimen que ven con preocupación que los ju icios 
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de valor externados desde la televisión o la rad io pueden implicar un 
mayor efecto en el ánimo de la sociedad que lo publ icado en la prensa . 

Si en genera l  la l ibertad de información y de expresión en los medios 
electrón icos ha sido vista desde el poder con inquietud,  más aún ha 
sido observada la comunicación pol ítica en los procesos electorales,  
habida cuenta de que esta área interd iscipl inaria incide, de una u otra 
forma, en el comportamiento pol ítico de la ciudadan ía , en la actuación 
de los organismos electorales y, a final de cuentas, en el sistema pol ítico 
en su conjunto. 

Si bien la sociedad cuenta con mayores elementos de ju icio sobre 
asuntos de interés general que en el pasado el hecho de que la nueva 
tipología de votantes siga suponiendo la existencia de electores 
abstencionistas,  indecisos, de última hora,  i rracionales o racionales, 
entre otros, brinda a las campañas de comun icación pol ítica la 
posibi l idad de influ i r  de mejor manera en el proceso de toma de 
decisiones en el momento de ejercer el voto. 

Así se da una verdadera paradoja: el ciudadano promedio no mi l itante, 
que ahora cuenta con mayores dosis de información pol ítica que en 
el pasado, se rehúsa a optar por un com prom iso partid ista 
razonablemente estable y prefiere ,  en cambio, condicionar su 
preferencia electoral a los detal les de la coyuntura ,  del carisma del 
candidato o del inmediatismo del d iscurso, proyectados a través de 
las campañas de comunicación pol ítica . De ahí  la importancia de los 
debates históricos en los que los partidos han pugnado por su acceso 
a los medios electrónicos, en un esquema de reglas claras y aplicables 
para todos los contendientes; es decir, plasmadas en normas de 
derecho positivo a efecto de lograr n iveles m ín imos de equidad en 
la contienda electoral . 

Marco normativo mexicano 

En el campo de las leyes, las prerrogativas de los partidos pol íticos 
en materia de medios electrónicos se mantuvieron sin n ingún cambio 
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durante mucho tiempo, pese a la demanda de apertura de la inmensa 
mayoría de los participantes en los foros de consulta que se organizaron 
para nutrir las reformas electorales. Si no, hágase un breve repaso 
de las legislaciones electorales más recientes. 

Es la Ley Federal Electoral de 1 973 la que prevé por vez primera el 
uso de los medios electrónicos por parte de los partidos pol íticos 
durante 1 O minutos qu incenales,  l imitado a la jornada electoral y en 
programas colectivos (artículo 39). Más tarde, en 1 977, la Ley Federal 
de Organizaciones Pol íticas y Procesos Electorales (LFOPPE) introdujo 
en la fracción primera del artículo 48 que es prerrogativa de los partidos 
pol íticos "tener acceso en forma permanente a la radio y la televisión", 
pero otorgó al reglamento respectivo la atribución de fijar los tiempos 
de uso. El Reglamento prescrib ía ,  en su artículo 34 que "del tiempo 
que la Comisión Federal Electoral determine, a cada uno de los partidos 
pol íticos le corresponderá igual cantidad , sin que el tiempo para cada 
partido pol ítico sea inferior a 1 5  minutos mensuales."  

Esta legislación contenía dos puntos criticables: a )  referi r al 
Reglamento los tiempos de uso de medios electrónicos por parte de 
los partidos atentaba contra la seguridad juríd ica de las formaciones 
pol íticas, habida cuenta de que el Reglamento, al ser facultad 
presidencial (artículo 89, fracción 1 de la Constitución Pol ítica de los 
Estados Unidos Mexicanos), carece de la permanencia y objetividad 
que brinda la ley en cuya confección intervienen el Congreso de la 
Unión y el Poder Ejecutivo; y, b) los términos en que estaba redactado 
el artículo 34 del Reglamento de referencia favorecía que los tiempos 
de acceso de los partidos a los medios electrónicos estuvieran de 
alguna manera sujetos a los vaivenes de la concertación pol ítica , con 
el desgaste que esto impl ica para las partes en confl icto. 

En 1 987, el Código Federal Electoral (CFE) reproduce en esencia las 
mismas disposiciones en materia de medios previstas por la LFOPPE 
y su Reglamento, pero condensadas en la ley. La única novedad del CFE 
fue la del artículo 57 relativo a un programa conjunto a cargo de la 
Comisión de Radiodifusión que se transmiti ría dos veces al mes. 
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En 1 990, el Cód igo Federal de Instituciones y Procedimientos 
E lectorales (COFIPE) respeta los tiempos previstos en su antecesor 
( 1 5 minutos mensuales para rad io y 1 5  para televisión ) y ampl ía las 
prerrogativas de los partidos a l  permitirles la transmisión de 
programas en cobertura regional. De igual modo, el artículo 48 del 
COFIPE prevé que la dirección del Instituto Federal Electoral sol icitaría 
a la SCT las tarifas de publ icidad en radio y televisión y fija topes a 
las tarifas publ icitarias al el iminar la d iferencia entre publ icidad pol ítica 
y comercial .  

Por fortuna las reformas a l  COF IPE en 1 994 fueron más al lá d e  los 
acotados avances in iciales de la legislación electoral ,  ya que se ataca 
de frente el problema consuetudinario de la ausencia de acceso de 
los partidos a los medios electrónicos concesionados. Y es que el 
Cód igo reformado detal la lo que apenas se esboza en el artículo 48 

del COFIPE de 1 990. De esta manera, el nuevo artículo 48 del COFIPE 
garantiza a los partidos : 

a) I nformación de horarios y costos de tiempos, horarios , canales 
y estaciones disponibles para contratar publicidad partidista. 

b) Métodos razonablemente democráticos para contratar espacios 
radiofónicos y televisivos, en la medida en que la ley prevé dividir 
el tiempo total disponible por mitades. La primera mitad es 
susceptible de ser contratada por tiempos iguales entre todos 
los partidos interesados en transmitir. La segunda m itad será 
faci l itada a los partidos interesados en función de su presencia 
electoral ,  teniendo como referencia los resultados más recientes 
de las elecciones de diputados de mayoría relativa . 

En 1 996, la reforma constitucional en materia electora l ,  no se incluyó 
el tema del acceso de los partidos políticos a los medios de información; 
sin embargo, de las reformas al COFIPE de noviembre de 1 996, 
derivadas del cambio constituciona l ,  habría que destacar tres 
avances importantes: 
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a) Se obliga a los concesionarios de radio y televisión a brindar, 
dentro de los tiempos fiscales del Ejecutivo Federa l ,  espacios 
de difusión partidista en los horarios de mayor audiencia;262 

b) Se otorga,  durante el periodo electora l ,  para d ifusión partidista 
con cargo a los tiempos fisca les del Ejecutivo Federal un total 
de 250 horas en radio y 200 en televisión , cuando se trate de 
elecciones presidenciales y 1 25 horas de radio y 1 00 de 
televisión , cuando solo haya elecciones de los integrantes del 
Congreso de la Unión;263 

e) Adicionalmente se autoriza al Instituto Federal Electoral para que 
proceda a comprar tiempo de transmisión equ iva lente hasta 1 O 

mil  promociona les en rad io y 400 en televisión , cada mes, para 
ser distribu idos entre los partidos pol íticos.264 

La distribución de los tiempos de radio y televisión representa también 
un avance en relación con la reforma electoral de 1 994 , pues además 
de otorgar tiempos de difusión a los partidos pol íticos sin representación 
parlamentaria -equivalente a cuatro por ciento del tiempo total para 
cada uno- el resto se divide de la manera siguiente: 

a)  El 30 por ciento265 se distribuye de igual forma entre todos los 
partidos pol íticos con representación parlamentaria . 

b) 70 por ciento restante se distribuye en forma proporcional a su 
fuerza electoral . 

Otro dato significativo es que el COFIPE establece que la designación 
de canales y horarios para la difusión partidista debe real izarse por 
sorteo. 

262 Artículo 46 del COFIPE. 
263 Artículo 47 del COFIPE. 
264 El artículo 47 del COFIPE establece que para este efecto no se podrá destinar más de 

20% del financiamiento público otorgado a los partidos políticos si se trata de elecciones 

presidenciales, y no más de 1 2% cuando sean elecciones de legisladores federales. 
265 La oposición en conjunto había pactado con el Partido Revolucionario Institucional introducir 

una reforma legal que estableciera que 50 por ciento del tiempo total habría de distribuirse 

en forma igualitaria, pero el disenso en torno del monto del financiamiento público a los 
partidos políticos impidió que la reforma del COFIPE corriera con la misma suerte que la 

reforma constitucional ,  que se aprobó por unanimidad. 
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Sin dejar de reconocer los avances legislativos logrados en esta reforma 
electora l ,  aqu í  expuestos, lo cierto es que, sin embargo, falta mucho 
camino por recorrer en varios aspectos para poder hablar de una 
legislación democrática, particularmente en lo que concierne al acceso 
de los partidos polít icos a los medios de comunicación en un cl ima 
equitativo y que propicie la práctica de la democracia i nformativa. 
Existen ,  por supuesto, elementos objetivos que dan pleno sustento 
a esta afirmación.  Me l imitaré solo a identificar las cinco inconsistencias 
pri ncipales de la legislación vigente en el tema que nos ocupa. 

1. La primera i nconsistencia del COF IPE es la  ausencia de normas 
juríd icas que prohíban y, por ende, sancionen la oferta de bienes 
de servicio y de consumo en la propaganda electora l ,  circunstancia 
que pervierte la naturaleza democrática del juego electivo, 
denigra a los electores potenciales y sustituye la oferta programática 
de ideas y proyectos por u n  mero acto mercanti l al l ucrar  con las 
necesidades económicas de los grandes grupos de población y 
aprovechar sus bajos n iveles de cultura pol ítico-democrática . 

En México, el artículo 403 del Código Penal Federal  únicamente 
tipifica como del ito la sol icitud del voto por pago, dádiva ,  promesa 
de dinero u otra recompensa, y deja sin sanción jurídica las demás 
posibi l idades de cooptación a través de bienes y servicios sin que 
impliquen de manera expresa una petición del voto. 

En Bolivia , el artículo 99 de la Ley Electoral de 1 991 266 prescribe 
que "( . . . ) Tampoco está permitido la propaganda que impl ique 
ofrecimiento de d inero o prebenda de alguna naturaleza ( . . .  )" 

2. La segunda i nconsistencia se local iza en la falta de garantías 
jurídicas del Poder Ejecutivo Federal para el acceso de los partidos 
pol íticos de oposición a los medios de comunicación (que en los 
Estados democráticos de derecho son, en real idad , medios públicos 
o del Estado por su naturaleza jurídica).  Esta pecul iaridad mexicana 

266 Ley Número 1 246. de 5 de jul io de 1 99 1 .  
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constituye una grave falta de equidad en la contienda electora l ,  
en  tanto la  legislación vigente permite la posibilidad de que e l  partido 
del gobierno tenga un acceso privi legiado de promoción poi ítico­
electoral mediante el uso d iscrecional de la radio, la prensa y la 
agencia de noticias del Poder Ejecutivo Federa l  en perju icio de la 
p lural idad democrática . 

Este precedente autoritario en México carece de correspondencia 
no solo en los Estados democráticos de derecho avanzado ,  sino 
incluso en países que están en proceso de transición a la 
democracia. Veamos algunos ejemplos .  En Bolivia , e l  a rtículo 98 
de la Ley Electoral de 1 991 267 d ispone que:  

"Los medios estatales de comunicación socia l  otorgarán a partir 
de la convocatoria a elecciones en forma gratuita y permanente 
tiempo igual ,  dentro de los m ismos horarios a los partidos y/o 
candidatos postulados por el los o por al ianzas pol íticas, a cuyo 
efecto el orden de presentación de los espacios será sorteado.  

"En caso de que algún órgano de comunicación estatal se negare 
a d ifundir un espacio publicitario de carácter pol ítico o electora l ,  
la  Corte Departamental Electoral respectiva conocerá del hecho 
y conminará al medio a l  i nmediato cumplimiento de lo d ispuesto 
en este artículo." 

En Panamá, el artículo 1 65 del Código Electoral268 determina: 

"De acuerdo con lo establecido en el a rtículo  1 34 de la 
Constitución pol ítica, e l  Tribunal Electoral reg lamentará la 
util ización de los medios de comunicación social que el gobierno 
administre, para que los partidos pol íticos , en igua ldad de 
condiciones, puedan uti l izarlos. Estos medios podrán util izarse 
para difundir propaganda , programas de opinión pública,  debates 
y cualquier evento pol ítico . "  

267 /dem. 
268 Código Electoral, actualizado hasta la Ley 22,  del 14  de julio de 1 997. 
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En Mongol ia,  el artículo 21 , inciso 3, de la Ley ElectoraF69 señala: 

"La Radio y la Televisión del Estado de Mongol ia darán trato 
igual a cada partido, coal ición o candidato independiente en 
términos idénticos de servicio gratuito, duración y oportunidades." 

En Rusia la equidad del acceso de los partidos a los medios no 
se l imita solo a los medios públicos, sino a todos, según lo prescribe 
el artículo 60 de la Ley Electoral ,270 inciso 1 ,  que a la letra dice : 

"Los candidatos registrados, partidos pol íticos y coal iciones que 
cuenten con el registro correspond iente a n ivel federal tienen 
derecho a disfrutar de tiempo de antena sobre bases iguales 
( l ibres de cargo, idéntica cantidad de tiempo, el mismo horario 
de transmisión y demás cond iciones) ."  

3 .  La tercera inconsistencia reside en que no existen normas juríd icas 
que establezcan topes máximos de d ifusión electoral a través de 
los medios de comunicación; solo hay topes de gastos de campaña. 
Otra vez se advierte que si bien es cierto que el COFIPE garantiza 
accesos mín imos de los partidos pol íticos a los medios de 
información,  no señala tiempos máximos de uso de antena o de 
prensa escrita , circunstancia que permite la posibi l idad de que el 
partido del gobierno uti l ice más tiempo los medios para su difusión 
electoral si se compara con los partidos de oposición ,  en virtud de 
tres consideraciones principales: 

a)  El acceso i l imitado del Ejecutivo federal ,  a los medios conforme 
a la legislación vigente en la materia . 

b) La posibi l idad razonable de acceso a los medios electrónicos 
concesionados visto el conspicuo s istema ju ríd ico de 
otorgamiento de concesiones de radio y televisión que otorga 

269 Law On The State Great Hura/ Elections Of Mongolia, del 8 de abril de 1 992 (la traducción 
es nuestra). 

270 Federal Law No 1 75-FZ On the Election of Deputies of the Sta te Duma of the Federal Assembly 
of the Russian Federation, del 20 de diciembre de 2002 (la traducción es nuestra). 
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facultades discrecionales a l  Poder Ejecutivo Federal para que 
por sí  y ante sí otorgue las concesiones referidas. En este sentido, 
si bien es cierto que el artículo 49 numeral 2, inciso g) del COFIPE 
proh íbe la aportación de efectivo o en especie a los partidos, 
también lo es que, extrañamente , a l  incumpl imiento de ese 
mandato legal no obedece una sanción juríd ica , por lo que esa 
prohibición tiene apenas un cometido retórico. 

e) La posibil idad también razonable del uso de recursos asignados 
a las dependencias de la administración pública federal en favor 
del PRI y sus candidatos a través de la publ icidad encubierta 
o redactada en medios escritos, conocida como gaceti l las, y del 
pago de nóminas secretas a columnistas y articul istas, medida 
que, aunque a todas luces es injusta e i leg ítima , no es 
estrictamente i legal ,  en virtud de los ampl ísimos márgenes de 
discrecionalidad que la ley y los reglamentos apl icables 
otorgan a las unidades de comunicación social  de los órganos 
de la Administración públ ica federa l .  

Esta posibi l idad se ha resuelto en d iversos países a través de la 
i ntroducción de topes máximos de difusión electora l . Así ,  por 
ejemplo, en Bol ivia , el artículo 1 02 de la Ley ElectoraJ271 d ispone: 

"La propaganda electoral estará l imitada , por cada partido o 
al ianza pol ítica ,  a no más de cuatro pág inas semanales, por 
periódico de circulación nacional y Departamenta l ;  a 1 O 
minutos diarios de emisión radial , en cada emisora nacional 
departamental y loca l . "  

En Ecuador, e l  artículo 1 06 de la Ley Electoral272 prescribe: 

"La propaganda electoral estará l imitada , para cada partido 
pol ítico y alianza electoral ,  a no más de media página por edición 
o su equivalente en número de tirada-columna, computada en 

271 Ley Electoral de la República de Bolivia, número 1 246, de 5 de julio de 1 99 1 .  
272 Ley Electoral ,  número 5 9  de 1 986. 

307 



Ernesto Villanueva 

todos los d iarios de circulación nacional ;  a 1 O minutos diarios 
de televisión computada en todos los canales de televisión de 
emisión nacional o regiona l :  a 20 minutos diarios para cada 
emisora de ámbito nacional y a 1 O minutos d iarios cada emisora 
de influencia local .  Dentro de estos l ímites cada partido pol ítico 
podrá distribuir su tiempo y espacio de publ icidad electoral de 
acuerdo con su mejor criterio ."  

En Venezuela, el artículo 1 99 de la Ley ElectoraF73 establece : 

"A partir de la apertura de la campaña electora l ,  los candidatos 
y los partidos tendrán acceso, en los términos establecidos en 
esta Ley y en el Reglamento General E lectoral a los medios de 
comunicación socia l ,  para real izar propaganda . 

"Los medios oficiales de comunicación social otorgarán ,  
gratuitamente, un tiempo igual y en las  mismas horas, a los 
candidatos presidenciales postulados por los partidos con 
representación en el Consejo Nacional  Electora l ,  a cuyo efecto 
los espacios se sortearán entre éstos cada mes. 

"A los efectos de este artícu lo, las al ianzas tendrán la 
oportun idad y espacio correspondiente a un partido."  

4. La cuarta inconsistencia es la autorización legal para que el partido 
del gobierno uti l ice en su emblema los colores de la bandera 
nacional ,  circunstancia que no tiene precedentes en el mundo 
occidental ,  y que se ha aprovechada para permear i leg ítimamente 
en el ánimo de los estratos más bajos de la pirámide social ,  que 
por tradición identifican al PRI como sinónimo electoral del Estado­
nación mexicano. Sobra decir que las leg islaciones electorales de 
todos los países de nuestro entorno más cercano han introducido 
sendas prohibiciones para uti l izar los s ímbolos patrios en los 
emblemas partidistas.  

273 Ley Orgánica del Sufragio y Participación Política, publicada en  la Gaceta Oficial Número 
5.223, de fecha de 28 de mayo de1 998. 

308 



Derecho de la Información 

En Bolivia , el artículo 86 de la Ley E lectoral274 señala : 

"No se adm itirá la i nscripción de un partido con nombre ,  sigla, 
símbolo o colores iguales o similares al de otro partido ya inscrito. 
El escudo, la bandera nacional o los símbolos departamentales, 
no podrán ser usados como símbolos o emblemas de los partidos 
pol íticos. Se prohíbe a los partidos constitui r  organizaciones 
armadas de cualquier índole ." 

En Costa Rica , e l  artículo 59 de la  Ley Electoral275 d ispone: 

"No se admitirá la i nscripción de un  partido con nombre o divisa 
igua les o simi lares al de otro partido inscrito en el Registro o 
eón derecho de prelación para ser i nscrito, cuando la segunda 
inscripción pudiera producir confusión . Tampoco se admitirán 
como d ivisa la bandera ni el escudo nacionales,  ni de otro país. 
( . . .  )" 

En El Salvador, el artícu lo 1 57 de la Ley Electoral276 establece: 

"No se admitirá n inguna sol icitud cuando se proponga: 
2) Adoptar como emblema el pabellón o escudo nacional , o de 

otros pa íses. "  

En Panamá, el artículo 4 1  de la Ley Electoral277 ordena : 

"No se autorizará la formación de un  partido q ue escogiere el 
nombre o símbolo d istintivo, igual o parecido al de otros partidos 
inscritos o en formación o que se pudiere confundir con el de 
los mismos; n i  con el nombre de personas vivas . Tampoco se 
admitirá el uso de los s ímbolos nacionales o rel igiosos."  

274 Ley Electoral de  la  República de  Bolivia, número 1 246, de  5 de jul io de 1 991 . 
275 Código Electoral de Costa Rica, Ley Número 1 536. 
276 Código Electoral de El Salvador de 1 992, Decreto Número 4 1 7, Reformas de D.L. Número 

55 del 29 de junio de 2000. 
277 Código Electoral de Panamá, Ley 22, del 1 4  de julio de 1 997. 
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5. Finalmente, la quinta inconsistencia se deriva del derecho de 
aclaración previsto en el artículo 1 86,  numeral 3 ,  del COFIPE, pues 
si bien este ordenamiento establece que partidos, coal iciones y 
candidatos "podrán ejercer el derecho de aclaración respecto de 
la información que presenten los medios de comunicación , cuando 
consideren que la m isma ha deformado hechos o situaciones 
referentes a sus actividades o atributos personales" , lo cierto es 
que, sin embargo, se trata de un enunciado normativo, pero no de 
una obligación juríd ica para los medios, pues el legislador olvidó 
incorporar la sanción a qu ien real ice la conducta contraria a la que 
señala como debida el artículo 1 86 ,  numeral 3. 

Está por demás señalar que un derecho solo existe en la medida 
en que hay un deber correlativo, que en este caso fue omitido, razón 
por la cual un med io de comun icación que decida no otorgar el 
derecho de aclaración a un candidato, partido o coal ición no viola,  
en estricto sentido, la ley, pues no hay n inguna sanción 
juríd icamente aplicable. 

A la luz de los razonamientos anteriores, cabría hacer las siguientes 
conclusiones prel iminares: 

a) El COFIPE de México no es de ninguna forma una legislación 
a imagen y semejanza de un Estado democrático de derecho, 
debido a las l imitaciones y lagunas juríd icas que contiene a lo 
largo de su articu lado. 

b) El acceso de los partidos pol íticos a los med ios de comunicación 
que prevé el COFIPE constituye apenas un cambio perceptible 
de un Estado autoritario a una semidemocracia d irigida ,  que 
plasma en la ley la  ausencia de equ idad , equ i l i brio y 
transparencia en el uso de los medios de información como 
vehícu los de propaganda electora l .  

e)  De no l levarse a cabo una reforma legal y constitucional de fondo 
en materia electoral ,  con la participación activa de un congreso 
plural en el que no haya más de una sola voz predominante, 
la transición democrática segu irá siendo -como hasta hoy d ía-
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una mera frase retórica que esconde la real idad de una isla 
autoritaria ,  en un mar abierto a la democracia representativa. 

Tendencias i nternacionales para la radio y la 
televisión 

La Commonwealth Broadcasting Association y la U NESCO diseñaron 
una serie de l ineamientos278 que sirven para diseñar un marco normativo 
en materia de radio y televisión apl icable en un Estado democrático 
de derecho. 

El documento parte del reconocimiento universal del a rtícu lo 1 9  de 
la Declaración Universal de los Derechos Humanos279 establece: "Todo 
individuo tiene derecho a la l ibertad de opinión y de expresión; este 
derecho incluye el de no ser molestado a causa de sus opiniones, el 
de investigar y recib i r  información y opiniones, y el de difund irlas, s in 
l imitación de fronteras, por cualquier medio de expresión ." Este derecho 
es reconocido en el artículo 9 de la Carta Africana de Derechos 
Humanos y de los Pueblos280, en el artículo 1 O de la Convención 
Europea para la Protección de los Derechos Humanos y de las 
Libertades Fundamentales281 y el art ículo 1 3  de la Convención 
Americana de Derechos Humanos.282 

El documento considera que la legislación de rad io y televisión debe 
por lo menos partir de los sigu ientes principios democráticos: 

a. Vías de impugnación. Se debe establecer el procedimiento ante 
una corte para que las decisiones emitidas por el órgano 
regu lador puedan ser apeladas. En Suecia no se puede aplicar 

278 Saloman, Eve, Guide/ines for Broadcastíng Regu/ation, Commonwealth Broadcasting 
Association and UNESCO, 2005. www.cba.org.uk. 

279 Resolución 271A( I I I ) ,  adoptada por la Asamblea General de la Organización de Naciones 
Unidas el 1 O de diciembre de 1 948. 

280 Adoptada el 26 de junio de 1 981 . 
281 Adoptada el 4 de noviembre de 1 950. 
282 Adoptada el 22 de noviembre de 1 969. 
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sanción n inguna sanción puede ser apl icada a menos que haya 
sido convenida por la corte. 

b. Derecho a réplica. Dada la energía de difundir, los locutores deben 
tener la obl igación de ser justos. Generalmente se considera 
apropiado para que los locutores sean requeridos para ofrecer 
un derecho del aviso de la contestación a cualquier persona o 
a la  organización que se hayan tratado injustamente en un 
programa. 

c. Obligación de los noticieros a difundir información objetiva y veraz. 
Los estándares del buen periodismo requieren que las noticias 
sean exactas, sin importar el medio de d ifusión. 

d. Obligaciones generales de imparcialidad. En el  mismo sentido 
de cumpl ir con los estándares del buen periodismo se requiere 
que el trabajo period ístico se real ice sin i ntereses personales 
o pol íti cos. 

e. Reglas para prevenir la discriminación. Es deseable apl icar y 
hacer cumpl i r  reglas para asegurarse de que los programas no 
difunden el  material - incluyendo las opiniones los entrevistados 
o las huéspedes del programa- que d iscriminan contra la gente, 
por ejemplo sobre la base de la  raza, de la nacional idad, de la  
rel ig ión o de l  sexo. 

f. Autoridad Reguladora Independiente. El Consejo de Europa cree 
que para garantizar la existencia de una amplia gama de medios 
independientes y autónomos en el sector que difunde, es esencial 
prever la regulación adecuada y proporcionada de ese sector. 
Esto servirá para garantizar la l ibertad de los medios mientras 
que en el mismo tiempo asegurando un equi l ibrio entre esa 
l ibertad y los otros derechos e intereses leg ítimos. 

g. Nombramiento. Es vital que los miembros de una autoridad 
regu ladora puedan  funcionar l ibremente de  cua lqu ier  
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interferencia o presión de fuerzas pol íticas o económicas. Por 
tanto, el nombramiento o designación debe precisarse 
claramente en ley y hacer de una manera democrática y 
transparente su designación . 

h. Mandato de la autoridad reguladora independiente. Las 

obligaciones y facultades de la autoridad independiente se deben 

precisar en ley, al igual que los medios con los cuales serán  

l levados a cabo. S i  los miembros reciben un salario esto debe 
ser indicado. La duración se debe precisar, y si es o no reelecto. 

Los miembros deben ser designados en términos escalonados ,  
para asegurar la  continu idad de l  trabajo de los miembros. 

i. Destitución o terminación del mandato. Para evitar la presión 

y la i nfl uencia pol ítica con respecto al despido o destitución de 

los miembros de la autoridad regu ladora la  ley debe i nd icar 

claramente los factores que pueden conducir a la i ncapacidad 

física o menta l  del despido, por ejemplo, o una abertura clara 

de las reglas de la titu laridad . 

j. Presupuesto o financiamiento. E l  financiamiento se puede 
también uti l izar como medio para ejercer la presión pol ítica ; si 

la autoridad no actúa de acuerdo con deseos del gobierno, el 

fin a n ci a m iento pod ría ser ret i rado .  Los térm i n os de l  

financiamiento se  deben precisar en ley y donde sea posible 

se guarden a parte de cua lquier interferencia pol ítica potencial .  

k. Conflicto de intereses. Así como ser independiente de las fuerzas 

pol ít icas, los miembros de la autoridad regu ladora deben estar 

l ibres de cualquier confl icto del interés personal potencial con 

el sector el d ifundir. Es genera lmente para q ue los miembros y 
sus fami l ias sean prohib idos de tener cua lqu ier i nterés 
financiero en cualqu ier d ifusión o compañ ía asociada. Una 

abertura de esta regla pod ía conducir a l  despido. 
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l. Otorgamiento de licencias o permisos. Antes de que se ofrezca 
cualquier l icencia , la convocatoria debe ser impresa y públ ica, 
precisando las cond iciones básicas a las cuales todos los 
concesionarios deben adheri rse. Los requ isitos m ín imos son : 
cobertura geográfica , especificaciones técn icas (poder y 
dirección de la transmisión), término de la l icencia , renovación 
de la l icencia ,  tarifa, condiciones de los formatos de los 
programas, requis itos legales de conformidad con legislación 
secundaria , sanciones aplicables en caso de incumpl imiento, 
posibi l idad de otorgar información cuando se requ iera,  casos 
de modificaciones de las l icencias. 

Ahora b ien,  el estado de la cuestión internacional de los med ios 
electrón icos varía de latitud en latitud : 

En Chi le, por ejemplo, su Constitución Pol ítica de la Repúbl ica 
consagra , en el artículo 1 2 , la existencia de un Consejo Nacional de 
Televisión,283 autónomo y con personal idad juríd ica propia, encargado 
de velar por el correcto funcionamiento de los servicios de televisión . 

"Habrá un Consejo Nacional de Televisión , autónomo y con 
personal idad ju ríd ica ,  encargado de velar  por el correcto 
funcionamiento de este medio de comunicación. Una ley de quórum 
cal ificado señalar la organización y demás funciones y atribuciones 
del referido Consejo."  

En su carácter de organismo autónomo, el Consejo no depende de 
autoridad alguna de Gobierno y se relaciona con el Presidente de la 
Repúbl ica a través del Min isterio Secretaría General  de Gobierno. 

La Ley 1 8 .838, de 1 989, modificada por la ley 1 9. 1 31 , de 1 992, señala 
la composición , organización y demás funciones y atribuciones del 
Consejo.  

283 http://www.cntv.cl/l ink.cgi/Consejo. 
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El Consejo se compone de once miembros. Uno de éstos, su 
Presidente , es de l ibre designación del  Presidente de la República y 
permanece en el cargo hasta 30 d ías después del cese en el cargo 
del  Primer Mandatario que lo nombró .  

Los otros diez Consejeros son designados por e l  Presidente de la  
República con acuerdo de l  Senado. Por mandato legal , e l  Jefe del 
Estado debe hacer la proposición cu idando que el Consejo quede 
integrado en forma plura l ista. De la misma manera ,  la ley exige al 
Presidente del Consejo una idoneidad que garantice el debido 
p lural ismo en e l  funcionamiento del organismo. 

Los Consejeros deben ser personas de relevantes méritos personales 
y profesionales,  apreciación que corresponde tanto al Presidente de 
la República como al Senado. Duran ocho años en el cargo y se 
renuevan por mitades cada cuatro años. 

E l  Consejo tiene un  Vicepresidente y un Secretario General ,  que son 
elegidos o removidos con e l  voto conforme de siete Consejeros en 
ejercicio . E l  primero subroga al Presidente en caso de ausencia o 
impedimento de éste y el segundo es el ministro de fe de las 
actuaciones del Consejo. 

En Colombia,  la Constitución Nacional establece en los artículos 20, 
75, 76, 77 y 365 el fundamento legal de la Comisión Nacional de 
Televisión (CNTV):284 

Artículo 20. Se garantiza a toda persona la l ibertad de expresar y 
difundir su pensamiento y opin iones, la de informar y recibir 
información veraz e imparcial y la de fundar med ios masivos de 
comunicación. 
Estos son l ibres y tienen responsabi l idad socia l .  Se garantiza e l  
derecho a la rectificación en condiciones de equ idad. No habrá 
censura .  

284 http://www.cntv.org.co. 
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Artículo 75. El espectro electromagnético es un bien públ ico 
inajenable e imprescriptible sujeto a la gestión y control del Estado. 
Se garantiza la igual de oportunidades en el acceso a su uso en 
los términos que fije la ley. 

Para garantizar el pluralismo informativo y la competencia, el Estado 
intervendrá por mandato de la ley para evitar las prácticas 
monopol ísticas en el uso del espectro electromagnético. 

Artículo 76. La intervención estatal en el espectro electromagnético 
util izada para los servicios de televisión estará a cargo de un 
organismo de derecho público con personería juríd ica , autonomía 
administrativa, patrimonial y técnica, sujeto a un régimen legal propio. 
Dicho organismo desarrol lará y ejecutará los planes y programas 
del Estado en el servicio a que hace referencia el inciso anterior. 

Artículo 77. La dirección de la pol ítica que en materia de televisión 
determine la ley sin menoscabo de las l ibertades consagradas en 
esta Constitución , estará a cargo del organismo mencionado. 

La televisión será regu lada por una entidad autónoma del orden 
nacional ,  sujeta a un régimen propio. La dirección y ejecución de 
las funciones de la entidad estarán a cargo de una junta directiva 
integrada por cinco (5) miembros, la cual nombrará al d irector. Los 
miembros de la junta tendrán periodo fijo. El gobierno nacional 
designará dos de el los. Otro será escogido entre los representantes 
legales de los canales regionales de televisión.  La ley d ispondrá 
lo relativo al nombramiento de los demás miembros y regulará la 
organ ización y funcionamiento de la entidad . 

Parágrafo. Se garantizarán y respetarán la estabilidad y los derechos 
de los trabajadores de ln ravisión . 

Artículo 365. Los servicios públ icos son inherentes a la final idad 
social del Estado. Es deber del Estado asegurar su prestación 
eficiente a todos los habitantes del territorio nacional .  
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Los servicios públ icos estarán sometidos al régimen jurídico que 
fije la ley, podrán ser prestados por el Estado, d i recta o 
indirectamente,  por comunidades organizadas, o por particu lares. 
En todo caso, el Estado mantendrá la regulación , el control y la 
vig i lancia de dichos servicios . Si  por razones de soberan ía o de 
interés social ,  el Estado, mediante ley aprobada por la mayoría de 
los miembros de una y otra cámara, por iniciativa del gobierno decide 
reservarse algunas actividades estratégicas o servicios públ icos, 
deberá indemnizar previa y plenamente a las personas que en virtud 
de d icha ley, queden privadas del ejercicio de una actividad l ícita . 

La CNTV tiene como objeto trazar y d irigir la pol ítica de televisión , a 
través de una Junta Directiva integrada por cinco representantes de 
diversas instancias de la vida nacional . 

Sus actividades se centran en las siguientes funciones: 

• Ejercer en representación del Estado, la titu laridad y reserva del 
servicio públ ico de televisión , y controlar el uso del espectro 
electromagnético util izado para la prestación de dicho servicio, 
con el fin de garantizar el plural ismo informativo, la competencia 
y la eficiencia . 

• Trazar, ejecutar y desarrollar la pol ítica general del servicio públ ico 
de televisión , de acuerdo con los planes y programas del Estado, 
y velar por el cumpl imiento de sus fines y principios, mediante 
actividades de inspección , vig i lancia,  seguimiento y control . 

• Clasificar y regular las distintas modal idades del servicio, teniendo 
en cuenta las condiciones de operación y explotación establecidas, 
las condiciones técnicas en lo referente a la utilización del espectro, 
franjas de la programación y contenido de éstas. 

• I nvest igar y sancionar a los operadores de televisión , 
concesionarios de espacios y contratistas de televisión regional 
por la violación de la Constitución , la Ley y los Acuerdos que 
regulan el servicio. 

• Reglamentar el otorgamiento de los contratos para la programación 
y explotación de espacios, de derechos de emisión , producción , 
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y los contratos y l icencias para acceder al servicio. 
• Asignar las frecuencias a los operadores del servicio y regular 

el plan de uso de las mismas, así como fijar los derechos, tasas 
y tarifas por concepto de adjud icación y explotación de las 
concesiones del servicio de televisión.  

• Suspender temporalmente o de manera defin itiva la emisión de 
programas que violen la ley o atente contra el orden públ ico . 

• Diseñar estrategias educativas para que se d ivu lguen y 
promuevan en la televisión,  satisfaciendo de esta manera las 
necesidades de los televidentes. 

Es interesante el desarrol lo normativo en Colombia sobre la materia : 

• Ley 1 4  de 1 991  dicta normas sobre el servicio de televisión y 
rad iod ifusión oficial . 

• Ley 1 82 de 1 995 reglamenta el servicio de televisión y formula 
pol íticas para su desarrol lo, democratiza acceso a éste, se 
conforma la CNTV. 

• Ley 335 de 1 996285 mod ifica parcialmente la Ley 1 4  de 1 991  y 
Ley 1 82 de 1 995, crea la televisión privada Colombia y dicta otras 
disposiciones 

• Ley 680 de 2001 reforma leyes 1 4  de 1 991 , 1 82 de 1 995 y 335 
de 1 996 y se dictan otras disposiciones 

Ecuador cuenta con la Ley de Radiodifusión y Televisión que fue 
exped ida, mediante Decreto Supremo N° 256-A, por el Presidente de 
la Repúbl ica , el general Gui l lermo Rodríguez Lara ,  se publ icó en el 
Registro Oficial N° 785 el 1 8  de abril de 1 975. Desde entonces se 
han real izado cambios sustanciales a la Ley. En 1 995, la Ley s/n 
publicada en el R. O. número 691 , posteriormente el Decreto Ley 2000-
1 publ icado en el Suplemento del R. O. número 1 44, el 1 8  de agosto 
del 2000 . El ú ltimo, denominado Ley 89-2002, publ icado en el R. O. 

285En la sentencia C-456/98, la  Corte Constitucional se declaró inhibida para decidir de fondo 
frente a una demanda de inconstitucionalidad de la Ley 335/96, por no existir cargos concretos 
en relación con las normas de la mencionada Ley. (Art. 1 O de la ley 335. Ver artículo 
correspondiente en la Ley 1 82/96). 
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número 699, el 7 de noviembre del 2002 es la base jurídica del Consejo 
Nacional de Radiodifusión y Televisión .286 

El CONARTEL es un organismo públ ico con personal idad juríd ica 

Artículo . . . . - El Consejo Nacional de Radiodifusión y Televisión es 
un organismo autónomo de derecho público, con personería jurídica, 
con sede en la Capita l  de la Repúbl ica .  
Está integrado por los siguientes miembros: 
a) El delegado del Presidente de la  Repúbl ica, qu ien lo presid irá ;  
b )  E l  Ministro d e  Educación y Cultura o s u  delegado; 
e) Un delegado del Comando Conjunto de las Fuerzas Armadas, 

que será un oficial general o superior en servicio activo; 
d)  El Superintendente de Telecomunicaciones; 
e) El Presidente de la Asociación Ecuatoriana de Radio y Televisión 

(AER); y, 
f) El Presidente de la Asociación de Canales de Televisión del 

Ecuador (ACTVE). 

Los delegados señalados en los l iterales a) ,  b) ,  e) y d) tendrán sus 
respectivos a lternos ; y, los de los l iterales e)  y f) serán subrogados 
por qu ien corresponda según sus normas estatutarias. 
( . . . ) 

El Presidente del Consejo tendrá voto d i rimente. 

Artículo . . . . El Presidente del Consejo es el representante legal ,  
jud icial y extrajudicial de este organismo. Le corresponde 
convocarlo a reuniones ordinarias, por lo menos una vez a l  mes 
y, extraordinariamente, a in iciativa suya o a ped ido de, cuando 
menos, tres de sus miembros titulares. 

Artículo . . . . Los miembros del Consejo en representación de la  
AER y de la ACTVE no podrán participar en  sus  reun iones n i  votar 

286 http://www.conarteLgov.ec. 
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en los asuntos en que personalmente o como concesionarios o 
funcionarios de estaciones de rad iodifusión o televisión tengan 
interés directo o indirecto , o sus parientes hasta el segundo grado 
de afinidad o cuarto de consanguin idad . 

Panamá cuenta con el Ente Regu lador de los Servicios Públ icos de 
Panamá287 q ue es un organismo autónomo, dirigido y admin istrado 
por una Junta Directiva compuesta por tres Directores, que se encarga 
de l  contro l  y fisca l ización d e  los servic ios 

. 
p ú b l i cos de 

telecomun icaciones, electricidad , agua potable y alcantari l lado 
sanitario, y los servicios de rad io y televisión .  

La Ley 26 de 29 de enero de 1 996 "Por la cual se crea el Ente 
Regulador de los Servicios Públ icos", es la ley constitutiva de la entidad. 
La misma establece las facultades legales asignadas a la entidad para 
el cumplimiento de sus obl igaciones. Dicha ley define los propósitos 
fundamentales para los cuales fue creada esta entidad , los 
l ineamientos para su organización y en genera l  establece el marco 
de acción en el cual debe funcionar esta institución . 

La Ley 26 de 1 996 es complementada por las leyes sectoria les, las 
cuales establecen de manera específica la regulación que le debe 
ser aplicada a las empresas que brindan servicios en cada uno de 
los sectores que regula la entidad . En este sentido existen:  

• Ley N° 24 de 30 de junio de 1 999 Gaceta Oficial 23,832 de 5 

de ju l io de 1 999 , por la cual se regulan los servicios públicos 
de radio y televisión y se dictan otras d isposiciones ; 

• Ley N° 48 de 1 1  de ju l io de 1 996 , Gaceta Oficial 23, 079 de 1 5  

de ju l io d e  1 996, por l a  cual se norma en los medios de 
comunicación social la publ icación de mensajes en contra de la 
drogadicción en cualquiera de sus formas 

287 http://www.enteregulador.gob.pa/defaultasp. 
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A diferencia de otros países, el Ente Regulador de los Servicios Públicos 
de Panamá se creó como una entidad de regulación multisectorial ,  
debido al reducido tamaño del mercado panameño. El concepto de 
regulación mu ltisectorial impl ica que la misma entidad regula varios 
tipos de servicios públ icos. La ventaja de este esquema es que 
optim iza la organización , o sea que se evita la dupl icación de oficinas 
que real izan una misma función , reduciendo los costos de la regulación 
y evitando costos innecesarios a los regulados. 

Debido a las anteriores consideraciones y otras de carácter técnico, 
el Gobierno decidió en 1 999 incorporar a la jurisd icción de la entidad , 
los servicios de radio, televisión y d istribución de gas natural .  Para 
este propósito, se aprobó la Ley 24 de 1 999 "Por la cual se regulan 
los servicios de Radio y Televisión". En esta misma ley se enuncia 
que el Ente Regulador controlará y fiscal izará los servicios de 
distribución de gas natural en la República de Panamá . 

La motivación de carácter técnico más importante que se tomo en 
cuenta para incorporar los servicios de radio y televisión a la jurisdicción 
del Ente Regulador, fue que tanto los servicios de radio y televisión 
como los servicios de telecomunicaciones requieren uti l izar el espectro 
radioeléctrico para su operación , y esto debe ser coordinado por una 
sola entidad para evitar confl ictos e interferencias en la operación de 
ambos tipos de servicios, así como para lograr una óptima 
planificación de su uso que permita el  adecuado crecimiento y evolución 
de dichos sectores. 

Las principales funciones y responsabil idades de esta entidad 
reguladora son las siguientes: 

• Otorgar las concesiones, licencias y autorizaciones de los servicios 
públ icos que regula;  

• Verificación del cumpl imiento de los niveles de cal idad de los 
servicios públ icos; 

• Promoción de la competencia en los servicios públ icos; 
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• Aprobación del régimen tarifario de los servicios públicos; 
• Reglamentación de los derechos y deberes de los usuarios de 

los servicios públ icos; 
• Aplicar sanciones a los prestadores de los servicios públicos que 

no cumplan con las normas vigentes en materia de los servicios 
públ icos; 

• Procesar los reclamos y denuncias presentadas por usuarios, 
prestadores de servicios y otros; 

• Efectuar encuestas de opinión a los usuarios sobre la cal idad de 
los servicios públ icos; 

• En genera l ,  ejercer vig i lancia sobre el funcionamiento de los 
servicios públ icos de acuerdo a las normas legales vigentes. 

Todas las acciones de supervisión que l leva a cabo la entidad con la 
final idad de que los prestadores cumplan sus responsabil idades, no 
son suficientes para evitar que se cometan abusos de alguna de las 
partes.  Por ta l razón , a l  Ente Regulador se le ha dotado en las leyes 
sectoriales de la facu ltad para imponer sanciones a los prestadores 
que en forma neg ligente o reiterada incumplen sus obl igaciones, 
responsabi l idades o las normas vigentes de los servicios públicos. 
No obstante, imponer sanciones a un prestador no es una acción 
exped ita , sino que requ iere cumpl ir un proced imiento establecido en 
las normas legales, que incluye un periodo de presentación de pruebas 
y testimonios,  antes de poder sancionar al prestador del servicio, lo 
cual se apega al debido proceso a que tiene derecho cualquier persona 
natura l  o juríd ica en un pa ís de derecho 

Existencia de autoridades reguladoras independientes 

Las autoridades reguladoras independientes son aquel los organismos 
públicos, creados por el legislador, que d isponen de una considerable 
autonomía frente al gobierno -y, a veces, también frente al Poder 
Legislativo- que actúan en ámbitos de especial trascendencia 
económica ,  pol ítica o social y que desempeñan,  en unos casos, 
funciones reguladoras y, en otras, de prestación de servicios. Cabe 
señalar que a estos organismos se les l lega a denominar de diferente 
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manera :  consejos, com ités ,  comisiones, etcétera . 

Para fines de este trabajo interesan aquel las con funciones 
reguladoras, en el ámbito de los medios de comunicación , en particular 
referidas a la radio y televisión . 

• Albania. Cuenta con dos órganos independ ientes, el Consejo 
Nacional de la Radio y Televisión (KKRT) y la Entidad Reguladora 
de Telecomunicaciones (ERT) 

• Alemania. 1 5  Autoridades regionales por cada Land excepto para 
Berl ín y Brandenburg que comparten a un regulador. 

• Australia. Autoridad Austral iana de Medios y Comunicación (ACMA) 
• Bosnia-Herzegovina. Autoridad Regu ladora de Comunicación 

(RAK) 
• Brasil. Agencia de Telecomunicaciones (ANATEL) 
• Bu/garla. Tiene dos órganos independientes, el Consejo de Medios 

Electrónicos (CEM) y la Comisión Reguladora de Comunicación 
(KRS) 

• Canadá. Comisión Canad iense de Radio,  Televisión y 
Telecomunicaciones (CRTC) 

• Colombia. Consejo Nacional de Televisión (CNTV) 
• Corea del Sur. Comisión Coreana de Rad iodifusión (KBC) 
• Croacia. Cuenta con dos órganos independientes, el Consejo para 

Med ios E lectrón i cos ( CE M )  y la Agenc ia  C roata de  
Telecomunicaciones (CTA) 

• Eslovaquia. Consejo de Radiodifusión y Retransmisión (RVR) 
· Estados Unidos. Comisión Federal de Comunicaciones (FCC) 
• Francia. Consejo Superior de los Medios Audiovisuales (CSA) 
• Hungría. Consejo Nacional de Rad io y Televisión (ORTT) 
• Italia. Autoridad para la Garantía de la Comunicación (AGCOM) 
• Letonia. Consejo Nacional de Rad iod ifusión (NRTP) 
• Lituania. Comisión lituana de Radio y Televisión (LRTK) 
• Macedonia. Consejo de Radiodifusión 
• Nueva Zelanda. Autoridad de Estándares para la Radiodifusión 

(BSA) 
• Reino Unido. Oficina de Comunicaciones (OFCOM) 
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• Rumania. Consejo Nacional Aud iovisual (CNA) 
• Serbia. Agencia Republ icana de Radiodifusión (RBA) 
• Sudáfrica. Autoridad I ndependiente de Comunicaciones de 

Sudáfrica ( ICASA) 

Duración de concesiones, l icencias o permisos 

• Albania. Para la televisión son ocho años y para la radio, seis 
• Alemania. Se otorgan por tiempos variables hasta un máximo de 

1 0  años. 
• Australia. El plazo es de cinco años 
• Bosnia-Herzegovina. La concesión es de 1 O años prorrogable 

automáticamente 
• Brasil. El plazo máximo es de 20 años 
• Bulgaria. El plazo es de 1 5  años 
• Canadá. El plazo para radio y televisión es de siete años y satelital , 

1 0  años 
• Colombia. No podrá exceder de 1 O años 
• Corea del Sur. No podrá exceder de cinco años 
• Croacia. El plazo m ín imo es de cinco años y máximo de 1 O 
• Eslovaquia. El plazo para televisión es de 1 2  años y para la radio, 

ocho 
• Estados Unidos. El plazo es de ocho años 
• Francia. El plazo para la televisión es de 1 0  años, radio cinco, 

televisión satel ital 1 O, radio satel ita l cinco y cable 20 años 
• Hungría. El plazo para televisión es de 1 O años y radio,  siete 
• Italia. No más de 20 años, pero no menos de 1 2  años 
• Letonia. El plazo para televisión es de cinco años, cable siete y 

radio 1 O años 
• Lituania. El plazo es de cinco años 
• Macedonia. El plazo es de nueve años 
• Nueva Zelanda. El plazo es de 20 años 
• Reino Unido. El plazo es de 1 O años 
• Rumania. El plazo es de nueve años 
• Serbia. El plazo es de ocho años 
• Sudáfrica. El plazo para televisión es de cuatro años y radio, seis. 
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Nombramiento de los miembros de la autoridad reguladora 
independiente 

Albania 
El Consejo Nacional de la Radio y Televisión (KKRT) está compuesto 
por 7 miembros designados por el Parlamento. Uno es propuesto 
por el Presidente de la Repúbl ica y seis son propuestos por la comisión 
parlamentaria de medios.  Por su parte , la Entidad Reguladora de 
Telecomunicaciones (ERT) es integrada por cinco miembros, los cuales 
son designados de la sigu iente manera :  El presidente de la 
Repúbl ica nombra uno; el consejo de ministros, dos; y, el Parlamento, 
dos. 

Alemania 
Los órganos reguladores de cada Land (o estado) están compuestos 
entre 1 1  y 50 miembros nombrados por el gobierno, el parlamento y 
d iversas organizaciones profesionales y sociales. 

Australia 
La Autoridad Australiana de Medios y Comunicación (ACMA) está integrada 
por siete miembros -tres de tiempo completo y cuatro a tiempo parcial­
los cuales son designados bajo el siguiente procedimiento: Son 
nombrados por el Gobernador General a recomendación del Senado. 

Bosnia-Herzegovina 
La Autoridad Reguladora de Comunicación (RAK) está compuesta por 
siete integrantes,  propuestos por el Consejo de Ministros y sujetos a 
la ratificación del Parlamento. 

Brasil 
La Agencia de Telecomunicaciones (ANATEL) está conformada por 
cinco miembros nombrados por el Presidente y ratificados por el 
Senado. 

Bulgaria 
El Consejo de Medios Electrónicos (CEM) está conformado por nueve 
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integrantes, cuya designación es la siguiente: cinco de los integrantes 
son designados por la Asamblea Nacional y cuatro, por el Presidente 
de la República. 
Por otra parte, la Comisión Reguladora de Comunicación (KRS) está 
integrada por cinco miembros, de los cuales tres son nombrados por 
la Asamblea Nacional ; uno, por el Presidente de la Repúbl ica ; y uno, 
por el Consejo de Ministros. 

Canadá 
La Comisión Canadiense de Radio, Televisión y Telecomunicaciones 
(CRTC) está compuesto por máximo 1 3  miembros de tiempo completo 
y un número no mayor a seis de medio tiempo. Son nombrados por 
el Gobernador General a propuesta del Parlamento .  

Colombia 
El Consejo Nacional de Televisión (CNTV) está integrado por cinco 
miembros, los cuales son elegidos de la manera siguiente: dos, por 
el gobierno nacional ;  uno, por los canales reg iona les de televisión; 
uno, por las asociaciones profesionales y sindicales y uno, por las 
asociaciones de padres de fami l ia ,  televidentes y facultades de 
educación . 

Corea del Sur 
La Comisión Coreana de Radiodifusión (KBC) esta compuesta por 
nueve miembros -cinco remunerados y cuatro honoríficos-, los cuales 
son designados por el Presidente de la República a propuesta de: 
tres, la Asamblea Nacional ;  tres, la Comisión de Cultura y Turismo 
de la Asamblea Nacional ;  y, tres e l  Presidente de la República . 

Croacia 

El Consejo para Medios Electrónicos (CEM) está formada por siete 
integrantes , los cuales son designados de la manera siguiente:  El 
gobierno propone los nombramientos y son designados por el 
Parlamento. 
La Agencia Croata de Telecomunicaciones (CTA) está compuesta por 
cinco miembros electos bajo el sistema anteriormente señalado. 
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Eslovaquia 
El Consejo de Rad iodifusión y Retransmisión (RVR) está compuesto 
por nueve miembros nombrados por el Parlamento a propuesta de 
parlamentarios y organizaciones de la sociedad civi l .  

Estados Unidos 
La Comisión Federal de Comunicaciones (FCC) está compuesta por cinco 
miembros designados por el Presidente y ratificados por el Senado. 

Francia 
El Consejo Superior de los Medios Audiovisuales (CSA) está integrado 
por nueve miembros, tres de ellos son designados por el Presidente 
de la República;  tres, por el Senado; y, tres, por la Asamblea Nacional .  

Hungría 

El Consejo Nacional de Radio y Televisión (ORTT) está conformado 
por lo menos con cinco miembros . El  Presidente de la República y 
el Primer Ministro de común acuerdo designan a un miembro y el 
Parlamento nombra a los cuatro restantes. 

Italia 

La Autoridad para la Garantía de la Comunicación (AGCOM) está 
integrada por nueve miembros. El Presidente de la República designa 
a uno de los miembros en acuerdo con el Primer Ministro y el Secretario 
de Comunicaciones. La Cámara de Representantes designa a cuatro 
y el Senado a los cuatro restantes. 

Letonia 

El Consejo Nacional de Radiodifusión (NRTP) está conformado por 
nueve miembros designados en su total idad por el Parlamento a 
propuesta de sus integrantes.  

Lituania 
La Comisión l ituana de Radio y Televisión (LRTK) está conformada 
por 1 3  integrantes, de los cuales tres son nombrados por el Parlamento; 
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uno, por el Presidente de la Repúbl ica ;  y, los nueve restantes , a 
propuesta de asociaciones profesionales. 

Macedonia 
El Consejo de Radiodifusión está integrado por nueve miembros, todos 
designados por el Parlamento a propuesta de sus integrantes. 

Nueva Zelanda 
La Autoridad de Estándares para la Radiodifusión (BSA) está 
compuesta por cuatro miembros, los cua les son designados por el 
Gobernador General a propuesta de: dos, el ministro de radiodifusión ; 
uno,  medios; y uno, la sociedad civi l organizada.  

Reino Unido 
La Oficina de Comunicaciones (OFCOM) está integrada por nueve 
miembros, los cuales son elegidos por el Parlamento. 

Rumania 
El  Consejo Nacional Audiovisual (CNA) está compuesto por 1 1  
miembros, designados por el Parlamento, de acuerdo a las siguientes 
propuestas: dos, el Presidente de la República; tres, el gobierno; tres, 
la Cámara de Diputados; y tres , el Senado. 

Serbia 
La Agencia Republ icana de Radiodifusión (RBA) está integrada por 
nueve miembros designados por el Parlamento a propuesta de 
organizaciones pol íticas, académicos, organizaciones de la sociedad 
civi l ,  medios de comunicación y organizaciones profesionales. 

Sud á frica 

La Autoridad I ndependiente de Comunicaciones de Sudáfrica 
(ICASA) está formada por siete miembros, designados por el Presidente 
de la República de acuerdo con la propuesta de la Asamblea Nacional . 
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Incompatibilidades para ser miembros de la autoridad reguladora 
independiente . 

Albania 
- No deben pertenecer a ningún partido o asociación pol ítica; tampoco, 

ser miembros del Parlamento o del Gobierno. 
- No pueden declararse partidarios del Parlamento o Gobierno, o actuar 

en sus intereses. 
- No pueden ser accionistas o estar involucrados con empresas del 

sector. 

Australia 
No lo especifica . 

Bosnia-Herzegovina 
- No deben pertenecer a ninguna asociación o partido pol ítico; tampoco 

ser funcionario de cualquier nivel de gobierno, ni tener alguna relación 
financiera con las empresas de la industria .  

Brasil 
- No pueden desarrol lar otra actividad más q ue la académica; no 

pueden tener n ingún tipo de relación con las empresas de 
telecomunicaciones . 

Bulgaria 
- No deben haber sido sentenciados, procesados o acusados por 

del itos intencionales. 
- No pueden ser empresarios ,  dueños , accion istas ,  socios ,  

representantes o miembros de los Consejos de Administración y/o 
Vigi lancia de empresas comerciales o cooperativas, ni empleado o 
colaborador del Gobierno. 

Canadá 
- No pueden ser: si trabajan de manera directa o indirecta en las 

empresas de la industria o si tiene algún interés personal o económico 
en las empresas de la industria . 
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Colombia 
- No pueden ser los miembros de las corporaciones públ icas de elección 

popular; quienes durante el año anterior a la fecha de la designación 
o escogencia sean o hayan sido miembros de las juntas o consejos 
directivos, representantes legales, funcionarios o empleados en 
cargos de dirección y confianza de los operadores del servicio de 
televisión o de empresas concesionarias de espacios de televisión 

- No pueden ser elegidos quienes dentro del año i nmediatamente 
anterior a la designación hayan sido, en forma directa o indi recta, 
asociados o accionistas o propietarios en un  1 5  por ciento o más 
de cualquier sociedad o persona juríd ica operadora del servicio de 
televisión, concesionaria de espacios o del servicio de televisión, 
contratista de programación de televisión regional o de una compañía 
asociada a las anteriores; o si teniendo una participación inferior, 
existieran previsiones estatutarias que le permitan un grado de 
injerencia en las decisiones sociales o de la persona jurídica similares 
a los que le otorga una participación superior al 1 5  por ciento en 
una sociedad anónima. 

- No pueden ser nombrados qu ienes dentro del primer año anterior 
hayan sido d irectivos, representantes legales, funcionarios o 
empleados en cargos de confianza de las personas jurídicas objeto 
de regulación . 

Corea del Sur 

- No pueden ser servidores o funcionarios públicos o miembro de algún 
partido pol ítico. 

Croacia 

- No pueden ser empleados o funcionarios del gobierno; tampoco 
mantener relación con las empresas que regula la CEM. 

Eslovaquia 

- No pueden ser miembros de partidos pol íticos, participar en 
movim ientos pol íticos o actuar en nombre de éstos. 

- No pueden tener n ingún vínculo  con las empresas ni tampoco sus 
fami liares. 
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Estados Unidos 
- No pueden tener n ingún tipo de interés financiero.  

Francia 
- Las funciones de los miembros del CSA son incompatibles con todo 

mandato electivo , empleo público y cualqu ier otra actividad 
profesional . 

Hungría 
- No pueden ser funcionarios públicos, pertenecer a un partido pol ítico, 

no tener n ingún tipo de relación con las empresas del sector -incluido 
el parentesco fami liar- .  

I tal ia 
- Los m iembros no pueden laborar en las empresas del sector hasta 

después de cuatro años de conclu ir  su mandato. 

Letonia 
- No pueden ser funcionarios públ icos ni pertenecer a algún partido 

pol ítico. 

Lituania 
- No pueden ser funcionarios ni servidores públ icos. 

Macedonia 
- No pueden ser miembros del Parlamento, secretarios de Estado, 

trabajadores de organizaciones o empresas del sector, d irigentes 
de partidos pol íticos, o quienes tengan relación, intereses en las 
empresas de radiod ifusión ya sea como dueño, accionistas , socios 
o con fami l iares. 

Reino Unido 
- No pueden ser miembros del Consejo: empleados o d i rectores de 

la BBC, miembros o empleados de la Autoridad Galesa y miembros 
o empleados del C4C. 
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Rumania 
- No pueden desempeñar cargos en los Consejos Directivos y 

Administrativos tanto de radiodifusoras privadas como públicas 
- No pueden ser miembros de partidos pol íticos . 

Serbia 
- No pueden ser miembros de partidos pol íticos, funcionarios, miembros 

del Parlamento, ni tener cualquier tipo de vínculo con las empresas. 

Sudáfrica 
- No debe ser servidor o funcionario público, estar en el Parlamento, 

ni pertenecer a partidos políticos o participar en movimientos pol íticos. 

Duración del encargo de l os i ntegrantes de la autoridad 
reguladora i ndependiente 

Albania 

- Consejo Nacional de la Radio y Televisión (KKRT) cinco años, máximo 
dos periodos consecutivos y de manera esca lonada . 

- Entidad Reguladora de Telecomunicaciones (ERT) cinco años, 
máximo dos periodos. 

Alemania 
- Entre cuatro y ocho años. 

Australia 
- Cinco años y la posibi l idad de un  periodo más. 

Bosnia-Herzegovina 
- Cuatro años, máximo dos periodos. 

Brasil 

- Cinco años, prohíbe un segundo periodo. 

Bulgaria 

- Consejo de Medios Electrónicos (CEM) seis años, máximo dos 
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periodos consecutivos, de manera escalonada. 
- Comisión Reguladora de Comunicación (KRS) cinco años, máximo 

dos consecutivos 

Canadá 
- No más de cinco años. 

Colombia 

- Dos años, máximo un periodo más. 

Corea del Sur 
- Tres años, máximo un periodo más. 

Croacia 
- Consejo para Medios Electrónicos (CEM) cinco años, máximo dos 

periodos consecutivos. 
- Agencia Croata de Telecomunicaciones (CTA) cinco años. 

Eslovaquia 
- Seis años, máximo dos periodos escalonados 

Estados Unidos 
- Cinco años. 

Francia 
- Seis años escalonados, máximo un periodo. 

Hungría 
- Cuatro años ,  sin l ímite de renovación escalonado. 

Italia 
- Siete años, máximo un periodo más. 

Letonia 
- Cuatro años, máximo dos periodos. 
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Lituania 
- El tiempo para que el que fueron nombrados por quienes los nombró. 

Macedonia 
- Seis años, máximo dos periodos escalonados. 

Nueva Zelanda 
- Qu ienes los nombran definen el periodo específico. 

Reino Unido 
- Cinco años. 

Rumania 
- Seis años escalonados. 

Serbia 
- Entre cuatro a seis años. 

Sudáfrica 
- Cinco años, y es prohibida la reelección . 

Proceso de asignación de licencias (permisos y concesiones) 

En lo que se refiere a los países de Europa , prácticamente todos 
m iembros del  Consejo de Europa han  aceptado  segu i r  la  
recomendación REC (200) 23 ,  adoptada por el Comité de  Ministros 
el 20 de diciembre de 2000, que estipula los siguientes requerimientos 
o estándares para obtener una l icencia de radio y/o televisión : 

- La duración y las características generales del programa . 
- Lo concerniente a la adquisición de derechos de d ifusión de obras 

cinematográficas. 
- La difusión de programas educativos y culturales, así como emisiones 

destinadas a promover las diferentes formas de expresión artística . 
- Las disposiciones propias para asegurar la independencia de los 

productores en relación a los difusores. 
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- La contribución de acciones culturas, educativas y de defensa de 
los consumidores. 

- La contribución a la d ifusión de emisiones de rad iodifusión sonora 
o de televisión en los departamentos, territorios y coloniales 
territoriales de alta mar, al conocimiento en la capital de esos 
departamentos, territorios y colonias territoriales, así como la difusión 
de sus respectivos programas culturales. 

- La contribución a la d ifusión en el extranjero de emisiones de 
radiodifusión sonora de televisión 

- El tiempo máximo consagrado a la gubl icidad , a las emisiones por 
años, así como a las modalidades de inserción en sus programas; 
y, 

- El concurso · complementario de sostén financiero de la industria 
cinematográfica y de la industria de programas audiovisuales en las 
condiciones de afectación fijadas por la Ley de finanzas. 

Australia 
- Por sol icitud 
- Tipo de servicio , duración de los programas, cobertura geográfica , 

tipo de fondos, tarifa de las l icencias. 
- Los peticionarios deberán inclu ir en su sol icitud la estructura de su 

compañía,  dueños y capital , el contenido y duración de los programas 
propuestos . 

- Además debe ir acompañada por el monto de la tarifa . 

Brasil 
- Sol icitud o l icitación pública 
- Presentar sol icitud firmada por el representante legal de la entidad 

acompañada de la información sol icitada 
- Tipo de servicio, características técnicas de la instalación y operación 

de estaciones de transmisión , estructura de su compañ ía ,  dueños, 
duración y contenido de los programas, cobertura geográfica, tarifas. 

Canadá 
- Convocatoria públ ica ,  publ icada en la Gaceta Oficial con el tiempo 

suficiente para que los interesados puedan participar, estableciendo 
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los criterios sobre la tarifa, los objetivos para el buen desempeño 
de la uti l ización de la l icencia y el tipo de l icencia . 

- El sol icitante asistirá a una audiencia para sustentar su proyecto. 

Colombia 
- Licitación públ ica 
- Selecciona entre varias personas, en igualdad de oportun idades, 

la que proponga mejores condiciones para contratar. 
- Los requ isitos para poder presentarse como proponente en las 

l icitaciones para la adjud icación de los contratos de concesión de 
espacios de televisión son: 

1 .  Encontrarse inscrito, cal ificado y clasificado en el registro de 
empresas concesionarias de espacios de televisión , antes de la 
fecha de apertura de la respectiva l icitación . 

2. Ser nacional colombiano, o en caso de tratarse de persona jurídica, 
encontrarse debidamente constitu ida conforme a la ley nacional 
y su término de duración no ser inferior a la del plazo del contrato 
y un (1 ) año más. 

3. No encontrarse incurso en las inhabi l idades e incompatibi l idades 
que las Leyes 42 de 1 985, 1 4  de 1 991 , 80 de 1 993 ó 1 82 de 
1 995, señalan para l icita r  o celebrar contratos administrativos y 
de concesión de espacios de televisión y la reg lamentación que 
se expida para el efecto. 

4. Estar a paz y salvo con lnravisión y la Comisión Nacional de 
Televisión de las obligaciones originadas en contratos de concesión 
y exigibles a la fecha de presentación de la propuesta . 

5 .  Cancelar el va lor del ejemplar del pl iego de condiciones. 

Corea del Sur 

- El Ministerio de Información y Comunicación otorgará el permiso a 
quien la Comisión le recomiende. 

- Para el lo debe contar con el registro, autorización y recomendación . 
- Tipo de servicio , duración de los programas, cobertura geográfica ,  

tipo de fondos, tarifa de  las  l icencias. 
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- Los peticionarios deberán inclu i r  en su solicitud la estructura de su 
compañ ía ,  dueños y capital ,  el contenido y duración de los programas 
propuestos. 

Estados Unidos 
- Convocatoria pública .  La solicitud debe i r  acompañada de los 

instructivos donde se debe especificar el tipo de servicio, duración 
de los programas, cobertura geográfica , tipo de fondos, tarifa de las 
l icencias. 

- No se aceptan pagos por adelantado a excepción de los casos de 
acceso a la información (FOJA). 

Nueva Zelanda 
- Solicitud . 
- vTipo de servicio, duración de los programas, cobertura geográfica , 

tipo de fondos, tarifa de las l icencias. 

Sud á frica 
- Adjudicaciones a través de convocatoria abierta garantizando u n  

proceso transparente y públ ico 

Marco normativo vigente en México 

Aunque la televisión mexicana nace en septiembre de 1 950, ya se 
contaba con un  marco normativo:  la Ley de Radiocomun icación de 
1 9 1 6, Ley de Comun icaciones Eléctricas de 1 926, la Ley de Vías 
Generales de Comunicación y Med ios de Transporte de 1 93 1 , Ley 
General de Vías de Comunicación de 1 932 y la Ley de Vías Generales 
de Comunicación de 1 940.288 Esta última esta vigente, pero lo referente 
a la radio y televisión pasó a formar parte de una norma específica 
que es la Ley Federal de Rad io y Televisión de 1 960. 

Las reformas de la Ley de Federal de Rad io y Televisión fueron 
aprobadas con 78 votos a favor, 37 en contra y un abstención mientras 

288 que estaba regulada por trece artículos en su capítulo VI 
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que las mod ificaciones a la Ley Federal de Telecomunicaciones 

quedaron aprobadas, con 79 votos a favor, 38 en contra y dos 

abstenciones. 

Las reformas de la Ley Federal de Telecomun icaciones consistieron 

en el a rtícu lo tres se anexan dos fracciones las XV y XVI en donde 

se incorporan las definiciones de servicio de rad iodifusión y de rad io 

y televisión . 

El artículo 9-A establece a la Comisión Federal de Telecomunicaciones 

como órgano administrativo desconcentrado de la Secretaría , con 

autonomía técnica ,  operativa, de gasto y de gestión , encargado de 

regu lar, promover y supervisar el desarrol lo eficiente y la cobertura 

social amplia de las telecomunicaciones y la radiodifusión en México, 

y tendrá autonomía plena para dictar sus resoluciones. 

Lo anterior atenta contra principios democráticos internacionales a l  

no establecer una autoridad reguladora independiente pues la Comisión 

Federa l  de Telecomu nicaciones no tiene facultades de decisión en 

cuanto a la l icitación: La fracción IV del nuevo artículo 9-A determina 

que puede opinar respecto de las sol icitudes para e l  otorgamiento, 

modificación, prórroga y cesión de concesiones, pero no puede decidir. 

La Secretaría de Comunicaciones y Transportes será quien decida.  

No obstante que la Oficina en México del Alto Comisionado de las 

Naciones Unidas para los Derechos H umanos, en un comunicado de 

prensa , recomendó "Establecer que la autoridad encargada de otorgar 
permisos y concesiones no sea ya el Ejecutivo federa l .  s ino gue se 
cree un órgano público y autónomo, que otorgue las concesiones y 
permisos para operar estaciones de radio y televisión med iante u n  
proced imiento participativo y transparente."289 

289 Oficina en México del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, 
Comunicado de Prensa sobre el Proyecto de Decreto que Refonna, adiciona y deroga diversas 
disposiciones de la Ley federal de telecomunicaciones y de la Ley federal de radio y televisión, 
México, 29 de marzo de 2006. www.hchr.org.mx/comunicados/radioytv.pdf. 
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El nombramiento o designación de los comisionados, sus requ isitos 
y la duración de su encargo se establecen en los art ículos 9-8, 9-C, 
9-D, 9-E . 

• El número de comisionados es de cinco, sesionaran de manera 

colegiada y el presidente tendrá voto de cal idad , el quórum para 

poder sesionar es de tres comisionados. 

• Para desempeñarse como comisionado no se necesita grado 

académico, sencil lamente haberse desempeñado en forma 

destacada en actividades profesionales, de servicio público o 

académicas re lac ionadas sustancia lmente con el sector 

telecomunicaciones. 

• Proh íbe a los comisionados desempeñar cualquier otro empleo, 
trabajo o comisión públicos o privados, con excepción de los 
cargos docentes. Asim ismo, estarán impedidos para conocer 

asuntos en que tengan interés d i recto o indirecto. 

• La duración del encargo es de un periodo de ocho años, renovable 

por un solo período, y solo podrán ser removidos por causa grave 
debidamente justificada. 

• El  nombramiento lo realiza el Presidente de la República y la 

Cámara de Senadores podrá objetar dichos nombramientos o la 
renovación respectiva por mayor ía,  y cuando ésta se encuentre 
en receso, la objeción podrá realizarla la Comisión Permanente, 

con la misma votación . 

La redacción del artícu lo 1 3  simplemente se modifica, para adecuar 
sus disposiciones a la filosofía de la nueva ley. 

En el artículo 64 se precisa q ue en el Registro Federal de 

Telecomunicaciones habrán de inscrib irse los datos relativos a los 

concesionarios y permisionarios de servicios de radiodifusión, es decir, 

de radio y televisión de señal abierta , además de los datos que ya 

obran en dicho Registro, por cuanto hace a los concesionarios de 

sistemas de telecomun icaciones 
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Finalmente en el artículo 65 se determina que el acceso a la información 
contenida en el registro podrá efectuarse por vía electrónica; además, 
se · incluye la información transmitida a través de las bandas de 
frecuencia oficial como información confidencial .  

Por lo que respecta a l a  Ley Federal d e  Radio y Televisión encontramos 
que las reformas sustanciales fueron:  

Se define el concepto de servicio de rad iod ifusión en el artículo 2.  
Se cambió la redacción del  artículo 3 que versa sobre las ondas 
e lectromagnéticas y su espectro . El art ícu lo 7 -A señala los 
ordenamientos supletorios en materia de rad io y televisión.  

E l  Poder Ejecutivo Federa l ,  a través de la  Secretaría de  
Comunicaciones y Transportes por conducto de la Comisión Federal 
de Telecomunicaciones, seguirá siendo la autoridad que decidirá en 
materia de rad io y televisión, según el artículo 9.  

El  artículo 16 establece el periodo de vigencia de las concesiones, 
la cual será de 20 años con posibil idad de refrendarla por periodo igual .  
La ampl iación del periodo de vigencia a 20 años no permitirá a la 
autoridad hacer una supervisión del comportamiento apegado a la ley 
de los operadores, siendo las renovaciones casi automáticas, qu ien 
se comprometa a cumpl ir la ley no pone en riesgo su inversión , que 
seria el único argumento a considerar. Además hay que considerar 
que la mayor parte de las empresas ya se encuentran instaladas y 
en plena operación .  

El otorgamiento de las concesiones, en el artículo 1 7 , se presenta 
como criterio fundamental para la asignación la l icitación por 
subasta pública lo que generará el que siga siendo el criterio económico 
lo que determine quien puede ser el titu lar de un servicio de interés 
públ ico que ya hoy presenta altos índices de concentración y prácticas 
monopól icas de grupos hegemónicos que ya concentran la oferta 
mediática . El derecho a la información no debe estar constreñido al 
mejor postor. 
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No se garantiza la igualdad de oportunidades en el acceso a los medios 
de comun icación , evitando las prácticas monopól icas en el uso del 
espectro electromagnético; punto recomendado a México por la Oficina 
del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos.290 

Se agregan 1 O artículos sobre el procedimiento de la concesión . Cabe 
resaltar que en el artículo 1 7  -J se establece que una vez acreditado 
el pago a que se refiere el artículo anterior, la resolución que declare 
al ganador de la l icitación deberá ser presentada al Secretario de 
Comun icaciones y Transportes para la emisión del títu lo de 
concesión. A su vez, se deberá notificar a los participantes que no 
hubiesen sido seleccionados, con fundamento en la misma resolución . 

Lo importante sería la publ icación del proceso para avanzar en su 
transparencia. Además, queda el iminada de este artículo la aclaración 
del pago de derechos para el caso del que resultara seleccionado. 
La Secretaría de Comunicaciones y Transportes seguirá fijando las 
tarifas de las difusoras comerciales en el cobro de los servicios. 

Del artículo 1 9  se entiende que si la oferta financiera no es de la 
satisfacción de la Secretaría, el procedimiento de licitación se declarará 
desierto. Mientras que en el artículo 20 se establece el procedimiento 
para el otorgamiento de permisos y en el 21 los requisitos para las 
concesiones. 

El artículo 2 1 -A y el 25 el iminan la posibi l idad de alcanzar la igualdad 
de oportunidades en el acceso a los medios de comunicación , evitando 
las prácticas monopólicas en el uso del espectro electromagnético 
pues no se garantizan los espacios para las estaciones de rad io y 
de televisión comunitarias e independientes.  291 

En lo que respecta al traspaso de concesiones se requiere,  además 
de los requisitos ya establecidos, la opin ión favorable de la Comisión 

290 ldem. 
291 ldem. 
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Federal  de Competencia de acuerdo con el artículo  26. 

El artículo  28 se mod ifica e l  sentido de cooperación internacional  por 
el interés de un concesionario que desee ampl iar su actividad . 

En el art ículo 79-A se establece que el Instituto Federal E lectoral ,  
durante los procesos electorales federales,  será la instancia 
encargada de pagar la publ icidad electoral de los partidos pol íticos 
con cargo a sus prerrogativas, y d ictará las medidas necesarias para 
ello. 
Sobre la base de lo anterior, podemos estab lecer que el poder de 
reforma dejó tal cual los problemas fundamenta les en la regulación 
de la radio y televisión. Al mismo tiempo que se incumplen tratados 
internacionales en materia de derechos humanos previamente 
reconocidos por el Estado mexicano. Como son :  la Declaración de 
Principios sobre la Libertad de Expresión ; el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Pol íticos ; la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos. 

Por lo que se mantendrán problemas tales como: 

• El Poder Ejecutivo Federa l ,  a través del órgano administrativo 
desconcentrado Comisión Federa l  de Telecomunicaciones de la 
Secretaría de Comunicaciones y Transportes , seguirá siendo la 
autoridad que decid irá el otorgamiento de las concesiones o 
permisos . 

• La Comisión Federa l  de Telecomunicaciones no tiene facultades 
para establecer los criterios de otorgamiento tanto de concesiones 
como de permisos. 

• La caducidad y la revocación de las concesiones seguirán siendo 
decl a radas adm in i strat iva mente por  la Secreta r ía de 
Comt.Jnicaciones y Transportes. 

• El Consejo Nacional de la Radio y Televisión continúa siendo un 
organismo depend iente de la Secretaría de Gobernación y 
funcionando como un organismo coord inador. 
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El derecho e Internet 

La aparición de Internet constituye un parteaguas histórico que d ivide 
la comunicación h umana en antes y después de Internet. No cabe 
duda que el uso de Internet ha traído inmensas ventajas a la sociedad , 
que empiezan con la óptica del i ntercambio de bienes y servicios y 
termina con las posibi l idades ampl ias de l levar educación y cultura 
hasta los confines más alejados de la civil ización. Sin embargo, este 
hecho, no significa que Internet no pueda utilizarse para fines nocivos 
o para la comisión de delitos. 
De entrada conviene destacar que las l ibertades de expresión e 
información no son absol utas,  sino que están l imitadas por una serie 
de bienes jurídicos protegidos, entre el los: e l  orden públ ico, la  vida 
privada y la moral social . Por ejemplo, el artículo 1 O del Pacto 
Internacional de Derechos Civi les y Pol íticos, d ice: 

1 .  Toda persona tiene derecho a la l ibertad de expresión.  Este 
derecho comprende la l ibertad de opinión y la l ibertad de recibir 
o de comunicar informaciones o ideas sin que pueda haber 
injerencia de actividades públicas y sin consideración de 
fronteras. El presente artículo no impide que los Estados sometan 
las empresas de radiodifusión , de cinematografía o de televisión 
a un régimen de autorización previa. 

2 El ejercicio de estas l ibertades, que entrañan deberes y 
responsabil idades, podrá ser sometido a ciertas formalidades, 
condiciones, restricciones o sanciones, previstas por la ley, que 
constituyan medidas necesarias, en una sociedad democrática , 
para la seguridad nacional, la integridad territorial o la seguridad 
pública , la  defensa del orden y la prevención del del ito , la 
protección de la salud o de la moral, la protección de la reputación 
o de los derechos ajenos, para impedi r  la d ivu lgación de 
informaciones confidenciales o para garantizar la autoridad y 
la imparcial idad del poder j ud icial .  

E n  términos simi lares, los artícu los 6 y 7 d e  nuestra Constitución 
disponen l ímites claros a las l ibertades informativas. Y, por supuesto, 
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la comunicación vía Internet no podría ser la excepción . Baste señalar 
solo algunos retos juríd icos que plantea Internet, cuando se tratar de 
proteger: 

a) La d ign idad humana ,  frente al pel igro que representan las páginas 
web que incitar a la d iscriminación racia l ,  cultural o socia l .  

b)  La  niñez, de  cara a la  d ifusión de  la  pornografía , tanto de  adu ltos 
como de niños, o de fórmulas extremas de violencia. 

e) La propiedad intelectual ,  frente a la d istribución no autorizada de 
trabajos científicos , musicales o programas de cómputo. 

d) La seguridad nacional ,  que se ve amenazada cuando se d ifunden 
instrucciones para el armado de bombas o producción de drogas. 

El asunto es complejo, pues si bien es cierto que existen tipos penales 
que pueden apl icarse a las conductas descritas en los incisos 
anteriores, también lo es la d ificultad práctica para hacer eficaces esas 
normas jurídicas, en virtud de la pecul iar naturaleza de I nternet. Y es 
que si ,  por ejemplo, las autoridades detectan un servidor que transmite 
información del ictiva , ésta puede ser fáci lmente copiada y trasladada 
a otro servidor fuera del área de competencia de la fiscal ía o jurisdicción 
judicial encargada del caso, lo que permite que la d ifusión del material 
impugnado siga sin mayores perju icios. 

Marco normativo mexicano 

La legislación nacional mexicana respecto del I nternet presenta un 
grave problema ; cualquier cosa , situación ,  actividad , etcétera , con 
posibi l idades de ser regu lada legalmente , debe ser, necesariamente , 
defin ida antes de que se visual ice en las leyes , es decir, nada puede 
ser objeto de leg islación si no se tiene un concepto claro del objeto . 
En el caso del I nternet, éste no es defin ido en alguna ley mexicana, 
sin embargo, se dice que el I nternet ingresa en los términos genéricos 
de 'Medio Electrónico' e ' Informática' .  Internet no está comprendido 
en esa categoría , no podemos asegurar por completo que el I nternet 
tenga un cuerpo jurídico que lo regule. 
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Las diferentes leyes mexicanas que ingresan el término Medio 
Electrónico o Informática, son : 

• Código Civil Federal 
• Cód igo de Comercio 
• Código Federa l  de Procedimientos Civiles 
• Código Fiscal de la Federación 
• Código Penal Federal 
• Ley de la Propiedad I ndustrial 
• Ley Federal de Protección al Consumidor 
• Ley Federa l  del Derecho de Autor 
• Ley Federal de Telecomunicaciones 
• Ley de Información Estad ística y Geografía 

Cada uno de estos cuerpos legales se refiere a Medios Electrónicos 
de formas distintas que se explicarán más adelante. Vale la pena 
comentar que es un hecho que en ningún momento se util iza la palabra 
I nternet. 

En el Código Civil Federal en el títu lo primero (Fuentes de las 
Obligaciones) en la primera parte (De las Obligaciones en General )  
del l ibro cuarto ( De las Obligaciones) ,  el capítulo 1 en el apartado de 
los contratos, el artículo 1 792 nos da la defin ición de un convenio, 
que es un acuerdo de dos o más personas para crear, transferir, 
modificar o extingu i r  obl igaciones. El a rtículo 1 793 nos dice que los 
convenios que producen o transfieren las obligaciones y derechos, 
toman el nombre de contratos y que se requ iere del consenti miento 
para que este contrato exista . 

Este consentimiento debe ser expreso o tácito (artículo 1 803) y en 
e l  caso de ser expreso, la voluntad se man ifiesta verbalmente, por 
escrito, por medios electrón icos , ópticos o por cualquier otra 
tecnolog ía , o por signos inequ ívocos. 

Internet carece de una regulación expresa. De manera impl ícita y por 
analog ía ingresa en estos términos: medio electrónico o cualquier otra 
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tecnolog ía. De este m ismo cuerpo ju ríd ico, el artícu lo 1 805 establece 
que ante una oferta que se haga a una persona presente , sin fijación 
de plazo para aceptarla ,  el autor de aquella queda desligado si la 
aceptación no se hace inmediatamente. La misma regla se aplicará 
a la oferta hecha por teléfono o a través de cualquier otro med io 
electrónico, óptico o de cualqu ier otra tecnolog ía que permita la 
expresión de la oferta y la aceptación de ésta en forma inmediata . 

El Código de Comercio regu la la correspondencia en el artícu lo 48 
del capítu lo IV, que dispone que tratándose de las copias de las cartas, 
telegramas y otros documentos que los comerciantes expidan, así como 
de los que reciban que no estén incluidos en el art ículo sigu iente , el 
archivo podrá integrarse con copias obtenidas por cualqu ier medio: 
mecánico, fotográfico o e lectrónico,  que permita su reproducción 
posterior íntegra y su consulta o compulsa en caso necesario .  

Nuevamente ,  el capítu lo 1 1  hace referencia a los contratos mercantiles 

en genera l .  El art ícu lo 80 señala que los convenios y contratos 

mercanti les que se celebren por correspondencia ,  telégrafo o 

mediante el uso de medios electrónicos, ópticos o de cualqu ier otra 

tecnolog ía, quedará n  perfeccionados desde que se reciba la 

aceptación de la propuesta o las condiciones con que ésta fuere 

modificada. 

La que se puede considerar la parte más i mportante de este código 
y de todo el cuerpo legal que podría regu lar el I nternet es la que 

contiene el título segundo, del Comercio Electrónico cuyo capítulo 1 

se refiere a los mensajes de datos. La normativa establece que en 

los actos de comercio y en la formación de los m ismos podrán 

emplearse los medios electrónicos, ópticos o cualquier otra tecnolog ía . 

Y ofrece conceptos util izados en este rubro: 

Certificado: Todo Mensaje de Datos u otro registro que confirme 
el vínculo entre un Firmante y los datos de creación de Firma 
Electrónica .  
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Datos de creación de firma electrónica: Son los datos únicos, como 
cód igos o claves criptográficas privadas, que el Firmante genera 
de manera secreta y util iza para crear su Firma Electrónica ,  a fin 
de lograr el vínculo entre dicha Firma Electrónica y el Firmante.  

Destinatario: La persona designada por el Emisor para recibir e l  
Mensaje de Datos, pero que no esté actuando a t ítulo de 
I ntermediario con respecto a d icho Mensaje. 

Emisor: Toda persona que, al tenor del Mensaje de Datos, haya 
actuado a nombre propio o en cuyo nombre se haya enviado o 
generado ese mensaje antes de ser archivado, si éste es el caso, 
pero que no haya actuado a títu lo de I ntermediario. 

Firma electrónica: Los datos en forma electrónica consignados en 
un Mensaje de Datos, o adjuntados o lógicamente asociados al 
mismo por cualquier tecnología, que son uti l izados para identificar 
al Firmante en relación con el Mensaje de Datos e indicar que el 
Firmante aprueba la i nformación contenida en el Mensaje de Datos, 
y que produce los mismos efectos j urídicos que la firma autógrafa , 
siendo admisible como prueba en j uicio. 

Firma electrónica avanzada o fiable: Aquella Firma Electrónica que 

cumpla con los requisitos contemplados en las fracciones 1 a IV del 

Artículo 97. En aquellas disposiciones que se refieran a Firma Digital ,  

se considerará a ésta como una especie de la Firma Electrónica. 

Firmante: La persona que posee los datos de la creación de la firma 

y que actúa en nombre propio o de la persona a la que representa . 

Intermediario: En relación con un  determinado Mensaje de Datos, 

se entenderá toda persona que, actuando por cuenta de otra, envíe, 

reciba o archive d icho Mensaje o preste algún otro servicio con 

respecto a é l .  
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Mensaje de datos: La información generada, enviada, recibida o 
arch ivada por medios electrónicos, ópticos o cualquier otra 
tecnolog ía . 

Parte que confía: La persona que, siendo o no el Destinatario, actúa 
sobre la base de un  Certificado o de una Firma Electrónica .  

Prestador de servicios de certificación: La persona o institución 
públ ica que preste servicios relacionados con Firmas Electrónicas 
y que expide los Certificados, en su caso . 
Secretaría: Se entenderá la Secretaría de Economía.  

Sistema de información: Se entenderá todo sistema util izado para 
generar, enviar, recibir, arch ivar o procesar de alguna otra forma 
Mensajes de Datos. 

Titular del certificado: Se entenderá a la persona a cuyo favor fue 
exped ido el Certificado. 

Es de anotarse el hecho de que las disposiciones de este títu lo rigen 
en toda la Repúbl ica Mexicana en asuntos del orden comercia l ,  sin 
perjuicio de lo d ispuesto en los tratados internacionales de los que 
México sea parte. 

Las actividades regu ladas por este t ítulo se someterán en su 
interpretación y apl icación a los principios de neutral idad tecnológica ,  
autonomía de la  voluntad , compatibil idad internacional y equivalencia 
funcional del Mensaje de Datos en relación con la i nformación 
documentada en medios no electrónicos y de la Firma Electrónica en 
relación con la fi rma autógrafa . 

El Código Federal de Procedimientos Civiles en su capítu lo 1 establece 
que para conocer la verdad , puede el juzgador valerse de cualquier 
persona, sea parte o tercero, y de cualquier cosa o documento, ya 
sea que pertenezca a las partes o a un tercero, sin más l im itaciones 
que las de que las pruebas estén reconocidas por la ley y tengan 
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relación inmediata con los hechos controvertidos (artículo 79), el artículo 
93 afirma q ue la ley reconoce como medios de prueba: 

1 .  La confesión;  
2 .  Los documentos públ icos; 
3 .  Los documentos privados; 
4. Los dictámenes periciales; 
5 .  El reconocimiento o inspección judicial ; 
6. Los testigos ; 
7. Las fotografías, escritos y notas taquigráficas, y, en general ,  todos 

aquellos elementos aportados por los descubrimientos de la 
ciencia ;  y, 

8. Las presunciones. 

Esto vuelve a ser afirmado en el artículo 1 88 que indica que para 
acred itar hechos o circunstancias en relación con el negocio que se 
venti la ,  pueden las partes presentar fotografías ,  escritos o notas 
taquigráficas, y, en genera l ,  toda clase de elementos aportados por 
los descubrimientos de la ciencia. 

El capítulo IX se refiere a la valuación de la prueba, cuyo artículo 21  O­
A dispone que se reconoce como prueba la información generada o 
comunicada que conste en medios electrónicos, ópticos o en cualquier 
otra tecnolog ía . 

Para valorar la fuerza probatoria de la información a que se refiere 
el párrafo anterior, se estimará primord ialmente la fiabil idad del método 
en q ue haya sido generada, comunicada ,  recib ida o archivada y, en 
su caso, si es posible atribuir a las personas obligadas el contenido 
de la información relativa y ser accesible para su u lterior consulta . 

Cuando la ley requiera que un documento sea conservado y presentado 
en su forma original ,  ese requ isito quedará satisfecho si se acredita 
que la i nformación generada ,  comunicada, recibida o archivada por 
medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra tecnolog ía , se ha 
manten ido íntegra e inalterada a partir del momento en que se generó 
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por primera vez en su forma definitiva y ésta pueda ser accesible para 
su ulterior consu lta . 

En el Código Fiscal de la Federación, el artícu lo 1 5-B, del capítulo 1 
del títu lo primero se establece que se consideran regal ías, entre otros, 
los pagos de cualquier clase por el uso o goce temporal  de patentes, 
certificados de invención o mejora , marcas de fábrica , nombres 
comerciales, derechos de autor sobre obras l iterarias, artísticas o 
científicas, inclu idas las películas cinematográficas y grabaciones para 
rad io o televisión,  así como de d ibujos o modelos,  planos, fórmulas, 
o procedimientos y equipos industriales, comerciales o científicos, así 
como las cantidades pagadas por transferencia de tecnolog ía o 
informaciones relativas a experiencias industriales, comerciales o 
científicas,  u otro derecho o propiedad simi lar. 

Para los efectos del párrafo anterior, el uso o goce temporal de derechos 
de autor sobre obras científicas incluye la de los programas o conjuntos 
de instrucciones para computadoras requeridos para los procesos 
operacionales de las mismas o para l levar a cabo tareas de aplicación , 
con independencia del med io por el que se transmitan .  

De igual forma se consideran regal ías los pagos efectuados por e l  
derecho a recibir para retransmitir imágenes visuales, sonidos o ambos, 
o bien los pagos efectuados por el derecho a permiti r el acceso al 
públ ico a dichas imágenes o sonidos, cuando en ambos casos se 
transmitan por vía satélite, cable, fibra óptica u otros medios similares. 

En el capítu lo 1 1 ,  de los Medios Electrónicos, el art ículo 1 7-0 nos 
comenta que se entiende por documento digital todo mensaje de datos 
que contiene información o escritura generada ,  enviada ,  recibida o 
archivada por medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra 
tecnología. Igualmente, nos habla de Firmas Electrónicas y del proceso 
de creación y la interacción con los organ ismos fiscales. 

El Código Penal Federal, en su capítulo 1 1 ,  de la Corrupción de Menores 
e I ncapaces , pornografía infanti l y prostitución sexual de menores, el 
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artícu lo 201 d ice que se comete el del ito de corrupción de menores, 
induciendo, procurando, facil itando u obligando a un menor de 1 8  años 
de edad o a quien no tenga capacidad para comprender e l  
significado del  hecho, a real izar actos de exhibicionismo corpora l ,  
lascivos o sexuales, prostitución , ebriedad , consumo de narcóticos, 
prácticas sexuales o a cometer hechos delictuosos. Al autor de este 
delito se le apl icarán de cinco a diez años de prisión y de 500 a dos 
mil d ías multa . 

Al que obligue o induzca a la práctica de la mendicidad , se le impondrá 
de tres a ocho años de prisión y de 50 a 200 d ías multa. 

No se entenderá por corrupción de menores los programas 
preventivos, educativos o de cualquier índole que d iseñen e impartan 
las instituciones públicas, privadas o sociales que tengan por objeto 
la educación sexual , educación sobre función reproductiva , la  
prevención de enfermedades de transmisión sexual y el embarazo 
de adolescentes, siempre que estén aprobados por la autoridad 
competente. 

Cuando de la práctica reiterada de los actos de corrupción el menor 
o incapaz adquiera los hábitos del alcoholismo, farmacodependencia, 
se dedique a la prostitución o a formar parte de una asociación 
del ictuosa, la pena será de s iete a 1 2  años de prisión y de 300 a 600 
d ías multa .  

S i  además de  los delitos previstos en  este capítulo resultase cometido 
otro, se aplicarán las reglas de la acumulación . 

Además, el artículo  201 bis establece que aquel que procure o facil ite 
por cualquier medio el que uno o más menores de 1 8  años, con o 
sin su consentimiento ,  lo o los obligue o induzca a real izar actos de 
exhibicionismo corpora l ,  lascivos o sexuales, con el objeto y fin de 
videograbarlos, fotografiarlos o exhibirlos mediante anuncios impresos 
o electrónicos, con o sin el fin de obtener un lucro, se le impondrán 
de cinco a diez años de prisión y de mi l  a dos mi l  d ías multa . 
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Al que fije, grabe, imprima actos de exh ibicionismo corporal , lascivos 
o sexuales en que participen uno o más menores de 1 8  años, se le 
impondrá la pena de diez a 1 4  años de prisión y de 500 a tres mil 
días multa . La misma pena se impondrá a qu ien con fines de lucro 
o sin él , elabore,  reproduzca , venda, arriende, exponga, publ icite o 
transmita el material a que se refieren las acciones anteriores. 

Se impondrá prisión de ocho a 1 6  años y de tres mil a d iez mil d ías 
multa , así como el decomiso de los objetos, instrumentos y 
productos del del ito , a qu ien por s í  o a través de terceros, dirija ,  
administre o supervise cualquier tipo de asociación delictuosa con el 
propósito de que se realicen las conductas previstas en los dos párrafos 
anteriores con menores de 1 8  años. 

Para los efectos de este artículo se entiende por pornografía infanti l ,  
la representación sexual mente expl ícita de imágenes de menores de 
1 8  años. 

El mismo Cód igo en referencia a los del itos en Materia de Derechos 
de Autor prescribe en el Artículo 424 bis que se impondrá prisión de 
tres a diez años y de dos mi l  a 20 mil d ías mu lta : 

" 1 . A qu ien produzca , reproduzca , introduzca al pa ís ,  almacene, 
transporte, d istribuya , venda o arriende copias de obras, 
fonogramas, videogramas o l ibros, protegidos por la Ley Federal 
del Derecho de Autor, en forma dolosa , con fin de especulación 
comercial y sin la autorización que en los términos de la citada 
Ley deba otorgar el titu lar de los derechos de autor o de los 
derechos conexos. 
Igual pena se impondrá a quienes, a sabiendas, aporten o 
provean de cualquier forma , materias primas o insumas 
destinados a la producción o reproducción de obras, fonogramas, 
videogramas o l ibros a que se refiere el párrafo anterior; o ,  

2.  A quien fabrique con fin de lucro un dispositivo o s istema cuya 
fi nal idad sea desactivar los dispositivos electrón icos de 
protección de un programa de computación . "  
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La Ley de la Propiedad Intelectual, en el artícu lo 82 que se refiere a 
los secretos industriales, indica que se considera como secreto industrial 
a toda información de aplicación industria l  o comercia l  que guarde 
una persona física o moral con carácter confidencial ,  que le signifique 
obtener o mantener una ventaja competitiva o económica frente a 
terceros en la real ización de actividades económicas y respecto de 
la cual haya adoptado los medios o sistemas suficientes para preservar 
su confidencialidad y el acceso restringido a la misma. 

La información de un secreto industrial necesariamente deberá estar 
referida a la naturaleza , características o final idades de los productos; 
a los métodos o procesos de producción ; o a los medios o formas de 
distribución o comercial ización de productos o prestación de 
servicios . 

No se considerará secreto industria l  aquella información que sea del 
dominio público, la que resulte evidente para un técnico en la materia , 
sobre la base de información previamente d isponib le o la que deba 
ser divulgada por disposición legal o por orden judicia l .  No se 
considerará que entra al domin io público o que es divulgada por 
disposición legal aquella información que sea proporcionada a cualquier 
autoridad por una persona que la posea como secreto industrial, cuando 
la proporcione para el efecto de obtener l icencias, permisos, 
autorizaciones, registros, o cualesqu iera otros actos de autoridad. 

Además, en el artículo 83 se dispone que a la información a que se 
refiere el art ícu lo anterior deba constar en documentos , medios 
electrónicos o magnéticos, discos ópticos, microfi lmes, pel ículas u otros 
instrumentos simi lares. 

En el caso de la Ley Federal de Protección al Consumidor, en el capítulo 
1 ,  de las disposiciones generales, artículo 7, se regu la la protección 
contra la publ icidad engañosa y abusiva , métodos comerciales 
coercitivos y desleales, así como contra prácticas y cláusulas abusivas 
o impuestas en el abastecimiento de productos y servicios; el siguiente 
artículo nos dice que la real y efectiva protección al consumidor en 
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l as transacciones efectuadas a través de l  uso de  med ios 
convencionales, electrónicos, ópticos o de cualqu ier otra tecno logía 
y la adecuada util ización de los datos aportados. 

En el capítulo VI I I  bis, de los derechos de los consumidores en las 
transacciones efectuadas a través del uso de medios electrónicos, 
ópticos o de cualquier otra tecnología, se encuentra el Artículo 76 bis, 
el cual establece que las d isposiciones del presente capítulo apl ican 
a las relaciones entre proveedores y consumidores en las transacciones 
efectuadas a través del uso de medios electrónicos, ópticos o de 
cualqu ier otra tecnología. En la celebración de d ichas transacciones 
se cumpl irá con lo siguiente: 

" 1 .  El  proveedor uti l izará la información proporcionada por el 
consumidor en forma confidencial ,  por lo que no podrá d ifundirla 
o transmitirla a otros proveedores ajenos a la transacción, salvo 
autorización expresa del propio consumidor o por requerimiento 
de autoridad competente; 

1 1 .  El  proveedor uti l izará alguno de los elementos técnicos 
d isponibles para brindar segu ridad y confidencial idad a la 
información proporcionada por el consumidor e informará a 
éste, previamente a la celebración de la transacción , de las 
características generales de d ichos elementos ;  

1 1 1 .  El  p roveedor deberá proporcionar al consumidor, antes de 
celebrar la transacción, su domici l io físico, números telefónicos 
y demás medios a los que pueda acudir  el propio consumidor 
para presentarle sus reclamaciones o sol icitarle aclaraciones; 

IV. El proveedor evitará las prácticas comerciales engañosas 
respecto de las características de los productos, por lo q ue 
deberá cumplir con las d isposiciones relativas a la información 
y publicidad de los bienes y servicios que ofrezca, señaladas 
en esta Ley y demás disposiciones que se deriven de el la; 

354 



Derecho de la Información 

V El consumidor tendrá derecho a conocer toda la información 
sobre los términos, condiciones, costos, cargos adicionales, 
en su caso, formas de pago de los bienes y servicios ofrecidos 
por el proveedor; 

V I .  El proveedor respetará la decisión del consumidor en cuanto 
a la cantidad y cal idad de los productos que desea recib ir, así 
como la de no recibir avisos comercia les; y, 

V I l .  El proveedor deberá abstenerse de utilizar estrategias de venta 
o publ icitarias que no proporcionen al consumidor información 
clara y suficiente sobre los servicios ofrecidos , en especial 
tratándose de prácticas de mercadotecn ia dirigidas a la 
población vulnerable, como los n iños, ancianos y enfermos, 
incorporando mecanismos que adviertan cuando la información 
no sea apta para esa población . "  

Otra de las leyes importantes es la Ley Federal del Derecho de Autor, 
la cual dispone en su artículo 4 que hay obras que pueden ser 
protegidas. Según su comunicación , estas obras pueden ser: 

" 1 .  Divulgadas: Las que han sido hechas del conocimiento públ ico 
por primera vez en cualquier forma o medio, bien en su total idad , 
bien en parte, bien en lo esencial de su contenido o, incluso, 
mediante una descripción de la m isma ;  

1 1 .  Inéditas : Las n o  divulgadas ; y, 
1 1 1 .  Publ icadas, dentro de estas, se encuentran dos incisos : 

a) Las que han sido ed itadas, cualquiera que sea el modo de 
reproducción de los ejemplares, siempre que la cantidad de 
éstos,  puestos a d i sposic ión del púb l i co ,  satisfaga 
razonablemente las necesidades de su explotación, estimadas 
de acuerdo con la naturaleza de la obra ;  y, 

b)  Las que han sido puestas a d isposición del públ ico mediante 
su almacenamiento por med ios electrónicos que permitan al 
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público obtener ejemplares tangibles de la misma, cualquiera 
que sea la índole de estos ejemplares." 

Lo anterior significa q ue si alguna obra que según su comunicación , 
ha sido publ icada por medios electrónicos estará protegida por la ley. 

En esta misma ley, el artículo 6 norma la fijación,  que es la incorporación 
de letras, números, signos, son idos, imágenes y demás elementos 
en que se haya expresado la obra ,  o de las representaciones dig itales 
de aquel los, que en cualquier forma o soporte materia l ,  i ncl uyendo 
los electrón icos, permita su percepción , reproducción u otra forma de 
comunicación. 

El artículo 27 es importante habida cuenta que d ispone que los titu lares 
de los derechos patrimoniales puedan autorizar o prohibir: 

" l .  La reproducción, publicación, edición o fijación material de una 
obra en copias o ejemplares, efectuada por cualquier medio 
ya sea impreso, fonográfico, g ráfico, plástico, audiovisual ,  
electrón ico, fotográfico u otro simi lar. 

1 1 .  La comunicación públ ica d e  s u  obra a través d e  cualquiera de 
las sigu ientes maneras: 
a) La representación, recitación y ejecución pública en el caso 

de las obras l iterarias y artísticas; 
b)  La exhibición pública por cualqu ier medio o proced imiento , 

en el caso de obras l iterarias y artísticas, y 
e) El acceso públ ico por medio de la telecomunicación ; 

1 1 1 .  La transmisión pública o radiodifusión de sus obras, en cualquier 
modal idad , incluyendo la transmisión o retransmisión de las 
obras por: 

a) Cable; 
b) Fibra óptica ; 
e) Microondas; 
d) Vía satélite; o, 

e)  Cualquier otro medio conocido o por conocerse." 
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Sin embargo, a pesar de  todas estas leyes, no se puede asegurar  
por completo que  el  Internet se  encuentre regulado debidamente en 
el cuerpo legal mexicano. 

La Ley Federal de Telecomunicaciones tiene competencia en lo que 
respecta a los proveedores de conexión telefónica para acceso a 
I nternet; pero carece de especificaciones sobre este medio como tal .  

La Ley de Información Estadística y Geografía, e n  su artículo 2 ,  fracción 
V establece que una de sus funciones es: " . . .  regular el desarrol lo y 
la util ización permanente de la informática . . .  " en el desarrollo de su 
labor estad ística . Es decir, la i nformática es considerada en d icha ley 
tanto un medio de trabajo, como un objeto de estudio, si hablamos 
de que las conexiones a I nternet son un  i ndicador importante a 
considerar en los censos. 

Elementos de legislación extranjera 

De esta suerte, la simultaneidad de la World Wide Wave, las múltiples 
posibil idades de transmisión de datos e informes y la descentral ización 
que ofrece I nternet hacen que se requiera una gran ingeniería juríd ica 
susceptible de combinar validez y eficacia legal .  En  el mundo ya se 
está asumiendo este reto. La Comunidad Europea y, en particu lar, 
pa íses como Francia, el Reino Unido y Alemania están formulando 
reformas jurídicas en la legislación civi l ,  penal y administrativa, a efecto 
de garantizar mayor claridad en las h ipótesis normativas aplicables 
y en las fórmulas de apl icación de la ley. 

En el ámbito del derecho constitucional ,  la intimidad informática y su 
protección a través de medios como I nternet solo se contempla en 
algunos países: Albania, Bosnia-Herzegovina, Cabo Verde, Colombia, 
Croacia ,  Eslovenia, España , Gabán , Hungría, Kraj ina , Macedonia, 
Montenegro, Pa íses Bajos, Perú , Portuga l , Serb ia ,  Suecia y 

292 El texto íntegro de estos apartados constitucionales puede ser consultado en nuestra obra 
Régimen constitucional de las libertades de expresión e información en los países del mundo, 
Madrid , Fragua , 1 997. 
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Yugoslavia ,  pero representan apenas n ueve por ciento de los países 
dotados de u na Constitución escrita en el mundo, es decir, 1 89 países.292 

Pero si en el campo del derecho positivo se registran pasos concretos 
para enfrentar el caso de I nternet, en el terreno de la autorregulación 
debe avanzarse también . En pri ncipio, hay que decir que el debate 
sobre asuntos tradicionales del derecho de la i nformación -propios 
de pri ncipios y m ediados del siglo pasado en las democracias 
desarro lladas-, ha hecho q ue en México la d iscusión sobre la 
normatividad en I nternet no apa rezca en la escena públ ica .  No por 
lo menos por ahora , por haber todo un cúmulo de asignaturas 
pendientes que van desde la actual ización de l a  Ley de Im prenta, las 
leyes en materia de rad io y televisión y telecomunicaciones hasta la 
despenal ización de los delitos cometidos por los periodistas a través 
de la prensa .  

En fi n ,  el panorama de lo  q u e  falta por hacer -desde e l  punto de vista 
normativo en la Sociedad de la 1 nformación- en el pa ís es 
particularmente ampl io.  Y el lo es entendible por la existencia de u n  
régi men pol ítico acostum brado a negocia r  e l  "Estado de Derecho" a 
cam bio de presunciones de gobernabi l idad o de resolver, por la vía 
de facto, muchas cuestiones que debieron ser resueltas a través de 
normas jurídicas. 293 

Se trata de u n  asunto que más pronto que ta rde habrá de ser objeto 
de atención por su paulatina trascendencia social dentro de la agenda 
de la d iscusión públ ica . De manera reciente y a propósito de las 
elecciones federales del 2003, la venta del padrón electoral mexicano 
por una empresa estadounidense al  gobierno de los Estados Un idos 
da cuenta de la importancia de no dejar vacíos ju ríd icos sobre la 
protección de datos personales cuya relación con el I nternet es muy 
cerca na, en virtud de que buena parte de los a rchivos son ahora 
electrón icos. E n  alguna medida , l a  Ley Federal de Transparencia y 
Acceso a la I nformación Públ ica Gu bernamental regula una parte 

293 Delacourt, J, "The lnternational lmpact of Internet Regulation", Harvard lntemational Law 
Journal, número 38, 1 997 , p. 207. 
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relativa a la protección de los datos personales, si bien será necesaria 
contar con una ley específica sobre la materia , la cual no podría estar 
alejada de las normas jurídicas relacionadas con el I nternet. 

Verdad es que las nuevas tecnologías permiten aplicar a lgunas medidas 
remediales tales como los programas para l imitar el acceso de los 
menores a determinados sitios considerados inapropiados -por contener 
elementos de pornografía o de violencia excesiva , por citar algunos 
ejemplos- pero esa posibi l idad no parece ser la solución pert inente 
a los problemas regulatorios derivados de las características sui géneris 

de I nternet que han roto con las formas habituales de producción 
normativa conocidas y apl icadas hasta el  surgimiento de este medio 
de comunicación que se encuentra sujeto como todos los demás a 
los alcances y l ímites de las l ibertades de expresión e información 
previstos en la ley. 

Lo cierto es que la eficacia, la razonable identidad entre lo que prevé 

la norma y la conducta regulada, es el reto principal que tiene la nueva 
Sociedad de la I nformación frente a sí en el ámbito de I nternet de 

manera particular. 

En algunos países, como los Estados Unidos, ciertos estados han 
desarrollado normas jurídicas para imponer la existencia de softwares 
especiales para fi ltrar i nformación como un esfuerzo para hacer algo 
al respecto. Así ,  por ejemplo, en Texas existe una ley aprobada en 
1 997 que ordena a las empresas proveedoras del servicio de I nternet 
a crear un l ink puesto en la página central de acceso (home page) 
con un software de filtración de contenido nocivo. 

Con todo, se ha dicho , no sin razón , que la solución de fondo pasa por 
un despliegue normativo de carácter supra nacional en donde el derecho 
internacional público, cuya eficacia en otras materias no está exenta de 
problemas, debería jugar un papel de importancia capitaf.294 

294 /dem. 
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Lo cierto es que esta percepción, por ahora , no deja de ser una 
declaración de buenos deseos por las enormes diferencias que privan 
entre una nación y otra en virtud de la existencia de: 

a) Avances diferenciados en la edificación de Estados de derecho 
o,  mejor aún,  de Estados democráticos de derecho a lo l argo 

y a lo ancho de los cinco continentes, en donde coexisten Estados 
formalmente democráticos, pero sin impacto rea l  en las 

conductas regu ladas y aquellos otros donde se combina de 
manera razonable vigencia y eficacia .  

b) Los distintos sistemas de producción normativa de los q ue 
abrevan la producción del derecho e n  cada una de las regiones 
e,  incluso, entre u n  pa ís y otro. Aqu í  habría que decir, con todo,  
que e l  derecho civil o conti nental o escrito ha ido ganando la  
partida de manera gradual a otras fórmulas de producción legal .  

e) Las distancias culturales sobre valores que deben ser objeto 

de protección normativa en el concierto internacional .  En efecto, 
no es lo mismo el n ivel de apertura y de percepción colectiva 
sobre lo que debe ser públ ica e intercambiable entre la sociedad 
hola ndesa y la mexicana, tan solo por citar un ejemplo. 

d )  La ausencia de u na verdadera capacidad de convocatoria para 
desarrollar normas internacionales que sean realmente eficaces. 

El problema no es sencil lo;  por el contrario,  presenta muchas aristas 
q ue deben ser resueltas antes de pensar en la posibi l idad de una 

normativa de alcance supra nacional. ¿Qué hacer al respecto? 
¿Sentarse y espera r  q ue algún d ía alguien o algo tenga la capacidad 

de i niciativa para dar esa solución global? En este aspecto, como en 
otros, es posible advertir que el método de aproximaciones sucesivas 
puede ser una herram ienta de enorme uti l idad para enfrentar este 
desafío normativo con dosis razonables de éxito. 
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Una revisión de la experiencia comparada así lo demuestra.  Los 
sistemas de autorregulación por s í  solos no han dado los resultados 
que la sociedad requiere porque descansan en la l ibre voluntad de 
los sujetos involucrados, como lo pone de rel ieve la obra del profesor 
Sieber.295 Tampoco, sin embargo, la regulación ha podido encargarse 
de resolver este reto, como se ha expuesto en las l íneas anteriores. 
Puede haber d iferencias en matices, tonos y alcances , pero parece 
haber un consenso creciente en que la Internet no puede ser una zona 
de excepción o impunidad normativa . La no regu lación o la 
desregulación parecen ser puertas falsas para concil iar el viejo asunto 
en temas nuevos de la l ibertad con la responsabi l idad , del ejercicio 
de los derechos y l ibertades personales con el respeto de los derechos 
de los otros y de la comunidad entera.  

Para i r  más a l lá  de lo que pueden hacer por s í  solos el derecho y la 
ética , distintos pa íses han apelado a las fortalezas de ambos sistemas 
normativos en un esfuerzo pecul iar por coincid ir  vigencia y eficacia 
de normas. Esta opción es también sui géneris, como lo es de igual 
modo la naturaleza misma del medio convertido en objeto normativo , 
el Internet. C iertamente, lo habitual es que la ética -en su vertiente 
de deontolog ía y, por ende, de autorregulación- florece en el espacio 
de l ibertad de la persona y está sujeta a una d isposición y aplicación 
voluntarias; mientras, el derecho -siempre reducido, al menos como 
propósito final ista , a regu lar un m ín imo de conductas a d iferencia de 
lo que hace la ética por la natu raleza de sus fines- es coercitivo; es 
decir, sujeto a sanciones previstas para la conducta contraria a la 
establecida como debida por la norma jurídica .  

La  vincu lación entre derecho y ética como dos caras de  una  misma 
moneda ha l levado a acuñar un concepto relativamente reciente 
denominado "autorregulación regu lada" nacido en los sistemas jurídicos 

295 Sieber, C . ,  Verantwortlichkeit in Internet. Tecnische Grundlangen und medienrechtliche 
Regelungen. Münich, Beck Verlag, 1 999. 

296 Cfr. Bi// 1 999, Broadcasting Services Amendment (Online Services). 
297 Cfr. Braithwaite, John "Responsive Regulation in Australia" en Grabosky, Peter y Braithwaite 

John (eds. ), Regulation and Australia 's Future, Canberra, Australian lnstitute of 
Criminology, p. 91 
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de Austra l ia296 y Nueva Zelanda,297 pero desarrol lado con mayor éxito 
en otras naciones del primer mundo.298 Desde tiempo atrás se veía 
esta opción como un mecanismo úti l , 299 pero solo recientemente ha 
sido puesto en p ráctica por las democracias desarrol ladas donde el 
impacto del Internet es muchísimo mayor en la sociedad que e l  que 
podría ser en un  país como México, que tiene una democracia 
emergente y todavía un acceso reducido a la red de redes.300 

En efecto, como sostienen Price y Verhu lst: 

"Moreover regulation encompasses varying degrees of legal force 
and formal organisation. From what we ha ve already said, it wi/1 
be apparent that there is no clear demarcation between self­
regulation and government regulation. The principal types 
constitute a continuum along which regulation is more or less 
formalised, with government or public regulation being the most 
formal (the so-called command and control type of regulation) and 
where non-compliance may lead to public or private law 
sanctions; and market organisation (laissez faire approach) being 
the least formal and 'compliance ' based upon voluntary action. 
In practice, however,' the three forms overlap and create mutual 
inter-dependencias as a result of market or policy failures, or even 
wider public concerns - such as the protection of minors - which 
cannot be addressed purely by one form or another. '1301 

298 Cfr. McDowel l ,  Stephen 0./Carleen Maitland , "Developing Television Ratings in Ganada 
and the United States: the Perils and Promises of Self-Regu lation" en Monroe E .  Price 
(ed.), The V-Chip Debate: Content Filtering frorn television to the Internet, New York, Lawrence 
Erlbaum Associates, 1 998. 

299 Cfr. Doyle, C ,  "Self Regulation and Statutory Regulation", Business Strategy Review, Blackwell 
Publishing, September, vol. 8, no. 3 ,  1 997, pp. 35-42. 

300 Según la Asociación de Usuarios de Internet de España en México sólo el 3.5% de la población 
tiene acceso a la red de redes, en comparación con el 67.83% de Suecia o el 59.85% de 
Estados Unidos. http://www.aui.es. 

301 Monroe E . ,  Price y Stefaan, Verhulst, ''The Concept of Self Regulation and the Internet" 
en Jens Waltermann & Marcel Machill (eds.), Protecting ourchildren on the Internet. Towards 
a new culture of responsibility, Gütersloh, Bertelsmann Foundation Pu blishers, 1 999. Véase 
http://www.sba.gov.sg/netreg/code.htm. 
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El caso de Alemania representa una experiencia muy interesante que 
merece ser revisada. Desde 1 997 funciona en Alemania el sistema 
voluntario de autorregulación de los proveedores de servicio multimedia 
(Freiwill ige Selbstkontrolle Multimedia-Diensteanbieter e.V), creado con 
los propósitos de promover la educación y la capacitación en el entorno 
cibernético, el sistema democrático de gobierno y poner en práctica el 
cód igo de conducta adoptado por sus miembros. Este sistema está 
integrado por 450 empresas que operan en l ínea (diarios, radiodifusoras, 
televisaras etcétera), las cuales se han comprometido a observar en 
sus transmisiones los principios éticos contenidos en su código de 
conducta . El código en cuestión tiene 6 prohibiciones básicas: 

a) I ncitación al od io o a la violencia 
b)  i ncitación a la comisión de delitos 
e) incitación al odio racial 
d )  d ifus ión de materia l  de p ropaganda de organizaciones 

inconstitucionales 
e) conductas que puedan conducir a sabotajes 
f) diseminación de conten idos con pornografía 

La sociedad alemana ha empezado a fami l iarizarse y a confiar en 
el mecanismo de autorregulación . Prueba de e l lo es que durante el 
año 2000 se presentaron 1 .600 quejas sobre 627 contenidos. Para 
el año 2004, las quejas se incrementaron casi en un 50 por ciento . 
E l  60 por ciento de los conten idos son emitidos desde empresas 
reg istradas en Alemania,  en tanto el 40 por ciento restante lo son de 
contenidos provenientes del exterior. La eficacia también ofrece un  
panorama optimista s i  se toman en cuenta los resultados que se  han 
logrado en estos tres años. En el a ño 2000, por ejemplo, de los 
contenidos provenientes de Alemania se resolvieron en forma arbitral 
el 50 por ciento de los casos presentados. El 35 por ciento ha sido 
rechazado o sigue en proceso y el 1 5  por ciento se ha resuelto a 
favor del quejoso. 

El reto mayor se presenta , s in embargo, con el 40 por ciento de los 
contenidos cuestionados que son emitidos desde fuera de Alemania ,  
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pues solo e l  1 5  por ciento resulta atendido, gracias a los convenios 
de colaboración con otros sistemas de autorregulación simi lares, 
localizados fundamentalmente en Europa dentro de la red INHOPE 
(Internet Hotline Providers in Euro pe), de la cual forman parte, entre 
otros, Austria, España y los pa íses escand inavos. 

Ciertamente la eficacia sistémica no es gratu ita . El secreto se local iza 
en la natura leza de las sanciones. La primera sanción que recibe una 
empresa asociada es un aviso privado para que corrija el contenido 
impugnado. La segunda sanción consiste en una amonestación pública 
que debe ser transmitida por el sitio desde el cual se emitió el contenido 
amonestado. Y la tercera sanción , que se pone en práctica una vez 
que las dos primeras no han surtido el efecto d isuasorio buscado, 
impl ica la expulsión de la entidad de autorregulación . 

La expulsión no solo conl leva descrédito público para la empresa en 
cuestión, sino también activa la obl igación legal de contratar a un 
consejero externo encargado de verificar que se cumplan las normas 
previstas en la ley a los contenidos, con especial referencia a la 
protección de la juventud y la prohibición de la pornografía. 

Hasta el  momento ninguna empresa multimedia alemana ha sido 
expulsada del sistema ,  bien sea por convicciones éticas o por razones 
económicas, habida cuenta de que resulta más económico y más 
prestigioso formar parte del órgano autorregulador que erogar el  sueldo 
de un auditor externo permanente . Se puede advertir claramente que 
en la tercera sanción se concreta la unión entre e l  derecho y la ética . 
La ética funciona como una alternativa supletoria, pero e l  derecho se 
encarga de que a final de cuentas se cumpla con el espíritu de la 
Constitución a lemana de protección a los derechos m ínimos , que se 
consideran necesarios en una sociedad democrática . 

Que Alemania, además, haya avanzado en esta singular  fórmula de 
combinación ético-jurídica no es poca cosa para un país como México. 
Y es que se trata de la fuente originaria de donde d imana el derecho 
escrito o continental que l legó al pa ís de la mano de la conquista 
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española . Sistema legal que perdura,  por lo demás, hasta nuestros 
d ías a lo largo y a lo ancho de América Latina. 

La alternativa alemana adoptada para encarar e l  problema de los 
contenidos en I nternet no es, n i  con mucho, la panacea o la solución 
ideal , pero parece uno de los caminos menos malos que valdría la 
pena considerar  al momento de que se aborde de manera más activa 
este punto en pa íses como el nuestro. En pa íses asiáticos, como 
Singapur, se han hecho esfuerzos también en la m isma d i rección . La 
autoridad de radiodifusión de Singapur ha optado por emitir desde e l  
1 de noviembre de 1 997 un Cód igo de Prácticas para l nternet.302 

A modo de conclusión habría que señalar que es necesario en México 
avanzar en distintas direcciones de manera simultánea, reconociendo 
la real idad de que hay poca masa crítica sobre el conocimiento del 
tema . Por esa razón, es necesario desplegar los siguientes esfuerzos 
enunciativos: 

Primero. Debe social izarse conocimiento sobre la necesidad de 
equi l ibrar  l ibertad con responsabi l idad social ,  de acuerdo a las 
expectativas de la sociedad y a las posibilidades técnicas de la industria 
de Internet. Debe quedar claro que el I nternet no es una zona de 
excepción donde pueden leg ítimamente imperar derechos absolutos 
en perju icio de la propia comunidad y de los derechos de terceros. 
A mayor abundamiento baste con revisar el alcance de los artículos 
6 y 7 de la Constitución Poi ítica de los Estados U nidos Mexicanos, 
donde con toda claridad se establecen los l ímites a las l ibertades de 
expresión e i nformación sin importar de cual medio se trate. 

Segundo. Debe fomentarse la creación de una Sociedad de la 
I nformación con recepción crítica de contenidos que al ienten la 
existencia de códigos de conducta que sean efectivamente aplicables 
-por el sistema de la autorregulación regulada , por ejemplo- que 
coadyuven a generar credibi l idad y confianza de los usuarios en los 

302 Véase: http://www.sba.gov.sg/netreg/code.htm. 
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servicios que se ofrecen en Internet, además de responder a las 
preocupaciones básicas de la comunidad. Bajo esta lógica, todo mundo 
gana y nadie pierde y se puede i ncentivar el uso de Internet no solo 
como herramienta adecuada para material izar el derecho a saber de 
las personas y su entretenimiento, sino como veh ículo para estimular 
el mercado económico. Hoy en d ía, la desconfianza en México por 
cuanto concierne a las transacciones v ía la red es ampl ia, de ahí  que 
las empresas que ofrecen este mecanismo comercial ofrezcan 
incentivos, bonos o premios para atenuar las dudas del públ ico. 

Tercero. Deben estimularse in iciativas para que desde el ámbito 
académico y socia l  se conozcan las pri nci pales tendencias 
internacionales sobre la autorregu lación regu lada, sus fortalezas y sus 
debi l idades y ver cómo se pueden adoptar algunas de esas 
posibi l idades en el entorno mexicano. A final de cuentas, lo que se 
puede concluir también es que en México la opción de no hacer nada, 
que ha primado hasta el presente, no debe tener ningún futuro para 
bien de todos. 
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Reg u lación de la ci nematografía 

La naturaleza juríd ica de la cinematografía en México es, en verdad, 
incompatible con un Estado democrático de derecho:  autoritarismo 
y desregulación absurda de cuotas de pantal la para la exhibición de 
pel ículas mexicanas constituyen dos pilares esenciales sobre los que 
se rige el sistema legal del cine mexicano. 

1 .  Por censura debe entenderse, en principio, la restricción de la 
l ibertad de expresión , de información, o ambas, ejercida por los 
órganos del Estado revestidos de una autoridad formalmente 
legal ,  pero carente de legitimidad , cuyo objeto son los mensajes 
que circu lan entre emisores y receptores de la información y 
que tiene como propósito final salvaguardar el statu quo y su 
correspondiente stablishment. Así, la censura existe cuando el 
respeto a la moral ,  la vida privada y el orden público se identifica 
con la defensa del régimen y su sistema de relaciones 
sociopol íticas que aseguran una reproducción circu lar. 

No cabe duda que la censura ha sido condenada en d iversas formas 
y modos, pues como afirma Juan Antonio Bardem, "el pensamiento 
humanista ha considerado siempre la censura de las ideas y de las 
artes como un mal absoluto, con el que no tendría que haber ningún 
acomodo :  cua lqu iera que toq ue autorita riamente ,  d i recta o 
indirectamente , la obra artística , l iteraria o fi losófica de un tercero 
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con la intención de mutilarla o destruirla, comete un crimen . Nada puede 
justificar o perdonar este crimen y desde luego tampoco la noción de 
bien común ,  que cada vez se invoca . "303 

Qué decir también de las clásicas palabras de Tocquevil le :  "En un país 
donde rige ostensiblemente el dogma de la · soberanía del pueblo, la 
censura no es solamente un pel igro,  s ino un absurdo inmenso. "304 En 
el fondo, e l  asunto es simple: mientras las l ibertades de expresión y 
de información entrañan reforma y cambio, la censura busca, por el  
contrario,  que todo s iga igual . 

2. En el marco legal mexicano de la cinematografía -pese a los 
cambios registrados en el transcurso del tiempo, se pueden 
documentar dos constantes: primero, las funciones de censura 
han estado {y siguen estando) en el ámbito de la competencia 
de la secretaría de Gobernación y, segundo, las atribuciones 
conferidas a esta secretaría i ncluyen no solo la clasificación de 
pel ículas, sino la de autorizar o no su exh ibición, lo que, en los 
hechos , le confiere la potestad pecul iar de decid i r  cuál pel ícu la 
existe y cuál no. 

En efecto, el primer reglamento posterior a la Constitución vigente 
denominado de Censura Cinematográfica {publicado en el Diario Oficial 
de la Federación el 1 9  de octubre de 1 9 1 9) establecía en el artículo 
3 que:  

"En la  capital de la  República, bajo la  dependencia de la Secretaría 
de Gobernación funcionará una oficina l lamada Consejo de 
Censura, a qu ien estará encomendado el examen y cal ificación 
de cintas y vistas a que se refiere el art ículo 1 ." 

303 Bardem, Juan Antonio, "Una reflexión sobre la causa cinematográfica", Arle, política y 
sociedad, Madrid, Ayuso, 1 976, pp. 24-25. 

304 Tocquevil le ,  Alexis De, La democracia en América, México, Fondo de Cultura Económica, 
1 987, p. 1 99. 
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Por su parte, el artículo  5 d ispon ía que: 

"El Consejo examinará y revisará todas las cintas o vistas que 
se pretendan exportar de México, y si a ju icio suyo no tuvieran 
algo denigrante para el  país, ya sea en las escenas que se 
reproduzcan ,  ya en las leyendas o por cualquier otra causa , las 
aprobará ,  desechándose en caso contrario." 

Poco más tarde, el Reglamento de Supervisión Cinematográfica305 
prescrib ía en el artículo 1 :  

"Las atribuciones conferidas a la Secretaría de Gobernación por 
la fracción XXI del artículo 2 de la Ley de Secretarías y 
Departamentos de Estado, para conceder autorización de exhibir  
comercialmente pel ículas cinematográficas en toda la Repúbl ica, 
y para exportar las producidas en el pa ís, serán ejercitadas por 
conducto del Departamento de Supervisión Cinematográfica de 
la propia Secretaría . "  

En el mismo sentido, en el artículo 2 ,  fracción IX ,  la Ley de la  Industria 
Cinematográfica306 confería a la Secretaría de Gobernación la atribución 
de "conceder autorización para exhib ir  públ icamente pel ícu las 
cinematográficas en la Repúb lica, ya sean p roducidas en e l  país o 
en el extranjero."  

3.  Cuarenta y tres años después de haber se promulgado la Ley 
de la I ndustria Cinematográfica, y de haber atestiguado e l  
derrumbe de l  bloque social ista, tuvo lugar la  reforma de l  marco 
juríd ico de la cinematografía, lo que generó más expectativas 
que resultados . Y es que no era para menos: la Ley Federal  
de Cinematografía , publicada en el DOF e l  29 de diciembre 
de 1 992, no hizo más que reproducir las atribuciones otorgadas 
por sus antecesoras a la Secretaría de Gobernación para 

305 Publicado en e l  Diario Oficial de la Federación e l  1 9  de septiembre de 1 94 1 .  
306 Publicada en e l  Diario Oficial d e  l a  Federación e l  3 1  d e  d iciembre d e  1 949. 

369 



Ernesto Villanueva 

"autorizar la exhibición públ ica de pel ículas en el territorio 
mexicano, así como su comercial ización , incluidas la renta o 
venta", según el artículo 5, fracción 1 ,  de esta ley. 

El 5 de enero de 1 999, después de un largo debate para reformar la 
ley en la materia , se publ icó en el Diario Oficial de la Federación el 
decreto de reformas y adiciones. Esta atribución permaneció sin ningún 
cambio, a l  ser prevista en el artícu lo 42, fracción 1 , que dice: 

"La Secretaría de Gobernación , a través de la Dirección Genera l  de 
Radio, Televisión y Cinematografía, tendrá las atribuciones siguientes: 
autorizar la d istribución , exhibición y comercial ización de pel ículas en 
el territorio de la Repúbl ica Mexicana, a través de cualqu ier forma o 
medio, incluyendo la renta o venta de las mismas." 

Esta atribución no solo es contraria al espíritu democrático, sino que 
reviste un carácter inconstitucional ,  ya que real iza e l  supuesto de la 
censura previa ,  que esta expresamente prohibido en el art ículo 7 de 
la Constitución pol ítica , que dice: "Ninguna ley ni autoridad puede 
establecer la previa censura . . .  ". 

Por si esto fuera poco , la ley de 1 992 desregula la cuota de pantal la 
para exhib ir  pel ícu las mexicanas -antes del i n icio de vigencia de esta 
ley se establecía la obligatoriedad de exhibir como mínimo 50 por ciento 
de pel ículas mexicanas- que va de 30 por ciento en 1 993 a 1 O por 
ciento en 1 997, según dispone el artículo tercero transitorio ,  y que 
confirma las reformas de 1 999 a la ley, según lo prevé el artícu lo 1 9, 

que sostiene: 

"Los exhibidores reservarán el diez por ciento del t iempo total de 
exhibición , para la proyección de pel ículas nacionales en sus 
respectivas salas cinematográficas, salvo lo d ispuesto en los 
tratados internacionales en los cuales México no haya hecho reservas 
de tiempo de pantal la." 
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Esta decisión ha tra ído problemas en dos sentidos: por un lado, la 
desregu lación no fue acompañada del establecimiento, en una ley 
expedida por el Congreso de la  Unión , de una entidad autónoma de 
fomento a la producción nacional basada en criterios ajenos a la 
d iscrecionalidad burocrática y, por otro, esta insuficiencia normativa 
ha desincentivado la exh ibición de cine nacional en perju icio de la 
reproducción de valores culturales de los mexicanos, desdibujados 
hoy por e l  bombardeo de producciones hollywoodenses, cuya 
adqu isición es más rentable que invertir en un producto nacional .  

Sin embargo, las reformas d e  1 999 a l a  ley e n  l a  materia han matizado, 
los efectos de la desregulación de la cuota de pantal la, ya que se creó 
un  fideicomiso para impulsar e l  cine nacional .  

C riterios de clasificación cinematq�ráfica 

Las soluciones que han encontrado los países democráticos al reto 
cultural  de la cinematografía y a la búsqueda de sistemas de equi l ibrio 
entre l ibertad de información y creación y los valores morales y de 
protección a la juventud han transitado por un camino muy d istinto 
del de la autoritaria experiencia mexicana. 

Véanse algunos ejemplos que dan sustento a esta afirmación : 

En Bélgica, el artículo 1 9  constitucional establece que no podrá 
i mponerse en ningún caso la censura ,  razón por la por no existe, en 
estricto sentido, censura cinematográfica para las personas adultas. 
Sin embargo, la Ley del 1 de septiembre de 1 920 prohíbe, la entrada 
a los menores de 1 6  años, a las salas de exhibición salvo para ver 
pel ículas expresamente clasificadas para menores de edad por la 
Comisión de Control compuesta por un representante del Ministerio 
de Justicia ,  un juez de menores y un representante de la industria 
cinematográfica . 

En  Dinamarca, la Ley número 236, del 7 de junio de 1 972, establece 
que las pel ícu las no censuradas solo podrán ser vistas por mayores 
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de 1 6  años ;  las d irigidas a menores de esa edad deben someterse 
a la Oficina Estatal de Censura,  depend iente del Ministerio de Justicia 
y compuesta por representantes del Ministerio y de la industria 
cinematográfica. 

En Francia, el Cód igo de la I ndustria Cinematográfica , del 27 de enero 
de 1 956, establece en el artículo 1 9  que la exhibición de pel ículas 
cinematográficas está sujeta a la aprobación del M inisterio de Cultura 
y Comun icación , que procede de acuerdo con el d ictamen de la 
Comisión de Control de Pel ículas integrada del sigu iente modo: 

a)  un presidente; 
b) un grupo de ocho personas, representantes de los departamentos 

del Ministerio de Cultura y Comun icación ; 
e) un grupo de ocho personas, representantes de las asociaciones 

y organizaciones de la profesión cinematográfica ; y, 
d) un grupo de ocho personas, representantes de la Unión Nacional 

de Asociaciones Fami l iares, del Alto Comité de la Juventud y 
de las asociaciones de sociólogos, psicólogos, médicos y 
pedagogos. 

En I tal ia ,  desde la Ley 1 6 1 , del 2 1  de abril de 1 962 , reformada por 
la Ley 1 2 1 3, del 4 de noviembre de 1 965 y por la Ley del 22 de mayo 
de 1 975, la exh ibición de pel ículas para jóvenes está sujeta a la 
aprobación de la Comisión de Censura,  compuesta de la forma 
siguiente: 

a )  un presidente , que será experto en problemas de psicolog ía 
evolutiva , designado por el M in istro del Turismo y del 
Espectáculo; 

b) un profesor un iversitario de pedagog ía , designado igual que el 
anterior; 

e) un profesor universitario de psicología , designado por el ministro 
de Instrucción Públ ica ; 

d) un experto en problemas de psicología evolutiva , designado por 
el Min istro de Justicia ; 
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e) un experto en representación de los autores cinematográficos; 
f) un experto en representación de los guionistas cinematográficos; 

y, 
g) un profesor de enseñanza primaria designado por el min istro 

de I nstrucción Públ ica .  

En cambio, hay pa íses en donde las restricciones a la l ibertad de 
expresión cinematográfica provienen de sistemas de autocontrol ; es 
deci r, de figuras creadas al amparo del derecho privado sin 
injerencia de los poderes públ icos . 

En Alemania, el artículo 5 de la Constitución garantiza la l ibertad de 
expresión a través de la cinematografía, cuyo único l ímite consiste en la 
proteger la juventud. De manera privada, las organizaciones de la industria 
cinematográfica alemana crearon en 1 949 la Comisión Libre de 
Autocontrol de la Industria Cinematográfica, que funciona mediante dos 
comisiones: una de trabajo, integrada por ocho miembros, cuatro 
designados por la industria cinematográfica y cuatro por el público, y otra 
jurídica, que conoce de reclamaciones y apelaciones, compuesta de cinco 
miembros, quienes deberán ser jueces o doctores en derecho. 

En los Estados Unidos de América ,  la Motion Picture Association of 

America creó en 1 930 el famoso Código Hays, que carece de fuerza 
vincu lante, pero que respeta como censura oficiosa los productores 
cinematográficos,  y que se basa en dos principios esenciales : a) no 
se producirán pel ícu las que atenten contra las concepciones morales 
de los espectadores; y, b) la ley divina, natural  o positiva no puede 
ser rid icul izada y, en el caso, su violación no debe verse como un 
hecho simpático o d ivertido .  

Finalmente, en el Reino Unido, en 1 9 1 2 , la  industria cinematográfica 
estableció el British Board of Film Censors, un organismo de autocontrol 
compuesto por un presidente, designado por un comité representativo 
de la industria cinematográfica , y 1 2  miembros nombrados por aquel . 
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Por la vía del Acuerdo, en México, el Secretario de Gobernación expidió 
el denominado precisamente Acuerdo mediante el cual se expiden 
/os criterios para la clasificación de películas cinematográficas, el 27 
de marzo del 2002, el cual parte de que: 

5. En el tratamiento del tema se considera el contexto, el grado 
de horror (noalusivo a pel ícula de terror), el impacto de montaje, 
el encuadre,  los efectos y la sonorización. 

6. Para efectos de estos criterios, se entenderá por: Horror: 
Sentimiento de repulsión , angustia o temor causado por una 
incongruencia significativa en la proporción de un hecho o 
s i tuación , respecto de lo  natura l  o reg u l a r. P rocaz :  
Desvergonzado, indigno, grosero, bajo o vil .  Sexo sugerido: 
Conducta sexual insinuada en la narrativa , mas no manifiesta 
en la pel ícula.  Sexo impl ícito : Conducta sexual manifiesta , mas 
no i lustrada en las imágenes de la pel ícula . Sexo expl ícito: 
Conducta sexual manifiesta e i lustrada en las i mágenes de la 
pel ícu la .  

Criterios Específicos 

AA - Comprensible para niños menores de siete años 
Esta clasificación es de carácter i nformativo. I ndica que es una 
pel ícula para todo públ ico, pero particularmente atractiva y 
comprensible para niños menores de siete años de edad . 

Consideraciones 
En los menores de siete años de edad , la capacidad de 
representación simbólica y el lenguaje son l imitados y poco 
organizados; además, las identidades personal y cultural no están 
definidas, lo cual no les permite distinguir entre lo positivo y lo 
negativo, y entre lo verdadero y lo falso. Tampoco pueden distinguir 
claramente entre la fantasía y la realidad, y mucho menos una imagen 
real ista mezclada con la fantasía. 
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Criterios 
El contenido no provoca un desequi l ibrio en el desarrol lo integral 
de los menores de siete años. La narrativa es de fácil comprensión 
y no degrada los valores humanos. En el sentido genera l  de la 
obra no se humi l la o denigra a n ingún grupo o individuo. No hay 
horror en el tratamiento de los temas. No hay violencia o cuando 
ésta se presenta , es con un grado m ín imo, no es traumática y 
no se alienta. No hay escenas sexuales, eróticas o con desnudez. 
Los besos , abrazos y caricias se presentan en un contexto 
afectivo, amistoso o fami liar. No hay consumo de estupefacientes 
o sustancias psicotrópicas. El lenguaje no contiene palabras ni 
expresiones procaces. 

A - Para todo público 
Esta clasificación es de carácter informativo. Indica que es una película 
para todo público, no necesariamente de interés para niños menores 
de siete años, pero apta para ser vista por menores de 1 2  años. 

Consideraciones 
En los menores de 1 2  años de edad la capacidad de representación 
s imból ica y el lenguaje,  aunque están desarrol lados, las 
identidades personal y cultural están en proceso de formación . Por 
ello, no han desarrollado un juicio que siempre les permita distinguir 
entre lo positivo y lo negativo, y/o entre lo verdadero y lo falso. 
Debe tomarse en cuenta el tono, el género y el desarrollo de la 
narrativa , ya que las escenas en un mundo de ficción causan un 
impacto y efecto distintos que las mismas escenas en un contexto 
realista, y más impacto y confusión en un contexto donde se mezcle 
la real idad con la ficción . 

Criterios 
Se considera que el contenido no debe confundir, i nfl uenciar o 
afectar el desarrol lo integral de los menores de 1 2  años. La narrativa 
tiene cierto g rado de complej idad. No se degradan valores 
humanos. En el sentido general de la obra, no se humil la o denigra 
a grupos o individuos. No hay horror en el tratamiento de los temas. 
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Cuando se presenta violencia ,  es con u n  grado mín imo, no se 
detal la ni es intensa y no se al ienta. No hay escenas sexuales n i  
eróticas. Los besos, abrazos y caricias son en un contexto afectivo 
o amoroso. Puede haber algún desnudo, pero no es en un contexto 
erótico n i  humil lante, no es frecuente, es breve, no es detal lado 
n i  exh ibe genita les de los actores.  No hay consumo de 
estupefacientes o sustancias psicotrópicas. El lenguaje puede incluir 
un mín imo de palabras y expresiones procaces. 

B - Para adolescentes de 12  años en adelante 
Esta clasificación es de carácter informativo. I ndica que es una 
pel ícula apta para mayores de 12 años de edad . Sugiere que los 
padres tomen en cuenta esta clasificación.  

Consideraciones 
En los mayores de 1 2  años de edad, menores de 1 8, la d imensión 
afectiva, social ,  i ntelectual y física continúa desarrollándose, por 
lo que la identidad personal y el juicio crítico se encuentran en 
una etapa de formación . Están conscientes de que una pel ícula 
es una fantasía visual y no es real ,  razón por la cual  están mejor 
preparados para comprender obras más complejas y dramáticas. 

Criterios 
Es probable que el contenido confunda, influya o afecte el desarrollo 
integral de los menores de 1 2  años. La narrativa puede ser compleja 
o tener escenas que requieren un cierto n ivel de d iscernim iento 
y ju icio. La pel ícula permite a l  espectador d istinguir el carácter de 
los personajes, sus acciones y sus consecuencias. 

Puede contener un mínimo de horror y secuencias de violencia 
por un motivo específico, pero no es extrema ni detal lada y no se 
encuentra vinculada con conductas sexuales, señalando las 
consecuencias negativas de la violencia . Las escenas sexuales 
que se presentan son sugeridas y en un contexto no degradante .  
En e l  caso de  desnudez, no  es  en  un contexto erótico n i  humil lante, 
no es frecuente, es breve, sin detal le ni acercamiento de genitales 
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de los actores. Los temas relacionados con estupefacientes o 
sustancias psicotrópicas se tratan sin exhibir su consumo. Cuando 
se abarca el tema de las adicciones se señalan sus consecuencias 
negativas. El lenguaje puede inclu i r  palabras y expresiones 
procaces, s in l legar a constitui r  violencia verbal extrema. 

B 1 5  - B no recomendada para menores de 15 años 

Es una modalidad de la clasificación "8", de carácter informativo. 
Tiene fundamento en el tercer párrafo del artículo 22 del 
Reglamento de la Ley Federa l  de Cinematografía. Invita a que 
los pad res acompañen a sus hijos, ya que es una pel ícula no 
recomendable para menores de 1 5  años de edad. 

Consideraciones 

Los mayores de 1 5  años de edad, menores de 1 8, viven el periodo 
de t ra ns ición a l a  vida adu lta y usualmente son más 
independientes . Tienen un mayor nivel de d iscernimiento y 
conciencia de las consecuencias de sus acciones. 

Criterios 

Es probable que e l  contenido confunda , influya o afecte el 
desarrollo integral de los menores de 1 5  años. La narrativa puede 
ser m uy com pleja  o tener  escenas que  req u ieren de  
discernimiento y un cierto n ivel de ju icio. Se  desarrolla cualquier 
tema o conducta problemática , con escenas más evidentes que 
la clasificación anterior. La película permite al espectador distinguir 
el carácter de los personajes, sus acciones y sus consecuencias. 
Puede contener un mayor g rado de horror, sin l legar a ser 
extremo. En el caso de violencia, ésta no es extrema y puede 
estar vinculada con conductas sexuales sugeridas, señalando 
las consecuencias negativas de su vinculación. Puede haber 
erotismo y escenas sexuales impl ícitas, ambos en un contexto 
no degradante . Las escenas sexuales no son frecuentes ni de 
larga duración.  Cuando se presenta desnudez, es esporádica ,  
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sin acercamiento a los genitales de los actores y en un contexto 
no humi l lante.  Puede haber adicciones y consumo de drogas, 
pero el consumo i l ícito de estupefacientes o sustancias 
psicotrópicas es m ínimo, sin alentarlo, o se desalienta . El  lenguaje 
puede inclu i r  palabras y expresiones procaces. 

C - Para adultos de 18 años en adelante 
Esta clasificación es de carácter restrictivo. I ndica que proh íbe la 
entrada a menores de 1 8  años. 

Consideraciones 
Una persona de 1 8  años de edad o más tiene plena capacidad 
de discernimiento y es consciente de sus acciones y consecuencias. 

Criterios 
La narración de los hechos o situaciones es detallada. El tratamiento 
del tema o contenido requiere de un nivel de juicio y discernimiento 
que por lo general no tienen los menores de edad . Puede contener 
horror detal lado, alto grado de violencia o violencia cruel, conductas 
sexuales expl ícitas, adicciones y consumo de drogas. El lenguaje 
es el necesario para cumpl ir los propósitos narrativos. 

D - Películas para adultos 
Esta clasificación es de carácter restrictivo . Ind ica que es una 
pel ícula exclusivamente para adultos . 

Considerando 
Una persona de 1 8  años de edad o más tiene plena capacidad 
de discernimiento y es consciente de sus acciones y consecuencias. 

Criterio 
Tiene como contenido dominante o ún ico, sexo expl ícito , 
lenguaje procaz o alto grado de violencia . 
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El I nstituto Mexicano de Cinematografía 

Con el propósito de apoyar los valores culturales y la identidad nacional 
en el cine mexicano, el gobierno federa l  creó el organismo 
descentra lizado I nstituto Mexicano de Cinematografía , cuyo decreto 
de creación fue publ icado el 25 de marzo de 1 983. La estructura 
directiva no se d iferencia de las tradicionales maneras de inclu ir  juntas 
d i rectivas donde solo una voz es la representada, la del Presidente 
de la Repúbl ica . En efecto, de acuerdo con el Estatuto Orgánico de 
IMCINE,  la Junta Directiva está compuesta por el Presidente del 
Consejo Nacional para la Cu ltura y las Artes, con el carácter de 
Presidente de la Junta ; como vicepresidente,  un representante de la 
Secretaría de Gobernación ; secretario técn ico, un representante del 
Consejo Nacional para la Cultura y las Artes ;  como consejeros, dos 
representantes de la Secretaría de Hacienda y Crédito Públ ico, uno 
de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes y uno de la Dirección 
General  de Comunicación Social de la Presidencia de la Repúbl ica .  
E l  d irector general dei iMCINE es  nombrado y removido l ibremente 
por el Presidente de la República y el Consejo Consultivo es nombrado 
por la Junta Directiva y presidido por el d i rector general del IMCINE.  

El FIDECIN E  

Es u n  Fondo d e  Inversión y Estímulos a l  Cine Mexicano, que fue 
constitu ido el 8 de agosto de 2001 por el gobierno federa l ,  a pesar 
de haber sido publ icada su creación en el Diario Oficial de la 
Federación el 5 de enero de 1 999. Este fondo tiene como objeto el 
fomento y la promoción del cine mexicano de cal idad. 

De acuerdo con sus reglas de operación, tiene como objetivo fomentar 
y promover el desarrol lo de la industria cinematográfica nacional ,  con 
la participación de los distintos sectores que la conforman, a fin de 
satisfacer las necesidades y requerimientos cu lturales y de 
entretenimiento de la población en genera l ,  a través del apoyo a las 
actividades relacionadas con la industria cinematográfica , por lo que 
se consideran los sigu ientes objetivos: 
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• Promover y propiciar la producción de pel ículas nacionales; 
• Coadyuvar al fortalecimiento de la infraestructura cinematográfica 

nacional mediante el fomento y apoyo a la distribución y exhibición 
cinematográficas nacionales; e ,  

• I nvertir los recursos disponibles en la reactivación de la industria 
cinematográfica nacional en su conjunto. 

Como fines específicos, el Fondo deberá promover la consecución 
de los siguientes fines específicos: 

a) Apoyar la producción, exhibición y comercial ización de películas 
nacionales, con perspectivas de recuperación financiera .  

b)  Alentar l a  coparticipación de i nversion istas privados , en  
proyectos conjuntos con los diversos sectores de la industria 
cinematográfica ,  buscando el desarrol lo de nuevos esquemas 
de producción, d istribución, exhibición y comercial ización que 

promuevan la recuperación de las inversiones y cartera del 

Fondo. 
e) Constitu ir  un i nstrumento financiero moderno y flexible que 

permita otorgar apoyos financieros oportunos y adecuados a 
los sujetos de apoyo, en los términos y bajo la forma juríd ica 
que autorice el Comité Técnico. 

A diferencia de lo que sucede con el  IMC INE ,  el F ID IC INE sí cuenta 
con una representación plural en su órgano de operación, denominado 
Comité Técnico, el cual está conformado por un representante de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público; uno por el Instituto Mexicano 
de Cinematografía; uno por la Academia Mexicana de Artes y Ciencias 
Cinematográficas; uno por el  S indicato de Trabajadores de la 
Producción Cinematográfica de la Repúbl ica Mexicana {STPC); uno 
por los productores; uno por los exhibidores; y, uno por los 
distribuidores.  

A modo de conclusión prel iminar pueden ofrecerse las siguientes 
reflexiones: 
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a) En México, la atribución de censura cinematográfica comprende 
defin ir  qué pel ícula puede exhibirse y cuál no, mientras que en 
los sistemas democráticos las pel ículas suelen estar sujetas a 
criterios de clasificación , circunstancia por la cual una pel ícula 
que no pasa por la censura tiene garantizada, a pesar de todo, 
su exhibición en salas para mayores de 16 ó 1 8  años. 

b) En México, la censura cinematográfica es una actividad realizada 
a la luz de criterios pol íticos, razón por la cual la Dirección General 
de Radio, Televisión y Cinematografía se ubica en la estructura 
orgánica de la Secretaría de Gobernación , mientras que en los 
sistemas democráticos los criterios que priman tienen como 
propósito proteger la juventud y la moral m ínima de la sociedad ; 
por el lo, su ámbito se inscribe en la esfera de atribuciones de 
los min isterios de Cultura y de Educación . 

e) En México, la censura cinematográfica está a cargo de un 
servidor públ ico que designa l ibremente el Ejecutivo Federa l ,  
y que decide, desde su particular percepción de la vida , lo que 
debe exhibirse y lo que debe restringirse, mientras que en los 
sistemas democráticos la toma de decisiones recae en cuerpos 
colegiados autónomos en los que participan a actores 
profesionales y sociales. 

d )  En México , el establecimiento de criterios de censura 
cinematográfica forma parte estructural del régimen (de ahí  que 
se hayan puntualmente reproducido en la Ley Federal de 
Cinematografía de 1 992 y ratificado en la reforma de 1 999), 
mientras que en los sistemas democráticos los anima criterios 
técnicos, como se infiere de contenidos y de fechas de expedición 
de las normas juríd icas en materia cinematográfica revisados. 

Fomento a la cinematografía en la experiencia 
reg ional 

En Colombia, la Ley 8 1 4  de 2003 d icta normas para el fomento de 
la actividad cinematográfica, al establecer en su artículo 1 6  beneficios 
tributarios : 
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Artícu lo 1 6 . Beneficios tri butarios a la donación o inversión en 
producción cinematográfica. Los contribuyentes del impuesto a la 
renta que real icen inversiones o hagan donaciones a proyectos 
cinematográficos de producción o coproducción colombianas de 
largometraje o cortometraje aprobados por el Min isterio de Cultura 
a través de la Dirección de Cinematografía, tendrán derecho a 
deducir de su renta por el período gravable en que se real ice la 
inversión o donación e independ ientemente de su actividad 
productora de la renta, el ciento veinticinco por ciento ( 1 25o/o )  del 
valor real  invertido o donado. 

Para tener acceso a la deducción prevista en este artículo deberán 
exped irse por el M inisterio de Cultura a través de la Dirección de 
C inematografía certificaciones de la i nvers ión o donación 
denominados ,  seg ún el caso , Cert ifi cados de I nvers ión 
Cinematográfica o Certificados de Donación Cinematográfica. 

Las inversiones o donaciones aceptables para efectos de lo previsto 
en este art ícu lo deberán real izarse exclusivamente en dinero. 

E l  Gobierno Nacional reglamentará las cond iciones , términos y 
requ isitos para gozar de este beneficio, el cual en n ingún caso será 
otorgado a ci ne pub l icitario o te lenovelas,  así  como las 
características de los certificados de inversión o donación 
cinematográfica que expida el M inisterio de Cultura a través de la 
Dirección de Cinematografía . 

Artículo 1 7 . Limitaciones . El beneficio establecido en  el artículo 
anterior se otorgará a contribuyentes del impuesto a la renta que,  
en relación con los proyectos cinematográficos, no tengan la 
condición de productor o coproductor. En caso de que la 
participación se real ice en cal idad de inversión , esta dará 
derechos sobre la uti l idad reportada por la pel ícula en proporción 
a la inversión según lo acuerden inversionista y productor. Los 
certificados de inversión cinematográfica serán títu los a la orden 
negociables en el mercado. Las utilidades reportadas por la inversión 
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no serán objeto de este beneficio. E l  Gobierno Nacional 
reglamentará lo previsto en este artículo. 

La Ley del Cine se puede resumir en tres mecanismos: 

1 .  La creación del Fondo para e l  Desarrollo Cinematográfico, en 
el cual los actores del sector aportan unas cuotas que 
posteriormente se reinvierten en el  mismo sector a través de 
convocatorias públicas y créd itos. En 2004 se otorgaron 2.653 
mi l lones de pesos a 67 proyectos cinematográficos. En 2005 
la inversión corresponde a 8 .020 mi l lones de pesos para 
producción y 3 .868 mil lones para preservación del patrimonio 
aud iovisual ,  d istribución , formación (profesional y de públ icos), 
antip iratería , e investigación en el sector, entre otros. 

2. La titularización de proyectos cinematográficos, o sea la venta 
de pel ículas en etapas de desarrollo para ser adqu i ridas como 
títu los por compradores particulares. U na propuesta de este 
mecanismo ya fue entregada a la Superintendencia de Valores 
por parte del M in isterio de Cultura y Proimágenes en 
Movimiento . 

3. La entrega de beneficios tributarios a las empresas que inviertan 
o donen dinero a pel ículas colombianas. Este mecanismo articula 
y pone a trabajar en equipo a la empresa privada, a los cineastas 
y al Estado 

El procedimiento para donar dinero o invertirlo en pel ículas, contemplado 
en el Decreto 352 de 2004 y en la Resolución 1 292 de 2004 , tiene una 
regulación que se puede sintetizar de la siguiente manera: 

• Los inversionistas o donantes están en l ibertad de elegir la pel ícula 
a la cual van a aportar d inero.  El proyecto cinematográfico debe 
contar con la Resolución de Reconocimiento como Proyecto 
Naciona l ,  expedida por la Dirección de Cinematografía del 
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Ministerio de Cultura .  Este documento respalda a la pel ícu la que 
busca financiación , y certifica que efectivamente es una 
producción nacional o una coproducción colombiana. La 
deducción tributaria no apl ica para inversiones en cintas 
extranjeras o aquellas a las que no se les haya expedido la 
Resolución de Reconocimiento como Proyecto Nacional .  

• Los proyectos cinematográficos que cuenten con la Resolución 
de Reconocimiento como Proyecto Nacional  solo podrán recibir 
inversiones y donaciones en efectivo para que los declarantes 
de renta puedan obtener el beneficio tributario. Las empresas 
privadas que donen e inviertan dinero en el cine deben hacerlo 
a través de un  encargo fiduciario o patrimonio autónomo en una 
ent idad fi nanc iera ,  consti tu ido a nombre del p royecto 
cinematográfico de largometraje o cortometraje aprobado, y abierto 
por el productor. 

• Los inversionistas o donantes podrán apl icar el beneficio 
tributario a su declaración de renta por el período gravable en 
que se real ice la inversión o donación a través del Certificado 
de Inversión o Donación, expedido por el Min isterio de Cultura,  
una vez se haya hecho la consignación en la fiduciaria y se haya 
gastado el dinero en la pel ícula . 

• Las inversiones y donaciones realizadas por los productores y/o 
coproductores de la pel ícula no están amparadas por el 
estímulo tributario . 

En Ecuador, en febrero del 2006 fue aprobada la Ley de Fomento 
del Cine Nacional, la cual crea el Consejo Nacional de Cinematografía 
y el Fondo de Fomento Cinematográfico. 

El artículo 3 de la Ley establece que: 

Artículo 3. Por la producción de obras de cine, las personas naturales 
o juríd icas cal ificadas por el Consejo Nacional de Cinematografía 
estarán exentas de las tasas que graven la filmación y ejecución 
de las mismas dentro del país. 
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En lo que respecta al fomento, la normativa señala el funcionamiento 
del Fondo de Fomento Cinematográfico en el artícu lo 9: 

"Créase el Fondo de Fomento Cinematográfico que será 
administrado por el Consejo Nacional de Cinematografía , al que 
tendrán acceso las personas natura les o juríd icas cuyos proyectos 
hayan recibido la cal ificación a la que se refiere el artículo 2 de 
esta Ley, y que sean calificados de conformidad con el reglamento 
como pel ículas nacionales e independientes de especial interés 
artístico y cultural . No están comprendidas dentro de esta definición 
las pel ículas producidas por personas naturales o jurídicas, que 
sean propietarias , accion istas o socios de las empresas emisoras 
de televisión y de exhibición cinematográfica. El Fondo de Fomento 
Cinematográfico podrá también beneficiar a los exh ibidores 
cinematográficos que regularmente programen largometrajes o 
cortometrajes ecuatorianos ca l ificados por el Consejo Nacional de 
Cinematografía . 

"Los recursos del Fondo de Fomento Cinematográfico serán 
destinados a apoyar med iante concurso, ofrecer créditos o premiar 
la escritura, preproducción, producción , co-producción y exhibición 
de obras cinematográficas ecuatorianas y de otras actividades de 
difusión o capacitación que contribuyan a forta lecer la  cultura 
cinematográfica en la sociedad ecuatoriana. 

"Las fuentes de fi na ncia m iento del Fondo de  Fomento 
Cinematográfico serán :  

a) Los que provengan de l  Fondo Nacional de Cultura, con atención 
a las previsiones de la Codificación de la Ley de Cultura ;  

b )  Las donaciones, transferencias y aportes de  dinero que reciba; 
e) Los destinados en el Presupuesto Genera l  del Estado; y, 
d) Los aportes provenientes de la cooperación internacional . "  

El  Reglamento indica que para hacer efectivos los beneficios de la 
Ley, el Consejo Nacional de Cinematografía, deberá emitir la 
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correspondiente ca l ificáción de pel ícula nacional a las obras 
cinematográficas que cumplan con los requ isitos señalados en el 
artículo 2 de la Ley de Fomento del Cine Nacional :  

Artículo 2: Para hacer efectivos los beneficios contenidos en esta 
Ley, el Consejo Nacional de Cinematografía deberá emitir la 
correspond iente cal ificación de pel ícula nacional , a las obras 
cinematográficas, que siendo producidas por personas naturales 
o j urídicas con domicil io lega l en el Ecuador, reúnan por lo menos 
dos de las siguientes condiciones: 

a) Que el d i rector sea ciudadano ecuatoriano o extranjero 
residente en el Ecuador; 

b) Que al menos uno de los guionistas sea de nacionalidad 
ecuatoriana o extranjero residente en el Ecuador; 

e) Que la temática y objetivos tengan relación con expresiones 
culturales o históricas del Ecuador; 

d )  Ser real izadas con equipos artísticos y técnicos integrados 
en su mayoría por ciudadanos ecuatorianos o extranjeros 
domicil iados en el Ecuador; y, 

e) Haberse rodado y procesado en el Ecuador. 

Las coproducciones real izadas por productores nacionales 
asociados o productores extranjeros podrán ser consideradas como 
obras nacionales; y en consecuencia ser objeto de los beneficios 
de la Ley de Fomento del Cine Nacional, cuando además de cumplir 
con las d isposiciones del artícu lo 2,  en virtud del contrato de co­
producción, el porcentaje de participación económica del productor 
ecuatoriano y la contratación del personal técnico y artístico nacional 
no sean inferiores al 30 por ciento. 

En caso de no existir acuerdo de coproducción con el pa ís 
coproductor, se reg i rá según  el Acuerdo Latinoamericano de 
Coproducción Cinematográfica ,  suscrito en Caracas Venezuela, en 
el año 1 989. 
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En 1 994 se aprobó la Ley de Cinematografía Peruana N° 26370. E l  
Reglamento de esa ley fue aprobado en 1 995, quedando así expedita 
para su aplicación . La original idad de esta ley, que hasta hoy tiene 
vigencia, descansa en el reconocimiento del cine como un "hecho 
cultural y de comunicación . En mérito a eso, el Estado se fija como 
objetivo fomentar la producción de pel ículas nacionales, procurando 
sobre todo la promoción de nuevos real izadores."307 

Para efectos de la aplicación de la legislación cinematográfica, la misma 
Ley crea un organismo, el CONACINE (Consejo Nacional de 
Cinematografía Peruana), ente rector dependiente del M inisterio de 
Educación . 

El fomento estatal consiste en un s istema de concursos que premia 
en forma anual a seis proyectos de largometraje que se consideren 
merecedores de este estímulo. Además, se premia a 48 cortometrajes 
filmados y editados. La calificación en ambos casos la realiza un jurado 
de especial istas designado por el CONACINE.  

Los premios consisten en montos no reembolsables que se destinan 
a la producción de las cintas: 1 6  Unidades Impositivas Tributarias U IT 
para los cortos, mientras que los prem ios a los proyectos ascienden 
270 U IT, para el primer puesto, 1 95 para el segundo lugar y 1 55 para 
el tercero. 

No obstante , a pesar de que la ley ordena premiar anualmente seis 
largos y 48 cortos el presupuesto que el Estado deriva a l  CONACINE 
no logra cubrir  todo el presupuesto de producción, ocasionando de 
esta forma que este organismo solo pueda premiar tres largos por 
año y menos de 20 para el  caso de los cortos. 

Coincidentemente y con cierto a i re simbólico ,  e l 28 de d iciembre de 
1 995 se conmemoró el centenario de la  primera función de cine 
real izada por los hermanos Lumiere ,  en esa misma fecha que el  

307 Bedoya, Ricardo, 100 años de cine en  e l  Perú, Una historia crítica, Lima, Universidad de  
Lima, 1 995, p.447. 
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gobierno peruano expidió las resoluciones designando a sus tres 
representantes ante el CONACINE ,  un miembro del  Ministerio de 
Educación, el segundo del I nstituto Nacional de Cu ltura ,  y el tercero 
del I nstituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la Protección 
de la Propiedad Intelectua l ,  ( lndecopi) .  De este modo, sumados a los 
siete representantes cinematográficos eleg idos por votación de los 
gremios (un director, un productor, un docente, un técnico,  un autor, 
un distribu idor y un exhibidor) se completó el número de miembros 
que integran d icho organismo. 

Entre las funciones asignadas por la ley, mediante las cua les, los 
miembros del CONACINE se comprometieron a trabajar desde el inicio 
tenemos:  

• Fomentar  la  p rod ucción nac iona l , i m p u lsando su 
perfeccionamiento. 

• Promover la difusión de nuestro cine, en especial la interacción 
con la cinematografía latinoamericana. 

• Preservar nuestro patrimonio audiovisual, mediante la restauración, 
conservación y archivo fílm ico . 

• Promover la enseñanza del lenguaje cinematográfico. 
• Real izar los concursos cinematog ráficos anuales y otros 

certámenes semejantes. 
• Organizar y mantener los registros cinematográficos. 

Durante el 2004, en Chi le fue publicada la Ley No 1 9 .981 , de fomento 
audiovisua l ,  también conocida como "Ley del Cine", mediante la cual 
el Estado "apoya , promueve y fomenta la creación y producción 
audiovisua l" .  

Dos son los principales puntos de esta ley. El primero es la creación 
del Consejo del Arte y la I ndustria Audiovisua l ,  que funcionará como 
parte del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes .  308 Este consejo 
estará formado, entre otros, por el Presidente del Consejo Nacional 

308 http://www.cnca.cl/index.php. 
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de la Cultura y las Artes, representantes del M in isterio de Educación , 
de los directores de largometrajes, de d irectores de documentales, 
de productores , de actores y actrices,  de técnicos aud iovisuales y 
académicos del área. 

Algunas de sus funciones serán fomentar la distribución de obras 
audiovisuales chilenas mediante programas y subvenciones, fomentar 
la difusión del cine en general  mediante el apoyo a clubes y salas 
especiales, proponer acciones orientadas a la formación de talentos 
y al desarrol lo de la cinematografía nacional .  
El segundo punto es la creación del Fondo de Cultura Audiovisual , 
destinado a otorgar ayuda financiera para la concreción de proyectos 
audiovisuales y de actividades de difusión . El fondo contará 
anualmente con 1 .  700 mi l lones de pesos y será administrado por el 
mencionado Consejo. Algunos de los destinos específicos que detalla 
la ley para estos dineros son :  concursos públicos para el financiamiento 
de largometrajes, promoción y difusión de obras nacionales en el 
extranjero ,  financiamiento de becas y pasantías, financiar programas 
de resguardo de patrimonio aud iovisual ch i leno, apoyar el  desarrol lo 
de festivales y eventos , y financiamiento de programas de formación 
l levadas a cabo por centros culturales. 

Se deberá crear un reglamento que defina los criterios de selección ,  
evaluación y asignación de d ineros de l  fondo para los proyectos que 
lo sol iciten . 

Esta ley in ició su tramitación en el Congreso Nacional el 9 de octubre 
de 2001 y fue promulgada el 3 de noviembre de 2004 . 
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Regulación de la empresa 
periodística 

Marco j u rídico de la  prensa 

La prensa escrita en México tiene una regu lación juríd ica positiva con 
grandes dosis de polémica y de ineficacia que,  por ende , afectan el 
principio de seguridad juríd ica que hubiese sido deseable en la 
legislación de la materia. Esto se infiere de tres razones principales: 

1 .  En primer término porque se trata de una leg islación previa a 
la Constitución pol ítica de 1 9 1 7, circunstancia q ue en principio 
impl icaría la abrogación de dicho cuerpo normativo, en virtud 
de haberse abrogado también su norma fundante básica; es decir, 
la Constitución de 1 857 , conforme a la que pudo expedi rse la 
Ley de Imprenta que, pese a todo, es la única referencia jurídica 
que existe sobre la materia a la fecha. 

2. En segundo térm ino, porque la Ley de Imprenta no se expidió 
de acuerdo con el proced imiento previsto en el ordenamiento 
jurídico (trátese conforme a la Constitución de 1 857 o a la vigente 
de 1 9 1 7),  sino por una competencia cuestionable auto­
otorgada por el jefe del ejército constitucional ista , Venustiano 
Carranza , razón por la que en el mejor de los casos equipara 
esta ley a la figura de decreto del Ejecutivo, con las l imitaciones 
normativas que implica en cuanto a su fuerza legal como norma 
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reglamentaria de un artículo constitucional ,  aunque sólo sea en 
forma provisional ,  según reza en los considerandos de la ley. 

3. En tercer término, porque la conducta contraria a la prevista como 
debida por la norma no se sanciona con las penas establecidas 
en la legislación, ya que la evolución de la sociedad civil supone 
una reforma de actitud y comportamiento que no se ha reflejado 
en las h ipótesis normativas que se desprenden del conjunto de 
artículos de la Ley de Imprenta, pero sí en los órganos 
jurisdiccionales que se han negado, la mayor parte de las veces, 
a impartir justicia ten iendo como fundamento legal la Ley de 
Imprenta. 

Esta d iscusión se comprende si se anal iza el contexto en el que se 
creó nuestra legislación de imprenta . Una vez concluidos los trabajos 
del Congreso Constituyente de 1 91 7, pero antes de la entrada en vigor 
de la nueva Carta Magna (el 1 de mayo de 1 91 7) ,  fue expedida la 
conspicua Ley de Imprenta por don Venustiano Carranza "entre tanto 
el Congreso de la Unión reglamenta los artículos 6 y 7 de la Constitución 
General de la Repúbl ica ."309 

Al respecto se ha generado una larga discusión en torno de la val idez 
de dicha ley.310 Y es que en estricto sentido formal , como se dijo, la 
Ley de Imprenta fue abrogada por la  Constitución de 1 9 1 7  al 
desaparecer la norma fundante conforme a la que se expidió. 

Desde el punto de vista del derecho positivo , una norma requiere 
satisfacer dos condiciones para considerarse vál ida;  es decir, 
existente. Primero, que en su proceso de producción se haya cumplido 
con todas las formas legales previstas en el ordenamiento normativo 
como debidas para producir normas juríd icas . Y segun·do,  que tenga 
un mínimo de eficacia;  es decir, que se aplique en los hechos, bien 
en sentido positivo, a l  acatar los sujetos sometidos a l  orden jurídico 

309 Decreto 24, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 9 de abril de 1 9 1 7 . 
31 0 Cfr Burgoa, Ignacio, op.cit., nota 60, pp. 363-365; Castro, Juventino, Op. cit. , nota 33, pp. 

1 2 1 - 1 23.  
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el deber ser contenido en la h ipótesis normativa , o bien en sentido 
negativo, que opera cuando se impone la sanción a la conducta 
contraria a la prevista como debida en la norma. 

En lo que concierne a la Ley de Imprenta de 1 9 1 7 , cabe señalar que 
salvó una de las condiciones de val idez relativa al origen de la norma, 
en virtud de una tesis  j urisprudencia! de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, según la cual la legislación preconstitucional "tiene fuerza 
legal y debe ser cumplida, en tanto que no pugne con la Constitución 
vigente, o sea expresamente derogada."311 Todo ind ica que la Corte 
pensó que se trataría de una ley transitoria y que era mejor tener una 
ley provisional a no tener ningún desarrollo normativo de los artículos 
6 y 7 constitucionales. La primera sentencia que fija una postura sobre 
el di lema de la val idez normativa de la citada Ley de Imprenta es la 
emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia al resolver 
en la sentencia de amparo d irecto 3723 de 1 92 1  lo siguiente: 

"La citada Ley de I mprenta de 1 9 1 7  fue exped ida por el 
Ciudadano Primer Jefe del Ejército Constitucional ista , Encargado 
del Ejecutivo de la Nación, en virtud de las facultades de que se 
hal laba investido en todos los ramos de la administración públ ica, 
asumiendo también facultades legislativas, dentro del régimen 
PRECONSTITUCIONAL que prevalecía entonces. A este respecto, 
esta Suprema Corte de Justicia ha establecido jurisprudencia 
constante en el sentido de que la 'Legislación Preconstitucional' 
tiene fuerza legal y debe ser cumpl ida, en tanto que no pugne con 
la Constitución, o sea expresamente derogada (Semanario 
Judicial de la Federación .- Sección de Jurisprudencia, página 288 1 
del tomo XXX); y con tanta mayor razón debe estimarse así, 
tratándose de d icha Ley de Imprenta, puesto que no fue expedida 
ni empezó a regir dentro de un periodo plenamente constituciona l ,  
es  deci r, s in  vínculo alguno con la Constitución, toda vez que ésta 
fue exped ida el cinco de febrero de mi l  novecientos diecisiete; FUE 
PUBLICADA DESDE LUEGO POR DISPOSICIÓN EXPRESA DEL 

3 1 1  Apéndice del Semanario Judicial de la Federación 1 9 1 7- 1 975, Octava Parte, p. 214 .  
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ARTÍCULO 1 °, transitorio, de la misma; comenzó a tener 
apl icación ,  también desde luego� en la parte a que se refiere el 
m ismo precepto y, por ú ltimo, entró en todo su vigor e l  pri mero de 
mayo siguiente. Por lo tanto , a l  expedirse la Ley de I mprenta el 
nueve de abri l ,  para que comenzara a reg ir el d ía quince del mismo 
mes , no puede estimarse como una ley de carácter netamente 
preconstitucional ,  sino más bien como REGLAMENTARIA DE LOS 
ARTÍCULOS SEXTO Y SÉPTIMO DE LA CONSTITUCIÓN puesto 
que ésta ya había sido exped ida; y en estas condiciones, cabe 
estimar, fundadamente, que al expedi rse la repetida Ley de Imprenta 
no se persiguió otro propósito que el indicado, ya que habría carecido 
de objeto expedirla para que sólo estuviera en vigor por el perentorio 
término de d iecisiete d ías, y tanto es así ,  q ue fue expedida 
d iciéndose expresamente "entretanto e l  Congreso de la Unión (que 
debía instalarse el primero de mayo sigu iente) reglamenta los 
artículos sexto y séptimo de la Constitución General de la República"; 
y como no se ha derogado ni reformado d icha Ley de Imprenta , 
n i  se ha expedido otra, es indudable que debe estimarse en todo 
su vigor. "  

Esta tesis j urisprudencia! nos parece equ ivocada en virtud de que si 
bien es cierto que la Constitución de 1 91 7  se había expedido, también 
lo es que no se había in iciado su periodo de vigencia, requis ito 
fundamenta l para considerar obl igatoria y vál ida una norma juríd ica .  
Es criticable también que esta ley se haya expedido como un decreto 
del Ejecutivo, s in observar e l  procedimiento juríd ico de producción 
normativa, en especial porque se trata de una ley reglamentaria de 
un derecho fundamenta l .  

Pero s i  la constitucional idad de la  Ley de Imprenta es cuestionable,  
otro problema de ley reside en su falta de eficacia duradera ,  ya q ue 
los sujetos del orden jurídico no han constreñido su conducta al deber 
ser de la norma n i  los órganos jurisdiccionales han impuesto sanciones 
con fundamento en dicha leg islación. Es cierto que el artículo 1 O del 
Código Civil Federal d ispone que "Contra la observancia de la ley no 
puede alegarse desuso, costumbre o práctica en contrario", pero 
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también lo es que una norma juríd ica que carece de eficacia no es 
útil para la sociedad porque incumple su final idad esencial :  regular 
la  conducta humana. 

El derecho debe servir como instrumento de reforma y de cambio social .  
He aquí el argumento más importante para sostener que la reforma 
de la Ley de Imprenta y su consecuente actual ización se impone como 
asignatura prioritaria que no debería admitir demora .  

La reglamentación correspondiente debe orientarse a satisfacer las 
formas nuevas de percepción y de gestión cultura l  que han 
permeado en este periodo de transición democrática , caracterizada 
por la irrupción de la sociedad civi l  en los asuntos de interés genera l .  
Por ello debe traduci rse en derecho positivo la  l ibertad de i nformación 
fáctica que, sin duda , rebasó los l ím ites acotados previstos en la 
polémica Ley de Imprenta de 1 91 7, pues solo la norma jurídica puede 
darle objetividad a los actos subjetivos con los que se al ienta y 
promueve la l ibertad de información en la actualidad . 

Con el transcurso de estos años la sociedad civil ha ido cobrando cuerpo 
y presencia cada vez más relevante en los asuntos públicos, merced al 
proceso acumulativo de conocimiento que experimenta un número 
creciente de ciudadanos preocupados y ocupados en su destino común. 
Esta circunstancia es un factor de peso para que la prensa, o al menos 
un sector de ésta, se encuentre en tránsito entre el sistema que privilegia 
las verdades un ívocas de inspiración gubernamental y el que abre sus 
pág inas a la crítica que señala errores y reconoce aciertos, con lo que 
se enriquece el proceso social de toma de decisiones. 

Por esto, como sostiene Juventino V. Castro,312 "no deja de ser llamativo 
el que una ley reglamentaria tan importante no haya sido reglamentada 
d i rectamente por el Congreso de la Un ión ,  s in que pueda valorarse 
la razón desconocida de esta inactividad legislativa cuya trascendencia 
es obvio que resalta ."  

3 1 2  Castro, Juventino V. Op. cit. , nota 33 ,  p .  1 23. 
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Elementos de legislación extranjera 

En el derecho comparado es importante destacar que si bien cada 
pa ís tiene particularidades, salvo los pa íses que practican el sistema 
de derecho anglosajón , la mayoría de las naciones cuenta con una 
legislación de prensa. 

En lberoamérica , por ejemplo, este aserto se documenta con la 
siguiente relación de leyes313: 

• Bol ivia , Ley de Imprenta, del 1 9  de enero de 1 925; 
• Brasi l ,  Ley número 2 083, del 12 de noviembre de 1 953 sobre 

la regulación de la prensa ; 
• Colombia, Decreto Legislativo número 271 , del 29 de octubre de 

1 957, por el que se d ictan disposiciones sobre prensa; 
• Costa Rica , Ley de Imprenta, del 1 8  de diciembre de 1 934; 
• Ecuador, Ley del Ejercicio Profesional del Periodista, del 30 de 

septiembre de 1 995; 
• El Salvador, Ley de Imprenta, del 7 de octubre de 1 950; 
• Guatemala, Ley de Emisión del Pensamiento, del 24 de marzo 

de 1 956; 
• Haití ,  Ley sobre la Prensa, del 1 3  de junio de 1 950 ; 
• Honduras, Ley de Emisión del Pensamiento, del 26 de jul io de 1 958; 
• Nicaragua, Ley General sobre los Medios y la Comunicación 

Social, del 27 de abri l de 1 989; 
• Panamá, Ley de Medios de Comunicación Social y Publicación 

de Materia/ Impreso, del 1 O de febrero de 1 978; 
• Paraguay, Ley de Prensa, del 1 O de junio de 1 940; 
• República Dominicana, Ley de Prensa, del 1 2  de marzo de 1 949; 
• Venezuela, Ley del Ejercicio del Periodismo, del 22 de diciembre 

de 1 994, y 
• Uruguay, Ley 1 6  099 de Prensa, de abri l de 1 988. 

313 Es importante señalar que algunas leyes que aquí  se citan se reformaron y, en algunos 
casos, han sido sustituidas por nuevos cuerpos jurídicos. Destaca, sobre todo, que existe 
una tendencia general en lberoamérica a contar con normas de derecho vigente en materia 
de prensa. 
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Normatividad de l a  d i rección period ística 

La regulación juríd ica de la d i rección de periódicos y publicaciones 
es un aspecto de gran importancia en las legislaciones nacionales 
sobre medios, pues se trata del sentido que se le imprime a la 
información que se proporciona a la sociedad civi l .  A nadie escapa 
que la d irección de un medio puede constituir un instrumento de 
transmisión de determinadas pautas conductuales, que puede 
implicar cambios de conducta, de percepción y de criterio de la sociedad 
sobre los más distintos temas de la vida nacional . 

Por este poder tentativo de gran efecto social, las leyes reglamentarias 
de la l ibertad de prensa y de expresión de algunos países establecen 
como requisito imprescindible para ser d irector de un medio de 
comunicación la acreditación de la ciudadanía nacional y el pleno uso 
de los derechos civi les y pol íticos. En México , esta inquietud está 
tutelada en la Carta Magna, artículo 33, en el ú ltimo párrafo que señala: 
"Los extranjeros no podrán de n inguna manera inmiscuirse en los 
asuntos pol íticos del país" . De igual forma,  de manera correlativa , el 
art ículo 35 constitucional ,  fracción 1 1 1 ,  dispone que: "Son prerrogativas 
del ciudadano: Asociarse l ibre y pacíficamente para tomar parte en 
los asuntos pol íticos del pa ís". 

No cabe duda que la dirección de la prensa no puede permanecer 
al margen de los asuntos pol íticos del pa ís ,  en virtud de la naturaleza 
period ística de informar y de generar opinión pública mediante el 
análisis de los grandes problemas nacionales. 

Así ,  un razonamiento lógico supone que la legislación secundaria 
prescriba el requisito de que el director de un medio sea ciudadano 
en pleno uso de sus derechos civi les y pol íticos, en arreg lo a lo 
d ispuesto en los art ículos 33 y 35, fracción 1 1 1 ,  de la Constitución. No 
es, sin embargo, el caso de la legislación vigente en México. 

En flagrante violación a las d isposiciones constitucionales sobre la 
materia, la Ley de Imprenta permite que un extranjero pueda ser director 
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de un medio escrito, según se concluye del artículo 26 de la ley, referida 
que establece: "En ningún caso podrán figurar como directores, editores 
o responsables de artículos o periódicos, l ibros y demás publicaciones, 
personas que se encuentren fuera de la República o que estén en 
prisión o en l ibertad preparatoria, o bajo caución, por del ito que no 
sea de imprenta."  

Más aún, el hecho de que la Ley de Imprenta introduzca sanciones 
con una deficiente técnica juríd ica permite el  incumpl im iento, pues 
su infracción está sancionada con la simbólica multa que va de 25 
a 1 00 pesos. 

Elementos de legislación extranjera 

En e l  derecho comparado, el bien juríd ico protegido es la integridad 
de la nación . Esto se deduce del contenido normativo de las 
d isposiciones análogas al tema que nos ocupa. Así ,  por ejemplo, en 
España la franquista Ley de Prensa e Imprenta de 1 966 establece 
en el artículo 35 que: "Para desempeñar el cargo de d i rector serán 
requisitos imprescindibles: tener la nacional idad española ,  hal larse 
en el pleno ejercicio de los derechos civi les y pol íticos, resid ir  en el 
lugar donde el periódico se publ ica o donde la agencia tiene su sede 
y poseer el título de periodista inscrito en el Registro Oficial . "  

Lo mismo ocurre en Panamá, en  donde e l  Decreto de Gabinete 343 
dispone en el artícu lo 1 0 : "todo periódico debe tener un d irector 
responsable. El director deberá ser persona que no goce de inmunidad, 
ser panameño, mayor de edad y se encuentre en el pleno goce de 
sus derechos civi les y poi íticos" . 

En Honduras la regulación legal de la dirección period ística es todavía 
más exigente por dos razones: primero, porque está prevista en la 
Constitución y, segundo, porque establece como requ isito no solo la 
ciudadanía, sino que ésta provenga de la nacionalidad por nacimiento. 
En efecto, el último párrafo del artículo 73, último párrafo, de la 
Constitución de Honduras, dice: "La d i rección de los periód icos 
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impresos, rad iales o televisados, y la orientación intelectual ,  pol ítica 
y administrativa de los mismos, será ejercida exclusivamente por 
hondureños por nacimiento . "  

Deberes administrativos de la empresa periodística 

Además de establecer restricciones informativas para salvagüardar 
el derecho a la privacidad individual y el respeto a la moral y el  orden 
público, e l  derecho positivo introduce una serie de obl igaciones 
administrativas con el propósito de contribuir también a preservar dichos 
derechos, así  como a fomentar la educación y la cultura a través de 
las publ icaciones. 

Las obligaciones administrativas de la prensa se encuentran tanto en 
la Ley de Imprenta como en el Reglamento sobre Publicaciones y 
Revistas Ilustradas que regula a detal le, sin alterar ni modificar, e l  
contenido de los artículos 2 ,  4 ,  y 14 de la Ley Federal de Educación. 

Llama la atención que e l  órgano competente para aplicar el 
Reglamento sobre Publicaciones y Revistas Ilustradas sea la 
Secretaría de Gobernación y no la de Educación Pública, ya que se 
trata de un instrumento reglamentario de la Ley de Educación Pública 
con propósitos de difusión y preservación de la cu ltura, y no de un 
medio represivo y l imitativo de la  l i bertad de información . 

Empero,  los considerándos del reglamento de referencia sostienen 
que los integrantes de la Comisión Calificadora " serán designados 
por el Ejecutivo Federal por conducto de la Secretaría de Gobernación , 
con objeto de mantener congruencia en la  sucesión de normas 
protectoras a la educación y la  cultura, y tomando en consideración 
además la redistribución de competencias que señala la Ley 
Orgánica de la Admin istración Públ ica Federal ,  que asigna a la 
Secretaría de Gobernación la facultad de vig i lar que las publicaciones 
impresas se mantengan dentro de los l ímites del respeto a la vida 
privada, a la paz y moral públicas y a la dignidad personal ,  y no ataquen 
los derechos de terceros n i  provoquen la comisión de algún del ito o 
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perturben el orden públ ico."  

Así pues, las publ icaciones deben cumplir tres tipos de obligaciones : 

1 .  La que deriva de la Ley de Imprenta y se conoce como "pie de 
imprenta." Esta obl igación está prevista en el artículo 1 5  de la Ley 
de Imprenta y consiste en que todo escrito susceptible de ser 
distribuido, exhibido al públ ico, o ambos, debe "forzosamente 
contener el nombre de la imprenta , l i tografía , tal ler de grabado u 
oficina donde se haya hecho la impresión ,  con la designación exacta 
del lugar donde aquélla está ubicada , la fecha de la impresión y 
el nombre del autor o responsable del impreso", pues de lo contrario, 
el dueño de la imprenta u oficina en que se hizo la publ icación se 
hará acreedor a una sanción consistente en una multa "que no 
bajará de 25 pesos ni excederá de 50, sin perju icio de que si la 
publ icación contuviere un ataque a la vida privada ,  a la moral o a 
la paz públ ica se castigue con la pena que corresponda ."  

2. De igual forma, e l  artículo 20 de la Ley de Imprenta prescribe que 
en toda publ icación periód ica "deberá expresarse el l ugar en que 
esté establecida la negociación o administración del  periódico y 
el nombre, apell ido y domicilio del director, administrador o regente, 
bajo la pena de cien pesos de multa . "  

3. Las provenientes del Reglamento de Publicaciones y Revistas 
Ilustradas, cuya Comisión Cal ificadora tiene la atribución de expedir 
los "certificados de l icitud de título y contenido" . Para la obtención 
de estos certificados las publ icaciones deben observar las 
siguientes restricciones en sus contenidos , según lo dispuesto en 
el artículo 6, del Reglamento : 
a) Contener escritos, d ibujos, grabados, pinturas, impresos, 

imágenes, anuncios, emblemas, fotografías y todo lo que directa 
o indirectamente induzca o fomente vicios o constituya por s í  
mismo un del ito. 

b) Adoptar temas capaces de dañar la actitud favorable al trabajo 
y al entusiasmo por el estud io.  
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e) Describir aventuras en las que, eludiendo las leyes y el respeto 
a las instituciones establecidas, los protagonistas tengan éxito 
en sus empresas. 

d) Proporcionar enseñanza de los proced imientos util izados para 
, la ejecución de hechos contrarios a las leyes, la moral o las 

buenas costumbres. 
e) Contener relatos por cuya intención o por la cal idad de los 

personajes provoque directa o indirectamente desprecio o 
rechazo para el pueblo mexicano, sus aptitudes, costumbres y 
tradiciones . 

f) Util izar textos en los que sistemáticamente se empleen 
expresiones contrarias a la corrección del idioma. 

El  Reglamento establece sanciones pecuniarias y penales a qu ienes 
incumplan o hagan mal uso de los certificados de l icitud de títu lo y 
contenido previamente otorgados . En efecto, el artículo 9 del 
Reglamento prescribe como sanción máxima la multa de 1 00 pesos 
o arresto hasta de 36 horas, según las circunstancias personales del 
infractor, los móvi les de su conducta y la gravedad del hecho. La 
reincidencia puede sancionarse con el doble de la mu lta in icia l .  

S in  embargo, la sanción más efectiva para el editor cuya publ icación 
carezca de los correspondientes certificados de l icitud de títu lo y 
conten ido res ide en que  d ichos certifi cados son requ is itos 
imprescindibles para el registro del título, de la cabeza o del contenido 
de las publ icaciones periódicas en I nstituto Nacional del Derecho de 
Autor ( INDAUTOR).314 

El Reglamento también establece en los artículos 5, fracción 1 1 1 ,  y 1 2  
que "la Dirección General de Correos solo permite la circulación postal 
de las pub l icaciones periód icas,  s iempre que a la sol icitud 
correspondiente se acompañe los certificados de l icitud. "  

3 1 4  El 24 de diciembre d e  1 996, aparece l a  nueva Ley Federal del Derecho d e  Autor, entrando 
en vigor el 24 de marzo de 1 997. Ésta nueva Ley da nacimiento al Instituto Nacional del 
Derecho de Autor ( INDAUTOR), como un organismo desconcentrado de la Secretaría de 
Educación Pública. 
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Para el lo ,  el Reglamento invoca el artículo 44 1 de la Ley de Vías 
Generales de Comunicación; sin embargo, debe hacerse notar que 
ese precepto legal se derogó en virtud de lo d ispuesto en el artículo 
segundo transitorio de la Ley del Servicio Postal Mexicano, que dice : 
"Se derogan el l ibro sexto "Comunicaciones Posta les" de la Ley de 
Vías Generales de Comuni cación ,  así como todas aquel las 
disposiciones que se opongan a esta Ley". Empero, no por este motivo, 
la prescripción reglamentaria pierde fuerza, pues la Ley del ServiCio 
Postal Mexicano dispone en el  artículo 6 que :  "El  correo y los servicios 
diversos se rigen por esta ley, por los tratados y conven ios 
internacionales y por las demás leyes y reglamentos apl icables." 

Publ icidad g u bernamental 

En México, uno de los aspectos criticables de la relación entre prensa 
y Estado es la poca transparencia con que se manejan la asignación 
de recursos públ icos a los medios. Se trata de elementos de una 
relación singular que no transita por el  sendero de la democracia n i  
se apega a derecho; antes bien,  se trata de un convenio de intereses 
privados, pol íticos o comerciales que, por supuesto, impide el ejercicio 
pleno de la l ibertad de información .  

El  uso patrimonial de l  presupuesto público se ha  convertido en un  
sistema de estímulos, recompensas y sanciones para la prensa 
mexicana, mediante el cual los órganos del Estado han intentado 
orientar  formar la opinión pública ,  en algunos casos con éxito, en otros 
no tanto .  El manejo de los recursos públ icos para fines privados ha 
formado un contexto propicio para alejar a la prensa -al menos a un 
importante segmento de ella- de su verdadera función social : informar 
con veracidad a los ciudadanos sobre hechos de interés público.  

Con todo, el hecho de que se viva en un estado de naturaleza 
hobbesiano en esta materia no significa que en el país se carezca 
de un marco normativo aplicable. En efecto, en el ámbito federa l ,  la 
base legal sobre la publ icidad gubernamental consiste impl ícitamente 
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en los "Lineamientos para la aplicación de los recursos federales 
destinados a la publ icidad y d ifusión, y en genera l  a las actividades 
de comunicación social , "  emitido el 22 de d iciembre de 1 992 por las 
Secretarías de Gobernación, de Hacienda y Créd ito Públ ico y la 
Contraloría , y que permanece aún en vigor.315 

De acuerdo con los l ineamientos de referencia los recursos 
destinados a publ icaciones, i nserciones, anuncios , d iscursos, 
menciones y demás erogaciones relacionadas deben:  

a) Limitarse exclusivamente al desarrol lo de los programas de 
d ifusión e i nformación o promoción interna o externa de las 
dependencias o entidades (artículo cuarto) .  

b) Seleccionarse d iarios o revistas de ampl ia circulación y 
cobertura ,  de manera tal que se garantice que la i nformación 
respectiva l legue a sus destinatarios (artícu lo sexto) .  

e) Evitarse erogaciones para sufragar los gastos de reporteros y 
periodistas, que en su caso deberán correr a cargo de los medios 
de comun icación correspondientes (art ículo octavo) .  

el) Evitarse traspasos a las partidas 360 1 (gasto de propaganda) ,  
3602 (impresiones y publicaciones oficiales), 3603 (espectáculos­
culturales), 3604 (servicios de telecomunicación) y 3605 (otros 
gastos de d ifusión e información) de otras partidas (artículo 
noveno). 

e) Abstenerse de autorizar la apl icación de recursos asignados al  
pago de viáticos y pasajes para sufragar gastos de terceras 
personas o de actividades ajenas al servicio oficial (artículo 
decimosegundo ) . 

f) Efectuar los pagos en cheques nominativos por cua lquier 
concepto de las partidas citadas independientemente del monto 
de los mismos. 

Los objetivos de estos l ineamientos fueron debidamente ponderados 
en su oportun idad por el gobierno mexicano, a través del vocero de 

3 1 5  En base a ese acuerdo año con año la Secretaría de Gobernación expide un acuerdo sobre 
la materia. 
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la Secretaría de Gobernación , quien señaló que: "Los l ineamientos 
publ icados el 22 de diciembre pasado ( 1 992), junto con otras medidas 
puestas en práctica con anterioridad son ,  sin duda, un paso más en 
el d iseño de un nuevo marco en el que convergerán y encontrarán 
acomodo los intereses gubernamentales, los de los propios medios 
y los de los ciudadanos. Corresponden a la necesidad de poner en 
práctica una nueva pol ítica de comunicación social abierta , al margen 
de autocomplacencias, que contribuya a formar una opinión públ ica 
actuante e informada. La cultura del boletín , de la publ icidad o 
propaganda disfrazada de información, no puede seguir  teniendo 
espacio entre nosotros. Pero tampoco pueden imperar tendencias 
manipuladoras disfrazadas de información . Estas perversiones o 
desviaciones se deben cancelar como condición para iniciar una nueva 
etapa en la relación gobierno-medios."316 

No obstante, el alcance de estos l ineamientos se redujo, en los hechos, 
a una l ista de buenos propósitos, sin mayores n iveles de eficacia 
normativa por varias razones, entre las que destacan las siguientes: 

a) Los l ineamientos constituyen un ejemplo de normas juríd icas 
del menor nivel jerárquico normativo; por tanto, pueden ser 
reformados, adicionados o abrogados discrecionalmente por los 
órganos del Ejecutivo Federal que las acordaron. 

b) Por tal  motivo, los l ineamientos no introducen sanciones a las 
conductas contrarias a las previstas como debidas en el 
articu lado, y así, estas instrucciones tienen un carácter más 
declarativo que imperativo. 

e) De igual forma,  no se establecen criterios objetivos para 
seleccionar las publ icaciones susceptibles de recibir publ icidad 
institucional ,  circunstancia que permite una ampl ia interpretación 
por parte de los responsables de comunicación social de los 
órganos de la administración públ ica federal . 

3 1 6  Palabras de Jorge Medina Viedas, director general de Comunicación Social de la Secretaría 
de Gobernación. Medina Viedas, Jorge, "Hacia un nuevo rumbo", Segundo Simposio 
Internacional de Editores de Periódicos Diarios, México, noviembre de 1 993. 
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En virtud de la genera l idad se pueden identificar asignaciones 
publicitarias que van en contra de las prácticas éticas y normas jurídicas 
comúnmente aceptadas . 

Véase un ejemplo de cómo se gastó en la Administración Públ ica 
Federal en materia de comun icación social : 

Todos los montos en pesos mexicanos y con IVA 

1 .  Nombre de la i nstitución : I nstituto de Seguridad y Servicios 
Sociales de los Trabajadores del Estado ( ISSSTE) 
Total del gasto: $ 1 2,599,589.71  
Observaciones : 
• Seis entrevistas de ocho minutos c/u .  ($ 28, 1 52 .00), Maria 

Alejandra Quera Aguilar, por cadena rad iofónica e l  24/1 1 /2005 
• Entrevista en radio y televisión de H idalgo e l  29/ 1 1 /2005 por $ 

22,425.00 
• En medios electrónicos: 

• Se gastó : $ 1 0, 924,377 .31  
• Se desatacan TV Azteca, Grupo Rad iodifusoras Capita l ,  Radio 

Trece Nacional ,  Opina Estudios de Opinión, México Radio, Grupo 
Aci r  Nacional , l nfored Comercial ,  Sistema Rad iopol is, GRC 
Publ icidad , Radio y Televisión de H idalgo, I MER, Proveedora 
Comercial Imagen, Productora y Comercializadora de Televisión. 

2. Nombre de la institución :  I nstituto Mexicano del Seguro Social 
( IMSS) 
Total del gasto: $ 463 ,329,738.95 
Observaciones : 
• Pago por estudio (pre-campaña y post-campaña) a Henry Alfredo 

Stone Langarica (RFC: SOLH530 1 1 2KZO) por $ 42,550.00 el d ía 
28/02/2005 

• Pago por Postproducción a Francisco de la Fuente Pérez (RFC: 
FUPF6 1 0 1 01 E64) por $ 34 ,500.00 el  d ía 3 1 /03/2005 

• Pago por estudio (pre-campaña y post-campaña) a Delfos 
Comunicación Prospectiva (RFCB :  DCP96081 6BPOO) por $ 
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281 , 750.00 el d ía 3 1 /05/2005 
• Pago por diseño y servicios publ icitarios a Proeza BDDP (RFCB: 

PBD9606 1 3N380) por $ 309 ,350 .00 el 3 1 /05/2005 
• Pago por estudio (pre-campaña y post-campaña) a WMC y 

Asociados (RFCB: WAS9401 21 LV30) por $ 201 ,250.00 el 
30/06/2005 

• Carlos Valdez Ramírez (El Noticiero de Col ima) es director general 
(RFC: VARC4602 1 1 UE9), por $ 1 1 ,500.00 el 2 1 /06/2005, el 
1 2/1 1 /2005 por $ 1 1  ,500.00, el 1 3/1 2/2005 por $ 8,625.00 

3. Nombre de la institución : Comisión para la Regu larización de la 
Tenencia de la Tierra (CORETT) 
Total del gasto : $ 91 1 ,445.72 
Observaciones: 
• 1 1 2  spots y cuatro entrevistas por $27,600 a Fútbol Hot (RFCB: 

FH001 081 3E240) radiod ifusora loca l ,  el 25/1 0/2005 

4. Nombre de la institución: Linconsa 
Total del gasto con IVA: $ 1 ,7 1 1 ,775.20 
Observaciones: 
• Dos entrevistas telefónicas y dos notas informativas a radio Xexe 

(RFC: RXE871 202H DAO), radiod ifusoras loca les, el 29/07/2005 
por $ 1 6 ,600.01  

• Dos entrevistas telefón icas, dos notas informativas y cuatro 
retransmis iones a radio Anunciadora de Lagos (RCF B :  
RAL55091 90000), rad iod ifusoras locales, e l  29/07/2005 por $ 
1 3 ,800.00 

• Tres entrevistas de siete minutos c/u , y tres notas informativas 
de 49 segundos a Maria Quera Alejandra Agui lar (RFC: 
QUAA6001 221 88), rad iod ifusoras locales,  el 1 0/08/2005 por $ 
70,000.01  

• Transmisión de 10  notas informativas sobre Liconsa y tres 
entrevistas a tres funcionarios por $ 65,550 .00 a Grupo 
Radiodifusoras Capital (RFCB: GRC981 221 UE80), radiodifusoras 
locales, el 20/1 0/2005 

• Cuatro notas informativas, tres entrevistas a funcionarios y 
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grabación de dos testimonios de beneficiarios por $ 63,537.50 
pagados a Juan  F ra n cisco Castañeda M i l l án  ( R F C :  
CAMJ581 1 09J D8), radiod ifusoras locales, e l  9/1 1 /2005 

• Dos entrevistas a funcionarios y notas informativas sobre Liconsa 
durante una semana en tres noticieros por $ 1 6,600.00 a 
Radiodifusoras XHZER (RFCB: RXH96 1 1 1 2PM 1 0), radiodifusoras 
locales el 28/1 1 /2005 

5. Nombre de la institución :  Fondo Nacional para el  Fomento de 
las Artesan ías (FONART) 
Total del gasto: $ 720,646.39 
Observaciones: 
• Mención por $ 1 4 ,51 5.90 pagado a IMER el 8/1 2/2005 

6. Nombre de la institución : Consejo de Promoción Turística de 
México, S .A . de C.V. (PROMOTUR) 
Total del gasto: $ 443 ,680,876.62 
Observaciones: 
• Acuerdo b-055bis-05, producción y honorarios por entrevista con 

Enrique Norton en Nueva York $ 54,700.00 pagados a Tambo 
Fi lms, l nc.  el 28/1 0/2005 

7. Nombre de la institución: Fondo Nacional de Fomento al Turismo 
(FONATUR) 
Total del gasto: $ 25,971 ,3 1 2 .62 
Observaciones: 
• Mención el 1 4/09/2005 en TV Azteca, televisión abierta nacional ,  

$ 1 ,750,000 .01  
• Mención el 1 2/1 0/2005 Proveedora Comercial Imagen , en 

Cadenas Radiofónicas, $ 1 ,027,870.00 
• Mención el 1 2/1 0/2005 Astron Publicidad, Cadenas Radiofónicas, 

$ 1 ,253,500.00 
• El 24/06/2005, el 25/08/2006, 2 1 /1 0/2005 por una plana en revista 

de la Un iversidad La Salle cada una de $ 25,070. 00 
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8. Nombre de la institución : Consejo Nacional para Prevenir la 
Discrim inación (CONAPRED) 
Total del gasto: $ 29 ,91 4,969 .44 
Observaciones: 
• Transmisión de 450 spots y dos entrevistas por $ 579 ,600.00 en 

Núcleo Radio Mi l/Promotora de Radio ,  el 30/1 2/2005 

9. Nombre de la institución:  Administración Portuaria I ntegral de 
Ensenada S.A. de C.V. 
Total del gasto: $ 347,262 .74 
Observaciones: 
• El 1 8/ 1 1 /2005 Rosa León Castro , radiodifusora local $ 8 ,250 .00 

por transmisión de entrevista al Coordinador General  de Puertos 
y Marina Mercante, así como transmisión de cápsulas informativas 
del puerto dentro del programa expansión industrial real izado 
en Mexical i ,  B .C .  

1 0. Nombre de la institución:  Administración Portuaria Integral de 
Manzani l lo 
Total del gasto: $ 4 ,677, 1 93.65 
Observaciones : 

• El  1 3/ 09/2005, por entrevistas y reportajes del Puerto de 
Manzani l lo,  con el fin de dar a conocer los avances del puerto , 
Servicios I nformativos Coliman, Diarios Ed itados en los Estados, 
$ 5,750.00 

• El 1 8/08/2005 y 1 3/09/2005, Pablo Francisco Tovar N ieto, 
radiod ifusoras loca les, por publ icidad correspondiente al mes de 
septiembre en la radiod ifusora X'Trema, en el programa nuestro 
puerto, incluye entrevistas, spots, enlaces,  y boletín informativo, 
cada uno por $ 5, 750 .00 

• El 1 8/08/2005, Promolevy, por publicidad correspondiente al mes 
de jul io de la radiod ifusora K Lient, con entrevistas, spots, enlaces 
y boletín portuario por $ 5 ,750 .00 

• El 30/06/2005 a Editora del Pue1to $ 5,990.40, por reportaje 
publ icado en el periódico El Correo referente al d ía nacional 
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portuario, en donde se •nauguraron diversas obras en el puerto 
por el Presidente de la República ,  Lic. Vicente Fax Quesada 

• El 1 5/09/2005 a Sara García Romero, revista Vanguardia 
Empresarial correspondiente al mes de junio dando a conocer 
los avances en materia comercial del Puerto de Manzani l lo $ 
2 1 ,850 .00 

• El 27/07/2005, el 31/1 0/2005 a Carlos Valdez Ramírez (El Noticiero 
D'Colima) ,  por información referente a los logros y avances del 
Puerto de Manzani l lo cada uno por $ 1 1  ,500.00 

• El 1 6/06/2005, a Nueva Radio Manzanillo, por publicidad del mes 
de mayo con entrevistas, spots, y enlaces portuarios para difundir 
las acciones y logros del Puerto de Manzani l lo en la estación 
rad iofónica XECS $ 5, 750 .00 

• El 27/07/2005 a Nueva Radio Manzanillo, por publ icidad 
correspond iente al mes de julio en la estación de radio XECS , 
con entrevistas, enlaces, y boletines informativos $ 5, 750 .00 

• El 24/1 0/2005 por inserción en la revista Container Management 
en el artícu lo The world top 120 container ports $ 30, 1 67.50 

• El 7/1 0/2005 por publ icidad en la radiod ifusora XECS La Grande 
correspondiente al mes de septiembre con spots, entrevistas, y 
enlaces portuarios por $ 5, 750.00 

• El 1 1 /1 0/2005 a PJS,CO. , S.C. por publ icidad de octubre a 
diciembre en la estación de rad io X'Trema, incluye spots, 
entrevistas,  y enlaces portuarios con información relevante del 
puerto de manzani l lo $ 34 ,500 .00 

• El 20/1 0/2005 a Pablo Francisco Tovar N ieto rad iod ifusora local ,  
por publ icidad en el programa Nuestro Puerto correspondiente 
al mes de octubre, incluye spots, entrevistas, y enlaces $ 5, 750.00 

• El 27/1 2/2005 a Grupo Comercial XXI, por reportaje en la revista 
Transporte Siglo XXI en la edición del mes de d iciembre, con 
información relevante y actual de las acciones que ha emprendido 
el Puerto de Manzani l lo $ 48 ,300 .00 

1 1 .  Nombre de la institución : Secretaría de Hacienda y Créd ito 
Públ ico 
Total del gasto: $ 58 ,069,349 .24 
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Observaciones : 
• El 6/1 0/2005 a Televisa (Grupo Televisa) televisión abierta nacional, 

$ 8,600,000.00 para la transmisión de spots publicitarios, cápsulas, 
menciones, testimoniales y otros productos, para d ifundir  las 
campañas institucionales de la secretaria a nivel nacional del 1 
de agosto al 3 1  de diciembre de 2005. 

• El 28/1 1 /2005 en MVS Televisión , televisión restringida,  $ 
489 ,555.00 para la transmisión de spots publicitarios, cápsulas, 
menciones, testimoniales y otros productos, para difundir  las 
campañas institucionales de la Secretaria a nivel nacional del 1 5  
d e  agosto a l 4 de septiembre d e  2005. 

1 2. Nombre de la Institución: Petróleos Mexicanos (PEMEX) 
Total del gasto: $ 225,002,867.59 
Observaciones: 

• Difusión y promoción en prensa escrita y medios electrónicos 
inclu idos el cine. 

1 3. Nombre de la institución : Secretaria de Desarrollo Social 
(SEDESOL) 
Total del gasto: $ 3 ,371 ,261 .71  
Observaciones: 

• El 7/09/2005 $ 50 ,71 0.00, por publicación de una plana a color 
en la revista Fernanda (pertenece a Grupo Medios) 

1 4. Nombre de la institución : Secretaría de Energ ía 
Total del gasto: $ 1 ,695,430.41 
Observaciones: 

• Pago por estud io (pre-campaña y post-campaña) a Publicidad 
Imagen en Movimiento el 28/06/2005 por $ 1 54,847.50 .  Servicio 
de asesoría en materia de comun icación y publ icidad . 

• Pago por estudio (pre-campaña y post-campaña) a Publicidad 
Imagen en Movimiento el 07/07/2005 por $ 1 54 ,847.50 . Servicio 
de asesoría en materia de comunicación y publicidad . 

• Pago por estudio (pre-campaña y post-campaña) a Publicidad 
Imagen en Movimiento el 09/08/2005 por $ 1 54,847.50 .  Servicio 
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de asesoría en materia de comunicación y publ icidad . 
• Pago por estudio (pre-campaña y post-campaña) a Publicidad 

Imagen en Movimiento el 1 3/09/2005 por $ 1 54,847.50 .  Servicio 
de asesoría en materia de comunicación y publ icidad . 

• Pago por estudio (pre-campaña y post-campaña) a Publicidad 
Imagen en Movimiento el 1 1 /1 0/2005 por $ 1 54,847.50. Servicio 
de asesoría en materia de comunicación y publ icidad . 

• Pago por estudio (pre-campaña y post-campaña)  a Publicidad 
Imagen en Movimiento el 1 1 /1 1 /2005 por $ 1 54 ,847.50. Servicio 
de asesoría en materia de comunicación y publ icidad . 

• Pago por estudio (pre-campaña y post-campaña) a Publicidad 
Imagen en Movimiento el 09/1 2/2005 por $ 1 54,847.50. Servicio 
de asesoría en materia de comun icación y publ icidad (póliza 
1 803691 ) 

• Pago por estudio (pre-campaña y post-campaña) a Publicidad 
Imagen en Movimiento el 09/1 2/2005 por $ 1 54 ,847.50 .  Servicio 
de asesoría en materia de comunicación y publ icidad (póliza 
1 803771 ) .  

1 5. Nombre de la institución : Procuraduría General de la República 
Total del gasto: $ 4,393,048.01 
Observaciones: 

• El 5/1 0/2005 pago por estudio (pre-campaña y post-campaña) 
a Covarrubias y Asociados por servicio de evaluación de campañas 
publ icitarias de la PGR por $ 79,925.00 

• Se gastaron en seis carta abiertas a la opin ión públ ica $ 
1 ,378 ,384.01 ; dos antes del 7/07/2005 ($806,458.20): 
• El 05/04/2005 se le pagó por una plana al Grupo Empresarial 

Periodístico $ 80,500.00 para una carta abierta a la opinión 
pública 

• El 22/04/2005 se le pagó por una plana al Sol de México $ 
725,958.20 para carta abierta a la opinión pública en el periódico: 
el Sol de México y todos los Soles en los Estados 

• En d iscursos de Carlos Javier Vega Memije31 7 antes del 

3 1 7  Ex supcrocurador General de la República. 
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7/07/2005 se gastaron $ 580,393.74: 
• El  26/04/2005 se pagó $ 1 28 ,081 .25 por media plana para el 

discurso de Carlos Javier Vega Memije ( la ley es el  único l imite) 
al El Universal Cia. Periodística Nacional 

• El 26/04/2005 se pagó $ 222,81 2 .49 por plana para el discurso 
de Carlos Javier Vega Memije ( la ley es el único l im ite) al El 
Universal cía. periodística nacional 

• El 3/05/2005 se pagó al Grupo Empresaria l  Period ístico para 
una plana $ 1 20,750.00 para el discurso de Carlos Javier Vega 
Memije 

• El 3/05/2005 se pagó al Heraldo para media  plana $ 20,250.00 
para el d iscurso de Carlos Javier Vega Memije 

• E1 3/05/2005 se pagó al Heraldo por una plana $ 40,500.00 para 
el discurso de Carlos Javier Vega Memije 

• El  3/05/2005 se pagó a Arial lmpresiones para plana $ 48,000.00 
para el d iscurso de Carlos Javier Vega Memije 

• Durante el  7/05/2005 se gastaron en discursos de Carlos Javier 
Vega Memije $ 1 ,070,203. 73 
• El 7/05/2005 se pagó a Ediciones del Norte/Diario Reforma para 

una plana $ 2 1 1 ,835.52 para el d iscurso de Carlos Javier Vega 
Memije D .F. 

• El 7/07/2005 se pagó a Ediciones del Norte/diario Reforma para 
media plana $ 1 05,91 7.76 para el discurso de Carlos Javier Vega 
Memije D .F. 

• El 7/07/2005 se pagó a Ediciones y Publicaciones Mac 
(periódico-revista) $  72,450.00 para el d iscurso de Carlos Javier 
Vega Memije D . F. 

• El 7/07/2005 se pagó a Potros Editores por una plana $ 
80 ,500.00 para el d iscurso de Carlos Javier Vega Memije D .F. 

• El 7/07/2005 se pagó a Milenio Diario por una plana $ 87,630.00 
para el d iscurso de Carlos Javier Vega Memije D . F  

• E l  7/07/2005 se pagó para un comunicado d e  prensa boletín 
442/05 en los periódicos El Sol de México y todos los Soles 
en los estados D istrito Federal y estados de la Repúbl ica para 
media plana $ 345,000.00 

4 1 2  



Derecho de la Información 

• El 7/07/2005 se pagó a La Jornada/Demos Desarrol lo de Medios 
$ 1 66,870.45 para e l  d iscurso de Carlos Javier Vega Memije D .F  

• El 7/07/2005 en  e l  periódico El Universal Cia. Periodística Nacional 
se publ icó en media plana sobre el  Desistimiento de la PGR en 
el caso AMLO D.F $1 02 ,465.00 

1 6. Nombre de la institución : Presidencia de la República 
Total del gasto: $ 32 ,745,228.06 
Observaciones: 

• La mayoría del gasto se destina a la producción de programas 
de radio Fox Contigo 

1 7. Nombre de la institución: Secretaría de Marina 
Total del gasto: $ 630 ,000 .00 
Observaciones : 

• El 22/04/2005 a la revista del Grupo Editorial Diez $ 1 1 5,000 .00, 
por d ifus ión e información de mensajes y activ idades 
gubernamentales 

1 8. Nombre de la i nstitución : Comisión Federal  de Electricidad 
Total del gasto : $74,374 , 1 1 5 .93 
Observaciones: 

• El 8/04/2005 en e l  Sol de México en una plana se pagó 
$1 3 ,668 .90, la inauguración de obras sociales en El  Cajón por 
parte del Presidente Fox. 

• El 8/04/2005 en el Financiero Comercial en una plana se pagó 
$33,327 .00, la inauguración de obras sociales en El Cajón por 
parte del presidente Fox 

• El 8/04/2005 en el  I mpulsora de Periodismo Mexicano (Uno Más 
Uno) en un plana se pagó $34 ,776.00, la inauguración de obras 
sociales en El Cajón por parte del Presidente Fox. 

• El 8/04/2005 en el Excelsior Compañía Editorial en una plana 
se pagó $ 1 8 ,032.00 , la inauguraci<;on de obras sociales en El 
Cajón por parte del Presidente Fox. 

• El 8/04/2005 en Compañía Editora Nuestra América en una plana 
$62 ,638 .20, cumpl imos con Yucatán 
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• El 8/04/2005 en el Novedades de Mérida en una plana 
$34,776 .00, cumpl imos con Yucatán 

• E1 2 1 /1 22005 a FISO. Fondo de Apoyo al Canal Once, Nacional 
Financiera, S.N .C se pagó $862 ,500.00 por Mención 

1 9. Nombre de la institución :  Luz y Fuerza del Centro 
Total del gasto: $ 39, 1 32 ,91 2 .32 
Observaciones: 

• El 4/1 0/2005 a grupo radiod ifusoras XERFR-FM $71 7, 1 72.20, 
Mary Carmen Cortez $1 59,371 .60 , José Cárdenas $ 1 59,371 .60,  
Ciro Gómez Leyva $1 59,371 .60, Cúpula Empresarial $239,057 .40 

• El 25/1 0/200 1 (esa es la fecha que aparece) a Promotora de 
Radio/Núcleo Radio Mil ($288,550.88), Local en Enfoque 
primera emisión $86,681 .25, Comentarios a la Noticia en Enfoque 
tercera emisión $52 ,008.75, Local en Enfoque segunda emisión 
$ 1 1  ,306.25, primera etapa Campaña Reducción de Pérdidas 
$1 38,554 .63, Spot en Programa General $265,477 .50 

• El 1 6/1 1 /2005 a Televisión Azteca hay un pago de $ 1 57,81 2.02, 
en e l  rubro " Descripción Un idad" aparece : otro formato 
(especificar en notas aclaratorias), pero en el rubro notas 
aclaratorias solo aparece Hechos Tarde .  

2 0 .  Nombre de la institución: Banco Nacional de l  Ejército, Fuerza 
Aérea y Armada,  s .n .c .  (Banejército) 
Total del gasto: $9 ,884,729.29 
Observaciones : 

• El 25/02/2005 a Hoffmann Art Labs ( Diseño y Servicios 
Publ icitarios) se le pagó por asesoría $86,250 .00 

• La mayoría del gasto es en artículos varios como plumas, l laveros , 
alcancías, du lces promocionales, encendedores y spots. 

21 . Nombre de la institución: Financiera Rural 
Total del gasto: $ 1 , 1 98,300 .00 
Observaciones : 

• El  1 /1 1 /2005 se pagó a Comunicativa $63 ,250.00 por la 
creación de cinco guiones y cinco spots de rad io con duración 
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de 30 segundos; sin embargo la transmisión al aire cons istió 
solamente en dos de estos spots debido a la restricción de tiempos 
fiscales y tiempos de Estado. 

22. Nombre de la institución:  Fondo de Garantía y Fomento para 
la Agricultura , Ganadería y Avicultura (F IRA) 
Total del gasto: $5,439.709.48 
Observaciones : 

• El 8/1 2/2005 viáticos para producción de video institucional por 
$ 1 4 , 570 . 1 2  pagados a Antonio Legaspa Cabrera (RFC : 
LECA440404G58) 

23. Nombre de la institución : Instituto Federa l  de Acceso a la 
I nformación Pública ( IFAI ) 
Total del gasto: $ 1 4 ,051 ,456.27 
Observaciones: 

• El 4/07/2005, a la UNAM $1 ,043, 1 24 .00 por la transmisión en 
vivo y grabación de conferencias y mesas redondas de la semana 
nacional de la transparencia 2005. 

• El 2 1 / 1 2/2005 a Los H ijos de Su Madre (diseño y servicios 
publ icitarios) $ 1 26,500.00 por d iseño de cómic, incluye diseño 
y trazo de personajes, coloreado, edición , armado, materia les y 
orig inal ,  programa difusión de la cultura de la transparencia en 
comunidades 

• El 1 0/08/2005 a Riego Publ icidad $42 ,550.00 por 2000 copias 
de CD's, Manual de acceso a la información,  transparencia y 
rendición de cuentas, para el fortalecimiento de las organizaciones 
civi les 

24. Nombre de la institución : Administración Portuaria I ntegral de 
Vera cruz 
Total de gasto: $5,088,594.49 
Observaciones: 

• El 1 2/09/2005 a Comercial Barman por publicación de media plana 
en El Dictamen (el 7 de sep/05) sobre el i n icio de dragado e 
inauguración de obras en el Puerto de Veracruz $3 ,348.80 
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Por estas razones, la  adopción de criterios de selección de 
publ icaciones, montos, periodicidad y autorización de inserciones sigue 
siendo desde hace tiempo una de las principales atribuciones fácticas 
de los d irectores de comunicación social de los entes públicos y, en 
ú ltima i nstancia, del Presidente de la República,318 fincada en una 
arra igada costumbre de valores entendidos, ajena por completo a la 
normalidad democrática , pues los criterios de ventaja pol ítica son los 
que determinan en ú ltima instancia qué publ icaciones no y cuáles sí 
deben ser objeto de apoyo económico por la v ía de las i nserciones 
publ icitarias. 31 9 

A parti r del 2000 y sobre la base de los l ineamientos de 1 992, el 
presupuesto de egresos de la Federación prevé algunas previsiones 
sobre esta materia que son desarrol ladas por la Secretaría de 
Gobernación en ei "Acuerdo por el que se establecen los l ineamientos 
generales para la orientación,  planeación, autorización , coord inación, 
supervisión y evaluación de las estrategias, los programas y las 
campañas de comunicación socia l  de las dependencias y entidades 
de la Administración Públ ica Federal , "  que emite cada año como un  
mecanismo remedia! para dar cauce a las relaciones publicitarias entre 
el gobierno federal y los medios de comunicación .320 

Con todo, el pragmatismo pol ítico prima sobre el principio de legalidad 
en buena parte de las actividades humanas. Este hecho es 
particularmente cierto cuando de la relación entre los med ios y el 

318 Son elocuentes las palabras del ex presidente José López Portillo sobre el criterio patrimonial 
del poder que impera en México, al sostener el 7 de junio de 1 982: "¿Una empresa mercantil, 
organizada como negocio profesional, tiene derecho a que el Estado le dé publ icidad para 
que sistemáticamente se le oponga? Ésta, señores, es una relación perversa, una relación 
morbosa, una relación sadomasoquista . . .  Te pago para que me pegues ¡ Pues no faltaba 
más!" Scherer García, Jul io, Los presidentes, 1 8a .  ed . ,  México, Grijalbo, 1 993, p. 1 52.  

319  Cfr. El Reporte de México en Freedom in the world 1993-1994, Nueva York, Freedom House, 
pp. 399-402. 

320 Acuerdo por el que se establecen los Lineamientos generales para la orientación, planeación, 
autorización , coordinación ,  supervisión y evaluación de las estrategias, los programas y 
las campañas de comunicación social de las dependencias y entidades de la Administración 
Pública Federal para el ejercicio fiscal 2007, publicado en el Diario Oficial de la Federación 
el 8 de febrero de 2007, emitido por la Secretaría de Gobernación . 
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gobierno se trata . Y no es que no existan algunas d isposiciones al 
respecto. El  problema es que los l ineamientos del Gobierno Federal 
sobre la materia son verdaderamente acotados. Es evidente que el 
uso de los recursos públicos para fines de promoción pol ítica personal 
o partidista puede ser legal ,  en México, pero es ilegítima, inmoral .  Esta 
práctica no tiene partido pol ítico ;  antes bien , se ha convertido en la 
regla de actuación de los gobernantes. 

Es de conocimiento públ ico que los medios se han convertido en las 
nuevas plazas públ icas donde se definen , en buena medida, los 
posicionamientos a favor y/o en contra (a través de lo que se denomina 
publicidad negativa) de pol íticos que desean obtener determinado cargo 
públ ico. La publ icidad es una parte importante porque abre espacios 
generalmente para dar mejor cobertura informativa, (lo que es un hecho 
diario en buena parte de los medios, aunque no sea ético. Se sabe 
que se da cobertura informativa en la medida en que hay recursos 
publ icitarios como apoyo). 

El problema, pues, es mayúsculo. La debilidad o ausencia de reglas básicas 
sobre el tratamiento publ icitario con recursos del erario genera incentivos 
para que el pol ítico que tenga algo que decir, sepa cómo decirlo y, por 
supuesto, destine ampliamente recursos públ icos a los medios y tenga 
mayores posibi l idades de promoción para sus aspiraciones pol íticas, en 
relación a quien no emplea esos instrumentos. 

Las precampañas electorales son una puesta en escena de cómo las 
circunstancias actuales propician que los medios definan,  en gran 
medida, quién existe y quién no en las encuestas y,  por tanto, en la 
opinión pública. De otra parte, la ausencia de normas jurídicas encarece 
la existencia de reg las éticas ap l icables en los med ios de 
comunicación . La ética solo puede sobrevivir con un ordenamiento 
legal que no entre en confl icto con los principios de transparencia , 
equidad y proporcional idad . 

En la situación actual , la ausencia de reglas normativas sobre la 
publ icid�d gubernamental genera el peor de los mundos, donde el 
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que pierde es el ciudadano de a pie, qu ien sin saberlo financia con 
sus impuestos las carreras de los pol íticos. D ía con d ía se advierte 
más necesario aprobar una ley de transparencia y equidad publicitaria . 
¿Qué conten ido debe considerar una normativa de semejante 
naturaleza? 

Primero. Deben regularse los contenidos de los mensajes. Así, 
únicamente pueden ser susceptibles de anunciarse con recursos 
públ icos, a saber: 

a) cuando se hace del conocimiento de la sociedad de los servicios 
públ icos disponibles; 

b) cuando se hace del conocimiento de la sociedad de los derechos 
y de las responsabil idades de las personas en el marco de las 
d istintas leyes;  

e) cuando se informa a la sociedad de aquellas actividades que 
tengan una incidencia d i recta en su salud ,  educación , 
oportunidades de trabajo y cal idad de vida;  

d )  cuando se informa a la opinión pública sobre riesgos que puedan 
afectar el medio ambiente, la seguridad o la seguridad públ ica; 

e) cuando se informa a la sociedad sobre las l icitaciones, edictos 
y toda otra información oficial en el marco de la ley. 

Por el contrario, anuncios de PEMEX, organismo paraestatal que no 
compite en el mercado, anuncios de gobernadores dirig idos al público 
de la ciudad de México para dar fel icitaciones de año nuevo o anuncios 
del gobierno del cambio que promueve el posicionamiento del presidente 
de la Repúbl ica, carecerían de sentido en una sociedad democrática. 

Segundo. Deben establecerse pautas de publ icidad mín ima para los 
d iversos medios. La Ley número 67 de Ital ia ,  por ejemplo, establece 
que por lo menos el 50 por ciento de los gastos publ icitarios deben 
ser destinados a los medios escritos. La ley sobre la Publ icidad de 
la Administración de Holanda dispone, por su parte , que debe existi r 
publ icidad general ista y especial izada bajo criterios de equ idad con 
el concurso de un panel independ iente . 
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Tercero. Debe proh ibirse la promoción pol ítica del gobernante,  con 
su imagen o nombre dentro del anuncio, y señalar expresamente que 
el mensaje se hace con recursos del erario. Además, por supuesto , 
que se trata expl ícitamente de un anuncio, prohibiendo lo que en la 
jerga period ística mexicana se denomina "gaceti l las"; es decir, 
publ icidad disfrazada de información,  ta l como lo indica ,  por ejemplo, 
el artículo 5 de las directrices para la publ icidad gubernamental de 
Nueva Zelanda que condenan esta práctica . 

Cuarto. En tiempos electorales, a partir de que 1n 1c1a el proceso 
electoral ,  debe prohibirse la realización de actos inaugurales de obras 
públ icas, promoción o lanzamiento de programas de gobierno y todo 
acto que pueda d irecta o indirectamente atraer votos para un 
determinado partido pol ítico o candidato. 

Como se puede advertir, no hay que hacer esfuerzos especiales para 
resolver el problema . Es una cuestión de voluntad democrática . Tan 
senci l la y tan compleja al mismo tiempo. 

Este ejercicio d iscrecional del presupuesto públ ico en materia de 
difusión y publ icidad oficial explica en gran medida la amplia cobertura 
period ística que suelen tener los candidatos a cargos de elección 
popular del gobernante Partido Revolucionario lnstitucionaP21 en 
detrimento de los candidatos de partidos opositores, tanto en elecciones 
federales como en comicios locales. 

32 1 Cabe señalar, como ejemplo, lo publicado en la revista Proceso, el 23 de mayo de 1 983, 
sobre el tema: 
Detrás de las labores de información que cumplen como canales de difusión, del gobierno, 
las oficinas de prensa, bajo rubros como "partidas especiales", "partidas confidenciales", 
"atenciones a periodistas", "gastos imprevistos" o "publicidad", corrompen y mediatizan a 
instituciones periogísticas y reporteros . . .  Precisamente en las jornadas electorales del actual 
Presidente de la República ,  la Secretaría de Prensa y Propaganda del PRI, encabezada 
por el hoy jefe del control pol ítico del Senado, Miguel González Avelar, distribuyó dinero a 
raudales a título de "gratificación" entre la mayoría de los informadores integrada a la comitiva 
del candidato. Rodríguez Castañeda, Rafael, Prensa vendida. Los periodistas y los 
presidentes: 40 años de relaciones, México, Grijalbo, 1 993, p. 229. 
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Tirajes de la empresa periodística 

Uno de los puntos más opacos de la prensa es lo relativo al tiraje. 
Saber quién es quién en la prensa es en los Estados democráticos 
de derecho un principio de actuación esencia l .  Hay tres razones por 
las cuales la prensa habla de sí misma : 

a) Para honrar el derecho a la información de la ciudadanía con 
datos claros, precisos y verificables; 

b) Para normar la toma de decisiones de las agencias de publicidad 
al defin ir  población objetivo e impacto real  desglosado; y 

e) Para coadyuvar a la credibi l idad mediática a través de la 
transparencia informativa . 

Si bien en algunos países desde mediados del siglo pasado se ha 
establecido por ley la d ifusión de los tirajes de la prensa ( Ital ia ,  por 
ejemplo), en otros han sido las propias publ icaciones periód icas, los 
anunciantes y las agencias de publ icidad los que han dado vida a 
organismos privados, sin fines de lucro, que se encargan de auditar 
de manera aséptica los tirajes reales: desde el número de ejemplares 
efectivamente vendidos en kioscos, hasta las estad ísticas de venta 
por estado, reg ión y municipio de modo periódico. En muchos casos, 
el seguimiento cuantitativo va aunado a ejercicios cual itativos con los 
denominados Publisher's statement o informes de editores. 

La primera entidad de este tipo fue creada en 1 9 1 4 , en los Estados 
Unidos, con el nombre de Audit Bureau of Circulations, que en la 
actua l idad ag lut ina a más del  95 por ciento de la prensa 
estadounidense. En 1 926, bajo el mismo esquema norteamericano, 
en Francia se creó la Office de Justification de la Diffusion des Supports 
de Publicité, y 1 O años más tarde nació en Canadá la Canadian 
Circulations AuditBoard. Hoy en d ía ,  más de 20 países democráticos 
tienen organismos simi lares, cuya afi l iación supera 90 por ciento de 
la prensa en cada uno de el los. 
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El hecho de que los organ ismos observen una metodolog ía única de 
medición permite elaborar estudios a profundidad sobre cred ibi l idad , 
impacto y transparencia de la empresa informativa; en suma, es posible 
aproximarse a tipologías de desarrollo period ístico. 

En México, las cosas funcionan de una forma radicalmente distinta. Y 
es que aunque en el país existe un organismo denominado Instituto 
Verificador de Medios, lo cierto es que entre sus agremiados, los diarios 
y las revistas de información general bri l lan por su ausencia. En el pa ís , 
la falta de democracia informativa y la discrecionalidad del ejercicio del 
gasto público en los medios son la mejor combinación para que la prensa 
no informe sobre ella misma. Se configura ,  pues, una verdadera 
paradoja:  los medios mexicanos reivindican, por un lado , el derecho 
a la información de las fuentes públ icas y privadas para informar al 
públ ico y, por otro, se niegan a dar cuenta a ese mismo públ ico sobre 
su verdadero impacto en la formación de la opinión colectiva. 

Lo que pasa aqu í  se relaciona con la desnatural ización del derecho 
a la información y de las l ibertades de expresión e información . Lo 
importante para un amplio sector de la prensa mexicana no es informar 
con veracidad al públ ico para contagiar las prácticas democráticas o 
impulsar la presencia de ciudadanos que fortalezca la sociedad civi l .  
No .  Los propósitos son mucho menos loables. Lo  relevante más bien 
es negociar con ese derecho a la información ; venderlo, pues, al mejor 
postor sin el menor reparo. Y éste es fundamentalmente el gobierno. 
Las pruebas son evidentes : 

a) Publicación de "gaceti l las" (publ icidad disfrazada de información 
sobre lo que se abunda más adelante) sin el más m ínimo pudor 
por engañar con ello a los lectores; 

b) Venta de espacios ed itoria les para apunta lar  espacios 
periodísticos a modo; 

e) Contratos de impresión de ediciones gubernamentales en las 
imprentas de la prensa ·a cambio de apoyo periodístico,  entre 
otras muchas posibi l idades más que el ingenio mexicano ha 
pod ido constru ir  al transcurso del tiempo. 
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En suma, gran parte de la prensa mexicana no vive de sus lectores, 
sino del presupuesto público vía publicidad oficial ,  y lo que se denomina 
eufemísticamente "convenios de apoyo period ístico" , especie de 
contratos que suelen firmar entidades públ icas para pagar protección, 
de suerte que razonablemente se puedan maximizar virtudes y 
minimizar faltas u omisiones en las páginas de i nformación y opin ión . 
Esta tendencia se ha ido acotando poco a poco con las previsiones 
que al respecto ha establecido la Secretaría de Gobernación en su 
Acuerdo anual sobre la materia. Así ,  por ejemplo, e l  "Acuerdo por el 
que se establecen los l ineamientos generales para la orientación,  
plantación , autorización ,  coord inación, supervisión y evaluación de 
las estrategias, los programas y las campañas de comunicación social 
de las dependencias y entidades de la administración publica federal 
para el ejercicio Fiscal 2007 , " se establece que para ser susceptible 
de recibir publ icidad con recursos federales los titulares de 
comun icación deben consu ltar con la D i rección Genera l  de  
Normatividad de  Comunicación (DGNC) y la Dirección General de 
Medios I mpresos (DGMI )  de la Secretaría de Gobernación que d ichos 
medios se encuentren registrados en los términos siguientes: 

Artículo 4. Las campañas cuya d ifusión considere la  compra de 
espacios en rad io y televisión (medios comerciales y medios 
públicos), medios impresos certificados y medios complementarios, 
requerirán autorización de la DGNC bajo el procedimiento descrito 
a continuación : 
Las dependencias y entidades deberán  desarrollar campañas 
acordes a la población-objetivo primaria  y secundaria de sus 
mensajes, así como al  tipo de medio a util izar. 
Las dependencias y entidades son las responsables de verificar 
que sus campañas incluyan la leyenda establecida en el artículo  
1 8, fracción V, del Presupuesto de Egresos vigente o ,  en su  caso, 
en el artículo 28 de la Ley General de Desarrol lo Social . 
La solicitud de autorización de  cada campaña deberá presentarse 
de manera i ntegral y en una sola exhibición , por cada periodo de 
vigencia , en forma electrónica e impresa , en el formato de 
presentación de cam pañas que para tal efecto emita la DGNC. 
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l .  Presentación de campañas 
El  formato de presentación de campañas deberá contener los 
sigu ientes elementos: 

a) Nombre de la campaña con sus versiones; 
b) Clasificación de la campaña ;  
e)  Coemisor (es);  
d) Objetivo de comunicación;  
e) Meta a alcanzar; 
f) Uso de tiempos oficiales; 
g )  Periodo de vigencia ; 
h) Población-objetivo primaria y, en su caso, secundaria; 
i )  Cobertura geográfica; 
j )  Actividades complementarias; 
k) Muestras de materiales: 

1 .  Medios electrónicos: Guiones rad iofónicos o visuales, 
especificando su duración ; 

2. Medios impresos: Boceto y medidas, y 
3. Medios complementarios: Boceto; 

1 )  Plan de Med ios, e 
m)  I nformación sobre el d iseño, producción, postproducción , 

copiado y estudios. 
1 1 .  Procedimiento de autorización 

Para la autorización de campañas por med ios comerciales y 
medios públ icos , medios impresos certificados y medios 
complementarios, se segu i rá el sigu iente procedimiento: 
1 .  Las áreas de comunicación social de las entidades deberán 

remitir a su cabeza de sector, para visto bueno, los elementos 
antes mencionados en el formato de presentación de 
campañas. 

2. Una vez que la cabeza de sector otorgue el visto bueno, ésta 
solicitará la autorización de d ifusión a la DGNC, en un  plazo 
mínimo de 1 5  d ías hábi les previos a la contratación de la 
producción de materiales o, en su caso, de los medios de 
d ifusión . 

3. La DGNC emitirá la resolución correspondiente a la cabeza 
de sector en un plazo máximo de 1 0  d ías hábiles sigu ientes 
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a la recepción de la solicitud ,  siempre y cuando se hayan 
presentado en tiempo y forma los elementos considerados 
en el formato de presentación de campañas . 

4. La DGNC proporcionará la clave de identificación a l  
momento de autorizar las campañas, misma que deberá 
uti l izarse en los informes para la Secretaría de la Función 
Públ ica .  

En n ingún caso, la DGNC autorizará solicitudes de campañas 
que hayan i niciado su d ifusión .  En caso de incumplimiento del 
plazo establecido en el numeral  2 de este artículo, las cabezas 
de sector sólo podrán i niciar este procedimiento, previa 
autorización por escrito de la Subsecretaría . 

1 1 1 .  Ajustes de campañas 
Una vez terminado el periodo de vigencia de las campañas y 
en caso de existi r ajustes resultado de las contrataciones 
real izadas, las dependencias y entidades tendrán un plazo 
máximo de 20 d ías hábi les para remiti r a la DGNC, en una sola 
exh ibi ción , l os ajustes de cam pañas,  en los formatos 
correspondientes.  
No se registrarán ajustes de campañas que no hayan terminado 
su d ifusión o cuando haya vencido el plazo establecido en el 
párrafo anterior. Del mismo modo, no se aceptará más de un 
ajuste por cada campaña . 
La i nclusión de medios sólo podrá sol icitarse durante la d ifusión 
de una campaña y no deberán mod ificar en forma significativa 
el plan de medios autorizado orig inalmente. 
Tratándose de campañas con vigencias extensas, la i nclusión 
de medios deberá real izarse de manera mensual .  
En caso de que se i ncluyan más de 5 medios del mismo tipo, 
al plan autorizado originalmente, la DGNC emiti rá una nueva 
clave de identificación de campaña . 

IV. Mensajes extraordinarios 
Las dependencias o entidades que d ifundan un mensaje 
extraordinario deberán sol icitar, a través de su cabeza de sector, 
su registro ante la DGNC, quien asignará una clave de 
identificación . 
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El plazo para remitir los documentos correspondientes a la DGNC 
será de 5 d ías hábi les posteriores al in icio de la d ifusión del 
mensaje extraordinario. 
La solicitud deberá justificar ampl iamente la coyuntura a la que 
obedece el mensaje extraordinario. El contenido del mismo sólo 
podrá util izarse mientras subsista la causa que le dio origen . 
Se deberán seleccionar los medios de comunicación más idóneos 
para su d ifusión. 
No se registrarán aquellos mensajes que no obedezcan a una 
situación extraordinaria o emergente que justifique su difusión.  
Los ajustes de campañas e i nclusiones de med ios no son 
apl icables a los mensajes extraord inarios . 

V. Medios públ icos 
Con la final idad de aprovechar la oferta programática y de 
servicios de los med ios públicos, las dependencias y entidades, 
previo a la contratación de servicios de producción y/o de 
espacios en radio y televisión con medios comerciales, 
deberán  atender la información de los medios públ icos sobre 
cobertura geográfica, audiencias, programación y métodos para 
medición de aud iencia , así como su capacidad técnica para la 
producción , postproducción y copiado. 

V I .  Disposiciones sobre la contratación de medios de difusión 
Las dependencias y entidades ún icamente podrán destinar 
recursos para la d ifusión de campañas a través de empresas 
comerciales de radio y televisión , una vez que se hayan agotado 
los t iempos oficiales y se haya considerado la d ifusión de la 
campaña a través de los medios públicos . 
La compra de espacios en radio y televisión deberá sustentarse 
en criterios de calidad que aseguren congruencia con el contenido 
del mensaje,  la población objetivo y la oferta programática,  así 
como ceñirse a lo d ispuesto en la Ley de Adquisiciones, 
Arrendamientos y Servicios del Sector Públ ico. 
El titular de comunicación social de cada dependencia buscará 
que, en la contratación de medios de d ifusión se apl iquen las 
mismas tarifas a todas las entidades coordinadas en su sector. 
En los términos del artículo 1 de la Ley de Adqu is iciones, 
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Arrendamientos y Servicios del Sector Públ ico ,  la contratación 
de espacios y/o servicios de medios públ icos que real icen las 
dependencias y entidades de la Administración Públ ica Federal 
con entidades del sector públ ico ,  no estarán dentro del ámbito 
de apl icación de d icha Ley. 
Las dependencias y entidades podrán contratar espacios en 
medios impresos únicamente si éstos están registrados en el 
Padrón Nacional de Medios Impresos Certificados que se 
encuentra en la página de Internet de la Secretaría . 
La DGMI actual izará de manera permanente d icho Padrón con 
la información de los medios impresos que cuenten con sus 
certificaciones correspond ientes, de conformidad con las 
disposiciones que para tal efecto emita la Secretaría . 

VI l .  Vinculación 
Las dependencias y entidades que contemplen campañas con 
temas afines a otras instituciones del Gobierno Federal , deberán 
vincularlas durante el proceso de planeación , a efecto de evitar 
dupl icidad en la emisión de mensajes. La DGNC apoyará y dará 
seguimiento a la vinculación de esfuerzos comunicacionales con 
base en los programas de comunicación social recibidos 

Cifras totales y promedios de la circulación pagada 

Fórmula para calcular el promedio de la circulación pagada de un medio 
impreso (cifras en número de ejemplares) [v + s - dv = cp] 1 n = pcp. 

Ventas (v) comprende las ventas directas y las ventas a través de 
canales de d istribución (personas físicas, empresas o entidades) 
siempre y cuando la redistribución se l leve a cabo mediante un 
procedimiento estable, defin ido y verificable que garantice la entrega 
a los destinatarios finales. Más Suscripciones (s) menos Devoluciones 
sobre las ventas (dv) igual Circulación pagada (cp) entre Número de 
ediciones evaluadas (n) igual Promedio de circulación pagada (pcp) 
La certificación deberá considerar al menos, la quinta parte o 
equivalente de los números publ icados en el ejercicio fiscal anterior 
al que esté en curso, de forma aleatoria.  
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Datos sobre la cobertura geográfica 

Para la contratación de medios de comunicación impresos de nueva 
creación, publicaciones periódicas gratuitas y publicaciones con valor 
i nformativo o cu ltural  de circulación no masiva, éstos deberán contar 
con e l  perfil del lector a que hace referencia el presente artículo ,  
observando las s igu ientes d isposiciones específicas para la  
certifi cación y otros elementos adicionales requeridos: 

a) Los medios de comunicación impresos de nueva creación 
deberán real izar la certificación de circulación y cobertura 
geográfica sobre la qu inta parte o equivalente del total de 
números a pub licar en un año. · 

b) En el caso de publicaciones periódicas gratu itas, la 
certificación antes mencionada estará basada en las cifras 
totales de distribución , así como en la cobertura geográfica . 

e) Las publicaciones con valor informativo o cultural de circulación 
no masiva, además del perfil del lector y la certificación en 
términos del numeral 1 de este artículo, deberán contar con datos 
sobre sus suscriptores y el calendario ed itorial del año en curso. 

Gaceti l las y empresa informativa 

Uno de los mecanismos a través de los cuales se desnatural iza e l  
derecho a la información de la  sociedad en el país es la  existencia 
incólume de las gaceti l las, una de las grandes aportaciones de México 
al mundo de lo que no debe hacerse. Y es que la gacetilla es publ icidad 
y/o propaganda que aparece como información en gran parte de la 
prensa nacional , generando por tanto desinformación en el lector, quien 
d ifícilmente puede distinguir si lo que está leyendo es información o 
es publ icidad encubierta . 

Ésa es una de las múltiples asignaturas sobre las que hay que legislar 
a la brevedad posible. Constituye, pues, uno de los resabios que siguen 
gozando de cabal salud en las prácticas period ísticas del país 
prohijadas por el poder público, en donde todo vale , menos e l  interés 

427 



Ernesto Villanueva 

del ciudadano. El problema, sin embargo, no se queda únicamente 
ahí .  No solo se engaña al públ ico, sino se cobra más por la comisión 
de ese hecho antiético, pero legal en México. Baste con señalar que 
la gaceti l la no está prohibida por el Acuerdo por el que se establecen 
los L ineamientos generales para la orientación , p laneación ,  
autorización , coord inación , supervisión y evaluación de las estrategias, 
los programas y las campañas de comunicación social de las 
dependencias y entidades de la Administración Pública Federal de 
la Secretaría de Gobernación. Existen,  por supuesto, elementos que 
permiten sustentar lo que aqu í  se afirma.  

Veamos un ejemplo que i lustra con creces esta práctica cuestionable, 
el periód ico Excélsior, siendo director Regino D íaz Redondo, a fines 
de diciembre de 1 999. Este diario de la ciudad de México era el único 
que publ icaba íntegramente por internet sus tarifas publ icitarias. El 
análisis del tarifario de Excé/sior dejaba al descubierto, sin rubor alguno, 
los usos y costumbres publ icitarias de la prensa en México, salvo 
honrosas excepciones. Veamos por qué. 

De acuerdo con la l ista de tarifas publ icitarias del Excélsior de 1 999 , 
si a lguien pretende comprar una página completa de publ icidad 
comercial en la primera sección (sección "A") debe pagar 37,800 pesos 
si se trata de una plana par y 46,200 pesos, si la página es impar. 
Se entiende aqu í  que estamos frente a publ icidad identificable como 
tal .  Pero si el cliente desea publ icar una plana completa de gaceti l la 
comercial deberá pagar, en cambio, la suma de 69,800 pesos; es decir, 
prácticamente el doble de lo que pagaría por una plana par completa . 
En otras palabras, la publ icación ofrece un precio cuando brinda 
publ icidad reconocible y otro cuando acepta -d inero de por medio­
engañar a sus lectores dándoles gato por l iebre.  Lo peor de todo no 
es eso . Más adelante el tarifaría, ofrece los precios de los "anuncios 
no comerciales" sección "A" , pero contra lo que aconseja el sentido 
común el costo sube de manera significativa . 

S í, efectivamente, los anuncios no comerciales cuestan más; es decir, 
los que no persiguen fines de lucro o ganancia tienen un precio superior 
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al que pagaría una empresa comercia l  que busca anunciarse 
precisamente para vender sus productos y obtener así un margen de 
ganancia. Una plana completa de anuncio "no comercial" tiene un precio 
de 64 ,600 pesos y asciende a 1 06,700 si se convierte en una gacetil la .  
La razón de la sinrazón se presenta aquí  en toda su d imensión porque 
si la empresa Bacardí y Compañía, que es una empresa comercial ,  
decide anunciarse en Excélsior pagará de 37,800 a 69,800 según el 
tipo publ icitario, pero si  quien decide anunciarse es el gobierno de la 
Ciudad de México, que no persigue fines de lucro, habrá de pagar 
entre 64,600 y 1 06,700 pesos. 

Pero en este periódico todo parece estar en venta .  Y es que el costo 
de la l ínea ágata de publ icidad no comercial al iado de la respetada 
columna pol ítica Frentes Pol íticos cuesta 71 pesos con 60 centavos, 
50 pesos más de lo que costaría si se tratase de publicidad comercial .  
En otras palabras, si el producto es para el dueño de Suburbia el precio 
tiene una bonificación de prácticamente el 50 por ciento, pero si es 
para el contribuyente común la tarifa es casi el doble de lo que pagaría 
la empresa comercial . ¿Dónde reside aqu í  el mínimo sentido de justicia 
y equidad period ística? ¿Quién en su sano ju icio podría argumentar 
las razones que animan la diferencia de precio entre publicidad 
comercial y no comercial? O más aún ¿Cómo es posible tener 
ciudadanos informados cuando prensa y poder tienen como negocio 
desinformar a través de la publicidad redaccional? 

En principio, si alguien compra un producto de mayor precio tiene 
acceso a mejor cal idad. Es evidente que si alguien contrata , por 
ejemplo, un s istema de televisión para suscriptores tendrá un abanico 
mucho mayor de programas en relación a quien sólo tiene acceso a 
la televisión abierta. Pero, en e l  campo period ístico resulta al contrario: 
mientras más paga el ciudadano menos información de calidad tiene, 
pues precisamente las gaceti l las no comerciales que son sufragadas 
con los impuestos del públ ico son las que tienen el precio más alto. 

Así se construye un grave círculo vicioso: mientras más paga el 
ciudadano más se desinforma y mientras más se desinforma más paga. 
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No se crea que esto que sucede en México sea una práctica corriente 
en los Estados de derecho. Tanto desde la perspectiva legal como 
desde la postura deontológica las cosas transitan de una manera 
distinta . 

Desde 1 937, el Cód igo Internacional de Prácticas Publ icitarias ha 
previsto esta eventual idad, según lo dispone el  art ícu lo 1 1 ,  que a la 
letra d ice: 

"Los anuncios deben ser claramente d ist inguib les como. ·. tales, 
independ ientemente de su forma y del med io usado. 

"Cuando un anuncio aparezca en un med io que contenga noticias 
o material ed itorial debe ser presentado de manera que sea 
rápidamente reconocido como publ icidad". 

En Rusia , la Ley de Publicidad 1 08, del 18 de julio de 1 995, sostiene 
en el artículo 5: " 1 . Un anuncio debe ser reconocible, s in un 
conocimiento especializado o sin la apl icación de medios técnicos, 
claramente como publ icidad al  momento de su presentación con 
independencia del med io usado para su d ifusión" .  

Lo mismo pasa en Portugal con la Ley de Publicidad 303/83 del 28 
de junio, que prescribe en su artículo 6 :  

1 .  La actividad publicitaria tendrá que ser inequívocamente identificada 
como tal ,  cualquiera que sea el medio de difusión utilizado para 
ejercerla.  

2. Ningún esquema publicitario podrá servirse de artificios que, usando 
imágenes subliminales u otros medios disimuladores,  exploren la 
posibi l idad de transmitir publ icidad oculta o ,  de cualquier modo, 
influencien a los miembros del público, sin que éstos perciban la 
naturaleza publicitaria de la comunicación . 

I ncluso en países en v ías de desarrollo es posible encontrar medidas 
reguladoras. En Mozambique, la Ley número 1 8/91 del 1 0  de agosto 
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sobre la prensa, dispone en el artículo 1 8, fracción 2 que: "La publicidad 
debe siempre estar colocada en forma inequívoca. "  

Y e n  e l  terreno deontológ ico, el Código Deontológico de l a  prensa 
alemana es un ejemplo paradigmático de una correcta práctica 
period ística . Dice la d irectriz 7 . 1  del cód igo en cuestión : "Separación 
de parte redaccional y anuncios . Los anuncios redaccionalmente 
configurados han de distinguirse por el tipo de escrito, disposición y 
configuración de la parte de texto redaccional en periódicos y revistas . 
Deben caracterizarse claramente con la palabra "anuncio". Si del 
contenido del anuncio no se deduce claramente qu ién es el 
mandante del m ismo, entonces hay que darlo a conocer nombrándole 
en punto visible. 

"Esto es asimismo aplicable a suplementos editoriales , así como a 
publ icaciones especiales de todas clases, financiadas por personas 
o instituciones con algún tipo de interés personal ,  económico o pol ítico 
por el contenido del suplemento en cuestión. Si en tales suplementos 
o publ icaciones especiales escriben expertos , que simultáneamente 
son personas interesadas , esto hay que darlo a conocer nombrando 
la función correspondiente de los mismos. Los textos con fines RP 
(re laciones públ icas) en conexión sustancial con anuncios, inducen 
a error al lector si no se d istinguen de la parte redaccional mediante 
caracterización o conformación . "  

Resu lta pues un contrasentido que en  México nadie diga nada y todo 
s iga igual .  Y es que la l ibertad de empresa informativa y la indolencia 
gubernamental no deberían pasar por el derecho a saber de los 
mexicanos. 

Restricciones a la l ibertad de i nformación de 
acuerdo con la Ley de Imprenta 

Es verdad que las l ibertades informativas son la columna vertebra l  
para la salud y la sana reproducción de un régimen democrático. Pero 
lo es también que estas l ibertades solo se explican en el fondo si  
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satisfacen un derecho fundamental :  el derecho a la i nformación del 
públ ico. La l ibertad de expresión ; es decir, el derecho a emitir ideas, 
opiniones y juicios de valor por cualquier medio, y la l ibertad de 
información; el derecho de buscar, procesar y difundir hechos de 
carácter noticioso, constituyen herram ientas de intermediación entre 
el origen informativo, las fuentes públ icas y privadas, y el destinatario 
fina l ,  el individuo. 

Más todavía , los medios de comunicación , por medio del ejercicio 
profesional de estas dos l ibertades, habi l itan al  individuo para ser 
ciudadano, para participar en la toma públ ica de decisiones, requisito 
sine qua non de la democracia .  Este proceso i nternacional que ha 
dado un papel cada vez más importante a los medios en la vida pública, 
en el ejercicio del poder, en la formación de opiniones y, en suma, 
en el propio acceso ciudadano a la  i nformación no ha estado exento 
de efectos secundarios que, eventualmente, pueden pervertir el sentido 
de las l ibertades informativas. 

Ser periodista no es tanto un derecho, como una responsabi l idad ; no 
es tampoco un i nstrumento de satisfacción de reducidos intereses 
personales al amparo del amplio manto de las l ibertades públicas. Ser 
periodista impl ica, sobre todo, un compromiso con el interés del público 
y con el bien común.  Libertad y responsabi l idad son las dos caras de 
una misma moneda: el derecho a la  información , en su más amplia 
expresión. Es necesario entonces ubicar las cosas en su justa esencia.  

Se habla, en ocasiones, de que las l ibertades i nformativas carecen 
o deben carecer de l ím ites o fronteras y de que ,  en todo caso, esos 
l ímites deben quedar a la l ibre potestad de los med ios de 
comunicación. Esta postura constituye un acto de fe, y no un argumento 
racional .  Veamos por qué :  

Primero. Los medios de comunicación no son un poder n i  un  
contrapoder. No son representativos de los ciudadanos. Ayudan a 
formar la opin ión pública ,  pero no constituyen en sí mismos la opin ión 
públ ica.  Y es que efectivamente carecen de representatividad al  no 
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ser electos por los ciudadanos, ni estar sujetos a los controles 
habituales de los poderes públicos, declaración patrimonial de bienes, 
ju icio pol ítico, destitución o inhabi l itación . 

Segundo. Los medios de comunicación tampoco pueden sustitu i r  a 
la fami l ia ,  la escuela o los poderes públ icos como veh ículos de 
transmisión de conciencia . 

Tercero. La legitim idad de los medios se asienta en el cumpl imiento 
del derecho a la información veraz del públ ico y en la estricta 
observancia de los valores democráticos plasmados en el Estado de 
derecho. Nada más, pero nada menos. En una democracia el ejercicio 
de las l ibertades informativas termina cuando empiezan los derechos 
de los demás, cuando se pueden vulnerar bienes jurídicamente 
protegidos por el rég imen juríd ico vigente. 

Cuarto. Constituye una aberración juríd ica y un despropósito moral 
pretender derechos, sin obl igaciones; reivindicar l ibertades sin 
responsabi l idades. Los medios no pueden estar al margen de la ley. 
No se puede apelar a un Estado de excepción juríd ica para la prensa . 
Es ética y juríd icamente inaceptable. Y es que ¿Quién podría vig i lar 
así a los vigi lantes? ¿Cómo tener un macro poder dotado de todo 
derecho sin ninguna responsabi l idad ulterior? Eso sólo sería posible 
en un Estado de naturaleza, en un sistema fundado en la anarqu ía 
y en la ley del más fuerte. Todo ello ajeno a los valores de la 
democracia .  En el mundo entero la dual idad l ibertad-responsabi l idad 
constituye una premisa verificable en el derecho comparado.  Tanto 
los ordenamientos juríd icos supranacionales como los sistemas 
juríd icos internos de cada país definen los l ímites al ejercicio de las 
l ibertades informativas. En efecto, al lado del artículo 1 9  de la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1 948, que 
universal iza las l ibertades de expresión e información , se encuentra 
el artículo 29, que a la letra dice : 
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2. En el ejercicio de sus derechos y en el disfrute de sus l ibertades, 
toda persona estará solamente sujeta a las l imitaciones 
establecidas por la ley con el  único fin de asegurar el 
reconocimiento y el respeto de los derechos y l ibe rtades de los 
demás, y de satisfacer las justas exigencias de la moral, del orden 
público y del bienestar general en una sociedad democrática. 

3. Estos derechos y l ibertades no podrán en n ingún caso ser 
ejercidos en oposición a los propósitos y principios de las 
Naciones Unidas. 

Asimismo, no existe una sola Const itución del mundo que reconozca 
en forma i l imitada el ejercicio de las l ibertades de expresión e 
información . I ncluso en los Estados Unidos, junto a la conocida primera 
enmienda que representa para muchos el paradigma de las 
l ibe rtades informativas, existe la quinta enmienda que reivindica los 
derechos de terceros. 

E l  establecimiento de l ím ites a las l ibertades informativas es una 
práctica democrática que maximiza el papel de los medios en la  
perfección de las instituciones de la  democracia , pero que,  en casos 
excepciona les, tiene la posibi l idad legítima de util izar el orden jurídico 
para impedir que se socave el acuerdo en lo fundamental que distingue 
una nación de un pa ís de leyes a un Estado sin derecho. 

Lo importante, en todo caso, es buscar que exista la más amplia l ibertad 
que sea posible con las m ín imas restricciones que sean necesarias 
en una sociedad democrática. No es, por supuesto, el caso del derecho 
positivo mexicano que es de sumo restrictivo y sus previsiones para 
acotar el ejercicio de las l ibertades informativas rebasan con creces 
los estándares internacionales. En efecto, con el propósito de tutelar 
el derecho a la privacidad , la moral y el orden público ,  la Ley de 
Imprenta previó un catá logo de restricciones informativas a la prensa, 
en el que, sin embargo, se introdujeron algunos aspectos anacrónicos 
expl icables por la época en que se promulgó la legislación vigente. 
Así ,  el artículo 9 de esta ley establece de forma taxativa que queda 
proh ibido: 
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l .  Publ icar los escritos a actas de acusación en u n  proceso criminal 
antes de que se dé cuenta con aquéllos o éstas en audiencia pública. 

1 1 .  Publ icar en cualquier tiempo, sin consentimiento de todos los 
interesados, los escritos , actas de acusación y demás piezas 
de los procesos que se sigan por los del itos de adulterio, 
atentados al pudor, estupro, violación y ataques a la vida privada. 

1 1 1 .  Publ icar en cualquier tiempo, sin consentimiento de todos los 
interesados, las demandas, contestaciones y demás piezas de 
autos en los ju icios de d ivorcio, reclamación de paternidad , 
maternidad o nu l idad de matrimon io ,  o d i l igencias de 
reconocimiento de h ijos y en los ju icios que en esta materia 
puedan suscitarse. 

IV. Publ icar lo que pase en d i l igencias o actos que deban ser 
secretos por mandato de la ley o por disposición judicia l .  

V. I n iciar o levantar  públ icamente suscripciones o ayudas 
pecuniarias para pagar las multas que se impongan por 
infracciones penales. 

VI. Publ icar los nombres de las personas que formen un jurado, el 
sentido en que aquéllas hayan dado su voto y las discusiones 
privadas que tuvieren para formular su veredicto. 

Con el transcurso del tiempo esta prohibición se ha convertido en 
anacrónica, pues si bien es cierto que durante el siglo XIX y los primeros 
años del XX el jurado popular era la instancia paradigmática que 
impartía justicia, ahora la figura del juzgador de derecho ha ganado 
la partida en México,  pese a lo que dispone el artículo 20, fracción 
VI ,  de la Constitución, que reza: 

"En todo ju icio del orden criminal tendrá el acusado las siguientes 
garantías: VI . Será juzgado en audiencia públ ica por un juez o un 
jurado de ciudadanos que sepan leer y escribir, vecinos de l  lugar 
y partido en que se cometa el del ito ,  siempre que éste pueda ser 
castigado con una pena mayor de un año de prisión . En todo caso 
serán juzgados por un jurado los del itos cometidos por medio de 
la prensa contra el orden públ ico o la seguridad exterior o interior 
de la nación . "  
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Ante la posib i lidad de elegir entre e l  juez de derecho y la figura del 
jurado popular, desde 1 929 el legislador ord inario optó por atri bu i r  a l  
juez de derecho la competencia para conocer de todos los del itos, 
con la excepción obvia del previsto en la ú ltima parte del art ículo 20, 
fracción VI . Por esta razón, la Ley Orgánica del Poder Judicial Federal 
prevé la existencia formal del jurado popular (artículos 52 a 63), cuyas 
reglas establece el Código Federal de Procedimientos Penales 
(artículos 308 a 350). Aunque formalmente la figura del jurado popular 
se conserva como parte del orden jurídico positivo, ha caído en desuso, 
pues no hay antecedentes de que se haya integrado para impartir 
justicia en ninguno de los temas en los que todavía tiene competencia. 

E l  artículo 9 de la Ley de I mprenta continúa: 

VI l .  Publ icar los nombres de los soldados o gendarmes que 
intervengan en las ejecuciones capitales. 

Al igual que en lo relativo a la restricción anterior es importante apuntar 
que en México la pena de muerte está prevista en la Carta Magna, 
pero en sentido facultativo. El artículo 22 Constitucional , último párrafo , 
d ice: "Queda también prohibida la pena de muerte por delitos pol íticos, 
y en cuanto a lo demás, sólo podrá imponerse al traidor a la patria 
en guerra extranjera ,  al parricida, al homicida con alevosía ,  
premeditación y ventaja, a l  incendiario, a l  plagiario, a l  salteador de 
caminos ,  al pirata y a los reos de delitos graves del orden mi l itar." 

Debemos señalar que el proyecto presentado por Carranza respecto 
del artículo 22 retomó las causales previstas en la Carta Magna de 
1 857, pero las extendió al del ito de violación, que,  sin embargo, fue 
separado y rechazado por el Pleno . 

En el d ictamen sobre el particular, los abol icionistas ,  representados 
por el d iputado Gaspar Bolaños, además de presentar las objeciones 
universales a la pena de muerte, introdujeron al debate un nuevo 
argumento: debe abo l i rse porque "quien menos sufre con la 
aplicación de esa pena es el  delincuente; a quien afecta principalmente 
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es a su fami l ia y, por tanto, es injusta aquélla porque castiga con rigor 
implacable a quien no tiene culpa". Con todo, el d ictamen optó por 
preservar la pena cap ital por razones de seguridad social ;  empero, 
se reconoció que desaparecería "con el progreso de la razón , la 
du lcificación de las costumbres y e l  desarrol lo de la reforma 
penitenciaria.  "322 

El carácter facultativo más que obligatorio que prescribe e l  art ículo 
22 constitucional ha sido una de las razones para que la pena de muerte 
prácticamente haya desaparecido de la legislación penal del orden 
común y exista solo en e l  orden mi litar. 323 

VI I I .  Artículo 9 de la Ley de Imprenta: Publ icar los nombres de los 
Jefes u Oficiales del Ejército o de la Armada y Cuerpos 
Auxil iares de Policía Rura l ,  a quienes se encomiende una 
comisión secreta del servicio. 

IX. Publ icar los nombres de las víctimas de atentados al pudor, 
es tu pro o violación . 

X. Censurar a un miembro de un jurado popular por su voto en 
el ejercicio de sus funciones. 

· 

XI . Publ icar planos, informes o documentos secretos de la 
Secretaría de Guerra (hoy de la Defensa Nacional )  y los 
acuerdos de ésta relativos a movi l ización de tropas, envíos 
de pertrechos de guerra y demás operaciones mi l itares, así 
como los documentos, acuerdos o instrucciones de la 
Secretaría de Estado, entre tanto no se publ iquen en el 
Periódico Oficial de la Federación o en Boletines especiales 
de las mismas secretarías. 

XI I .  Publicar las palabras o expresiones injuriosas u ofensivas que 
se viertan en los Juzgados o tribunales, o en las sesiones de 
los cuerpos públ icos colegiados. 

322 Diario de los Debates del Congreso Constituyente de 1 9 1 7, t .  i i ,  pp. 239-258. 
323 Artículos 203, 204 y 205 del Código de Justicia Militar. 
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Autorregulación de la prensa 

En principio, conviene señalar que para efectos de esta obra se ha 
preferido uti l izar el vocablo "autorregulación" en lugar del término 
"autocontrol" ,  en virtud de las sigu ientes consideraciones: 

1 .  La Real Academia Española de la Lengua no incluye en el corpus 
del Diccionario de la Lengua Española el vocablo "autocontrol" ,  
aunque sí reconoce el término "autorregulación , "324 ci rcunstancia 
que pone de rel ieve un primer criterio de selección l ingü ística de 
un cuerpo profesional dotado de reconocimiento públ ico para emitir 
juicios sobre el correcto uso de la lengua española, como 
ciertamente lo es la Real Academia Española de la Lengua. 

2.  El Diccionario de la Lengua Española define el vocablo "control" 
como proveniente del francés controle y cuyo significado es 
"comprobación , inspección , fiscal ización , intervención" o bien 
"dominio, mando, preponderancia" . El mismo Diccionario define 
también la noción de "regular" como proven iente del latín 
regularis, que significa "ajustado y conforme a regla" o también como 
una derivación de la acepción latina regulare, que quiere decir "medir, 
ajustar o computar una cosa por comparación o deducción". Bajo 
esta misma noción , el Diccionario define "regular" como "ajustar, 
reglar o poner en orden una cosa", "ajustar el funcionamiento de 
un sistema a determinados fines" y "determinar las reglas o normas 
a que debe ajustarse una persona o cosa . "  

4 .  Como se  puede adverti r, e l  espíritu que  anima la  decisión de  los 
med ios de darse a sí mismos reglas de conducta se identifica más 
con las nociones de "regular" que de ejercer "control" ,  si bien la 
idea de ejercer control se encuentra relacionada con el propósito 
de acotar la l ibertad plena. Y esto es particularmente cierto porque 
"regular" supone la exped ición de un conjunto de normas o reglas 
a que deben ajustarse los propios medios en su relación con el 
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Estado y con la sociedad donde se establecen derechos y 
responsabil idades para los sujetos sistémicos. Por el contrario, la 
palabra "control" no parece admiti r en su significado un sistema 
de reglas de conducta de naturaleza procedimental ,  sino más bien 
apela al fin en sí mismo; en este caso, restringir o l imitar la l ibertad . 
De ah í ,  pues ,  que resulte más apropiado util izar el vocablo 
"autorregulación" que "autocontrol". Existen diversas nociones sobre 
el a lcance conceptua l  de autorregu lación informativa. No hay, 
empero ,  una definición un ívoca de alcance universal .325 

Una defin ición clásica es la que ofrece Martín Loffler: "Los organ ismos 
de autocontrol de la prensa son instituciones creadas por y para la 
prensa, en el  seno de las cuales period istas y editores, adoptando 
l ibremente sus decisiones y siendo responsables únicamente ante su 
propia conciencia,  cooperan a fin de preservar la existencia de 
relaciones equi l ibradas y leales entre la prensa de un lado, y el  Estado 
y la sociedad de otro, por medio del mantenimiento en el interior de 
la  prensa de una alta moralidad profesional y por la  defensa en el  
exterior de el la de la l ibertad de prensa."326 

Esta definición tiene, sin embargo, dos insuficiencias. La primera reside 
en que Loffler subsume el espíritu de la autorregulación en el organismo 
de ejecución de las normas. Se deja de lado, pues, e l  verdadero sentido 
de esta institución . El valor de la autorregu lación no reside 
únicamente en que haya un organismo que ejecute las convenciones 
previamente adoptadas por los sujetos sistémicos , sino en el hecho 
de que se establece un s istema de convivencia con la aquiescencia 
de los sujetos de la información basado en un conjunto de normas 
que establecen las reg las del juego informativo generando certeza 

324 Real Academia de la Lengua Española, op. cít. , nota 233. 
325 Esta fue también una de las primeras conclusiones a que llegó un foro sobre el tema 

organizado por el Consejo de Europa. Cfr. Consejo de Europa, Proceedings ofthe information 
seminar on self-regulatíon by the media, Estrasburgo, 7 y 8 de octubre de 1 998, p. 6 .  

326 Lamer, Martin y Hébarre, Jean Louis, Form und funktion der presse-selbstkontrolle in weltweiter 
sicht, Munich, Verlag und zeitschriften, 1 968, p .  1 1 .  
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sobre la actuación de los medios327, credibil idad328 sobre el tratamiento 
informativo y garantías para un mejor ejercicio del derecho colectivo 
a la información329• 

La segunda consiste en el uso extemporáneo del vocablo " l ibertad 
de prensa", en desuso después de la segunda guerra mund ial  y al 
que, con razón, Ana Azurmendi se refiere como "vestigio de la 
arqueolog ía juríd ica que,  muy sorprendentemente, hay qu ien lo sigue 
empleando para referirse, bien al  sistema completo del derecho de 
la información, bien al  derecho a la información , bien a la  l ibertad de 
expresión" . 330 

Otra definición genérica la  ha ofrecido el Secretario de Comercio 
Adjunto de los Estados Unidos, Larry lrving , para quien "el término 
es usado cuando e l  sector privado percibe la necesidad de regularse 
a sí mismo por cualquier razón- para responder a la demanda del 
consumidor, para l levar a cabo sus convicciones éticas, para optimizar 

327 La certeza se construye a la luz de los códigos deontológicos que sirven para que los 
ciudadanos puedan constituir grupos de recepción crítica de informaciones y opiniones 
proporcionadas por los medios. 

328 La credibilidad es la medida de confianza del público en que las informaciones y opiniones 
que ofrecen los medios están basadas en hechos verídicos y en un sentido de honestidad. 
E l  más reciente estudio elaborado en 1 999 por encargo de la American Society of Newspaper 
Editors revela que la credibil idad de los diarios norteamericanos se encuentra a la baja por 
6 razones: 1 .  El público advierte demasiados errores de contenido, ortografía y de gramática 
en las informaciones de los diarios; 2. El lector percibe que los diarios no demuestran respeto 
por sus lectores ni conocimiento de ellos ni de sus comunidades; 3. La audiencia sospecha 
que los puntos de vista y la subjetividad de los periodistas influyen en la elección de los 
temas y en la forma en que son publicados; 4. Se cree que los diarios buscan informar 
sobre noticias sensacionalistas, ya que son "vendedoras". Pero se afirma que éstas no 
merecen la atención y la importancia que se les da; 5. El público piensa que los valores y 
costumbres de las salas de redacción están en conflicto con sus prioridades; 6. Quienes 
han tenido experiencia con el proceso noticioso (entrevistados, citados, protagonistas) son 
los más críticos de la credibilidad de los medios. D. Urban, Christine, Examining Our Credibility: 
Perspectives of the Public and the Press, ASNE, 1 999. 

329 En particular, en su acepción de recibir información. Uno de los efectos de la autorregulación 
informativa es incrementar la calidad de la información suministrada al público, como se 
puede observar en el hecho de que prácticamente todos los códigos deontológico expedidos 
o reconocidos por los sistemas de autorregulación tienen un apartado dedicado a la 
responsabilidad frente al público. 

330 Azurmendi, Ana, Derecho de la información. Guía jurídica para profesionales de la 
comunicación, Pamplona, Eunsa, 1 997, p.  29. 
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la reputación de la industria o el nivel del campo de juego del merca9o-
y l levarla a efecto.331 

... 

Por las razones anteriores se propone,  como una defin ición 
provisional , que por autorregulación informativa puede entenderse "el 
s istema de reglas de conducta adoptado por los medios en retación 
con el  Estado,  la sociedad y la propia comunidad period ística, el cual 
se encuentra dotado de un órgano de ejecución y/o creación de normas 
sustantivas y procedimentales, y tiene como objetivos preservar las 
l ibertades informativas con responsabil idad social ." 

El concepto de autorregulación informativa propuesto se compone de 
los sigu ientes elementos constitutivos: 

a)  Es un sistema de organización basado en reg las de conducta 
que deben observar personas físicas (periodistas, públ ico 
etcétera) y personas jurídicas o morales (empresas informativas, 
anunciantes etcétera) en relación con el  fenómeno informativo 
y comunicativo; 

b) Este sistema se basa en la adopción de un conjunto de normas 
que contiene imperativos hipotéticos a efecto de fortalecer las 
l ibertades informativas ( l ibertad de información y l ibertad de 
expresión) con responsabilidad social (normas deontológicas que 
protejan el derecho al honor, a la vida privada y a la propia imagen 
de las personas, el sistema democrático, la moral y la paz 
públ icas y que coadyuven a optim izar el derecho a la 
información etcétera) ;  y, 

e) Este sistema cuenta con un organismo encargado de ejecutar 
y, regularmente, de crear normas procedimentales, de manera 
que exista un razonable equi l ibrio entre vigencia332 y eficacia333 
normativa . 334 

Una de las formas de exteriorización del sistema de autorregulación 
i nformativa es precisamente a través de los organismos de ejecución 
331 l rving, Larry, lntroduction to Privacy and Self-regulation in the information age, NTIA, 1 997. 

http://www.ntia.doc.gov/reports/privacy/privacy_rpt.htm. 
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(y/o creación) de normas deontológicas, conocidos comúnmente como 
Consejos de Prensa o, más recientemente, como Consejos de Noticias, 
que no son , en modo alguno, entidades de autocensura como se ha 
llegado a pensar. 

Y es que una de las preocupaciones en el ámbito period ístico ha sido 
asociar autorregu lación con autocensura .  Las diferencias entre la 
primera y la segunda las ha expuesto correctamente José María 
Desantes.335 La autocensura es siempre, por defin ición, una acción 
ex ante, mientras la autorregu lación,  por el contrario, comporta una 
acción a posteriori de la publ icación o difusión de la información . La 
autocensura es una acción precautoria para evitar reacciones legales 
o metalegales en una sociedad autoritaria ; la autorregu lación es, a 
contrario sensu, una respuesta de la propia comunidad period ística 
para mejorar la cal idad de la información que florece solo en una 
sociedad democrática . 

La autocensura es resu ltado de una iniciativa personal fundada en 
el temor y la represión ;  la autorregulación es, en cambio, producto 
de la razón objetivable y voluntaria de quienes intervienen de manera 
d irecta en las tareas informativas por la convicción compartida de que 
la labor de informar cumple una función social que le trasciende. 
También es importante distinguir  entre la idea de autorregulación y 
el Consejo de Prensa. La autorregulación atiende al todo; es una noción 

332 Vigencia significa la existencia específica de una norma; es decir, que ha sido creada por 
los órganos competentes y conforme al procedimiento previamente establecido para crear 
normas. Cfr Falcón y Tel la,  María José, Concepto y fundamento de la validez del derecho, 
Madrid , Servicio de Publ icaciones de la Facultad de Derecho de la Universidad 
Complutense de Madrid-Civitas, 1 994, pp.35-36 

333 Eficacia significa el grado de identidad entre la norma vigente y la conducta regulada 
efectivamente acaecida en un lugar y momento determinado. 

334 En el mismo sentido, Peter P. Swire sostiene que el vocablo "regulación" contiene tres 
elementos: a) El cuerpo normativo que define las reglas apropiadas, b) La coerción, que 
permite i niciar acciones contra quien viole los preceptos normativos y e) La adjudicación 
que supone decidir si efectivamente se ha violado una norma y que sanción conlleva 
semejante conducta. Swire, Peter P. , "Markets, Self-Regu lation and Government 
Enforcement in the Protection of Personal lnformation" en l rving, Larry, op. cit. , nota 330. 

335 Desantes Guanter, José María, La información como derecho, Madrid, Editora Nacional, 
1 974, p .  1 9. 
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i ntegradora de una voluntad manifiesta . El Consejo de Prensa es, por 
su parte, e l  organismo que hace posible darle vida a la idea plasmada 
en los sistemas de autorregulación . La autorregulación es una 
convención abstracta para referi r  una exteriorización concreta de la 
voluntad , pero sin ser la exteriorización misma. 

El Consejo de Prensa, por el contrario, traduce en acto esa convención, 
de ahí  esa vinculación tan estrecha entre autorregulación y Consejo 
de Prensa . Al igual que con lo concern iente al concepto de 
autorregulación informativa , la noción de Consejo de Prensa ofrece 
algunas dificultades para determinar un s ignifteado lo más preciso 
posible. La definición clásica,  citada con frecuencia,336 es la que sugiere 
J .  Clement Jones, para qu ien Consejo de Prensa es "un organismo 
no gubernamental ,  que actúa como amigable componedor entre los 
distintos sectores de los medios y el público . "337 

En Asia se ha adoptado también una definición similar. En efecto, para 
Oon Ee Seng , presidente de la Asociación de Periodistas Asiáticos, 
"los Consejos de Prensa son organizaciones no gubernamentales que 
consisten en entidades independientes incluyendo profesionales como 
abogados, méd icos, ingenieros y comunicadores. "338 

En estas defi niciones se pueden advertir dos deficiencias. La primera 
reside en que se introduce como elemento defi nitorio del vocablo 
Consejo de Prensa la oración "organizaciones no gubernamentales", 
dejando de lado el hecho de que buena parte de los Consejos de 
Prensa tienen bases legislativas no solo en los pa íses en desarrol lo  
(Egipto, I ndia) s ino en democracias consolidadas (Luxemburgo, 
Noruega). La segunda deficiencia consiste en que únicamente refieren 

336 Cfr. Sonninen, Paivi y Tina Laitila, "Press councíls in Europe" en Kaarle Nordenstreng (ed.), 
Reports on media ethics in Europe, Tampere, U niversity of Tampere, 1 995, p. 4. 

337 Clement Jones, J . ,  "Media councils in the Western Hemisphere" en Bruun,  Lars (ed), 
Profesional codes in journalism, Praga, l nternational Association of Journalists, 1 979, p. 
47. 

338 Oon Ee, Seng, 'The role of Press Councils and Journalists 'Unions" en Asad Latif, (ed.), 
Wa/king the tightrope. Press freedom and professiona/ standards in Asia, Singapur, Asían 
Media l nformation and Communication Centre, 1 998, p.  1 89. 
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un  solo aspecto del objeto de la autorregu lación (servir de amigable 
componedor entre prensa y públ ico) olvidando que el objeto es mucho 
más amplio, a pesar de que ciertamente la mediación entre los medios 
y el públ ico es una tarea esencial .  

Una defin ición alterna que refleja de mejor manera e l  espíritu del 
quehacer de estas entidades es la que propone Emmanuel Derieux, 
qu ien señala que:  "Los Consejos de Prensa son los instrumentos de 
la deontología y de la autodisciplina; el medio y la garantía de la 
responsabilidad. '1339 Así ,  pues, por Consejo de Prensa puede 
entenderse el organismo de creación y ejecución de normas de 
conducta que va lida la existencia de los sistemas de autorregu lación 
informativa . 

339 Derieux, Emmanuel, op. cit. p. 1 90. 
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Cap ítulo VI I I  

Regulación del ejercicio periodístico 

El concepto de periodista 

El primer problema que debe aclararse al hablar del ejercicio 
period ístico es el concepto de periodista, más aún porque en la 
legislación mexicana no existe una definición al  respecto.340 No se trata , 
por supuesto, de una solución sencil la desde el momento en que no 
hay una definición un ívoca, con aceptación universal , de la palabra 
periodista; por el contrario,  el derecho comparado ofrece soluciones 
distintas. 

Véanse, si no, las siguientes definiciones que ofrecen diversos sistemas 
jurídicos. 

En Argentina, periodistas son : las personas que real icen en forma 
regular, mediante retribución pecuniaria, las tareas que les son propias 
en publ icaciones diarias o periódicas y agencias noticiosas( . . .  ) Se 

340 La única definición sobre el particular es la que da la Resolución del H. Consejo de 
Representantes de la Comisión Nacional de Salarios M ínimos que fija los salarios mínimos, 
generales y profesionales vigentes a partir del 1 o de enero de 1 996 (publicada en el Diario 
Oficial de la Federación el 2 de diciembre de 1 995), que precisa el concepto de reportero 
en prensa diaria impresa en los siguientes términos: "Es el trabajador que obtiene información 
de interés general sobre eventos o temas de actualidad a través de la observación de hechos, 
de entrevistas a personas vinculadas con los mismos, o a personas de interés para la 
comunidad. Esta información la ordena, estructura y transmite de manera clara y expedita 
a la empresa periodística para su revisión y, en su caso, redacción definitiva y publicación." 
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incluyen como agencias noticiosas las empresas rad iotelefónicas que 
propalen informativos o noticias de carácter period ístico, y únicamente 
con respecto al personal ocupado en estas tareas ( . . . ) Quedan 
excluidos( . . .  ) los agentes o corredores de publicidad y los colaboradores 
accidentales o extraños a la profesión.341 

En Bélgica ,  period ista es la persona que cumple los siguientes 
requisitos : a) tener por lo menos veintiún años de edad ; b) No haber 
sido privado de los derechos previstos en el Código Penal ;  e) Ejercer 
a título principal y habitual ,  desde hace dos años por lo menos , la 
profesión de periodista, es decir, participar en la redacción de periódicos, 
d iarios o títulos publ icados con otra period icidad , en emisiones de 
información rad iodifundidas o televisadas, de noticiarios fi lmados o 
de las noticias de agencias de prensa consagradas a la información 
genera l ;  d) No ejercer ninguna forma de comercio y, en particular, 
n inguna actividad que tenga por objeto la publ icidad . 

En Chi le periodistas son : 

Artículo 5. Son periodistas qu ienes estén en poses1on del 
respectivo título universitario, reconocido vál idamente en Chile, y 
aquel los a qu ienes la ley reconoce como tales .  
Artículo 6 .  Los alumnos de las escuelas de period ismo, mientras 
real icen las prácticas profesionales exigidas por dichos planteles, 
y los egresados de las mismas , hasta 24 meses después de la 
fecha de su egreso, tendrán los derechos y estarán afectos a las 
responsabi l idades que esta ley contempla para los periodistas .342 

En Francia, periodista es quien ejerce como profesión principal , habitual 
y retribuida, un trabajo informativo en una publicación diaria o periódica 
o en una agencia de noticias, y de el la obtiene sus ingresos 
fundamentales. El corresponsal es un periodista profesional si recibe 

341 Estatuto del periodista profesional, previsto en la Ley número 1 2  908, de 1 946. 
342 Ley sobre Libertades de Opinión e Información y Ejercicio del Periodismo, publ icada en 

el Diario Oficial el 28 de agosto de 1 999. 
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un sueldo fijo y satisface las cond iciones previstas arriba. Quedan 
asimilados a los periodistas profesionales los colaboradores directos 
de la redacción ,  a saber: los redactores-traductores, los estenógrafos­
redactores, los redactores-revisores, los reporteros-dibujantes, los 
reporteros-fotógrafos, con exclusión de los agentes de publ icidad y 
de cuantas otras personas no aporten sino una colaboración ocasional ,  
en la forma que fuere. 343 

En Ital ia, es periodista uquien con una práctica de al menos 1 8  meses, 
ejerce de manera profesional y retribuida el  periodismo, ha superado 
una prueba de idoneidad y está inscrito en el  Ordine."344 

En la República de Mal í ,  periodista es aquel que tiene como ocupación 
principal, regular y retributiva, el ejercicio de su profesión en una agencia 
mal í  de información o en una publ icación públ ica o privada, escrita 
o hablada, d iaria o periód ica , editada en la República de Mal í ,  y que 
de el lo obtiene la principa l fuente de recursos para su existencia.345 

En Nicaragua,  es periodista 

Art ícu lo 4 .  Se consideran periodistas los nicaragüense y/o 
extranjeros residentes que a la fecha de entrada en vigencia de 
esta Ley tengan por ocupación principa l ,  regular y retribuida el 
ejercicio del periodismo o profesionales a fines en un medio de 
comunicación social ,  y los que en el futuro cumplan al  menos con 
uno de los siguientes requisitos. 
a) Los que ostenten el título universitario de period ista ,  extendido 

por una universidad nicaragüense legalmente autorizada o por 
una un iversidad extranjera ,  cuando se hayan hecho las 
equivalencias de la carrera de periodismo que tengan aprobado 
el tercer año y que el Colegio les extienda una licencia transitoria, 
previo reg istro en el mismo. 

343 Artículo 762 del  Código del  Trabajo. 
344 Artículo 1 o . del Ordine dei Giornalisti , febrero de 1 963. 
345 Artículo 1 7 , 1 1 .  del Estatuto del Periodismo de la República de Malí. 
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b) Los estudiantes activos de la carrera de periodismo que tengan 
aprobado el tercer año y que el Coleg io les extienda una 
l icenciatura transitoria ,  previo reg istro en el mismo. 

e) Los que a l  momento de entrar en vigencia esta Ley, estén 
ejerciendo o hayan ejercido el periodismo durante cinco años, 
aunque no tengan el t ítu lo, n i  sean egresados de una escuela 
de period ismo. 

d) Los reporteros gráficos con al menos tres años de experiencia . 

Artículo 5. También se consideran periodistas los ciudadanos 
extranjeros q ue siendo profesionales de la información en su país 
de origen se acrediten ante el Coleg io de Period istas y residan 
legalmente en N icaragua, de acuerdo con las Leyes migratorias 
naciona les ,  s iempre y cuando en los pa íses de or igen 
correspond iente exista el principio de reciprocidad para con los 
periodistas nicaragüenses. 

A nuestro ju icio, el concepto de periodista debe definirse de tal manera 
que abarque en su d imensión justa a quienes desempeñan trabajos 
informativos, pero sin que ampare a qu ienes, relacionados con los 
medios, no l levan a cabo trabajos propiamente period ísticos. Por ello, 
se ofrece la siguiente defin ición que consideramos precisa breve, y 
concisa : periodista es toda persona fís ica que hace del ejercicio de 
las l ibertades de expresión y de información su actividad principal , 
de manera permanente y remunerada.  

El acceso a la profesión periodística 

Uno de los debates más recurrentes en los estudios doctrinales del 
derecho de la información gira en torno de las vías de acceso a la 
profesión de periodista. Este instrumento de control (en la mayor parte 
de los casos de autocontrol ) de la información , ponderado como un  
fi l tro que contribuye a mejorar al máximo la  cal idad de los 
profesionales de la información , se ha enfrentado a enemigos diversos, 
muchos de los cuales consideran ,  en d istintos tonos, que el control 
para acceder a la profesión es, en real idad , una restricción 
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informativa, pues, arguyen,  l ibertad de información debe impl icar per 
se l ibertad de acceso a la profesión .446 

No existe una postura un ívoca sobre el tema. Por un lado, hay países 
que han introducido en su sistema legal prohibiciones expresas a l  
control de acceso a la profesión period ística. Es el caso de Alemania, 
donde si  bien no existe una legislación federal de prensa, los landers 
incorporaron restricciones como la prevista en el artículo 1 ,  numeral 
4, de la Ley de Prensa de Hamburgo, que dice : "Son i l ícitas 
cualesquiera organizaciones g remiales de prensa con afi l iación 
obligatoria , así como toda jurisdicción corporativa de la prensa, dotada 
de poder soberano. "  

Por el contrario, existen países en las que e l  ejercicio periodístico está 
sujeto a una l icencia .  Aqu í  habría que hacer una d istinción 
fundamenta l :  en algunos la l icencia period ística es expedida por las 
autoridades gubernamentales, con lo que se establece un control férreo 
a la l ibertad de información , y en otros en las que la expedición de 
la l icencia period ística está a cargo de los period istas ; por ejemplo 
en Bélgica, donde existe la Comisión Paritaria de Editores y Periodistas, 
que otorga la acreditación de period ista. En Dinamarca , la Federación 
de la Prensa es la encargada de conferir este reconocimiento.  En 
Francia, la carta que acred ita a un period ista profesional es otorgada 
por la Comisión Paritaria ,  formada por editores y sindicatos de 
periodistas, a cuyas reun iones asisten en cal idad de observadores 
un representante del Estado y un magistrado, para dar fe de la legalidad 
de las actuaciones. En I tal ia,  el Ordini di Giornalisti es una instancia 
formada por periodistas y publicista�47 que tiene, entre otras 
funciones, convertir la carta de acreditación de period ista o publicista, 
según el caso . En Luxemburgo, el Consejo de Prensa, que tiene 

346 En Alemania, por ejemplo, como corolario a la licencia que se exigía para ejercer el periodismo 
durante el nazismo, el Tribunal Supremo estableció la institución "prensa l ibre", que implicaba 
el l ibre acceso a la profesión periodística. 

347En Ital ia, además de la figura de periodista existe la de publicista, que es quien ejerce una 
actividad periodística con regularidad y en forma remunerada, aunque simultáneamente 
tiene otras profesiones o empleos. 
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representación paritaria de periodistas y editores, es el que otorga la 
carta de acreditación period ística . 

En Nicaragua, la Ley Creadora del Colegio de Periodistas de N icaragua 
en su artículo 6 establece el ejercicio profesional : 

"Para ejercer el period ismo o profesiones a fines será necesario 
contar con credencial del Colegio de Periodistas de Nicaragua, la 
que se obtendrá mediante la presentación de los documentos 
demostrativos de las circunstancias relacionadas en el a rto . 4. de 
esta Ley. 

"Una vez que la documentación presentada se hubiese encontrado 
en regla,  el Colegio de Periodista de Nicaragua le entregará al 
interesado la credencial que lo acredite como ta l ,  dentro de los 
quince d ías hábi les subsiguientes a la fecha de presentación de 
su sol icitud .  Caso contrario, le hará saber med iante resolución 
motivada las razones por las que le n iega este derecho. 

"Serán objeto de reglamentación estatutaria los cargos que dentro 
de las empresas o medios de comunicación privados o estatales, 
deben desempeñar period istas acreditados por el  Colegio de 
Periodistas de Nicaragua. 

"La infracción a esta reglamentación será considerada como ejercicio 
i legal del periodismo y se sancionará por la autoridad de pol icía 
de oficio o a solicitud de parte, de conformidad con los art ículos 
29 y 31 del Reglamento de Pol icía (vagancia) . "  

Venezuela, de conformidad con el artículo 2 de la Ley de Ejercicio 
del Periodismo de 1 994, para el ejercicio de la profesión de periodista 
se requiere poseer  el títu lo de Licenciado en Periodismo, Licenciado 
en Comunicación Social o títu lo equivalente, expedido en el país por 
una U niversidad, o título reval idado legalmente ; y estar inscrito en el 
Coleg io Nacional de Periodistas (CNP) y en el I nstituto de Previsión 
Social de Periodista ( IPSP) .  Los ciudadanos que cumplan con los 
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requ isitos establecidos en esta d isposición , serán los ún icos 
autorizados para uti l izar el t ítulo de Periodista Profesional .  

Asimismo, según  lo establece el parágrafo primero del artículo 2 
mientras cumple con la obl igación de la revál ida indicada en este 
art ículo  y previa presentación de la constancia del  Consejo 
Universitario, el periodista graduado en el exterior podrá ser 
autorizado por la Junta D irectiva Nacional del Colegio de Periodistas 
para ejercer por el lapso de un ( 1 )  año, y verificación por la m isma 
J unta Directiva del desarrol lo normal del procedimiento académico y 
administrativo. 

En México, no existe n inguna reglamentación legal ni convencional 
para acceder al  ejercicio de la profesión period ística . 

Colegiación profesional del periodista 

Si el tema del acceso a la profesión period ística ha sido motivo de 
una ardua polém ica, el debate sobre la idoneidad de los colegios 
profesionales no se ha q uedado atrás, pues existe una relación 
indisoluble entre una y otros. En conveniente ofrecer dos características 
que dan vida a la figura de colegio profesiona l :  

1 .  Es  un cuerpo colectivo creado por ley, cuya afi l iación es 
obl igatoria para el ejercicio de una actividad profesional .348 

2. Este organismo cuenta con un código de ética y mecanismos 
de autocontrol en los que se manifiesta el espíritu de cuerpo, 
de dignificación y de compromiso social de sus asociados . En 
España , por ejemplo, la figu ra legal del colegio profesional es 
el veh ículo que util iza el sistema normativo positivo para regular 
la actuación de distintas profesiones l iberales: abogacía , 
medicina ingeniería, entre otras. 

En México, la instauración del Colegio Profesional de Period istas 
enfrenta cuestionamientos significativos desde la perspectiva juríd ica. 
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En efecto, desde el punto de vista legal , el Colegio Profesional de 
Periodistas presenta tres obstáculos centrales: 

a) En principio conviene precisar si el periodismo es una profesión 
o un oficio. La contribución de esta actividad a l  aportar los 
elementos de información necesarios para hacer factible la 
participación ciudadana en los asuntos públicos permitiría pensar 
que se trata de una profesión . Sin embargo, no es el caso de 
México, pues aqu í  no se requiere cumplir con n ingún requ isito 
académico específico para desempeñar la actividad de 
periodista ,349 a diferencia de lo que sucede con otras ocupaciones 
como la de abogado, ingeniero o médico, para cuyo ejercicio 
es imprescindible contar con una cédula profesional q ue otorga 
la Dirección General de Profesiones de la Secretaría de 
Educación Públ ica. 

b) No hay que perder de vista que la leg islación mexicana no creó 
la figura del colegio profesional como requ is ito de inscripción 
obl igada para los profesionales, incluso para las profesiones 
l ibera les clásicas, como sucede en otros países, razón por la 
que se antoja d ifíci l que el periodismo -que erróneamente no 
se consideraba una profesión- constituya, con su peculiar estatus 
legal ,  una excepción a la tradición mexicana. 

e) También habría que tener en cuenta las impugnaciones para 
establecer una institución de esta naturaleza para el periodismo, 
con arreg lo al derecho internacional . Entre otros instrumentos 

348 Hay que señalar que el colegio profesional es, por definición, una figura creada por mandato 
de ley, ya que sólo una norma jurídica puede establecer la inscripción obligatoria como 
requisito sine qua non para el ejercicio de una actividad profesional. 

349 En Ecuador, por ejemplo, la profesionalización del periodismo se ha convertido en un mandato 
legal. En efecto, la Ley número 1 945 de Defensa Profesional de los Graduados en las Escuelas 
de Ciencias de la Información establece lo siguiente: "Artículo 1 .  El Estado ecuatoriano 
garantiza el ejercicio profesional de los graduados en las Escuelas Universitarias de Ciencias 
de la Información antes denominadas de periodismo. Artículo 2. El Gobierno Nacional, las 
instituciones de Derecho Público y Privado con finalidad social o pública, y todas las demás 
que participen de fondos públicos, deben emplear a los profesionales determinados en el 
artículo 1 en la Dirección de sus Departamentos de Información y Relaciones Públicas." 
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internacionales, México es parte contratante350 de la Convención 
Americana de Derechos Humanos, que determina d iversas 
garantías en materia de derecho de la información. Sobre la base 
de este instrumento,  la Corte lnteramericana de Derechos 
Humanos ha emitido precedentes en sentido adverso a la 
colegiación obligatoria.  

El tema de la colegiación de los periodistas suscita diversas reacciones 
en el mundo occidental , donde los colegios de periodistas fueron 
creados a lo largo del siglo XX. En la mayoría de las naciones europeas 
y latinoamericanas, este asunto se ve con indiferencia o como una 
figura juríd ica extraña. 

En los países de origen anglosajón, como los Estados Unidos, Canadá, 
el Reino Un ido, y en las antiguas colonias inglesas del Caribe, suele 
manifestarse un abierto desdén a la idea de colegiar a los periodistas. 
Y en aquel los países en los que existen colegios profesionales de 
periodistas, como Costa Rica , Venezuela , Honduras, Panamá, 
República Dominicana, Chile, Nicaragua y España, su funcionamiento 
ha sido combatido por grupos de periodistas de esos mismos países 
y empresarios locales, dueños de medios informativos, y en especial , 
por una cámara patronal de carácter continental , la Sociedad 
lnteramericana de Prensa (SIP) .  

En los Estados Unidos se proclamó en la Primera Enmienda a su 
Constitución , hace más de 200 años, que en materia de l ibertad de 
prensa no debe existir n inguna ley que 1� regule. 

En particu lar destacan los dictámenes que elaboró la Corte 
l nteramericana de Derechos Humanos en torno de la interpretación 
de los artículos 1 3  y 29 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos a propósito de la obligatoriedad de afil iarse al Colegio de 
Period istas para ejercer la profesión en Costa Rica , y sobre la 

350 El Decreto de promulgación con el que México suscribió formalmente la Convención 
Americana de Derechos Humanos se publicó en el Diario Oficial de la Federación el 7 de 
mayo de 1 981 . 
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compatibi l idad de la Ley número 4420, del 22 de septiembre de 1 969 , 
que regula el Colegio de Periodistas de Costa Rica ,  con los referidos 
artículos 1 3  y 29 . Sobre la interpretación de los artículos 1 3  y 29 
relacionado con la obligación de inscribirse en el Colegio de Periodistas 
como requ isito esencial para ejercer el period ismo, la Corte 
d ictaminó: 

"De lo antedicho se desprende que una ley de l icencia de periodista, 
que no permite practicar el periodismo a quienes no son 
miembros del 'Colegio' y l imita el acceso al 'Colegio' a los titu lados 
universitarios especial izados en ciertos campos, no es compatible 
con la Convención. Esta ley podría contener restricciones a la 
l ibertad de expresión que no son autorizadas por el artículo 1 3, y 
que, por consiguiente, violarían no sólo el derecho de cada individuo 
a buscar y proporcionar información e ideas por los medios que 
estime convenientes, sino también el derecho del público en general  
a recib ir  i nformación sin interferencias de n inguna índole ( . . .  ) La 
l icencia obligatoria para periodistas es incompatible con e l  artículo 
13 de la Convención Americana de Derechos Humanos en el sentido 
de que niega a algunas personas el acceso al pleno uso de los 
nuevos medios para expresarse o entregar i nformación ."351 

De igual forma y en los mismos términos, sobre la incompatibi l idad 
de la Ley núm. 4420, la Corte concluyó: 

( . . .  ) la Ley Orgánica del Colegio de Period istas de Costa Rica, tema 
de esta sol icitud de consulta, es incompatible con el artículo 1 3  
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos,  en el  
sentido de que proh íbe a ciertas personas incorporarse al Colegio 
de Periodistas y, en consecuencia,  les n iega e l  p leno uso de los 
med ios de comun icación para expresarse o para entregar 
i nformación. 352 

351 Informe sobre la comunicación en el mundo, París, UNEsco, 1 990, p. 1 72.  
352 /dem. 
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Más tarde, estos precedentes los util izó como argumentos el 
lnternational Press lnstitute para cuestionar el contenido de la Ley 

de Creación del Colegio Profesional de Periodistas de Cataluña 
(España),  cuyo texto original establecía :  

Artículo 1 .  Se  crea e l  Colegio Profesional de  Periodistas de  Cataluña 
como corporación de derecho público, con personal idad jurídica 
propia , y con plena capacidad para el cumplimiento de sus fines, 
que agrupará a todos los periodistas que ejerzan la profesión en 
el territorio de Cataluña. 

Artículo 2 . 1 Para ser miembro del  Colegio Profesional de 
Periodistas de Cataluña deberá acred itarse la  posesión del título 
o l icenciado en Ciencias de la  I nformación,  rama de periodismo, 
o hallarse en posesión de otro título universitario superior y acreditar 
dos años efectivos de prácticas period ísticas. 

Disposiciones transitorias 

Primera .  Los period istas titulados e inscritos en el Registro 
Profesional de la Federación de Asociaciones de la Prensa 
Española ,  que sean socios de las asociaciones de la prensa 
existentes en Cataluña se convertirán en miembros del Colegio 
Profesional de Periodistas de Cataluña, aun cuando no cumplan 
los requisitos de titu lación establecidos por el artículo 2 .  

Segunda.  Los period istas q ue no d ispongan de  titu lación 
universitaria específica y no se hal laren inscritos en el  Registro 
Profesional de la Federación de Asociaciones de la Prensa Española 
en el momento de entrar en vigor la presente Ley podrán ser 
miembros del Colegio Profesional de Periodistas de Cataluña si 
demuestran el ejercicio in interrumpido de la actividad period ística 
durante un periodo de tiempo no i nferior a cinco años.353 

353 Ley 22/1 985, de creación del Colegio Profesional de Periodistas de Cataluña. 
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El debate respeto a la naturaleza del Colegio Profesional de Periodistas 

de Cataluña devino finalmente en una reforma legislativa al artículo 

1 o de la Ley 22/1985, que quedó redactado de la forma siguiente: 

Artículo 1 .  Se crea el Colegio Profesional de Periodistas de Cataluña 

como corporación de derecho públ ico, con personal idad juríd ica 

propia y con plena capacidad para el cumpl imiento de sus fines. 

El  Colegio agrupa a los periodistas que lo sol icita n ,  que ejercen 

la profesión en el territorio de Cataluña354• 

Sobre esta base cabe apuntar que si bien es cierto que la postura 
que reivindica el l ibre acceso a la profesión period ística tiene una dosis 

i mportante de a rgumentación aristotél ica , también, en la práctica 

cotidiana , este l ibre acceso se puede transformar en una argumentación 

de corte sofista , ya que en los países donde el acceso a esta profesión 

carece de toda reglamentación, legal o de jurisdicción interna, la l ibertad 

a pare nte para acceder a el la puede converti r se en una potestad a 
cargo de u n o  de los sujetos de la i nformación:  la empresa 

i nformativa . 

De esta manera,  la empresa i nformativa es la que discrecionalmente 

suele decidir, en el momento de efectuar contrataciones, quién es 

periodista y q uién no,  basada en criterios subjetivos, y sin n inguna 

posibil idad de recurrir sus decisiones. En el caso mexicano, la ausencia 

de regulación legal en la materia y la poca capacidad organ izativa 

de q uienes profesan el periodismo ha sido causa suficiente para que 

el l ibre acceso a la profesión sea condicionado por la potestad de la 

empresa informativa . 

354 Ley 1/1 988, del 26 de febrero de 1 988, que modificó la Ley 22/1985 de creación del Colegio 
Profesional de Periodistas de Cataluña. 

456 



Derecho de la Información 

El secreto profesional del  periodista 

El secreto profesional del period ista es una institución conocida con 
ampl itud en los medios period ísticos, así sea en sus aspectos 
genéricos, pero poco estud iada y menos tratada por la doctrina del 
derecho comparado de la información. El interés por esta singular figura 
-al mismo tiempo juríd ica y deontológica- es resultado del proceso 
de evolución de las sociedades humanas y de la consiguiente 
afirmación de Estados democráticos de derecho en los más d istintos 
lugares del mundo, en un proceso de reproducción creciente .  

El  Estado democrático de derecho asegura no solo la plena identidad 
entre el deber ser - el mundo abstracto establecido por las normas 
jurídicas- y el ser -que se deriva de la conducta efectiva de los sujetos 
de derecho-, sino también que el contenido de las normas de derecho 
garantiza la participación del mayor número posible de ciudadanos 
en el máximo de asuntos públ icos. Es verdad que el derecho a estar 
i nformados es correlativo al deber de publ icidad del Estado. 

Es una presunción jurídica en una democracia que el Estado -y en 
especial su expresión jurídica: el gobierno- debe informar a la sociedad 
sobre el desempeño de sus atribuciones constitucionales y legales, 
salvo los secretos de Estado expresamente previstos en la ley. Pero 
qué hacer cuando el Estado no informa lo que debe informar a la 
sociedad; o al  menos no todo lo  que debiese en respuesta al derecho 
a saber del públ ico .  

Uno de los antídotos paradigmáticos frente a esta eventualidad posible 
reside precisamente en el  secreto profesional de los periodistas, que 
surge como derecho o deber instrumental de las l ibertades de expresión 
e información . 

Existen,  por supuesto, resoluciones y recomendaciones de diversos 
organismos internacionales que se han pronunciado a favor de 
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garantizar el secreto profesional del period ista en las legislaciones 
nacionales.355 Y es que esta figura es una herramienta esencial del 
trabajo informativo, que alienta y promueve el ejercicio de la democracia 
en la medida en que hace del conocimiento de los más asuntos de 
interés period ístico , que de otra forma permanecerían bajo 
conocimiento de los menos. 

Sobra decir que la penumbra es la mejor tierra para que florezca la 
corrupción y fal lezcan la discusión y el debate públ ico .  S i  el secreto 
profesional del periodista es en las democracias una premisa legal y 
deontológica, conveniente para mantener la buena salud de las 
prácticas democráticas, en los Estados no democráticos o en procesos 
de transición a la democracia; se convierte en un instrumento esencial 
para impulsar e l  cambio.  

Pese a la idea social comúnmente compartida sobre lo que es el secreto 
profesional del periodista, no existe un  concepto de validez universal 
n i ,  menos aún ,  una fórmu la homogénea para tratarlo jurídica y 
deontológicamente en el terreno internacional . 

Concepto de secreto profesional del periodista 

El secreto profesional del periodista constituye al m ismo tiempo una 
reivindicación periodística de naturaleza deontológica y un instrumento 
legal correlativo a las l ibertades de expresión e información en todo 
el mundo. Los antecedentes de esta figura j uríd ica provienen del 
common /aw y se remontan al siglo XVP56 a propósito del "voto de 

355 Consúltese, por ejemplo, la Resolución sobre l ibertades periodísticas y derechos humanos, 
adoptada por la Cuarta Conferencia M inisterial sobre Políticas de Medios de Comunicación 
del Consejo de Europa, del 7 y 8 de diciembre de 1 994 y la Resolución sobre Confidencialidad 
de las Fuentes Periodísticas de Información, emitida por el Parlamento Europeo, el 1 8  de 
enero de 1 994 . 

356 Countess of Shrewsbury's Case, 1 2  Coke 94 ( 1 6 1 3) citado por Van Gerpen, Maurice, 
Privi/eged Communicatíon and the Press: The citizen · s right to know versus the Law · s Ríght 
to Confidentia/ News Source Evidence, Greenwood Press, 1 979, p. 58. También 
consúltese D'Aiemberte, Tabolt, "Joumalists Under theAxe: Protection of Confídential Sources 
of lnformation", Harvard Joumal on Legislation, número 6, 1 969. 
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honor", basado en la convicción de que un caballero no debía d ivulgar 
las noticias obtenidas en confidencia por atentar la privacidad de sus 
comunicaciones. 

Con el transcurso del tiempo, la constitucional ización de las 
l ibertades de expresión e información, primero, y su u lterior desarrollo 
legislativo y jurisprudencia! ,  después, en tanto ingredientes constitutivos 
del ejercicio de la democracia representativa, han hecho que el secreto 
profesional del periodista adquiera un lugar de importancia capital tanto 
en la deontolog ía period ística como en los d iversos órdenes 
normativos del mundo entero, con entera independencia del sistema 
jurídico del que abreven sus fuentes de producción normativa .357 

En una primera aproximación conceptual , el secreto profesional del 
periodista puede defin irse como el derecho o el deber358 que tienen 
los period istas a negarse a revelar la identidad de sus fuentes 
i nformativas,  a su empresa, a terceros y a las autoridades 
administrativas o judiciales. Ciertamente , esta defin ición es apenas 
una noción genérica que debe ser ajustada en forma casuística, según 
el sistema jurídico analizado cuyo contenido, l ímites y alcances pueden 
variar de un país a otro. 

Con todo, en esa tesitura de la definición sugerida en las l íneas 
anteriores se inscriben otras aportaciones. Así, por ejemplo, el Consejo 
de Europa , reunido en 1 97 4 para tratar asuntos de esta comunidad, 
arrojó una primera defin ición sobre e l  secreto profesional , a saber: 

357 Es importante precisar que contra la percepción empírica de la doctrina del derecho continental 
o civil /aw, el secreto profesional de los periodistas ha ganado espacios legislativos o statutory 
law en países de tradición jurídica anglosajona, dejando de tener únicamente a los precedentes 
judiciales o case law como principales fundamentos legales de protección, según se puede 
demostrar en la segunda parte de esta obra, particularmente a l  analizarse las leyes escudo 
de los Estados U nidos. 

358 En la mayor parte de los casos de derecho comparado se puede advertir que el secreto 
profesional del periodista ha sido regulado como un derecho; es decir, su ejercicio es 
potestativo por parte del periodista. Sin embargo, hay legislaciones en donde el secreto 
profesional del periodista es un deber jurídico, en la medida en que el informador se encuentra 
obligado a mantener reserva sobre la identidad de sus fuentes, so pena de ser acreedor 
a una sanción o amonestación pecuniaria o corporal .  
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"es el derecho del periodista a negarse a revelar la identidad del autor 
de la información, a su empresa, a terceros y a las autoridades públicas 
o jud iciales."359 

También se ha señalado que el secreto profesional es "el deber y el 
derecho moral del periodista de no revelar nada que en sí  mismo deba 
ser considerado como secreto o que se constituye en secreto a causa 
de la palabra empeñada del periodista de no descubrir la fuente de 
las informaciones recibidas en confianza. "360 

Es importante hacer notar que el secreto profesional del period ista , 
como deber juríd ico o como derecho subjetivo , ha tenido como telón 
de fondo un  apoyo sustantivo entre la propia sociedad civi l ,  
particu larmente en  los sectores i lustrados que han  visto esta figura 
legal como una garantía más para la formación de una opin ión pública 
l ibre ,  sustento sobre el que se erige un Estado democrático de 
Derecho . En los Estados Un idos, por ejemplo, un sondeo de opinión 
levantado por Gallup en 1 973361 -a propósito del establecimiento de 
Leyes Escudo estatales de protección de las fuentes period ísticas­
en 300 local idades ubicadas a lo largo del territorio americano reveló 
que el 57 por ciento de las 1 .462 personas entrevistadas apoyaba 
el derecho period ístico de la protección de las fuentes noticiosas. 
Este apoyo fue mayor entre los universitarios, a l  registrar el 68 por 
ciemto de simpatías en pro de crear una legislación que introdujera 
el secreto profesiona l .  

Los sujetos del secreto profesiona l del periodista 

Por sujetos debe entenderse a las personas legitimadas por el 
ordenamiento jurídico (o deontológico) para ejercer un derecho o 
cumpl i r  un  deber. Evidentemente , los sujetos del secreto profesional 

359 Benito, Ángel, "E l  secreto de los periodistas", Boletín Informativo de la Fundación Juan 
March, Madrid, s .a . ,  p. 6.  

360 Brajnovic, Luka ,  Deontología periodística, Pamplona, Eunsa, 1 978, p .  207. 
361 U.S.  House of Representativas, Hearings on Newsmen 's Privilege Before Subcommittee 

Number Three of the Committee on the Judiciary, p. 294. 

460 



Derecho de la Información 

son los periodistas , a quienes ya se defin ió en el primer numeral de 
este apartado. 

El objeto del secreto profesional del periodista 

Otro de los elementos constitutivos de la figura jurídica y ética del 
secreto profesional del period ista es su objeto. Cuando se habla de 
objeto se qu iere aludir a los bienes juríd icos (o bienes éticos o 
deontológicos) protegidos por el secreto profesional .  En otras palabras, 
el objeto se identifica al responder a la sigu iente interrogante :  ¿Qué 
protege el secreto profesional del periodista? O bien ¿Para qué se 
crea la figura del secreto profesional del periodista? Existe consenso 
doctrinal en sostener que el principal bien jurídico que protege el secreto 
profesional del periodista es el derecho a la información , el derecho 
a saber del público. 

Es importante precisar que el secreto profesional no trata , en modo 
alguno, de brindar privilegios o protecciones especiales a los periodistas 
per se, en aras de satisfacer sus intereses particulares o gremiales, 
sino en establecer mecanismos en beneficio del interés general  de 
la sociedad . Hay que recordar que el  period ista hace las veces de 
vehículo de intermediación entre las fuentes de información y la 
sociedad; más aún, la esencia del trabajo period ístico g ira en torno 
a la materialización del derecho de los ciudadanos a estar informados. 
Por esta razón, e l  secreto profesional representa una contribución 
importante para aumentar la cantidad y calidad de los textos 
informativos que recibe el públ ico para normar su criterio y participar 
en los asuntos públ icos, pues de no garantizarse e l  anonimato de las 
fuentes mucha información a la que regularmente se tiene acceso 
estaría restringida en perju icio de la sociedad toda .  S in una 
información completa y fidedigna la sociedad se encuentra sin las 
mejores posibil idades para evaluar la marcha de los asuntos públicos. 
Es por el lo que esta figura normativa se encuentre legislada como 
una herramienta para brindar seguridad jurídica y ejercicio pleno a 
la l ibertad de información en diversos Estados democráticos de derecho 
alrededor del mundo. 
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El hecho de que el secreto profesional del periodista forme parte de 
d iversos ordenamientos jurídicos no significa en modo alguno que hay 
consenso doctrinal a favor de esta medida. Hay algunas tendencias 
conservadoras que rechazan la jurid ización del secreto profesional , 
como Roland Dumas, quien afirma que "si el secreto protegiera las 
fuentes informativas, la inmunidad del period ista convertiría la 
información en algo incontrolable y las consecuencias serían 
negativas para los derechos de la personal idad y la paz social .  
Asimismo, desaparecerían los criterios de distinción entre noticias falsas 
y verdaderas, y si desaparece el delito de publicación de falsas noticias. 
¿Qué crédito puede otorgarse a la prensa?" 

Por el contrario, los principales argumentos que se han vertido en favor 
de brindar tutela legal al secreto profesional de los periodistas son 
recogidos por el profesor Desantes,362 a saber: 

1 .  Que el period ista tiene el  deber moral y ético de proteger el 
anonimato de la persona que le proporciona información , en el 
entendido que, en la duda,  será considerado confidencial en 
cuanto a la fuente . 

2 .  Que el periodista debe proteger sus fuentes de información como 
una seguridad práctica de que continuará recibiendo información 
confidencial ,  si fuera necesario, faci l itando al periódico, de esta 
manera, la obtención y publicación de la información que se debe 
al públ ico. 

3 .  Que la prensa contribuye al bienestar público y rinde un servicio 
públ ico importante al reunir y presentar información que, de otra 
forma, sin guardar el secreto de las fuentes, no podría conocerse; 
y que defender la confidencia constituye un elemento esencial 
en este proceso. 

362 Desantes Guanter, José María, La función de informar, Pamplona, Ediciones Universidad 
de Navarra, Eunsa, 1 976, pp. 1 42-1 43 .  
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4 .  Que el informador, al servir al bienestar públ ico ,  tiene el mismo 
derecho a un privilegio legal especial que el  médico, el  sacerdote 
o el abogado, a quienes se les reconoce legalmente el derecho 
a mantener el secreto profesional , por no mencionar a otras 
personas al margen de estas profesiones tradicionales que gozan 
también de esa protección. 

5. Que si un informador puede obtener información en el ejercicio 
de la función informativa, los organismos públicos -incluidas las 
funciones legislativa, ejecutiva y judicial- con su gran poder 
deberían obtener esa misma información , mucho más cuando 
el informador les ha proporcionado una pista; pero sin presionar 
sobre éste para que les faci l ite el  trabajo a cambio de traicionar 
la confianza depositada en él . 

El contenido del secreto profesional del periodista 

Si el objeto del secreto profesional del periodista responde a la pregunta 
del qué o para qué, el contenido, en cambio, cuestiona el cómo. En 
otras palabras, mientras el objeto se refiere a los fines del  secreto 
profesional del periodista , el contenido se relaciona con los medios 
legislativos para alcanzar de la mejor manera los fines o propósitos 
del secreto de referencia. El contenido es, por tanto, uno de los 
elementos sustanciales del secreto profesional del periodista, toda vez 
que de su estructura normativa depende en toda medida el grado de 
eficacia y protección que puede a lcanzar dicho secreto en un sistema 
jurídico nacional .  

Es verdad que ,  en principio, e l  núcleo sobre el que g ira e l  contenido 
esencial del secreto profesional del periodista es la reserva sobre la 
identidad de las fuentes de la información. Esta premisa in icial que 
no ofrece , aparentemente , mayores complicaciones se vuelve 
compleja al inquiri rse sobre los l ímites -si los hay- de su ejercicio a l  
entrar, eventualmente , en col isión con otros bienes jurídicos 
protegidos de igual o similar importancia que el  bien jurídico que tutela 
e l  secreto profesional del periodista . Estos l ímites al  contenido del 
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secreto profesional han sido introducidos en el derecho comparado 
desde tres elementos, a saber: 

1 .  Al establecer ampliaciones al  núcleo básico que da sentido a l  
contenido de l  secreto profesional de l  period ista e l  cual ,  además 
de tutelar el sigilo de las fuentes noticiosas, puede consistir en : 

a) Proteger el contenido de las informaciones recibidas off the 
record para in iciar reportajes o profundizar l íneas de  
investigación period ística ; 

b) Evitar el secuestro de documentos de trabajo, apuntes, 
fotografías, filmaciones, etcétera, del periodista , susceptibles 
ind irecta o indirectamente de conducir a la identificación de 
las fuentes de información ; y, 

e) Proteger el anonimato de autores de artículos y reportajes 
que firman con seudónimo por así convenir a sus legítimos 
intereses, siempre y cuando no incurran en hechos punibles. 

2 .  Al prescribir en forma restrictiva o extensiva el  término de 
periodista, titular del derecho (o de la obligación) de guardar 
sigi lo sobre la identidad de sus fuentes de información. 

3. Al defin i r  en forma restrictiva o extensiva los órganos del Estado 
ante los cuales se puede ejercitar el secreto profesional ;  y 

4. Al establecer los casos de excepción, si los establece, frente 
a los cuales decae el derecho (o la obl igación) de ejercer o 
de cumplir con el secreto profesional .  

Tipología provisional de la regulación jurídica del secreto 
profesional del periodista 

Como se ha d icho ya , el hecho de que el secreto profesional del 
periodista tenga asidero legal en un régimen jurídico nacional no impl ica 
per se que el bien jurídico protegido de esta figura legal se encuentre 
garantizado. La garant ía debida se concreta al momento de redactar 
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el contenido y los alcances del secreto profesional .  Es por el lo que 
resulta conveniente formular una tipología, así sea aproximada o 
provisional , susceptible de ofrecer una visión más o menos clara sobre 
el grado de desarrol lo legislativo del secreto profesional del  
period ista , a saber: 

a) Secreto profesional absoluto. El secreto profesional absoluto -
cuestionado por un sector doctrinal del derecho administrativo que 
no admite a priori derechos absolutos y, por el contra rio,  
defendido por otro sector doctrinal  del derecho constitucional que 
s í  los admite363- comprende el derecho de los periodistas a guardar 
sigi lo incondicionalmente sobre la identidad de sus fuentes 
informativas ante el director de la empresa , las autoridades 
administrativas, las autoridades parlamentarias y las autoridades 
judiciales. 

En este apartado se encuentran  los países siguientes: Alemania, 
Argentina, Austria , Bolivia ,  Brasi l ,  Cabo Verde,  Colombia, Estados 
Un idos (California ,  Indiana, Minnesota , Nebraska Nueva York), 
Estonia, Fin landia, Francia ,  Haití ,  I ndonesia, Ita l ia ,  Lituania, 
Macedonia, Malasia, Mozambique, N igeria ,  Paraguay, Perú ,  
Portuga l ,  Uruguay, Venezuela y Yemén. 

b) Secreto profesional calificado. El secreto profesional cal ificado 
es quasi absoluto y opera cuando su ejercicio solo puede ser 
declinado en casos excepcionales, bien por tratarse de temas en 
los cuales no existe otra fuente alternativa posible para l legar al  
fondo de un asunto judicial de especial interés general, o bien porque 
de la información en poder del periodista depende la salvaguarda 
de bienes juríd icos protegidos particu larmente relevantes para la  
sociedad como la  integridad corporal de las personas o e l  equi li brio 
ecológico; y en todo caso, sujeto a una petición motivada por parte 
de la autoridad jurisdiccional competente . En este apartado están 

363 Una lúcida defensa del secreto profesional del periodista como derecho absoluto puede 
encontrarse en Fernández Miranda y Campoamor, Alfonso, El secreto profesional de los 
informadores, Madrid ,  Tecnos, 1 990, pp. 1 31 - 1 49.  
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incluidos los países siguientes: Albania, Andorra, Bielorrusia, España, 
Estados Unidos (Aiaska y Georgia) ,  Fi l ipinas,  Jordania ,  Moldovia, 
Reino Un ido, Rusia y Suecia. 

e) Secreto profesional lim itado. El secreto profesional l imitado se 
encuentra sujeto a mayores restricciones que el secreto profesional 
paradigmático en tanto no se puede ejercer frente a las autoridades 
jurisdiccionales y legislativas, en un número mayor de casos que 
el paradigmático, aunque aún mantiene con cierta cobertura el bien 
jurídico protegido del secreto profesional del periodista. En este 
apartado se encuentran los países siguientes: Algeria ,  Egipto y 
Ecuador. 

Marco normativo 

En México, el secreto profesional de los periodistas no se ind ica 
expresamente en la Constitución ni en la Ley de Imprenta; no obstante, 
está impl ícito en el derecho a la información previsto en el artículo 6 
de la Carta Magna. Por esta razón, diversos jueces de distrito han 
resuelto, con fundamento en el derecho a la información que establece 
el artículo 6 constitucional , que los periodistas no están obl igados a 
revelar sus fuentes de información .364 

Sin embargo, en el 2006 se reguló finalmente el secreto profesional 
en el ámbito federal  al reformar el código penal federa l .  En la capital 
del país se expidió una ley especial  sobre la  materia que abreva de 
las mejores prácticas democráticas internacionales,  como puede verse 
a continuación: 

364 En ese sentido se pronunció también la Suprema Corte de Justicia en la solicitud 3/96 
del Presidente de la República, resuelta el 23 de abril de 1 996. 
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GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL 7 de junio de 2006 

LEY DEL SECRETO PROFESIONAL DEL PERIODISTA EN EL 
D ISTRITO FEDERAL 

TÍTULO PRIMERO 

DISPOSICIONES GENERALES 

CAPÍTULO 1 

DE LOS ALCANCES 

Artículo 1 .- La presente Ley es de orden público y de observancia 
general en todo el  territorio del Distrito Federal y tiene como objeto 
garantizar el secreto profesional del period ista. 

Artículo 2.- Para los efectos de esta Ley se entenderá por: 
l .  Period ista : Toda persona que hace del ejercicio d e  las l ibertades 

de expresión y/o información su actividad princi paiJ de manera 
permanente con o sin remuneración . 

1 1 .  Colaborador periodístico: Toda persona que hace del ejercicio de 
las l ibertades de expresión y/o información su actividad pri ncipal 
o complementaria ,  ya sea de manera esporádica o regu lar. l l l .  
Libertad d e  expresión : E s  l a  prerrogativa que tiene toda persona 
para difundir y publ ica r  ideas u opiniones a través de cualquier 
medio. IV. Libertad de información: Es la prerrogativa que tiene toda 
persona para buscar, investigar, sistematizar, d ifundir o publ ica r  
hechos que sean considerados de  interés público .  

CAPÍTULO 1 1  

DEL SECRETO PROFESIONAL 

Artícu lo 3.- El periodista y el colaborador periodístico tiene el derecho 
de mantener el secreto de identidad de las fuentes que le hayan 
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faci l itado i nformación bajo condición,  expresa o tácita, de reserva. 
El deber del secreto afecta igualmente a cualquier otro periodista , 
responsable editorial o colaborador del periodista, que hubiera podido 
conocer indirectamente y como consecuencia de su trabajo profesional 
la identidad de la fuente reservada.  

Artículo 4.- El  secreto profesional establecido en la presente ley 
comprende: 

l .  Que e l  periodista o e l  colaborador period ístico a l  ser citado para 
que comparezca como testigo en procesos jurisdiccionales del orden 

penal ,  civi l ,  administrativo o en cualquier otro seguido en forma de 
ju ic io ,  puede reservarse la revelación de sus fuentes de 
información; y a petición de la autoridad ampl iar la  información 
consignada en la nota, artículo, crónica o reportaje periodístico ;  

1 1 .  Que el  periodista o e l  colaborador periodístico no sea requerido 

por las autoridades judiciales o administrativas, para informar sobre 
los datos y hechos de contexto que por cualquier razón no hayan 
sido publ icados o d ifundidos, pero que sean parte de l a  
investigación periodística ; 

1 1 1 .  Que las notas de apuntes, equipo de grabación y de cómputo, 
directorios, registros telefónicos, así como los archivos personales 

y profesionales que pudieran l levar a la identificación de la o las 
fuentes de i nformación del periodista o del colaborador periodístico, 
no sean objeto de i nspección ni aseguramiento por autoridades 
administrativas o jurisdiccionales, para ese fin ,  y 

IV. Que el periodista o el colaborador periodístico no sea sujeto a 

inspección de sus datos personales relacionados con su quehacer 
period ístico, por autoridades administrativas o jurisdicciones, con 
el propósito de obtener la identificación de la o las fuentes de 
i nformación.  

Artículo  5.- Las personas que por razones de relación profesional con 
el periodista o el colaborador period ístico tengan acceso al  
conocimiento de la fuente de información serán protegidas en igualdad 
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de circunstancias por este ordenamiento,  como si se tratara de éstos. 
Artículo 6.- El periodista y, en su caso, el colaborador periodístico , 
tiene el derecho a mantener en secreto la identidad de las fuentes 
que les hubieren facil itado informaciones bajo condición, expresa o 
tácita, de reserva, y en conciencia hayan contrastado y/o documentado 
la información dirigida al público . 

Artículo 7.- El periodista citado a declarar en un procedimiento judicial 
civ i l ,  penal o de cualquier otra índole, podrá invocar su derecho al 
secreto profesional y negarse , en consecuencia , a identificar a sus 
fuentes, as í como excusar las respuestas que pud ieran revelar la 
identidad de las mismas. El  derecho al secreto a lcanza las notas, 
documentos profesionales o soportes que pudieran manifestar la 
identidad de la fuente, documentos que no podrán ser asegurados 
y/o intervenidos ni policial ni judicialmente .  

CAPITULO 1 1 1  

DEL ACCESO A LA I NFORMACIÓN Y ACTOS PÚBL ICOS 

Art ícu lo 8.- El periodista tendrá l ibre acceso a los reg istros, 
expedientes administrativos y, en genera l ,  a cualquier información 
recog ida por las autoridades públ icas que pueda contener datos de 
relevancia públ ica .  Las autoridades administrativas facil itarán este 
acceso, tomando las precauciones necesarias para garantizar el 
derecho a la intimidad de los particulares y las disposiciones contenidas 
en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito 
Federal conforme lo dispuesto por la normativa vigente en materia 
de protección de datos. 

Artículo 9.- El periodista tendrá acceso a todos los actos de interés 
públ ico que se desarrollen en el seno de organismos públ icos o a los 
de carácter públ ico que se desarrol len por personal o entidades 
privadas. No se podrá prohibir la presencia de un periodista en estos 
actos, inclu idos espectáculos y acontecimientos deportivos. En estos 
se podrá exigir el pago normal de u na entrada para el acceso. 
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CAPÍTULO IV 

DE LAS SANCIONES 

Artículo 1 0 .- El Ministerio Públ ico o l a  autoridad jud icial no podrán ,  
en ningún caso, citar a los periodistas ni a colaboradores periodísticos 
como testigos con el propósito de que revelen sus fuentes de 
información. 

Artículo 1 1 .- E l  servidor público que contravenga lo d ispuesto en esta 

Ley será sancionado con pena de prisión de uno a seis años y de 
treinta a trescientos d ías de multa sin menoscabo de lo que d ispone 
la Ley Federa l  de Responsabi l idades de Servidores Públ icos. 

TRANSITORIOS 

PRIMERO.- Se derogan todas aquellas disposiciones que contravengan 
el presente ordenamiento. 

SEGUNDO.- El presente Decreto entrará en vigor al  d ía siguiente de 
su publ icación en la Gaceta del Distrito Federal .  
Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los veintisiete 
d ías del mes de abri l  del año dos mi l  seis. 

Por la mesa directiva.- D I P. MARÍA GUADALUPE CHAVIRA DE LA 
ROSA, PRES I D E NTA.- D I P. JORGE GARCÍA RODRÍG U EZ, 
SECRETARIO.- D I P. MARÍA TERESITA DE JESÚS AGU I LAR 
MARMOLEJO, SECRETARIA.- Firmas. 

En cumpl imiento de lo d ispuesto por los artículos 1 22 ,  apartado C, 
Base Segunda, fracción J I ,  i nciso b) de la Constitución Pol ítica de los 
Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67, fracción J I  del Estatuto de 
Gobierno del Distrito Federa l ,  y para su debida publicación y 
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observancia , expido el presente Decreto Promulgatorio, en la 
Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federa l ,  en la 
Ciudad de México a los once d ías del  mes de mayo de dos mi l  seis.-

EL JEFE DE GOBI ERNO DEL D ISTRITO FEDERAL, 
ALEJANDRO DE JESÚS ENCINAS RODRÍGUEZ.­

F IRMA.-

EL SECRETARIO DE GOBIERNO, 
RICARDO RUIZ SUÁREZ.­

F IRMA. 

Elementos de legislación extranjera 

En varios pa íses de Europa el secreto profesional se encuentra 
regu lado. El Comité de Ministros del Consejo de Europa emitió la 
recomendación R (2000) 7 sobre el derecho de los periodistas a no 
revelar sus fuentes de información . Se trata de un exhorto para que 
los países europeos que aún no han legislado sobre la materia lo hagan 
a la brevedad posible. 

La recomendación contiene un interesante proyecto legislativo marco 
sobre el contenido y los l ímites del secreto profesional .  Por fuente 
informativa protegida la recomendación comprende, de manera 
enunciativa: 

a) E l  nombre y los datos personales así como la voz y la imagen de 
las fuentes; 

b) Las circunstancias de hecho del proceso de adquisición de la 
información de la fuente; 

e) El  contenido no publ icado de la información proporcionada por la 
fuente ; y, 

e) Los datos personales del period ista y sus jefes en relación a su 
trabajo profesional . 
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La recomendación sostiene que el derecho a no revelar las fuentes 
i nformativas debe proteger no solo al periodista, s ino a aquellas 
personas quienes, por sus relaciones profesionales con periodistas, 
adquieren conocimiento de i nformación que permita identificar a una 
fuente. 

E l  Comité de Min istros del Consejo de Europa ha considerado que 
el secreto profesional solo puede l imitarse en los casos siguientes: 

a) Que no haya alternativas razonables para conocer la  fuente que 
el propio comunicador; y, 

b) Que el legítimo interés en revelar la fuente tenga un evidente i nterés 
públ ico y sea de naturaleza seria y vita l .  

En varios países ya se ha legislado sobre el particular. En  Alemania ,  
por ejemplo, está protegido por la ley del  25 de jul io de 1 975 -de ámbito 
federal ,  a d iferencia de las leyes de prensa que son locales­
denominada Ley sobre el derecho a negar las fuentes de información, 
que d ispone en el artículo 53, apartado 1 ,  numeral 5: 

"Aquellas personas que se dediquen , o se hayan dedicado 
profesionalmente a la preparación , confección o difusión de 
productos impresos periodísticos o de emisiones rad iofónicas 
también tienen derecho a negarse a declarar acerca de la persona 
del  editor, rem itente o responsable de colaboraciones o 
documentaciones, así como sobre las i nformaciones que se les 
haya proporcionado en atención a su actividad , siempre que se 
trate de colaboraciones, documentación o informaciones destinadas 
a la parte redaccional . "  

En  España, el secreto profesional está previsto en el artículo 20 de 
la Constitución pol ítica de 1 978, aunque todavía no se ha desarrol lado 
en la Ley Orgánica. 

Gran  Bretaña -de tradición juríd ica anglosajona- incorporó el secreto 
profesional en la sección 1 O de la Ley de Desacato a la Magistratura. 
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Lo propio hizo hecho I tal ia en su legislación , pues lo  i ncorporó más 
como un deber que como un derecho, según lo refiere e l  art ículo 2 
de la Ley número 69, del 3 de febrero de 1 963, que d ice: 

"Periodistas y editores están obligados a respetar el secreto 
profesional sobre la fuente de las noticias, cuando así lo exija el 
carácter confidencial de las mismas". 

El caso de Portugal l lama la atención por e l  alcance de la protección 
a los periodistas ,  como se concluye del artículo  5, numeral 4, de la 
Ley de Prensa del 26 de febrero de 1 975, que señala: 

"Los periodistas no serán obligados a revelar sus fuentes de 
información, pudiendo guardar si lencio, s in  sufrir sanción alguna 
d irecta o indirecta. Los d irectores de las empresas period ísticas 
no podrán revelar ta les fuentes cuando de e l las tuvie ren 
conocim iento."  

En Asia ,  algunos pa íses han hecho del  secreto profesional del  
periodista objeto de protección legal , es el caso de Fil ipinas, en donde 
la sección 1 de la Ley número 53 relativa a la protección de la prensa 
prescribe:  

"Sin pe�uicio de su responsabil idad bajo las leyes penales y civiles, 
el editor, el redactor, el columnista o el reportero de cualquier 
periódico, revista o diario de circulación general no podrá ser 
compelido a revelar la fuente de cualquier información recibida en 
confidencial idad , a menos que la  Corte o la Cámara de 
Representantes encuentre que tal revelación sea requerida para 
la segu ridad del Estado."  

Lo mismo puede decirse de Indonesia ,  donde este derecho está 
previsto en el artícu lo 1 5  de la Ley número 21 de 1 982, que dispone: 

"Los periodistas quienes por causa de su trabajo tienen la obligación 
de mantener en secreto el nombre ,  domici l io o cualquier otro dato 
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identificatorio de la persona constitutiva de fuente de información, 
tiene el derecho de guardar si lencio." 

En  Malasia , el artículo 24, numera l  1 ,  de la de 1 972 que versa sobre 
secretos oficiales -y que desde esa fecha reglamentó el derecho a 
la información- prescribe: 

"N ingún testigo será obligado a revelar el  nombre o domicil io de 
su i nformante."  

E n  África, la influencia europea se manifiesta no solo en la 
constitución de los regímenes de gobierno, sino en la adopción de 
reglas juríd icas que norman las relaciones con los medios de 
i nformación. Así, por ejemplo, es significativo que el artículo 1 ,  de la 
sección 38, numeral  3 ,  de la Constitución de N igeria establezca: 

"N inguna ley podrá inval idar lo previsto en esta sección como parte 
esencial de u na sociedad democrática . . .  a) Con el propósito de 
prevenir  la  revelación de i nformación recibida en confidencia, o de 
quebrantar el mantenimiento de la  autoridad e i ndependencia de 
las· Cortes que regulan la telefonía ,  la  radio, la  televisión y la 
exhibición de pel ículas cinematográficas." 

Vale la pena señalar lo previsto en el a rtículo 30 de la Ley que Define 
los Principios que Rigen la Actividad de la Prensa y Establece Jos 
Derechos y Deberes de sus Profesionales, de la República de 
Mozambique, del 1 0  de agosto 1 981 que a la letra d ice: 

1 . Está reconocido a los periodistas el derecho al secreto profesional en 
relación al origen de sus informaciones que publiquen o transmitan, 
no pudiendo por su si lencio sufrir cualquier tipo de sanción . 

2 .  A falta de indicación del origen de la información , se presumirá que 
el la fue obtenida por su autor. 

3. El derecho referido en este artículo es igualmente reconocido a 
los d irectores de los órganos de i nformación y a las empresas 
period ísticas cuando tengan conocimiento de esas fuentes . 
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Por supuesto, el continente americano brinda ejemplos significativos 
sobre la regu lación del secreto profesional .  En los Estados Unidos 
de América -que cuenta con una estructura j urídica basada en el 
Common Law- por mandato de la Primera Enmienda de la Constitución 
que prohíbe la promulgación de leyes que restrinjan la l ibertad de 
información, no existe una legislación de carácter federa l  en materia 
de prensa; empero, sí hay normas estatales que protegen el secreto 
profesional , como la de Nueva York, que constituye una verdadera 
protección de las fuentes informativas por los términos en que está 
redactado el enunciado normativo: 

"A pesar de las normas de cualqu ier ley general o particular en 
contrario, n ingún periodista o locutor profesional ,  contratado o 
asociado con cualquier periódico, revista , agencia de noticias, 
asociación de prensa , servicio cablegráfico,  emisoras o canales 
de radio o televisión , será condenado por desacato por cualquier 
tribunal ,  legislatura u otro cuerpo con poderes para ello por negarse 
o dejar de revelar noticias o la fuente de estas noticias l legadas a 
su posesión como consecuencia de su actividad profesional ,  para 
ser publ icadas en un periódico,  revista o para ser emitidas por una 
emisora de radio o un  canal de televisión . "  

En  Bolivia también se  legisló sobre e l  secreto profesional , según lo  
d ispone e l  artículo 8 de  la Ley de Imprenta del 19  de enero de  1 925, 
que dice: "El  secreto en materia de i mprenta es inviolable."  

En el mismo sentido, el artícu lo 34 de la Ley del Ejercicio Profesional 
del Periodista de Ecuador prescribe: "Salvo los casos expresamente 
determinados en la Ley y en el Código Penal ,  n ingún periodista 
profesional será obl igado a revelar la fuente de información . "  

Por su parte, el artículo 8 de la  Ley de Ejercicio del Periodismo de 
Venezue la  establece : "E l  secreto profesional  es derecho y 
responsabil idad del periodista. Ningún periodista está obligado a revelar 
la fuente informativa de hechos de los que haya tenido conocimiento 
en el ejercicio de su profesión . "  
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En Costa Rica , el artículo 206 del Código Penal señala que: "Deberán 
abstenerse de declarar sobre los hechos secretos que hayan l legado 
a su conocimiento en razón del propio estado, oficio o profesión ,  los 
min istros rel igiosos, abogados y notarios, period istas, médicos, 
psicólogos, farmacéuticos, enfermeros y demás auxi l iares de las 
ciencias médicas, así como los funcionarios públicos sobre secretos 
de Estado. Sin embargo, estas personas no podrán negar su testimonio 
cuando sean l iberadas por el i nteresado del deber de guardar secreto. 
En caso de ser citadas, estas personas deberán comparecer y explicar 
las razones de su abstención. S i  el tribunal estima que el testigo i nvoca 
erróneamente l a  facultad de abstenerse o la reserva del secreto, 
ordenará su declaración mediante resolución fundada." 

En  Panamá el artículo 21 de la Ley 67 señala que :  "N ingún periodista 
está obligado a revelar sus fuentes de i nformación ni el origen de sus 
noticias, sin perju icio de las responsabil idades en que i ncurra por sus 
afirmaciones." 

El artículo 1 de la Ley 1 6.099 de Uruguay establece que: "Los 
periodistas tendrán el  derecho a ampararse en el secreto 
profesional respecto a las fuentes de i nformación de las noticias 
que difundan en los medios de comunicación."  

Cabe destacar que Argentina a nivel constitucional establece el  secreto 
profesional del periodista en el ú ltimo párrafo del artículo 43: 

Artículo 43. ( . . . ) 

Toda persona podrá interponer esta acción para tomar conocimiento 
de los datos a el la referidos y de su final idad, que consten en 
registros o bancos de datos públ icos, o los privados destinados a 
proveer informes, y en caso de falsedad o discriminación, para exigir 
la  supresión , rectificación , confidencia l idad o actual ización de 
aquéllos. No podrá afectarse el secreto de las fuentes de i nformación 
period ística. 
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Lo mismo en Bolivia , artículo 23 constitucional fracción IV: "El recurso 
de Habeas Data no procederá para levantar el secreto en materia de 
prensa." 

También Brasi l  en el artículo 5:  

Artículo 5. Todos son iguales ante la ley, sin distinción de cualquier 
naturaleza , garantizándose a los brasileños y a los extranjeros 
residentes en el País la inviolabi l idad del derecho a la vida, a la 
l ibertad,  a la igualdad , a la seguridad y a la prioridad , en los 
siguientes términos: 

( . . . ) 
XIV Queda garantizados a todos el acceso a la información y 
salvaguardado el secreto de las fuentes cuando sea necesario para 
el ejercicio profesiona l ;  
( . . .  ) 

Colombia lo establece en los artículos 1 8 , 73 y 7 4 constitucionales : 

Artículo 1 8. Se garantiza la l ibertad de conciencia . Nadie será 
molestado por razón de sus convicciones o creencias ni compelido 
a revelarlas n i  obl igado a actuar contra su conciencia . 

Artículo 73. La actividad period ística gozará de protección para 
garantizar su l ibertad e independencia profesional 

Artícu lo 7 4 .  Todas las personas tienen derecho a acceder a los 
documentos públicos salvo los casos que establezca la ley. 
El secreto profesional es inviolable. 

Por su parte , Ecuador hace lo propio en el artícu lo 81 : 

El Estado garantizará el derecho a acceder a fuentes de 
información; a buscar, recibir, conocer y difundir información objetiva, 
veraz, plural , oportuna y sin censura previa , de los acontecimientos 
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de i nterés genera l ,  que preserve los valores de la comunidad, 
especialmente por parte de periodistas y comunicadores sociales. 

Asimismo, garantizará la cláusula de conciencia y el derecho al  
secreto profesional de los periodistas y comunicadores sociales o 
de quienes emiten opiniones formales como colaboradores de los 
medios de comunicación . 
( . . .  ) 

Paraguay, 

Artículo 29: El ejercicio del periodismo, en cualquiera de sus formas, 
es l ibre y no está sujeto a autorización previa.  Los periodistas de 
los medios masivos de comunicación social en cumpl imiento de 
sus funciones, no serán obl igados a actuar contra los dictados de 
su conciencia n i  a revelar sus fuentes de i nformación. 

El periodista columnista t iene derecho a publicar sus opiniones 
firmadas, sin censura ,  en el medio en el cual trabaje. La d i rección 
podrá dejar a salvo su responsabilidad haciendo constar su disenso. 
Se reconoce al periodista el derecho de autoría sobre el producto 
de su trabajo intelectual , artístico o fotográfico, cualquiera sea su 
técnica ,  conforme con la ley. 

Perú estableció en el art ículo 81  segundo párrafo de su Constitución 
que: "Asimismo, garantizará la cláusula de conciencia y el  derecho 
al  secreto profesional de los period istas y comunicadores sociales o 
de quienes emiten opin iones formales como colaboradores de los 
medios de comunicación ." 

Es i mportante señalar que a iniciativa del senador Sadot Sánchez 
Carreña fue aprobado en el Senado, el 27 de abri l del 2005, la minuta 
con proyecto de decreto por el cual se adicionan el artículo 243 Bis 
del Código Federal  de Procedimientos Penales y la  fracción XXIX al 
artículo 225 del Código Penal Federa l ,  relativo al  derecho a la  reserva 
de i nformación y secreto profesional fue aprobado por unanimidad y 
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enviado a la Colegisladora (Cámara de Diputados) para sus efectos 
constitucionales, cuyo texto en la parte relevante a la letra dice: 

Articu lo 243 bis, fracción tercera : Los periodistas respecto de los 
nombres o las grabaciones , registros telefón icos, apuntes , 
archivos documentales y digitales y todo aquello que de manera 
directa o indirecta pudiera l levar a la identificación de las 
personas que, con motivo del ejercicio de su actividad les 
proporcione como información de carácter reservada en la cual 
sustente cualquier publ icación o comunicado.  

La cláusula de conciencia 

Marc Carri l lo sostiene que la cláusula de conciencia "tiene por objeto 
salvaguardar la l ibertad ideológica , el derecho de opinión y la ética 
profesional del periodista. "365 

Y es que la cláusula de conciencia ,  según Juan Luis Cebrián, directivo 
de El País, "presupone que los propietarios de la sociedad editora 
de una publicación adquieren también un compromiso con sus lectores, 
que son , en defin itiva , los que dan sentido al periódico, y no pueden 
por lo mismo permitirse un cambio de orientación editorial que traicione 
esa confianza en el los depositada. Los periodistas son la conciencia 
profesional de los lectores, por tanto un cambio de orientación iría 
contra la propia conciencia de los periodistas."366 

La expedición de la Ley Orgánica 2/1 997, de Cláusula de conciencia 
de los profesionales de la información de España es clara en los 
motivos y el objeto de protección de este derecho de los periodistas: 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS: 

La Constitución Española de 1 978 ha introducido en su parte 
dogmática el reconocimiento del derecho de los profesionales de 

365 Ibídem, p. 1 38 .  
366 Cebrián, Juan Luis, "La cláusula y e l  secreto", AEDE, Madrid, número 1 2, 1 986, p .  49. 
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la información a la cláusula de conciencia .  Y si bien es cierto que 
este derecho estaba ya reconocido por la legislación ordinaria, con 
diferentes grados de garantía , en diversos estados democráticos, 
la aportación del texto constitucional español ha sido la de integrarlo 
como elemento constitutivo del derecho fundamental a recibir y 
comunicar información .  

La fuerza normativa de la Constitución ha dotado a este derecho de 
plena eficacia jurídica desde su promulgación y, en consecuencia, su 
exig ibil idad jurídica vincula a poderes públicos y a particulares. Pero 
dicho esto, es necesario precisar su contenido, al objeto de asegurar 
su correcto ejercicio por parte de los profesionales de la información 
como destinatarios básicos de este derecho específico y, al mismo 
tiempo, proporcionar a la l ibertad de expresión y al derecho a la 
información un instrumento jurídico imprescindible que garantice su 
ejercicio efectivo en un Estado Social y Democrático de Derecho. 

Esta Ley Orgánica sigue la l ínea trazada por el Tribunal Constitucional 
de i nstar a los poderes públ icos, y, por tanto,  al Parlamento a l levar 
a térm i no acciones posit ivas e n  d efensa de  los derech os 
fundamentales, asegurando la imprescindible complementariedad de 
los valores constitucionales de l ibertad e igualdad. En  este sentido, 
su articulado responde a la necesidad de otorgar a los profesionales 
de la i nformación un derecho básico en la medida en que el los son 
el factor fundamental en la producción de i nformaciones. Su trabajo 
está presidido por un i ndudable componente intelectual ,  que ni los 
poderes públ icos n i  las empresas de comunicación pueden olvidar. 

La información no puede ser objeto de consideraciones mercantilistas, 
ni el profesional de la i nformación puede ser concebido como una 
especie de mercenario abierto a todo tipo de informaciones y noticias 
que son d ifundidas al  margen del mandato constitucional de 
veracidad y plural ismo. 

En  consecuencia , los elementos defin idores de esta Ley Orgánica 
tienen un doble punto de partida : en primer lugar, la consideración 
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del profesional de la información como agente social de la 
información , que ejerce su trabajo bajo el principio ineludible de la 
responsabi l idad; y, en segundo lugar, la concepción de las empresas 
de comunicación como entidades que, más al lá de su naturaleza 
juríd ica -empresas públ icas o privadas-, participan en el ejercicio de 
un derecho constitucional, que es condición necesaria para la existencia 
de un régimen democrático. 

Artículo 1 .  La cláusu la de conciencia es un derecho constitucional 
de los profesionales de la información que tiene por objeto garantizar 
la independencia en el desempeño de su función profesional .  

Artícu lo 2 .  
1 .  En virtud de la cláusula de conciencia los profesionales de la  

información tienen derecho a solicitar la  rescisión de su relación 
juríd ica con la empresa de comunicación en que trabajen : 
- Cuando en el medio de comunicación con el que estén 

vinculados laboralmente se produzca un cambio sustancial de 
orientación informativa o l ínea ideológica. 

- Cuando la empresa les traslade a otro medio del mismo grupo 
que por su género o l ínea suponga una ruptura patente con 
la orientación profesional del informador. 

2 .  El ejercicio de este derecho dará lugar a una indemnización , 
que no será inferior a la pactada contractualmente o, en su 
defecto, a la establecida por la Ley para el despido improcedente. 

Artícu lo 3. Los profesionales de la información podrán negarse, 
motivadamente, a participar en la elaboración de informaciones 
contrarias a los principios éticos de la comunicación , sin que ello 
pueda suponer sanción o perju icio. 

D ISPOSICIÓN DEROGATORIA ÚN I CA 

Quedan derogadas todas aquel las d isposiciones que se opongan 
a lo establecido en la presente Ley Orgánica .  
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Marco normativo 

En México, la cláusula de conciencia hasta hace poco tiempo fue 
conocida por los periodistas y, por ende, no forma parte del s istema 
jurídico mexicano de los medios de comunicación , ni tampoco se admite 
en los contratos colectivos de trabajo de las empresas informativas. 

Elementos de legislación extranjera 

Entre los expertos existe acuerdo en considerar 1 90 1  como el  año 
en que se conoció el  primer caso práctico en que se invoca la cláusula 
de conciencia en la profesión period ística . En esa fecha, la Corte de 
Casación ita l iana ratificó dos sentencias de un tribunal de Roma que 
obligaban a indemnizar a unos period istas que se vieron forzados a 
abandonar sus puestos de trabajo, a raíz de una modificación brusca 
y rad ical de la l ínea del periódico. 

Con la referencia de esta resolución judicial ,  el convenio colectivo de 
1 91 1  fi rmado entre periodistas y editores de prensa ita lianos recogía 
ya de forma expresa la cláusula de conciencia, entendida como derecho 
del informador a rescindir su contrato y ser indemnizado cuando la 
empresa alterara significativamente su pol ítica editorial dañando la 
conciencia moral del profesional .  

La  regu lación i tal iana encontró reflejo en otros países y legislaciones. 
Así, en 1 91 4  Hungría introdujo la ley de la cláusula de conciencia en 
su legislación. La norma señalaba el  derecho del periodista a denunciar 
su contrato laboral en el caso de que el editor le exigiese escrib ir  un 
artículo cuyo contenido supusiese un acto punible, vulnerase las 
estipulaciones del contrato laboral  o fuera contrario a la conciencia 
moral del informador. 

Desde 1 920, los editores de periódicos austriacos tenían la obl igación 
de comunicar a sus periodistas, con un mes de antelación , los cambios 
previstos en la orientación del periódico o en su d i rectiva . Cualquiera 
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de estas modificaciones autorizaba al informador a invocar la cláusula 
de conciencia con derecho a ser i ndemnizado. 

A mediados de los años 20, el convenio colectivo de los periodistas 
alemanes incluyó el derecho de éstos a acogerse a la clá usula de 
conciencia en e l  caso de una alteración importante de la orientación 
del periód ico.  La cuantía de la indemnización concedida al periodista 
depend ía del número de años de servicios prestados a la empresa . 

El convenio colectivo ita l iano de 1 928 extendió el derecho a invocar 
la cláusula de conciencia a cualquier trabajador del periód ico y no 
solo a los periodistas. 

La cláusula de conciencia ,  367 por pri mera vez en el derecho 
comparado, obtuvo el rango de norma constitucional en España, tras 
la promulgación de la Constitución vigente ,  que data de 1 978, aunque 
había ten ido precedentes en la ley austriaca del 28 de marzo de 1 91 4  
y e n  la ley francesa del 29 de marzo de 1 935.368 

En cuanto a la regulación francesa , la Ley del 29 de marzo de 1 935, 
que reconoce la cláusu la de conciencia de los period istas ,  tiene dos 
antecedentes inspiradores: de una parte, el informe real izado en 1 928 
por la Oficina I nternacional del Trabajo (OIT) sobre las condiciones 
laborales de los period istas, en el que se señalaba la ausencia de 
un rég imen regulador que garantizase los derechos básicos de los 
informadores. De otra parte , el proyecto de Estatuto del Period ista , 
redactado en 1 933 por Georges Bourdan, secretario general del 
Sindicato de Period istas franceses, que fue l levado por el d iputado 
Emi le Brachard al parlamento. 

El hoy conocido como Informe Brachard provocó la i nclusión en el 
Código de Trabajo de la cláusula de conciencia (artículo 761 .7), norma 

367 Cfr. De la Cuadra- Salcedo, T. , "La cláusula de conciencia: un godot constitucional ! y 11", 
Revista Española de Derecho Constitucional, Madrid , números 22 y 23, 1 988. 

368 Carri l lo, Marc, Op. cit. , p .  1 27. 
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que prevé la  posibil idad de que los empleados de una empresa 
period ística puedan rescindir su contrato de trabajo, obteniendo la 
indemnización por despido improcedente, cuando se produzca la cesión 
del diario o publicación, el cese de la publicación por cualquier causa, 
o el cambio notable en el carácter u orientación de la publ icación si 
éste supone en la persona empleada una situación que atente a su 
honor, a su fama o, de una manera genera l ,  a sus intereses morales .  

Hoy en d ía esta reivindicación periodística está protegida en 
ordenamientos legales diversos. 

En Francia, el artículo 761 -7 del Código del Trabajo establece que 
las d isposiciones referentes a la indemnización por despido son 
apl icables cuando en la rescisión se advierte "un cambio notable en 
el  carácter o la orientación del periódico o la publicación ,  si este cambio 
crea a la persona empleada u na situación de natura leza tal que llegue 
a atentar contra su honor, su reputación , o de una manera general  
sus intereses mora les." 

En  Holanda, el convenio-marco firmado entre la Asociación de 
Periodistas Holandeses y la  Asociación Nacional de Editores, cuya 
esencia sirve de guía para la firma de los contratos colectivos de trabajo 
en las empresas i nformativas, establece en el apartado 7 :  

7. 1 Si  u n  miembro de la redacción tiene serias objeciones de 
conciencia sobre la atribución de una misión, y no se conformara 
con la  decisión adoptada sobre el asunto por el d irector, puede 
dirigi rse al Consejo de Redacción para que se pronuncie sobre 
el tema. 

7 .2 Cuando el director, en virtud de la autoridad que le confiere el 
artículo 3, párrafo 2, introduzca alteraciones en las informaciones 
o artículo de los redactores, el redactor en cuestión puede 
sol icitar que el trabajo no vaya firmado. Asimismo, cuando el 
director, en uso de sus atribuciones, decida no publicar un 
artículo o información , e l  redactor involucrado puede dirigi rse 
con posterioridad al Consejo de Redacción sol icitando su 
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dictamen. Cuando el redactor afectado no esté conforme con 
el d ictamen, puede d irigirse de nuevo al Consejo de Redacción 
en demanda de un fallo. Y cuando el director o directores opinen 
que el fal lo del Consejo de Redacción no es aceptable, se lo 
comun icará así a los otros miembros del Consejo de 
Redacción con expresión de sus razones. 

Perú en su Constitución contempla la  cláusula de conciencia: 

Artículo 8 1 . ( . . . ) Asimismo, garantizará la cláusula de conciencia 
y el derecho al secreto profesional de los period i stas y 
comunicadores sociales o de quienes emiten opiniones formales 
como colaboradores de los medios de comunicación 

Condiciones laborales del periodista 

La l ibertad de información se convierte en una frase retórica si alguno 
de los sujetos del proceso informativo carece de las cond iciones 
materiales para garantizar el cometido final de la prensa :  informar al 
lector con veracidad y dar cabida a la plural idad . El  análisis del estado 
que guardan los derechos laborales y la seguridad social de los 
periodistas constituye una herramienta indispensable para evaluar las 
posibi l idades reales de ejercer a plenitud la profesión period ística. 

El establecimiento de conven ios-marco para el period ismo, la 
promulgación de leyes que tutelen las reivindicaciones laborales de 
la profesión , la adopción de programas permanentes de capacitación 
y actua l ización profesional y, sobre todo, la organización de los 
periodistas para la defensa leg ítima de sus derechos gremiales forman 
parte de la vida cotidiana de los periodistas en la democracia . 

En México no existe una regulación particular para e l  trabajo 
periodístico. La principal reivindicación en materia laboral que han 
obtenido los period istas mexicanos se circunscribe apenas al 
establecimiento de un salario  mínimo, pero ún icamente para los 
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reporteros de la prensa , y quedan exclu idos los periodistas de revistas, 
semanarios y de la rad io y la televisión . 

La ausencia de normas juríd icas en el ámbito federa l  que protejan y 
a lienten la labor period ística ha dejado a este gremio en un estado 
de indefensión legal que repercute gravemente en las cond iciones 
de vida del period ista y en su integridad profesional .  

Los sueldos bajos que recibe l a  mayoría de los period istas -
fundamentalmente los reporteros de la prensa- ha sido razón suficiente 
para que el statu quo haya explorado fórmulas compensatorias a fin de 
mejorar los ingresos de los informadores, sobre todo a través de dos vías: 

1 .  El primer mecanismo de ingreso complementario es de naturaleza 
legal ,  pero está afectado de grandes dosis de ilegitimidad en cuanto 
a los fines deontológicos de la profesión periodística . Este 
mecanismo cons iste en las comisiones publicitarias previstas en 
los contratos colectivos de trabajo que suscriben los sindicatos de 
periodistas y las empresas informativas en México. Así ,  por ejemplo, 
el contrato colectivo de trabajo del diario Novedades369 preveía : 

"La empresa se obliga a pagar a los redactores la comisión del 
1 2  por ciento por la publ icidad que obtengan en sus fuentes , 
así como la comercia l  que obtengan para Novedades Editores 
S. A. de C. V. La empresa se obliga a no cobrar  a los redactores 
cantidad alguna por publ icidad , cuando la propia empresa no 
obtenga el pago de la misma siempre que la orden de inserción 
esté firmada por el anunciante. Cuando por razones de estrategia 
para atraer mayores volúmenes de publ icidad , la empresa se 
vea en la necesidad de otorgar una tarifa especial reducida , en 
alguna fuente de información periodística, al redactor que consiga 
la publicidad la empresa le pagará en todos los casos, por 
concepto de comisión , 1 2  por ciento de lo que cobre por la venta 
de esa publ icidad con la tarifa rebajada . 

369 Este diario fue cerrado en el año 2002. 
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"Queda convenido entre empresa y sindicato que 1 2  por ciento 
que la empresa paga a los redactores por concepto de comisión 
por la publicidad que obtenga, deberá ser considerado como 
sa l a ri o  y q uedar  i nteg rado a l  m ismo , repercut iendo  
económicamente para todos los efectos legales en e l  salario 
i ntegrado de los redactores y en todas las prestaciones 
económicas a que tenga derecho. 

"A los reporteros gráficos se les pagará una comisión de 1 O por 
ciento por las fotografías que impriman y que se publiquen como 
espacio pagado, según las l íneas ágatas que ocupe el material 
fotográfico citado, tanto en los d iarios Novedades y The News, 
como en los suplementos que edite la empresa. 

"El citado 1 O por ciento se pagará exclusivamente a reporteros 
gráficos que tengan planta y su equivalente en dinero, cada mes 
se integrará a un fondo común·  que, a l  final izar el mes se 
distribuirá equitativamente entre todos los reporteros gráficos 
que tengan planta ."370 

E l  caso del desaparecido d iario del Poder Ejecutivo Federa l ,  El 
Nacional, fue verdaderamente grave porque no solo consideraba 
comisionista publicitario al periodista , sino también cobrador de las 
facturas de publicidad , según lo establecía e l  Contrato Colectivo 
de este periódico, que señalaba:371 

"La empresa cubrirá 1 5  por ciento sobre el precio de ventas antes 
del 1va a todos los trabajadores que ingresen publ icidad a l  
periódico,  siempre y cuando sea producto de labor de venta del 
trabajador y que además impl ique una participación activa en 
la recuperación del adeudo. En  estas ventas de publicidad no 

370  Cláusula 56  de l  Contrato Colectivo de  Trabajo suscrito entre el  Sindicato de Trabajadores 
de Novedades Editores y Novedades Editores S. A. de C. V., para el periodo 1 994-1 996. 

371 Cláusula 27 del Contrato Colectivo de Trabajo celebrado entre el Sindicato de 
Trabajadores del periódico E/ Nacional y el El Nacional S. A. de C. V. , suscrito con carácter 
de indefinido el 14 de octubre de 1 995. 
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están comprendidos los recursos etiquetados.372 La comisión será 
cubierta al trabajador dentro de los siguientes 1 5  d ías de su buen 
cobro. "  

Uno d e  los pocos diarios del pa ís q u e  ha encontrado una solución 
que de alguna manera equi l ibra la necesidad de i ng resos 
suplementarios de los periodistas con la dignidad profesiona l  del 
g remio -visto el singular contexto mexicano- es La Jornada, según 
se observa en lo que dispone el Contrato Colectivo de Trabajo de 
esta empresa informativa , que prescribe: 

"La empresa se obliga a d istribuir  entre todos sus trabajadores 
1 7  por ciento del valor de factura de la publ icidad cobrada q ue 
obtengan los reporteros de su fuente, conforme a usos y 
costumbres establecidos en esta empresa . De este porcentaje, 
el nueve por ciento se destinará a un fondo a repartir entre todos 
los trabajadores del diario,  excepción hecha de los reporteros. 
Este porcentaje será equivalente 3. 1 8  por ciento anual  al valor 
total de la facturación cobrada de la publ icidad estatal y social .  
Este fondo será pagado mensualmente .  

"El ocho por ciento del fondo a q u e  s e  refiere e l  párrafo primero, 
pasa a formar, a partir de esta fecha, parte integrante del salario  
d e  los reporteros, conforme a las bonificaciones que en cada 
categoría se han convenido, en los términos establecidos, en 
el tabulador que se anexa a este convenio. Estas bonificaciones 
deberán repercutir en todas y cada una de las prestaciones que 
se encuentran pactadas en porcentaje en el Contrato Colectivo 
de Trabajo y resultan ser parte del salario  base de los reporteros. 

"Para la adecuada apl icación de esta cláusu la,  la empresa se 
obliga a proporcionar mensual mente al sindicato un reporte en 
el que conste la cobranza de publicidad estatal y social realizada 

372 Los recursos etiquetados son las partidas presupuestares de la administración pública federal 
que sólo pueden utilizarse en gastos de difusión en los medios de información del Ejecutivo 
FederaL 
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en ese mes. El fondo de publicidad establecido en esta cláusula 
será repartido en partes iguales entre todos los trabajadores con 
derecho a recibirlo, inclu idos los fotógrafos, de la siguiente 
manera :  

a) el 50 por ciento de este fondo será repartido en partes iguales 
entre todos los trabajadores que actualmente lo perciben e 
incluyendo a los fotógrafos. 

b) el 50 por ciento del fondo restante se repartirá en partes 
iguales, sólo que sujeto a las asistencias de los trabajadores 
a sus labores, esto es, habrá una cuota diaria idéntica de 
este porcentaje para cada trabajador que sería pagada en 
función de los d ías en que el trabajador hubiera asistido. 

"Para los efectos de este último inciso, las incapacidades y 
vacaciones serán consideradas como asistencias. Asimismo, las 
l icencias sindicales establecidas en este contrato, a excepción 
de las s in  goce de salario ,  serán  consideradas como 
asistencias."373 

2. El segundo mecanismo no solo es i legal ,  sino que constituye una 
clara afrenta al espíritu de cuerpo y dignidad del periodismo. Este 
mecanismo se denomina chayo374 o embute y consiste en un 
estipendio mensual como ingreso complementario que reciben 
algunos period istas-reporteros de su fuente informativa , según la 

373 Cláusula 51 del Contrato Colectivo de Trabajo 1 995-1 997 entre el Sindicato Independiente 
de Trabajadores de La jornada y Demos Desarrollo de Medios S. A. de C. V. Cabe señalar 
que, las reivindicaciones de referencia se han mantenido en lo general al transcurso de 
estos años en los distintos contratos suscritos en el periodo. 

374 Elías Chávez, reportero de Proceso, cuenta el origen del término chayote en esta acepción 
que nos ocupa : "El chayote florece a su máximo esplendor desde que Gustavo Díaz Ordaz 
(Presidente de México durante el periodo 1 964-1 970) institucionalizó su irrigación. Mientras 
el entonces Presidente de la República pronunciaba un d ía de 1 966 el discurso inaugural 
de un sistema de riego en el estado de Tlaxcala, entre los reporteros corría la voz '¿Ves 
aquel chayote? Están echándole agua. Ve allá. '  Allá, semioculto por la trepadora herbácea, 
un funcionario de la Presidencia, entregaba el chayote, nombre con el que desde entonces 
se conoce el embute en las oficinas de prensa. Tan popular se volvió que su entrega dejó 
de ser oculta." Scherer García, Jul io, op. cit., nota 3 1 7 , pp. 1 62-1 63.  
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importancia del medio de información que representan y la impronta 
personal del periodista. Esto acontece de manera particular en las 
fuentes de connotación estatal ,  sin que ello impl ique,  por 
supuesto, que en las fuentes de la iniciativa privada no existan casos 
simi lares. 

La naturaleza i legal y el manto de i legitim idad que le rodea, incluso 
entre los periodistas ,  375 es motivo suficiente para que no existan 
evidencias documentales de estos sobresueldos, por lo menos no 
fidedignas, pero sí hay testimonios de periodistas destacados que 
dan cu'enta de esta relación singular entre e l  periodista y su fuente 
i nformativa . Así ,  por ejemplo, Carlos Ram írez376 sostiene: "la 
costumbre de repartir e l "chayote" sigue vigente. Lo único que ha 
variado es que ahora somos un Estado o una econom ía más 
restringida, hablando en términos financieros; es decir, que también 
en esta corrupción clandestina de reparto del d inero sucio y 
subterráneo que se da a los periodistas,  ha habido una pérdida 
de poder adquisitivo; en pesos es más, pero en poder adquisitivo 
es menos y eso ha provocado un fenómeno muy i nteresante y es 
que cada vez son más los periodistas que lo rechazan. En el pasado 
reciente eran muy pocos los que lo rechazaban . Ahora son más, 
y esto se debe a que son más jóvenes y l legan al periodismo más 
con un espíritu de periodista de aventura y no de corrupción ."377 

Como se ve en los dos mecanismos que sirven de vías de ingresos 
complementarios para los periodistas, el compromiso con la veracidad 
informativa a que tiene derecho el sujeto universal de la información, el 
ciudadano, es subordinado a intereses económicos en los que el periodista 
es una víctima más del juego mutuo de intereses entre gran parte de las 
empresas informativas y el gobierno en sus diversos niveles. 

375 Casi todos los periodistas con los que he tenido relación niegan de manera tajante que 
hayan recibido ingresos por este concepto, aunque reconocen que es una práctica común 
en el gremio periodístico. 

376 Es un periodista que ha destacado por sus acres críticas al régimen a través de su columna 
política que publica el diario El universal. 

377 Singar, Leticia, Mordaza de papel, México, El Caballito, 1 993, pp. 7 1 -72. 
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En la esfera de los estados de la República ,  la ausencia de 
reglamentación también es una norma genera l  que reproduce, en 
esencia, las mismas condiciones laborales de los periodistas de diarios 
nacionales , que en muchas ocasiones son más d ifíci l es .  Con todo, 
existen dos casos que constituyen la excepción a la regla , por lo que 
se refiere a la regulación legal . E l  primero es el de San Luis Potosí, 
donde hay un acuerdo gubernamental para la promoción cotidiana 
de actividades de actualización profesional .  E l  segundo corresponde 
al  estado de Guerrero, que expidió la Ley de Fomento a la Actividad 
de los Periodistas, 378 que prevé actividades diversas para la formación 
period ística , según lo d ispone el artículo 3 :  

"El Gobierno del Estado, para fomentar la actividad de  los periodistas 
elaborará y ejecutará programas en los sigu ientes rubros: 

i .  D e  seguridad e higiene e n  la actividad period ística . 
i i .  De vivienda y suelo urbano para periodistas .  
i i i .  D e  apoyo a l a  capacitación y mejoramiento técnico y profesional 

de los periodistas en cumpl imiento del artículo 1 23 de la 
Constitución general de la República y de la Ley Federal del 
Trabajo y conforme a los l ineamientos de la Secretaría del Trabajo 
y Previsión Social del Gobierno Federal .  

iv. De becas para los h ijos de los periodistas 
v. De participación de period istas en el comité interno de 

programación de radio y televisión de Guerrero."  

Ahora veamos, aunque sea en forma superficial ,  el tratamiento que 
se da a los aspectos más representativos de la relación labora l  y de 
la seguridad social de los period istas en el  derecho comparado. 

Jornadas de trabajo 

Los horarios de trabajo previstos en los convenios-marco en 
d iferentes países son los siguientes: 

378 Esta ley se promulgó el 4 de junio de 1 992. 
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• Alemania,  1 95 horas mensuales, con descanso semanal de dos 
d ías. 

• Austral ia ,  40 horas semanales en trabajo d iurno; 38 horas en 
trabajo nocturno. En ambos casos se otorga un descanso semanal 
de dos d ías. 

• Bélgica,  38 horas a la semana, con un  descanso semanal de dos 
d ías. 

• Canadá, 36 horas a la semana,  con un descanso semanal de 
dos d ías. 

• Estados Unidos de América , 37 horas a la semana, con un 
descanso semanal de dos d ías. 

• Francia, 39 horas a la semana, con un descanso semanal de dos 
d ías. 

• Ital ia,  36 horas a la semana, con descanso semanal de dos d ías. 

Sueldo base 

Una de las características más significativas en las democracias es 
el establecim iento de normas reg lamentarias para determinar 
sueldos y criterios de ascenso. Las fórmulas aplicables varían de un 
pa ís a otro. En Alemania, por ejemplo, existen tres n iveles básicos, 
según el convenio-marco vigente: 

a) Aprendiz en periodo de práctica. De acuerdo con su edad , el 
sueldo oscila entre 980 y 1 .300 euros. 

b) Reportero-redactor varía entre el primero y el sexto año de 
antigüedad y según el tiraje del periódico. El sueldo fluctúa entre 
1 .400 y 2.500 euros aproximadamente .  

e) Reportero-redactor cal ificado, de  tres a 1 O años de  antigüedad . 
El sueldo fluctúa entre 2.600 y 3.400 euros. 

d) Reportero-redactor especializado, según su antigüedad y el ti raje 
del periód ico. El sueldo va de 3.500 a 4 .300 euros. 

En Austral ia ,  de acuerdo con el laudo arbitral vigente, existen seis 
categorías: A especia l ,  A2, A, 8, C y D, cuyos sueldos fluctúan en 
función de la antigüedad . 
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En Francia existen hasta 30 n iveles; a cada uno le corresponde una 
remuneración m ínima, susceptible de incrementar según la por las 
empresa informativa . 

La remuneración está sujeta al tiraje del periódico y se clasifica en 
tres categorías: a) mayores de 1 00 mil ejemplares; b) de 40 a 1 00 
mi l ,  e) menores de 40 mi l  ejemplares. Los incrementos salariales se 
establecen de acuerdo con los puntos de cal ificación anual que 
dictamina los comités de empresa integrados paritariamente por 
reporteros y ed itores. 

Sueldos por horas extra ordinarias 

a) Horas extraordinarias 
La compensación por el trabajo de horas extraordinarias muestra 
variantes de un país a otro. 
• En Alemania se pagan con tiempo l ibre equivalente en los dos 

meses siguientes o se paga 25 por ciento más respecto de 
la hora ord inaria .  

• En Canadá, las horas extraordinarias se compensan con tiempo 
l ibre al d ía siguiente o en la primera semana, o bien 50 por 
ciento más en relación con la hora ordinaria .  

• En Estados Unidos de América , las horas extraord inarias se 
remuneran con una tasa de 50 por ciento más de la hora 
ordinaria . 

• En Francia , con descanso compensatorio. 
• En Ital ia ,  con 20 por ciento más de la hora ordinaria .  
• En Nueva Zelanda, con 50 por ciento las tres primeras horas 

y 1 00 por ciento las subsiguientes. 

Trabajo nocturno 

En Austral ia, el trabajo noctu rno se compensa con 1 0  por ciento del 
horario normal si se rea liza de 06h00 a 07h00 o de las 1 8h00 a las 
20h30. Se otorga 1 7 .5 por ciento sobre la hora del horario normal de 
las 20h30 a las 06h00. 
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En Canadá, el horario nocturno suele retribu i r  se con una 
compensación de 7 .5 por ciento sobre la hora normal.  

En  los Estados Unidos de América varía de una empresa a otra , pero 
el baremo es de 2 .5 a 1 5  por ciento más sobre la hora normal . 

En Francia se regula con 1 5  por ciento más sobre el horario normal ,  
siempre que e l  trabajo se real ice entre las 2 1  hOO y las 06h00. 

Trabajo dominical o en días festivos 

• En Alemania se compensa con un d ía l ibre en las siguientes cuatro 
semanas. 

• En Austral ia se compensa con 7.5 por ciento sobre la hora 
ordinaria. 

• En Austria se paga con cinco por ciento del sueldo base mensual 
si es en domingo. 

• En Canadá se retribuye con 1 00 por ciento de la  hora ord inaria 
si es en d ía festivo solamente. 

• En los Estados Unidos de América se compensa con una tarifa 
que va de 1 00 hasta 200 por ciento sobre la hora ordinaria , según 
la empresa, siempre que sea d ía festivo. 

• En Francia se paga con descanso compensatorio. 
• En Ital ia se retribuye con cinco por ciento del sueldo mensual , 

con un aumento de 80 por ciento más un d ía de descanso si el 
d ía feriado cae en domingo. 

Compensaciones especiales 

Además del sueldo básico existen otras compensaciones: 

• Primas al mérito por reportajes o artículos destacados. 
• Primas de fin de año, que osci lan entre uno y hasta seis mes de 

sueldo. Japón es la excepción. La media son dos meses de 
aguinaldo. 
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Vacaciones pagadas 

• Alemania, 25 d ías naturales si el trabajador tiene entre uno y cinco 
años de antigüedad ; 26 d ías para seis o siete años; 30 d ías para 
quienes tienen de ocho a 1 9  años, y 34 d ías a partir de 20 años 
de antigüedad . 

• Austra l ia ,  seis semanas. 
• Austria , 26 d ías laborales; 39 d ías laborales después de 1 0  años 

de antigüedad. 
• Estados Unidos de América , de dos a cuatro semanas, según 

la antigüedad . 
• Francia,  un  mes a partir del primer año de antigüedad, más una 

semana a partir de  los ocho años de servicio. 
• Ita l ia ,  26 d ías laborales hasta cinco años de antigüedad . 30 d ías 

laborales de cinco a 1 5  años, y 35 d ías a partir de 15 años de 
servicio. 

Plazos de aviso para cesar la relación laboral 

Con el propósito de evitar que la  seguridad fami l iar se vea vul nerada 
y que las relaciones informativas se entorpezcan ,  los convenios-marco 
establecen , plazos de aviso para cesar las relaciones laborales por 
renuncia o por despido. Los plazos mín imos de acuerdo con la ley 
son los siguientes: 

• Alemania,  de seis a ocho semanas, según la  antigüedad . 
• Austria ,  un mes en caso de renuncia y tres meses por despido. 

Después de cinco años de antigüedad, un mes más hasta l legar 
a los 1 2  meses. 

• Bélgica, tres meses en caso de renuncia y seis meses por despido. 
• Francia , un mes. 
• I ta l ia ,  dos meses por renuncia y por despido o i nmediatamente 

se otorga una compensación indemnizatoria adicional .  
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Indemnización por despido 

Los montos establecidos para la i ndemnización por despido segú n  
la ley y los convenios-marco son los siguientes: 

• Alemania,  de u n  mes y medio a seis meses de sueldo, según la 
antigüedad y la edad. 

• Austria ,  de dos a 1 5  meses de sueldo, según la a ntigüedad . 
. Canadá , una suma fija por convenio colectivo más una semana 

de su eldo por cada semestre trabajado. 
• Estados Un idos, de dos semanas por seis meses de antigüedad 

hasta 75 semanas por 396 meses o más. 
• Francia,  u n  mes por año de servicio hasta 1 5  años; si son más 

de 1 5  años se otorga una indemnización que fija la com isión 
arbitra l .  

• Ita l ia :  d irector o subdirector, 13  meses de sueldo; jefes de 
redacción y de información ,  10  m eses; jefe de sección,  ocho 
meses y periodistas titu lares, siete meses. En todos los casos 
se agrega un mes por año de servicio. 

Participación de los periodistas en la empresa informativa 

En sociedades democráticas, la  cooperación entre editores y 
periodi stas en la empresa i nformativa es una práctica cotidiana.  El 
argumento doctri nal consiste en que la empresa period ística no es 
u na sociedad merca nti l alejada de todo compromiso con la sociedad,  
s ino,  por el contrario, el punto de encuentro de dos sujetos un iversales 
de la i nformación :  editores y periodistas, cuyo esfuerzo compartido 
permite al ciudadano, el tercer sujeto universal de la i nformación, ejercer 
de manera plena su derecho a informarse, como la garantiza el artículo 
1 9  de la Declaración Universal de los Derechos Humanos. 

Existen dos formas de partici pación de los periodistas-reporteros en 
el seno de la empresa informativa . La pri mera la son los denominados 
comités de empresa o de remuneraciones, cuya com posición suele 
ser paritaria (editores-periodistas) ,  en los que se negocian,  se 
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interpretan y se apl ican los términos del convenio colectivo de la 
empresa, a la luz de las directrices básicas que dicta el convenio-marco; 
es decir, por el acuerdo general que suscribe anual o quinquenalmente 
la Asociación Nacional de Periodistas con la Asociación Nacional de 
Editores. 

La segunda forma es el comité de redacción,  mediante el cual los 
periodistas participan en la toma de decisiones fundamentales de la 
empresa informativa, en asuntos como orientación política, reconversión 
tecnológica , amp l iación , creación o supresión de secciones 
informativas, entre otras. 

En otros casos, el comité de redacción está atribuido de ambas 
funciones . En  Aleman ia ,  e l  conven io-marco v igente d ispone 
textualmente : "El equipo de redacción debe ser obligatoriamente 
informado de toda decisión i mportante que pueda afectar a la vida 
de la empresa. Debe ser consultado particularmente antes de adoptar 
medidas relativas a la composición de la redacción:  contratación , 
despidos, traslados y promociones ." 

En Ital ia, el convenio-marco establece la obligación de crear un comité 
de redacción en toda empresa informativa que contrate por lo menos 
a 1 O periodistas. Ese comité está integrado por tres miembros elegidos 
por votación secreta y directa entre el personal de la redacción . Tiene 
como función controlar la apl icación exacta del convenio colectivo de 
trabajo, opinión sobre la organización de la redacción, horarios, traslado 
de personas, brinda dictámenes sobre cualquier medida que afecte 
la estructura de la empresa y que sea susceptible de menoscabar 
los derechos de los periodistas. 

En Holanda, el conven io-marco determina la obligación de constitu i r  
comités de redacción, de integración paritaria editores-periodistas, 
cuyas funciones son presentar ternas para nombrar jefes de 
información, de redacción y de sección, así como ser escuchado antes 
de nombrar al d irector y a los subdirectores. 
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El caso de Noruega es único. Se trata de la expresión más acabada 
de la democracia laboral en el sector period ístico. Desde 1 973, el 
convenio-marco concede a l  personal un tercio de los puestos del 
consejo de administración de la empresa, siempre que emplee a más 
de 1 5  personas. Cada una de las tres áreas organizativas, redacción, 
admin istración y técnica , designa a su representante. Los elegidos 
tienen voz del iberativa sobre la gestión de la empresa y derecho a 
fiscal izar  íntegramente la s ituación del d iario .  Tienen, en suma , los 
mismos derechos y obl igaciones que los consejeros nombrados por 
los accionistas, salvo el de decid i r  el nombramiento del director y de 
los subdirectores , aunque pueden expresar su parecer al respeto. 

Corresponsal de prensa 

El corresponsal de prensa es el period ista que por cuenta y a nombre 
de un medio de información cubre los sucesos informativos que 
acaecen en una zona previamente pactada ,  una ciudad , una reg ión 
o un estado federado. En México,  el corresponsal de prensa es el 
eslabón más débil del ejercicio period ístico, ya que carece de toda 
previsión legal en el régimen jurídico. De igual forma, en la mayor parte 
de los med ios mexicanos los contratos colectivos de trabajo no 
contemplan las cond iciones de trabajo del corresponsal .  En suma, 
esté carece de seguridad laboral y su trabajo se basa en acuerdos 
verbales. Sus emolumentos no se tasan sobre igualas o sueldos 
mensuales, sino -casi siempre- por nota publicada, que suele retribuirse 
en forma simból ica (entre dos y 1 O dólares estadoun idenses en 
promedio).  

Esta impronta j uríd ica del corresponsal de prensa ha sido un factor 
sustantivo para desvirtuar la naturaleza de las l ibertades informativas 
y desdibujar, por ende, el derecho a la i nformación . Efectivamente ,  
es una práctica común en México que el corresponsal de prensa 
combine sus actividades informativas con labores de publicidad , sobre 
todo en la esfera públ ica . Así se pacta otorgarle una comisión (que 
fluctúa entre siete y 1 8  por ciento del total de la factura pagada, una 
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vez descontado el lvA) por toda inserción o "gaceti l la" gubernamental 
de la ciudad , reg ión o estado donde presta sus servicios, y que se 
d ifunda a través del medio de información . 

La falta de independencia económica de los corresponsales de prensa 
de las principales fuentes informativas constituye una de las razones 
principales que impiden o dificultan sobremanera desarrollar el ejercicio 
period ístico profesional .  

Corresponsal extranjero 

La figura juríd ica del corresponsal extranjero en México está 
i mpl ícitamente regulada por la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y de manera expresa por la legislación migratoria .  
Como todo extranjero,  este corresponsal t iene impedido participar de 
cualquier forma en asuntos pol íticos del  pa ís, según lo dispone el 
artículo 33, segundo párrafo, de la Constitución, que a la letra d ice: 
"Los extranjeros no podrán de ninguna manera inmiscu irse en los 
asuntos políticos del país." 

El mismo art ículo constitucional otorga al Presidente de la República 
la facultad discrecional para "hacer abandonar el territorio nacional , 
inmediatamente y sin necesidad de ju icio previo, a todo extranjero 
cuya permanencia juzgue inconveniente" . En México ,  el corresponsal 
extranjero depende de la buena voluntad pol ítica del Presidente de 
la República para permanecer en e l  pa ís, debido a la  atribución taxativa 
que la Constitución hace en favor del titular del Poder Ejecutivo. Además 
la Ley General de Población atribuye, en forma ampl ia y d iscreciona l ,  
a la  Secretaría de Gobernación la  facultad para decidir  sobre el  ingreso 
y la permanencia de extranjeros . En efecto, el artículo 38 de la Ley 
General de Población establece: "Es facultad de la Secretaría de 
Gobernación ,  suspender o prohibir la admisión de extranjeros, cuando 
así Jo determine el i nterés nacional" . 

Por supuesto, la ley no indica qué significa interés nacional, por tanto , 
la Secretaría de Gobernación se encarga de identificar y presumir en 
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el "interés nacional" al momento de suspender o prohibir la entrada 
de extranjeros al territorio nacional . 

El corresponsal extranjero trabaja en México con una calidad de no 
inmigrante prevista en el artículo 42, fracción xi , de la  Ley General 
de Población, que d ispone: 

"No inmigrante es el extranjero que con permiso de la Secretaría 
de Gobernación se interna en el país temporalmente dentro de 
alguna de las sigu ientes características :  xi . Corresponsa l .  Para 
realizar actividades propias de la profesión de periodista, para cubrir 
un  evento especial  o para su ejercicio tempora l ,  s iempre que 
acredite debidamente su nombramiento o ejercicio de la profesión 
en los términos que determine la Secretaría de Gobernación . El 
permiso se otorgará hasta por un  año, y podrán concederse 
prórrogas por igual temporal idad cada una,  con entradas y salidas 
múlt iples . "  

El Reg lamento de la Ley General  de Población detal la los casos 
previstos en el artícu lo 42 de la ley de referencia; no obstante, no se 
menciona la fracción X I  del art ículo 42 , salvo la indicación genérica ,  
apl icable en todos los casos, de solicitar  la prórroga de permanencia 
en el pa ís con 30 días de anticipación al término del permiso con que 
cuenta el corresponsal extranjero.  

Elementos de legislación extranjera 

En algunos países de l beroamérica se advierte que la facultad 
discrecional del Presidente de la Repúbl ica Mexicana, para que los 
extranjeros abandonen el territorio nacional de forma inmediata y sin 
ju icio previo, que ostenta la Constitución se ha sustituido por fórmulas 
que brindan a los extranjeros mayor seguridad jurídica . 

En efecto, por ejemplo, el artículo 1 00 de la Constitución de Colombia 
señala:  
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"Los extranjeros disfrutarán en Colombia de los mismos derechos 
civiles que se conceden a los colombianos. No obstante, la ley podrá, 
por razones de orden público, subordinar a condiciones especiales 
o negar el ejercicio de determinados derechos civi les a los 
extranjeros. Asimismo, los extranjeros gozarán ,  en el territorio de 
la República ,  de las garant ías concedidas a los nacionales, salvo 
las l imitaciones que establezcan la Constitución o la ley. Los 
derechos pol íticos se reservan a los nacionales, pero la ley podrá 
conceder a los extranjeros residentes en Colombia el derecho al 
voto en las e lecciones y consultas populares de carácter municipal 
o d istrita l . "  

Por su parte, el a rtículo  1 9  de la Constitución de Costa Rica ind ica: 

"Los extranjeros tienen los mismos deberes y derechos individuales 
y sociales que los costarricenses, con las excepciones y 
limitaciones que esta Constitución y las leyes establecen. No pueden 
intervenir en los asuntos pol íticos del país ,  y están sometidos a la 
jurisdicción de los tribunales de justicia y de las autoridades de la 
Repúbl ica , s in que puedan ocurrir a la vía d iplomática, salvo lo que 
dispongan los convenios internacionales. "  

El artículo 26 de la Constitución Pol ítica de Ecuador señala: 

'Los ciudadanos ecuatorianos gozarán del derecho de elegir y ser 
elegidos, de presentar proyectos de ley al Congreso Nacional , de 
ser consu ltados en los casos previstos en la Constitución , de 
fiscal izar los actos de los órganos del poder públ ico ,  de revocar 
el mandato que confieran a los dignatarios de elección popular, y 
de desempeñar empleos y funciones públicas. 

Estos derechos se ejercerán en los casos y con los requ isitos 
que señalen la Constitución y la ley. 

Los extranjeros no gozarán de estos derechos ." 
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Premio Nacional de Periodismo 

Una pecu liaridad del régimen jurídico mexicano es la concesión del 
Premio Nacional de Period ismo, que funciona al margen de la 
experiencia comparada,  pues, hasta donde se sabe, es el único caso 
en el mundo en que una fuente de información importantísima premia 
a los period istas .  Desde el punto de vista deontológico, el Premio 
Nacional de Period ismo constituye una afrenta grave al periodismo 
independiente. 

En los Estados democráticos de derecho, el periodismo tiene un papel 
de importancia central en la reproducción de las prácticas democráticas, 
en virtud de que, entre otras cosas :  

a) Contribuye a formar la opinión públ ica , l ibre y responsable, 
susceptible de pronunciarse responsablemente sobre los más 
temas de interés públ ico variados. 

b) Materializa el derecho humano a la información, que hace posible 
que la figura de ciudadano se convierta en una premisa verificable 
y concreta . 

e) Representa un contrapeso frente a los poderes públ icos y da 
cuenta , sin otro interés más que servir a la sociedad , de todos 
los hechos -sin modificarlos, suprimirlos o alterarlos- que pudieran 
tener importancia noticiosa . 

d) Difunde en la sociedad los hechos de interés genera l  que, sin 
el trabajo de investigación period ística , permanecerían ocultos, 
en perju icio de la cantidad y cal idad informativa que recibe el 
públ ico .  

Los premios de period ismo en  las democracias no  tienen , en  
consecuencia,  otra finalidad que alentar las expresiones del trabajo 
period ístico que ofrecen integridad y cal idad informativa . E l lo 
presupone, entonces, dos premisas de partida: 

1 .  Que la entidad otorgante debe gozar de la presunción de legitimidad 
públ ica , cal idad moral y no estar dentro del universo esencial de 
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producción informativa , susceptible de generar dudas en torno de 
su independencia para entregar reconocimientos a los trabajos 
periodísticos. 

2. Deben establecerse criterios detallados para seleccionar los trabajos 
ganadores mediante fórmu las fundadas y motivadas de manera 
públ ica y transparente .  E l  premio Pulitzer, por ejemplo, lo otorga 
la Colu mbia Un iversity, por medio del un Consejo de Premiación 
integrado por 1 8  personas, entre el las periodistas destacados y 
académicos de las universidades de Stanford , Harvard y Carol ina 
del Norte, además, por supuesto, de la propia Universidad de 
Columbia. 

Más aún,  diversos códigos deontológicos de period ismo proh íben la 
intervención gubernamental en estas actividades de reconocimiento. 
En efecto , la Guía Deontológica de la Asociación de Periodistas de 
Quebec establece en el a rtículo 9d : 

"Los periodistas participan , como candidatos o jurados, sólo a los 
concursos de period ismo que sirven al avance del periodismo .  
Los  concu rsos sirven al period ismo cuando el j u rado es 
independiente de los organizadores , que está en su mayoría 
formado por periodistas y que juzga las obras según criterios 
period ísticos reconocidos . Así se evita que la cred ibi l idad de los 
periodistas sirva de apoyo a una causa , y por otra que los premios 
sirvan a orientar el trabajo de futuros period istas." 

En el mismo sentido, el Código de Ética del Círculo de Periodistas 
de Bogotá dispone en el artículo séptimo: "La independencia y la 
credibi l idad del periodista son indispensables para su ejercicio 
profesional . En consecuencia , son prácticas contrarias a la ética : 6 .  
Los estímu los que puedan causar dependencias, como premios de 
periodismo otorgados por las fuentes."  

También el Código de Ética de la Asociación Nacional de Periodistas 
del Perú establece en el artículo 1 O que los periodistas "No aceptan 
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premios o galardones que no sean otorgados exclusivamente en mérito 
a su competencia y menos si pueden poner en tela de juicio su capacidad 
de crítica constructiva y fiscalizadora a nombre de la opin ión pública." 

En México, la  situación es distinta. Tantos años viéndonos únicamente 
a nosotros mismos -en u na suerte de círculo e ndogámico-, s in la  
oportun idad colectiva de compara r  formas y modos con el mundo 
exterior, propició que las inercias atravesaran g ra n  parte de los tejidos 
sensibles del periodismo mexicano, auspiciado por el régi men jurídico 
vigente de los medios. 

Dura nte m uchos años, el retroceso acusado que vivía el pa ís se 
manifestaba con cabal salud en el proceso de entrega del P remio 
Nacional  de Periodismo, sobre el que nadie en México -o casi nadie­
había reparado. Y es que no es para menos, de acuerdo con el artículo 
63 de la Ley de Premios, Estímulos y Recompensas Civiles, el Consejo 
de Premiación del Premio Nacional de Periodismo e I nformación debía 
integrarse por un representante de la Secretaría de Gobernación, de 
la Presidencia de la República,  de la secretarías de Educación Públ ica 
y de Comunicaciones y Tra nsportes y de la Procuraduría General de 
la Repúbl ica. 

Esta circunstancia, por fortuna, se transformó a l  abrogarse el capítulo 
relacionado con el Premio Nacional de Periodismo e I nformación. Esta 
iniciativa fue i nstrumentada por el periodista Luis Javier Solana. Y tuvo 
un eco receptivo en la Secretaría de Gobernación que actuó en 
consecuencia y envió l a  in iciativa presidencial para derogar el Premio 
Nacional de Periodismo, lo cual fue aprobado por el Cong reso de la 
U nión . No es poca cosa este hecho . 

Es u n  acierto q ue responde a la demanda sistemática de u n  número 
creciente de periodistas y académicos i ndependientes,  por l a  simple 
y senci l la razón de que las fuentes i nformativas no debían premiar 
a quien las cubre para evitar todo confl icto de i nterés que pueda minar 
la i ndependencia de la prensa y, por ende, del derecho a la i nformación . 
Hoy más que nunca los medios y los periodistas requieren de la 
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credibi l idad para sortear la reducción de recursos públicos, que se 
observa como tendencia i rreversible.  Esta in iciativa es trascendente 
por varias razones, entre las que habría que destacar: 

Primera. Pone de rel ieve el proceso de vida democrática en donde 
dos actores empezarán a desempeñar el  rol que les corresponde. El 
gobierno a renunciar a tareas heredadas por el régimen político anterior, 
plasmadas cínicamente en la ley, como lo es (lo era) la entrega anual 
de certificados de buena conducta periodística por parte de la Secretaría 
de Gobernación . Y la prensa y la sociedad organizada que asumen 
ahora un compromiso y una responsabi l idad de optimizar e l  Premio 
Nacional de Period ismo para bien de todos a la luz de los 
estándares democráticos internacionales. 

Segunda. Se dan pasos concretos para in iciar el proceso que l leve 
a desmontar el rég imen juríd ico de la i nformación vigente, elaborado, 
por lo demás, a contrapelo de cualquier sistema mín imamente 
democrático y nutrido de acendradas compl icidades entre el poder 
público y una parte de los medios, creando por el método de 
aproximaciones sucesivas nuevas y modernas instituciones jurídicas 
en esta compleja materia donde no dejan de abundar las suspicacias. 

Tercera. Con esta i n iciativa el  gobierno renuncia también al 
voluntarismo en este rubro particular como fórmula de renovación y 
apela a la única fórmula leg ítima de cambio: la reforma de la ley. El  
cambio de personas y la toma de decisiones no son positivos s i  no 
van acompañados de un rediseño institucional sancionado por las 
normas juríd icas. En d istintos momentos y situaciones se ha 
observado que el voluntarismo representa , en el  mejor de los casos, 
en una solución temporal que termina con la gestión de las personas 
s i n  q u e  esa volu ntad democrát ica l legu e  p rec isam ente a 
institucional izarse , de ah í  la necesidad de la ley. 

Cuarta. La denominada ciudadan ización del Premio Nacional de 
Periodismo dejará de tener e l  acento en el aspecto pecuniario. Si ayer 
se valoraba a cuánto asciende el premio, hoy se privi legiará cómo el 
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buen ejercicio period ístico puede contribuir a mantener mejor 
informada a la sociedad . Si ayer el Consejo de Premiación , integrado 
exclusivamente por servidores públ icos, decid ía discrecionalmente la 
i ntegración de los jurados del premio, hoy se compone por 
period istas, medios, entidades universitarias y organismos no 
gubernamenta les - ten iendo estas ú lt imas dos una mayoría 
significativa- quienes de manera transparente nombrarán a los jurados. 

En suma,  si ayer el Premio Nacional de Periodismo era por su 
naturaleza legal signo de oprobio en el  marco del derecho comparado 
y de la ética periodística, hoy se erige como una institución ciudadana 
susceptible de ganar credibi lidad y prestigio. 

D istintas universidades y asociaciones de periodistas y empresas 
i nformativas (Asociación de Editores de los Estados, A.C. ,  Asociación 
Mexicana de Editores de Periódicos, A.C. ,  Cámara nacional de la  
I ndustria de la Radio y Televisión ,  Universidad Nacional Autónoma 
de México, Universidad I beroamericana,  Ciudad de México, Escuela  
de Periodismo Carlos Septién García, Universidad de Guadalajara ,  
Universidad de Occidente, Consejo Nacional para la  Enseñanza y la 
investigación de las Ciencias de la Comunicación, Fraternidad de 
Reporteros de México, la Fundación Manuel Buend ía y Libertad de 
lnformación-México AC) dieron vida a lo que ya se denomina Consejo 
Ciudadano del Premio Nacional  de Periodismo A.C. ,  entidad, como 
se puede observar, i ntegrada por los sujetos universales de la 
información: ciudadanos, periodistas y empresas informativas. 

Este Consejo ha mostrado con su trabajo un cambio sustantivo en 
la dinámica del referido premio: 

a)  La convocatoria no es expedida por la Secretaría de Gobernación 
(el Min isterio del I nterior en muchos países encargados de la 
gobernabi l idad interna de un pa ís) y un consejo de premiación 
normbrado al modo por servidores públ icos nombrados y 
removidos l ibremente por el presidente de la  Repúbl ica 
( ¡ incluido nada más y nada menos que un representante de la 
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Procuraduría General  de la Repúbl ica! ) ,  s ino que ahora se 
observan las mejores prácticas internacionales en la materia y 
es la sociedad organizada con los perioditas y las empresas 
informativas las que reconocen el periodismo de calidad ; 

b) La expresión material del premio no consiste más en una 
cuantiosa suma con cargo al presupuesto de la Secretaría de 
Gobernación, sino en u na figura elaborada por el reconocido 
maestro Juan Soriano (qu ien d icho sea de paso donó la obra 
para esta causa) y en una suma económica modesta aportada 
por los integrantes del citado Consejo Ciudadano, así como -y 
creo que es muy importante- la publ icación o compilación de 
los trabajos ganadores como textos de referencia para los 
alumnos de periodismo y comunicación en las universidades y 
escuelas del país como ejemplos de expresión emulables por 
los estudiantes y profesores de estas d iscipl inas; 

e) El nuevo premio distingue los géneros adecuados. N i  más que 
demeriten la  razón del premio n i  menos que dejen actividades 
fuera del reconocimiento de la sociedad y de sus propios pares; 

d) El nuevo premio no es otorgado más el d ía 7 de junio, esa fecha 
arbitraria que la Ley de Premios, Estímulos y Recompensas 
Civi les decretó sin fundamento racional alguno, sino el d ía 3 de 
mayo, declarado el  Día I nternacional de la Libertad de la Prensa 
por la Organización de las Naciones Unidas, en reconocimiento 
a los logros alcanzados con la Declaración de Windhoek (nombre 
de la capital de Namibia) para promover la independencia y la 
plura l idad de la prensa africana expedida precisamente el d ía 
3 de mayo de 1 991  en  un seminario convocado por la  ONU y 
la UNESCO desde el 29 de abril de ese año; y, 

e) Con el nuevo premio no se destinan recursos humanos pagados 
por el erario público para su organización y difusión; las empresas 
informativas integrantes del Consejo Ciudadano han absorbido 
los gastos de publicidad . .  
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La apuesta por el premio nacional de period ismo en manos de los 
sujetos universales de la información es signo de los nuevos tiempos. 
El ejemplo de la ciudadanización del Premio Nacional  de Periodismo 
no se ha quedado por fortuna solo. El  entonces gobernador de Sinaloa, 
Juan S. Mil lán, envió al Congreso del Estado una iniciativa para abrogar 
el decreto 464 que creaba el "Premio Sinaloa de Periodismo" tomando 
en cuenta que "el Gobierno de Sinaloa considera que es momento 
de dar por conclu ido el ciclo del "Premio Sinaloa de Periodismo" , para 
que sean las instituciones académicas, las organizaciones de la 
socidedad civil y las propias agrupaciones de periodistas, las que 
decidan con toda libertad qué debe premiarse, bajo qué criterio y cómo 
deben l levarse a efecto los mecanismos de d istinción del q uehacer 
period ístico". La iniciativa fue aprobada y en este estado del norte 
del país se ha integrado un consejo ciudadano para su versión estatal 
de premio de periodismo. 

Derechos de autor del trabajo periodístico 

En el régimen jurídico mexicano el trabajo informativo que l levan a 
cabo periodistas y comunicólogos carece de protección legal ,  en 
términos de la Ley Federal del Derecho de Autor. El artículo 1 3  de 
la ley citada enumera las ramas susceptibles de ser protegidas. De 
las 14 fracciones del art ículo 1 3  de referencia ninguna hace mención 
expresa del trabajo periodístico cotidiano . 

Así ,  la nota informativa que elabora diariamente el periodista no tiene 
el derecho moral del autor; es decir, el reconocimiento erga omnes 
de que se trata de una obra producida por su autor. Menos aún cuenta 
con el derecho patrimonial del autor, que le permitiría recib ir  un 
emolumento económico por la explotación de su creación intelectua l .  
Se trata de una omisión injusta porque en numerosas ocasiones los 
periodistas contratados por un diario ven circular sus notas en otras 
publicaciones del mismo grupo empresarial ,  en el mejor de los casos, 
con el reconocimiento de su firma, pero sin ningún estímulo económico 
adiciona l .  Sin embargo, la Ley Federal del Derecho de Autor protege 
tres actividades periodísticas: 
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a) la caricatura e historieta 
b) la obra fotográfica 
e) los programas de radio y televisión , según el artículo 1 3  de esta 

Ley. 

En estos casos existe protección tanto al derecho moral como al 
patrimonial del autor. El artículo 19 de la ley precisa: "el derecho moral 
se considera unido al autor y es inalienable, imprescriptib le,  
irrenunciable e inembargable." El ejercicio del derecho patrimonial 
abarca toda la vida del autor y, después de su muerte , cien años más. 

Régimen fiscal de colaboradores 

El régimen fiscal para los colaboradores de los medios de información 
quizá sea uno de los aspectos menos abordados del derecho mexicano 
de la información . Por esta razón, formular algunas reflexiones puede 
contribuir a aclarar determinadas interrogantes básicas. El régimen 
impositivo mexicano establece, en esencia ,  dos tipos de gravamen 
fiscal :  el Impuesto al Valor Agregado {IVA) y el Impuesto sobre la Renta 
{ISR). En ambos casos , el trabajo de colaboración period ística tiene 
un tratamiento especial en virtud de que estas colaboraciones (artículos 
de opinión, columnas pol íticas, caricaturas, reportajes especiales, etc.)  
forman parte de las obras protegidas por la Ley Federal de Derechos 
de Autor. 

El IVA no ofrece mayores dificultades para su análisis. En forma clara ,  
los artícu los 9 fracción 1 1 1  y 1 5, fracción XVI de la Ley de/ Impuesto 
al Valor Agregado disponen que no se pagará el impuesto de referencia 
por la explotación directa o a través de terceros de todas las obras 
proteg idas por la Ley Federal de Derechos de Autor, entre ellas, por 
supuesto, las colaboraciones period ísticas . Por lo que se refiere al 
ISR cabe señalar que el artículo 1 09,  fracción XXVI I I ,  de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta establece :  

"Derechos de autor hasta el equ ivalente de 20 salarios m ínimos 
generales: 
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28. Los que obtengan, hasta el equivalente de 20 salarios mín imos 
generales del área geográfica del contribuyente e levados al año 
por permitir a terceros la publicación de obras escritas de su creación 
en l ibros, periódicos o revistas, o bien la reproducción en serie de 
grabaciones de obras musicales de su creación, siempre que los 
l ibros, periódicos o revistas,  as í como los bienes en que se 
contengan las grabaciones, se destinen para su enajenación al 
público por la persona que efectúa los pagos por estos conceptos 
y siempre que el creador de la obra expida por dichos ingresos el  
comprobante respectivo que contenga la leyenda 'ingreso percibido 
en los términos de la fracción xxvu del artícu lo 1 09 de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta. '  Por el  excedente se pagará el impuesto 
en los términos de este Titu lo. (Titulo IV De las personas físicas 
Disposiciones generales . )" 

Cabe apuntar que la regla 1 91 de la Resolución Miscelánea publicada 
en e l  Diario Oficial de la Federación el 29 de marzo de 1 996 amplió 
esta exención fiscal a fotógrafas y dibujantes. (Sin embargo, no se 
incluyen en esta h ipótesis normativa los comentarios y programas 
radiofónicos o televisivos. )  

Con base e n  esto hay que reiterar que l a  exención opera siempre que 
se reúnan los siguientes requisitos: 

a) Se trate de una obra orig inal 
b) Esa obra sea enajenada por un tercero 
e) La enajenación tenga como final idad darla a conocer al público. 

Por el contrario, existen únicamente tres supuestos en los que no opera 
la exención del ISR: 

a) Cuando quien perciba estos ingresos obtenga también de la 
misma persona ingresos por concepto de sueldos y salarios. 

b) Cuando qu ien perciba estos ingresos sea accionista del capital 
social de la persona moral de la que recibe dichos ingresos en 
más de 1 O por ciento. 
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e) Cuando se trate de ingresos que deriven de ideas o frases 
publ icitarias, logotipos, emblemas, sel los d istintivos, d iseños o 
modelos industriales, manuales operativos u obras de arte 
apl icado. 

No será aplicable lo d ispuesto en esta fracción cuando los ingresos 
se deriven de la explotación de las obras escritas o musicales de 
su creación en actividades empresariales distintas a la  enajenación 
al publico de sus obras, o en la prestación de servicios. 
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Capítulo IX 

La sociedad civi l y los med ios 

El derecho a la vida privada 

Es el derecho fundamental de los individuos que consiste en no ser 
interferidos o molestados, por persona o entidad alguna , en el núcleo 
esencial de las actividades que legítimamente deciden mantener fuera 
del conocimiento públ ico. El bien juríd icamente protegido de este 
derecho está constitu ido por la necesidad social de asegurar la 
tranqui l idad y la d ignidad necesarias para el l ibre desarrol lo del ser 
humano, a fin de que cada qu ien pueda l levar a cabo su proyecto 
vita l .  El derecho a la vida privada se material iza en el momento de 
proteger del conocimiento ajeno el hogar, la oficina o el ámbito laboral ,  
los exped ientes médicos, legales y personales, las conversaciones 
o reuniones privadas, la correspondencia por cualquier medio, la 
intimidad sexual , la convivencia fami l iar o afectiva y todas las 
actividades conductas que se realizan en lugares no abiertos al público. 

El derecho a la privacidad contiene algunas pecul iaridades que es 
conveniente puntual izar: 

a) Es un derecho esenc ia l  e i n herente de l  i n d iv id u o ,  
independientemente del sistema juríd ico particular o contenido 
normativo con el que está tutelado por el derecho positivo . 

b) Es un derecho extrapatrimonial , que no puede comerciarse o 
intercambiarse como los derechos de crédito, pues forma parte de 
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la personal idad juríd ica del ind ividuo, razón por la que es 
intransmisible e irrenunciable. 

e) Es un derecho imprescriptible e inembargable. El derecho a la 
privacidad ha dejado de ser solo un asunto doctrinal para convertirse 
en contenido de derecho positivo, en virtud del desarrollo 
científico y tecnológico que experimenta el mundo moderno con 
el uso masivo de la informática, que permite el acceso casi i l imitado 
a información personal por parte de instituciones públicas y privadas. 

El derecho a la vida privada es producto , en esencia , del desarrollo 
de los med ios de información , del aumento de datos y hechos 
noticiosos . Existe consenso en la doctrina379 de que el derecho a la 
vida privada ,  entendido como right to privacy, tiene su origen en 1 890, 
a propósito de un amplio artículo publ icado por los abogados Samuel 
D .  Warren y Lou is D. Brandeis en la Harvard Law Review, titulado 
precisamente The right to privacy.380 Este artículo contiene las bases 
doctrinales a partir de las cuales se ha desarrol lado el derecho a la 
vida privada. El escrito sostiene que: 

"Recientes inventos y métodos de negocios llaman la atención sobre 
el próximo paso que debe tomarse para la protección de la persona , 
y para asegurar al ind ividuo lo que el juez Cooley denominó el 
derecho a ser dejado en paz. Fotografías instantáneas y empresas 
period ísticas han invadido el sagrado recinto de la vida privada y 
doméstica , y numerosos aparatos mecán icos amenazan hacer 
buena la predicción de que ' lo que es susurrado en lo cerrado se 
proclamará desde los tejados. '  

"Para sostener la tesis de que el  common /aw reconoce y mantiene 
un principio apl icable a casos de invasión de la privacy, no es 
necesario invocar la superficial analog ía con las injurias sufridas por 

379 Cfr. Pember, Don R,  Privacy and the Press. The law, the mass media and the First 
Ammendment, Seattle, University of Washington Press, 1 972, p. 2 1  y Herrero Tejedor, 
Fernando, Honor, intimidad y propia imagen, Madrid , Colex, 1 994, pp. 37 y ss. 

380 Publicado el 1 5  de diciembre de 1 890 en Harvard Law Review, vol .  IV, núm. 5, pp. 1 93-
2 1 9. Cita tomada de Herrero Tejedor, Fernando, op. cit. , nota 378, p. 37. 
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un ataque a la reputación o por lo que los civi l istas l laman una 
violación del honor, pues creemos que las doctrinas legales relativas 
a lo que se denomina ordinariamente el derecho a la propiedad 
intelectual y artística no son sino apl icaciones de un derecho general 
a la privacy, que entendido apropiadamente permite un remedio a 
los males que consideramos. El principio que protege escritos y todas 
las producciones personales, no contra robo o apropiación física , 
sino contra publ icación en cualquier forma, no es en real idad el 
derecho a la propiedad privada, sino el de una personalidad inviolable. 

"Debemos, por tanto, concluir que los derechos así protegidos, 
cualquiera que sea su naturaleza exacta, no surgen de un contrato o 
de una relación de confianza, sino que son derechos contra todo el 
mundo. Y, como ya hemos señalado, el principio apl icado para proteger 
tales derechos no es en realidad el derecho de propiedad privada, a 
menos que este término sea usado en un sentido ampl iado o inusual . 
El principio que protege escritos personales y cualquier otra 
producción de la intel igencia o de las emociones, es el derecho a la 
privacy, y la ley no tiene que formular un nuevo principio cuando extiende 
esa protección a la apariencia personal, a las expresiones, actos y a 
las relaciones personales,. domésticas y otras cualesquiera."381 

Posteriormente,  por la vía ju risprudencia! en los Estados Unidos de 
América, y a través de normas codificadas en otros países, el derecho 
a la vida privada se ha convertido hoy en d ía en uno de los derechos 
fu ndamenta les reconocidos tanto por i nstru mentos ju ríd icos 
supranacionales como por los órdenes ju ríd icos nacionales. 

Marco normativo 

En México, el derecho a la privacidad está regulado por el artícu lo 7 
constitucional , que prescribe como l ímite a la l ibertad de prensa el 
respeto a la vida privada. También es apl icable el artículo 1 6  de la 
Constitución , primer párrafo, que a la letra dice : "Nadie puede ser 

381 Ibídem, pp. 38-39. 
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molestado en su persona, fami l ia ,  domici l io ,  papeles o posesiones, 
sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, 
que funde y motive la causa legal del procedimiento . "  

Esta garantía de seguridad jurídica es ,  sin duda , amplia y suficiente 
para garantizar el derecho a la privacidad de los individuos, pues regula 
con precisión los requ isitos que debe reunir el mandamiento escrito 
mediante el que pueda afectarse o molestarse a la persona : 

a) Autoridad competente. La afectación a la persona debe provenir 
de una autoridad competente ;  es deci r, de un órgano facultado 
por la ley, pero en este caso, el artículo 1 6  constitucional no hace 
referencia a una ley secundaria, sino a la propia Constitución 
por lo que se exige que la autoridad esté i nvestida de 
competencia constitucional .  

b) Escrito fundado. No solo basta que la  autoridad esté atribu ida 
de competencia, sino que el mandamiento por escrito que lesiona 
al particular debe tener fundamento en una norma jurídica general 
de derecho positivo, conforme a la cual pueda darse origen al 
mandamiento de referencia. El maestro Ignacio Burgoa 
Orihuela afirma: "La exigencia de fundar legalmente todo acto 
de molestia impone a las autoridades diversas obl igaciones ,  que 
se traducen en las siguientes condiciones: 

1 .  En que e l  órgano del Estado del que tal acto provenga , esté 
i nvestido con facultades expresamente consignadas en la 
norma juríd ica {ley o reglamento) para emitirlo. 

2. En que el  propio acto se prevea en d icha norma. 
3 .  En que su sentido y alcance se ajusten a las disposiciones 

normativas que lo rijan . 
4 .  En que el citado acto se contenga o derive de un 

mandamiento escrito , en cuyo texto se expresen los 
preceptos específicos que lo  apoyen ."382 

382 Burgoa, Ignacio , Op cit, nota 60, p. 602. 
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e) Escrito motivado. El mandamiento por escrito, además de provenir 
de una autoridad competente y estar fundado en la ley, debe 
motivarse ; esto quiere decir q ue la h ipótesis normativa del 
precepto juríd ico invocado corresponda al  caso concreto, con 
los motivos y argumentos que justifiquen el encuadre de la 
situación en la prescripción legal .  

Por lo que concierne a la vida privada, la Ley de I mprenta 
establece las h ipótesis normativas que actual izan un ataque a 
este derecho fundamental en el artículo 1 ,  que d ispone: 

Constituyen ataques a la vida privada:  

l .  Toda manifestación o expresión maliciosa hecha verbalmente 
o por señales en presencia de una o más personas, o por 
medio de manuscrito, o de la imprenta ,  del d ibujo, l itografía , 
fotografía o de cualquier otra manera que expuesta o 
ci rcu lando en públ ico ,  o transmitida por correo, telégrafo, 
te léfono, radiotelegrafía o por mensaje, o de cualquier otro 
modo, exponga a una persona al odio, desprecio o rid ículo, 
o pueda causarle demérito en su reputación o en sus 
intereses .  

1 1 .  Toda manifestación o expresión maliciosa hecha en  los 
términos y por cualquiera de los medios indicados en la 
fracción anterior, contra la memoria de un d ifunto con el 
propósito o intención de lastimar el  honor o la públ ica 
estimación de los herederos o descendientes de aquél , que 
aún vivieren .  

1 1 1 .  Todo i nforme, reporte o relación de las audiencias de los 
jurados o tribunales, en asuntos civi les o penales, cuando 
refie ran hechos falsos o se alteren los verdaderos con el 
propósito de causar daño a alguna persona, o se hagan, con 
el mismo objeto, apreciaciones que no estén ameritadas 
racionalmente por los hechos, siendo éstos verdaderos. 
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IV. Cuando con una publ icación prohibida expresamente por la 
Ley se compromete la estimación de  una persona,  
exponiéndola a l  odio , desprecio o rid ículo,  o a sufrir daño en 
su reputación o en sus intereses ya sean personales o 
pecuniarios. 

El concepto de vida privada también ha sido preocupación de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación , que en tesis jurisprudencia! 
sostuvo: 

"La Ley no da un concepto de vida privada de una manera expl ícita , 
pero sí puede deci rse que lo contiene impl ícito, toda vez que en los 
artícu los siguientes se refiere a los ataques a la Nación Mexicana, a 
las entidades pol íticas que la forman, a las entidades del pa ís y a la 
sociedad . Para determinar lo que es la vida privada puede acudirse 
al método de la exclusión y sostener que vida privada es aquel la que 
no constituye vida pública.  Precisando dicho concepto, puede afirmarse 
que la vida que observan los funcionarios con este carácter, es decir, 
en el desempeño de su cargo y que es lo que interesa a la sociedad , 
se opone a las actividades del individuo como particu lar, a sus 
actividades en el hogar y en la familia; esto da la tónica para considerar 
cuáles fueron los ataques que la Ley de I mprenta quiso reprimir en 
la fracción i y en la iv del artículo 1 de la Ley de I mprenta . All í  se contiene 
una l imitación a las garantías de los artículos 6 y 7 constitucionales , 
pero se refiere a la vida privada, no a la que observan los funcionarios 
en el desempeño de su cargo. "383 

Elementos de legislación extranjera 

En la doctrina comparada se advierten algunas polaridades. Mientras 
algunos fundamentan la necesidad de proteger el derecho desde la 
Constitución y con la creación de una garantía específica, otros 

383 Semanario Judicial de la Federación, Sexta época, t. VIl ,  p.  1 0 . 
384 Osvaldo Alfredo Gozaíni utiliza ése término para poner l ímites y control a esa libertad. Gozaíni, 

Osvaldo Alfredo, Derecho Procesal Constitucional, Hábeas Data, Protección de datos 
personales, Argentina, Edit. Rubinzai-Culzoni Editores, 2001 . 
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sostienen que solamente se trata de problemas vinculados con la 
denominada " l ibertad informática ,"384 que pueden resolverse a través 
de leyes claras y precisas. 

El derecho a la privacidad está tutelado en la mayoría de los 
ordenamientos juríd icos, en forma expl ícita o impl ícita . También está 
protegido en los instrumentos jurídicos nacionales y en los sistemas 
nacionales de derecho positivo .  En efecto , e l  artículo 1 2  de la 
Declaración Un iversal de Derechos Humanos de 1 948 establece : 
"Nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su 
fami l ia , su domicil io o su correspondencia, n i  de ataques a su honra 
o a su reputación . Toda persona tiene derecho a la protección de la 
ley contra tales injerencias o ataques." 

En los m ismos términos se reproduce esta prescripción en el artículo 
1 7  del Pacto Internacional sobre Derechos Civiles y Pol íticos de 1 966, 
y el artículo 11 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
que util izan términos casi idénticos cuando hablan de la "protección 
de la ley contra tales injerencias o ataques a la vida privada , la 
correspondencia, la honra y la reputación . "  

En Francia, además de la garantía de seguridad jurídica constitucional ,  
e l  art ículo 9 del Código Civi l d ispone que: "Todos tienen derecho al  
respeto de su vida privada . Los jueces pueden , sin perju icio de la 
reparación del daño sufrido, prescribir toda clase de med idas como 
secuestro, embargo y otras propias, para impedi r  o hacer cesar un 
perjuicio a la intimidad de la vida privada ,  estas medidas pueden ser 
ordenadas por interdicto en caso de urgencia." 

En América Latina, el derecho a la privacidad ha adquirido una 
importancia creciente, lo que ha motivado a considerarlo una garantía 
const itucional expresa al iado de la tradicional garantía de seguridad 
jurídica que existe en México. 
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Podemos citar a Colombia, cuya Constitución establece: 

Art ícu lo 1 5 . E l  derecho a la privacidad. Todas las personas tienen 
derecho a su intimidad personal y fami l iar y a su buen nombre ,  y 
e l  Estado debe respetarlos y hacerlos respetar. De igual modo, 
tienen derecho a conocer, actual izar y rectificar las informaciones 
que se hayan recogido sobre ellas en bancos de datos y en archivos 
de entidades públicas y privadas ( . . . .  ) . " 

En Costa Rica,  la Constitución prevé el derecho a la privacidad en 
el artículo 24, que dispone: "Se garantiza el derecho a la i ntimidad y 
a la l ibertad y el secreto de las comunicaciones ( . . .  ) . "  

Lo mismo sucede en Chi le, donde el artícu lo 1 9 , numeral 4 ,  señala 
como garantía de la persona: 

"El respeto y protección a la vida privada y públ ica y a la honra de 
la persona y de su fami l ia .  

"La infracción de este precepto, cometida a través de un med io 
de comunicación social ,  y que consistiere en la imputación de un 
hecho o acto falso, o que cause injustificadamente daño o descrédito 
a una persona o a su fami l ia ,  será constitutiva de delito y tendrá 
la  sanción que determine la ley. Con todo, e l  med io de 
comunicación social podrá excepcionarse probando ante el 
tribunal correspondiente la verdad de la imputación ,  a menos que 
el la constituya por s í  misma el del ito de injuria a particulares . 
Además, los propietarios, editores, d irectores y administradores del 
med io de comunicación social respectivo serán sol idariamente 
responsables de las indemnizaciones que procedan . "  

De igual forma,  Paraguay prevé e l  derecho a la  intimidad en e l  artículo 
33 de su Constitución que dice : "La intimidad personal y fami l iar, así 
como el respeto a la vida privada,  son inviolables. La conducta de 
las personas, en tanto no afecte al orden públ ico establecido en la 
ley o a los derechos de terceros, está exenta de la autoridad públ ica. 
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Se garantizan el derecho a la protección de la intimidad, de la dignidad 
y de la imagen privada de las personas." 

Brasi l ,  por su parte, señala en su artículo 5 Constitucional : "Todos son 
iguales ante la ley, sin distinción de cualquier naturaleza, garantizándose 
a los brasileños y a los extranjeros residentes en el país la inviolabil idad 
del derecho a la v ida,  a la l ibertad, a la igualdad , a la seguridad y a 
la prioridad ." 

Ecuador hace lo propio en el  art ículo 23, numeral 8 :  "E l  derecho a la 
honra ,  a la buena reputación y a la intimidad personal y famil iar. La 
ley protegerá el  nombre, la imagen y la voz de la persona ." 

También Perú , en el  artículo 2 ,  numera l  7 Constitucional :  "Al honor y 
a la buena reputación , a la intimidad personal y famil iar así como a 
la voz y a la imagen propias." 

Derecho al honor 

Las l ibertades de expresión e información no son , en ningún Estado 
de derecho, l ibertades absolutas; son , en todo caso , derechos 
preferentes en las democracias , pero sujetas a l ímites debidamente 
previstos en la ley. Y el lo se explica por la necesidad social de que 
el  derecho a informar, a investigar y a estar informado no avasal le 
otros �ienes jurídicos protegidos de individuos e instituciones, como 
el  derecho a la vida privada ,  e l  derecho al honor y a la imagen . 

La ética en lo  general ,  y la deontolog ía periodística en lo  particular, 
no han sido ajenas -como así lo documenta la experiencia 
comparada- a la n eces idad de estab lecer tamb ién  reg las 
procedimentales de conducta al quehacer i nformativo en este campo, 
hoy sujeto a una amplia discusión en e l  terreno internacional. A 
diferencia de lo que sucede con diversos comportamientos del quehacer 
period ístico -como e l  buen gusto, la separación entre información y 
opinión, la d iferencia entre publicidad e información entre otros- que 
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carecen de expresión jurídica,  el derecho al honor sí está previsto en 
el orden legal tanto en el ámbito civi l  como en el penal .  

Pero también tiene u n a  regulación ética , que es muy importante . Y 
es que mientras el derecho opera en forma ex post; es decir, es 
necesario primero que se produzca la conducta constitutiva de delito 
o falta para poner a funcionar la maqu inaria judicial ; la deontología 
funciona de manera ex ante; es decir, busca convencer y prevenir 
antes que sancionar al periodista . 

El derecho al honor constituye un bien inal ienable de las personas, 
que se puede exigir erga omnes; es decir, frente a todo el mundo. 
No es sencil lo defin i r  el concepto de derecho al honor desde el punto 
de vista doctrinal y jurisprudencia! . Se trata de lo que se conoce como 
concepto juríd ico indeterminado. En otras palabras, no hay una 
acepción un ívoca de alcance general .  

El Tribunal Constitucional de España ha expl icado en jurisprudencia 
el fondo de la cuestión : 

"En una primera aproximación no parece ocioso dejar constancia de 
que en nuestro ordenamiento no puede encontrarse una defin ición 
de tal concepto, que resu lta así juríd icamente indeterminado. Hay que 
buscarla en el lenguaje de todos, en el cual suele el pueblo hablar a 
su vecino y el Diccionario de la Rea l Academia (edición 1 992) nos 
lleva del honor a la buena reputación (convenio utilizado por el Convenio 
de Roma), la cual -como les ocurre a palabras afines, la fama o la 
honra- consiste en la opinión que las gentes tienen de una persona, 
buena o positiva si no va acompañada de adjetivo alguno."385 

Y en esa tesitura el contenido del derecho al honor es "cambiante 
y . . .  dependiente de las normas, valores e ideas sociales vigentes en 
cada momento. "386 

385 STC 1 76/1 995 F.J. 3. 
386 STC 1 85/1 989. 
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El derecho al honor así debe ser determinado en forma casu ística 
atendiendo a las circunstancias prevalecientes en una sociedad dada. 
Este derecho está compuesto de dos ingredientes esenciales: el honor 
subjetivo, que se refiere a la esfera íntima de las personas: cómo se 
ven y se valoran a sí mismas en su relación con la sociedad ; y el honor 
objetivo, que se traduce en la consideración que los demás tienen 
de uno mismo. 

El  derecho al honor es, en suma, la facu ltad exigible para ser dejado 
en paz; para no ser, por ende, expuesto al odio, al desprecio o al ridículo 
frente a uno mismo y de cara a la propia sociedad . El honor adquiere 
relevancia normativa a partir de que el ser humano vive en sociedad . 
Se trata de un patrimonio personal que se requiere como requ isito 
sine qua non para hacer vivible la vida en el entorno comunitario. De 
ahí, por tanto, que su afectación injustificada constituya condición para 
una sanción, sea de carácter legal o de naturaleza deontológica . 

Es importante d istinguir entre derecho al honor y derecho a la vida 
privada, habida cuenta que son conceptos íntimamente relacionados, 
aunque no son asimi lables. Se puede afectar el derecho al honor de 
una persona sin sufri r n inguna intrusión en su vida privada y, de igual 
modo, se puede generar una intrusión en la vida privada de la persona 
sin ver afectado su honor, aunque generalmente se vean lastimados 
los dos bienes en este ú ltimo caso. Veamos la principal d iferencia :  

El derecho a la vida privada se material iza únicamente al momento 
de proteger del conocimiento ajeno el hogar, la oficina o ámbito laboral ,  
los exped ientes médicos, legales y personales, las conversaciones 
o reuniones privadas, la  correspondencia por cualqu ier medio, la 
intimidad sexual ,  la convivencia famil iar o afectiva y todas aquel las 
conductas que se l levan a efecto en lugares no abiertos al públ ico. 

El derecho a l  honor, en cambio, puede ser lesionado tanto por 
información de acceso públ ico ,  como por aquel la que no lo es. Es 
por ello que el derecho al honor requiere de una protección especial 
para que tenga eficacia en la vida cotidiana. 
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Particular protección merecen los ciudadanos que no ejercen cargos 
públ icos o que no tienen una actividad de evidente notoriedad públ ica . 
Y ello es expl icable. Las personas públicas deciden por su propia 
voluntad separarse del anonimato colectivo y someten su conducta 
al escrutinio públ ico, que no siempre es favorable. 

Medios de información y periodistas en diversos Estados democráticos 
de derecho así lo han comprendido y han actuado en consecuencia. 
Han establecido voluntariamente normas éticas de autocontención para 
min imizar los riesgos de afectación del derecho al honor de las 
personas. Estas reglas de conducta se pueden apreciar en los más 
distintos códigos deontológicos de la prensa en el mundo. 

En e l  ámbito supranacional , el código deontológ ico387 de la U N ESCO 
establece en el artículo 6 que: "El respeto del derecho de las personas 
a la vida privada y a la d ign idad humana, en conformidad con las 
disposiciones del derecho internacional y nacional que conciernen a 
la protección de los derechos y a la reputación del otro, así como las 
leyes sobre la d ifamación , la calumnia ,  la  i njuria y la insinuación 
maliciosa , hacen parte integrante de las normas profesionales del 
periodista . "  

En Europa , por ejemplo, el Código de Prensa y directrices para 
secciones redaccionales388 de Alemania establece el derecho al honor 
en el art ículo 9, que a la letra d ice: "Publ icar acusaciones infundadas 
contradice la honradez periodística, especialmente si son lesivas contra 
el honor."  

También, las asociaciones period ísticas de Hungría y Lituania han 
adoptado med idas en torno a l  derecho al honor. E l  cód igo 
deontológico389 de los periodistas húngaros ofrece un ampl io manto 
de protección , según se puede observar en lo d ispuesto en el artículo 

387 El presente código fue adoptado el 20 noviembre de 1 983. 
388 Código adoptado por el Consejo Alemán de Prensa, conforme a su más reciente revisión 

del 23 de febrero de 1 994. 
389 Código adoptado por la Asociación Nacional de Periodistas Húngaros en 1 994. 
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4 que establece: "El period ista contraviene los derechos y la dign idad 
de las personas, s i :  

a) declara o esparce rumores sobre un hecho no veraz, el cual es 
susceptible de afectar la buena reputación y honor del sujeto 
concerniente, o usa expresiones ofensivas; 

b) condena a cualquier persona en forma que se pueda reconocer, 
sin una razón ,  incluso sin usar un nombre o usando un falso 
nombre; 

e) presenta culpables de un hecho en un caso judicial cuando 
todavía no ha sido sentenciado por el órgano jurisdiccional 
competente . 

En la misma l ínea, el código390 de los periodistas l ituanos ha introducido 
un capítulo precisamente intitulado De la protección del honor, la 
dignidad y la privacidad de la persona, compuesto de cuatro artículos, 
a saber: 

39. El periodista no tendrá el derecho a publicar hechos sobre la 
vida privada de los i nd ividuos sin su consentimiento, excepto 
en aquellos casos en que estén relacionados con cualquier alto 
funcionario y esos hechos sean importantes para la sociedad 
o para la acción de la justicia . 

40. El periodista deberá cumpl ir con la presunción de inocencia. 
Solo los tribunales tienen el derecho de acusar a un ind ividuo 
o hacer cumpl i r  su decisión . 

41 . En caso de que por interés de la sociedad se haya revelado 
el nombre de una persona acusada de cometer un crimen , y 
posteriormente no haya sido probada la acusación , el 
period ista deberá informar de ello i nmediatamente.  

390 E l  presente código fue adoptado por la Unión Lituana d e  Periodistas, la Asociación de 
Periodistas Lituanos, la Asociación de Editores de Periódicos Lituanos y la Asociación Lituana 
de Radio y Televisión e l 25 de marzo de 1 996. 
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42. El periodista y e l  editor no deberán publ icar acusaciones no 
verificadas y sin ponderación . 

En Asia , los periodistas y los medios no han dejado de lado el 
tratamiento del tema . Así ,  por ejemplo, las normas de conducta 
period ística391 de Corea del Sur dedican la sección C a l  "Honor y vida 
privada", en los términos siguientes: 

1 .  Si no es necesario para el interés público, n ingún periódico debe 
narrar o comentar hechos que pueden d ifamar a las personas 
privadas. Se prohíbe el uso de expresiones vulgares en los 
art ículos de prensa, y se proh íbe también los ataques 
injustificados contra los funcionarios públicos, instituciones o 
gru pos. Directriz 1 . 1 El  honor de las personas no debe ser 
afectado, a menos que sea motivo de interés público. I ncluso 
cuando sea de interés público ,  no deben ser usados injustos 
ataques personales o lenguaje impropio. La verdad es la misma 
para los individuos, las instituciones públicas ,  organizaciones, 
partidos y personas jurídicas. 

En África , diversos códigos period ísticos ofrecen respuestas al 
comportamiento éticamente correcto que deben observar los 
periodi stas cuando del honor de las personas se trata . Baste tan solo 
mencionar que el  proyecto de cód igo de los periodistas de 
Botswana392 establece en el artícu lo 11 que:  

Los period istas deberán considerar como una grave ofensa 
profesional : 
- el plagio. 
- la d istorsión maliciosa. 
- la calumnia ,  la injuria ,  el l ibelo y las acusaciones infundadas. 

391 El presente código fue adoptado por la Asociación Coreana de los Editores de Periódicos. 
392 Proyecto de Código de Ética Periodística, emanado de las discusiones del Botswana Media 

Code of Ethics Worshop, celebrado entre el 7 y el 8 de agosto de 1 997, en Gaborone, 
Botswana. 

393 El presente código fue adoptado por el Supremo Consejo de la Prensa en 1 983. 
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- la aceptación de sobornos en cualquier forma en aras de publicar 
o suprimir información. 

Lo mismo puede encontrarse en el código de ética393 de los periodistas 
de Egipto, que establece en la sección segunda que: 

b) El period ista debe comprometerse con los derechos del 
ciudadano, sobre todo el derecho a la i nformación . No debe 
regatear hechos relevantes que conozca ni exagerar sobre ellos. 
Debe presentar los hechos completos, sin d istorsión. Esto cubre 
el derecho del ciudadano a mantener su d ign idad, y no ver 
dañada su reputación , por la difusión de información, ilustraciones 
o fotos ,  que pudieran juzgarle antes de ser sentenciado por un 
tribunal competente .  

Por supuesto, en América se tienen d iversos ejemplos de la  
preocupación de medios y periodistas por hacer de l  derecho al honor 
un deber ético. El Código de Ética394 de los periodistas de Chile regula 
con amplitud el tema, en el artículo 6, que dispone: 

6. El derecho a proporcionar información excluirá categóricamente: 
a) I nmora l idad u obscenidad. 

b) El uso de expresiones vulgares o de ataques i njustificados 
que atenten contra la d ignidad, honor o reputación del 
individuo, instituciones o sectores de la comunidad. 

e) La d ivulgación de datos relacionados con la vida privada de 
un  individuo con la intención de desacreditarle ,  salvo que su 
conducta deba ser revelada por razones legales o de sanción 
públ ica . 

d) Abusar, calumniar o extorsionar a individuos, instituciones o 
sectores de la comunidad. 

394 El presente código fue adoptado por el Consejo Nacional de la AsoCiación de Periódicos 
de Chile. 

395 Tomado de Uribe 0. , Hernán, Ética periodística en América Latina. Deontología y estatuto 
professiona/, México, UNAM, 1 984, p. 1 49. 
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Asimismo el Código395 de tos Period istas de Jamaica ha abordado la 
cu estión a l  establecer que: 

De cara a lo a nterior, los periodistas no deben:  
a) Escrib ir  o publ icar cosas obscenas. 

b)  Escri b ir  o p u bl ica r  vulgaridades d i ri g idas a i n d ividuos, 
i nstituciones o g rupos; no se justifican tampoco ataques a la 
dignidad, honor o prestigio  personal . 

e) Escri bir o publ icar asuntos sobre vidas privadas. 

Marco normativo 

En México el derecho al honor está protegido por el Código Civil Federal 
(bajo la figura del daño moral)  que será anal izado en el cap ítulo 1 1  
de esta obra . 

Derecho de réplica 

Los medios de comunicación social no siempre pueden gara ntizar una 
i nformación objetivar exacta en todos los contenidos, pues como 
sostuvo la Comisión Luce "un derecho a la libertad incluye el derecho 

a estar en el error . . .  lo que la moral no cubre es el derecho de estar 
deliberada o irresponsablemente en el error"396• Por esta razón surgió 
el derecho de respuesta o répl ica ,  que perm ite al afectado por una 
i nformación i nexacta el acceso al medio para dar su versión de los 
hech os controvertidos. 

El derecho de réplica se define de la siguiente manera :  

"La facultad q u e  s e  concede a una persona , física o j uríd ica , q u e  se 
considere perjud icada en su honor, prestig io o dignidad, por u na 

396 Commission of Freedom of the Press, A Free and Responsable Press, Chicago, The Uníversíty 

of Chícago Press, 1 947, p. 1 2 1 . 

397 González Ballesteros, Teodoro, El derecho de réplica y rectificación en prensa, radío y 
televisión, Madrid, Reus, 1987, p. 30. 
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i nformación, noticia o comentario, publ icada en un  medio de 
comunicación social y que le lleva a exigir la reparación del daño sufrido 
mediante la inserción de la correspondiente aclaración , en el mismo 
medio de comunicación e idéntica forma en que fue lesionado."397 

E l  sistema jurídico de la televisión en México no ha estado 
acompañado de herramientas que garanticen ,  aunque sea de modo 
mínimo, medidas de pluralismo. El pluralismo, la diversidad y el derecho 
a la información no se advierten en la Ley Federal de Radio y Televisión 
de 1 960. Peor aún,  esta ausencia democrática se h izo más patente 
con las reformas y adiciones hechas a la ley de referencia en el año 
2006. 

Es evidente que la  declaración de inconstitucionalidad resuelta por 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación sobre el contenido de 
diversos contenidos normativos previstos en algunos artículos de leyes 
Federal de Rad io y Televisión y Federal de Telecomunicaciones ,  lo  
que mediáticamente se conoció como "Ley Televisa" , representa un 
paso positivo, pero no agota de ninguna forma la  d iscusión sobre e l  
tema. 

Es claro que las disposiciones constitucionales en la  materia tampoco 
ofrecen mayores recursos a la SCJN como para que hubiera ind icado 
soluciones normativas a la problemática del sector, sin el  riesgo de 
haber i nvad ido la esfera de otros poderes constitucionales , 
particularmente del legislativo. Es por esta razón que la agenda del 
pasado sigue pendiente porque persiste el déficit democrático de la 
leg islación vigente aun con la declaración de inconstitucional idad . 

Uno de los aspectos que deberían privilegiarse en una eventual reforma 
legislativa sobre la materia reside en la adecuada regu lación del 
derecho de répl ica . 

Este derecho representa el primer instrumento con que cuenta el  
ciudadano para acceder a los medios de comunicación a fin de hacer 
valer sus puntos de vista sobre hechos que lesionen sus garantías 
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públicas . De esta forma,  es posible extraer algunas consideraciones 
sobre los objetivos de este singular derecho, entre las que destacan 
las siguientes : 

a )  Constituye una v ía inmed iata , de carácter extrajudicial ,  que 
habi l ita al  particular para defender su honor, reputación, 
personal idad o imagen afectadas por i nformación inexacta o 
equ ivocada , med iante la d ifusión de  las precisiones o 
correcciones pertinentes, en el med io en  que se originó la 
controversia; 

b) Representa un veh ículo de comunicación entre emisores y 
receptores , que fomenta la objetividad y la veracidad en la 
i nformación que transmiten los medios de comunicación a la 
opinión pública; y, 

e) Ofrece a la  sociedad civi l d istintas posturas y puntos de vista 
sobre hechos controvertidos, lo que  le brinda mayores 
elementos de ju icio sobre temáticas de interés genera l .  

Es importante advertir que  e l  derecho de répl ica no  puede ejercerse 
de manera i l imitada y en todas las materias, ya que esto impl icaría 
la posibilidad de vulnerar otras libertades públicas, en especial la libertad 
de expresión . Por el lo, e l  derecho de respuesta puede tipificarse 
conforme a las modalidades que a continuación se enuncian :  

1 .  Debe tratarse de una información , mención o referencia i nexacta 
o agraviante que lesione algún derecho de una persona, a través 
de un medio de comunicación que se dirija al público. En genera l ,  
e l  texto i nexacto o agraviante es una relación de hechos 
redactados , por ejemplo, en una nota informativa . 

Las informaciones susceptibles de respuesta son datos que por 
su naturaleza puedan examinarse en cuanto a su integridad , y cuya 
esencia no esté formada exclusivamente por la manifestación de 
una opin ión personal ,  valoración o advertencia en relación con la 
actitud de un tercero. 
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También la fotografía constituye una referencia a la persona, aunque 
a simple vista pareciera no contestable (pese a que aquélla pudiera 
afectar la intimidad o se haya obtenido contra la voluntad del 
i mpl icado, en este caso operaría la acción judicial para resarci r  el 
daño moral provocado); pero si la  fotografía se edita y refleja una 
escena que nunca existió,  es posible ejercer el derecho de répl ica . 

2 .  La información difundida debe contener un  grado de inexactitud o 
de agravio que afecte o sea susceptible de afectar cualqu iera de 
los derechos humanos fundamentales, particularmente su dignidad 
personal, de manera que pueda deducirse la existencia de un interés 
leg ítimo por parte del receptor. 

3. El afectado tiene el derecho de emitir mediante el mismo órgano 
de difusión su rectificación o respuesta en forma gratuita y oportuna, 
así como de guardar correspondencia y proporcionalidad con la 
información de  los hechos que la justifican ;  no debe ser contraria 
a la ley, a las buenas costumbres, ofensiva al periodista ni debe 
lesionar intereses leg ítimos de terceros. Quienes replican pueden 
ser personas físicas, directamente los afectados, sus parientes hasta 
el cuarto grado, en caso de ausencia o de otros impedimentos, o 
bien sus herederos cuando la persona aludida haya muerto sin haber 
respondido. También las personas morales y las entidades públicas 
son susceptibles de ejercitar el derecho de respuesta . 

4 .  La negativa a publ icar o d ifundir la respuesta o rectificación a la 
brevedad posible brinda a quien responde, acción judicial de trámite 
sumarísimo para hacer eficaz su derecho de réplica . 

5. La publicación o répl ica del afectado no sustituye ni exime de las 
responsabilidades legales a que hubiere lugar en materia civil o penal . 

El origen normativo de este derecho se ubica en una iniciativa de ley 
presentada por el diputado francés J .A. Du laure,  en 1 795, que 
finalmente no prosperó, para el "establecimiento de la l ibertad de prensa 
y la represión de los abusos. "  
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El artículo 1 del proyecto referido precisaba: "Todos los propietarios 
o redactores de diarios u obras periódicas, cualquiera que sea su 
denominación,  que hubiesen publ icado un artículo atentatorio a la 
reputación de uno o varios ciudadanos, estarán obligados a insertar 
la respuesta al mismo, dentro de los cinco días que sigan a la recepción, 
bajo pena de clausura de los diarios u obras periódicas, y la de ser 
condenados además a los gastos de la impresión,  del timbre y del 
franqueo postal de tres mil ejemplares de dicha respuesta . "398 

En  1 822, en Francia, con el propósito de salvar a la monarquía de la 
asidua crítica de la prensa , "en virtud de una enmienda presentada 
a la Ley de Prensa por el d iputado francés, Mestadier, fue inclu ido 
en el artículo 1 1  de la Ley del 25 de marzo. Según  este artículo, se 
concedía este derecho a toda persona nombrada en los periódicos, 
para que ejercida la facultad de rectificación fuese i nsertada con 
carácter gratuito, en el número más próximo, y en el plazo de tres 
d ías, la nota rectificadora que podría ser el doble de la que 
contestaba ."399 Más tarde en Francia se establecería el  derecho de 
réplica en la Ley del 29 de ju l io de 1 88 1  (artículos 1 3  y 1 3- 1 ) .  

Hoy en  d ía ,  en d istintos i nstrumentos i nternacionales se ha 
reconocido el  derecho de répl ica como un  derecho humano 
fundamental correlativo a l  derecho de expresión y de información. Si 
en los medios en genera l ,  el derecho de réplica es fundamental para 
defender el derecho al honor y la vida privada, así como el derecho 
a la información, adquiere mayor sentido tratándose de medios 
electrónicos por dos razones: 

a) Porque se trata de medios que operan el espectro radioeléctrico que 
es propiedad de la nación, pero gestionada bajo concesión, l icencia 
o permiso por un número muy reducido de las personas. Esta 
peculiaridad hace que estos medios tengan frente a sí mayores cargas 
de responsabil idad social .  El Estado al concesionar este servicio -

398 Cfr. Ballester, Eliel C. ,  Derecho de respuesta. Réplica. Rectificación, Buenos Aires, Astrea , 
1 987, pp. 2 y SS. 

399 Molinero, César, op.cít., nota 34, pp. 203. 
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que supone una ventaja inicial de unos sobre otros, explicable sólo 
por la escasez de frecuencias- debe establecer mecanismos para 
que los titulares de esa concesión sean las personas más 
adecuadas que administren ese bien colectivo de manera óptima y 
se proteja al mismo tiempo a la audiencia en forma eficaz; y, 

b) Porque se trata de veh ículos de comunicación de gran impacto en 
la vida d iaria de las personas por sus características de 
accesib i l idad , asequibi l idad e inmediatez, que pueden moldear la 
opin ión públ ica y restringir o maximizar su l ibertad , circunstancia 
que demanda del Estado, por esa razón , una intervención mínima 
para garantizar los derechos de todos . 

En los Estados Unidos,  en el caso Red Lion Broadcasting vs. FCC 
de 1 969, la Corte Suprema dejó en claro dos aspectos significativos : 

a) El que es supremo es el derecho de los televidentes y de los 
radioescuchas y no el de las emisoras; y, 

b) El propósito de la l ibertad de expresión es preservar un desinhibido 
mercado de ideas en donde la verdad terminará por prevalecer, y 
no apoyar el monopolio de dicho mercado, ya sea por el gobierno 
o por una persona privada400• Por otro lado, en lo relativo a la rad io 
y la televisión, la piedra angular del sistema de radiodifusión europeo 
ha reconocido expresamente este derecho.  

En efecto, e l  artículo  23 de la  Directiva de l  Consejo de 3 de octubre 
de 1 9894°1 sobre la coordinación de determinadas disposiciones legales, 
reglamentarias y administrativas de los Estados miembros relativas 
al ejercicio de actividades de rad iodifusion televisiva , señala que: 

400 Cfr. Owen, Fiss, The irony of free speech, Cambridge, Harvard U niversity Press, 1 996, pp. 
57 y ss. También Rivera, Jul io César, La constitucionalidad del derecho de rectificación o 
respuesta, Buenos Aires, Rubínzai-Culzoni, 2004, pp. 26 y ss. 

401 Previamente, en 1 974, el Comité de Ministros del Consejo de Europa había expresado su 
convicción de ampliar este derecho de la prensa a la radio y la televisión, según refiere el 
profesor Ballester. Cfr. Ballester, Elie l  C. , op.cit., nota 397, p.  1 43. 
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1 .  Sin perju icio de las demás disposiciones civi les, administrativas o 
penales adoptadas por los Estados miembros, cualquier persona 
física o juríd ica , independientemente de su nacional idad , cuyos 
leg ítimos derechos , en particular por lo que atañe a su honor y su 
reputación,  hayan sido lesionados como consecuencia de u na 
alegación incorrecta hecha en un programa televisivo deberá poder 
disponer de un derecho de répl ica o de medidas equivalentes. 

2. El derecho de réplica o las medidas equivalentes se podrán ejercer 
frente a todos los organismos de radiodifusión televisiva que queden 
bajo la jurisd icción de un Estado miembro.  

3.  Los Estados miembros adoptarán las disposiciones necesarias para 
establecer este derecho o estas medidas y determinar el 
proced imiento para su ejercicio. En particu lar, velarán para que el 
plazo previsto para ejercer d icho derecho de répl ica o dichas 
medidas equ ivalentes sea lo suficientemente amplio y para que 
las modalidades permitan que personas fís icas o juríd icas que 
residan o estén establecidas en otros Estados miembros puedan 
ejercer dicho derecho o dichas medidas de forma adecuada.  

4. Podrá desestimarse la sol icitud del  ejercicio del  derecho de répl ica 
o de las medidas equivalentes si no estuviere justificada con arreglo 
a las condiciones establecidas en el apartado 1 ,  si constituyere un 
acto pun ib le ,  s i  comprometiera la responsabi l idad civil de l  
organismo de radiodifusión televisiva o s i  fuere contraria a las buenas 
costumbres . 

5. Se establecerán proced i mientos med iante los cua les las 
controversias sobre el ejercicio del  derecho de répl ica o de medidas 
equivalentes puedan ser objeto de recurso jurisdiccional". En el año 
2004402 y en el 2007403 se han expedido acuerdos del Comité de 

402 La Recomendación (2004 )16 del Comité de Min istros de los Estados Miembros sobre el 
derecho de réplica en el nuevo clima de los medios adoptada el 15 de diciembre del 2004. 

403 Cfr. La Recomendación (2007)2 del Comité de Ministros de los Estados miembros sobre 
plural idad mediática y diversidad de contenidos adoptada el 31 de enero del 2007. 
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Ministros del Consejo de Europa para mejorar los mecanismos de 
cumpl imiento del derecho de réplica .  

En  México, e l  primer fundamento legal del derecho de  réplica se localiza 
en el artícu lo 27 de la Ley de Imprenta , que a la letra dice: 

"Los periódicos tendrán la obl igación de publicar gratuitamente las 
rectificaciones o respuestas que las autoridades, empleados o 
particulares quieran dar a las alusiones que se les hagan en artículos, 
editoriales ,  párrafos, reportazgos o entrevistas, siempre que la 
respuesta se dé dentro de los ocho d ías s iguientes a la publ icación, 
que no sea mayor su extensión del triple del párrafo o artículo en que 
se contenga la alusión que se contesta , tratándose de autoridades, 
o del doble, tratándose de particulares; que no se usen injurias o 
expresiones contrarias al decoro del periodista , que no haya ataques 
a terceras personas y que no se cometa alguna infracción de la 
presente ley. 

"Si la rectificación tuviere mayor extensión que la señalada, el periódico 
tendrá obligación de publicarla íntegra; pero cobrará el exceso al precio 
que fije en su tarifa de anuncios, cuyo pago se efectuará o asegurará 
previamente . La publ icación de la respuesta se hará en el mismo lugar 
y con la misma clase de letra y demás particularidades con que se 
hizo la publicación del artículo, párrafo o entrevista a que la rectificación 
o respuesta se refiere .  

"La rectificación o respuesta se  publ icará a l  d ía siguiente de aquel 
en que se reciba , si se tratare de publicación diaria o en e l  número 
inmediato, si se tratare de otras publicaciones periódicas. S i  la 
respuesta o rectificación se recibiere cuando por estar ya arreglado 
el tiro no pudiere publicarse en los términos indicados se hará en el 
número siguiente. 

"La infracción de esta disposición se castigará con una pena que no 
baje de un mes n i  exceda de once ,  sin perjuicio de exigir al culpable 
la publicación correspondiente ,  apl icando, en caso de desobediencia,  
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la pena del artículo 904 del Código Penal para Distrito Federal" .  

Del análisis de este artículo se concluyen tres consideraciones partiendo 
de que esta norma jurídica , más que regu lar el derecho de répl ica -
en su acepción contemporánea y reg lamentada en el derecho 
comparado- tutela el derecho de alusión , en un universo hipótetico 
sumamente genérico, lo que ofrece inconvenientes tanto desde la 
perspectiva de la audiencia como desde la del informador, en virtud 
de que: 

a) El acto de otorgar el derecho de répl ica a toda persona aludida 
en cualquier comentario editorial ,  artícu lo o nota informativa , como 
lo hace el artículo 27, restringe el ámbito preferente de las l ibertades 
de expresión e información ,  en la medida en que toda nota 
informativa , comentario ed itoria l ,  o ambos, que se refiera a una 
institución pública o a un particular sería sujeta de ser contrastada, 
en todos los casos y en las páginas del mismo periódico, por los 
puntos de vista de la persona aludida, sean o no de interés 
period ístico; 

b) Aceptar ese amplio universo para ejercer el derecho de réplica puede 
ser lesivo también para el lector, quien en lugar de recibir información 
y opin ión de interés públ ico, sería sólo receptor de un interminable 
intercambio de ju icios de valor, lo que desnatural izaría la esencia 
del trabajo periodístico ; y, 

e) De igual forma ,  el derecho de crítica a la función pública -sin el 
cual quedarían s in sentido las l ibertades de expresión e 
información- se vería gravemente afectado por este ejercicio sin 
medida del derecho de alusión , que inhibiría el trabajo period ístico 
y fomentaría , por el contrario , las prácticas nocivas de la 
autocensura .  

En materia de radio y televisión , no existe propiamente un derecho 
de répl ica legislado , si bien aparece una referencia en el artícu lo 38 
del Reglamento de la Ley Federal de Radio y Televisión, en materia 
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de concesiones, permisos y contenidos de las transmisiones de radio 
y televisión , que d ispone: 

"Toda persona ,  física o moral ,  podrá ejercitar e l  derecho de répl ica 
cuando un material  que sea d ifundido en cualqu ier programa de una 
estación de rad io o televisión no cite la fuente de la cual extrajo la 
i nformación y considere que los hechos que la aluden son falsos e 
injuriosos . 

"Para hacer  valer este derecho,  e l  interesado presentará, por escrito 
y dentro de las 48 horas siguientes a la transmisión , la sol icitud de 
aclaración pertinente ante la estación de rad io o televisión 
correspondiente , la cual evaluará su procedencia, a efecto de hacer  
la aclaración .  

"En caso que la estación de rad iodifusión estime que la  aclaración 
sol icitada es i mprocedente, e l  inte resado tendrá a salvo sus 
derechos para recurrir a las vías jurisdiccionales correspondientes. 

"De obtener e l  interesado resol ución fi rme y favorable de la autoridad 
jurisdiccional ,  el concesionario o perm isionario de radio o televisión 
transmit irá la aclaración correspondiente en los términos de la  
resolución . 

"E l  derecho de rép lica podrá ser ejercido por el perjudicado alud ido 
y, a falta de éste, por sus parientes en l ínea ascendente o descendente 
en primer grado. 

"En caso de que la estación de radiod ifusión cite la fuente de la cual 
extrajo la i nformación , y ésta haga la aclaración correspondiente, el 
aludido podrá ejercitar ante el  concesionario o permisionario de radio 
o televisión el  derecho consagrado en este artículo." 

E l  derecho de répl ica en radio y televisión , por su lado, ofrece los 
siguientes inconvenientes tal y como está redactado en el  Reglamento 
de referencia : 
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a) Es un  pri ncipio juríd ico universalmente aceptado que los derechos 
deben ser creados por ley y, en su caso, desarrol lados por 
reglamento. La figura del reglamento lo que hace es desarrol lar 
la ley sin a lterarla n i  modificarla ;  es decir, sin acotar n i  maximizar 
su alcance. De ahí ,  por tanto, existe un problema de técnica 
legislativa que hace endeble el bien juríd ico protegido; 

b) E l  artículo  38 del reglamento de referencia reclama la existencia 
de tres requisitos para que se pueda considerar la eventual réplica :  
la  ausencia de fuente, la falsedad y la injuria ; es decir, e l  ánimo 
de ofender. La i nclusión de estos tres requisitos procedimentales, 
a d iferencia de la laxitud de lo que sucede con la Ley de I mprenta 
que tampoco es correcto, restringe el ejercicio de este derecho, 
en virtud de que no basta la falsedad o las frases injuriosas por 
sí  mismas, sino que además se i ntroduce un n uevo elemento que 
no es reconocido por el derecho extranjero ,  relativo a citar o no la 
fuente404• Estas características hacen de suyo complicado el ejercicio 
de este derecho; y, 

e) La redacción del contenido normativo del artículo es propio de lo 
que se denomina una norma imperfecta, habida cuenta que carece 
por su propia naturaleza reglamentaria de sanciones a la conducta 
contraria a la establecida como debida por la norma. De esta suerte, 
el derecho de réplica es solo una formalidad sujeta a la buena 
voluntad del concesionario o permis ionario de radio y/o televisión, 
quien decide l ibremente si es procedente ese derecho o no lo es. 

En el marco hemisférico , el derecho de répl ica se encuentra protegido 
por la Convención Americana de Derechos Humanos, cuyo artículo 
1 4 .2 .2 prescribe : 

404 Cabe apuntar aqu í que la inclusión de la cita de la fuente de información como requisito 
para ejercer el derecho de réplica lesiona, por otro lado, el derecho al secreto profesional 
del periodista reconocido en la ley del mismo nombre en e l  Distrito Federal y en el Código 
Penal Federal. Es inadecuado que la invocación del secreto profesional de los periodistas 
esté relacionado con el ejercicio del derecho de réplica, habida cuenta que se trata de derechos 
distintos, no contrapuestos y que deben ser armonizados en el sistema jurídico. Por esta 
razón, además, los instrumentos internacionales no hacen referencia alguna a fas fuentes 
para permitir o no el ejercicio del derecho de réplica. 

538 



Derecho de la Información 

" 1 . Toda persona afectada por informaciones inexactas o agraviantes 
emitidas en su perjuicio a través de medios de d ifusión legalmente 
reglamentados y que se d irijan al públ ico en general ,  tiene derecho 
a efectuar por el mismo órgano de d ifusión su rectificación o 
respuesta en las cond iciones que establezca la ley. " 

A d iferencia de la Ley de Imprenta y del Reglamento citado, la 
Convención Americana regula lo que,  en sentido estricto, tutela el  
derecho de répl ica ,  cuyos rasgos definitorios son los sigu ientes:  

a )  Debe producirse una nota i nformativa . Por tanto, no son 
susceptibles del ejercicio del derecho de répl ica las opin iones, 
comentarios editoriales, j uicios de valor e ideas, ya que éstos, por 
su naturaleza, no pueden cal ificarse de falsos o verdaderos. Aqu í  
opera e l  principio anglosajón :  "Los hechos son sagrados, las 
opiniones son libres." Ciertamente, esto no implica, n i  mucho menos, 
que exista un derecho i l imitado y absoluto para ejercer las l ibertades 
de expresión e información , pues el periodista o anal ista puede 
opinar sobre cualquier materia, siempre que en el  ejercicio de estas 
l ibertades no incurra en un delito o en una falta legal ;  

b )  La nota informativa debe tener datos inexactos o elementos 
agraviantes, o ambos, que le afecten a una persona; 

e) E l  contenido de la répl ica que se va a publicar debe ceñ i rse 
exclusivamente a corregi r  los datos i nexactos o perjud iciales, 
reducir al m ínimo indispensable los juicios de valor y evitar, en 
todo caso, tomar postura sobre aspectos ajenos a la l itis o 
motivo de la répl ica. 

La referencia a la Convención Americana no solo es para efectos 
academicistas o para hacer alusión de una buena práctica juríd ica , 
sino como fuente de una norma legal que crea e l  derecho de rép l ica , 
s in importar el medio, vinculante en México ,  a la luz de las siguientes 
consideraciones : 
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Primera. La Convención Americana de Derechos Humanos es un 
i nstrumento jurídico internacional suscrito por México con las 
debidas formal idades. Baste decir que fue aprobado por el  Senado 
de la República405 y más tarde se publicó el decreto de promulgación .406 

Segunda. El  artículo 1 33 de la Constitución Pol ítica de los Estados 
Unidos Mexicanos establece en forma clara que: 

"Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen 
de el la y todos los tratados que estén de acuerdo con la misma, 
celebrados y que se celebren por el  Presidente de la  República , 
con aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de toda la  Unión. 
Los jueces de cada Estado se arreglarán a dicha Constitución, leyes 
y tratados, a pesar de las disposiciones en contrario que pueda 
haber en las Constituciones o leyes de los estados." 

Tercera. La propia Convención Americana firmada y reconocida 
debidamente por México dispone en su artículo 1 . 1 que:  

"Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar 
los derechos y l ibertades reconocidos en el la y a garantizar su l ibre 
y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisd icción, 
sin d iscriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, id ioma, 
rel igión, opiniones pol íticas o de cualquier otra índole, origen nacional 
o social ,  posición económica, nacimiento o cualquier otra condición 
social". 

Además establece que esas d isposiciones deben i nterpretarse a 
la  luz de lo previsto en la Convención de Viena sobre los tratados 
de 1 969, cuyo artículo 3 1 . 1  prescribe: 
"Un tratado deberá i nterpretarse de buena fe conforme al sentido 
corriente que haya de atribuirse a los términos del tratado en el 
contexto de éstos y ten iendo en cuenta su objeto y fin . "  

405 L a  aprobación s e  publicó e n  e l  Diario Oficial d e  l a  Federación el 1 8  de diciembre d e  1 980. 
406 La promulgación se publicó en el Diario Oficial de la Federación el 7 de mayo de 1 981 , a 

partir de entonces comenzó su vigencia en México. 
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Cuarta. Sobre la existencia del derecho de répl ica, la Corte 
l nteramericana de Derechos Humanos en la Opin ión Consultiva OC-
7/86, 29 de agosto de 1 986 ha señalado de manera clara que: 

22. La Convención consagra "un derecho" de rectificación o 
respuesta, lo que explica que los incisos 2 y 3 del mismo artículo 
1 4  sean tan terminantes respecto de "las responsabi l idades 
legales" de quienes den tales informaciones inexactas o 
agraviantes y de la obligación de que algu ien responda por 
el las. Esta interpretación no tiene sentido ambiguo u oscuro 
ni conduce a u n  resu ltado manifiestamente absurdo o 
i rrazonable. 

23 . La tesis de que la frase "en las condiciones que establezca la 
ley" util izada en el art ículo 1 4 . 1  solamente facultaría a los 
Estados Partes a crear por ley el derecho de rectificación o 
respuesta , s i n  ob l i garlos a garan tizar lo m ientras su 
ordenamiento jurídico interno no lo  regule, no se compadece 
ni con el "sentido corriente" de los términos empleados ni con 
el "contexto" de la Convención . En efecto, la rectificación o 
respuesta por informaciones inexactas o agraviantes d irigidas 
al públ ico en genera l ,  se corresponde con el artículo 1 3 .2 .a 
sobre l ibertad de pensamiento o expresión, que sujeta esta 
l ibertad al "respeto a los derechos o a la reputación de los 
demás" (subrayados del autor); con el artículo 1 1 . 1  y 1 1 .3 según 
el cual 

1 .  Toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al 
reconocimiento de su d ignidad . 

3. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra 
esas injerencias o esos ataques. "  
Y con e l  artícu lo 32 .2 ,  de  acuerdo con e l  cua l :  "Los 
derechos de cada persona están l im itados por los 
derechos de los demás, por la seguridad de todos y por 
las justas exigencias del bien común,  en una sociedad 
democrática. "  

24 . El derecho de rectificación o respuesta es un derecho al cual 
son apl icables las obl igaciones de los Estados Partes 
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consagradas en los artículos 1 . 1 y 2 de  la  Convención . Y no 
podría ser de otra manera ,  ya que el sistema m ismo de la 
Convención está d i rigido a reconocer derechos y l ibertades 
a las personas y no a facultar a los Estados para hacerlo 
(Convención Americana, Preámbulo; E l  efecto de las reservas 
sobre la entrada en vigencia de la Convención Americana 
sobre Derechos H u manos (artículos 74 y 75) ,  Opinión 
Consultiva OC-2/82 del 24 de septiembre de  1 982. Serie A 
N° 2 ,  párrafo 33 . )  

25. La ubicación de l  derecho de rectificación o respuesta (artículo 
1 4) i nmediatamente después de la l ibertad de pensamiento y 
expresión (artículo 1 3), confirma esta i nterpretación.  La 
necesaria relación entre el contenido de estos artículos se 
desprende de la naturaleza de los derechos que reconocen,  
ya que, al regular la  apl icación del  derecho de rectificación o 
respuesta , los Estados Partes deben respetar el derecho de 
l ibertad de expresión que garantiza el artículo 1 3  y este ú ltimo 
no puede i nterpretarse de manera tan ampl ia que haga 
nugatorio el derecho proclamado por el artícu lo 1 4. 1  (La 
colegiación obligatoria de periodistas, supra 1 8) .  Recuérdese 
que la Resolución (7 4) 26 del Comité de Ministros del Consejo 
de Europa fundamentó el derecho de respuesta en el  artículo 
1 0  de la Convención Europea , sobre l ibertad de expresión . 

26. Habiendo l legado a la conclusión de que la Convención 
establece un derecho de rectificación o respuesta, la Corte debe 
a hora desarro l l a r  l as consecue n ci as de l  cri ter io 
precedentemente afirmado. 

Quinta. A mayor abundamiento conviene recordar lo d ispuesto por el 
artículo 27 de la Convención de Viena sobre Tratados (también 
debidamente reconocida por México) que a la letra dice: "27. El derecho 
i nterno y la observancia de los tratados. Una parte no podrá invocar 
las disposiciones de su derecho i nterno como justificación del 
incumpl imiento de un tratado. Esta norma se entenderá sin perjuicio 
de lo dispuesto en el  artículo 46." 
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Y el referido artícu lo 46 no es aplicable al tenor de su contenido que 
se lee de la manera siguiente: 46. Disposiciones de derecho interno 
concernientes a la competencia para celebrar tratados. 

1 .  El hecho de que el consentimiento de un Estado en obligarse 
por un tratado haya sido manifiesto en violación de una 
disposición de su derecho interno concerniente a la competencia 
para celebrar tratados no podrá ser alegado por dicho Estado 
como vicio de su consentim iento, a menos que esa violación 
sea manifiesta y afecte a una norma de importancia fundamental 
de su derecho interno. 

2. Una violación es man ifiesta s i  resulta objetivamente evidente 
para cualquier Estado que proceda en la materia conforme a 
la práctica usual y de buena fe. 

Sexta. Por todo lo anterior, es claro y conviene reiterar que la 
Convención Americana de Derechos Humanos forma parte de nuestro 
derecho vigente y, por ello, cualquier sujeto de derecho agraviado por 
una información falsa o inexacta que le ataña d i rectamente,  y q ue se 
haya difundido por la radio y la televisión , está leg itimado para hacer 
valer su derecho ante el Poder J udicial Federa l .  

E l  derecho de réplica en la rad io y la televisión es necesario que sea 
intemal izado adecuadamente en la Ley Federal de Radio y Televisión, 
reglamentando con precisión los a lcances de este derecho humano 
fundamental de los mexicanos, derivado de la Convención Americana 
de Derechos H umanos .  

La experiencia comparada ofrece ejemplos de cómo proteger 
adecuadamente el derecho de réplica sin afectar el derecho a la l ibertad 
de expresión. Hay que tomar en cuenta que el derecho de la audiencia 
tiene una preeminencia sobre el derecho de los propietarios de las 
empresas concesionarias y permisionarias, como ha recordado la Corte 
Suprema de Estados Un idos . 
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No menos cierto es que la l ibertad de empresa tratándose de un servicio 
concesionado sólo se explica en la medida en que protege el bien 
comunitario y asegura ,  en este caso particular, el uso más apropiado 
del espectro radioeléctrico. Nadie propone que haya restricciones al 
derecho de informar y de l ibre expresión de las empresas, sino 
mecanismos que garanticen que los derechos al  honor y a la vida 
privada de las personas no sean vulnerados sin n inguna consecuencia 
jurídica en los medios electrónicos, como sucede hoy en d ía .  

Y aqu í  no hay otra vía de solución que la que ofrece e l  derecho, que 
brinde certidumbre jurídica a todos por igual .  Como ha dicho el  Tribunal 
Constitucional Alemán:407 "Tratándose de rad iodifusión privada no hay 
justificación para confiar en las fuerzas del mercado mediante la 
desregulación y esto tanto menos cuando no puede contarse con un  
verdadero mercado en los próximos tiempos." 

Por todo lo anterior, la Ley Televisa, que fue acotada en sus aspectos 
más abusivos por la Suprema Corte de Justicia ,  debe ser reformada, 
de suerte que su contenido normativo se asemeje a los estándares 
democráticos internacionales, el cual hoy sigue siendo una asignatura 
lamentablemente pendiente. De la misma manera,  sería interesante 
crear algunos casos judiciales para ejercer el derecho de répl ica en 
los medios electrónicos con base en el derecho positivo mexicano 
derivado de los tratados y convenciones para ir asentando un  criterio 
jud icial fi rme sobre este derecho de todos que no ha sido ejercido en 
la práctica . 

Ni duda cabe que la l ibertad de expresión no debe ser sujeta a taxativas 
ajenas a los l ímites que la Constitución le ha fijado. Y el derecho de 
répl ica es uno de esos l ímites leg ítimos de la persona en beneficio 
del derecho colectivo a la i nformación . 

407 Sentencia de 4 de noviembre de 1 986. 
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Elementos de legislación extranjera 

En el derecho comparado es importante destacar que en América Latina 
el derecho de respuesta está constitucional izado en varios países en 
forma amplia y no l imitativa a la prensa escrita . Así ,  por ejemplo, la 
Constitución Pol ítica de Chi le establece en su art ículo 1 9 , numeral  
1 2, que: 

"La Constitución asegura a todas las personas ( . . .  ) La l ibertad de 
emitir opinión y la de informar, sin censura previa en cualquier forma 
y por cualquier medio, sin perju icio de responder de los del itos y 
abusos que se cometan en el ejercicio de estas l ibertades, en 
conformidad a la ley, la que deberá ser de quórum cal ificado . La 
ley en n ingún caso podrá establecer monopol io estatal sobre los 
medios de comunicación social .  Toda persona natural o juríd ica 
ofendida o inj ustamente aludida por algún medio de comunicación 
socia l ,  tiene derecho a que su declaración o rectificación sea 
gratuitamente difundida , en las cond iciones que la ley determine,  
por el  medio de comunicación social en que esa información hubiera 
sido emitida. "  

De igual  modo, la Constitución Pol ítica de Colombia dispone en su 
artículo 20: "Se garantiza a toda persona la l ibertad de expresar y 
difundir su pensamiento y opiniones, la de informar y recibir información 
veraz e imparcial , y la de fundar medios masivos de comunicación .  
Éstos son l ibres y tienen responsabilidad social. Se garantiza e l  derecho 
a la rectificación en condiciones de equidad . No habrá censura."  

También debe mencionarse lo previsto en el artículo 28, segundo 
párrafo, de la Constitución Pol ítica de Paraguay, que establece: "Toda 
persona afectada por la difusión de una información falsa,  distorsionada 
o ambigua tiene derecho a exigir su rectificación o su aclaración por 
el mismo medio y en las mismas condiciones que haya sido divulgada, 
sin perju icio de los demás derechos compensatorios."  
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La Constitución de Ecuador lo establece en el artículo 23,  numeral  
9 :  "El derecho a la l ibertad de opinión y de expresión del  pensamiento 
en todas sus formas, a través de cualquier medio de comunicación ,  
s in  perju icio de las  responsabi lidades previstas en la ley. La  persona 
afectada por afirmaciones sin pruebas o inexactas, o agraviada en 
su honra por i nformaciones o publ icaciones no pagadas hechas por 
la prensa u otros medios de comunicación social ,  tendrá derecho a 
que estos hagan la rectificación correspondiente en forma obl igatoria ,  
inmed iata y gratuita , y en el mismo espacio o tiempo de la información 
o publ icación que se rectifica." 

Perú lo regula en el art ículo 2 ,  numeral 7 constitucional :  "Al honor y 
a la buena reputación,  a la intimidad personal y fami l iar así como a 
la voz y a la  imagen propias. Toda persona afectada por afirmaciones 
inexactas o agraviada en cualquier medio de comunicación social tiene 
derecho a que éste se rectifique en forma gratuita , inmediata y 
proporcional ,  sin perjuicio de las responsabi l idades de ley." 

Derecho a la propia imagen 

El derecho a la  propia imagen es el derecho de la persona a decidir 
sobre la  comunicación de su imagen física y a evitar que, sin su 
consentimiento, se capte , reproduzca , se difu nda o se explote 
comercialmente .  Se distingue de este modo de derechos de la 
personal idad cercanos como son el derecho al honor y el derecho a 
la vida privada, que tienen por objeto la buena fama y el respeto a 
un  espacio personal de l ibertad de actuación respectivamente .408 

De lo anterior podemos establecer que es el derecho de la  
personal idad que se identifica con el leg ítimo i nterés de una persona 
en impedir la obtención , adaptación ,  reproducción y publ icación de 
su propia figura por terceros sin su consentimiento. 

408 Azurmendi, Ana ,  "El derecho a la propia imagen", en Villanueva, Ernesto (coord. ),  Diccionario 
de derecho de la información, México, Porrúa. 2006. 
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El Tribunal Supremo Español ha establecido que: es "la facultad 
exclusiva del interesado de difundir y publicar su propia imagen y por 
ende,  el derecho a evitar su reproducción ."; "es un derecho que cada 
i nd ividuo tiene a que los demás no reproduzcan los caracteres 
esenciales de su figura sin consentimiento del sujeto."409 

En este mismo sentido, Azurmendi señala que el derecho a la propia 
imagen presenta una característica d iferencial neta con respecto al 
honor y a la vida privada,  y es su específica cercan ía al  derecho a 
la i nformación . S i  el derecho a l  honor y a la vida privada se han 
configurado de algún modo como contrapuestos al  derecho a la 
información, el derecho a la propia imagen se mantiene en una clara 
l ínea de continu idad con el mismo. 

Así ,  cuando un medio de comunicación d ifunde una noticia relevante , 
pero que afecta a l  honor o a la vida privada de una persona, esa 
i ntromisión, aunque sea leg ítima desde el  punto de vista legal o ético, 
daña su honor o su vida privada. Ha prevalecido el interés 
informativo de la noticia sobre el derecho a l  honor y a la vida privada 
personales. No ocurre lo mismo cuando se d ifunde la imagen de 
alguien . 

En sentido propio, la imagen individual no queda dañada por su 
i ntegración en procesos de comunicación social ;  no se qu iebra ,  n i  
cambia la  imagen de una persona por su  aparición en un spot 
publicitario, o en una valla, o en un programa televisivo o en una película 
cinematográfica . Es más, la imagen ha l legado a convertirse en 
elemento básico de la comunicación mediada. La imagen individual 
es un signo de comunicación en la relación interpersonal ,  y lo es 
también en los demás ámbitos "comunicacionales". 

En efecto, de acuerdo con Federico Andrés Vi l lalba D íaz, toda vez 
que se reclame la apropiación de la imagen de una persona, s in que 

409 Sentencias del Tribunal Supremo Español d e  9 d e  febrero de 1 989, 1 1  d e  abril d e  1 987, 
29 de mayo de 1 988 y 13 de noviembre de 1 989. 
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dicho uso signifique un menoscabo en su intimidad , n i  una violación 
de aspecto alguno de su privacidad , ni hecho que h iera sus 
sentimientos, la cuestión debe anal izarse únicamente bajo la luz del 
artículo 31 de la Ley 1 1 .723 .410 

Elementos de legislación extranjera 

En España, el artículo 1 8  de la Constitución determina que se garantiza 
el derecho al honor, a la intimidad personal y famil iar y a la propia imagen . 

Por su parte , el artículo 7 de la Ley Orgánica 1 /1 982 , de 5 de mayo, 
de protección civil del derecho al honor, a la intimidad personal y familiar, 
y a la propia i magen411 determina que tendrán la consideración de 
intromisiones i leg ítimas: la captación,  reproducción o publ icación por 
fotografía , fi lme, o cualquier otro procedi miento de la i magen de una 
persona en lugares o momentos de su vida privada o fuera de el los. 

En Argentina,  la Ley de Propiedad I ntelectual (Ley 1 1 .723 235) 
establece en su artículo 31 que el retrato fotográfico de u na persona 
no puede ser puesto en el comercio sin el consentim iento expreso 
de la persona misma, y muerta ésta , de su cónyuge e h ijos o 
descendientes d irectos de éstos, o en su defecto del padre o de la 
madre .  Faltando el cónyuge, los hijos, el padre o la madre,  o los 
descendientes d i rectos de los h ijos, la publ icación es l ibre .  

Textos constitucionales412 

Constitución Portuguesa 

Artícu lo 26. 1 . Todos tendrá derecho a la identidad persona l ,  a la 
capacidad civi l ,  a la ciudadanía ,  al buen nombre y a la reputación , 
a la imagen y a la i ntimidad en su vida privada y fami l iar. 

41 O Vi Ita Iba Dí az, Federico Andrés, Aspectos Patrimoniales y extra patrimoniales de la Propia 
Imagen. Fuente: www.eldial .com. 

4 1 1  Publicada en el Boletín Oficial del Estado número 1 1 5, de 14 de mayo de 1 982. 
4 1 2  Azurmendi, Ana, op.cit. , nota 407. 

548 



Derecho de la Información 

Constitución Española 

Artículo 1 8 . 1 :  Se garantiza el derecho al honor, a la intimidad 
personal y fami l iar y a la propia imagen . 
Artículo 20. 4: Estas l ibertades ( l ibertad de expresión, de creación , 
de cátedra y derecho a la información) tienen un l ímite en el respeto 
a los derechos reconocidos en este títu lo, en los preceptos que 
los desarrol lan y muy especialmente en el derecho a l  honor, a la 
intimidad personal y fami l iar, a la propia imagen y a la protección 
de la juventud y de la infancia .  

Constitución de la República Federal de Brasil 

Artículo 5 .  V. Se garantiza el derecho de répl ica ,  proporcional al 
agravio, y a la indemnización por daño material, moral o a la imagen. 
( . . .  ) 
X. "Son inviolables la íntimidad , la vida privada, la honra y la imagen 
de las personas; se garantiza el derecho a la indemnización por 
el daño material o moral derivado de su violación .  

Constitución Poi ítica de Perú 

Artículo 2.5 :  (Toda persona tiene derecho) Al honor y la buena 
reputación , a la intimidad personal y fami l iar y a la propia imagen.  

Otros textos normativos sobre el derecho a la propia imagen413 

I ta l ia ,  Cód igo Civil 

Artícu lo 1 0: Cuando la imagen de una persona, padres, cónyuge 
o h ijos sea expuesta o publ icada ,  fuera del caso en el que la 
exposición o la publicación sea consentida, con perjuicio del decoro 
o de la reputación de la persona representada ( . . . .  ), la autoridad 

4 1 3 /dem. 
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judicia l ,  por requerimiento del interesado, puede d isponer que cese 
el abuso, y que se reparen los daños ocasionados . 

El Salvador Cód igo Penal 

Artículo 1 90 .  E l  que uti l izare por cualquier medio la imagen o nombre 
de otra persona , sin su consentimiento, con fines period ísticos, 
art ísticos, comerciales o publicitarios. 

España : Ley de 5 de mayo de 1 982 , de protección civi l del derecho 
al honor, a la i ntimidad personal y fami l iar a la propia imagen 

Artículo  7. Tendrán la consideración de intromisiones i leg ítimas en 
el ámbito de protección del imitado por el art ículo  2 de esta ley: 
( . . .  ) 
5. La captación , reproducción o publ icación por fotografía, fi lme o 

cualquier otro procedimiento ,  de la imagen de una persona en 
lugares o momentos de su vida privada o fuera de el los, salvo 
los casos previstos en el artículo octavo, dos. 

6. La utilización del nombre, de la voz o de la imagen de una persona 
para fines publicitarios comerciales o de naturaleza análoga. 

Artículo 8. 
1 .  No se reputarán,  con carácter genera l ,  intromisiones i leg ítimas 

las actuaciones autorizadas o acordadas por la  Autoridad 
competente de acuerdo con la ley, n i  cuando predomine un 
interés histórico , científico o cu ltural relevante. 

2 .  En particular, el derecho a la propia imagen no impedirá :  
a )  Su captación, reproducción o publicación por cualquier medio, 

cuando se trate de personas que ejerzan un cargo públ ico 
o una profesión de notoriedad o proyección pública y la imagen 
se capte durante un acto públ ico o en lugares abiertos al 
públ ico. 

b )  La util ización de la caricatura de dichas personas, de acuerdo 
con el uso social . 

e) La información gráfica sobre un suceso o acaecimiento público 
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cuando la imagen de una persona determinada aparezca 
como meramente accesoria . 

Límites del derecho a la propia imagen 

Como todo derecho,  a l  no ser absoluto el  derecho a la propia imagen 
tiene l ímites .  La Ley Orgánica española establece que e l  derecho a 
la propia imagen no impedi rá :  

a )  S u  captación, reproducción o publ icación por cualquier medio 
cuando se trate de personas que ejerzan un cargo públ ico o 
una profesión de notoriedad o proyección pública y la imagen 
se capte durante un acto público o en lugares abiertos al  público. 

b) La util ización de la caricatura de d ichas personas, de acuerdo 
con el  uso social . 

e) La información gráfica sobre un suceso o acaecimiento públ ico 
cuando la imagen de una persona determinada aparezca como 
meramente accesoria .  Las excepciones contempladas en los 
párrafos a) y b) no serán de apl icación respecto de las 
autoridades o personas que desempeñen funciones que por su 
naturaleza necesiten el anonimato de la persona que las ejerza 
(artículo 8) .  

En Argentina , la jurisprudencia ha determinado que la d ifusión de la 
imagen personal s in permiso con fines informativos o culturales, de 
antecedentes que pudieran resultar de interés público o desarrollados 
en público, no se extiende a la realizada con final idad publicitaria , para 
la que resulta necesaria la conformidad o autorización.414 

414 B., A.L v .  TELEARTE SA" del 1 0/12/1 998, e n  donde e l  tribunal sostuvo q u e  la sola presencia d e  una 
persona en un lugar bailable de moda, y aun su eventual conocimiento de la existencia de medios 
periodísticos y televisivos, no puede entenderse como conformidad tácita para el uso de su imagen en 
los términos del artículo 31 de la ley 1 1 .723. En tal pronunciamiento, la referida Sala interpretó que 
"cualquiera fuere la índole del lugar público de la filmación, la difusión directa y personalizada de un 
sujeto en particular, divulgando su imagen, no ya como alguien más que participa del acontecimiento 
o asunto de interés público, sino para utilizar en un puro interés de lucro y explotarla comercialmente 
para dar contenido a una parte del programa televisivo, requiere indudablemente del previo e inequívoco 
consentimiento del individuo. Aunque pudiera presumirse un hipotético y tácito asentimiento para la filmación, 
ésta no puede sustraerse del contexto en el que luego se la utilizó y para el que indudablemente no se 
contó con conformidad alguna del actor". 

551 



Ernesto Villanueva 

Podemos afi rmar que el derecho a la propia imagen se configura como 
un ámbito de protección frente al lucro que terceras personas 
pretendiesen obtener con la publ icación de la imagen de una persona, 
s in su consentimiento. De acuerdo con Federico Andrés Vil lalba Díaz, 
la jurisprudencia argentina ha sostenido que la mera publ icación de 
un retrato fotográfico sin autorización resulta suficiente para generar 
en la persona retratada el derecho a un resarcimiento económico 
(CNCiv, Sala J del 1 /8/2000 in re "Mesagl io, Paola K e/ Austral Cielos 
del Sur SA") .  

En el mismo orden de ideas, se ha destacado que "el  simple 
consentim iento para la  toma de una fotografía no imp l ica 
necesariamente su aplicación (CNCiv, Sala "E", 5/8/1 994 ), " la simple 
publ icación de las fotografías de una persona con fines comerciales, 
sin la debida autorización, genera daño moral que debe ser 
indemnizado, resultando irrelevante que las características del retrato 
no traigan aparejado u na lesión al honor ni un descréd ito de la 
personal idad (CNCiv, Sala "C", del 6/5/1 982) ;  del mismo modo, se 
considera que no legitima la util ización comercial de la imagen el hecho 
de que ella hubiera sido captada en lugar públ ico . "  

La Corte de Apelaciones de París tuvo que resolver la demanda 
promovida por un obrero que se encontraba trabajando en un techo 
y fue fotografiado en esa actitud, difundiéndose su imagen en un afiche. 
El mencionado tribunal consideró que la circunstancia aludida no eximía 
de requerir  su consentimiento expreso para la util ización de la fotografía 
(C. Apels. Paris  del 6/6/1 985, Soc. Fotogram v. Michel et autre, D-
1 986-I R 49) .415 

En México se regula a través de la figura del daño mora l .  E l  artículo 
1 9 1 6  del Cód igo Civil Federal , establece que: 

"Por daño moral se entiende la afectación que una persona sufre 
en sus sentimientos, afectos , creencias, decoro, honor, reputación , 

4 1 5  Villa lba Díaz, Federico Andrés, op.cit., nota 409. 
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vida privada , configuración y aspectos físicos, o bien en la 
consideración que de sí misma tienen los demás . Se presumirá 
q ue h u bo daño mora l  cuando se vu lnere o menoscabe 
i leg ítimamente la l ibertad o la integridad física o psíquica de las 
personas. 

"Cuando un hecho u omisión i l ícitos produzcan un daño mora l ,  el 
responsable del mismo tendrá la obligación de repararlo mediante 
una indemnización en dinero, con independencia de que se haya 
causado daño material ,  tanto en responsabilidad contractual como 
extracontractual . Igual obl igación de reparar el daño moral tendrá 
quien incurra en responsabilidad objetiva conforme al artículo 1 91 3, 
as í como el Estado y sus servidores públ icos, conforme a los 
artículos 1 927 y 1 928, todos el los del presente Código. 

"La acción de reparación no es transmisible a terceros por acto 
entre vivos y solo pasa a los herederos de la víctima cuando ésta 
haya intentado la acción en vida . 

"El monto de la indemnización lo determinará el juez tomando en 
cuenta los derechos lesionados, el grado de responsabil idad, la 
situación económica del responsable , y la de la víctima , así como 
las demás circunstancias del caso. 

"Cuando el daño moral  haya afectado a la víctima en su decoro, 
honor, reputación o consideración ,  el juez ordenará , a petición de 
ésta y con cargo al responsable, la publ icación de un extracto de 
la sentencia que refleje adecuadamente la naturaleza y alcance 
de la misma, a través de los medios informativos que considere 
convenientes.  En los casos en que el daño derive de un acto que 
haya tenido difusión en los medios informativos, el juez ordenará 
que los mismos den publ icidad al extracto de la sentencia,  con la 
misma relevancia que hubiere tenido la d ifusión orig inal . 

"Estarán sujetos a la reparación del daño moral de acuerdo a lo 
establecido por este ordenamiento y, por lo tanto, las conductas 
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descritas se considerarán como hechos i l ícitos: 

l .  E l  que comunique a una o más personas l a  imputación que se 
hace a otra persona física o moral ,  de un hecho cierto o falso, 
determi nado o indeterminado, que pueda causarle deshonra,  
descrédito ,  perjuicio, o exponerlo al  desprecio de alguien; 

1 1 .  E l  que impute a otro un  hecho determinado y cal ificado como 
del ito por la ley, si este hecho es falso, o es inocente la persona 
a quien se imputa ; 

1 1 1 .  E l  que  p resente denuncias o q uere l las  ca l u m n iosas ,  
entendiéndose por tales aquellas en que su  autor imputa un  
delito a persona determinada, sabiendo que  ésta es  inocente 
o que aquél no se ha cometido, y 

IV. Al que ofenda el honor, ataque la vida privada o la imagen propia 
de una persona. 

"La reparación del daño moral con relación al párrafo e incisos 
anteriores deberá contener la obl igación de la rectificación o 
respuesta de la información difundida en el mismo medio donde 
fue publicada y con el mismo espacio y la misma circulación o 
aud iencia a que fue d irig ida la i nformación original ,  esto sin 
menoscabo de lo establecido en e l  párrafo qu into del presente 
artículo .  

"La reproducción fiel de información no da lugar al  daño moral ,  aun 
en los casos en que la información reproducida no sea correcta y 
pueda dañar el honor de alguna persona , pues no constituye una 
responsabi l idad para el que difunde dicha información, siempre y 
cuando se cite la fuente de donde se obtuvo ." 

En México la Ley Federal del Derecho de Autor establece: 

Artículo 1 58.  Las obras l iterarias, artística, de arte popular o 
artesanal ; desarrol ladas y perpetuadas en una comunidad o etnia 
originaria o arraigada en la República Mexicana, estarán protegidas 
por la presente Ley contra su deformación , hecha con objeto de 
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causar demérito a la misma o perju icio a la reputación o imagen 
de la comunidad o etnia a la cual pertenecen 

Artícu lo 1 88 .  No son de materia de reserva de derechos: 
e) incluyan el nombre ,  seudónimo o imagen de alguna persona 
determinada, sin consentimiento expreso del interesado, o 

Artículo 231 .- Constituyen infracciones en materia de comercio las 
siguientes conductas cuando sean real izadas con fines de lucro 
d irecto o indirecto: 

1 1 .  Util izar la imagen de una persona sin su autorización o la de 
sus causahabientes ; 
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Med ios Públ icos 

Aproximaciones conceptuales 

Los medios públ icos son parte fundamental del derecho a saber en 
los Estados democráticos de derecho.  No es lo mismo, sin embargo, 
medios públ icos que medios del gobierno como en México se ha 
entendido.416 Hasta hace muy poco tiempo la d iscusión en el pa ís ha 
empezado a versar sobre si hay que seguir contando con medios del 
Poder Ejecutivo417 o hay que convertirlos en medios públicos o también 
como se les dio en llamar hace tiempo de Estado . La ausencia de 
estudios en profundidad en la materia desde las universidades ha sido 

4 1 6  En el Acuerdo por el que se establecen los l ineamientos generales para la orientación, 
planeación, autorización, coordinación, supervisión y evaluación de las estrategias, los 
programas y las campañas de comunicación social de las dependencias y entidades de 
la Administración Pública Federal, que año con año expide la secretaría de gobernación, 
el gobierno federal ha introducido una desafortunada definición de medios públicos, a saber: 
"Medios públicos: Medios de comunicación masiva administrados y operados por el Gobierno 
Federal o por gobiernos estatales con recursos públicos. No persiguen fines de lucro. Entre 
éstos se identifican a las emisoras del Instituto Mexicano de la Radio, las emisoras del Sistema 
de Radiodifusoras Culturales Indigenistas, Radio Educación, Canal Once del Instituto 
Politécnico Nacional ,  Televisión Metropolitana Canal 22 y la red integrada por los sistemas 
de radio y televisión ubicados en los diferentes estados de la República Mexicana, así como 
los que operen y surjan bajo este modelo u otro semejante." 

41 7 En otros trabajos he expuesto ampliamente por qué afirmo que lo que hay en el país son 
medios del poder ejecutivo. Baste decir ahora que en México el único representado en esos 
medios no comerciales es el presidente de la república o el gobernador del estado, en su 
caso, a la luz de los ordenamientos legales que fundan su creación. 
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uno de los factores propiciatorios para que el rég imen durante largo 
tiempo haya ofrecido tesis apelando a sofismas como argumentos de 
autoridad . 

En s íntesis, las versiones gubernamentales han sostenido, palabras 
más palabras menos, que el presidente de la república o el gobernador 
del estado, según se trate, encarna la representación popular al ser 
electos en las urnas, razón por la cual no hay necesidad alguna de 
representación adicional en los medios con cargo al erario público. 
De esta suerte, según este argumento basta y sobra con que los medios 
sean admin istrados y operados por el gobierno para ser considerados 
con toda leg itimidad medios públicos . Se trata , por supuesto, de una 
afirmación que no resiste un análisis con el m ínimo de profundidad . 
Veamos: 

a)  E l  ejecutivo no es el gobierno ni mucho menos el Estado. El 
gobierno además del ejecutivo está compuesto por e l  poder 
legislativo y el judicia l .  El Estado comprende el  gobierno incluye 
el territorio y a la población , desde su defin ición más clásica;  
y, 

b) Los medios públ icos son herramientas para satisfacer el derecho 
a la información del público, una buena parte de la cual proviene 
precisamente de las instancias del ejecutivo y del gobierno, por 
lo que sería impropio que el propio ejecutivo suministre los criterios 
informativos de los datos y opiniones que debe recibir la opinión 
para evaluar precisamente el ejercicio del poder públ ico .  

Pero s i  en e l  país apenas inicia ese debate para distinguir entre medios 
del ejecutivo y medios públ icos, en los Estados democráticos de 
derecho la noción de medios de naturaleza pública ha entrado en un 
estado de postración que no s in  d ificultades empieza a encontrar su 
propia identidad . 

El problema no es menor ni accesorio. M ientras el país discute si inicia 
el camino en busca de med ios públ icos con una acotada o nula 
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representación gubernamenta l ,  las democracias debaten sobre 
cómo regresar de esa ruta por el camino de la privatización ,  aunque 
en esa ruta han encontrado serias resistencias a ceder el espacio 
público por parte de d iversos sectores418• No obstante, el tema ha 
adquirido un interés creciente desde el ámbito académico.419 Si  en 
México los argumentos a favor de los medios del ejecutivo han 
provenido del régimen pol ítico, en las democracias la articulación 
argumental a favor de la desaparición de los medios públicos ha sido 
elaborada , en cambio, por un grupo de trabajo financiado por las 
empresas privadas. 

E l  debate intelectual no es fáci l .  Las construcciones teóricas de la 
escuela neol ibera l  tienen grandes dosis de efectismo que,  a primera 
vista , pudieran efectivamente parecer i rrefutables. En el fondo 
ciertamente no es así. En México, sin embargo, el problema es que 
no hay porciones significativas de masa crítica ni menos abundan 
teóricos que ofrezcan respuestas más o menos razonables a los retos 
que plantea la viabil idad de los medios públ icos. Esta circunstancia 
hace abrigar dudas sobre la reconversión democrática de esos medios, 
aunque hay casos de éxito que hacen abrigar esperanzas de que es 
posible el cambio democrático en este rubro420 • 

En genera l  el panorama de los medios públicos ofrece menudas 
interrogantes . A veces parece que los medios públ icos se encuentran 
atrapados entre el servicio público y las demandas de eficacia 
empresarial . Y es que, si buscan la lucha por ganar grandes audiencias 
no tendría mayor diferencia de la televisión o de la radio comercial .  

En ese caso, ¿para qué tener una televisión o una rad io pública que 
no hace diferencia? Y si ,  por el contrario, asumen una función ortodoxa 

418 Cfr. El numeral 1 de la Recomendación número 1 641 del Consejo de Europa (2004 ). 
4 1 9 Blumler, J .G.  y Hoffmann-Riem, W. , "New roles for public television in Western Europe: 

Challenges and Prospects", Journal of Communication, vol. 42, número 1 ,  invierno, 2004, 
pp. 21  y 22. 

420 En agosto del 2007 las televisaras del gobierno federal mexicano canal 11 y canal 22 
anunciaron sus mecanismos de autorregulación expidiendo códigos de ética y defensores 
del televidente. Es el primer precedente en su tipo en este país. 
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de servicio públ ico se convierte en un medio marginal y destinado a 
las minorías ¿Debe la sociedad destinar recursos para lo que ella no 
consume en forma mayoritaria? ¿Debe haber medios de servicio 
público sin público? Es por esta razón , que en varios países de Europa 
se cuestiona la viabi l idad de la televisión pública y se hace un l lamado 
a una privatización general .  Como d ice Achi l le :  "De acuerdo con la 
lógica l iberal , el sector públ ico no t iene función alguna que 
desempeñar en este campo, salvo por lo que se refiere a una misión 
de servicio públ ico, m isión que puede desempeñar a la perfección el 
sector privado."421 Desde esta perspectiva, ¿debe preservarse el modelo 
de rad io y televisión públicas o, en efecto, el servicio públ ico puede 
ofrecerlo la empresa privada? 

El problema de fondo es que los propios medios públicos han seguido 
parámetros de conducta que no son los suyos. Han perd ido 
progresivamente incluso un discurso y una terminolog ía propios que 
los legitime de cara a la opinión pública y voltean la mirada a la empresa 
privada como paradigma de éxito y reconocimiento social . 

Veamos, ahora los argumentos q ue desde la escuela neoliberal se 
han ofrecido para legitimar la desaparición de los medios públ icos; 
así como, las respuestas que ha vertido la escuela crítica . 

Primero. La escuela mercanti l sugiere que la radio y la televisión y 
lo que resu lta de e l las constituyen una mercancía y, por esa razón , 
se encuentran sujetas a las leyes de la oferta y la demanda.422 Por el 
contrario, la escuela crítica establece que la televisión es un servicio 
social trascendente que tiene una carga importante de responsabil idad 
social , que no puede ofrecer una postura aséptica .423 El  principio aqu í 
es básico:  a mayores posibi l idades de acceso a un medio de 

42 1 Achille, Y., Les télévisions publiques en quete d"avenir, Grenoble, Presses Universitaries 
de Grenoble, 1 994, p.3 1 4. 

422 Veljanowski , C . ,  "Market-Driven Broadcasting: Not Mith by Reality", Intermedia, Estados 
Unidos, vol. 1 8, núm. 6, noviembre-diciembre, 1 990, p. 1 7 . 

423 Cfr. Los artículos 1 5  y 1 6  del Código Europeo de Deontología del Periodismo, aprobado 
por la Asamblea General de Consejo de Europa, el 1 de julio de 1 993. 
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comunicación mayores grados de responsabil idad con la sociedad que 
hace posible esa circunstancia.  

Segundo. La escuela mercantil afirma que la televisión comercial garantiza 
una l ibertad plena en la medida en que se instaura el principio de la 

. "soberanía del consumidor'', de acuerdo con el cual el individuo es l ibre 
para decidir qué es lo que desea ver, sin que nadie pueda elegir en su 
nombre y representación . La escuela crítica, por el contrario, sostiene 
que al individuo no se le puede tratar como consumidor, sino como 
ciudadano y en tal condición tiene derechos de participar en la vida 
comunitaria en condiciones de igualdad. Y es que "la privatización de 
los recursos informativos y culturales puede crear una sociedad dividida 
en dos partes: la de los ricos y la de los pobres de esos recursos."424 

Tercero. La escuela mercanti l  sostiene que la des-reg lamentación y 
la l ibre competencia generan variedad de programas susceptib les de 
satisfacer los más distintos gustos de la sociedad. Por el contrario, 
la escuela crítica sostiene que: "En la televisión , los mecanismos de 
la competencia inducen a los canales comerciales a optimizar el ratio 
audiencia/costo de los programas. Esta tendencia conduce a una 
uniformidad de los canales mediante un doble fenómeno, el de los 
"programas menos criticables" . . .  que obtienen la mayor audiencia y 
de los menores costos, en que los programas que atraen la máxima 
audiencia y tienen la tasa de amortización más alta son los más 
populares y los más baratos en la reventa y, por tanto , los que tienen 
mayor red ifusión . "425 En este contexto , sin embargo, d iversos 
organismos internacionales han salido en defensa y de los medios 
públ icos en los ú ltimos años. 

En 1 993,426 la  UNESCO se pronunció sobre el tema para defin ir  el rol 
de los medios públ icos ponderando la importancia de estos medios 

424 Scanell, P., "Public Service Broadcasting: The history of a concept", Goodwin, A. y G. Whannel. 
Understanding Television, Londres, Routledge, 1 990, p. 22. 

425 Salaün, Jean M ichel ,  A qui appartient la televisión?, París, Aubier, 1 989, p .  82 . 
426 Resolución adoptada en la Vigésimo octava reunión plenaria de la Conferencia General 

el  13 de noviembre de 1 993. 
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en la educación , la ciencia y la cultura e invitó a su director general 
para "apoyar y promover acciones comprensivas enfocadas al rol y 
a las funciones de los med ios públ icos , y al hacerlo tomar en cuenta 
a las organizaciones profesiona les naciona les e internacionales 
dedicadas al tema y a las comisiones nacionales de la propia 
UNESCO."  

A partir de ah í, se han elaborado algunos esfuerzos significativos para 
desentrañar qué papel debe desempeñar un medio público, qué marco 
normativo debe observar para asegurar sus objetivos y si debe o no 
vender publicidad como parte de su presupuesto. 

Por lo que se refiere al rol de los med ios públicos parece haber 
consenso en que deben mantene r  a l  menos las s igu ientes 
características : 

Primero. El proceso creciente de des-reglamentación de la radio y la 
te levisión comercial t iene como contrapartida p roporcional la 
el iminación de funciones m ínimas de servicio públ ico, tarea que debe 
ser confiada a los medios de servicio públ ico. Es aqu í, donde reside 
precisamente uno de los puntos fuertes a favor de la existencia de 
med ios de buen hacer period ístico, educativo y cultural  en su más 
amplia expresión. De ahí, que en la experiencia comparada los medios 
públ icos no sean sólo opciones alternativas o marginales, sino 
verdaderas opciones para el  públ ico. 

Así, por ejemplo, para el 2001 , la empresa RAI de Italia registró el 
49.9 por ciento de la audiencia , seguida de RTVE de España, con el 
49.6 por ciento; la BBC británica , el 48 por ciento y ARO, ZDF, de 
Alemania, e l 43.3 por ciento, cifras muy altas si se considera que en 
los Estados Unidos la PBS solo tiene el tres por ciento de la audiencia 
y la NHK de Japón, el 1 5  por ciento.427 

427 Tomada de Audience Share of PSB TV Stations in Selected Post-Communist Countries 
(2002) EBU. 

562 



Derecho de la Información 

La apuesta de la sociedad en los medios públ icos en diversos países 
pone de man ifiesto que la combinación que hace de lo importante 
algo interesante resu lta una fórmula de éxito que, además, tiene un 
impacto en el mejoramiento de los medios en genera l  ante la fuerte 
competencia que logra un públ ico receptor crítico y demandante de 
productos de cal idad . 

Segundo. Los medios públicos deben tener como rasgo distintivo una 
serie de principios o valores sociales, más que el hecho de ser públicos 
en tanto su existencia corre a cargo del erario públ ico. Por el contrario, 
corre a cargo del presupuesto estatal su funcionamiento porque 
efectivamente cumplen una uti l idad social .  Al respecto, el Consejo de 
Europa sostiene que los medios públ icos deben "proveer a toda la 
sociedad de información, cultura, educación y entretenimiento, estimular 
la ciudadan ía socia l ,  pol ítica y cultural y alentar la cohesión de la 
sociedad .  Para el lo, es t ípicamente universal en términos de 
contenido y acceso . E l lo garantiza independencia ed itoria l  e 
imparcialidad , provee un referente de cal idad , ofrece variedad de 
programas y servicios viendo por las necesidades de todos los grupos 
de la sociedad y públ icamente rinde cuentas de sus actos."428 

Ejemplos en el  derecho extranjero 

Otro de los aspectos importantes es la intervención gubernamenta l .  
¿ Debe intervenir el gobierno en los medios públ icos? Si es  así, ¿en 
qué medida o porcentaje , de suerte que permita la suficiente 
independencia para que pueda anunciarse como un medio públ ico? 
Estas son algunas de las interrogantes básicas que deberían ser 
despejadas. 

No existe una postura un ívoca n i  una solución uniforme sobre el tema, 
si bien puede decirse que en buena parte de los casos el Poder 
Leg islativo tiene una participación efectiva . Con todo, la experiencia 

428 Numeral 2 de la Resolución adoptada en la Vigésimo octava reunión plenaria de la Conferencia 
General el  13 de noviembre de 1 993. 
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comparada arroja datos que ponen de rel ieve que en este aspecto 
cada país ha adoptado fórmulas ajustadas a su propia circunstancia 
cultura l ,  pol ítica y juríd ica. Así, por ejemplo, Alemania es el prototipo 
de la participación social en la gestión y dirección de los medios 
públ icos. 

En ese país -recuérdese que en Alemania la facultad de legislar en 
materia de medios reside en el poder legislativo de cada Lander o 
Estado- el Lander de Colonia cuenta con el medio del Estado 
denominado "Radiodifusión Alemana Occidenta l ,  Colonia (WDR)" el 
cual tiene las siguientes características : 

a) Es creado como persona de derecho públ ico por la Ley de la 
Radiodifusión Alemana Occidenta l ,  Colonia, expedida el 1 9  de 
marzo de 1 985; 

b) El  Consejo de Radiodifusión,  que hace las veces de Junta 
Directiva , tiene un ampl ísimo manto de legitimidad vista su alta 
representatividad social , según se desprende de lo previsto por 
el artículo 1 5  de la citada Ley que a la letra d ice: 

1 .  E l  Consejo de Radiodifusión está compuesto por 4 1  
miembros. S e  han d e  tener adecuadamente e n  cuenta las 
mujeres tanto en la elección como en el nombramiento de 
miembros y suplentes para el Consejo de Radiodifusión.  

2 .  Doce miembros son elegidos por el Parlamento del Land 
según los principios de representación proporcional ;  en caso 
de igualdad de cifras máximas, el nombramiento del ú ltimo 
miembro se decide por sorteo hecho por el presidente del 
Parlamento. Hasta siete miembros han de pertenecer al 
Parlamento Europeo, a l  Parlamento Federal ,  al Parlamento 
Local o a una corporación municipa l .  

El mismo artículo prescribe que deben nombrarse 17 miembros entre 
los representantes de las iglesias, organizaciones sindicales, de 
agricultores, de artesanos, deportivas y juveni les, así como nueve 
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miembros más procedentes de las sociedades de escritores, actores, 
periodistas ,  pintores, escu ltores, universidades y músicos; 

e) El Consejo de Rad iodifusión tiene entre sus atribuciones la de 
nombrar y destitu ir  al intendente (director general)  de la empresa 
de derecho públ ico WDR.429 

Otro ejemplo que merece reseñarse lo constituye el medio de 
información estatal de Valencia , España, denominado Radio Televisión 
Valenciana, cuyos rasgos jurídicos esenciales son los sigu ientes: 

a) Es creado como entidad pública por la Ley 7/1 984, de 4 de ju l io, 
de creación de la Entidad Públ ica RTVV y Regulación de los 
Servicios de Radiodifusión y Televisión de la General idad 
Valenciana; 

b) El Consejo de Administración de RTVV está compuesto430 "por 
once miembros electos para cada legislatura ,  por mayoría de 
tres qu intos de las Cortes Valencianas, entre personas de 
relevantes méritos profesionales" ; 

e) El Director general es el órgano ejecutivo de Radiotelevisión 
Valenciana , 431 y es nombrado por el Consel l  de la Generalidad 
Valenciana, a propuesta del Consejo de Administración. 

Por el contrario, en Armenia,  el presidente de la Repúbl ica designa 
al D irector General  del medio públ ico y la participación comunitaria 
es mínima; en Polonia, también interviene el gobierno, pero la presencia 
de la sociedad es más activa . 

En cambio, en Albania, República Checa , Hungría, Repúbl ica Eslovaca 
y Rumania, por poner algunos ejemplos, el Poder Legislativo designa 

429 Artículo 1 6, sección 2 ,  numeral 3, de la Ley de la Radiodifusión Alemana Occidental ,  Colonia. 
430 Artículo 5 de la Ley 7/1 984, de 4 de julio, de creación de la Entidad Pública "RTVV" y 

Regulación de los Servicios de Radiodifusión y Televisión de la Generalidad Valenciana. 
431 Ibídem, Artículo 1 0, fracción l .  
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a las juntas d irectivas o consejos de administración con una notable 
intervención social . 432 

De la misma manera, el tema de vender o no publicidad juega un papel 
crucial en la naturaleza de los medios públicos. Habría que partir de 
la premisa de que si este tipo de medios no tiene fines de lucro no 
deben , por ende, obtener ganancias, pero el lo no necesariamente 
significa que no puedan contar suplementariamente con la atribución 
legal para vender publ icidad comercial y d iversos servicios. 

Debe el iminarse el sistema de confusión vigente, de acuerdo con el 
cual a los med ios públicos se les pide que operen como empresas 
privadas, circunstancia que desnatural iza su propia esencia , como 
por ejemplo tener en la venta de publ icidad comercial su única fuente 
de subsistencia . Existen,  por lo demás, evidencias empíricas que 
demuestran que en las democracias consolidadas, así  como en las 
emergentes, la venta de publicidad nunca supera el 50 por ciento del 
presupuesto del med io ,  pero esta posibi l idad está debidamente 
considerada en su marco normativo. 

As í por ejemplo, l lama la atención que en una muestra de medios 
públ icos se puede observar que en todos los casos hay presupuestos 
compartidos. También se advierten grandes d iferencias entre los casos 
analizados. M ientras en España, para el 2001 el 87 por ciento de 
los ingresos de Rad io y Televisión Española -el medio públ ico central 
de ese país- proven ía de fuentes comerciales, la Sveriges Televisión­
la televisión públ ica sueca- solo recibía para el 2002 por ingresos 
comerciales el 5 .3  por ciento de su presupuesto. En ese mismo año, 
la BBC -la televisión pública británica- percib ía e l  24 .4 por ciento y 
la televisión francesa públ ica el 38 .7  por ciento. 

En las democracias emergentes de Europa del Este también hay 
cambios notables en este rubro. En efecto, mientras la televisión pública 

432 Datos tomados del apéndice al reporte elaborado por el Comité sobre Cultura, Educación 
y Ciencia de la Asamblea Parlamentaría del Consejo de Europa, con fecha 21 de enero 
del 2004 . .  
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HRT de Croacia percibía el 41 .4 por ciento de sus ingresos en e l 2001 , 
el medio público MTV de Hungría solo ten ía para el mismo e l  cinco 
por ciento ,  es decir, casi el mismo porcentaje de la televisión sueca433• 

De esta forma se puede colegir  que el presupuesto público juega un 
papel sign ificativo en los medios públicos, pero no es ,  en modo alguno, 
su única forma de financiación en la experiencia comparada. También, 
existen excepciones en este aspecto. 

Es el caso de la ABC -la empresa públ ica de radio y televisión de 
Australia-, la cual tiene prohibido en el  artículo 31  de su Ley Orgánica 
vender publ icidad comercial ,  razón por la cual el gobierno aporta en 
promedio el 80 por ciento de su presupuesto. El 20 por ciento restante 
lo obtiene por la gestión de d iversos servicios. 

De manera adicional , en Australia existe una empresa que opera como 
medio público más pequeña l lamada SBS, con un enfoque cultural 
y reg ional ,  la cual t iene autorización para vender publicidad comercial 
que no exceda los cinco minutos por hora de transmisión , según lo 
establece el artículo 45 de su Ley Orgánica .434 

En México se piensa que los medios públicos deben necesariamente 
ser empresas permisionarias, es decir, sin posibi l idades de vender 
publ icidad y, por el contrario, los medios privados deben adquiri r  la 
figura de empresas concesionarias, es decir, aquel las que tienen la 
posibi l idad de vender publicidad . 

Se trata solo de una interpretación apoyada en la fuerza de la 
costumbre, habida cuenta que en el pa ís la Ley Federal de Radio y 
Televisión , sus reglamentos o cualqu ier otra norma juríd ica regulan 
la vida de los medios públicos y tampoco existe jurisprudencia que 
haya hecho semejante interpretación . A mayor abundamiento, la 

433 /dem. 
434 Mendel. Toby, Pub/ic Service Broadcasting. A comparative legal survey, Kuala Lumpur, 

UNESCO, 2000, pp. 14 y ss. 
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doctrina sobre el tema es escasa y no afirma expl ícitamente la tesis 
en cuestión . 

¿Medios en el  ámbito del Ejecutivo? 

De la misma manera se ha pensado que los medios públ icos deben 
g irar en torno a la figura del Poder Ejecutivo Federal o estatal .  Esta 
postura ha ido cambiando al transcurso del tiempo, pero no en un 
modo democrático. En efecto, el Canal de Televisión del H .  Congreso 
de la Unión surgió en 1 998 como una solución remedia! para no seguir 
teniendo medios de gobierno sin Estado, sin posibi l idades normativas 
efectivas de que la sociedad participase en la toma de decisiones. 
El  entonces diputado Javier Corral lo expresó en estos términos en 
tribuna el 30 de abril de 1 998: 

"Que los usuarios de los medios participen en las decisiones de 
un  canal ,  porque si desde e l  punto de vista de la legislación 
queremos proponer un sistema y un modelo de reconversión de 
los medios del Estado, para hacerlos no gubernamentales sino de 
servicio público, el Canal de Televisión del Congreso de la Un ión 
tiene el reto de ser ejemplo, de ser patrón cualitativo de ese modelo 
que queremos proponer para todo el sistema de rad io y televisión 
públ ica estatal del pa ís ." 

Más aún ,  el equipo de la Comisión Bicamaral del Canal de Televisión 
del H. Congreso de la Unión sosten ía que: 

El  canal fuera de servicio públ ico en virtud de las siguientes 
consideraciones 

1 .  Basado en el artículo 27 Constitucional el Estado Mexicano tiene 
el dominio d irecto del espacio aéreo y electromagnético ( 1  ). Por 
consiguiente,  le corresponde al Estado legislar y regular en esta 
materia ,  para que los medios que emplean este espacio actúen 
bajo la perspectiva del interés y el beneficio colectivo . 
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2. Confirmando lo anterior, el artículo 1 de la ley Federal de Radio 
y Televisión señala que "le corresponde a la nación el  dominio 
d irecto de su espacio territorial y, en consecuencia , del med io 
en que se propagan las ondas e lectromagnéticas. Dicho dominio 
es inal ienable e imprescriptible" (2). 

3 .  El  Poder Legislativo es uno de los tres poderes que componen 
al Estado Mexicano, por consiguiente, los órganos de apoyo de 
dicho Poder son órganos de Estado. 

4.  Por su naturaleza de Poder autónomo de Estado ,  el Legislativo 
tiene la facultad de expedi r  sus propias leyes y procedimientos 
para funcionar adecuadamente. Esta atribución lo posibi l ita a 
crear un Canal de Televisión como un órgano de Estado que 
aborde las tareas de comunicación del Legislativo con la sociedad 
y no sólo de la mera difusión trad icional de información. 

5. Debido a la tensión permanente que produce el juego pol ítico 
de los partidos en el Congreso de la Unión, habría sido 
conveniente que, desde su surgimiento, e l  Canal de Televisión 
fuera reconocido en Ley Orgánica del Congreso como órgano 
de comunicación de Estado, pues en  un futuro podría 
desaparecer ante cualquier presión política de coyuntura dejando 
al Congreso sin su órgano de difusión. Al ser de Estado no podrá 
desaparecer. 

6. Siendo que el Estado representa los intereses de la nación ,  es 
necesario reconocer al canal de televisión como medio de 
comunicación de Estado de servicio públ ico para que quede 
vinculado con los intereses de la nación y no sólo con los de 
los partidos poi íticos. 

7. Dentro del  espectro de medios televis ivos que existen 
actualmente en e l  país, es muy importante diferenciar la 
naturaleza de los medios de gobierno (aquellos que son usados 
por los poderes coyunturales en turno para lograr sus objetivos 
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de administración o poder); y los med ios de comunicación de 
Estado (aquellos que son aprovechados para realizar las tareas 
del Estado y no solo de los intereses provisionales de los grupos 
en el poder) . 

8. Es pertinente aprovechar esta oportunidad h istórica para 
d iferenciar juríd icamente la existencia que se da entre la 
naturaleza de los medios privados, cuyos fines son empresariales; 
y la del Canal del Congreso que es el fortalecimiento del Poder 
Legislativo y de la sociedad nacional .  

9 .  Los objetivos del Canal  del  Congreso son los de un medio de 
comunicación de Estado de servicio públ ico: 
a .  Contribuir a colocar en el espacio públ ico los intereses de 

la nación por encima de los intereses particulares, en el marco 
de la plural idad democrática . 

b. Considerar a la información y al conocimiento de la real idad 
nacional como un bien y un derecho públ ico al cual han de 
acceder y ejercer todos los mexicanos. 

c. I nformar a la sociedad mexicana bajo los principios de la 
veracidad , la imparcial idad, la ética , la plural idad , la equidad 
y la oportunidad . 

d .  Fomentar con toda l ibertad y plural idad la d ifusión del análisis, 
d iscusión y debate de los problemas nacionales para crear 
una verdadera opinión públ ica .  

e .  Contribuir al desarrol lo educativo y cultural que  requiere el 
avance del pa ís. 

f. En suma,  fomentar  los va lores humanos y socia les 
contenidos en el artículo 3 de la Constitución Pol ítica de los 
Estados Unidos Mexicanos. 

Con la reforma a la Ley Orgánica del Congreso, el artículo 1 3 1 
desdibujó esa propuesta compatible con un medio público para acotarla 
al darle un sesgo legislativo. En efecto, los artícu los 1 3 1 y 1 32 de la 
citada Ley, a letra prescriben :  
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Artículo 1 3 1 

1 .  El Congreso de la Unión , para la d ifusión de sus actividades, 
y de acuerdo con la legislación en la materia,  contara con el 
Canal de Televisión que le asigne la autoridad competente, de 
conformidad con las normas técnicas apl icables. 

2. El Canal tiene por objeto reseñar y difundir la actividad legislativa 
y parlamentaria que corresponda a las responsabil idades de las 
Cámaras del Congreso y de la Comisión Permanente,  así como 
contribu ir  a informar, anal izar y d iscutir públ ica y ampl iamente 
la situación de los problemas de la real idad nacional vinculadas 
con la actividad legislativa . 

Artículo 1 32 

1 .  Para la constitución de las actividades que desarrolla el Canal ,  
se constituye la Comisión Bicamaral del  Canal de Televisión del 
Congreso de la Unión. 

2.  La Comisión estará integrada por tres diputados y tres senadores 
electos por el pleno de cada Cámara a propuesta de las 
respectivas juntas de coord inación pol ítica . En su caso, los 
legisladores de la Comisión representarán a sus grupos 
parlamentarios en ambas Cámaras. 

3 .  La Comisión informará al in icio de cada periodo ordinario de 
sesiones en cada Cámara ,  a través de las respectivas mesas 
directivas, sobre el desarrollo de las actividades del Canal .  

El reglamento del  Canal de Televisión del  H .  Congreso de la Un ión 
fue aprobado el 28 de abri l  del 2005, el cual en su artículo tercero, 
numeral dos, confirma esa tendencia y hace del canal un vocero del 
Congreso y espacio a voces externas relacionadas con la actividad 
legislativa . 

Primero. Paradójicamente ,  el canal se ha convertido jurídicamente en 
algo igual a lo que se criticaba hace años. ¿Alguien estaría de acuerdo 
con que un medio del Ejecutivo tuviera como objeto "reseñar y difundir 
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la actividad del (gobierno) que corresponda a las responsabilidades 
del Ejecutivo", como establece e l  artícu lo tercero del reglamento, 
referido a l  Legislativo? 

Segundo. No existe, en consecuencia, n ingún espacio de toma de 
decisiones y de ingerencia d irecta en la conducción del canal por parte 
de la sociedad . Esta atribución corresponde ún ica y exclusivamente, 
queda claro, a los legisladores. 

Tercero. El artículo 28 es una joya de la vulneración de derechos 
laborales. Las prestaciones son para el  primer y segundo niveles del 
canal y los periodistas, camarógrafos y personal operativo quedan 
en un estado de indefensión laboral .  Es el  mundo al  revés . 

Toda la protección es para los que más tienen y todo el peso del 
desamparo a quienes realizan la tarea de informar. En efecto, el citado 
art ículo señala en sus numerales tres y cuatro que:  "3. Se asignará 
plaza presupuesta! a los funcionarios de los dos primeros niveles, y 
quedarán sujetos a las Leyes de Responsabilidades de los Servidores 
Públ icos. 4. El personal técnico especial izado y operativo será 
contratado como personal de confianza ,  conforme a las cond iciones 
que determine la Secretaría General  de Servicios Administrativos de 
cada Cámara"; es decir, por honorarios. 

Cuarto. Por si fuera poco, cabe señalar que el Congreso de la Unión 
carece de facultades constitucionales para expedi r  el Reg lamento del 
Canal del Congreso. El  artículo 70 lo faculta para elaborar su Ley 
Orgánica y el 77 su reglamento interior. Impl ícitamente se habla de 
un Reglamento de Debates en los art ículos 71  y 72, todos de la 
Constitución Pol ítica de los Estados Unidos Mexicanos. 

Lo que debió hacerse era incluir un apartado en el Reglamento Interior 
o, de plano, reformar la Constitución para introducir la facultad 
reglamentaria del Congreso .  Así ,  mediante un Reglamento de dudosa 
constitucionalidad se norma un medio que no es públ ico en el sentido 
democrático de la expresión , y se excluye por ahora a los periodistas 
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del canal de la posibi l idad leg ítima de contar con una "plaza 
presupuesta!" . 

El caso mexicano 

Así, pues, por lo que hace al caso de México lo deseable sería reformar 
la Ley Federal de Radio y Televisión donde se establezcan apartados 
sobre medios públicos y medios comunitarios. 

Lo posible, por ahora ,  sin embargo, es emprender el camino gradual 
que puede tener dos expresiones: la creación de un reglamento 
derivado de la Ley vigente que desarrol le en detal le el sentido de las 
empresas permisionarias o la reforma del propio marco normativo 
interno de cada uno de los medios gubernamentales ,  a través de un 
método que transitivamente vaya dando vida a medios públicos con 
público y con la participación en su gestión de los más variados grupos 
de la sociedad. 

Sea en un sentido o en otro, lo importante es asegurar los siguientes 
aspectos m ín imos: 

a) Los medios públ icos deben ser gestionados de manera 
independiente, como una entidad de Estado y no del gobierno. 
El lo supone una participación activa en su d irección y 
composición de grupos representativos de la sociedad civil ,  pues 
en todo caso el interés públ ico es siempre asunto del públ ico, 
porque en ello va un instrumento ad hoc para optimizar el derecho 
a la información ; 

b) Los medios públ icos que operen en México deben poner el 
acento en el presupuesto público ,  pero dar salidas para ingresos 
complementarios por la vía publ icitaria ,  recaudación de fondos 
y prestación de servicios; 

e) Los medios públicos deben crear un espacio propio para el 
debate y la d iscusión social con la participación programática 
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de sectores sociales representativos, de tal suerte que la l ibertad 
de información no sea una frase retórica para la inmensa mayoría 
de los ciudadanos, pues es sabido que e l  acceso a los medios 
privados o es mínimo o no existe por completo; 

d )  Los med ios púb l icos deben adoptar una programación 
susceptible de formar masa crítica que permita , por tanto, crear 
pautas conductuales necesarias para estar en condiciones de 
estimular  el  principio de cal idad programática como una regla 
general y no como la excepción. Esta es una de las grandes 
tareas de medio y largo plazo que deben plantearse los medios 
de naturaleza púb lica ; 

e) Los medios públ icos deben confiar de manera creciente la 
producción de programas a organizaciones sociales (académicas, 
ong 's, etcétera) más que a empresas privadas cuyo ánimo no 
necesariamente encarna el espíritu comunitario del que deben 
estar impregnados los programas de servicio públ ico ;  

f) Los medios públ icos deben ser fiscal izados por l a  propia 
sociedad a través de detal lados códigos deontológ icos y 
o m budsman i nternos q ue garanticen ,  por un  lado,  la 
independencia del medio y,  por otro , m ín imos de cal idad 
programática en beneficio de la sociedad toda .  De igual forma, 
deben contar con reglas transparentes de actuación profesional 
plasmadas en lo que se ha denominado estatuto de redacción ,  
instrumento normativo que regula las relaciones profesionales 
-no laborales- de period istas y d i rectivos dentro de la empresa 
i nformativa ; y, 

g) Debe penalizarse el uso de recursos públicos para fines privados, 
de manera tal que el gobierno no esté en condiciones de algún 
t ipo de aprovechamiento por razones de ventaja poi ítica en 
perjuicio de la credibi l idad y del propio sentido que debe animar 
a los medios públ icos. 
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El reto para México es doble. Por un lado, debe transitar hacia medios 
de Estado y, por otro, debe preparar una estrategia argumental que 
promueva la viabil idad de los medios públ icos frente a la empresa 
privada. Si en las democracias consolidadas los medios de servicio 
públ ico juegan un papel significativo, en el pa ís pueden convertirse 
en verdaderos instrumentos para ir edificando porciones cada vez más 
amplias de sociedad civil y menos de sociedad general del ser humano. 

En los estados de la Repúbl ica la situación de los medios con cargo 
al erario es la que a continuación se enuncia :  

Cada sistema integra s u  programación a partir del Plan Estatal de 
Desarrollo vigente en cada entidad , lo que permite desarrollar modelos 
de radio y televisión públ ica propios que promueven la identidad , la 
cultura y los valores regionales y nacionales, lo que impl ica una 
promoción constante tanto de la integración regional como de la 
nacional .435 

Aguascalientes 

Radio y Televisión de Aguascal ientes436 es un organismo públ ico 
descentral izado con personalidad juríd ica y patrimonio propios. La 
dirección y administración corresponde a la Junta Directiva y al Director 
Genera l ,  qu ien es designado por el titu lar del Poder Ejecutivo. 

Este organismo tiene como objeto explotar permisos y concesiones 
federales para el uso de frecuencias de transmisión rad iofónica y 
permisos y concesiones federa les para el uso de frecuencias de 
transmisión televisiva , y promover la d ifusión en estaciones de radio 
y televisión de las manifestaciones educativas, pol íticas,  económicas, 
sociales y culturales de los habitantes del Estado de Aguascal ientes,  
mediante una programación radiofónica y televisiva que estimule la 
participación de la población y de los Gobiernos Estatal y Municipales. 

435 Red Nacional de Radiodifusoras y Televisaras Educativas y Culturales A.C. 
436 Ley que crea el Organismo Público Descentralizado Radio y Televisión de Aguascalientes . .  
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Campeche 
Sistema de Televisión y Radio de Campeche437 es un organismo 
desconcentrado del Gobierno. Administra y opera una estación de 
televisión con distintivo de l lamada XHCCA TV CANAL 4 bajo el régimen 
de permiso y en conformidad al acuerdo de creación publicado en el 
periód ico oficial del Gobierno del Estado con fecha 27 de Septiembre 
de 1 999. 

Coahuila 
Radio Torreón438 es un organ ismo públ ico desconcentrado de la 
Admin istración Públ ica Mun icipal con persona l idad jur íd ica y 
patrimonio propios, con domicil io en la ciudad de Torreón ,  Coahui la, 
se denomina XHTOR Rad io Torreón. E l  Director es designado por el 
Presidente Municipal que es a su vez Presidente del Consejo Directivo. 

Colima 
Instituto de la Radio Col imense439 organismo público descentral izado 
con personalidad juríd ica y patrimonio propios. Opera la estación de 
radio permisionada por el Gobierno Federal  a l  Gobierno del Estado 
de Col ima, con distintivo de l lamada XEBCO-A.M .  "La Poderosa Voz 
de Colima" . E l  Gobernador Constitucional del Estado nombrará y 
removerá l ibremente al Director General del Instituto. 

Chiapas 
Sistema Chiapaneco de Radio y Televisión440 organismo públ ico 
descentral izado. El Director es nombrado por el Gobernador estatal 
para operar las estaciones de radio y televisión permisionadas al 
Gobierno del Estado 

437 Acuerdo de creación publicado en el periódico oficial del Gobierno del  Estado con fecha 
27 de Septiembre de 1 999. 

438 Reglamento de XHTOR Radio Torreón, La gaceta municipal, publicación Oficial del R. 
Ayuntamiento, Torreón ,  Coahuila, Año V, número 1 3 , diciembre de 1 996. 

439 Decreto que crea el " Instituto De La Radio Colimense", Colima, número 43 Tomo 89, sábado 
1 1  de Septiembre del año 2004, p. 2.  

440 Decreto que crea el Organismo Público Descentralizado denominado "Sistema Chiapaneco 
de Radio y Televisión", publicado en el Periódico Oficial Número 24, de fecha viernes 9 de 
marzo del año 2001 y Reglamento Interior del Sistema Chiapaneco de Radio y Televisión. 
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Estado de México 

Sistema de Radio y Televisión Mexiquense441 es un oorganismo público 
descentral izado con personal idad jurídica y patrimonio propios que 
opera bajo permiso. 

Guanajuato 

Unidad de Televisión de Guanajuato (TV4)442 es un organismo 
descentral izado con personal idad jurídica y patrimonio propios que 
opera bajo permiso. 

Guerrero 

Radio  y Televisión de Guerrero443 es un  organ ismo púb l ico 
descentral izado, con personalidad juríd ica y patrimonio propio. El 
Director General  es nombrado y removido l ibremente por el 
Gobernador del Estado. 

Hidalgo 

Radio y Televisión de Hidalgo es dependiente de la Secretaría de 
Educación Pública del Estado de H idalgo. 

Jalisco 

Sistema Jalisciense de Radio y Televisión444 es un órgano administrativo 
desconcentrado de la Secretaria de Cultura, con autonomía operativa, 
denominado "Sistema Jalisciense de Rad io y Televisión" .  El Director 
General es nombrado por el Ejecutivo del Estado. 

441 Decreto del  Ejecutivo del  estado por el que se crea el Organismo público descentralizado 
denominado "Sistema de Radio y televisión mexiquense", de 1 6  de junio 2004 y Reglamento 
I nterior del Sistema de Radio y Televisión Mexiquense. 

442 Decreto Gubernativo Número 48, de 25 de junio de 2001 , mediante el cual se reestructura 
la organización interna de Radio Televisión de Guanajuato. 

443 Ley de Radio y Televisión de Guerrero. 
444 Acuerdo mediante el cual se crea el organismo público desconcentrado denominado "Sistema 

Jalisciense de Radio y Televisión". 
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Michoacán 
Sistema Michoacano de Rad io y Televisión445 oorganismo públ ico 
descentral izado del Gobierno del Estado, con personal idad juríd ica 
y patrimonio propios. 

More/os 
Dirección General de Televisión del Congreso del Estado de 
Morelos446 es un órgano del Congreso del Estado de Morelos, bajo 
la supervisión del Comité de Televisión 

Nayarit 
Sistema de Rad io y Televisión de Nayarit es un órgano de Apoyo del 
Poder Ejecutivo (fracción VI I I  del artículo 1 ) .447 

Oaxaca 
Corporación Oaxaqueña de Rad io y Televisión448 es un organismo 
públ ico descentral izado. 

Puebla 
Sistema de Información y Comunicación S ICOM449 es un organismo 
descentralizado del Gobierno del Estado, con personalidad jurídica 
y patrimonio propio que opera bajo concesión .450 

445 En 1 984, mediante Decreto Administrativo publicado en el Periódico Oficial del Estado, se 
creó por acuerdo del Ingeniero Cuauhtémoc Cárdenas Solórzano, Gobernador Constitucional 
del Estado, el Sistema Michoacano de Radio y Televisión, con el propósito de mantener 
una relación informativa entre los habitantes de Michoacán, fortalecer la educación popular 
y la difusión de la cultura nacional y universal :  
"Decreto vigente. Que este Decreto Administrativo no promueve la  creación de un nuevo 
organismo público, sólo contempla una reforma integral al ordenamiento jurídico que creó 
hace 1 7  años el Sistema Michoacano de Radio y Televisión para modernizar su 
funcionamiento, vigorizar administrativamente su estructura interna y reglamentar la operación 
de sus áreas administrativas a favor de un cumplimiento más oportuno de sus funciones." 

446 Ley Orgánica del Congreso del Estado de Morelos. 
447 Decreto que Reforma, Adiciona y Deroga al decreto Administrativo que reestructura 

Administrativa y Funcionalmente los Órganos de Apoyo del Poder Ejecutivo, publicado en 
el Periódico Oficial del Órgano del Gobierno del Estado de Nayarit, número 039, de 10 de 
marzo de 2004. http://www.jorgevargas.com.mx/hemeroteca/2004051 7.htm. 

448 Decreto número 1 59, de fecha 20 de noviembre de 1 993, aprobado por el poder legislativo 
del Estado libre y soberano de Oaxaca. 

449 Decreto que crea el Sistema de Información y Comunicación del Estado de Puebla, Periódico 
Oficial del Estado de Puebla, Dirección de Apoyo Parlamentario, 31 de julio de 1 998. 
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Quintana Roo 

Sistema Quintanarroense de Comunicación Social451 es un organismo 

públ ico descentra lizado del Gobierno del Estado, con personalidad 

jurídica y patrimonio propio. 

San Luís Potosí 

Comisión de Televisión Educativa de San Luis Potosí Canal 9452 es 

un organismo desconcentrado de la Secretaría de Educación de San 

Luis Potosí que opera bajo permiso. 

Sonora 

Televisara de Hermosi l lo, S .A. de C.V. TELEMAX453 es un  organismo 

descentral izado de la administración pública estatal ,  (empresa de 

participación estatal mayoritaria )  que opera bajo concesión . Radio 

Sonora454 es un organ ismo público descentralizado del Gobierno del 

Estado con personalidad jurídica y patrimonio propios, denominada 

XHH B  FM permisionada por la Secretaría de Comunicaciones y 

Transportes al Gobierno del Estado. El Di rector General de Radio 

Sonora es nombrado y removido l ibremente por el Gobernador del 

Estado. 

Tabasco 

Comisión de Rad io y Televisión de Tabasco455 es un órgano 

desconcentrado de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes 

que opera bajo concesión . 

450 http://wdb.sicomnet.edu.mx/cgi-bin/paginaslsicom/cgis/television.pl. 
451 Decreto por el cual se crea el sistema quintanarroense de comunicación social como un 

organismo descentralizado del gobierno del estado. 
452 Reglamento Interior de la Secretaría de Educación del Estado de San Luis Potosr. 
453 Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado de Sonora. 
454 Decreto de fecha 20 de agosto de 1 985, que Instituye a Radío Sonora como un organismo 

descentral izado. 
455 Reglamento interior de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, sus órganos 

desconcentrados y entidades sectorizadas. 

579 



Ernesto Villanueva 

Tlaxcala 
Coordinación de Radio, Cine y Televisión del Gobierno de Tlaxcala456 
es un órgano del Poder Ejecutivo. 

Veracruz 
Radio y Televisión de Veracruz457 es un organismo descentral izado 
con personal idad jurídica y patrimonio propios que opera bajo permiso. 

Yucatán 
Sistema Teleyucatán S.A. de C.V. (Canal 1 3) opera bajo 
concesión . 

Medios comu nitarios 

Como sucede con los medios públ icos, los medios- más bien radios­
de carácter comunitario carecen de reconocimiento expreso en la Ley. 
En efecto, la Ley Federal de Radio y Televisión solo reconoce dos 
formas de explotar el espectro electromagnético de la nación : la 
concesión y el permiso. La concesión , que es la fórmula atractiva de 
hacer negocio en cuanto basa en la venta de publ icidad su existencia 
y el permiso, la vertiente marg inal porque la venta de publ icidad es 
causal de revocación o retiro del permiso. No hay a partir de ahí  nada 
más, a pesar de que la experiencia comparada y la real idad mexicana 
indican otras formas de aprovechar la rad io y la televisión . 

Los medios públ icos, por un lado, y los medios comunitarios , 
particularmente radios, por otro, son dos vías a lternas que no han 
sido reguladas hasta el momento. Hay que dejar claro que no es lo 
mismo la radio comunitaria que el medio públ ico conceptualmente ,  
s i  bien en ambos casos existe la preeminencia de cumplir un cometido 
social y una participación ciudadana en su gestión . 

456 Acuerdo de Creación de la Coordinación de Radio, Cine y Televisión del Estado de Tlaxcala. 
457 Decreto por el que autoriza la creación de una empresa corporativa de participación estatal 

mayoritaria que se denominará Tv más, televisión de Veracruz. 
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La rad io comunitaria es la expresión organizada de la sociedad en 
la gestión de un medio como instrumento para la satisfacción de 
derechos humanos fundamentales, independientemente de que haya 
o no mercado atractivo para los medios electrónicos de naturaleza 
privada. Y es que en comunidades alejadas o sin comunicación entre 
sí, el aporte de la rad io comunitaria va mucho más al lá de propósitos 
pol íticos o culturales. Sirve como vía para advertir sobre problemas 
meteorológicos, para comunicarse con el médico, el ingeniero o enviar 
mensajes de interés local y personal .  En una palabra ,  hace las veces 
de polea de transmisión para que la sociedad pueda vivir y convivir 
en comunidad .  

La  Carta de Radios Comunitarias y Ciudadanas emitida por l a  
Asociación Mundial de  Rad ios Comunitarias (AMARC) establece con 
n itidez el propósito de este modelo mediático . . .  

Artículo 1 3 . Lo  que  define a las radios comunitarias y ciudadanas 
es su rentabi l idad sociocultura l .  Así como hay lugar en el espectro 
para radios comerciales que buscan la rentabi l idad económica y 
para radios estatales que buscan la rentabil idad política, debe haber 
espacio para emisoras que no pretenden la ganancia ni el 
prosel itismo, sino la construcción de ciudadan ía ,  el ejercicio de 
derechos y el cumpl imiento de deberes, la creación de consensos 
en torno a causas nobles, la mejoría en la cal idad de vida de la 
gente . 

Artículo 1 4 . Las rad ios comunitarias y ciudadanas representan los 
intereses de su comunidad, sea ésta una pequeña local idad o un 
amplio sector social . Pueden ser intereses barriales o campesinos, 
sindicales o gremiales, étnicos, de género o de generación, intereses 
de una comunidad universitaria o de un grupo de ecologistas, 
artísticos o deportivos , intereses de los niños, de ig lesias 
progresistas,  de organizaciones populares, de movimientos 
sociales inconformes con la d istribución de la palabra y las riquezas, 
que buscan un mundo más equi l ibrado y más feliz. 
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En México, la representación de AMARC ha coordinado los esfuerzos 
para explicar el porqué y para qué de estos medios y pugnar por una 
reforma normativa, sus afanes que son compartidos por la gente de 
bien. No ha sido una tarea fácil ;  antes bien , sinuosa y complicada. 
Durante mucho tiempo, el régimen había estigmatizado la figura de la 
radio comunitaria: la presentaba como enemiga del orden público (del 
statu qua en realidad) por ofrecer supuestos contenidos subversivos. 
Hoy en d ía esa consigna pol ítica ha caído por su propio peso. 

Contra viento y marea , algunas radios comunitarias subsisten como 
ejemplo de trabajo en equipo. Es el caso, por citar un ejemplo exitoso, 
de Radio Teocelo, de Veracruz, cuya ded icación fue reconocida por 
el jurado del Premio Nacional de Periodismo, entregándole en 
consecuencia el galardón este año. Sin embargo, una golondrina no 
hace verano. Es necesario, por tanto, adoptar reglas jurídicas que den 
reconocimiento y protección a estas radios comunitarias en México. 
No se trataría , en modo alguno, de un asunto inédito o de un aporte 
mexicano a la comunidad internaciona l .  No sería así por desgracia , 
sino solo de ubicar a México en una situación de menor atraso en la 
materia ,  lo  que sería ya un avance. 

En países cercanos al entorno nacional se han dado avances en esta 
dirección Así ,  por ejemplo, en Bolivia donde no hay un Congreso con 
mayoría afín al titular del Poder Ejecutivo, el entonces presidente Carlos 
Mesa Gisbert expidió el decreto supremo número 27 489, mediante el 
cual se regula el funcionamiento de las radios comunitarias bajo la 
consideración de que "prestan servicios a la comunidad, incentivando 
la cultura, la educación y el uso de lenguas originarias y que estos medios 
contribuyen al desarrollo productivo local, regional y nacional y, por tanto, 
es deber del gobierno nacional establecer el marco adecuado para su 
funcionamiento, recogiendo la importancia de su aporte." 

Ahora que en México existe un cl ima para la d iscusión , por lo menos, 
de la reforma de los medios electrónicos, la radio comunitaria no debería 
quedar fuera de este debate que les interesa a las personas de carne 
y hueso y con ello al pa ís en general .  La radio comunitaria tiene como 
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rasgos distintivos la actividad no lucrativa, la titularidad social ,  la 
participación de la comunidad en las emisiones y la búsqueda de 
soluciones a problemas colectivos concretos. ¿Puede alguien en su 
sano ju icio afirmar que lo anterior puede constitu i r  un delito? 

En América, existen más de mi l  radios consideradas comunitarias, 
cuya figura juríd ica es reconocida y protegida por la ley, incluyendo 
países como los Estados Unidos y Canadá, por una razón muy sencil la: 
coadyuvan al desarrollo de los lazos de identidad cultural y de desarrollo 
de las comun idades, incorporan formas alternativas de mediación con 
la sociedad y dan cabida a agendas de d iscusión que no están sujetas 
a las leyes del raiting y del mercado. En una palabra ,  son medios, 
como no podrían ser otra cosa, de transmisión de conciencia y de 
cultura cívica. 

El problema de fondo es, en realidad , un asunto de pesos y centavos. 
Una parte de los concesionarios de la radio -no todos, por supuesto­
considera que la radio comunitaria es un actor i ncómodo que hay que 
acotar y mejor, desaparecer. No hay aqu í  e l  consabido argumento de 
la competencia "desleal" con los medios electrónicos del gobierno, 
pero hay temor de que el  modelo acotado y novedoso en México de 
la rad io comunitaria pueda reproducirse a tal grado, que haga imposible 
mantener la concesión como un rentable negocio. 

Se trata , por supuesto, de un temor infundado porque la rad io 
comunitaria, como su propio nombre lo indica, tiene objetivos diferentes, 
pero complementarios a la radio comercial o concesionada. Ambos 
modelos pueden y deben coexistir en un Estado que se pretende 
converti r en democrático y de derecho. 

Al igual que lo que acontece hoy en d ía con los med ios públ icos, los 
comunitarios deben ser objeto de regu lación legal para defin i r  con 
precisión sus objetivos, características y mecanismos procedimentales 
para la obtención de permisos o autorizaciones {si se reforma la ley) 
para que puedan explotar el  espectro e lectromagnético sin fines de 
lucro .  
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Responsabilidad lega l de los 
periodistas 

Del itos de prensa 

Es importante señalar que las l ibertades de expresión y de 
información son las garantías individuales de que gozan las personas 
para el l ibre intercambio de ideas y propuestas y para fortalecer un 
s istema de naturaleza democrática. El  mandato constitucional que 
prohíbe la censura previa permite afi rmar que en México es 
anticonstitucional establecer delitos de prensa como una categoría 
independiente de los del itos comunes tipificados en el Cód igo Penal 
y cuyos tipos pueden actua l izarse, pero no necesariamente a través 
de los medios de comunicación . 

Por esta razón , a nuestro juicio los delitos previstos por la Ley de 
Imprenta representan una manifestación clara de la censura previa 
prohibida por el artículo 7 de la Constitución . No obstante, es menester 
reconocer que, ya que existen en la misma jerarqu ía jurídica garantías 
individuales contradictorias, la l ibertad de expresión y de información 
y el derecho a la privacidad deben ser reglamentados por l eyes 
secundarias para armonizar su ejercicio. 

De ahí que sea razonable que el Código Penal tipifique los delitos 
con los que puede lesionarse el bien juríd ico protegido en la 
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garantía relativa al derecho a la privacidad, prevista impl ícitamente 
en el a rtículo  1 6  constitucional ,  que se trató con anterioridad , así 
como e l  orden y la moral públicas que establece la Constitución 
como l ímite a la l ibertad de información . 

La crítica periodística a los servidores públ icos 

Los juicios de valor y las opiniones extemadas por los periodistas contra 
los servidores públicos en el ejercicio de sus funciones han sido motivo 
de una polémica ardua respecto a si ,  en este caso, el afectado puede 
invocar que se lesionó su honor e imagen pública y proceder 
judicialmente contra el autor de la crítica period ística,  en virtud de que 
se le expuso al odio, al ridículo o al desprecio de la sociedad. La doctrina 
destaca la diferencia entre el derecho al honor de las personas y el 
concerniente a los servidores públicos . Santiago Muñoz Machado 
precisa, con razón, que "el honor de las personas se transforma -cuando 
aquellas ocupan posiciones de relevancia pública- en un l ímite externo 
de la l ibertad de información más débi l que cuando se enfrenta a 
informaciones relativas a personas p rivadas. De un  lado la 
i ncorporación a la  a rena públ ica es un acto, por lo común voluntario, 
en el que debe ir  impl ícita la aceptación, en un sistema democrático, 
de someterse a un escrutin io más d i recto y estrecho de los medios 
de comunicación."458 

Esta postura asume también Ignacio Berdugo Gómez de la Torre al 
sostener que "si la l ibertad de informar es, además de un derecho 
ind ividual ,  una l ibertad, una función o una garantía de pervivencia del 
sistema democrático, tiene que estar necesariamente más protegida 
cuando se usa en relación a personas o negocios públ icos."459 

En México, la tesis predominante y que nutre las disposiciones 
normativas vigentes salvaguarda las l ibe rtades de expresión y de 

458 Muñoz Machado, Santiago, Libertad de prensa y procesos de difamación, Barcelona, Ariel, 
1 987, p. 1 54. 

459 Berdugo Gómez de la Torre, Ignacio, Honor y libertad de expresión, Madrid , Tecnos, 1 987, 
p. 1 1 1 .  
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información, en virtud de que la crítica periodística contribuye a ofrecer 
elementos de ju icio a la sociedad civi l para enriquecer su percepción 
sobre los asuntos públicos, permite la l ibre d iscusión de ideas, 
programas y quehaceres públicos con el propósito de detectar errores 
y desviaciones a fin proceder a su inmediata corrección y, como 
establece la doctrina de la Suprema Corte de Estados Unidos de 
América en e l  caso "New York Times vs. Sullivan", porque "en una 
sociedad democrática el debate sobre los asuntos públ icos debe ser 
desinhibido, robusto y francamente abierto, pudiendo incluir ataques 
vehementes, cáusticos y algunas veces desagradablemente punzantes 
al gobierno y sus funcionarios ."  

Marco normativo 

Los ordenamientos juríd icos exceptúan la crítica a los servidores 
públ icos como elemento para integrar alguno de los t ipos penales que 
pueden actual izarse por medio de la prensa, la  rad io y la televis ión. 
En efecto, incluso la anacrónica Ley de Imprenta en materia de prensa 
escrita establece en el artículo 6 q ue :  

"En n ingún caso podrá considerarse delictuosa la crítica para u n  
funcionario o empleado público s i  son ciertos los hechos e n  que 
se apoya, y s i  las apreciaciones que con motivo de ella se hacen 
son racionales y están motivadas por aquél los, siempre que no se 
viertan frases o palabras i njuriosas." 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación interpreta también las 
normas apl icables en el  sentido que nos ocupa y tutela como bien 
jurídico fundamental  la l i bertad de expresión y la l ibertad de prensa. 
El Alto Tribunal sostuvo: 

"Basadas las instituciones republicanas en la voluntad popular, su 
mejor defensa estriba en la l ibertad de la prensa que, aunque en 
algunos casos puede seguir caminos extraviados, no debe ser 
reprimida, porque la l ucha contra su acción , por grave, dañosa y 
perjudicial que se le suponga, no quedará justificada si se lleva a 
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cabo matando la fuente de energías que trae consigo, porque 
mayores males resultarán con el ahogamiento de las ideas, perenne 
origen de todos los abusos del poder. Por esto, una de las garantías 
por las que más se ha luchado en nuestro medio social ,  es la 
consignada en el artícu lo 7 constitucional ,  complementada con la 
que señala el artículo 6 de la carta fundamental .  Su existencia ha 
sido proclamada desde las primeras constituciones, y aunque sufrió 
opacamientos durante los regímenes dictatoriales, su reintegración 
en la Constitución de 1 9 1 7, ha sido considerada como uno de los 
mayores y más prestigiados triunfos que pudo alcanzar el pueblo 
mexicano en su evolución política. Por esto, toda actitud de cualquiera 
autoridad ,  incl inada a entorpecer la l ibre manifestación de las ideas, 
es considerada como contraria a los ideales revolucionarios, que 
buscan un régimen de más pura justicia social .  Aun aceptando que 
los actos que tiendan a entorpecer la l ibre emisión del pensamiento, 
por medio de la prensa, provengan de particulares, la violación de 
garantías por parte de las autoridades es palmaria , si se tiene en 
cuenta que todas las del pa ís están en el deber de impedir las 
violaciones de esta índole, como consecuencia de la obl igación legal 
de cumplir y hacer cumplir la Constitución pol ítica de la repúbl ica ,  
pues la violación, entonces, si no consiste en actos d irectos de las 
autoridades, sí consiste en actos de omisión ."460 

Acerca de la importancia del derecho de crítica a los gobernantes, el 
máximo órgano judicial del pa ís también en jurisprudencia señalo que: 

"Todos los ciudadanos y especialmente los que se dedican a la función 
de orientar la opinión pública , por medio de la prensa , tienen derecho 
a criticar los actos que ejecuten las autoridades de la repúbl ica . La 
l ibertad de opinar y publicar las opiniones, está consagrada por nuestra 
Constitución , sin más restricciones que las que se derivan del respeto 
a los derechos de los demás y de la necesidad de conservar  el orden 
y la paz públicos. En el régimen de derechos individuales, consagrado 
por nuestra Constitución, la esencia del derecho es la l ibertad de 

460 Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, t . XXXVIII ,  p. 941 .  
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pensamiento y l ibertad de acción ; y nuestra carta federal deja espacio 
a todas las manifestaciones de la actividad humana que no son 
contrarias a la estabi l idad del orden,  de las instituciones y de la paz 
públ ica , o que no lastimen los derechos de los demás. La misma 
Constitución consagra muy especialmente la libre emisión de las ideas, 
tanto por medio de la palabra ,  como por proced imientos gráficos, 
persiguiendo con el los propósitos socia les fundamentales, como son 
el sostener y promover indefin idamente el progreso y bienestar de la 
sociedad, para ajustar las instituciones a la naturaleza del hombre ,  
que se caracteriza por la voluntad y la razón , exteriorizada ,  ésta, por 
la emisión del pensamiento. Siendo la prensa el más grande pedestal 
de las ideas , nuestra Constitución la rodea de apoyos y defensas, 
reconociendo la necesidad de que la razón humana se manifieste 
l ibremente . Cuando la misión de las ideas por medio de la prensa , 
se d irige a censurar lo malo que la razón encuentra en los actos de 
la autoridad , cobra mayor importancia la l ibertad de la prensa , pues 
suprimirla es hacer desaparecer el equi l ibrio que debe haber entre 
el poder y la sociedad . La persecución de las ideas de crítica aún en 
el supuesto de que sea equ ivocada o apasionada ,  no lograría otro 
fin que extender y propagar el error o la pasión de los que censuran 
sin razón , los actos de los funcionarios públ icos, en tanto que la l ibre 
discusión de esos actos, basta para que las censuras injustas se 
desvanezcan por sí mismas."461 

El 1 3  de abri l del 2007 se publ icó, en el Diario Oficial de la Federación , 
el Decreto por el que se derogan diversas disposiciones del Código 
Penal Federal y se adicionan diversas disposiciones al Código Civil 
Federal. Se derogaron los artículos 350, 351 , 352 , 353, 354, 355, 356, 
357, 358, 359, 360, 361 ,  362 y 363 correspondientes al Título Vigésimo 
sobre Del itos contra el honor. 

Se adicionan los párrafos, sexto con cuatro fracciones, séptimo y octavo 
al artículo 1 9 1 6  y el párrafo tercero, al artículo 1 9 1 6  Bis del Código 
Civi l Federa l ,  para quedar como sigue: 

461 Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, t .  X L ,  p. 435. 
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Artículo 1 91 6. ( . . . ) 
Estarán sujetos a la  reparación del daño moral de acuerdo a lo 
establecido por este ordenamiento y, por lo tanto, las conductas 
descritas se considerarán como hechos i l ícitos: 
l .  E l  que  comun ique a una o más personas la  imputación que se 

hace a otra persona física o mora l ,  de un hecho cierto o falso, 
determinado o i ndeterminado, que pueda causarle  deshonra, 
descrédito ,  perjuicio, o exponerlo a l  desprecio de alguien;  

1 1 .  El q u e  i mpute a otro un hecho determinado y cal ificado como 
delito por la ley, si este hecho es falso, o es inocente la persona 
a quien se imputa; 

1 1 1 .  E l  q ue p resente denu ncias o q uere l l as  ca l u m n iosas , 
entendiéndose por tales aquel las en que su autor imputa un 
delito a persona determ inada,  sabiendo que ésta es inocente 
o que aquél no se ha cometido, y 

IV. Al que ofenda el honor, ataque la vida privada o la imagen propia 
de una persona. 

La reparación del daño moral con relación a l  párrafo e incisos 
anteriores deberá contener la obl igación de la rectificación o 
respuesta de la información difundida en el mismo medio donde 
fue publ icada y con el mismo espacio y la misma circulación o 
audiencia a que fue d i rigida la información orig inal ,  es�o s in 
menoscabo de lo  establecido en el párrafo qu into del presente 
artícu lo. 

La reproducción fiel de información no da lugar al daño moral ,  aun 
en los casos en que la información reproducida no sea correcta y 
pueda dañar e l  honor de alguna persona,  pues no constituye una 
responsabi l idad para el que d ifunde dicha información, siempre y 
cuando se cite la fuente de donde se obtuvo. 

Artículo 1 9 1 6  Bis. ( . . . ) 
En ningún caso se considerarán ofensas al honor las opiniones 
desfavorables de la crítica l iteraria ,  artística , histórica , científica o 
profesional . Tampoco se considerarán ofensivas las opiniones 
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desfavorables real izadas en cumplimiento de un deber o ejerciendo 
un derecho cuando el modo de proceder o la falta de reserva no 
tenga un propósito ofensivo . 

Elementos de legislación extranjera 

En el derecho comparado de América Latina, la protección de la l ibertad 
de expresión tiene prioridad cuando se trata de asuntos públicos, 
medidas que se adoptan en leg islaciones secundarias. Sin embargo, 
en Guatemala,  destaca el hecho de que la crítica period ística a los 
servidores públicos está constitucional izada. El artícu lo 35, párrafo 
segundo, de la Constitución prescribe que: "No constituyen del itos o 
fal ta las pub l icaciones que contengan denuncias,  crít icas o 
imputaciones contra funcionarios o empleados públicos por actos 
efectuados en el ejercicio de sus cargos."  

Ataques a la  vida privada, a la moral y al  orden 
públ ico 

La Ley de Imprenta establece un catálogo de sanciones a quien incurra 
por med io de la prensa en los del itos de ataques a la vida privada ,  
la mora l  y e l  orden públ ico, cuyas defin iciones se  estudian 
previamente . Si bien la eficacia de estos preceptos tiene apenas una 
función formal ,  conviene reproducir algunas sanciones previstas en 
la legislación , más por razones didácticas e h istóricas que por la 
identidad entre lo prescrito y su aplicabi l idad en la vida cotidiana del 
pa ís .  

Sobra decir que la amplia tipicidad de los delitos, así como la vaguedad 
que impl ican los vocablos que util iza la Ley de Imprenta en el contenido 
de las hipótesis normativas, representan una razón adicional que nul ifica 
la eficacia de este cuerpo normativo. Además, con la despenalización 
de los del itos contra el honor la única vía legal es la materia civi l .  
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Ataques a la vida privada 

El del ito de ataque a la vida privada debe castigarse: 

a) Con pena de seis meses de arresto a dos años de prisión y multa 
de 1 00 a mil pesos, cuando el ataque o injuria (la injuria ya no se 
encuentra tipificado) cause afrenta ante la opinión pública o consista 
en una imputación o en apreciaciones que puedan perjud icar 
considerablemente la honra ,  la fama o el crédito del i njuriado, o 
comprometer de una manera grave la vida, la l ibertad o los derechos 
o intereses de éste o exponerlo al odio o al desprecio público. 

b) Con arresto de ocho d ías a seis meses y multa de cinco a 50 pesos, 
cuando el ataque o injuria no esté comprendido en la h ipótesis 
anterior. 

Ataques a la moral pública 

Este del ito está tipificado por la Ley de Imprenta debe castigarse: 

a )  Con a rresto de uno a 1 1  meses y multa de 1 00 a mi l  pesos cuando 
a través de toda manifestación de palabra, por escrito o por cualquier 
otro medio con la que se defiendan o d iscu lpen , aconsejen o 
propaguen públ icamente los vicios, faltas o del itos, o se haga la 
apología de el los o de sus autores. 

b) Con arresto de ocho d ías a seis meses y multa de 20 a 500 pesos 
cuando se trate de toda manifestación verificada con d iscursos, 
gritos, cantos, exhibiciones o representaciones o por cualquier otro 
medio, con la cual se u ltraje u ofenda públ icamente al pudor, a la  
decencia o a las buenas costumbres o se excite a la prostitución 
o a la práctica de actos l icenciosos o impúdicos, teniéndose como 
tales todos los que,  en el concepto público, estén cal ificados de 
contrarios a l  pudor; así como cuando se l leve a cabo toda 
distribución, venta o exposición al públ ico, de cualquier manera que 
se haga, de escritos, folletos, impresos, canciones, grabados, l ibros, 
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imágenes , anuncios , tarjetas u otros papeles o figuras, pinturas, 
dibujos o litografiados de carácter obsceno o que representen actos 
lúbricos . 

Este delito se tipifica en el Código Penal Federal como provocación 
o apolog ía de del itos en el artículo 209. El Código Penal d ispone una 
pena consistente en jornadas de trabajo en favor de la comunidad. 

Ataques al orden o a la paz pública 

El del ito de ataques al orden o a la paz pública debe castigarse, de 
acuerdo con la Ley de I mprenta : 

a) Con arresto que no pasará de un  mes o prisión que no excederá 
de un año, cuando se trate de toda manifestación o exposición 
maliciosa hecha públicamente por medio de discursos, gritos, cantos, 
amenazas, manuscritos, o de la imprenta , dibujo ,  l itografía, 
fotografía , cinematógrafo, grabado o de cualquier otra manera,  que 
tenga por objeto desprestigiar, rid iculizar o destrui r  las instituciones 
fundamentales del pa ís; o con los que se injuria a la nación 
mexicana, o a las entidades pol íticas que la forman. 

b) Con una pena que no pasará de tres meses de arresto, ni excederá 
de dos años de prisión , en los casos de injurias contra el Congreso 
de la Unión o alguna de las Cámaras, contra la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación , contra el Ejército, la Armada o Guard ia 
Nacional ,  o las instituciones que de aquel y éstas dependan .  

e )  Con l a  pena d e  seis meses d e  arresto a u n  año y medio d e  prisión 
y multa de 1 00 a mil pesos, cuando se trate de injurias al Presidente 
de la República ,  en el acto de ejercer sus funciones o con motivo 
de ellas. 

d )  Con la pena de tres meses de arresto a un año de prisión y multa 
de 50 a 500 pesos, las i njurias a los secretarios del Despacho, al 
procurador General de la República o a los directores de los 
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departamentos federales, a los gobernadores del Distrito y territorios 
federales, en el acto de ejercer sus funciones o con motivo de ellas, 
o a los tribunales ,  legislaturas y gobernadores de los estados, con 
motivo de sus funciones. 

e) Con arresto de uno a seis meses y multa de 50 a 300 pesos las 
injurias a un magistrado de la Suprema Corte, a un magistrado de 
Circuito o del Distrito Federa l  o de los estados, juez de Distrito o 
del orden común ya sea del Distrito Federa l ,  de los territorios o de 
los estados, a un individuo del Poder Legislativo Federa l  o de los 
estados, o a un general o coronel, en el acto de ejercer sus funciones 
o con motivo de el las ,  o contra cualqu ier otro cuerpo públ ico 
colegiado distinto de los mencionados en las fracciones anteriores, 
ya sea de la Federación o de los estados. Si la injuria se verificare 
en una sesión del Congreso o en una audiencia de un tribuna l ,  o 
se hiciere a los generales o coroneles en una parada m ilitar o 
estando al frente de sus fuerzas,  la pena será de dos meses de 
arresto a dos años de prisión y multa de 200 a dos mi l  pesos. 

f) Con arresto de 1 5  d ías a tres meses y multa de 25 a 200 pesos 
al que injurie al que mande una fuerza pública, a uno de sus agentes 
o de la autoridad, o a cualquier otra persona que tenga carácter 
público y no sea de las mencionadas en los cuatro incisos anteriores, 
en el acto de ejercer sus funciones o con motivo de el las. 

g) Con la pena de uno a 11 meses de arresto y multa de 50 a 500 
pesos en los casos de injurias a las naciones amigas, a los jefes 
de el las, o a sus representantes acreditados en el pa ís. 

h )  Con una pena de dos meses de arresto a dos años de prisión , 
cuando se trate de la publ icación o propagación de noticias falsas 
o adu lteradas sobre acontecimientos de actual idad , capaces de 
perturbar la paz o la tranqui l idad de la República o en alguna parte 
de el la, o de causar el alza o baja de los precios de las mercancías 
o de lastimar el crédito de la Nación o de algún estado o municipio, 
o de los bancos legalmente constituidos . 
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Del ito de d ifamación 

El DRAE vigésima pri mera edición define el  vocablo difamar como 
"desacreditar a algu ien , de palabra o por escrito, publ icando cosas 
contra su buena opin ión y fama."462 Para F. Carrara, la d ifamación es 
"la imputación de un hecho criminoso o inmoral d irigida dolosamente 
contra un ausente y comunicada a varias personas separadas o 
reunidas."463 

El delito de difamación ha sido identificado históricamente como género 
de la especie injuria,  que proviene de iniuria y se refiere a una forma 
antijuríd ica causada a una persona. El bien jurídico penalmente 
protegido al tipificar el del ito de d ifamación es el honor o la i magen 
de las personas ante la sociedad , q ue son inherentes a la 
personal idad . En sentido objetivo, el honor puede considerarse el  valor 
que una persona tiene de sí m isma y como el  concepto o valor de 
una persona ante los demás. 

El  derecho al honor lo reconoce la Declaración Universal de los 
Derechos del Hombre ,  del 1 O de diciembre de 1 948, q ue precisa en 
el  art ículo 12 que: "Nadie puede ser objeto de injerencias arbitra rias 
en su vida privada, su fami l ia ,  su domici l io o su correspondencia , ni 
de ataques a su honor y a su reputación . Toda persona tiene el derecho 
a la protección de la ley contra tales injerencias."  

El  derecho al  honor es protegido en México no solo por el artículo 1 6  
constitucional , sino por diversos tratados internacionales firmados por 
el país de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 1 33 constituciona l .  

Marco Normativo 

En México con la reforma del 2007 del Código Penal Federal en la 
que se derogan los del itos contra el  honor se cumple con los criterios 

462 Real Academia de la Lengua Española, op. cit. , nota 233. 
463 Carrara, F. ,  Programa del curso de derecho criminal, Buenos Aires, Depalma, 1 957, t . vm, 

p. 1 71 4. 
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establecidos por la Corte lnteramericana de Derechos Humanos sobre 
la despenal ización de dichos del itos. No obstante, cabe señalar que 
aún existe la tipificación de estos delitos en los códigos penales de 
los estados de la República.  

De igual manera , la Suprema Corte de Justicia de la Nación sostiene 
en tesis jurisprudencia! que: "La queja que, fundada o infundadamente, 
expresa por cualquier medio, el que se cree víctima de procedimientos 
irregulares, por parte de las autoridades, no puede afirmarse que l leva 
la intención dañada de comunicar a otros, dolosamente, hechos ciertos 
o falsos, que puedan causar deshonra o descrédito a las mismas 
autoridades. Sería no solo contrario a la ley considerar como delictuosas 
las quejas de los particulares contra los procedimientos de las 
autoridades , sino que, además, daría lugar a la arbitrariedad de éstas , 
privando a los mismos particulares, de remedio tan eficaz como la 
prensa , para poner coto a los actos injustos a los abusos de aquéllas, 
haciendo públ icas sus quejas, tal cosa , en vez de constitui r  un hecho 
delictuoso, viene a ser un correctivo eficaz para las autoridades, quienes 
procurarán así ajustar sus actos a la ley."464 

Así, ese Alto Tribunal precisó: "No puede existir la comunicación dolosa 
a una o más personas de hechos ciertos o fa lsos en la publicación 
period ística que se haga , censurando a determinada autoridad por 
consegu i r  o tolerar hechos reprobables verificados en territorio de 
su jurisdicción , ya que,  una de las principales funciones de la prensa , 
es censurar a los funcionarios que no cumplan con sus deberes , y 
los conceptos, aunque un poco duros que aquélla use en dicha labor, 
no pueden constitui r  la comunicación dolosa que tenga por objeto 
causar deshonra o descrédito a un funcionario, si tales conceptos 
tienden a corregi r  un mal que las autoridades están obl igadas a evitar, 
por razón de sus funciones."465 

464 Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, t. XXXVIII ,  p. 446. 
465 Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, t. xxxv, p .  1 446. 
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Del ito de calumnia 

El DRAE define en  dos sentidos e l  vocablo calumnia: como 
"Acusación falsa , hecha maliciosamente para causar daño" y como 
"Delito perseguible a instancia de parte, consistente en la imputación 
falsa de un del ito perseguible de oficio."466 

Doctrinalmente, la calumnia es una forma agravada del del ito de 
d ifamación , ya que impl ica la atribución de un hecho a alguien,  
haciéndolo objeto de concreta acusación de un delito que se persigue 
de oficio. Por este motivo, el nivel de afectación del sujeto pasivo es 
mayor que el de difamación ,  pues se trata de un del ito formal ,  cuya 
univocidad del acto y la infracción no admite su comisión en grado 
de tentativa. 

Daño moral 

El daño moral es el que se infringe contra el honor, la imagen y la 
d ignidad de la persona. El  artículo 1 91 6  del Código Civil define el daño 
moral como "la afectación que una persona sufre en sus sentimientos, 
afectos , creencias , decoro ,  honor, reputación , vida privada ,  
configuración y aspectos físicos, o bien e n  la consideración que de 
sí misma tienen los demás. Se presumirá que hubo daño moral cuando 
se vulnere o menoscabe ilegítimamente la l ibertad o la integridad física 
o psíqu ica de las personas." 

Es importante precisar que este tipo de del ito extrapatrimonial se 
d iferencia con la difamación y la calumnia en que el daño moral busca 
la reparación del daño mediante una erogación material y carece de 
un castigo con pena corporal ,  como sucede en la difamación y la 
calumnia. El antecedente más antiguo del daño moral es el previsto 
en las Leyes de Eshnuna,  que se remontan a 2.000 años antes de 
Cristo. 

466 Real Academia de la Lengua Española, op.cit., nota 233. 
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Marco Normativo 

El artículo 1 91 6  del Cód igo Civil Federa l  establece: 

"Por daño moral se entiende la afectación que una persona sufre 
en sus sentimientos, afectos, creencias, decoro, honor, reputación , 
vida privada ,  configuración y aspectos físicos, o bien en la 
consideración que de s í  misma tienen los demás. Se presumirá 
que  h u bo daño mora l  cuando se vu lnere o menoscabe 
i legítimamente la l ibertad o la integridad física o psíqu ica de las 
personas. 

"Cuando un hecho u omisión i l ícitos produzcan un daño moral , el 
responsable del mismo tendrá la obligación de repararlo mediante 
una indemnización en d inero, con independencia de que se haya 
causado daño material , tanto en responsabilidad contractual como 
extracontractua l .  Igual obl igación de reparar el daño moral tendrá 
quien incurra en responsabilidad objetiva conforme al artículo 1 .91 3, 
así como el Estado y sus servidores públicos, conforme a los 
artícu los 1 .927 y 1 .928, todos el los del presente Código. 

"La acción de reparación no es transmisible a terceros por acto 
entre vivos y solo pasa a los herederos de la víctima cuando ésta 
haya intentado la acción en vida . 

"El monto de la indemnización lo determinará el juez tomando en 
cuenta los derechos lesionados, el grado de responsabi l idad , la 
situación económica del responsable, y la de la víctima , así como 
las demás circunstancias del caso . 

"Cuando el daño moral  haya afectado a la v íctima en su decoro, 
honor, reputación o consideración, el juez ordenará , a petición de 
ésta y con cargo al responsable, la publ icación de un extracto de 
la sentencia que refleje adecuadamente la naturaleza y alcance 
de la misma, a través de los medios informativos que considere 
convenientes. En los casos en que el daño derive de un acto que 
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haya tenido difusión en los medios informativos, el juez ordenará 
que los mismos den publicidad al extracto de la sentencia , con la 
misma relevancia que hubiere tenido la d ifusión orig ina l .  

"Estarán sujetos a la reparación del daño moral de acuerdo a lo  
establecido por  este ordenamiento y, por lo  tanto ,  las  conductas 
descritas se considerarán como hechos i l ícitos: 

l .  E l  q u e  comunique a una o más personas la  imputación que se 
hace a otra persona física o moral ,  de un hecho cierto o falso, 
determinado o indeterminado, que pueda causarle deshonra, 
descrédito ,  perjuicio, o exponerlo al  desprecio de alguien; 

1 1 .  El  que i mpute a otro un hecho determinado y cal ificado como 
delito por la ley, si este hecho es falso, o es inocente la persona 
a qu ien se imputa;  

1 1 1 .  El que presente denu ncias  o que re l las calu m n iosas , 
entendiéndose por tales aquellas en que su autor imputa un delito 
a persona determinada, sabiendo que ésta es inocente o que 
aquél no se ha cometido; y, 

IV. Al que ofenda el honor, ataque la vida privada o la imagen propia 
de una persona. 

"La reparación del daño moral con relación al párrafo e incisos 
anteriores deberá contener la obl igación de la rectificación o 
respuesta de la información d ifundida en el mismo r:nedio donde 
fue publicada y con el mismo espacio y la  misma circulación o 
audiencia a que fue d irigida la información orig inal , esto s in 
menoscabo de lo establecido en el párrafo qu into del  presente 
artículo. 

"La reproducción fiel de información no da lugar al  daño moral , aun 
en los casos en que la i nformación reproducida no sea correcta y 
pueda dañar e l  honor de alguna persona, pues no constituye una 
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responsabi l idad para el que difunde dicha información , siempre y 
cuando se cite la fuente de donde se obtuvo."  

La hipótesis normativa h istórica del  artículo 1 9 1 6  obedece a una 
reforma l levada a cabo en 1 982 , en cuyo proceso hubo inquietud por 
parte de la comunidad period ística en el sentido de que la redacción 
de este artícu lo pud iese posiblemente lesionar o l imitar las garantías 
de expresión e información previstas en los artícu los 6 y 7 
Constitucionales. Por esa razón , a propósito de la reforma, se introdujo 
el artículo 1 91 6bis, que delimita los alcances del daño moral en relación 
con la prensa y que se le ad icionó un tercer párrafo con la ú ltima 
reforma y prescribe textualmente : 

"No estará obligado a la reparación del daño moral qu ien ejerza sus 
derechos de opin ión , crítica , expresión e información , en los términos 
y con las l imitaciones de los artícu los. 6o. y ?o. de la Constitución 
General de la Repúbl ica . En todo caso, quien demande la reparación 
del daño mora l  por responsabi l idad contractual o extracontractual 
deberá acred itar plenamente lo i l ícito de la conducta del demandado 
y el daño que directamente le hubiere causado tal conducta 

"En ningún caso se considerarán ofensas al honor las opin iones 
desfavorables de la crítica l iteraria,  artística , histórica ,  científica o 
profesiona l .  Tampoco se considerarán ofensivas las opin iones 
desfavorables real izadas en cumplimiento de un deber o ejerciendo 
un derecho cuando el modo de proceder o la falta de reserva no tenga 
un propósito ofensivo."  

El derecho de crítica a las personas públ icas en el 
derecho comparado 

La discusión sobre los l ímites de las l ibertades de expresión e 
información , particularmente en cuanto a la crítica a los gobernantes, 
ha sido objeto de estudio desde tiempo atrás en los Estados 
democráticos de derecho, cuya reflexión se antoja oportuna ahora ,  
en virtud de l  interés creciente que existe en México respecto al tema. 
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El proceso de independencia que muestra gran parte de la prensa 
mexicana frente a los poderes públicos -lo que se refleja, por ejemplo, 
en procesos judiciales en que los periodistas son la parte demandada 
por lesionar presuntos derechos de terceros- ha sido una razón 
convincente para que el derecho de la información tenga mayor 
importancia en nuestro entorno. 

La tensión entre el poder público y la prensa es el eje sobre el que 
ha g irado la evolución de los derechos fundamentales en el  mundo: 
de un lado, la reivindicación de la prensa por informar y discutir sobre 
todo asunto de relevancia pública y, de otro, la i ntención del poder 
públ ico por acotar los a lcances de las l ibertades de expresión e 
información mediante l ímites constitucionales o con la  inserción de 
derechos con bienes ju ríd icos proteg idos, que a veces son 
antagónicos a estas l ibertades. 

Es conveniente, ofrecer una defi nición de los conceptos juríd icos 
expuestos: 

a)  La libertad de expresión es un derecho fundamental que protege 
la emisión de ideas, opiniones y ju icios de valor por cualqu ier 
medio. 

b) La libertad de información es un derecho fundamental que tutela 
la investigación ,  el tratamiento y la d ifusión de hechos y datos 
de carácter noticioso. 

e) El derecho al hono�67 es un derecho fundamental  que tiene por 
objeto proteger  la d ignidad personal reflejada en la imagen que 

467 En e l  mismo sentido, el  Tribunal Supremo de España define el derecho al  honor como "un 
derecho derivado de la dignidad humana y consistente en no ser escarnecido o humillado 
ante uno mismo o ante los demás, reconocido como derecho fundamental, entre nosotros, 
en nuestra Constitución, y cuya negación o desconocimiento se produce, fundamentalmente, 
a través de cualquier expresión proferida o cualidad atribuida respecto a determinada persona 
que, de modo inexcusable, lo haga desmerecer en su propia estimación o del público aprecio". 
(Sentencia del 23 de febrero de 1 989.) 
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se proyecta a los demás y en la consideración que sobre sí 
m ismo tiene la persona. 

d)  Persona pública es toda persona física que, por ocupar un cargo 
públ ico -electivo o por designación- o desempeñar funciones 
socialmente relevantes, posee una consideración especial en 
la percepción de la sociedad , circunstancia que motiva que su 
actuar esté sujeto al escrutin io de los medios. 

La lucha entre el alcance de las l ibertades de expresión e información 
y el  núcleo protector del derecho al honor es, en particular, uno de 
los aspectos esenciales del estudio para del imitar donde in icia uno 
y dónde terminan las otras . 

Estas posturas antitéticas plasmadas en las leyes (al i ntroducir en los 
cuerpos legales tanto las l ibertades informativas como e l  derecho al 
honor con idéntica jerarquía normativa) se han resuelto en los Estados 
democráticos de derecho a través de la jurisprudencia judicial , mediante 
la que se ofrecen los elementos interpretativos obligatorios para aplicar 
el derecho a casos concretos de conflicto juríd ico ,  a fin de responder 
a la siguiente interrogante: ¿qué debe prevalecer, el derecho a l  honor 
de las personas públicas o el ejercicio de las l ibertades de expresión 
e información? 

Si bien no existe una fórmula universal que ofrezca una respuesta unívoca 
a la pregunta anterior, en sentido afirmativo o negativo, se advierte una 
tendencia creciente en los órganos jurisdiccionales de los Estados 
democráticos de derecho a privileg iar el ejercicio de las l ibertades de 
expresión e información sobre el derecho al honor de las personas 
públicas, siempre que se cumpla con una serie de requisitos de 
procedimiento, cuya naturaleza será objeto de análisis en los apartados 
siguientes, en dos sistemas de producción juríd ica distintos, pero que 
coinciden en los criterios jurisdiccionales que deben seguirse en los casos 
de afectación de las personas públicas: los Estados Unidos de América, 
nutrido del common /aw o derecho consuetudinario , y España, basado 
en el civil /aw o derecho escrito o continenta l .  
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El primer aspecto es di lucidar el confl icto que surge con la col isión 
entre la l ibertad de expresión y el derecho al honor de las personas 
públicas, a la luz de la jurisprudencia comparada. Como se indicó antes, 
la l ibertad de expresión ampara la l ibre d ifusión de ideas, opiniones 
y juicios de valor y es el fundamento constitucional que brinda 
protección al trabajo cotid iano de articu l istas, editorial istas y, en 
particular, columnistas .  

Se trata, sin duda, de un derecho fundamental dotado de la  más amplia 
protección jurídica para su l ibre ejercicio; por ello, sus l ímites se han 
reducido a una porción m ínima, tanto por lo que hace a las personas 
públ icas como cuando se refiere a las personas privadas. Tan es así 
que la exceptio veritatis, es decir, el principio de la verdad, no constituye 
un ingrediente de la l icitud de la l ibertad de expresión, debido a la 
imposibi lidad material para calificar las ideas y opin iones como 
verdaderas o falsas. 

En los Estados Unidos de América ,  esta tesis ha sido sentada por la 
jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia en el caso Gertz468 al 
sostener: "Bajo la Primera Enmienda no existen las falsas ideas. No 
obstante lo perniciosa que una opin ión pueda parecer, dependemos 
para su corrección no de la conciencia de j ueces y jurados, sino de 
la competencia de otras ideas." 

Ciertamente , en ocasiones no es fácil advertir la diferencia clara entre 
opiniones y datos informativos, para lo que el concepto de opin ión 
debe entenderse en un sentido ampl io ;  por ejemplo, si se anal iza un 
artículo period ístico no conforme a un solo párrafo, imbricado de datos 
informativos o enunciaciones de hechos, sino al texto en su conjunto ,  
de cuyo estud io se  concluya con cierta precisión s i  se  trata de  una 
serie de opiniones o s i ,  en cambio, prevalecen los datos informativos. 

468 Gertz vs. Robert Welch, Jnc. 4 1 8  U. S. 323, 347 ( 1 974).  
469 STC 1 07/1 988 del 8 de junio, Fundamento Jurídico 2. 
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En España, el Tribunal Constitucional469 sostuvo en jurisprudencia que 
la l ibertad de expresión tiene va lor preferente sobre cualquier otro 
derecho "cuando se ejercite en conexión con asuntos que son de interés 
por las materias a que se refiere y por las personas que en el los 
intervienen . . .  " 

En otras palabras, cuando se trate de asuntos de interés públ ico. Los 
únicos l ímites legales que tiene la l ibertad de expresión residen en 
el uso del lenguaje . Por tanto, la l ibertad de expresión no protege la 
util ización de frases claramente injuriosas o vejatorias de la dignidad 
humana "porque tales frases no son parte esencial de ninguna 
exposición de ideas", según lo indicó la Suprema Corte de los Estados 
Un idos de América en el caso Chaplinsky.470 

En la misma l ínea, el Tribunal Constitucional español471 estableció que: 
"no cabe duda de que la emisión de apelativos formalmente injuriosos 
en cualqu ier contexto, innecesarios para la labor informativa o de 
formación de la opinión que se real ice, supone un daño injustificado 
a la dignidad de la persona . "  

En  efecto, parece razonable que e l  ma l  uso del castel lano -tan rico 
en expresiones id iomáticas- no debe ser protegido por el derecho a 
la l ibertad de expresión, pues ello implicaría otorgar un derecho absurdo 
al insulto personal , innecesario para el l ibre debate de las ideas y para 
exponer razones y argumentos sobre cualquier materia.  

E l  segundo aspecto es anal izar las consecuencias juríd icas en casos 
en que se presenta un conflicto legal entre la l ibertad de información 
y el derecho al honor de las personas públicas. Se afirma que la l ibertad 
de información protege fundamentalmente la investigación y la difusión 
de hechos noticiosos; es decir, brinda protección constitucional al trabajo 
que desempeñan los informadores d ía con d ía ,  sin importar el medio 
de información de que se trate . 

470 Chaplinsky vs. New Hampshire, 3 1 5  U. S. 568 ( 1942). 
471 STC 1 05/1 990 del 6 de junio. 
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En los Estados Unidos de América hubo un largo proceso de 
maduración jurisdiccional para l legar a la doctrina jurisprudencia! 
vigente . Así ,  las tensiones entre la prensa y el  gobierno pueden 
rastrearse hasta la Ley de Sedición de 1 798 -promovida por el partido 
de Alexander Hamilton y John Adams-, que consideraba delito los 
''escritos falsos, escandalosos y maliciosos" contra el gobierno, el 
Congreso y el Presidente de Estados Unidos de América. Sin embargo, 
la ley no pudo resistir los embates de los electores y condenó a la 
derrota electoral a los federal istas -sus promotores- dejando sin efecto 
legal esta ley en 1 800, que después se declaró inconstitucional , en 
1 801 . 

No obstante , la tentación gubernamental por acotar los l ím ites de la 
l ibertad de información de la prensa no quedó truncada , pues años 
más tarde, cuando el World de Nueva York y el News de lnd ianápol is 
aportaron datos sobre el  manejo corrupto en la edificación del Canal 
de Panamá, en 1 908, el presidente Teodoro Roosevelt ordenó al fiscal 
genera l  que se querel lase por l ibelo. Los tribunales rechazaron los 
casos antes de que l legaran a ju icio, y determinaron que el  gobierno 
no pod ía querel larse por l ibelo; pero los servidores públicos sí podían 
hacerlo a t ítu lo persona l .  

Así, entre 1 801  y 1 963, las querel las por l ibelo -es decir, por difamación 
y calumnia- en las que estaba involucrada la prensa tendrían que 
resolverse conforme a las leyes aplicables -sobre todo civiles, por ser 
reparado ras  a l  b u scar resarc i r  e l  daño  sufr ido med iante 
indemnizaciones cuantiosas-, i ndependientemente de que se tratara 
de personas públicas o privadas, med iante el método de balancing 
test (ponderación entre un bien jurídico y otro afectado). 

En efecto, por ejemplo, en e l  caso Schenk472 la Suprema Corte de 
Justicia de los Estados Unidos de América consideró que " la naturaleza 
de cada acto depende de las circunstancias en que se hace ( . . .  ) En 
todos los casos, la cuestión es saber si las palabras se usan en 

472 Schenk vs. United States 249 U. S. 47,52 (1 91 9) .  
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circunstancias y son de tal naturaleza que crean peligro claro e 
inmediato y acarrean daños sustantivos que el Congreso tiene la 
facultad de evitar. Es un problema de proximidad y de grado ."  

Además de este criterio, el caso Debbs473 aportó la noción conocida 
como mala tendencia,  manifestada "si las afirmaciones contenidas en 
la comun icación ten ían una tendencia natura l  a producir las 
consecuencias prohibidas. "  

No es sino hasta 1 964 cuando se produce un g iro radical en el 
tratamiento jud icial de los procesos por l ibelo al ser anal izados desde 
la perspectiva de la Primera Enmienda de la Constitución474 por la 
Suprema Corte de Justicia de los Estados Unidos de América , en el 
caso The New York Times vs. Su/livan475, que al valorar la importancia 
de la prensa como arma del arsenal de la democracia señaló, por medio 
del juez Wi l l iam Brennan , que: "El debate sobre temas públ icos debe 
ser desinhibido, robusto y ampliamente abierto , y bien puede inclu ir  
ataques vehementes, cáusticos, y a veces desagradables y afi lados, 
contra el Gobierno o los servidores públ icos ( . . .  ) Algún grado de abuso 
-afirmó citando a Madison- es inseparable del propio uso de cada cosa ; 
y en n inguna instancia es más cierto que en la prensa ( . . .  ) Hay que 
tener en cuenta que las declaraciones erróneas son inevitables en 
un debate l ibre y deben ser protegidas si las l ibertades informativas 
constituyen el espacio para respirar (breathing space) que necesitan 
para sobrevivir ( . . . ) y es que una decisión que obl igue al que critica 
la actuación oficial a garantizar la veracidad de sus decisiones, y que 
tenga que hacerlo bajo la amenaza de ju icio por l ibelo y que se puedan 
ped ir indemnizaciones prácticamente i l imitadas, conduciría a algo 
comparable a la autocensura . "  

En sus del iberaciones respecto a esta sentencia ,  el juez Hugo Black 
sostuvo, con toda razón ,  que "en la primera enmienda los padres 

474 La Primera Enmienda de la Constitución establece que "El Congreso no hará leyes referentes 
a la religión o prohibiendo el libre ejercicio de la misma o restringiendo la libertad de palabra 
o de prensa o el derecho del pueblo a reunirse pacíficamente y hacer peticiones al gobierno 
en demanda de justicia." 

475 New York Times Co. vs. Sul l ivan 376 U .  S. 254 ( 1 964). 
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fundadores dieron a la prensa l ibre la protección que necesita para 
desempeñar su papel esencial en nuestra democracia. La prensa debía 
servir a los gobernados, no a los gobernantes. Se abolió el poder del 
gobierno para censurar a la prensa para que ésta pudiera tener siempre 
la l ibertad de censurar al gobierno e informar al pueblo. Solo una prensa 
l ibre y sin trabas puede denunciar, de una manera eficaz, los engaños 
del gobierno." 

Después de estas consideraciones, la sentencia fijó el criterio que 
habría de seguirse para determinar cuando los servidores públ icos 
pueden entablar una querella por l ibelo: "Las garantías constitucionales 
requieren una norma federal que proh íba a cualquier servidor público 
reclamar daños por una nota falsa y difamante en relación a su 
conducta oficial ,  a menos que pruebe que la declaración fue hecha 
con mal icia real o efectiva (actual malice), es decir, con conocimiento 
de que era falso (with knowledge of its falsity) o con descuidada 
desconsideración acerca de si era falso o no (or with reckless disregard 
of wheter it was fa/se or not) . " 

El criterio definido en el caso Sul l ivan sigue vigente y, como se aprecia , 
ha otorgado a la prensa un privi legio especial que inmuniza los 
reportajes no maliciosos que contengan errores de hechos en relación 
con los servidores públ icos. Más aún ,  modifica la regla anterior que 
sosten ía que la carga de la prueba debía recaer sobre el demandado. 
Ahora, con el criterio del caso Sull ivan la persona afectada debe probar 
no solo que el reportaje cuestionado contiene datos falsos, sino que 
existe malicia real o efectiva ; es decir, un  grado sumo de neg l igencia 
o mala fe del period ista . 

En 1 967, a la luz del caso Butts476, la Suprema Corte de Justicia de 
los Estados Unidos de América ampl ió el núcleo protector del caso 
Sull ivan a las figuras públicas que tienen un papel de relevancia similar 
en la sociedad que los servidores públ icos . En 1 971 , en ocasión del 
caso Rosembloom477, la Suprema Corte l levó el criterio del actual malice 

476 Curtis Publ. Co. vs. Butts, 338 V. S. 1 30 ( 1 967). 

477 Rosembloom vs. Metromedia lnc. 403 U.  S. 29 ( 1 971 ) . 
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a "toda discusión y comunicación que envuelva materias de 
relevancia pública o genera l ,  s in tener en cuenta si las personas 
afectadas son famosas o anónimas" . En años posteriores otros casos 
han matizado este principio general , aunque persiste hoy en d ía como 
criterio obligatorio de interpretación judicial en los Estados Unidos de 
América. 

A diferencia del pa ís analizado, en España el proceso de desarrollo 
jurisd iccional en materia de l ibertades informativas tuvo lugar en un 
lapso relativamente breve, s i  se toma en cuenta que esta nación surg ió 
como Estado democrático de derecho a partir de 1 978, cuando se 
adoptó de Constitución vigente hasta nuestros d ías. 

Vale la pena observar cómo las primeras sentencias tanto del Tribunal 
Supremo como del Tribunal Constitucional de España brindaron un 
sentido prevalente al honor de las personas e instituciones públicas 
sobre las l ibertades informativas, producto de la interfase generacional 
y de mutación de los criterios interpretativos del orden juríd ico entre 
el ancien régime franquista y el nuevo Estado español . 

Así ,  por ejemplo, un ed itorial  de El País titulado "Prensa y 
democracia",  que daba cuenta de la sentencia condenatoria a una 
periodista del d iario, afirmaba que esta sentencia "recuerda los mejores 
tiempos nazis o los actuales de un Amin Dada." Este editorial fue motivo 
de condena por desacato para el d irector del diario  por el Tribunal 
Supremo478, pues consideró que :  " las actividades y conductas que se 
hagan con manifiesta infracción legal , no permiten ser justificadas a 
través del ejercicio profesional ,  principalmente en beneficio del propio 
sistema político y social , que exige, para su vivencia, el máximo respeto 
de sus instituciones, entre las que se encuentra el Poder Jud icial ,  pilar 
fundamental y básico en el funcionamiento del Estado ( . . . .  ) (por lo que 
es punible todo) lo que se expone de manera innecesaria y con ánimo 
de descrédito al principio de autoridad . 

478 Sentencia del Tribunal Supremo, 25 de abril de 1 980; caso del director de El País. 
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También en la m isma l ínea, el Tribunal Constitucional479 de España 
determinó que en el caso de confl icto entre el ejercicio de la l ibertad 
de información y el derecho al honor de las instituciones públicas "que 
una y otra l ínea del derecho (de l ibertad de expresión y de información) 
encuentran un l ímite i ndiscutible en la seguridad exterior e i nterior del 
Estado, que puede ponerse en peligro cuando se produce una 
destrucción del prestigio de las instituciones democráticas, en las que 
las fuerzas pol íticas se deben reconocer y que expresan no solo el 
interés singular de algunos miembros de la comunidad nacional ,  sino 
el interés de la colectividad entera ,  en la medida en que estas 
instituciones son expresión de la sol idaridad de la nación y ofender 
su prestigio sign ifica incumpl ir  el deber de sol idaridad pol ítica." 

A partir del caso Lingens,480 el Tribunal Europeo de Derechos Humanos 
-cuya jurisprudencia tiene valor vinculante para los países comunitarios­
sentó las bases para brindar plena l icitud a la crítica , fundada o no, 
a las personas e instituciones públicas, siguiendo la doctrina 
establecida por la Suprema Corte de Justicia de Estados Unidos de 
América . El Tribunal Europeo sostuvo que: "la l ibertad de expresión 
(se refiere a las l ibertades de expresión e información) es uno de los 
principales fundamentos de una sociedad democrática y una de las 
condiciones más importantes para su progreso y el desarrollo individual 
( . . .  ) (que) no se aplica solamente a las informaciones o ideas que se 
reciben favorablemente o se consideran inocuas o indiferentes, sino 
también a las que hieren o molestan.  Así lo exige el plural ismo, la 
tolerancia y la menta l idad amplia, sin los cuales no hay sociedad 
democrática . Además, la l ibertad de prensa proporciona a la opinión 
públ ica uno de los mejores medios para conocer y juzgar las ideas 
y actitudes de los d i rigentes pol íticos. 

"En términos más generales, la l ibertad de las controversias pol íticas 
pertenece al corazón mismo del concepto de sociedad democrática 

479 STC51/1 985, del 1 1  de abril . 
480 Sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, 8 de julio de 1 986. 
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que inspira al Convenio.481 Por consiguiente,  los l ímites de la crítica 
permitida son más amplios en relación a un pol ítico considerado como 
tal que cuando se trata de un mero particular: el primero, a d iferencia 
del segundo, se expone , inevitable y del iberadamente, a una 
fiscal ización atenta de sus actos y gestos, tanto por los period istas 
como por la multitud de ciudadanos y por el lo tiene que mostrarse 
más tolerante. 

"Ciertamente, el artículo 1 0.2 permite proteger la fama ajena, es decir, 
la de todos. El pol ítico d isfruta también de esta protección, incluso 
cuando no actúa en el marco de su vida privada , pero en este caso 
las exigencias de esta protección deben equi l ibrarse con los 
intereses de la l ibre d iscusión de las cuestiones pol íticas." 

El caso Lingens promovió un cambio rad ical en los criterios 
interpretativos de los tribunales españoles, que se mantienen 
vigentes. En cuanto a las l ibertades de expresión e información , en 
su conjunto, y su confl icto con el derecho a l  honor de las personas 
públicas, el Tribunal Constitucional482 estableció que las d ivulgaciones 
de información o anál isis de interés general "contribuyen,  en 
consecuencia , a la formación de la opin ión públ ica , alcanzando 
entonces [las l ibertades de expresión e información] su máximo n ivel 
de eficacia justificadora frente al derecho al honor, el cual se debi l ita , 
proporcionalmente, como l ímite externo de las l ibertades de expresión 
e información , en cuanto sus titu lares son personas públ icas483, 
obl igadas por el lo a soportar un cierto riesgo de que sus derechos 
subjetivos de la personal idad resulten afectados por opin iones e 
informaciones de interés general , pues así lo requ iere el plural ismo 
pol ítico, la tolerancia y el espíritu de apertura ,  sin los cuales no existe 
sociedad democrática . "  

481 S e  refiere al Convenio Europeo d e  los Derechos Humanos. 
482 STC1 07/1 988 del 8 de junio. Esta posición también la recogió la jurisprudencia del Tribunal 

Supremo en SSTS del 1 3  de diciembre de 1 989 y 1 7  de mayo de 1 990. 
483 El art. 8 de la Ley Orgánica de Protección del Derecho al Honor, la Intimidad y la Propia 

Imagen define la persona pública como "aquella persona que ejerce un cargo público o 
una profesión de notoriedad o proyección pública". 
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De igual forma , respecto a la l ibertad de i nformación y al derecho al 
honor, el Tribunal Constitucional484 sostuvo: "La l ibertad de información 
es, en términos constitucionales, un medio de formación de la opinión 
pública en asuntos de interés general , cuyo valor de l ibertad preferente 
sobre otros derechos fundamentales, y entre ellos, el derecho al honor, 
puesto de manifiesto por la sentencia 1 04/86, del 1 7  de jul io,  viene 
determinado por su condición de garantía de la  opinión públ ica, que 
es una institución consustancial al Estado democrático que los poderes 
públ icos tienen especial obl igación de proteger. Este valor preferente 
alcanza su máximo nivel cuando la l ibertad es ejercida por los 
profesionales de la información a través del vehículo institucionalizado 
de formación de la opinión pública que es la Prensa, en su más amplia 
acepción . "  

El  Tribunal Constitucional485 también inte rpretó juiciosamente el deber 
de veracidad que debe contener toda información d ifundida, al tenor 
de lo dispuesto en el  artículo 20. 1 .d )  de la Constitución española: 

"Cuando la Constitución requ iere que la información sea veraz, no 
está privando de protección a las informaciones que puedan resultar 
erróneas -o senci l lamente no probadas en ju icio- cuando 
estableciendo un específico deber de di l igencia sobre el informador, 
a quien se le debe y pueda exigir que lo que transmita como hechos 
haya sido objeto de previo contraste con datos objetivos, 
privándose así  de garantía constitucional a qu ien defraudando el 
derecho de todos a la información , actúe con menosprecio de la 
veracidad o falsedad de lo comun icado (criterio del actual  malice 
estadounidense). El ordenamiento no presta su tutela a tal conducta 
negl igente, ni menos a la de quien como hechos s imples rumores, 
o peor aún,  meras i nvenciones o insinuaciones insidiosas, pero sí 
ampara en su conjunto, la  información rectamente obtenida y 
d ifundida, aun cuando su total exactitud sea controvertible. En 

484 STC1 65/1 987 de l  27  de  octubre. 
485 STC 6/1 988 del 2 1  de enero. Este criterio también lo recogió el  Tribunal Supremo en las 

siguientes sentencias: SSTS del 25 de marzo de 1 99 1 ; 5 de marzo de 1 993; 15 de marzo 
de 1 993; 29 de abril de 1 994 y 8 de noviembre de 1 994 . 
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definitiva. las afirmaciones erróneas son inevitables en un debate 
l ibre .  de tal forma gue.  de imponerse la verdad como condición 
para el reconocimiento del derecho. la única garantía de seguridad 
jurídica sería el si lencio" (el subrayado es del autor) . 

De lo anterior, cabe extraer los razonamientos siguientes: 

a) La prensa constituye un medio de formación de la opinión pública 
ind ispensable para ejercer la ciudadan ía y, por tanto, para hacer 
viable una sociedad democrática, de ahí que su naturaleza tenga 
por objeto i luminar la oscuridad que entrañan los temas públicos, 
más que reflejar solo la luz de los bienes sociales, razón por la 
que requ iere una protección juríd ica especial . 

b) La l ibertad de expresión carece, en principio, de l ímites , salvo 
los derivados del buen uso del lenguaje. Sin embargo, en México 
habría que matizar esta afirmación en virtud de que el artícu lo 
6 constitucional establece que la manifestación de las ideas tiene 
como límite ��la moral, /os derechos de tercero, se provoque algún 
delito o perturbe el orden público", por lo que al tratarse de 
conceptos juríd icos indeterminados sería útil la interpretación 
de la Suprema Corte de Justicia. 

e) La l ibertad de información encuentra protección no solo cuando 
la información que se difunde a su amparo es cierta, sino también 
cuando es falsa en el todo o en alguna de sus partes, pero existe 
una labor de di l igencia razonable por parte del periodista . 

d )  Tanto la l ibertad de expresión como la l ibertad de información 
adquieren una d imensión todavía mayor cuando tratan temas 
relacionados con personas públ icas ,  cuyo derecho al honor 
se ve reducido a su m ín ima expresión , como resultado de su 
ingreso voluntario en la arena de la discusión públ ica . 
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Fi ltraciones y responsabil idad legal del periodista 

El crecimiento de las fi ltraciones de información y documentos por 
parte del sector público a la prensa se ha convertido en el pan 
informativo nuestro de cada d ía.  El asunto es complejo y requiere ser 
analizado desde diversas perspectivas. Vayamos, pues, paso por paso. 

Primero. Habría que interrogarse si es legal y ético que los periodistas 
publ iquen o difundan fi ltraciones como principio general .  Por un lado, 
cabe señalar que una revisión de 75 códigos de ética periodística de 
diversas organizaciones del mundo no señalan ,  en modo alguno,  el 
asunto del tratamiento de las filtraciones o de si deben o no publicarse, 
y en q ué casos sí en cuáles no, de suerte que se puede indicar que,  
en términos generales, no constituye hasta ahora una violación a la 
ética periodística cod ificada l iberar filtraciones. 

Por otra parte , el Código Penal para el D istrito Federal no establece 
tipo penal que sancione o restrinja de alguna forma la publ icación o 
difusión de fi ltraciones. Y como en nuestro régimen legal todo lo que 
no está prohibido para los ciudadanos está permitido se puede decir 
que la publ icación o difusión de fi ltraciones es una conducta apegada 
a derecho. 

Es de mencionarse, en cambio ,  que el artículo 21 O del citado código 
penal d ispone la carga de mantener la reserva de la información a 
los servidores públicos y de quienes por motivo de su empleo o 
comisión tengan derecho a recibir información, que ciertamente no 
se trata de los periodistas quienes reciben información que, por una 
u otra razón , no está destinada al conocimiento público, pero se desea 
que sea de conocimiento colectivo . 

Segundo. Vale la pena reflexionar también si existen casos y cuales 
son en los que los periodistas podrían incurrir en delitos en el manejo 
de las fi ltraciones. Es i mportante dejar claro que si bien es cierto que 
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la publ icación o d ifusión de fi ltraciones no constituye una infracción 
penal , también lo es que en el proceso de obtención de los documentos 
filtrados el periodista sí puede incurri r en del itos. 

En efecto , si el periodista incurre en el robo de documentos o en el 
ingreso a sitios no destinados al públ ico para sustraer documentos, 
por citar tan solo dos ejemplos, constituyen del itos aunque tengan 
alguna relación con la l ibertad de información . 

Sobra decir que el derecho constitucional a la l ibertad de información 
previsto en el artículo 7 de la Constitución no protege la comisión de 
del itos como vía para ejercer ese derecho fundamenta l .  En suma, no 
es lo mismo que una fuente entregue el documento para ser difundido 
a que el periodista cometa delitos para obtener el registro en cuestión . 
Así ,  pues, el fin no j ustifica los medios. 

Tercero. No ha faltado quien se pregunte sobre si con el inicio de lo 
previsto en los artículos transitorios de la Ley Federal de Transparencia 
y Acceso a la I nformación Pública Gubernamental , con relación al 
ejercicio concreto del derecho ciudadano al acceso a la información 
públ ica y al Hábeas Data, habrán de desaparecer o reducirse las 
filtraciones de documentos. La respuesta hay que darla en sentido 
negativo . 

No hay duda que la ley de acceso a la información públ ica ampl iará 
de manera considerable los distintos flujos informativos que hoy no 
se encuentran al alcance de las personas por las inconsistencias de 
nuestro régimen legal . Pero también hay que reiterar que el derecho 
de acceso a la información pública no es una prerrogativa absoluta,  
s ino relativa en la medida en que debe armonizarse con otros bienes 
que el derecho tutela. 

Si bien es cierto que el principio legal es que el derecho de acceso 
a la información públ ica es la reg la genera l ,  también lo es que existe 
una porción informativa que, por excepción , podrá legalmente ser 
clasificada como información reservada , cuando se trate de asuntos 
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que afecten intereses colectivos y de terceros, o confidencial -si se 
trata de los datos personales de los particulares y de los servidores 
públ icos que no tienen trascendencia públ ica- .  

Ese universo de información clasificada puede ser -y seguramente 
será- objeto de filtraciones por parte de los servidores públicos y demás 
sujetos obligados a mantener en sigi lo la misma. Recuérdese el caso 
Watergate que explotó en 1 973, siete años después de haber sido 
aprobada la Ley Federa l  de Acceso a la I nformación de los Estados 
Unidos. 

Cuarto. Hasta aqu í  pareciera que todo va bien , que la fi ltración es 
necesariamente una virtud period ística para optimizar el derecho a 
saber de las personas, pero no es así .  La filtración de documentos 
impl ica riesgos, retos y eventuales perjuicios para la propia sociedad 
y para la credibi l idad de los medios y de los periodistas. 

El quehacer period ístico puede leg ítimamente uti l izar documentos 
clasificados, pero la noticia no debe agotarse con el los como prenda 
informativa única que el periodista le ofrece al ciudadano. Más aún ,  
vale decir que el period ismo no debe tener como fin en s í  mismo 
publicar documentos que han sido fi ltrados. 

Hay de documentos a documentos. En algunos casos, el periodista 
debe evaluar si el interés públ ico amerita su publ icación o d ifusión y 
si efectivamente el derecho a saber prima sobre otros bienes jurídicos 
protegidos. Es cierto que en ocasiones la clasificación de información 
pudo haberse efectuado de manera equ ivocada , pero en otras no y 
realmente busca cuidar un  interés leg ítimo que expl ica que 
temporalmente se encuentre en secrecía. 

Adicionalmente, debe haber un anál isis de contexto con otras fuentes 
informativas que hagan del periodista un investigador y no un simple 
transmisor aséptico de documentos fi l t rados que le fueron 
proporcionados. Es obvio que,  por excepción , pueden existir 
documentos que se justifican y explican por s í  mismos como, por 
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ejemplo, los vladivideos del ex capitán Vlad imiro Montesinos, asesor 
de seguridad nacional del gobierno de Alberto Fuj imori en el Perú , 
qu ien fi lmó todos sus actos corrupción . 

Debe, en todo caso, existir un manejo crítico de los documentos 
filtrados, de modo que efectivamente se sirva al interés públ ico. ¿Qué 
es el interés públ ico? De entrada podría decirse que son datos que 
sirven al ciudadano para la toma de decisiones en un Estado 
democrático de derecho. 

Hoy el periodismo mexicano enfrenta un reto enorme en este aspecto. 
¿Cómo lograr que el periodismo de investigación -que supone la 
búsqueda de lo oculto y que es de interés públ ico- no sucumba frente 
a la entrega ind iscriminada de información no destinada al públ ico 
como lo ha practicado, por acción u omisión , el gobierno del presidente 
Fax de manera intensiva a lo largo de su mandato? 

El period ismo no debe converti rse en rehén de las fuentes 
informativas para satisfacer intereses de ventaja pol ítica amparados 
en el derecho a saber, bien porque no hay elementos concluyentes 
o solo son herramientas fabricadas por la d iscrecional idad que ofrece 
la ley a instancias públ icas como la PGR, por ejemplo, para in iciar 
averiguaciones previas sin que estén suficientemente sustanciadas 
como para resistir la prueba razonable que supone algo más que el 
inicio jurisd iccional de un proceso penal . 

Si esto pasa en épocas preelectorales, la filtración de información con 
el aparente o claro propósito de desprestigiar a rivales pol íticos por 
parte del gobierno o del adversario puede intensificarse. Por último, 
cabe decir que la responsabil idad ética es del periodista sobre si debe 
o no publ icar la información legal y la responsabi l idad j uríd ica debe 
ser solo aplicada a los encargados de custod iar la información . 
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Hacia l a  despenalización de los del itos contra el 
honor 

Desde el año 2000, la  Comisión lnteramericana de Derechos Humanos 
de la Organización de Estados Americanos, OEA, al interpretar el 
alcance del artículo  1 3  de la Convención Americana de Derechos 
Humanos, publ icó la "Declaración de l ibertad de expresión" ,  cuyo 
art ículo 1 d ispone que: "Las leyes de privacidad no deben inhib ir  n i  
restringir la investigación y difusión de información de interés público .  
La protección a la reputación debe estar garantizada sólo a través 
de sanciones civiles, en los casos en que la persona ofendida sea 
un funcionario públ ico o persona pública o particular que se haya 
involucrado voluntariamente en asuntos de interés públ ico. Además, 
en estos casos, debe probarse que en la d ifusión de las noticias el 
comunicador tuvo intención de inflig i r  daño o pleno conocimiento de 
que se estaba difundiendo not icias falsas o se condujo con 
manifiesta neg ligencia en la  búsqueda de la verdad o falsedad de las 
mismas." 

La Corte lnteramericana de Derechos Humanos -a cuya jurisdicción 
se ha adherido voluntariamente México , según se puede comprobar 
en la publ icación del Diario Oficial de la Federación del 24 de febrero 
de 1 999- también ha puesto de rel ieve la despenalización . En su voto 
concurrente en el caso Herrera U lloa vs. Costa Rica , de 2 de jul io 
de 2004, el presidente de la Corte e investigador del Instituto de 
I nvestigaciones Juríd icas de la U NAM, Sergio García Ramírez ha 
señalado que: 

14 . . . . . Creo que antes de resolver la mejor forma de tipificar 
penalmente estos i l ícitos, habría que decidir si es necesario y 
conveniente, para la adecuada solución de fondo del problema 
-consecuente con el  conjunto de bienes e intereses en 
conflicto y con el significado que tienen las opciones al  alcance 
del legislador-, recurrir a la solución penal ,  o basta con prever 
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responsabi l idades de otro orden y poner en movimiento 
reacciones jurídicas de d istinta naturaleza : administrativas y 
civi les, por ejemplo, como ocurre en un gran número -de hecho, 
en el mayor número, con mucho- de supuestos de conducta i l ícita, 
que el Derecho no enfrenta con instrumentos penales, sino con 
medidas de diverso género. 

1 5 . En este punto del anál isis, es preciso recordar que, en general 
-y salvo rezagos históricos y tentaciones autoritarias, que no son 
pocas ni se hal lan en receso-, prevalece la corriente favorable 
al denominado Derecho penal "mínimo", es decir, a l  empleo 
moderado, restrictivo, marginal , del aparato punitivo, reservado 
precisamente para aquel los casos en que es imposible o 
fra nca mente i nadecuado opta r por sol u ciones menos 
abrumadoras. E l  aparato penal constituye la herramienta más 
severa con que cuenta el Estado -la sociedad , mejor todavía­
, en el despliegue de su monopol io de la fuerza , para enfrentar 
conductas que atentan gravemente -muy gravemente- contra 
la vida de la comunidad y los derechos primordiales de sus 
integrantes . 

1 6 . En un "ambiente pol ítico autoritario" se recurre con frecuencia 
al expediente punitivo: éste no constituye el último recurso, sino 
uno de los primeros, conforme a la tendencia a "gobernar con 
el Código penal en la mano" ,  una proclividad que se instala tanto 
sobre el autoritarismo, confeso o encubierto, como sobre la 
ignorancia, que no encuentra mejor modo de atender la leg ítima 
demanda social de seguridad . Lo contrario sucede en un 
"ambiente democrático" : la tipificación penal de las conductas 
y la apl icación de penas constituyen el ú ltimo recurso, una vez 
agotados los restantes o demostrado que son ineficientes para 
sancionar las más graves lesiones a los bienes jurídicos de mayor 
jerarqu ía .  Es entonces, y sólo entonces, cuando se acepta el 
empleo del remedio penal: porque es indispensable e inevitable. 
E incluso en esta circunstancia , la t ipificación debe ser 
cuidadosa y rigurosa ,  y la punición debe ser raciona l ,  ajustada 
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a la jerarquía de los bienes tutelados, a la lesión que se les causa 
o al peligro en el que se les coloca y a la culpabil idad del agente, 
y elegida entre d iversas opciones útiles que están a la mano 
del legislador y del juzgador, en sus respectivos momentos. Por 
supuesto , se debe distinguir�ntre la "verdadera necesidad" de 
utilizar el sistema penal ,  que debe tener un claro sustento objetivo, 
y la "falsa necesidad" de hacerlo, apenas como consecuencia 
de la ineficacia de la autoridad , que se pretende "corregir" con 
el desbocamiento del aparato represivo. 

1 7 . Reservar e l  exped iente penal para el menor número de casos 
no significa , en modo alguno, justificar conductas i l ícitas o 
autorizar la impunidad de éstas, dejando sin respuesta el agravio 
cometido , lo cual impl icaría el incumpl imiento de deberes 
estatales frente a la v íctima de aquel . Solo implica reconducir 
la respuesta juríd ica hacia una v ía en la que los hechos puedan 
ser juzgados racionalmente, y su autor sancionado como 
corresponda. Esta alternativa permite atender, en forma 
pertinente y con el menor costo social, la necesidad de preservar 
bienes estimables que entran en aparente col isión , sin incurrir 
en castigos innecesarios -que serían ,  por lo mismo, excesivos, 
y dejando siempre viva la  posibi l idad -más todavía :  la 
necesidad- de que quienes incurren en comportamientos i l ícitos 
reciban la condena que merecen.  En suma : despenalización no 
significa ni autorización ni impunidad . 

Esta forma de enfrentar la i l icitud parece especialmente adecuada en 
el supuesto de (algunas o todas las) afectaciones al honor, la buena 
fama,  el prestigio de los particulares. Esto así, porque a través de la 
vía civi l se obtienen los resultados que se querría derivar de la vía 
penal , s in los riesgos y desventajas que ésta p resenta . 

En efecto, la sentencia civil condenatoria constituye, de suyo, una 
declaración de il icitud no menos enfática y eficaz que la condena penal :  
señala ,  bajo un t ítu lo  j urídico diferente ,  lo mismo que se espera de 
ésta, a saber, que el demandado incurrió en un comportamiento injusto 
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en agravio del demandante, a qu ien le asiste el derecho y la razón . 
De esta suerte, la sentencia civil entraña , por sí misma, una reparación 
consecuente con la necesidad de satisfacer el honor de quien reclama 
la tutela judicia l .  

A la luz de las consideraciones anteriores, sería recomendable transitar 
a la sanción de naturaleza civi l y a la consecuente despenalización 
de los del itos contra el honor, bajo los siguientes estándares: 

a)  El iminar las figuras de difamación y calumnias del Código civi l 
así como la de daño moral del Código Civil para pasarlas a una 
ley especial civi l ;  

b) Establecer la  mal icia efectiva en los términos previstos por la  
Comisión lnteramericana de Derechos Humanos; 

e) Defin ir  el interés públ ico como causal de exclusión ; 

e) Dejar fuera de toda sanción a la caricatura ;  

f )  Hacer más rápidos los ju icios, que hoy van de ocho meses a 
dos años, para que duren un promedio máximo de cuatro meses 
bajo los tiempos de lo que se l lama controversia en el derecho 
civi l ;  

g )  Transformar la  sanción en la  publ icación de  la  sentencia en el 
medio donde se originó la afectación al patrimonio moral y, en 
todo, caso poner un tope máximo a las sanciones pecuniarias 
para evitar que se lucre con el honor, la vida privada o la propia 
imagen y no se convierta en un asunto de pesos y centavos el 
honor, la propia imagen y la afectación a la vida privada de las 
personas. 

h)  Buscar resarcir el derecho a la vida privada , al honor o a la propia 
imagen, no vengarse del periodista al buscar que ingrese a la 
cárcel o dejarlo sin recursos económicos con sanciones 
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económicas y ju icios muy largos que reclaman d inero,  tiempo 
y tensión innecesarios . 

Y sin duda que es necesario l levar a cabo ese paso en México si se 
toma en cuenta los sigu ientes razonamientos : 

Primero. Todos y cada uno de los estados de la Repúbl ica y el Distrito 
Federal prevén la figura de d ifamación .  El derecho protegido hoy por 
esta figura podría ser resuelta ,  empero,  por una adecuada 
reparación en la v ía civil y no apelar a la normativa penal ,  que es la 
herramienta para castigar más restrictiva. 

Segundo. Si bien es verdad que toda opción penal no es aconsejable 
en esta materia a la luz de los acontecimientos que vive el país, habría 
que deci r también que los tipos penales de d ifamación varían de u n  
estado a otro. Los códigos penales donde se advierte sanciones 
menores son Guanajuato y Morelos. En Guanajuato la sanción consiste 
de un mes a un año máximo de prisión y en Morelos de seis meses 
a un año. 

Tercero. Otro amplio sector establece sanciones máximas de dos años. 
Se trata de los cód igos penales de Baja Cal ifornia, Campeche , 
Chihuahua, Distrito Federal ,  H idalgo, Jal isco, Nayarit, Querétaro, 
Quintana Roo, San Luis Potosí, Sinaloa, Sonora,  Tlaxcala,  Yucatán 
y Zacatecas. En el sigu iente rango, con sanciones máximas de tres 
años, se u bican  Aguasca l ientes, Coahui la ,  Col ima,  Durango,  
Guerrero, Estado de México, Michoacán,  Nuevo León y Tabasco. Con 
mayor rigor se sanciona la d ifamación, hasta un máximo de cuatro 
años, en Baja Cal ifornia Sur, Puebla y Veracruz. 

Cuarlo. Los casos más punitivos o de mayor castigo se local izan en 
Oaxaca, con una sanción máxima de cinco años en prisión , y Chiapas, 
donde la pena de prisión puede l legar hasta los nueve años. Es 
importante señalar que Chiapas tiene e l  primer lugar del deshonor 
en el hemisferio. Una revisión a la normativa penal de los países que 
forman parte del sistema interamericano no arroja ningún otro ejemplo 
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como la reforma chiapaneca i mpulsada por el gobernador Pablo 
Salazar, que habiendo agotado las instancias locales se encuentra 
ahora en la Comisión l nteramericana de Derechos Humanos para su 
análisis respectivo. 

Quinto. La vía civil es camino compatible con los estándares 
democráticos i nternacionales, pero no basta, tampoco, cualqu ier tipo 
de responsabilidad civi l .  Hoy en d ía ,  todos los estados de la República 
y el Distrito Federal cuentan con medidas de protección al honor, a 
la vida privada y a la propia imagen a través del código civi l .  En la 
mayor parte de los casos se ha retomado la figura del daño moral 
(Aguascalientes, Baja Cal ifornia, Baja Cal ifornia Sur, Campeche, 
Coahui la ,  Col ima, Chihuahua, Distrito Federa l ,  Jal isco, Estado de 
México, M ichoacán ,  Morelos , Nayarit , Oaxaca , Puebla , Querétaro, 
Quintana Roo, San Luis Potosí, Sonora, Tabasco, Tamaulipas, Tlaxcala 
y Yucatán)  en los restantes se ha optado por la figura de la reparación 
moral (Chiapas, Durango, Guanajuato, Guerrero, Hidalgo, Nuevo León, 
Sinaloa , Veracruz y Zacatecas). 

La diferencia estriba en que el daño moral es una figura que 
expresamente busca proteger el derecho a la vida privada,  al honor 
y a la propia imagen y la reparación moral no fue creada para este 
propósito , pero lo hace, en buena med ida, por analog ía y mayoría 
de razón . 

La Ley de responsabil idad civi l para la protección 
del derecho a la vida privada, al  honor y a la propia 
i magen del Distrito Federal 

Con fecha 27 de abri l del año en curso la Asamblea Legislativa aprobó 
la Ley de Responsabilidad Civil para la protección de la vida privada, 
el honor y la propia imagen en el Distrito Federal. En esta Ley se busca 
proteger el derecho a la vida privada, al honor y a la propia i magen 
a la luz de los estándares democráticos internacionales, tal y como 
se han expuesto , en los párrafos anteriores . 
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Para tal efecto, esta ley considera que las figuras de la d ifamación y 
de las calumnias previstos como tipos penales en el Código Penal 
vigente en el D istrito Federal y la figura del daño moral inclu ida en el 
Código Civi l  para el Distrito Federa l  vigente deben ser sustitu idas por 
una ley especial de naturaleza civi l que,  por un lado, despenal ice los 
denominados delitos contra el honor y, por otro, que permita un proceso 
ági l ,  eficaz y pertinente para resarcir los derechos de la personalidad 
lesionados con motivo del ejercicio del derecho a las l ibertades de 
expresión e información . 

La presente ley es la primera en integrar las propuestas de avanzada 
de los tratadistas europeos, norteamericanos y latinoamericanos que 
se han ocupado de la forma de regulación de esta materia .  

Por primera vez se integra el concepto de Malicia Efectiva para el caso 
de que quien promueva tenga la cal idad de servidor o figura públ ica 
y se modifican los alcances del Daño Moral para situarlo en el daño 
del patrimonio moral . Se redimensionan las sanciones de defensa del 
patrimonio moral en el ámbito civil qu itando las medidas intimidatorias 
en materia penal . 

Lo anterior con la final idad de garantizar primordialmente los derechos 
de la personalidad, que de manera enunciativa y no l imitativa centramos 
en vida privada , honor y propia imagen ,  sin que su debida protección 
se convierta en un instrumento de represión a las l ibertades de 
expresión e información por parte de los servidores o figu ras públ icas 
cuya protección se l imita en la medida en que optaron por entrar  al 
escrutinio público por las funciones o notoriedad de sus actividades. 

La Ley circunscribe su alcance en el artículo 1 : 

Las disposiciones de esta ley son de orden e interés públ ico y de 
observancia general en el Distrito Federal ,  y se inspiran en la protección 
de los Derechos de la Personal idad a nivel internacional reconocidos 
en los términos del artículo 1 33 de la Constitución Pol ítica de los 
Estados Unidos Mexicanos. Tiene por final idad regular el daño al 
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patrimonio moral derivado del abuso del derecho de la i nformación 
y de la l ibertad de expresión. 

Tratándose de daño a l  patrimonio moral d iverso a l  regu lado en el  
párrafo que antecede,  se seguirá rigiendo por lo d ispuesto en el  
artículo 1 9 1 6  del Código Civil para el  Distrito Federal 

Entre los pri ncipales aportes de la ley que permite aseverar que 
se trata de una legislación de avanzada destacan :  

1 .  Se  regula el  daño a l  patrimonio mora l  derivado de l  uso abusivo 
del derecho de la información y de la  l ibertad de expresión. 

2 .  Se establece la protección de los derechos de la personal idad a 
la  luz de los tratados y convenios internacionales en términos del 
artículo 1 33 constitucional .  

3 .  En caso de falta de d isposición expresa se establece la 
supletoriedad del Código Civil para el  Distrito Federal  en lo 
conducente. 

4 .  Determina la garantía de los siguientes derechos de la personalidad: 
el derecho a la vida privada , a l  honor y la  propia imagen . 

5 .  Se identifican el derecho a la información y la l ibertad de expresión 
e información como base de la democracia .  

6 .  Se determina la protección civil de l  derecho a la  vida privada, a l  
honor y la propia imagen. Garantiza el derecho de la personal idad 
para las personas físicas y la persona moral en lo que es compatible 
con la naturaleza de esta ú ltima.  

7. Se precisan las defi niciones a emplear en la apl icación de la  ley, 
incluyendo la del patrimonio moral ,  derecho de la personal idad y 
figura pública. 
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8 .  Se definen por capítu lo la vida privada, el honor y la propia imagen 
determinando los supuestos normativos de protección y sus 
alcances. 

9. Se introduce la figura de la real  mal icia en los siguientes términos:  

Artículo 30. Los servidores públ icos afectados en su patrimonio 
moral por opin iones o informaciones d ifundidas a través de los 
medios de comunicación deberán probar: 
l. Que la información fue d ifundida a sabiendas de su 

falsedad ; 
1 1 .  Que la información fue d ifundida con total despreocupación 

sobre si era falsa o no; y, 
1 1 1 .  Que se h izo con el ún ico propósito de dañar. 

1 O .  Se establecen los alcances de informaciones de interés públ ico 
para efectos del apartado del daño al patrimonio mora l .  

1 1 .  Se cambia de los ju icios ord inarios a los ju icios en vía de 
controversia como procedimiento para la defensa del derecho a 
la vida privada, al honor y la propia imagen con lo que se simplifican 
los plazos y se agi l iza la resolución para ambas partes . 

1 2 . Se privilegia el resarcimiento (dejar las cosas en el estado en que 
se encontraban antes del daño) con lo que se previene que el 
ju icio sea motivado por el ánimo de lucro. 

1 3 . En caso de imposibi l idad de resarcir se fija una indemnización 
racional . 

1 4 . Se sanciona la reincidencia .  

1 5 . Se faculta al Juez para que d icte las medidas de apremio para 
el cumpl imiento de la sanción . 

1 6 . Se derogan los delitos contra el honor y contra la intimidad personal , 
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lo que deja en un uso racional de la sanción ,  la  responsabi l idad 
en vía civi l .  

1 7. Se establecen los alcances de informaciones de interés públ ico 
para efectos del apartado del daño a l  patrimonio moral .  

1 8. Se cambia de los ju icios ordinarios a los juicios en vía de 
controversia como procedimiento para la defensa del derecho a 
la vida privada, al honor y la propia imagen con lo que se simplifican 
los plazos y se agi l iza la resolución para ambas partes. 

1 9. Se privilegia el resarcimiento (dejar las cosas en e l  estado en que 
se encontraban antes del daño) con lo q ue se previene que el  
juicio sea motivado por el ánimo de lucro. 

20. En caso de imposibi l idad de resarcir se fija una indemnización 
raciona l .  

A continuación se transcribe esta normativa por  considerar que se 
trata de una pieza juríd ica que regula adecuadamente la l ibertad de 
expresión con la responsabi l idad : 

LEY D E  RESPONSABI LI DAD C IVI L PARA LA 
PROTECCIÓN DEL DERECHO A LA VIDA PRIVADA, 
EL HONOR Y LA PROPIA IMAGEN EN EL DISTRITO 
FEDERAL 

PREÁMBULO 

(Publ icada en la Gaceta Oficial del Distrito Federal  el 1 9  de mayo de 
2006) 

(Al margen superior izquierdo dos escudos que dicen : GOBIERNO 
DEL DISTRITO FEDERAL.- México, la Ciudad de la Esperanza.­
JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL) 
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ALEJANDRO DE JESÚS ENCINAS RODRIGUEZ Jefe de Gobierno 
del Distrito Federal ,  a sus habitantes sabed : 

Que la Honorable Asamblea Legislativa del Distrito Federa l ,  1 1 1  
Legislatura , s e  h a  servido d irig irme e l  siguiente: 

DECRETO 

(Al margen superior izquierdo el Escudo Nacional que d ice: 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.- ASAMBLEA LEGISLATIVA 

DEL DISTRITO FEDERAL, 1 1 1  LEGISLATURA) 

ASAMBLEA LEGISLATIVA DEL DISTRITO FEDERAL 
111 LEGISLATURA 

D E C R E T A 
LEY DE RESPONSABILIDAD CIVIL PARA LA PROTECCIÓN 

DEL DERECHO . · . .  · · 

A LA VIDA PRIVADA, EL HONOR Y LA PROPIA IMAGEN 
EN EL DISTRITO FEDERAL 

TITULO PRIMERO 
Disposiciones comunes 

CAPITULO 1 

Disposiciones generales 

Artículo 1 .- Las disposiciones de esta ley son de orden e interés público 
y de observancia general  en el Distrito Federa l ,  y se inspiran en la 
protección de los Derechos de la Personalidad a nivel internacional 
reconocidos en los términos del artículo 1 33 de la Constitución Pol ítica 
de los Estados Unidos Mexicanos. 

Tiene por final idad regular el daño al patrimonio moral derivado del 
abuso del derecho de la información y de la l ibertad de expresión . 
Tratándose de daño al patrimonio moral d iverso al regulado en  el 
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párrafo que antecede,  se seguirá rigiendo por lo d ispuesto en el artículo 
1 9 1 6  del Código Civi l para el D istrito Federa l .  

Artículo 2 .... A falta de disposición expresa de este ordenamiento, serán 
aplicables las del derecho común contenidas en el Código Civi l  para 
el Distrito Federal ,  en todo lo que no se contraponga al presente 
ordenamiento. 

Artícu lo 3.· La presente Ley tiene por objeto garantizar los 
sigu ientes Derechos de la Personalidad: el derecho a la vida privada, 
al honor y la propia imagen de las personas en el Distrito Federa l .  

Artículo 4.· Se reconoce el derecho a la información y las l ibertades 
de expresión e información como base de la democracia instaurada 
en el sistema de vida fundado en el constante mejoramiento económico, 
social y cultural del pueblo que tiene como presupuesto fundamental 
la defensa de los derechos de personalidad de los mexicanos. 

Artículo 5.- El derecho a la vida privada, a l  honor y la propia imagen 
serán protegidos civi lmente frente a todo daño que se les pudiere 
causar derivado de acto i l ícito, de acuerdo con lo establecido en la 
presente ley. 

Artículo 6.- Los derechos de la personal idad corresponden a las 
personas físicas y son inal ienables, imprescriptibles, i rrenunciables 
e inembargables. 
La persona moral también goza de estos derechos, en lo  que sea 
compatible con la naturaleza juríd ica de ésta . 

Artículo 7 .... Para los efectos de esta ley se entiende por: 

l .  Ley: La Ley de Responsabilidad Civil para la protección del Derecho 
a la Vida Privada ,  el Honor y la Propia Imagen en el Distrito 
Federal .  

1 1 .  I nformación d e  Interés Públ ico: E l  conjunto d e  datos ,  hechos y 
actos que tienen como propósito servir a las personas para la toma 
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de decisiones, de manera que se enriquezca la convivencia y 
participación democrática . 

1 1 1 .  Servidor Públ ico :  Los Representantes de elección popular, a los 
miembros del Poder Judicial del Distrito Federal ,  los funcionarios 
y empleados, y, en general , a toda persona que desempeñe un 
empleo, cargo o comisión de cualqu ier natura leza en la  
Admin istración Públ ica de l  Distrito Federa l ,  as í  como servidores 
de los organ ismos autónomos por ley. 

IV. Derecho de Persona l idad : Los b ienes constitu idos por 
determinadas proyecciones , físicas o ps íqu icas del  ser humano, 
relativas a su integridad física y menta l ,  que las atribuye para sí 
o para algunos sujetos de derecho, y que son individual izadas 
por el ordenamiento jurídico. Los derechos de personalidad tienen, 
sobre todo,  un valor moral ,  por lo que componen el patrimonio 
moral de las personas. 

V. Ejercicio del Derecho de Personal idad : La Facultad que tienen 
los individuos para no ser molestados , por persona alguna, en el 
núcleo esencial de las actividades que leg ítimamente deciden 
mantener fuera del conocimiento públ ico,  para oponerse a la 
reproducción identificable de sus rasgos físicos sobre cualquier 
soporte material sin su consentimiento y el respeto a la 
valoración que las personas hacen de la personalidad ético-social 
que se identifican con la buena reputación y la fama . 

VI . Patrimonio Mora l :  Es el conjunto de bienes no pecuniarios, 
obl igaciones y derechos de una persona , que constituyen una 
universal idad de derecho. Se conforma por los derechos de 
personal idad . 

VI l .  Figura públ ica : La persona que posee notoriedad o trascendencia 
colectiva , sin ostentar un cargo públ ico,  y aquellas otras que 
alcanzan cierta publ icidad por la actividad profesional que 
desarrol lan o por difundir habitualmente hechos y acontecimientos 
de su vida privada. 

Artículo 8.- El ejercicio de la l ibertad de expresión y el derecho a la 
información y el derecho a informar se debe ejercitar en armon ía con 
los derechos de personal idad . 
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TÍTU LO SEGUNDO 
Vida privada, honor y propia imagen 

CAPÍTULO 1 

Vida privada 

Artículo 9.- Es vida privada aquel la que no está dedicada a una 
actividad públ ica y, que por ende, es intrascendente y sin impacto en 
la sociedad de manera d i recta; y en donde,  en principio, los terceros 
no deben tener acceso alguno, toda vez que las actividades que en 
el la se desarrol lan no son de su incumbencia ni les afecta . 

Artículo 1 0.- El derecho a la vida privada se material iza al momento 
que se protege del conocimiento ajeno a la fami lia , domici l io, papeles 
o posesiones y todas aquellas conductas que se l levan a efecto en 
lugares no abiertos al públ ico, cuando no son de interés público o no 
se han d ifundido por el  titu lar del derecho .  

Artículo 1 1 .- Como parte de la  vida privada se tendrá derecho a la 
intimidad que comprende conductas y situaciones que, por su contexto 
y que por desarrol larse en un ámbito estrictamente privado, no están 
destinados al conocimiento de terceros o a su d ivulgación , cuando 
no son de interés públ ico o no se han difundido por el  titu lar del 
derecho. 

Artículo 1 2.- Los hechos y datos sobre la vida privada ajena no deben 
constituir  materia de i nformación . No pierde la condición de íntimo n i  
de vida privada aquello que i l ícitamente es difundido. 

CAPÍTULO 1 1  

Derecho al honor 

Artículo 1 3.- El  honor es la valoración que las personas hacen de la 
person a l idad ét ico-soc ia l  de un sujeto y com p rende  las  
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representaciones que la persona tiene de sí misma, que se identifica 
con la buena reputación y la fama. 

El honor es el bien juríd ico constitu ido por las proyecciones 
psíquicas del sentimiento de estimación que la persona tiene de sí 
misma, atendiendo a lo que la colectividad en que actúa considera 
como sentimiento estimable. 

Artículo 1 4.- El carácter molesto e hiriente de una i nformación no 
constituye en sí un l ímite al  derecho a la información ,  para 
sobrepasar el l ím ite de lo tolerable, esas expresiones deberán ser 
insultantes, insinuaciones i nsidiosas y vejaciones, innecesarias en el 
ejercicio de la l ibertad de expresión y derecho a la información .  
Por lo tanto, la  emisión de juicios insultantes por sí mismas en cualquier 
contexto, que no se requieren para la labor informativa o de formación 
de la opinión que se realice, supone un daño injustificado a la dignidad 
humana. 

Artículo 1 5.- En n ingún caso se considerará como ofensas al honor, 
los j u icios desfavorables de la crítica l iteraria ,  art ística , h istórica ,  
científica o profesional ;  e l  concepto desfavorable expresado en 
cumpl imiento de un  deber o ejerciendo un derecho siempre que e l  
modo de proceder o la falta de reserva, cuando debió haberla , no 
demuestre un  propósito ofensivo. 

CAPITULO 1 1 1  

Propia imagen 

Artículo 1 6.- La imagen es la reproducción identificable de los rasgos 
físicos de una persona sobre cualqu ier soporte material . 

Artículo 1 7.- Toda persona tiene derecho sobre su imagen, que se 
traduce en la facultad para d isponer de su apariencia autorizando, 
o no, la captación o d ifusión de la misma. 
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Artículo 1 8.- Para efectos del presente Capítulo, constituirá acto i l ícito 
la d ifusión o comercial ización de la imagen de una persona sin su 
consentimiento expreso. 

Artículo 1 9.- La imagen de una persona no debe ser publ icada ,  
reproducida, expuesta o vendida en forma alguna s i  no es  con su 
consentimiento, a menos que dicha reproducción esté justificada por 
la notoriedad de aquel la, por la función públ ica que desempeñe o 
cuando la  reproducción se haga en re lación con hechos,  
acontecimientos o ceremonias de interés públ ico o que tengan lugar 
en públ ico y sean de interés públ ico. 

Artículo 20.- Cuando la imagen de una persona sea expuesta o 
publ icada, fuera del caso en que la exposición o la publ icación sea 
consentida, con perju icio de la reputación de la persona,  la autoridad 
judicia l ,  por requerimiento del interesado, puede d isponer que cese 
el abuso y se reparen los daños ocasionados. 

Artículo 21 .- El derecho a la propia imagen no impedirá :  

l .  Su captación, reproducción o publ icación por cualqu ier medio, 
cuando se trate de personas que ejerzan un cargo públ ico o una 
profesión de notoriedad o proyección públ ica y la imagen se capte 
durante un acto públ ico o en lugares abiertos al públ ico que sean 
de interés públ ico .  

1 1 .  La uti l ización de la caricatura de dichas personas, de acuerdo con 
el uso socia l .  

1 1 1 .  La  información gráfica sobre un suceso o acontecimiento públ ico 
cuando la imagen de una persona determinada aparezca como 
meramente accesoria . 
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TITULO TERCERO 
Afectación al patrimonio moral 

CAPITULO 1 

El daño al patrimonio moral 

Artículo 22.- Para la determinación de las obligaciones que nacen 
de los actos i l ícitos se estará a lo dispuesto por el Código Civil para 
el D istrito Federal en todo lo que no contravenga al presente 
ordenamiento. 

Artículo 23.- La violación a los derechos a la vida privada , al honor 
y/o a la propia imagen constituyen un menoscabo al patrimonio moral ,  
su afectación será sancionada en los términos y condiciones 
establecidos en el presente ordenamiento .  

Artículo 24.- El daño se reputará moral cuando e l  hecho i l ícito 
menoscabe a los componentes del patrimonio moral de la v íctima. 
Enunciativamente se consideran parte del patrimonio moral ,  el afecto 
del titu lar del patrimonio moral  por otras personas, su estimación por 
determinados bienes, el derecho al secreto de su vida privada , así 
como el honor, el decoro, el prestigio, la buena reputación y la i magen 
de la persona misma. 

Artículo 25.- No se considerará que se causa daño al patrimonio moral 
cuando se emitan opin iones, ideas o ju icios de valor sobre cualqu ier 
persona , siempre y cuando no se uti licen palabras, frases o expresiones 
insultantes por sí mismas, innecesarias para el ejercicio de la l ibertad 
de expresión. 

Las imputaciones de hechos o actos que se expresen con apego a 
la veracidad , y sean de interés público tampoco podrán ser motivo 
de afectación al patrimonio moral .  
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CAPÍTULO 1 1  

Afectación en cuanto a propia imagen 

Artículo 26.- La captación, reproducción o publicación por fotografía , 
filme o cualquier otro procedimiento, de la imagen de una persona en 
lugares o momentos de su vida privada o fuera de ellos sin la autorización 
de la persona constituye una afectación al patrimonio moral .  
La utilización del nombre ,  de la voz o de la imagen de una persona 
con fines peyorativos, publicitarios, comerciales o de naturaleza análoga 
dará lugar a la reparación del daño que por la difusión de la misma 
se genere.  
M ientras no sea condenado por sentencia ejecutoriada ,  el probable 
responsable tiene derecho a hacer valer el respeto a su propia imagen. 

Artículo 27.- No se reputarán intromisiones i leg ítimas las actuaciones 
autorizadas o acordadas por la Autoridad competente de acuerdo con 
la ley, n i  cuando predomine un interés públ ico ,  histórico, científico o 
cultura l .  

CAPÍTULO 1 1 1  
Malicia efectiva 

Artículo 28.- La mal icia efectiva se configura en los casos en que el 
demandante sea un servidor públ ico y se sujetará a los térm inos y 
cond iciones del presente cap ítulo. 

Artículo 29.- Se prohíbe la reparación del daño a los servidores 
públ icos que se encuentren conten idos en los supuestos del 
presente título, a no ser prueben que el acto il ícito se realizó con malicia 
efectiva . 

Artículo 30.- Los servidores públicos afectados en su patrimonio moral 
por opiniones y/o informaciones , conforme al artículo 33 de la ley, 
d ifundidas a través de los medios de comunicación e i nformación, 
deberán probar la existencia de la malicia efectiva demostrando: 
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l .  Que l a  información fue difundida a sabiendas de su falsedad ; 
1 1 .  Que la información fue difundida con total despreocupación sobre 

si era falsa o no; y, 
1 1 1 .  Que se h izo con el único propósito de dañar. 

Artículo 31 .- En el caso de las figu ras públ icas, la acción procederá 
siempre y cuando se p ruebe la fracción 1 del artículo anterior. 

Artículo 32.- En los demás casos bastará q ue se demuestre la  
negl igencia inexcusable de l  demandado. 

Artículo 33.- Los servidores públicos tendrán l imitado su derecho al 
honor, a la vida privada y a su propia imagen como consecuencia del 
ejercicio de sus funciones sometidas al escrutin io públ ico. 

Articulo 34.- Para efectos de este apartado.  Se reputarán 
informaciones de interés público :  

l .  Los datos y hechos sobre el desempeño, en el sentido más amplio, 
de los servidores públ icos, la administración pública y organismos 
privados que ejerzan gasto público o cumplan funciones de 
autoridad . 

1 1 .  Los datos sobre acontecimientos naturales, sociales, pol íticos, 
económicos y culturales que pueden afectar, en sentido positivo 
o negativo a la sociedad en su conjunto. 

1 1 1 .  Aquella información que sea útil para la toma de decisiones de las 
personas, para ejercer derechos y cumpl ir obl igaciones en una 
sociedad democrática . 

TÍTULO CUARTO 

Medios de defensa del derecho a la vida privada, al honor y la 
propia imagen 

Artículo 35.- La tramitación de la acción se sujetará a los plazos y 
condiciones establecidos para los procedi mientos en Vía de 
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Controversia en el Cód igo de Procedimientos Civi les para el Distrito 
Federal . 

Artículo 36.- Para que se produzca el daño al patrimonio moral se 
requ iere :  

l .  Que exista afectación e n  l a  persona, de los bienes tutelados en 
la presente ley; 

1 1 .  Que esa afectación sea a consecuencia de un acto i l ícito; y 
1 1 1 .  Que haya u n a  re lac ión de ca usa-efecto entre a m bos 

acontecimientos. 
Para la procedencia de la acción se deberá tomar en cuenta la mayor 
o menor d ivulgación que el hecho lesivo ha tenido, las condiciones 
personales de la víctima y las demás circunstancias del caso. 

Artículo 37.- La carga de la prueba recaerá, en principio sobre el actor, 
quien deberá demostrar el daño en su derecho de personalidad 
derivado de un hecho i l ícito. 
La valoración del daño al patrimonio moral debe ser realizada tomando 
en cuenta la personal idad de la v íctima,  su edad , posición 
socioeconómica y naturaleza pública o privada ,  la índole del hecho 
i l ícito, la gravedad objetiva del perjuicio , la mayor o menor divulgación. 

Artículo 38.- Las acciones para exigi r  la reparación del daño, 
contenidas en la presente ley, prescrib i rán a los dos años de la fecha 
en que se causó efectivamente el daño que contará a partir de la 
realización del acto que se presume i l ícito . 

TiTULO QUINTO 

Respo nsabilidades y sanciones 

Artículo 39.- La reparación del daño comprende la publ icación o 
divulgación de la sentencia condenatoria, a costa del demandado, en 
el medio y formato donde fueron d ifundidos los hechos y/u opiniones 
que constituyeron la afectación al patrimonio moral . 
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Artículo 40.- En ningún caso, las sanciones derivadas del daño a l  
patrimonio moral serán privativas de la l ibertad de las personas. 

Artículo 41 .· En los casos en que no se pudiere resarcir el daño en 
términos del artículo 39 se fijará indemnización tomando en cuenta 
la mayor o menor divulgación que el acto i l ícito hubiere tenido, las 
condiciones personales de la víctima y las demás ci rcunstancias del 
caso, en ningún caso el monto por indemnización deberá exceder de 
trescientos cincuenta d ías de salario mínimo general vigente en el 
Distrito Federal ,  lo anterior no incluye los gastos y costas que deberá 
sufragar y q ue podrán ser restitu idos conforme lo que dispone en 
estos casos el Código Procedimientos Civiles para el Distrito Federal .  
En los casos de los sujetos contemplados en el artículo 33 de esta 
ley el Juez podrá, dependiendo las características especiales del caso, 
disminuir hasta en un setenta por ciento la cantidad máxima establecida 
en el presente art ículo.  

Artículo 42.- Mientras no sea ejecutoriada la sentencia no se tendrá 
por totalmente concluido el expediente. El juez podrá dictar las medidas 
de apremio que la ley le autorice para el debido cumpl imiento de la 
sanción . 

Artículo 43.- En caso de reincidencia ,  en el plazo de un año, el Juez 
podrá imponer hasta en una mitad más del monto máximo por 
indemnización . 

Artículo 44.- Las resoluciones derivadas por el la acción de daño moral 
podrán ser impugnadas conforme a los procedimientos y plazos que 
establece el Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal .  

TRANSITORIOS 

Pri mero.- La presente Ley entrará en vigor al d ía siguiente de su 
publ icación en la Gaceta Oficial del Distrito Federal .  
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Segundo.- Se deroga el ú ltimo párrafo del artículo 1 9 1 6  y el artículo 
1 9 1 6  bis del Código Civi l para el  Distrito Federa l .  

Tercero.- Se deroga e l  Título Décimo Tercero referente a "Delitos contra 
la intimidad personal y la inviolabilidad del secreto" Capítulo 1 "Violación 
de la I ntimidad personal" ,  Artículo 2 1 2  sin menoscabo de lo 
establecido en el 2 1 3  quedando el Título como " Inviolabi l idad del 
secreto" y el Título Décimo Cuarto del Código Penal para el D istrito 
Federal nominado: "Delitos contra el honor" Artículos 2 1 4, 2 1 5 ,  2 1 6, 
2 1 7, 2 1 8 y 2 1 9. 

Cuarto.- Los juicios en materia civi l que se estén tramitando antes 
de la entrada en vigor de la presente ley se sujetarán en los sustantivo 
a la ley vigente al momento en que ocurrieron los hechos. Los de 
materia penal se sobreseerán al momento de la entrada en vigor de 
la presente ley. En cuanto al procedimiento las partes de común 
acuerdo podrán solicitar al Juez que tenga a su cargo el caso, la 
continuación del procedimiento en los términos de la presente ley. 

Quinto.- Publ íquese en la  Gaceta Oficial del Distrito Federal y para 
su mayor d ifusión en el Diario Oficial de la  Federación.  

RÚ BRICA 

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a los veintisiete 
d ías del mes de abril del año dos mil seis.- POR LA MESA 
DIRECTIVA.- DIP. MARÍA GUADALU PE CHAVIRA DE LA ROSA, 
PRESIDENTA.- DIP. JORGE GARCÍA RODRÍGUEZ, SECRETARIO.­
DIP. MARÍA TERESITA DE J ESÚS AG U I LAR MARMOLEJO, 
S ECRETARIA.- (Firmas) 

En cumpl imiento de lo d ispuesto por los artículos 1 22,  apartado C, 
Base Segunda , fracción 1 1 ,  i nciso b) de la Constitución Pol ítica de 
los Estados Unidos Mexicanos; 48, 49 y 67, fracción 1 1  del Estatuto 
de Gobierno del Distrito Federa l ,  y para su debida publ icación y 
observancia ,  expido el presente Decreto Promulgatorio ,  en la 
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Residencia Oficial del Jefe de Gobierno del Distrito Federal ,  en la 
Ciudad de México a los once d ías del mes de mayo del dos mi l  seis .­
EL JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, ALEJANDRO 
DE JESÚS ENCINAS RODRÍGUEZ.- FIRMA.- EL SECRETARIO DE 
GOBIERNO, RICARDO RUIZ SUÁREZ.- FI RMA. 
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El atraso en materia de derecho positivo de la i nformación constituye 
uno de los obstáculos principa les para avanzar por la ruta de la 
democracia informativa, tarea que en México sigue una asignatura 
pendiente .  No obstante, en los últimos años se ha podido observar 
que legislar por aproximaciones sucesivas identificando uno a uno 
los aspectos de consenso m ín imo ha resultado u n  método eficaz. El 
estado que guarda el derecho positivo de la información muestra los 
siguientes rasgos distintivos: 

1 .  Los artículos 6 y 7 de la Constitución Pol ítica de los Estados Unidos 
Mexicanos son genéricos en el reconocimiento de las l ibertades 
de expresión y de información , además de introducir términos 
confusos como l ímites al ejercicio de dichas libertades, circunstancia 
que ha generado abusos para establecer los conceptos de vida 
privada, moral y orden público en el transcurso de la historia 
constitucional y juríd ica del país ,  tarea que remedialmente ha 
intentado aclarar  el Poder Judicial de la Federación. 

2. El derecho a la información , previsto en el ú ltimo párrafo del artículo 
6 de la Constitución, ha causado una gran polémica debido a la 
vaguedad conceptual con que se real izó la adición constitucional 
de 1 977, así como por la ausencia de una ley reglamentaria que 
desarrolle en detal le e l  espíritu de semejante reforma. En todo caso, 
el derecho de la información debe generar un derecho en favor 
de los gobernados y una obligación correlativa a cargo de los 
gobernantes, consistente en proporcionar a los ciudadanos la 
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información de interés público necesaria para traducir precisamente 
la noción de ciudadan ía en un acto cotidiano y verificable. 

3. El proceso de secu larización juríd ico-constitucional de la vida 
nacional ,  tras el periodo de independencia y de formación del 
Estado-nación mexicano, ha generado que a la fecha los ministros 
de los cu ltos rel ig iosos te ngan derechos fu nd amentales 
suspend idos, particularmente en cuanto al ejercicio pleno de las 
l ibertades de expresión y de información previstas en la Carta 
Magna, lo que pone de rel ieve el desfase legal de México en el 
concierto de las naciones y la flagrante violación del ordenamiento 
jurídico internacional en materia de derechos humanos que el pa ís 
ha ratificado por la v ía de los tratados internacionales . 

4 .  La leg islación de prensa descansa en la Ley de Imprenta, previa 
a la entrada en vigor de la Constitución pol ítica de 1 91 7, motivo 
por el que frecuentemente su val idez ha sido cuestionada lo que 
genera problemas de eficacia normativa , en virtud de que en la 
práctica no se obedece, ni en un sentido positivo cuando los 
destinatarios de la ley ajustan su conducta a las hipótesis normativas 
que contiene , ni en sentido negativo, pues en la mayor parte de 
los casos los órganos jurisd iccionales no imponen las sanciones 
previstas en la ley a quienes real izan conductas contrarias a las 
establecidas. 

5. En México, la publicidad oficial a la prensa se otorga sin normativa 
propia, circunstancia que ha permitido el uso patrimonial de los 
recursos públ icos donde es posible privilegiar la imagen personal 
de los gobernantes sobre los contenidos de interés público con cargo 
al contribuyente, además, por supuesto, de constitu irse como un 
mecanismo de castigo y recompensa a los medios lo q ue vulnera 
el derecho de los ciudadanos a recib ir  información veraz, 
completa y equi l ibrada. 

6. El rég imen juríd ico mexicano establece un proced imiento de 
concesiones y permisos de radio y televisión, que atribuye al 
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Ejecutivo Federal facultades d iscrecionales amplísimas para decidir 
a qu iénes, con qué criterios y en qué plazas del país se otorgan 
estas concesiones y permisos. Este singular sistema ha generado 
que en muchos casos los concesionarios y permisionarios sean 
entidades afines al gobierno, lo que impide que a través de la radio 
y la televisión se refleje la plu ra l idad de fuerzas pol íticas ,  sociales 
y cultura les que moldean a la nación . 

7. Los tiempos otorgados al Ejecutivo Federal en la radio y la televisión, 
previstos en la legislación vigente , han puesto al gobierno en una 
ventaja i leg ítima -pero formalmente legal- en comparación con los 
partidos pol íticos de oposición ,  pues goza de espacios privilegiados 
de transmisión permanente y gratuitos en los medios electrónicos 
para d ifundir los programas del gobierno, con fines pol ítico­
electorales, en perju icio de la equ idad y de la igualdad que debe 
procurarse siempre, pues los partidos pol íticos de oposición 
únicamente tienen acceso a estos tiempos en periodos electorales, 
m ientras que el gobierno puede uti l izar estos espacios de d ifusión 
para su promoción pol ítica cotidiana . 

8. El Consejo Nacional de Radio y Televisión, previsto por la ley con 
representatividad ajena al Poder Ejecutivo para coord inar algunos 
preceptos de la Ley Federal de Radio y Televisión , posee existencia 
legal ,  pero hasta el 2002 ha empezado ha tener vida material como 
resu ltado de la reforma al Reglamento de la LFRT de ese año que 
incorpora la figura de invitado permanente de la sociedad civi l .  Aun 
así, las labores del Consejo son acotadas y no se reflejan en la 
programación de los medios electrónicos. 

9. El régimen juríd ico de las telecomun icaciones registra un  avance 
sign ificativo en relación con el conjunto de normas juríd icas que 
regu lan la radio y la televisión, aunque persiste una presencia activa 
del Ejecutivo Federal como centro de atribución de competencias , 
más a l l á  de  las p ráct icas democráticas i nternaciona les ,  
particu larmente en cuanto a l  nombramiento discrecional de los 
integrantes de la Comisión Federa l  de Telecomun icaciones 

643 



Ernesto Villanueva 

Artículo 30.- Los servidores públ icos afectados en su patrimonio 
moral por opiniones o Artículo 30.- Los servidores públicos afectados 
en su patrimonio moral por opiniones o informaciones d ifundidas 
a través de los medios de comunicación deberán probar: 

l .  Que l a  información fue difundida a sabiendas d e  s u  falsedad ; 
1 1 .  Que la información fue difundida con total despreocupación sobre 

si era falsa o no; y, 
1 1 1 .  Que se hizo con el único propósito de dañar a la calidad requerida 

para su nominación.  

1 O .  Los medios de información del  Estado son en México med ios de 
difusión del  Ejecutivo Federal ,  y ahora del  Poder Legislativo Federal 
y del Poder Judicial de la Federación , en virtud de que tanto el 
nombramiento como la remoción de sus d irectores,  así como la 
de los i nteg ra ntes de sus j u ntas d i rectivas dependen 
discrecionalmente de los titu lares de los poderes a cuyo ámbito 
pertenecen los medios. Por tal razón, los medios de financiamiento 
público se destinan a satisfacer las necesidades informativas que 
tenga a bien acordar el Ejecutivo Federal , el Legislativo o el Judicial ,  
en perju icio de la seguridad juríd ica de expresión de las d iversas 
corrientes pol íticas, sociales y culturales del país. Lo mismo puede 
decirse por lo que se refiere a los med ios que viven con cargo 
al erario en los Estados federados de México . 

1 1 .  La aprobación de la Ley Federal  de Transparencia y Acceso a la 
I nformación Públ ica Gubernamental ha representado un avance 
importante en el derecho a la información, pues es posible notar 
que el cumpl imiento de la ley empieza a ser crecientemente 
observado por los titu lares del derecho y, particularmente, por los 
sujetos obl igados por la ley a informar. 

1 2 . La cláusula de conciencia y el marco legal de la profesión 
periodística no forman parte del régimen jurídico mexicano, aunque 
hay diversas in iciativas legislativas en el congreso de la Un ión 
para dar vida juríd ica a estos derechos. El derecho de répl ica en 
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los medios electrónicos se ha regulado inadecuadamente,  razón 
por la cual resulta una norma imperfecta y carente de eficacia 
normativa . 

1 3 . El secreto profesional del period ista se ha regulado en México de 
manera adecuada tanto en el ámbito federal como en el Distrito 
Federal. En el caso de la capital del país se expidió una ley especial 
sobre esta materia que considera a este derecho como absoluto. 

14 .  Los sueldos bajos que percibe la mayoría de los periodistas han 
provocado que se desnatural ice el sentido deontológico y 
teleológ ico del quehacer period ístico al introducir un sistema 
compensatorio del ingreso, a cambio del cual se sol icita -como 
tendencia- renunciar al principio de veracidad informativa e 
introducir, en su lugar, el fundamento, conforme al cual habría que 
maximizar los aciertos de los gobernantes y de los diversos actores 
pol íticos ,  económicos o sociales con poder económico y 
min imizar sus fal las o errores. 

1 5. En la in iciativa de despenal ización de los del itos contra el honor 
que ha promovido la Comisión lnteramericana de Derechos 
Humanos se han dado pasos significativos en México.  En efecto, 
en el ámbito federa l  se han el iminado las figuras de los del itos 
de difamación y calumnias. En el Distrito Federal se ha hecho lo 
propio, pero además se ha aprobado una moderna legislación civi l 
que recoge las mejores prácticas democráticas internacionales 
en esta materia,  siendo el precedente más avanzado en el 
hemisferio .  

1 6. Pero si los medios y los periodistas ganan espacios jurídicos para 
optimizar el ejercicio periodístico no se advierte en la región una 
respuesta mediática en el mismo sentido. La responsabi l idad de 
los medios es algo que solo tiene lugar en las d iscusiones 
académicas, como regla genera l .  Responsabi l idad significa 
responder al públ ico. Los medios mexicanos, en su inmensa 
mayoría , manejan la empresa informativa como si se tratara de 
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un negocio privado sin ninguna relación con sus lectores, 
radioescuchas o televidentes. La simulación es grande. Casi todos 
tienen cód igos de ética o principios deontológicos, a cambio de 
que nunca se cumplan. Peor todavía, muchos periodistas 
desconocen su contenido y menos aún norman su contenido con 
reglas que no saben o no quieren saber. Por supuesto, los medios 
d ifícilmente podrían decir de manera públ ica que lo que el público 
piense o deje de pensar es algo que les tiene sin cuidado. Algunos 
medios real izan sus estud ios de mercado y sondeos de opinión 
con propósitos estrictamente comerciales, pero en la absoluta 
opacidad. ¿Cuántos de estos estud ios son del conocimiento 
públ ico? N inguno o casi n inguno. El problema es que los medios 
no son u na empresa cualqu iera .  Se supone que son los 
intermed iarios entre fuentes públ icas y privadas y el púbHco para 
satisfacer el derecho a saber. Cumplen o deben cumplir, pues, 
una función social . De ahí su particu laridad . Hay muchos tipos 
de información que los med ios deberían hacer públ ica , pero no 
lo hacen por ignorancia,  connivencia o inercia .  Salvo casos 
verdaderamente extraord inarios, los med ios no hablan de sí 
m ismos. La l ibertad de expresión se exige, reivindica y reclama 
solo de las puertas de la  empresa i nformativa hacia fuera .  Hacia 
adentro el autoritarismo goza de cabal salud en buena parte de 
las empresas , bajo el supuesto l levado al extremo de la l ibertad 
de empresa. Bienvenida la transparencia del gobierno, de quien 
usa recursos públ icos, de entidades de i nterés públ ico como los 
partidos e incluso de los sindicatos, pero se invisibi l iza, en el mayor 
número de los casos, cualquier nota que tenga que ver con la 
transparencia de los medios y su responsabil idad frente a l  público. 

Eso, se dice, es un ataque artero a la l ibertad de expresión. Se 
trata en real idad de un despropósito que raya o puede rayar en la 
impunidad . Veamos: ¿Es atacar en verdad la l ibertad de expresión 
cuando se informa a los lectores sobre los propios medios? ¿No 
sería positivo que los medios le dijeran a su públ ico qué es para 
el los una nota de interés público? ¿Cómo sabe el público qué 
esperar y cómo se va a l levar a cabo el tratamiento informativo de 
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X o Y tema? ¿Cómo el públ ico puede exigir que haya controles 
mínimos de cal idad tanto en el tratamiento de temas como al definir 
qué es noticia de aquella información que no lo es? ¿ Es atacar la 
l ibertad de expresión i nformar a los lectores su pol ítica editorial a 
detal le? ¿Es ofensivo para el públ ico conocer cuánta publ icidad 
privada y cuánta públ ica recibe el medio? ¿Algu ien cree que el lector 
se va a sentir molesto si el medio revela con datos externos y 
profesionales sus t irajes reales d iarios, semanales y mensuales? 

En España existe el l ibro blanco anual de la prensa donde 
voluntariamente los d iarios informan con l ujo de detal le sus cifras 
comerciales y su circulación y hasta ahora nadie se ha q uejado 
que los d iarios españoles incurran en falta . Es evidente que estas 
decisiones deben ser voluntarias y no por mandato de ley. Deben 
estar ancladas en la ética y la l ibertad para ser responsables. Sin 
l ibertad no hay responsabi l idad.  Y sin responsabi l idad los medios 
pueden desnaturalizar su papel de contrapeso del ejercicio del poder 
y de escrutadores de la cosa públ ica .  

647 



Derecho de la Información 

Bibl iografía 

Achi l le ,  Y. , Les télévisions publ iques en quete d 'aveni r, G renoble, Presses 

U niversitaries de G renoble, 1 994. 

Agu i lera Fernández, Antonio,  La l i bertad de expresión del ciudadano y la l ibertad de 
prensa o información: posibilidades y l ímites constitucionales, Madrid, Comares, 1 990. 

Alchourron , Carlos E.  y Bulygin ,  Eugenio, Análisis lógico y derecho, Madri d ,  Centro 
de Estudios Constitucionales, 1 991 . 

Alfonso Jimenez, Armando, Responsabi l idad social , autorreg ulación y legislación en 
radio y televisión, México ,  UNAM, 2002 . 

Anderson , Richard E . ,  "Branzburg v. Hayes : A need for Statutory Protection of N ews 
Sources", Kentucky Law Journal ,  Número 6 1 , 1 973. 

Ángel,  Benito, "El secreto de los periodistas", Boletín Informativo de la Fundación 

Juan March, p.  6.  

Arbós, Xavier y Giner, Salvador, La gobernabil idad. Ciudadanía y democracia en la 
encrucijada mundial ,  Madri d ,  Siglo xxi ,  1 993. 

Arredondo, Pablo, Así se calló el sistema. Comunicación y elecciones en 1 988, México, 

U nivers idad de Guadalajara, 1 99 1 . 

Asad,  Latif (ed . ), Walking the tightrope. Press freedom and professional standards 
in Asia,  Singapur, Asían Media l nformation and Communication Centre, 1 998. 

Austral ian Press Counci! ,  Freedom of the Press. Role of the Press Council ,  Sydney, 
1 986. 

Aznar, Hugo y Vi l lanueva, Ernesto (eds.) ,  Deontología y autorregulación informativa, 
México , U niversidad I beroamericana-Fundación Manuel Buend ía-UN ESCO, 2000. 

Azu rmendi ,  Ana , Derecho de la información. G u ía juríd ica para profesionales de la 
comunicación , Pamplona, Eunsa, 1 997. 

649 



Ernesto Villanueva 

Badeni ,  Gregorio, L ibertad de prensa, Buenos Aires, Abeledo-Perrot, 1 991 . 

Baksh i ,  P. M . ,  Law of defamation: sorne aspects, Bombay, Tripathi ,  1 986. 

Balaguer Cal lejón ,  María Luisa , E l  derecho fundamental al  honor, Madrid, Tecnos, 
1 992. 

Ballester, El iel C., Derecho de respuesta. Réplica. Rectificación, Buenos Aires, Astrea, 
1 987. 

Barcel lona, Pietro, Postmodernidad y comunidad. E l  regreso a la vinculación social ,  
Madrid ,  Trotta, 1 994. 

Bardem, Juan Antonio, "Una reflexión sobre la causa cinematográfica", Arte, política 
y Sociedad, Madrid ,  Ajuso, 1 976 . 

Barroso, Porfirio y Vázquez, Jesus María, Deontología de la informática, Madrid, Instituto 
de Sociología Aplicada ,  1 996. 

Bedoya, Ricardo, 1 00 años de cine en el Perú . Una historia crítica, Lima, Universidad 
de Lima, 1 995. 

Bel Mallen ,  J .L . ,  voz "autocontrol", Diccionario de Ciencias y Técnicas de la 
Comunicación, Madrid ,  Ediciones Paul inas, 1 991 . 

Beneyto, Juan ,  Ordenamiento jurídico de la información, Madrid , iep, 1 96 1 . 

Benito, Angel , "El secreto de los periodistas", Boletín Informativo de la Fundación 
Juan March,  Madrid , 1 976. 

--, La socialización del poder de informar, Madrid, Pirámide, 1 978. 

--,"El secreto de los periodistas", Boletín Informativo de la Fundación Juan March, 
Madrid, 1 976. 

Berdugo Gómez de la Torre, Ignacio, Honor y l ibertad de expresión, Madrid, Tecnos, 
1 987. 

Bertrand, Jean ,  "Autocontrol de la prensa", Nuestro Tiempo, Madrid , abri l ,  1 981 . 

-- "Les conseils de presse dans le monde", Notes et eludes documentai res, 
Números 4448, 4449,4950, 26 de diciembre de 1 977, 1 977. 

-- "Teoría y práctica de los Consejos de Prensa", Nuestro Tiempo, Núm.365, 

650 



Derecho de la Información 

Madri d ,  1 984. 

-- La déontologie des médias, París, PUF, 1 997. 

--"Dissent. Medía Accou ntabi l ity: The case for Press Councils", Intermed ia,  
Volumen 1 8 , n úmero 6, 1 990, pp. 1 0-1 4. 

Blackstone, Wil l iam,  Commentaries on the law of England,  Nueva York, Harper and 
Brothers Publ ishers,  1 862. 

Blasi, Vince, "The newsma n 's privilege: An empírica! study", Michigan Law Review, 
Número 70, 1 97 1 . 

Blumler, J .G.  y Hoffmann-Riem , W. , "New roles for public television in Westem Europe: 
Challenges and Prospects", Journal of Communication , vol .  42, número 1 ,  invierno, 
2004. 

Bobbio, Norberto, Teoría general del derecho, Madri d ,  Debate, 1 992 . 

-- Teoría General  de la Pol ítica , Madrid,  Editorial Trotta , 2003. 

et a l . ,  Diccionario  de política , México, Siglo xxi , 1 993. 

-- y Bovero, Michelangelo, Origen y fundamentos del poder pol ítico, Enlace­

México, Grijalbo, 1 984. 

-- Contribución a la teoría del derecho, Madrid,  Debate, 1 990. 

El futuro de la democracia, Buenos Aires, Fondo de Cultura Económica, 1 994. 

-- E l  positivismo jurídico, Madrid, Debate, 1 993. 

Bockenford , Ernst Wolfgang, Estud ios sobre el  Estado de Derecho y la democracia,  
Madrid , Editorial Trotta , s.a.  

Bosmajian,  Haig A. , (ed . ) ,  The freedom of expression, Nueva York, Neai-Schuman,  

1 988. 

Brajnovic, Luka ,  Deontología periodística, Pamplona,  U niversidad de Navarra, 1 978. 

Brohmer, Jürgen y UKROW, Jorg, Self-Regulation of the Media in Europe, Saarbrücken, 
lnstitute of European Media Law, 1 999. 

Bru u n ,  Lars (ed),  Profesional codes in journalism, Praga,  l nternational Association 

651 



Ernesto Villanueva 

of Journal ists, 1 979, p. 4 7.  

Burgoa Orihuela, Ignacio, Las garantías individuales, 27a. edición , México, Porrúa,  
1 995. 

Buser, Paul J . ,  "The newsman ·s privilege: Protection of Confidential Sources of 
l nformation Against Government Subpoenas", Saint Louis Un iversity Law Journal , 
Número 1 5, 1 970. 

Campbel l ,  Angela J . ,  "Self-Regulation and the Media", FCLJ , Volumen 51 , número 
3, 1 999, pp.71 1 -77 1 . 

Carbonel l ,  Miguel, "El nuevo papel del poder jud icial y la transición a la democracia 
en México", J ueces para la Democracia, Madrid , número 46, Marzo/2003, p .95. 

Cárdenas Gracía, Jaime F., Una Constitución para la democracia.  Propuestas para 
un nuevo orden constitucional ,  México, unam, 1 996. 

Carpizo, Jorge y Carbonell ,  Miguel (coords.) ,  Derecho a la información y derechos 
humanos, México, UNAM-Instituto de Investigaciones Jurídicas, 2000. 

--- "E l  poder: su naturaleza , su tipología y los medios de comunicación masiva", 
Boletín Mexicano de Derecho Comparado, México, Instituto de Investigaciones Jurídicas 
de la U NAM, número 95, 1 999, pp. 32 1 -356. 

Carranza, Jorge A. , Los medios masivos de comunicación y el derecho privado, 
Córdoba, Lernes, 1 975. 

Carrara, F. , Programa del curso de derecho criminal ,  Buenos Aires, De Palma, 1 957. 

Carri l lo, Marc, La cláusula de conciencia y el secreto profesional de los periodistas, 
Madrid, Generalitat de Catalunya-Cívitas, 1 993. 

--- "Los consejos de prensa como forma de autocontrol : propuestas y 
prevenciones respecto a su viabil idad en España", Revista de Estudios Políticos, 
Número 54, Madrid , 1 986. 

Carter, T. Barton et al , The firt amendment and the fifth estate: The law of mass media,  
Westbury, Foundation Press, 1 994. 

Carvalho, Luis Gustavo, Liberdade de informac;ao e o direito difuso a informac;ao 
verdadeira ,  Río de Janeiro, Renovar, 1 994 . 

Casas Valles, Ramón, "Sobre la libertad de información y sus l ímites", Revista Jurídica 

652 



Derecho de la lriformación 

de Cataluña, núm. 3, Barcelona, 1 988. 

Castaño, Luis, El régimen legal de la prensa en México, México, Porrúa, 1 962. 

Castro, Juventino V. , Ensayos constitucionales, México , Textos Un iversitarios, 1 977. 

--- , Garantías y amparo, 9a. ed. ,  México, Porrúa, 1 996. 

Cebrián, Juan Luis, "La cláusula y el secreto", aede, Madrid ,  número 1 2, 1 986. 

Cedeno J iménez, Víctor Livio, La prensa y los del itos de prensa , Santo Domingo, 
Fundación para la Cultu ra , 1 985. 

Centro de Estudios Constitucionales, La cláusula de conciencia y el secreto profesional 
del periodista, Cuadernos de Debates, Madrid , Centro de Estudios Constitucionales, 
1 994. 

Cerroni ,  Humberto, La l ibertad de los modernos, Barcelona, Martínez Roca, 1 968. 

Chinchilla Marín, Carmen , La radio-televisión como servicio público esencial ,  Madrid, 
Tecnos, 1 988. 

Col l ,  Jorge E . ,  "Libre expresión de pensamiento y derecho penal" , Boletín Oficial del 
Círculo de la Prensa , núm. 1 66,  Buenos Aires, 1 947. 

Commission on Freedom of the Press, A free and responsible press, Chicago, The 
University of Chicago Press, 1 947 . 

Congreso de la Unión, H. Cámara de Diputados, l i i  Leg islatura, Derechos del pueblo 
mexicano, México, Cámara de Diputados, 1 994, t. i i .  

Cossío, José Ramón et  a l . ,  E l  Poder Judicial de la Federación y los medios de 
comunicación a través de sus sentencias, México, Editorial Porrúa Hermanos, 2002 . 

Couprie, Eliane, Freedom of communication under the law: case stud ies in nine 
countries, Manchester, European lnstitute for the Med ia, 1 987. 

Cox, Archibald , Freedom of expression, Cambridge, Harvard University, Press, 1 981 . 

Cross, Harold, L . ,  The people's right to know, Nueva York, Columbia University Press, 
1 953. 

o· Alemberte, Tabolt, "Journalists Under the Axe: Protection of Confidential Sources 
of lnformation", Harvard Journal on Legislation, número 6, 1 969. 

653 



Ernesto Villanueva 

D. Urban,  Christine, Examining Our Credibil ity: Perspectivas of the Public and the 
Press, ASN E, 1 999. 

Dahl ,  Robert, La democracia y sus críticos, Barcelona , Paidós, 1 990. 

De Carreras Serra, Luis, Régimen juríd ico de la información,  Barcelona, Ariel , 1 996. 

Teoría y fuentes del derecho de la información, 2a.  ed. ,  Barcelona, eub, 1 995. 

De Castro y Bravo, F., Temas de derecho civi l ,  Madrid, Mari sal ,  1 972 . 

De Cupis, Ad riano, l nstituzioni di d iritto privatto, Mi lán, Giuffre, 1 980. 

De la Quadra Salcedo,  T. ,  "La cláusula de conciencia: u n  godot constitucional i y i i" ,  
Revista Española de Derecho Constitucional ,  Madrid,  números 22 y 23, 1 988. 

De Vega Ruiz, José Augusto, Libertad de expresión, información veraz, juicios paralelos 
y medios de comu nicación, Madrid, Editorial Universitas S.A. , 1 998. 

Delacourt, J.,  "The lnternational l mpact of Internet Regulation", H arvard lnternational 
Law Journal ,  nú mero 38, 1 997. 

Derradji,  Ahmed, D roit de la presse et la l i berté d 'information et d 'opinio n  dans les 

pays a rabes, París , Publisud, 1 995. 

Desantes Guanter, José María, La información como derecho, Madrid , Editora Nacional, 
1 974. 

-- El autocontrol de la actividad informativa, Madrid,  Edicusa , 1 973. 

-- La función de informar, Pamplona , U niversidad de Navarra, 1 976. 

-- "Eficacia actual del secreto profesiona l  informativo", AEDE, núm. 1 2 , 1 986. 

-- La función de informar, Pamplona, Universidad de Navarra , 1 976. 

Deutsch, Karl W, Pol ítica y gobierno, México, Fondo de Cultura Económ ica, 1 985. 

Devol, Kenneth S.  (ed .),  Mass media and the Supreme Court: The legacy of the Warren 

years, Nueva York , Hasting House, 1 990. 

Dewal l ,  Gustaf von ., Press Ethics: Regulation and Editorial Practice, Dusseldorf, 
European l nstitute for the Media, 1 997. 

654 



Derecho de la Información 

Diario de los Debates del Congreso Constituyente de 1 91 7, México, Cámara de 
Diputados, 1 922. 

Doyle, C. ,  "Self Regulation and Statutory Regulation", Business Strategy Review, 
Blackwell Publishing, volume 8, no. 3, September, 1 997. 

Duguit, León, Traíté de droit constitutionnel, París, Boccard, 1 930. 

Dumas, Roland, Le droit de l ' information, París, puf, 1 98 1 . 

Ekmekdjian, Miguel Angel , Derecho a la información, Buenos Aires, Depalma, 1 992 . 

Encicloped ia Jurídica Omeba, Buenos Aires, 1 96 1 . 

Erikson, Erik, Childhood and society, Nueva York, Harmonsworth , 1 965. 

Escobar de la Serna, Luis, Manual de Derecho de la I nformación, Madrid, Dykinson , 
1 997.  

Esteve Pardo, J . ,  Régimen jurídico-administrativo de la televisión, Madrid, inap,  1 985. 

Etchegoyen, Félix E . ,  El delito de opinión, Buenos Aires, Abeledo-Perrot, 1 958. 

Falcón y Tella, María José, Concepto y fundamento de la validez del derecho, Madrid , 
Servicio de Publicaciones de la Facultad de Derecho de la Universidad Complutense 
de Madrid-Civitas, 1 994. 

Faringer, Guni l la ,  Press Freedom in Africa, Londres, Praeger, 1 99 1 . 

Ferchen, Guadalupe, Neue Zurcher Zeitung (Estudio de un gran periódico), Pamplona, 
Eunsa, 1 964. 

Fernández Areal ,  Manuel, I ntroducción al derecho de la información, Barcelona, ate, 
1 977. 

Fernández Christl ieb, Fátima, "El derecho a la información y los medios de d ifusión 
masiva", México hoy, México, Siglo xxi ,  1 979. 

Femández-Miranda y Campoamor, Alfonso, El  secreto profesional de los informadores, 
Madrid, Tecnos, 1 990. 

-- "El secreto profesional de los periodistas" en Ramírez, Manuel (Presentación), 
El derecho a la información, Zaragoza, Fundación Centro de Estudios Políticos y 

655 



Ernesto Villanueva 

Constitucionales "Lucas Mallada", 1 995. 

E l  secreto profesional de los informadores, M ad rid ,  Tecnos, 1 990. 

Ferrer, M .C ,  "La autoreg ulación de la actividad i nformativa", Cuadernos de 
Información, Número 3, 1 986. 

Ferrero, Guglielmo ,  Pouvoir, Les génies i nvisibles de la cité, París, Librairie Plo n ,  
1 945. 

Fisher H.D, Die presserate der welt, struktur, finanz basis und spruch praxis von medien 
selbstkontrol le inrichtungen in i nternationalen vergleisch, M u n ich,  Verlag und 

zeitschriften,  1 976 . 

Fiss, Owen, The irony of free speech,  Cambridge, Harvard University Press, 1 996. 

Fix-Zamudio, Héctor, Metodología, docencia e investigación jurídicas, 4a. ed. ,  México, 
Porrúa ,  1 995, 

Fraga, Gabino, Derecho ad ministrativo, México, Porrú a, 29a edición , 1 990. 

García Máynez, Eduardo, Introducción al estudio del derecho, 47a. ed . ,  México, Porrúa, 
1 995. 

García , Trinidad, Apuntes de introducción al estudio del derecho, 29a . ed . ,  México, 
Porrúa ,  1 991 . 

Ga rrido Montt, Mario, Los delitos contra el honor, Santiago de Chi le,  Gibbs, 1 963. 

Garzón Valdés, Ernesto, El concepto de estabil idad de los sistemas pol íticos, Madrid , 
Centro de Estudios Constitucionales, 1 987. 

Gerpen,  Mau rice Van ,  Privileged Communication and the Press: The citizen 's right 
to know versus the Law's Right lo Confidential News Sou rce Evidence, Greenwood 
Press, 1 979. 

Giddens, Anthony, Consecuencias de l a  modernidad , Madri d ,  Alianza Universidad , 
1 990.  

Gil lmor, Donald M. ,  Mass communication law: cases and comment, West Publishing, 
t. Paul ,  1 995. 

Gómez Pavón, P. , La intimidad como objeto de protección penal,  Madrid, Aka l ,  1 989. 

656 



Derecho de la Información 

---, "El secreto profesional de los periodistas", Revista de Administración Pública, 
números 1 00-1 02, Mad rid , 1 983.  

Gómez-Reino y Camota, Enrique, "El  derecho de la información, una d iscipl ina que 
nace", Documentación Administrativa, Madrid ,  n úmero 1 66,  julio-agosto de 1 975. 

González Ballesteros, Teodoro, E l  derecho de réplica y rectificación en prensa, radio 
y televisión , Madrid , Reus, 1 98 1 . 

González Fernández, José Antonio et a l . ,  Derecho eclesiástico mexicano, México, 

UNAM , Porrúa ,  1 992 . 

González Gartland, Carlos, Lecciones de derecho a la información y derecho de la 
información,  Buenos Aires, Ediciones Col ihue, 1 993. 

Goodwin ,  A. y G. Whannel,  Understanding Television,  Lond res, Routledge, 1 990. 

Gordillo, Agustín, Tratado de derecho administrativo, 8a . ed . ,  Buenos Aires, Fundación 
de Derecho Administrativo, 2003, Tomo 1 .  Parte general ,  cap. VI l .  

Gorostiaga, E . ,  La radiotelevisión e n  España.  Aspectos jurídicos y derecho positivo, 
Pamplona, Universidad de Navarra , 1 976. 

Goza íni ,  Osvaldo Alfredo, Derecho Procesal Constitucional, Hábeas Data, Protección 
de datos personales, Argentina , Rubinzai-Culzoni Editores, 2001 . 

Grabosky, Peter y Braithwaite, John (eds.) ,  Regulation and Australia's Future, Canberra, 
Austral ian lnstitute of Crim inology, 1 993. 

Granados Chapa , Miguel Ángel, Examen de la comunicación e n  México, México, El  

Caball ito, 1 98 1 . 

Granados Roldán,  Otto et a l . ,  Medios públicos y democracia, Colección i ntermedios , 

México, Secretaría de Gobernación,  1 992. 

Granstrom, Claes Von ,  "Archives in a digital society from a legal perspectiva - a  Swedish 
perspectiva" , Symposion des Nord rhein-Westfalischen Hauptstaatsarchivs i n  
Verbindu ng m i t  d e n  Allgemeinen Reichsarchiven in Brüssel (Belgien) u n d  D e n  Haag 

(Niederlande) (http://www.archive.nrw.de/dok/symposion0 1 /). 

Groll, Lennart, "Libertad y autodisciplina de la prensa sueca", AEDE, Nú mero 4, Madrid, 

Enero de 1 98 1 . 

Heinonen , Ari , "Journa l ists and self- regulation : The Finnish Case", en Kaarle 

657 



Ernesto Villanueva 

Nordenstreng (ed .) ,  Reports on media ethics, Tampere, U niversity of Tampere, 
Departament of Journalism and Mass Communication , 1 995. 

Herrero Tejedor, Fernando, Honor, intimidad y propia imagen, Madrid ,  Colex, 1 994. 

Holsinger, Ralph y Di lts, Jon, Media law, N ueva York, Me Graw Hi l l ,  1 994. 

Huntington, Samuel , La tercera ola. La democratización a finales del siglo xx, Barcelona, 
Paidós, 1 994 . 

I nforme sobre la comunicación en el mundo, Santiago, 1 992 . 

Kelsen, Hans, Teoría pura del derecho, trad. de Roberto J .  Vernengo, México, U NAM , 
1 986. 

Kern , Ed uard ,  Los del itos de expresión , Buenos Aires, Depalma, 1 967. 

Kohn ,  Stephen M et al . ,  Whistleblower Law A Guide to Legal Protections for Corporate 
Employees, New York, Praeger Publ ishers, 2004. 

Labunski ,  Richard E . ,  Libel and the first amendment: Legal h istory and practice in 
print and broadcasting, Nueva York, Transaction Books, 1 987. 

Larry, l rving, l ntroduction to Privacy and Self-regulation in the information age, NTIA, 
1 997. Disponi ble en http://www. ntia.doc.gov/reports/privacy/privacy _rpt.htm. 

Latorre, Ángel , Introducción al derecho, 8a. ed . ,  Barcelona, Ariel .  1 99 1 . 

Leaute, Jacques, Concepciones pol íticas y jurídicas de la información, Quito, ciespal, 
1 969. 

Legaz y Lacambra, Luis, "Legalidad y legitimidad", Revista de Estudios Políticos, número 
1 01 ,  Madrid ,  1 958. 

Locke, John, Ensayo sobre el gobierno civi l ,  México, N uevomar, 1 983. 

Loffler y Richter, Handbusch des Presserechts, M unich, Verlag , 1 986. 

Loffler, Martin y Hébarre, Jean-Louis, Form und funktion der presse-selbstkontrolle 
in weltweiter sicht, Munich , Verlag C.  Beck, 1 968. 

Lofton , John, The press as guardian of the first amendment, Columbia,  U niversity of 
South Carolina Press, 1 980. 

658 



Derecho de la Información 

Lombardo, lrma, "La pipsa en sus orígenes", Connotaciones, número 2, México, amic, 
1 982 . 

López Ayllón,  Sergio, El derecho a la información,  México, M iguel Ángel Porrúa, 1 984. 

López Guerra, Luis y Aguiar Luis (eds. ) ,  Las Constituciones de l beroamérica, Madrid , 
Centro de Estud ios Constitucionales, 1 993. 

López Olvera, M iguel Alejandro,  Técnica Legislativa , México, McGrawHil l ,  2002 . 

López Ul loa ,  J uan Manuel , Libertad de informar y derecho a expresarse: la 
jurisprudencia del Tribunal Constitucional ,  Cádiz, U niversidad de Cádiz, 1 994. 

Loreti ,  Damián M . ,  El derecho a la información, Buenos Aires, Paidós, 1 996. 

Madrid Conesa, F., Derecho a la intimidad , informática y Estado de derecho, Valencia, 
Universidad de Valencia , 1 984. 

Maquiavelo, Nicolás, Obras pol íticas, La Habana, Editorial de Ciencias sociales, 1 971 . 

Marín Pérez, Pascual ,  Manual de introducción a la ciencia del derecho, Barcelona, 
Bosch , 1 959, 

Márquez Alu rralde, Maximi l iano, Régimen ju rídico de las comunicaciones, Buenos 
Aires, Depalma, 1 986. 

Martínez Sicluna y Sepúlveda Consuelo, Legal idad y legitimidad : la teoría del poder, 
Madrid ,  Actas, 1 993. 

Me Gowan, Gerald L. , "Legislación sobre l ibertad de imprenta en la reforma", Revista 
Mexicana de Ciencias Pol íticas y Sociales, número 1 09,  jul io-septiembre, México, 
1 982 . 

McDowell ,  Stephen D. y Maitland , Carleen, "Developing Television Ratings in Ganada 
and the U nited States: The Perils and Promises of Self-Regulation" en Monroe E. 
Price (ed . ) ,  The V-Chip Debate, New York, LEA, 1 998. 

Mendel, Toby, Public Service Broadcasting. A comparative legal survey, Kuala Lumpur, 
U N ESCO, 2000. 

Meloncel l i ,  A., Línformazione administrativa, Maggliol i ,  Rimin i ,  1 993. 

Mezquita del Cacho, J. L.,  Seguridad jurídica y sistema cautelar, Barcelona, Bosch , 
1 989. 

659 



Ernesto Villanueva 

Mi l i ,  John Stuart, Sobre la l ibertad, Madrid , Alianza, 1 988. 

Molinero, César, Teoría y fuentes del derecho de la i nformación.  2a .ed . ,  Barcelona, 
eub. 1 995. 

Monroe, Price y Verhulst, Stefaan ,  "The Concept of Self Regulation and the Internet", 
en Jens Waltermann & Marcel Machi l l  (eds.) ,  Protecting our chi ldren on the Internet. 
Towards a new culture of responsibil ity. Gütersloh, Alemania, Bertelsmann 
Foundation Publ ishers, 1 999 . 

-- (ed .) ,  The V-Chip Debate: Content Filtering from television to the Internet, New 
York, Lawrence Erlbaum Associates, 1 998 . 

Monroy Cabra,  Gerardo, I ntroducción al derecho, Bogotá, El Profesional,  1 987.  

Munro, Colin ,  "La l ibertad de prensa en Inglaterra", Revista de Administración Pública, 
Mad ri d ,  número 1 31 ,  Mayo-agosto de 1 993. 

Muñoz Machado , Santiago , L ibertad de prensa y procesos de d ifamación,  
Barcelona, Ariel,  1 987. 

Nigerian Press Counci l ,  Press councils and simi lar bodies in Africa , Lagos, N igerian 
Press Counci l ,  1 996. 

Nordenstreng, K. y Topuz H.,  Journal ist: status, rights and responsabil ities, Praga , 
l nternational Organization of Journal ists, 1 989. 

Nordenstreng, Kaarle (ed . ) ,  Reports on media ethics i n  Europe, Tampere, U niversity 
of Tampere, 1 995. 

O'Callaghan Muñoz, Xavier, Libertad de expresión y sus l ímites: honor, intimidad e 
imagen , Madrid ,  Editorial Revista de Derecho Privado, 1 99 1 . 

Osinbajo, Yem i ,  N igerian media law, Lagos, Gravitas Publishments, 1 99 1 . 

Pardo, María del Carmen , De la administración públ ica a la gobernanza, México, El 
Colegio de México, 2004. 

Peces-Barba , Gregario, "La seguridad jurídica desde la filosofía del derecho", Anuario 
de Derechos Humanos, número 6, Madrid,  Universidad Complutense de Madrid, 1 990. 

Pellet Lastra, Arturo, La l ibertad de expresión, Buenos Aires, Abeledo-Perrot, 1 973. 

660 



Derecho de la Información 

Pember, Don R, Privacy and the Press. The law, the mass media and the First 
Ammendment, Seattle, University of Washington Press, 1 972 . 

--- Mass media law, Madison , Brown y Benchmark, 1 993.  

Pérez Luño,  Antonio Enrique, La seguridad jurídica, Barcelona ,  Ariel ,  1 99 1 . 

Pérez G. et al .  (eds .) ,  La voz de los votos: un análisis crítico de las elecciones de 
1 994, México ,  M iguel Ángel Porrúa-FLACSO, 1 995. 

Perul l i ,  Adalberto, 1 diritti d i  informazione, Turín , Giappichel l i ,  1 991 . 

Pinto Maza! , Jorge, Régimen legal de los medios de comunicación colectiva, México, 
unam, 1 977. 

Pizarro, R. D. ,  Responsabil idad civil de los medios masivos de comunicación, Buenos 
Aires, Hammurabi ,  1 991 . 

Pierin i ,  Alicia y Lorences, Valentín, Derecho de acceso a la información , Buenos Aires, 
Editorial Universidad, 1 999. 

Pizzorusso, Alejandro, Curso de derecho comparado, Barcelona, Ariel , 1 987. 

Pola ,  Ángel (comp.), Discursos y manifiestos de Benito Juárez, México, A. Pola Editor, 
1 905. 

Popkin, Margaret, In iciativas para mejorar la independencia judicial en América Latina : 
una perspectiva comparada, Washington, Fundación para el debido proceso legal ,  
2002 . 

Porto, R. ,  Derecho de la comunicación , Buenos Aires, Asociación de Graduados en 
Ciencias Sociales, 1 991  . 

Rabasa, Emilio O. y Caballero Gloria, Mexicano: ésta es tu constitución, México, Miguel 
Ángel Porrúa, 1 996. 

Rampal ,  Kuld ip ,  The concept of the press council ,  Un iversity of M issouri , Freedom 
of lnformation Center. Reporte número 350, 1 976. 

--- Press councils of the world :  role and experience, Tesis Doctoral ,  University 
of M issouri , 1 976. 

Razak, Abd ul (ed. ), Press laws and systems in ASEAN states, Jakarta , Permanent 
Secretariat of the Confederation of ASEAN Journalists, 1 985. 

66 1 



Ernesto Villanueva 

Real Academia de la Lengua Española , Diccionario de la lengua española , 2 1 a . ed. ,  
Madrid , Espasa-Calpe, 1 992. 

Reyes Heroles, Jesús, "La iglesia y el Estado", México, cincuenta años de revolución, 
México,  Fondo de Cultura Económica, 1 96 1 . 

Rigo Vallbona , José, El secreto profesional y los periodistas, Barcelona, Bosch, 1 988. 

-- El secreto profesional y los periodistas, Barcelona , Bosch , 1 988. 

Rivera, Jul io César, La constitucionalidad del derecho de rectificación o respuesta, 
Buenos Aires, Rubinzai-Culzoni ,  2004. 

Rivero, Jean, Les l ibertés publiques, París, Thémis, 1 977. 

Robertson,  Geoffrey y Nicol Andrew G. L., Med ia Law, Londres, Sage publications, 
1 984. 

Rodríguez Castañeda ,  Rafael , Prensa vendida. Los periodistas y los presidentes: 
40 años de relaciones, México, Grijalbo, 1 993. 

Rodríguez, Esteban, Justicia mediática . La administración de justicia en los med ios 
masivos de comunicación, Buenos Aires, Ad-Hoc, 2000. 

Rodríguez Grez, Pablo, Teoría de la interpretación jurídica, Santiago de Chile, Editorial 
Jurídica de Chile, 1 990. 

Romero Coloma, Aurelia María , Derecho a la información y li bertad de expresión , 
Barcelona, Bosch , 1 984. 

Rompan i ,  Santiago 1 . ,  Delitos de d ifamación e injuria y legislación sobre imprenta , 
Montevideo, Claudia García Ed . ,  1 943. 

Rosenberg, Norman L. ,  Protecting the best men: an interpretative history of the law 
of l ibel ,  Chape! Hi l l ,  University of North Carol ina Press, 1 986. 

Saavedra López, Modesto, La l ibertad de expresión en el estado de derecho, Barcelona, 
Arie l ,  1 987. 

Sáinz Moreno, F., Conceptos jurídicos, interpretación y discrecionalidad administrativa, 
Madrid, Civitas, 1 976 . 

Salario mínimo para periodistas , Documentos de la Revista Mexicana de 

662 



Derecho de la Información 

Comunicación,  México, Fundación Manuel  Buendía, 1 990. 

Salaün, Jean M ichel ,  A qui  appartient la  televisión?, París,  Aubier, 1 989. 

Sánchez Meda!,  Ramón, La nueva legislación sobre l ibertad religiosa, México, Porrúa, 
1 993. 

Sartori, Giovanni ,  ¿Qué es la democracia?, trad . Miguel Ángel González Rodríguez 

y María Cristina Pestell in i  Laparell i  Salomón , Madrid.  Tau rus Pensamiento, 2003. 

Scanel l ,  P. , "Public Service Broadcasting : The history of a concept", Goodwin ,  A. y 
G. Whannel . U nderstanding Televis ion, Londres, Routledge, 1 990. 

Scherer García ,  J ulio, Los presidentes, 1 8a.  ed. ,  México, Grijalbo ,  1 993. 

Sepúlveda, Melida, Legislación sobre medios de comunicación social, Panamá, Editorial 
Universitaria, 1 975. 

Serra RojaS, Andrés, Derecho administrativo, México, Porrúa , 1 6a .  edición, 1 994. 

Shannon, Christopher, The protection of joumalists: a survey and analysis of intemational 
activities, Ginebra , l n stitut Universitaire de hautes études internationales, 1 987. 

Shield Laws, A. , Report on Freedom of the Press, Protection on News Sources, and 
the Obligation to Testify, Lexington,  The Council of State Governments, 1 973. 

Sieber, C., Verantwortl ichkeit in Internet. Tecnische Grundlangen und medienrechtliche 
Regelungen,  Münich , Beck Verlag, 1 999. 

Sieyés,  Emmanuel ,  ¿Qué es el tercer Estado?, Madrid ,  Labor, 1 985. 

Singer, Letícia, Mordaza de papel, México, El Cabal l ito, 1 993. 

Smol la, Rodney et a l . ,  The first amendment on trial ,  N ueva York, St. Martin 's Press, 
1 988. 

Soloski,  John y Bezanson Randal l  (eds . ), Reforming l ibel law, Nueva York, Guilford 

Press, 1 992. 

Soria, Carlos, La hora de l a  ética informativa, Barcelona, Mitre, 1 991 . 

Soria no, Ramón, Las l ibertades públ icas, Madrid,  Tecnos, 1 990. 

Suárez Vil legas, Juan Carlos (ed . )  Medios de com unicación y autocontrol .  Entre la 

663 



Ernesto Villanueva 

ética y el derecho, Sevi l la,  MAD, 1 999. 

Tedford ,  Thomas L., Freedom of speech in the United States, Nueva York, Me Graw 
Hi l l ,  1 993. 

Teeter, Dwight y Le Duc Don,  Law of mass communications, Westbury, Foundation 
Press, 1 995. 

The Reporters Comittee for Freedom of the Press, Confidential sources and information. 
A practica! guide for reporters in the 50 states and D . C . ,  The Reporters Commitee 
for Freedom of the Press, 1 993. 

Tocquevi l le, Alexis de, La democracia en América, México, Fondo de Cultura 
Económica,  1 987. 

Toreno, Conde de, Historia del  levantamiento, guerra y revolución en España, s.e. ,  
t. i i i ,  1 848. 

Tucídides, Historia de la guerra del Peloponeso, Madrid,  Enciclopedia Británica, 1 952. 

U ribe 0., Hernán, Ética period ística en América Latina. Deontología y estatuto 
profesional,  México, U NAM , 1 984. 

U . S.  House of Representatives, Hearings on Newsmen 's Privi lege Befare 
Su bcommittee Number Three of the Committee on the Judiciary. 

Valadés, Diego y Gutiérrez Rivas, Rodrigo (coords), Derechos humanos. Memoria 
del IV Congreso Nacional de Derecho Constitucional l l l ,  México, Universidad Nacional 
Autónoma de México, 2001 . 

Valverde, Miguel y Parra Rosales, Luz Paula, G u ía para el análisis de contenido 
electoral de medios de comunicación, México, AMDH-Universidad I beroamericana, 
1 995. 

Veljanowski, C. ,  "Market-Driven Broadcasting: Not Mith by Reality", Intermedia, Estados 
Unidos, vol . 1 8, nú mero 6, noviembre-diciembre, 1 990. 

Vi llanueva, Ernesto (coord.) ,  Derecho y ética de la información. El largo sendero hacia 
la democracia en México, México, Media Comun icación, 1 995. 

--- , Códigos Europeos de ética periodística: Un análisis comparativo, México, 
Fundación Manuel Buend ía-Centro de I nvestigación de la Comunicación ,  1 996 . 

--- , Derecho comparado de la información, México, Miguel Ángel Porrúa. 

664 



Derecho de la Información 

Segunda edición . 2000. 

-- y Luna Pla, l ssa (eds .) ,  Derecho de acceso a la información pública, 
Valoraciones iniciales, México, U NAM-Atlati-USAID- Fundación Konrad Adenauer, 
2004. 

-- Derecho mexicano de la información, México, Oxford University Press, 2000. 

-- El secreto profesional del periodista. Concepto y regulación jurídica en el 
mundo, Madrid, Fragua, 1 998. 

--- El  sistema jurídico de los medios de comunicación en México, México, 
Universidad Autónoma Metropolitana, 1 995. 

(coord), La importancia social del derecho a saber, México, LI MAC, 2005. 

Régimen constitucional de las l ibertades de expresión e información en los 
países del mundo, Madrid, Fragua , 1 997. 

--- Régimen jurídico comparado de la ayuda del Estado a la prensa, México, 
Media Comunicación, 1 996. 

--- Régimen jurídico de la televisión privada en Europa e lberoamérica, Madrid, 
Fragua, 1 997. 

--- Régimen jurídico de las l ibertades de expresión e información en México, 
México, I nstituto de Investigaciones Jurídicas de la unam, 1 998. 

-- Derecho de acceso a la información pública en Latinoamérica, México, UNAM , 
2003. 

--Autorregulación de la prensa. U na aproximación ético-jurídica a la experiencia 
comparada, México, Miguel Ángel Porrúa, 2002. 

-- Temas selectos de derecho de la información, México, UNAM , 2004. 

--- Etica de la Radio y la Televisión . Reglas para una cal idad de vida mediática, 
México, UIA-U NESCO, 2000. 

Vivanco Martínez, Ángela,  Las l ibertades de opinión y de información, Santiago de 
Chile, Andrés Bello, 1 992. 

Weber, Max, The theory of social and economic organization , Chicago, Chicago Free 
Press, 1 94 7. 

665 



Ernesto Villanueva 

---, Econom ía y sociedad. Esbozo de una sociología comprensiva, México, 
Fondo de Cultura Económica, 1 985. 

World Association of Press Councils, Paper presentations and deliberations, Nueva 
Delhi ,  Press Council of India, 1 998. 

Zaffore, J . ,  La comunicación masiva, Buenos Aires, Depalma, 1 990. 

Zannoni ,  Eduardo A. y Bíscaro Beatriz R. ,  Responsabilidad de tos medios de prensa, 
Buenos Aires, Astrea , 1 993. 

Zarco, Francisco, Historia del Congreso Extraord inario Constituyente de 1 856 y 1 857, 

México, I mprenta de Ignacio Cumplido, 1 857. 

666 



Este l ibro se terminó de imprimir  
en enero de 2008, siendo 

Director General del CIESPAL 
el Dr. Edgar Jaramil lo Salas 






